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ticulares; y es responsable de dicho delito por imprudencia» 
el Kotario que no conociendo & dos de los testigos que inter- 
vinieron en el acto, los acepta como tales, por la simple pre- 
sentación que le hace de ellos un amigo suyo. . 

En la ciudad de la Habana, á veinte y ocho de Septiembre 
de mil ochocientos noventa y nueve en el recurso de casación 
por infracción de ley pendiente ante este Supremo Tribunal, 
interpuesto por el Fiscal de la Audiencia de esta capital contra 
la sentencia dictada por la Sala de lo Criminal de dicha Au- 
diencia el dieciseis de Julio de este año, en la causa criminal 
seguida contra Benigna Larrinaga y otros por falsedad en do- 
cumento público, en cuanto al lextremo en que se absuelve á 
Manuel Fuentes Urdaneta, profesor de piano, sin que conste su 
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domicilio y á Francisco de Paula Rodríguez, notario público, 
vecino de esta ciudad; 

Resultando: que vista en juicio oral y público la referida 
causa, la Sala de lo Criminal, en la sentencia consignó como 
probados los hechos siguientes : 

Primero Resultando probado: que la procesada parda Be- 
nigna Larrinaga tenia una hija natural nombrada Bita Améri- 
ca, de dieciocho años de edad, habida en sus relaciones con Do- 
mingo Villar, la cual ni estaba bautizada ni había sido recono- 
cida por su mencionado padre natural ; 

Segundo Resultando probado: que la referida procesada 
deseando que su hija que se preparaba para contraer matrimo- 
nio, apareciese reconocida para bautizarla como tal, y bien por 
suponer muerto á Villar 6 porque ignorase su paradero 6 por 
otro motivo, concibió el proyecto de que otorgase el reconoci- 
miento un tercero que se hiciera pasar por Domingo Villar; 

Tercero Resultando probado: que puesta de acuerdo la Be- 
nigna Larrinaga con Juan Martínez, concubino de una de sos 
hijas y D. Isidro Menéndez, amigo de aquél, asá como eon Ma- 
nuel Casal Freiré, concurrieron todos, en diecisiete de Abril del 
corriente año á las cuatro de la tarde ante el Notario de este 
Colegio Francisco de Paula Rodríguez Acosta y otorgaron una 
escritura pública por la cual Benigna y Manuel Casal Freiré, 
éste con el nombre de Domingo Villar y Sánchez reconocieron 
como hija natural á la ya citada Bita América, firmando la es- 
critura por Benigna Larrinaga, que no sabía hacerlo, Manuel 
Fuentes y por sí Juan Martínez con el nombre de José García 
y Jiménez y D. Isidro Menéndez con el de Pedro Picazo Pujó, 
ambos como testigos instrumentales y de conocimiento ; 

Cuarto Resultando probado: que Benigna Larrinaga había 
eonsultado con Manuel F\ientes Urdaneta, profesor de música 
de sus hijas acerca de las diligencias que debía practicar para 
conseguir el reconocimiento de su hija; y que, indicado por 
Fuentes el otorgamiento de una escritura pública como medio 
para alcanzar dicho fin, fué comisionado por la Benigna para 
que se pusiera de acuerdo con un notario y ajustase ed valor de 
la escritura; 

Quinto Resultando probado: que Manuel Fuentes se avis- 
tó eon el Notario Francisco Rodríguez Acosta, conviniendo con 
él los términos de la escritura y su costo que se fijó en doce x>e- 
SOB setenta y cinco oentavos ; habiéndole manifestado el Notario 
que por no conocer á los otorgantes debían éstos traer testigos 
de conocimiento; 

Sexto Resultando probado: que Fuentes redactó en casa de 
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Benigna L&rrinaga una nota para el Notario en que constaban 
los nombres y las generales de los otorgantes y los testigos, ajus- 
tándose á lo que cada uno de eUos le manifestó, sin que conste 
que supiera que no era Villar el que se hacia pasar como tal ni 
que los testigos á quienes conocía bacía tiempo por verlos en 
casa de Benigna aunque sin saber sus n(xnbres le hubieran dado 
otros distintos a los suyos verdaderos; 

Séptimo Resultando probado: que Manuel Fuentes, acom« 
panado de Martínez y Menéndez se presentó nuevamente en la 
Notaría de Francisco Rodríguez á las doce del mismo día en 
que se otorgó la escritura, entregando á dicho Notario la nota 
referida en el resultando anterior y presentándole como perso< 
ñas conocidas suyas á Martínez con el ncHubre de José García 
Jiménez, y á Menéndez con el de Pedro Picazo Pujó; 

Octavo Resultando probado: que Manuel Fuentes que goza 
concepto de hombre formal, tenía amistad íntima y frecuente 
trato con el Notario Rodríguez hacía más de veinte años, me- 
diando además iguales relaciones entre los familiares de ambos; 

Noveno Resultando probado: que el Notario Francisco Bo« 
dríguez Acosta, al autorizar la escritura de reconocimiento de 
diecisiete de Abril dio fe de conocer á los testigos de conoci- 
miento José García Jiménez y Pedro Picazo Pujó, y al siguien- 
te día participó á la policía que acababa de tener noticias de 
que no eran éstos los verdaderos nombres de dichos testigos; 

Décimo Resultando : que por escritura de dieciseis de Mayo 
último ante el Notario Francisco Diego y Alberto, reconoció 
Domingo Villar y Basanta como su hija natural á la Bita Amé- 
rica, declarando además, en el acto del juicio oral, que no había 
recibido perjuicio por la escritura de diecisiete de Abril último ; 

Décimoprimero Resultando : que el Ministerio Fiscal en sus 
conclusiones definitivas calificó los hechos como constitutivos de 
un delito de falsedad en documento público, cometido suponien- 
do en el acto la intervención de personas que no la han tenido, 
comprendido en el caso segundo del artículo trescientos diez del 
Código Penal; como autores á los procesados Benigna Larrina- 
ga. Casal, Menéndez y Martínez sin circunstancias modificativas 
y solicitó «e le impusiese, á la primera, ocho años y un día de 
prisión mayor y multa de mil doscientas cincuenta pesetas; á 
loB otroe tres : ocho años y un día de presidio mayor, accesorias 
del artículo cineuentiseis y multa de ciento veinticinco pesetas 
á cada uno; y estimando los hechos realizados por Fuentes y 
por Rodríguez como imprudencia, solicitó para Fuentes la pena 
de seis meses de arresto mayor y para Rodríguez la de dos me- 
ses y tin día de arresto mayor, por estimar que era autor por 
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impradencia con infracción de Reglamento, entendiendo que in- 
fringió lel artículo cincuentisiete de la Ley del Notariado; 

Décimosegundo Resultando: que la- defensa de Benigna La- 
rrinaga en sus conclusiones definitivas calificó el hecho procesal 
como constitutivo de la falta comprendida en el artículo qui- 
nientos noventiocho y en caso de estimarse delito concurría la 
circunstancia eximente número diez del artículo octavo del Có- 
digo Penal y solicitó su absolución; la de Isidro Menéndez y 
'Juan Martínez solicitó su absolución por estimar no haber te- 
nido ánimo de causar perjuicio y no haberse originado; la de 
Manuel Casal, solicitó se le impusiese la pena señalada á la im- 
prudencia temeraria; la de Manuel Puentes solicitó su absolu- 
ción por falta de pruebas y la del Notario Francisco de P. Ro- 
dríguez solicitó su absoílución por estimar no ser constitutivos de 
delito los actos que se realizaron por él; 

Resultando: que la Audiencia declaró que los hechos ex- 
presados en los tres primeros de los transcritos resultandos, 
constituyen el delito de falsedad en documento publico c<Hneti- 
do por particulares, siendo responsables del mismo, en concepto 
de autores, los procesados Benigna Larrinaga, Manuel Casal 
Freiré, Juan Martínez é Isidro Mlenéndez; condenando en con- 
secuencia á la primera, á la pena de ocho años y un día de pri- 
sión mayor con las accesorias correspondientes; y á los tres 
restantes á ocho años y un día de presidio mayor, á cada uno 
también con sus accesorias correspondientes; absolviendo á Ma- 
nuel .Fuentes Urdaneta y á Francisco de Paula Rodríguez 
Acosta, por no ser constitutivo de delito los actos que realiza- 
ron ; con las costas de oficio, en cuanto á estos últimos ; 

Resultando: que contra esa sentencia impuso el Fiscal re- 
curso de casación por infracción de ley, fundado en el número 
dos del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal y designando como infringido el artículo 
quinientos noventa y dos del Código Penal, porque no se cali- 
ficaron ni penaron como delito los hechos que se declaran pro- 
bados en los resultandos sexto, séptimo, octavo y noveno, cons- 
titutivos de imprudencia; cuyo recurso fué admitido en auto 
de veinte y siete de Julio de este año; 

Resultando: que remitidos los oportunos testimonios á este 
Supremo Tribunal, previos los emplazamientos legales, y perso- 
nados el Fiscal, Antonio González Soler, á nombre de Francisco 
de P. Rodríguez Acosta y Manuel Fuentes Urdaneta por sí 
mismo; transcurrido el período de instrucción, se designó para 
la vista el día dieciseis del mes actual, celebrándose en dicho 
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día, con intervención del Fiscal y de loe defensores de los recu- 
rridos Fuentes Urdaneta y Rodríguez Acosta; 

Siendo Ponente el Magistrado José M, Oarcia Montes, por 
disentimiento del nombrado, Magistrado Rafael Cruz Pérez; 

Considerando: que los hechos que han originado la presen- 
te causa criminal constituyen el delito de falsedad en documen- 
to público, por haberse supuesto en la escritura de reconoci- 
miento de hijo natural, otorgada en diez y siete de Abril de 
este año ante el Notario Francisco de P. Rodríguez Acosta, la 
intervención de una persona que realmente no intervino en ella ; 
delito definido y penado en el número dos del artículo trescien- 
tos diez y en el trescientos once del Código Penal, según fuere 
cometido por funcionario público ó por particulares; 

Considerando: que Fuentes Urdaneta no tuvo en el acto 
del otorgamiento de la escritura en que se cometió la falsedad 
otra participación que la de firmar á nombre de la otorgante 
Benigna Larrinaga, por no saber ésta hacerlo ; y que eliminada 
aqufclla participación siempre existiría el delito resultante de 
haberse supuesto en un documento público la intervención de 
una i>ersona que no la tuvo en realidad; 

Considerando: que aun cuando, antes del otorgamiento 
Fuentes Urdaneta presentó al Notario Rodríguez Acosta, como 
personas conocidas suyas los testigos Isidoro Menéndez y Juan 
Martínez, bajo nombres que estos supusieron, sin conocimiento 
del primero; el hecho de la presentación no puede apreciarse 
como elemento generador de responsabilidad criminal; porque 
ni Fuentes Urdaneta afirmó por él la identidad del otorgante, 
que pudo ser el verdadero Villar, aun siendo supuestos los nom- 
bres de los dos testigos, ni con dicho acto comprometió al Nota- 
rio á otorgar forzosamente la escritura en condiciones de segu- 
ridad distintas de las impuestas por su cargo al último ; por ra- 
zón de lo cual, y atendidos la posición social y el grado de cul- 
tura respectivos de uno y otro, no es de estimarse que aquella 
simple presentación fuera causa suficiente para inducir á Ro- 
dríguez Acosta á que aceptara eomo personas de su conocimien- 
to á quienes realmente no lo eran y menos aún, que de la acción 
de Fuentes Urdaneta se siguiese directa y necesariamente la fal- 
9edad más tarde cometida al afirmarse por los testigos, que el 
compareciente Casáis, era el Domingo Villar á quien se ha su- 
plantado; 

Considerando: que la falta de malicia en el autor de un 
hecho constitutivo de delito, cuando éste se ejecuta mediante al- 
guna de las clases de imprudencia comprendidas en el artículo 
quinientos noventa y dos del Código Penal, lo sujeta á la res- 
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ponsabilidad criminal eorrespondiente ; y que ignorante el No- 
tario Rodríguez Acosta del propósito culpable realizado por el 
otorgamiento de la escritora falsa, ha procedido voluntariamen- 
te, aunqfue sin malicia; 

Considerando: que el Notario debe conocer personalmente 
á todo testigo de conocimiento conforme á lo diErpuesto en el 
párrafo segundo del artículo cincuentisiete del Reglamento de 
la Ley del Notariado, cuya clase de conocimiento supone el an- 
teoedente de reflaciones previas, que no existieron en el caso que 
ha originado el actual proceso; no pudiendo admitirse que un 
Notario conoce personabnente á dos testigos que le fueron pre- 
sentados pocas horas antes del otorgamiento de la escritura «. 
que intervimeron y para el solo efecto del mismo otorgamiento ; 

Considerando: que las clases de imprudencia mencionadas 
en el artículo quinientos noventa y dos del Código Penal se 
caracterizan por la mayor ó menor gravedad de la imprevisión 
6 ligereza en que se incurra; y que si bien es cierto que ¿ un 
Notario público es de exigirse una diligencia extraordinaria, 
por la importancia de sus funciones y la trascaidencia de los 
actos en que interviene, no puede estimarse que Rodríguez Acos- 
ta obró aoa temeridad, pero sí con simple imprudencia, al con- 
ceder al dicho de un amigo tan antiguo, intimo y honrado como 
lo era Fuentes Urdaneta, un crédito absoluto que su deber como 
Notario no le permitía concederle; 

Considerando: que la intervención del mencionado Notario 
ha sido condición indispensable para la ejecución del ddito per- 
seguido, ya que sin ella no existiría el de falsedad en documen- 
to púbUoo; y por tanto no ha podido declarársele exento de 
responsabilidad criminal, sino que ha debido imponérsele la 
pena correspondiente al autor por participación directa del de- 
lito de falsedad cometido por simple imprudencia y con infrac- 
ci^ del Reglamento de la Iiey del Notariado; 

Considerando: que según Los precedentes fundamentos el 
Tribunal sentenciador no ha incurrido en la infracción de ley 
alegada por el recurrente, en cuanto al procesado Manuel Fuen- 
tes Urdaneta, puesto que á éste no era aplicable el precepto le- 
gal que se supone infringido ; pero sí cometió el Tribunal dicha 
infracción respecto del otro procesado Francisco de P. Rodrí- 
guez Acosta, por no aplicarle como debió hacerlo el referido 
precepto legal, consignado en el artículo quinientos noventidos 
del Código Penal vigente; 

PaUíAMOB que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación interpuesto contra la sentencia de la Sala 
de lo Criminal de la Audiencia de esta ciudad de dieciseis de 
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Julio del eomente año, en cuanto absuelve á Manuel f^ntes 
Urdaneta; declarando al mismo tiempo con lugar el recurso 
re8|>ecto al Notario Francisco de Paula Rodríguez Acosta, ca- 
sando y anulando la sentencia en este extremo ; sin especial con- 
denación de costas. 

Asi, por esta sentencia, que se publicara en el periódico ofi- 
cial del Qobiemo é insertará oportunamente en la colección i 
cargo de la Secretaría de Justicia, á cuyo efecto se sacarán y 
remitirán las copias necesarias, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos; y con la sentencia que á continuación se dicta, co- 
muniqúese á la Audiencia de esta ciudad, á los «efectos proce- 
dentes. — ^Pedro Qonzález Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José 
M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betanoourt. — 
Octavio Qiberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana, á veintiocho de Septiembre ds 
mU oehocientos noventa y nueve en la causa criminal seguida 
en la Audiencia de esta capital por delito de falsedad en doeu» 
mentó público contra Francisco de Paula Rodríguez Accsta y 
otros, dicho Rodríguez natural y vecino de esta ciudad, de cua- 
renta y un años de edad, casado, notario público y sin anteoe<» 
dentes x>enales; 

Besultündo: que casada y anulada por sentencia de esta 
misma fecha la dictada el dieciseis de Julio del corriente año 
por la Sala de lo Criminal de la Audiencia de esta capital en lo 
referente al procesado Francisco de Paula Rodríguez Acosta, 
procede dictar de seguida la sentencia que debe sustituir á la 
pronunciada por el Tribuna} recurrido conforme á lo dispuesto 
en «1 artículo treinta y ocho de la orden número noventa y dos 
sobre la sustanciación de procedimientos ante este Supremo Tri- 
bunal; 

Vistos: siendo ponente el Magistrado José M. García Mon- 
tes por disentimiento del nombrado, Magistrado Rafael Cruz 
Pérez. Aceptando los fundamentos de hechos contenidos en los 
doce Resultandos de la referida sentencia de dieciseis de Julio 
de este año ; 

Considerando: que los hechos que se declaran probados en 
la sentencia casada, constituyen el delito de falsedad en docu- 
mento público cometido por funcionario, comprendido en el nú- 
m»ero dos del artículo trescientos diez del Código Penal, siendo 
autor del mismo por participación directa, el procesado Francis- 
co de Paula Rodríguez Acosta, y sin que en la ejecución haya 
concurrido circunstancia modificativa de ninguna clase; 
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Considerando: que el procesado Francisco de Paula Rodrí- 
guez Acosta al dar fe de conooer á los testigos de conocimiento, 
que en realidad no conocía, aceptando la manifestación de una 
persona honrada y de su mayor é íntima amistad que se los ha- 
bía presentado pocas horas antes del otorgamiento de la escri- 
tura y para el sólo efecto del mismo otorgamiento, obró sin ma- 
licia, pero con imprudencia simple á pesar de su reconocida inte- 
gridad, infringió el párrafo segundo del artículo cincuenta y 
siete del Reglamento de la Ley del Notariado que exige el co- 
nocimiento personal por el Notario de los testigos de conoci- 
miento, — ^incurriendo por ello en la pena de arresto mayor en 
sus grados medio y máximo, conforme á lo dispuesto en el pá- 
rrafo segundo del artículo quinientos noventa y dos del Código 
Penal; 

Considerando: que conforme al párrafo tercero de dicho 
artículo quinientos noventa y dos del Código Penal, los Tribu- 
nales procederán en la aplicación de la pena impuesta á los 
delitos cometidos por imprudencia según su prudente arbitrio 
sin sujetarse á las reglas prescritas en el artículo ochenta; 

Considerando: que no habiéndose producido para tercero 
daño ni perjuicio alguno, no existe responsabilidad civil; y que 
las costas se imponen por la ley á toda persona responsable cri- 
minalmente de un delito; 

Vistos los artículos primero, once, veinte y seis, sesenta, 
ochenta, ciento diez y nueve, trescientos diez y quinientos no- 
venta y dos del Código Penal y el artículo treinta y ocho de 
la orden número noventa y dos sobre la sustanciación de procct 
dimientos ante este Supremo Tribunal; 

Fallamos que debemos condenar y condenamos á Francisco 
de Paula Acosta á la pena de dos meses y un día de arresto 
mayor, suspensión de todo cargo y del derecho de sufragio du- 
rante el tiempo de la condena y al pago de la sexta parte de 
las costas causadas hasta la interposición del recurso de casa- 
ción. 

Así, por nuestra sentencia, irrevocablemente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos. — ^Pedro González Lloren- 
te. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo Ta- 
mayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 

Voto particular. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y ocho de Septiembre 
de mil ochocientos noventa y nueve en el recurso de casación 
por infracción de ley que pende ante este Tribunal, interpuesto 
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X)or el Ministerio Fiscal contra la parte de la sentencia que se 
refiere al Notario Francisco Rodríguez Acosta y Manuel Fuen- 
tes IJrdaneta, pronunciada por la Sala de lo Criminal de la Au« 
diencia de la Habana, en causa seguida de oficio por falsedad 
en documento público. Aceptando los resultandos de la Audien* 
cia y los añadidos por el Tribunal de casación, el Magistrado 
que suscribe, disintiendo de la opinión de la mayoría y en cum- 
plimiento de lo dispuesto en el párrafo segundo del caso cuarto 
del artículo ciento cuarenta y siete de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, formula el siguiente voto particular: 

Considerando : que el hecho de admitirse un recurso de ca- 
sación equivale ni más ni menos, á dar por sentado que hay 
términos hábiles en el escrito de interposición para discutir y 
resolver, sin necesidad de suplir omisiones, ni corregir deficien- 
cias, ni acudir á Tribunal distinto en busca de datos, el proble- 
ma jurídico planteado concretamente por el recurrente, cuyo 
escrito, además de determinar y precisar la cuestión propuesta 
es la base len que se apoya el Supremo para decidir si ha habido 
ó no infracciones de ley ó quebrantamientos de forma ; 

Considerando : que en el recurso de casación por infracción 
de ley no pueden resolverse más cuestiones que aquellas que en 
términos concretos, claros y precisos propone y fundamenta el 
recurrente; y de aquí el precepto imperativo del inciso cuarto 
del artículo quinto de la orden de casación número noventa y 
dos de citarse con precisión y claridad la ley infringida y con- 
cepto en que lo haya sido, precepto que excluye desde luego 
cualquier indeterminación ó vaguedad en la cita que se haga; 
y conteniendo, como contiene, el artículo quinientos noventa y 
dos del Código Penal en su conjunto tres hechos ó problemas 
distintos que exigen tres distintas penalidades, el recurrente en 
ninguna parte de su escrito de interposición manifiesta á cuál 
de estos tres hechos se contrae, ó no determinó, como debió ha- 
cerlo, el concepto de la infracción, no siendo en modo alguno 
atribución del Supremo suplir omisiones, ni corregir deficien- 
cias, ni aclarar indeterminaciones ó vaguedades, ni acudir á 
Tribunal distinto para fijar con toda precisión los términos del 
debate ; 

Considerando por otra parte que no puede invocarse como 
único motivo la infracción del articulo que comprende la mate- 
ria de imprudencia temeraria, porque dicho artículo, que no tie- 
ne vida propia, aislada é independiente, supone, para que en él 
se incurra, la infracción de otro que defina el delito cometido, 
si no mediare malicia; y en el recurso de casación interpuesto 
no se relaciona el mencionado artículo de la imprudencia, con 



10 JUSISPRUnBNCIA PENAL. 

ningún otro del Código Penal, no siendo de afMreciaise por ex- 
temporáneas las manifestaciones del Fiseal en el acto de la 
vista, al tratar éste de subsanar los defectos y omisiones del 
Fiseal del inferior; 

Considerando : que ann cuando en el período de instmoeioo 
á las partes se concede á éstas el derecho de combatir la admi« 
sien del recurso no pareciendo que el Supremo pueda de oficio 
declararlo mal admitido y rechazarlo durante dicho período de 
oposición ; es una verdad en la esfera de elevados prindpiaB le* 
gales que si ese derecho «e renimcia ó pasa inadTsrtido por la 
Andieneia ó por las partes, no cabe concebir, dado el objeto de 
este Tribunal que es corregir los errores cometidos por los Tri- 
bunftks, que la mente del legiidador haya sido, al escrilnr el ar- 
tículo veinte y ocho de la orden de caaadón, poner un muro á 
este propio Tribunal, para que, en el easo de palparse defectos 
sustanciales cometidos por mía Andieneia, admitiendo xm re- 
curso sin vida dentro del derecho, no se pueda, al llegar el mo- 
mento de resolverse en el fondo declarar sin lugar un asunto 
falto de materia por sus defideneias, ú omisiones ó vaguedades, 
ó muerto ya en la esfera jurídica, pues de otro modo se ten- 
drían que sancionar errónea que, además de desnaturalisar la 
índole de los recursos de casación, darían vida alguna que otra 
vez á situaciones pasadas á la categoría de eosas jugadas; 

Considerando: á mayor abundamiento que no constando en 
parte alguna del escrito de interposición del Decurso que al No- 
tario Rodríguez Acosta se acuse de haber incurrido en impru- 
dencia simple eoa inf raccim de Reglamento, no puede este Tri- 
bunal, cuya esfera es de estricto derecho, condenarle por seme- 
jante delito; 

Considerando: que tampoco procede condenarle por im- 
prudencia temeraria, como se le acusó en el acto de la vista, 
porque dentro del actual sistema acusatorio hay estrechísima 
relación entre la acusación y la defensa hasta el punto de no 
poderse penar por delito más grave que el que haya sido obje- 
to de las conclusiones definitivas salvo el caso de hacer uso la 
Audiencia del aiticulo setecientos treinta y tres de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal; y el Tribunal Supremo cuando casa 
una sentencia, al redactar la segunda, baja á la categoría del 
Tribunal del juicio no teniendo en tal caso ni mayor ni menor 
competencia que éste, y no siéndole dado, por consiguiente, tras- 
pasar en sus sentencias el límite máximo trazado por la acusa- 
ción, pues de otro modo entraría en pleno sistema inquisitivo; 

Considerando : que por todos estos motivos de forma no ca- 
be tomar en cuenta lo alegado ambigua y aisladamente en el 
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escrito de iráefrpoaiáéñ del recurso aun cuaodo puieda ser cier- 
to que en el fallo de 1* Audiencia se haya cometido alguna in- 
fracción de ley ó algún error de derecho. Se diedara no haber 
lugar al reeuvso de casación por infracción de ley interpuesto 
por ^ Ministerio Fiscal contra parte de la sentencia (Uctada 
por la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana. 

Así, por esta sentencia, lo pronuncio, mando y firmo. — ^Ra- 
fael Cruz Pérez. 



Bl M. F. contra Bbrnab£ Bodbíoubz. 

Auto de 30 de Septiembre de 1899. 

Recurso par infracción de Ley interpuesto por Bernabé Rodrí- 
guez contra la sentencia de 18 de Uayo de 1899, dictada 
por la Audiencia de Matamos, 

MÚSETE ACCIDENTAL 

Para sustanciar y rosolver im recnnN) de casaeián, per 
Infraccián de Iiey, hay qiu partir necesaaria y sottlastTaiiiflBte 
de los lioélif» declarados protados» qna deben sor aoeptados 
por el recarrMite. 

Ho Si duaplo con lo dl^nesto en el artícnlo 5. de la Or- 
den 92, qjae exige la consignación en el escrito de tntexposi- 
ci6n del texto legal ave autoriza él racnxso, cuando con no- 
toria fncongniencia te cita im número del artieolo S49 de la 
Ley de BnJnlcTtamianto Ortmlnal, qne no es el qjaub antorisa 
dicho leoiUBo. 

La pretendida sabaanadón ante el Trlbonal de casación, 
de los defectos de qne adoleciera im recurso, no couTsUdan 
sn admisión, pues estos le hadan ya inadmisible por el Tri- 
bunal mnt onciad or, 

Resultando: qu« la Audiencia de Matanzas, conociendo en 
juicio ogral y público de la presente causa, instruida por el 
Juzgado del Mercado de dicha ciudad, contra Bernabé Rodrí- 
guez Báee por muerte de José Broscos y Alvarez, dictó senten- 
cia len diez y ocho de Mayo del corriiente año, por la cual se 
consignan los hechos en los términos de los siguientes : 

Primero Resultando probado: que en la mañana del diez 
y siete de Diciembre del año mil ochocientos noventa y seis José 
Broscos y Alvarez, guardabarrera de la empresa del ferrocarril 
de Matanzas en el crucero del camino que va á las cuevas de 
Bellaniar por dond/e pasa también la línea de los ferrocarriles 
Unidos, fuié arrollado por la máquina exploradora número vein- 
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te y dos que conducía el maquinista Bernabé Rodríguez Báez; 

Segundo Resultando probado: que cuando apareció la lo- 
comotora se encontraba Broscos, que era algo sordo, parado lim- 
piando la carrilera en la faja de terreno neutral que separa las 
paralelas de ambas empnesas y que al apercibirse de la proxi- 
midad inmediata de la máquina intentó pasar la yía por donde 
venía dicha máquina; 

Tercero Resultando probado : que al salir la máquina de la 
curva situada á más de un kilómetro del lugar en que ocurrió 
el suceso el maquinista Bernabé Rodríguez no dio la señal de 
aviso, tocando el silbato de la máquina ; 

Resultando : que calificados los hechos expuestos como cons- 
titutivos de un delito de homicidio por simplie imprudencia, con 
infracción del Reglamento de policía de ferrocarriles, del que 
es responsable en concepto de autor por participación directa el 
procesado Bernabé Rodríguez Báez, sin circunstancias modifica- 
tivas, la expresada sentencia le condenó á la pena de dos meses 
y un día de arresto mayor, accesorias, indemnización y costas, 
condenando al mismo tiempo subsidiariamente á la compañía 
de los Ferrocarriles Unidos de la Habana al pago de la indem- 
nización fijada, por considerarla responsable civilmente para el 
caso de que el procesado, por razón de insolvencia, no la satisfi- 
ciene; 

Resultando: que contra la referida sentencia se interpuso, á 
nombre del procesado, recurso de casación por infracción de 
ley, cuyo recurso dice el recurrente autorizado por el número 
primero del artículo ochocientos cuarenta y ocho y el número 
quinto del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, citando como infringidos el Regla- 
mento de ferrocarriles, sin mencionar en cuál de sus disposicio- 
nes, y el artículo primero del Código Penal, porque, al decir del 
recurrente, resulta probado de la sentencia que el maquinista 
Bernabé Rodríguez dio los silbatos ó avisos que dispone lel Re- 
glamento citado antes de llegar á la curva donde ocurrió el 
hecho, no habiendo visto á Broscos en la línea férrea y por con- 
secuencia resulta probado que no hubo omisión en ningún acto 
por el maquinista Rodríguez que derive la responsabilidad que 
define el delito el artículo primero del Código Penal, citando 
también como infringidos los númieros nueve y doce del artículo 
octavo del propio Código Penal, porque según expone el recu- 
rrente, de la misma sentencia resulta probado que Broscos era 
algo sordo, y encontrándose de espaldas á la dirección en que 
venía la máquina, no oyó el silbato, siéndole imposible huir del 
X)eligro por estar ya la máquina á su alcance, no obstante haber 
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tratado el maquinista de parar á tiempo, lo que no pudo verifi- 
car dado el poco tramo que mediaba entre la máquina y el in- 
terfecto: y aludiendo además, aunque sin citarlo expresamente 
como infringido en la sentencia al número catorce del referido 
artículo octavo del Código Penal; 

Resultando: que, admitido por la Audiencia el recurso in- 
terpuesto á nombre del procesado y designado en forma repre- 
sentante y defensor del último ante este Supremo Tribunal, se 
fijó el término para instrucción, durante el cual él Ministerio 
Fiscal ha impugnado, en escrito de seis del mes en curso, el auto 
de admisión dictado por la Audiencia, alegando que en la inter- 
posición del recurso, no se llenaron los requisitos tercero y cuar- 
to del artículo quinto de la orden número noventa y dos diel 
Gobernador Militar de la Isla, ni concurren las circunstancias 
tercera y cuarta de las que para que sea admisible enumera el 
artículo séptimo y solicitando que se declare mal admitido el 
recurso en conformidad con el artículo treinta y cuatro; y, por 
su parte, la representación del recurrente, también durante el 
término de la instrucción, por su escrito de doce de este mes, 
usando, según dice, del derecho que le otoi^a el número prime- 
ro del artículo veinte y ocho para ampliar los motivos de casa- 
ción expresados al tiempo de la interposición, expone que el 
presente recurso está autorizado por el artículo ochocientos cua- 
renta y ocho y primero del ochocientos cuarenta y nueve de la 
Ley de Enjuiciamiiento Criminal: reproduce literalmente los 
tres primeros Resultandos de la sentencia interpelada, sin más 
diferencia que la omisión del adjetivo *' inmediata" contenido en 
el segundo de dichos Resultandos: cita como infringidos el ar- 
tículo primero en nelación con el quinientos noventa y dos del 
Código Penal y el artículo ochenta del Reglamento de Policía 
de ferrocarriles, por haberse aplicado indebidamente al hecho 
de la causa, puesto que éste no fué más que un accidente, acom- 
pañado de circunstancias que tampoco son las prevenidas en 
aquella disposición del Reglamento: y pide se tenga por am- 
pliado el recurso y, previa la sustanciación legal, se declare 
oportunamente haber lugar á la casación de la sentencia ; 

Resultando: que, señalado el veinte y siete del actual para 
la vista de la cuestión previa sobre impugnación, se ha celebra- 
do aquella en dicho día, con asistencia del Ministerio Fiscal y 
del defensor del recurrente; 

Considerando: que debiéndose, para sustanciar y resolver 
el recurso de casación por infracción de Lrey, partir necesaria y 
exclusivamente de los hechos que como probados haya admitido 
el Tribunal sentenciador, á ellos ha de atemperarse el recurren- 
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te, sin desconooerloB, ni impugnarlos, ni aducir otros quíe la 
sentencia no compreúfda; j al alegar aquel en este caso deter- 
minados hechos sin apoyo en la seixteneia y aun en cierto grado 
contradictoriamente con la nüsma, así como también al consig- 
nar como motivo de la casación que pide ei d^ numero quinto 
del artículo ochoei-entos cuarenta y nueve de la Dey de Enjui- 
ciamiento Criminal, ó sea el error de derecho cometido en la cali- 
ficación de los hechos apreciados en concepto de circunstancias 
agravantes, atenuantes ó eximentes de responsabilidad, siendo 
así que la aentenia no ha apreciado hecho alguno como genera- 
dor de circunstancias modificativa» ni eximentes, plantea el re- 
curso, con tales alegaciones y tal cita, en términos que no i)er- 
miten tratarlo y lo hacen del todo inadmisible; 

Considerando: que el precepto terminante del artículo 
quinto de la Orden número noventa y dos, según el cual en ei 
escrito de interposieión del recurso deberá expresarse el texto 
legal que lo autorice, queda incumplido, cuando con notoria in- 
congrueiKjia, tendiendo las alegaciones del recurrente á demos- 
trar que la sentencia estima como constitutivo de delito un he- 
cho que no lo es y deja, en cambio, de estimar circunstancias 
eximientes que concurrieron á su ejecución, se invoca un núme- 
ro defl artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de En- 
jui<;iamiento Criminal que no aea priecisamente el número pri- 
mero, por ser éste el único que puede autorizar la casación fon- 
dada en semejantes infracciones ; 

Considerando : que tampoco se Hena el requisito exigido por 
«1 propio artículo quinto de la expresada orden número novien- 
ta y dos con referencia á la mención que en el escrito interpo- 
niendo el recurso por infracción de ley debe hacerse de la que 
esté infringida y del concepto en que lo hayan sido, cuando se 
emplean formas deficientes y vagas, inútiles por tanto para 
fijar y circunscribir desde el primer momento el problema ju- 
rídico, que ha de quedar propuesto con la interposición misma 
del recurso ante el Tribunal sentenciador, sin que la ulterior 
subsanación de tal defecto, pretendida ó reabzada ante el Tribu- 
nal de casación, ya sea espontánea de la parte recurrente ó bien 
subsiga á la impugnación de los demás interesados, baste á dar 
eficacia, para el efecto de su admisión, á un recurso que, por 
ser mal interpuesto, no ha debido admitir «1 Tribimal ante 
quien se interpusiera y después de su admisión debe declarar 
mal admitido el Tribunal Supremo, de conformidad con las pres- 
cripciones respectivamente contenidas en los artículos once y 
treinta y cuatro de la ya citada orden número noventa y dos 
del Gobernador Militar de la Isla; 
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3b DEcaiiABA mal admitido el recurso de casación interpuesto 
á nombre de Bernabé Rodríguez Báez contra la sentencia pro- 
nunciada esn esta causa por la Audiencia de Matanzas, sin espe- 
cial condenación de costas; y comuniqúese esta resolución al 
Tribunal sentenciador á los efectos procedentes. 

Lo proveyeron y firman los magistrados del margen, lo cer- 
tifioo. — ^Pedro Oonzález Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. 
Qai«ía Montes. — ^Eudaldo Tamayo. — Octavio Giberga. — Ante 
mí, P. D., Silverio Castro. 



El M. P. contra Anastasio Hernández Amador. 

Sentencia núm. 2 (5 de Octubre de 1899). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Anastasio Her- 
nández Amador contra la sentencia dictada por la Audien- 
cia de Matanzas en 15 de Junio de 1899, 

HOMIOmiO. 

La defensa piropla, como ctrcwmtancla esclmeate de res- 
fonsaMUdad criBiinal, está eendieionada por la conciirrsiicia 
de los tres xeqniflltos de agresión ilegitima, necesidad racional 
del medio empleado para impedirla ó repelerla y falta de 
provocacián raflciente por parte del qne se defiende; y no 
concurriendo todos esos reqnisltos, solo pnede estimarse como 
ciieimstaiieia atennaata conforme con el ntbnero 1 del ar- 
ticnlo 9.0 del Código Penal. 

Apreciada en nn delito de homicidio la atenuante 4.« del 
artículo S.o^ en relación con el número l.o del artículo 9.o, la 
pena qne corresponde imponer es la de prisión correccional 
(e meses y mi dia) qne es el mínimo de la inferior en dos 
grados & la de roelnslón temporal señalada al delito. 

En la Ciudad de la Habana, á cinco de Octubre de mil 
ochocientos noventinueve, en el recurso de casación por infrac- 
ción de ley pendiente ante este Supremo Tribunal á consecuen- 
cia del interpu^to por Anastasio Hernández Amador guardia 
de policía y vecino de la ciudad de Matanzas cfontra la senten- 
cia dictada por la Audiencia de esta ciudad en la causa por 
homicidio de Jorge Nixon; 

Resultando: que vista en juicio oral y público la referida 
cansa, la mencionada Audiencia de Matanzas, en sentencia de 
<faince de Junio de este año, consignó como probados los hechos 
siguientes: 

Primero Resultando probado: que el día diez de Abril del 
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corriente año, siendo próximamente las once de la noche los 
guardias de policía Anastasio Hernández Amador y Alberto 
Betanconrt y Dávalos en cumplimiento de sus funciones se ha- 
llaban guardando el orden en la calle de Daoiz en una casa don- 
de se daba un baile, en cuyo lugar se presentaron varios ne- 
gros americanos entre los cuales se encontraba el llamado Jorge 
Nixon, quien pretendió entrar gratuitamente en dicho baile á 
lo que se opusieron los referidos policías, ordenando á Nixon 
por medio del intérprete Joaquín Castañer y Rivas, que dejara 
expedita la vía pública 6 entrase en el espectáculo toda vez que 
con su actitud estorbaba el tránsito público, oído lo cual sacó 
el interrogado un billete de á peso demostrando intento de pa- 
gar la entrada, pero después echándose hacia atrás dijo: ''que 
allí estaba bien", á lo cual fué replicado por los guardias in- 
sistiendo len que dejara franca la acera, lo que lejos de haoer el 
requerido se arrojó sobre Hernández Amador arrebatándole el 
bastón que portaba é infiriéndole varios golpes con el mismo á 
éste y su compañero, consistentes el primero en una contusión 
de segundo grado en el tercio medio parte extema del brazo iz- 
quierdo y cinco contusiones también die segundo grado en la 
región dorsal causando intensos dolores en esta, con espectora- 
ción sanguinolenta y habiendo recibido el segundo ó sea Be- 
tancourt y Dávalos otra contusión en el cuero cabelludo que no 
necesitó de asistencia facultativa. Una vez lesto realizado em- 
prendió la fuga el agresor, persiguiéndolo más de cerca Her- 
nández y á mayor distancia su compañero Betancourt, no aten- 
diendo el prófugo á las voces que daban sus perseguidores para 
que se detuviera, sin arredrarle tampoco dos disparos que al 
aire hizo Hernández con aquel propósito, hasta que al llegar á 
la esquina de las calles de Jovellanos y Velarde se volvió Nixon 
dispuesto á agredir con el bastón á Hernández, quien le disparó 
dos tiros con el revólver que llevaba, causándole dos heridas, 
una circular al nivel del occipitail como de dos centímetros de 
extensión que fué la que le produjo la muerte instantánea y 
otra con fractura irradiada á la bóveda y base, que tiene por 
punto de partida la herida del hueso y existía además fractura 
del parietal derecho; siendo una recibida por detrás y otra por 
delante ó de frente ; 

Resultando: que la Audiencia de Matanzas declaró que loa 
expresados hechos constituían el delito de homicidio definido y 
penado en el artículo cuatrocientos dieciseis del Código Penal 
que era responsable del mismo en concepto de autor Anastasio 
Hernández Amador; que eran de apreciarse como circunstan- 
cias atenuantes, la primera del artículo noveno en relación con 



JUMSPBUDISNGIA PENAIi. 17 

lus primera j terGera del numero cuarto del articulo octavo y 
las «uarta y quinta de dicho artículo noveno; toda vez que 
Hernández Amador obró en defensa de su persona precedida 
de agresión ilegítima del finado y sin provocación suficiente p<Nr 
IMorte de aquél; quien además se vio compelido á la vindicación 
próxima de la ofiensa grave que acababa de recibir, provocado 
y amenazado inmediatamente para ello, no c<mcurriendo el re- 
quisito segundo del número cuarto del artículo oetavo por no 
estimarse la necesidad racional del medio «npleado para impe* 
dir la agresión; por todo lo que, invocando el criterio consig- 
nado en A articulo ocbenticinoo y considerando como pena apli- 
cable la inferior len dos grados ¿ la del homicidio en «el mínimo, 
oondenó á Hernández Amador á la de seis años y un día de 
prisión mayor, con las accesorias de suspensión de todo cargo 
y dd derecho de sufragio durante el tiempo de la condena, in- 
demnización á los herederos del interfecto de la cantidad de 
cinco mil pesetas y al pago de las costas causadas sin derecho 
al abono de la mitad de la prisión preventiva; 

Bes^iando: que el Magistrado Adolfo Baró formuló voto 
particular, en el cual aceptando los fundamentos de becho de la 
sentencia y agregando como hecho también probado que la he- 
rida en la región parietal dada su forma irregular de dirección 
oblicuamente ascendente y antero posteric^ fué producida de 
frente^ aceptando qtte el hecho pereeguido es constitutivo dd 
delito de homicidio y que es autor el procesado, estimó que era 
de apreciarse la circunstancia eximente del numero cuarto de) 
artículo octavo por concurrir en d hecho los tres requisitos que 
idli se consignan y además la docte del mismo articulo octava, 
porque el procesado obró en el cumplimiento de su deber y en 
el ejercicio legitimo del cargo de policía ; y que, por todo ello, 
debía absolvérsele, con las costas de oficio, por estar exento de 
responsabilidad criminal, en virtud de haber obrado en defensa 
propia con los requisitos legales; 

Resultando que A procesado, por medio del procurador 
Luis Dulzaides interpuso recurso de casación por infracción de 
ley, fundado en los números primero, c^egundo, quinto y sexto 
del articulo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, designando como infringidos: 

Primero. El número cuarto del artículo octavo del Código 
Penal, por que concurriendo en el hecho las tres condiciones de 
ese número, debió declarársele exento de responsabilidad cri- 
minal; 

Segundo, El número doce del mismo artículo octavo, por- 
que obró en el cumplimiento de su deber como policía ; 
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Tercero, El número segundo del artículo setenta^ y cuatro 
y los párrafos priioero y segundo y escala gradual número dos 
del artículo noventa del Código Penal aplicados conforme al 
criterio del artículo ochenta y cinco; porque habiéndose apre- 
ciado como atenuante la cuarta del artículo octavo en relación 
con la primera del artículo noveno, la pena correspondiente era 
la de seis meses y un día de prisión correccional como mínimo 
de la inferior «en dos grados á la de reclusión temporal corres- 
pondiente al homicidio; 

Resultando : que el Fiscal se adhirió al recurso de casación, 
en beneficio del reo, expresando como motivos infringidos el ca- 
so doce del artículo octavo y el artículo ochenta y cinco del Có- 
digo Penal en relación con el párrafo segundo del artículo no» 
venta d>el mismo Código. 

Vistos: Siendo Ponente el Magistrado José M. García 
Montes, 

Considerando-, que el derecho de la defensa propia como 
circunstancia eximente de nesponsabilidad criminal se encuen^ 
tra condicionado por la concurrencia de los tres requisitos de 
"agresión ilegítima" "neoesidad racional del medio empleado 
para impedirla ó repelerla" y ** falta de provocación suficiente 
por parte del quie se defiende", y que no concurriendo todos 
esos requisitos sólo puede estimarse como circunstancia atenuan- 
te conforme á lo dispuesto en el número primero del artículo 
noveno del Código Penal; 

Considerando: que según los hechos que en la sentencia 
recurrida se declaran probados, cuando el procesado Hernán- 
dez Amador disparó los dos tiros de revólver contra Jorge 
Nixon, se había interrumpido la primitiva agresión del segun- 
do contra el primero por haber Jorge Nixon emprendido la 
fuga, y que si bien es cierto que al llegar éste á determinado 
sitio se volvió dispuesto á agredir con el bastón á su perse- 
guidor, como esa disposición agresiva quedó en la esfera de 
mera amenaza, sin que llegara á manifestarse de un modo 
efectivo por acto alguno de positiva violencia faltando por otra 
parte como faltan, elementos para apreciar el peligro que en- 
volviese para el procesado la actitud expuesta, pmes no consta 
la distancia que hubiese entre uno y otro, é ignorándose ade- 
más, el espacio de tiempo que mediara entre uno y otro disparo 
realizados; no puede admitirse que el procesado, en aquella si- 
tuación armado de un revólver y auxiliado por su compañero 
Betancourt y Davales mientras el interfecto no tenía más arma 
que un palo, tuvo necesidad racional de emplear un medio tan 
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extremo como el de los dos tiros de revólver para impedir que 
se reanudara la agresión; 

Considerando: que la obligación de tm agente de policía 
cuando persigue á un delincuente es procurar su captura sin 
riesgo de tercero ni más daño al perseguido que el indispensa- 
ble para capturarlo; no pudiendo sostenierse por consiguiente 
que Hernández Amador obró en cumplimiento de los deberes 
de su cargo al disparar dos tiros de revólver contra Jorge 
Nixon; porque entre las obligaciones y deberes de un guardia 
de policía no figura la de perseguir á tiros á los delincuentes, y 
mucho menos en poblado, como medio adecuado para capturar- 
los; siendo de adinitirse tan sólo en el caso excepcional de la 
legítima defensa; 

Considerando: que por las razones contenidas en los ante- 
riores considerandos no son de estúnarse en favor del procesado 
las circunstancias eximentes de la defensa propia y haber obra- 
do en el cumplimiento de un deber; siendo improcedente por 
tanto el recurso en cuanto á esos dos extremos; porque no re- 
sultan infringidos los números cuarto y doce del artículo oc- 
tavo; 

Considerando: que concurriendo á un mismo fin los dos 
motivos de casación, por considerarse infringidos dos números 
del artículo octavo del Código Penal, han podido y debido apre- 
ciarse conjuntamente, sin quie la alegación del uno impida la del 
otro, puesto que en un mismo sujeto pueden darse las dos cir- 
cunstancias al propio tiempo, aunque al estimarse una no sea 
ya necesario estimar la otra ; 

Considerando: que cuando el hecho perseguido no fuere del 
todo excusable por falta de alguno de los requisitos que se exi- 
gen para eximir de responsabilidad criminal en los respectivos 
casos de que se trata en el artículo octavo, siempre que concu- 
rriere el mayor número de ellos se ha de aplicar la pena infe- 
rior en uno ó dos grados á la señalada al delito, imponiéndola 
en el grado que los Tribunales estimaren correspondiente, aten- 
dido al número y entidad de los requisitos que faltaren ó con- 
currieren; siendo por consiguiente de la exclusiva competencia 
del Tribunal sentenciador fijar, dentro de los límites indicados, 
Iq pena que ha de imponer, aplicando el criterio contenido en 
el artículo ochenta y cinco del Código Penal; 

Considerando: que habiendo dieterminado la Audiencia de 
Matanzas en el fallo recurrido, la extensión en que juzgó pru- 
dente hacer uso de la facultad concedida en el artículo ochenta 
y cinco del Código Penal ; al consignar como lo ha hecho, que la 
pena inferior en dos grados á la de reclusión temporal, que es 
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la correspondiente al delito de homicidio, es la de prisión ma- 
yor, y al imponerla al procesado en ese erróneo concepto y no 
en el de la apreeiadón de las oiretmstancios del hecho, ha in- 
fringido el párrafo segundo y la escala gradual número dos del 
artículo noventa del Código Penal; por cuanto la pena inferior 
en dos grados á la de reclusión temporal no es la de prisión 
mayor indebidamente impuesta sino la de prisión correccional; 
FaUamos: que debemos declarar y declaramos con lugar el 
recurso de casación interpuesto por la representación de Anas- 
tasio Hernández Amador, á <que se «dhiríó el Fiscal, contra la 
sentenfcia dictada por la Audiencia de Matanzas de quince de 
Junio del oorriiente año, la cual casamos y anulamos, sin espe- 
cial condenación de costas. Así, por esta sentencia que se publi- 
cará en el periódico oficiai del Gk>bi«mo 6 insertará oportuna- 
mente en la Cdección á cargo de la S^retaria de Justicia, á 
cuyo efecto se sacarán y remitirán las copias necesarias, lo pro- 
nunciamos, mandamos y firmamos ; y con la sentencia que á con- 
tinuación se dicta, comuniqúese á la Audiencia de Matanzas á 
los efectos procedentes. — ^Pedro González Llórente. — ^Rafael Cruz 
Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. 
Betanjoourt. — Octavio Giberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana^ á cinco de Octubre de mil 
ochocientos noventa y nuieve, en la causa criminal por homici- 
dio iniciada en el Juzgado del Distrito del Palacio de Matanzas 
y continuada en la Audiencia de la misma ciudad, peodieat» 
ante este Supremo Tribunal á consecuencia del reeuno de ca- 
sación por infracción de ley interpuesto por el representante 
del procesado Anastasio Heniández Amador, guardia de policía 
y vecino de la ciudad de Matanzas; 

Resultando: que casada y anulada por sentencia de esta 
misma fecha la dictada el quince de Junio del corriiente año 
por la referida Audiemsia de Matanzas, procede dictar de se- 
guida la que ha de sustituir á la pronunciada por d Tribunal 
Rcurrido, conforme á lo dispuesto en el artículo treinta y ocho 
de la orden número noventa y dos sobre la sustaneiación de pro- 
cedimientos ante este Supremo Tribunal. Aceptando los hechos 
probados consignados len el primer BesuHando y los consideran- 
dos primero, segundo, cuarto, quinto, séptimo, octavo y noveno 
de la sentencia casada; 

Siendo ponente él Magistrado José M. García Montes, 

Considerando : que es de apreciarse eomo circunstancia ate- 
nuante la cuarta áA artículo octavo en relación con d número 
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primero del artículo noineno en aloneión á que Hernández obró 
en defensa de su persona, previa asvesion ilegítima del inter- 
fecto y sin provocación suficiente por su parte, al disparar los 
dos tiros de revólver contra Jorge Nixon, aunque empleando un 
medio no adecuado, y que dadas las circunstancias del caso no 
fué racionalmente necesario; 

Considerando: que dado el criterio sentado en el quinto 
considerando de la sentencia casada, aceptado en la presente, la 
pena aplicable al procesado es la die seis meses y un día de pri- 
sión eorreccional, que es el mínimo de la inferior en dos grados 
á la de reclusión temporal señalaida al delito de homicidio. 

Vistos los artículos octavo, noveno, ochenta y dnco, noventa 
y cuatrocientos dieciseis del Código Penal y el artículo treinta 
y ocho de la orden número noventa y dos sobre la sustanciación 
de procedimientos ante teste Supremo Tribunal; 

FaUamos: que debemos condenar, y condenamos, á Anastasio 
fiem&ndee Amador i la pena de sies meoes y un día de prisión 
eorreocional, suspensión de todo cargo y del derecho de sufragio 
durante el tiempo de la condena, á indemnizar á los herederos 
del interfieoto la cantidad de cinco mil pesetas ó en su defecto 
¿ la responsabilidad personal subsidiaria del artículo cuarenta 
y nueve del Código F^ifll y al pago de las costas causadas ; con 
derecho al abono de la mitad de la prisión preventiva. 

Asi, por esta sentencia, irrevocablemente juzgando lo pro- 
nunciamos, mandamos y firmamos. — Pedro González Llórente. 
— Rafaiel Cruz Pérez.--Jo6é M. García Montes.— Eudaldo Ta- 
mayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Bii M. P. Y Juan N. Martínez contra José Domínguez y 
Ramón Planidl. 

Sentencia núm. 3 (19 de Oetufare de 1809). 

Becurso por infracción de Ley interpuesto por Juan N. Martí- 
nez contra el auto de sobreseimiento de 29 de Abril de 1899, 
dictado por la Audiencia de la Habana. 

LE8I0KES Y DAftO EN LA PROPIEDAD. 

Ko apazedendo esclarecida la inexistencia de relación 
ftlgvna, entre él dafio cansado y la infraccidn cometida» no 
procede el soUrsssIwfMto á qve se reflere el ndmero 2 del 
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articulo 637 de la Itey de Enjuiciamiento Criminal y si la 
apertura del Juicio. 

En la ciudad de la Habana, á diecinueve de Octubre de 
mil ochociientos noventinuevie en el recurso de casación por in- 
fracción de ley pendiente ante este Tribunal Supremo, inter* 
puesto por el procurador Esteban de la Tiejera, a nombre de 
Juan N. Martínez como padre legítimo del menor Juan Manuel 
Teotisto Martínez y Fernández contra el auto de sobreseimien- 
to dictado por la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la 
Habana en la causa seguida á Ramón Planiol y José Domín- 
guez López, por lesiones y daño en la propiedad ; 

Resultando: que el expresado auto dictado en veintinueve de 
Abril último contiene los siguientes Resultandos: 

Resultando: que en la tarde defl día tres de Julio de mil 
ochocientos novientícuatro, se derrumbó parte de una pared me- 
dianera que se hallaba en construcción entre el solar número 
ciento cincuentisiete y la casa número ciento cincuentinueve de 
la calzada de Vives y cuya pared se levantaba por orden y 
cuenta de D. Ramón Planiol dueño del citado solar, siendo di- 
rector de la obra D. José Domínguez López, que no tenía título 
profesional ; 

Resultando: que á consecuencia del expresado derrumbe 
sufrieron lesiones dos individuos que se hallaban en el patio de 
la casa número ciento cincuentinueve, de cuyas lesiones sanaron 
á los seis días, con asistencia médica los tres primeros días, cau- 
sándose también por el mismo hecho desperfectos en la referida 
casa, que fueron valuados en doscientos pesos próximamente ; 

Resultando: que por los hechos relatados se formó la pre- 
sente causa, en que la representación del propietario de la casa 
número ciento cincuentinuev^e de la calzada de Vives imputa 1« 
responsabilidad criminal de los mismos hechos al director de la 
obra D. José Domínguez y á D. Ramón Planiol, en cuanto á 
éste, por haber encargado la dirección de los trabajos á quien 
no tenía título profesional y por haberse hecho aquellos sin pre- 
via licencia administrativa; 

Resultando: quie declarados procesados D. José Domínímez 
López y D. Ramón Planiol, se halla en rebeldía el primero, y 
por lo mismo sólo hay que acordar ahora en cuanto la causa se 
refiere al otro procesado; 

Resultando: que la Sala Sentenciadora estimando que los 
hechos expresados no son constitutivos de delito, sobreseyó li- 
bremente en la causa por el referido auto de veintinueve de 
tos treintisiete de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en cuanto 
Abril último, con arreglo al caso segundo del artículo seiscien- 
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á Ramón Planiol disponiendo que se archiven los autos hasta 
que se presente ó sea capturado el otro procesado y funda esa 
resolución en que no siendo los daños y las lesiones ocasionadas 
por el derrumbe de la pared de que se trata producidos direc- 
tamente poT un acto malicioso de D. Ramón Planiol sólo podría 
ser éste responsable de tales hechos si hubiere obrado con im- 
prudencia punible lo que no ha concurrido en el procesado por- 
que para que exista imprudencia penable es necesario que ade- 
más de haber un hecho voluntario y no malicioso y xm daño real 
y concreto haya ima indiscutible relación directa de causa á 
efecto entre el hecho y el daño, lo que no se realiza en el caso 
de autos« porque la causa determinante de los daños y lesiones 
que resultaron del derrumbe fué, ó la mala construcción de la 
pared ó la fuerza del viento reinante en aquellos momentos y 
si en este segundo caso resultaría ser un caso fortuito en el pri- 
mero sería efecto de la impericia ó malicia del constructor nun- 
ca de no estar éste investido del carácter profesional que da un 
título académico ni de no haberse obtenido previanuente licencia 
para la construcción, cuyas dos circunstancias no son por lo 
mismo suficientes para engendrar la responsabilidad criminal 
por imprudencia que se atribuye á D. Ramón Planiol; 

Resultando: que contra este auto se ha interpuesto por el 
procurador Esteban Tejera á nombre de D. Juan N. Martínez 
como representante legal de su hijo el menor Juan Manuel Mar- 
tínez y Fernández recurso de casación por infracción de ley 
autorizado por los artículos seiscientos treintiseis, ochocient<x3 
cuarentiocho, caso cuarto y ochocientos cincuentidos de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal citando como infringidos los ar- 
tículos primero y quinientos noventidos del Código Penal vi- 
gente porque Ramón Planiol encargó la construcción de la obra 
á José Domínguez que no tenía título ninguno que le habilita- 
ra para esas obras ni pericia para realizarlas y las llevó á efec- 
to infringiendo las Ordenanzas Municipales y demás disposicio- 
nes dictadas sobre construcciones por la Alcaldía Municipal y 
sin obtener previamente del Ayuntamiento la licencia necesaria 
para esas obras y que de esos hechos aunque los realizara Pla- 
niol sin malicia, se deriva su responsabilidad por imprudencia 
dada la definición que de esta hace el artículo mil quinientos 
noventidos citado como infringido por el recurrente; 

Visto : Siendo Ponente el Magistrado Eudaldo Tamayo, 
Considerando : que de los hechos consignados en el auto re^ 
currido consta la realización de un daño y se desprende la in- 
fracción de Reglamentos sin que hasta ahora se haya esclareci- 
do la inexistencia de relación alguna entre el daño causado y la 
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infracción cometida por razón de lo eaal no es evidente qne los 
hechos no revistan caracteres de delito; 

Oúnnderando: que tratándose de hechos que revistan ó 
puedan perestir carácter de delito no procede el sobreseimiento 
libre fundado en el numero dos dri artículo seiscientos treinti- 
siete de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y sí la apertura del 
juicio, tránrite que no prejuzga el hecho que ha de ser materia 
de discusión entne las partes y de la resolución d^ Tribunal; 

Considerando: que la Sida de lo Criminal de la Audiencia 
de la Habana al sobreseer en esta causa 4 pesar de que ios he- 
chos que adimte pueden presentar caracteres de delito, ha incu- 
rrido en error de denecho é infringido los preceptos legales ci- 
tados por el recurrente; 

Pallamos: que debemos declarar y declaramos haber lugar 
al recurso interpuesto por el procurador Esteban de la Tejera 
á nombre de Juan N. Martínez como padne legítimo del menor 
Juan Manuel Teotisto Martínez y Fernández contra el auto de 
sobreseimiento libre dictado por la SiJa de lo Criminal de la 
Audiencia de la Habana en veintinueve de Abril último, el cual 
casamos y anulamos con laa costas de oficio. 

Así, por esta sentencia, que se publicará en el periódico ofi- 
cial del Gobierno é insertará oportunam^ite en la Colección á 
cargo de la Secretaría de Justicia á cuyo efecto se sacarán y 
remitirán las copias necesarias, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos; y con la resolución que á continuación se dicta, co- 
muniqúese á la Audiencia de la Habana á los efectos proce- 
dentes. — Antonio González de Mendoza. — Pedro Qomélez Lio- 
nente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 

Leída y publicada fué la anterior senteivcia por el Magis- 
trado Ponente Eudaldo Tamayo celebrando audiencia pública 
este día el Tribunal Supremo constituido en Sala de Justicia, 
de que certifico como Secretario por delegación. Habana, veinte 
de Octubre de mil ochocientos noventinueve. — Silverio de Castro. 

Auto. 

Habana, veinte de Octubre de mil ochoeient4)B noventa y 
nueve. 

RestUtando: que el Procurador Esteban de la Tejera, á nom- 
bre de Juan N. Martínez como padre legítimo del menor Juan 
Manuel Teotisto Martínez y Fernández, interpuso ante la Sala 
de lo Criminal de la Audiencia de la Habana recurso de casación 
por infracción de Ley contra el auto de sobreseimiento libre dic- 
tado por dicho Tribunal en veinte y nueve de Abril último en 
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la eausa seguida á Bamón Planiol y José Domingues López por 
lesiones y daño en la propiedad. 

Be^uUando: que admitido el recurso de casación por dicha 
Audiencia se sustanció en este Tribunal y cumplidos los trámites 
correspondientes se dictó sentencia declarando haber lugar a di- 
cho recurso casando y anulando el referido auto de sobresei- 
miento dictado por la Sala de lo Criminal de la Audiencia de 
la Habana en veinte y nueve de Abril último. 

Considerando: que casado dicho auto de sobreseimiento, pio- 
oede que se continúe la causa por todos sus trámites ante la re- 
ferida Audiencia, hasta su terminación y fallo. 

Se abre el juicio oral en esta causa y comunb^uese á la Au- 
diencia de la Habana para que la continúe con arreglo á derecho. 
Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de que cer- 
tifico. — AjLtonio González de Mendoza. — ^Pedro Gkmzález Lloren- 
te.— Safael Cruz Pérez.-^osé M. García Montes.— Eudaldo Ta- 
mayo. — ^Angel C. Betaneourt. — Octavio Giberga. — Ante mí, P. 
D., Silverio Castro. 



El M. P. cx>ntra 

Beatenda núm. 1 (28 de Ootiibre de 1890). 

Recurso por quebrantamieMo de forma interpuesto por el pro- 
cesado y por infracción de Ley por el Ministerio Fiscal 
contra la sentencia de la Audiencia de 

VIOLACIÓN. 

Para tUM pra^en el xseiirie de cisuciéii per Quélmn- 
tainliiito de íomia» es pnciio ezpiesar las tsaiuas gne hagran 
impedido ledamar la aobflaaacidn de la falta cometida y que 
exista congmeneia entre loe ftmdamentoB del reduso y las 
ioftacdoiies alegadas. 

No puede astímaise el reoane por infraccián de Lef 
cuando éste se fonda en la infracción de on precepto rela- 
tivo k la necesidad de la concurrencia de determinado re- 
quisito para qne se pueda proceder. 

En la ciudad de la Habana, á veintitrés de Octubre de mil 
ochocientos noventinueve, en el recurso de casación x>endiente 
ante teste Supremo Tribunal, que interpusieron por quebranta- 
núento de forma el procesado y por infracción de ley el Minis- 
terio Fiscal en la causa criminal por violación seguida contra. . . 
estudiante y vecino de ante la Audiencia do ; 

Resultando que el Sr denunció al Juzgado el deli- 
to de violación de su hija cometido por el joven i 



26 JURISPRUDENCIA PENAL. 



y mostrándose parte en la causa, ha sostenido su acusación fun- 
dada exclusivamente en que dicho manifestó por escri- 
to al querellante y confesó también en su primera declaración 
instructiva prestada en el sumario que, valiéndose de un narcó- 
tico había privado de sentido á la señorita , y en ese 

estado había yacido con ella, gozando de su virginidad, de cuya 
confesión se retractó después el procesado en el sumario, lo 
mismo que len el juicio oral, afirmando que aquellas manifesta- 
ciones en que á sí mismo se inculpaba, sólo obedecieron á su 
deseo de vencer la resistencia que oponía su padr« á consentir 
en el matrimonio con la , que deseaba contraer; 

Resultando: que residiendo temporalmente la señorita 

de diecisiete años de edad en la casa del procesado que contaba 
quince, por haberla confiado su padre á la familia de aquél, á 
la cual le unían estrechos lazos, concibieron mutuamente una 
violenta pasión amorosa; y para eludir la vigilancia de los fa- 
miliares de que se oponían á esos amores y dificulta- 
ban los medios die comunicarse, convinieron ambos en tener una 
entrevista por la noche en la habitación de la y des- 
pués que estuvieron recogidos los demás de la familia: para 

mayor seguridad de no ser sorprendidos concibió la 

idea de adormecer profundamente á su abuela qu^e dormía en 
la habitación inmediata, y al efecto en las primeras horas de 
la noche, le dio á tomar disimulado en una copa de helado una 
dosis proporcionada de hidrato de doral: tomadas esas precau- 
ciones y llegada la hora quje consideró oportuna penietró 

en la ¿Icoba de la por una ventana que daba fácil ac- 
ceso á la misma, y una vez reunidos ambos amantes en aquella 
ocasión y circunstancias tuvieron contacto camal que dio por 

resultado la pérdida de la virginidad de la señorita : 

Estos hechos se declaran probados. 

Resultando: que el Ministerio Fiscal y el acusador parti- 
cular establecieron en sus conclusiones definitivas sostenidas en 
el juicio que los hechos punibles consisten en que: encontrándo- 
se la señorita en la casa de , en las circunstan- 
cias ya dichas y habiendo rechazado los sentimientos amorosos 
que el procesado le demostrara éste se propuso gozarla sin su 
voluntad y al efecto obtuvo sustancias narcóticas que hizo to- 
mar en un helado que él mismo les ofreció á ella y á su abuela 
momientos antes de irse á acostar, y preparando con anticipa- 
ción la manera de entrar en el dormitorio de ., por un» 

ventana del mismo que pudo abrir desde el exterior, x>«netró 
por ella cuando toda la familia dormía y realizó el acto camal 
que se propuso con dicha joven, que se hallaba en aquellos mo- 
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mentos privada de sentido por efecto del narcótico; que estos 
hechos constituyen un delito de violación compnendido en el ar- 
tículo cuatrocientos cincuentitres, caso segundo, del Código Pe- 
nal: que es su autor el procesado concurriendo la cir- 
cunstancia atenuante especial de ser menor de dieciocho años y 
mayor de quince ; y las agravantes octava, dieciseis y vieintitres 
del artículo diez del Código: pidiendo ambas acusaciones se le 
imponga la pena de diez años y un día de prisión mayor, acce- 
sorias correspondientes y pago de las costas y como responsabi- 
lidad civil que se le condene á dotar á la ofendida en mil qui- 
nientos pesos según el Fiscal y en tres mil pesos, según el acu- 
sador particular, y además á reconocer y mantener la prole si 
la hubiere; 

Resultando : Que la defensa del procesado relata los hechos 
ocurridos como sustancialmente se exponen en el segundo resul- 
tando, pero sin consignar que el procesado narcotizara á su 
abuela y agregando que empeñados los dos amantes en contraer 
matrimonio después de la unión habida entre ellos, fraguaron el 
plan de agravar el delito cometido convirtiendo el estupro vo- 
luntario en violación como así lo narraron, con el fin de reducir 
al padre del procesado á consentir en el matrimonio: y sostiene 
que los hechos no constituyen el delito de violación que se le im- 
puta y por tanto no cabe imposición de pena alguna ni respon- 
sabilidad civil; 

Resultando : que la Sala de Justicia de la referida Audien- 
cia, por sentencia dictada en veintiséis de Junio del corriente 
año, no estimando probados los hechos constitutivos del delito 
de violación imputado al procesado y apreciando los hechos pro- 
bados como constitutivos de un delito de estupro comprendido 
en el párrafo primero del artículo cuatrocient(¿ cincuentinueve 
del Código Penal, ejecutado en concepto de autor por el proce- 
sado con la circunstancia agravante de nocturnidad y la ate- 
nuante especial de ser mayor de quince años y menor de dieci- 
ocho, sin que ejercitada como lo había sido la acción penal por 
los hechos de la causa, por lo cual aparecía en sentir de la Sala 
cumplido el requisito esencial exigido por la ley para que pue- 
da penarse el delito privado de estupro debiesen la falta de al- 
guna otra formalidad, notoriamente inútil á su juicio en este ca- 
so, ni la circunstancia de haber los acusadores público y parti- 
cular calificado los hechos como violación, impedir que se casti- 
guen como constitutivos de otro delito menos grave, cuya exis- 
tencia había sido además reconocida por la defensa del procesa- 
do en sus conclusiones y debía por tanto ser objeto de la sen- 
tencia, absolvió dicho Tribunal al procesado por el delito de 
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vialaeión y le condenó por el de estupro i la pena de seis me 
de arresto mayor, aeeesorias legales, costas é indemnización ei- 
vil; formulando voto particular uno de los tres Magistrados que 
componían dicha Sala, por apneeiar de distinto modo que los 
otros dos la prueba practicada, en el sentido de que ella había 

demostrado la adquisición de láudano por , su empte» 

en un helado que dio á tomar á y el desfloramiento 

sexual de ésta por aquél á favor dd estado de niwcotismo é in- 
sensibilidad resultante del expresado medio, por cuyo funda- 
mento y en consideración de las circunstancias modificativas 
apreciadas en la sentencia, procedía, en opinión dd Magistrado 
disertante, imponer al procesado, como autor del ddito de 
violación, la pena de diez años y un día de prisión majror, ae- 
cesorias legales, costas y responsabilidad civil declarada en la 
sentencia ; 

Resultando: que él procesado interpuso contra dicha sen- 
tencia recurso de casación por qnebrantamiento de forma que 
fundó en el párrafo teroero del urtículo novecientos doce de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal alegando, como faltas de for- 
ma cometidas, que la sentencia x)ena un delito de estupro qne 
no ha sido objeto de acusación y á^cuya peisecución no han 
precerdido acto conciliatorio, ni querotla ajustada á los artículos 
doscientos setentisiete y doscientos setentiocho de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal y que constituyan la instancia requerida 
por íA articulo cuatrocientos sesentísiete del Código Penal para 
que pueda procederse por delito de estupro exponiendo, además, 
qne no había sido posible con anterioridad á la interposición 
del recurso hacer reclamación alguna para obtener la subsamn- 
ción de las faltas cometidas, pero sin consignar expresamente 
los motivos de la imposibilidad; 

Resultando: que 4 su vez tél Ministerio IMsoal interpuso 
contra didia sentencia recurso de casación por inf raeción de ley 
autorizado según expresa por el número primero áA artículo 
ochocientos cuarentinueve de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal, citando en coivcepto de infringido el artículo cuatrocientos 
sesentisiete del Código Penal vigente, por haber la Sala penado 
como estupro un hecho que fué denunciado y perseguido como 
violación y que sólo fué objeto de acusación en ese mismo sen- 
tido; 

Resultando: que personadas ante este Supremo Tribunal 
ambas partes recurrentes, lel procesado, durante el trámite de 
instrucción, se adhirió al recurso por infracción de 1^ que el 
Ministerio Fiscal interpusiera, señalando, como nuevo motivo 
para la casación y sin hacer expresa referencia á caso alguno 
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de los 6n que la ley autcmaa tal lecuiso, la infracción á su jui- 
cio cometida del articulo cuatrocientos sesentisiete del Código 
Penal, en relación con los artículos ciento cuatro, primer párra- 
fo, ciento cinco, doseifentos setenticinco, doscientos setentisiete y 
doscientos setentioc&o de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
que aclaran y completan d precepto del Código citado, cuya in- 
fracción estima eometida porque la Audiencia carece por com- 
pleto de jurisdioción para condenar por estupro al procesado. 
por no haberse seguido la causa á instancia de parte legítima y 
con los requisitos ordenados en la iey, pues la intervención que 
en el proceso ha tenido la acusación privada no puede susti- 
tuir nunca á la instancia que exige el Código Penal y que se- 
gún la Ley de Enjuiciamiento Criminal debe ser en forma de 
querella ; 

BesiUtando que, señalado para la vista pública de ambos 
rteeursos por quebrantamiento de forma y por infracción de 1^ 
el día catorce áei corriente mes, se oelebró dicho acto con asis- 
tencia de los recurrentes; 

Siendo Ponente d Magistrado Octavio Giberga, 
Considerando: en cnanto al recurso por quebrantamiento 
de forma, que, aun cuando se hubicM cumplido en €i escrito de 
interposición el precepto legal que exige exipresar, en su caso, 
las causas que hayan impedido reclamar la subsanaoión de la 
falta cometB^a, cuyo requisito en manera alguna ha llenado d. 
recurrente, imes nada lexpone con relación i la materia, nunca' 
sin embargo x)odrfa reconocérsele eficacia, porque al fundarse 
su interposición en el caso tercero del artículo novecientos doce 
de I« Ley de Enjuiciamiento Criminal, ó sea el de penarse en 
la sentencia un klelito más grave que el que haya sido objeto de 
la acusación, sin haber previamente el Tribunal procedido con- 
forme al artículo setecientos treintitres se establece como base 
áA recurso un fundamento del todo incongruente con Las in- 
fracciones procesaks que se alegan y por añadidura manifiesta^ 
mente erróneo toda vez que siendo la pena correspondiente al 
delito» imputado la de reidusión temporal y la correspondiente 
ai castigado la de prisión correccional en sus grados mínimo y 
m^dio, su respectiva condición de pena aflictiva la primera y 
correccional la otra impone claramente el carácter de delito 
grave al de ''violación" y de delito menos grave al de "estu- 
pro": por razón de lo cual es evidente la inadmisibilidad de tal 
recurso y, después de admitido, y por falta de impugnación de- 
bidamente sustanciada, procede declararlo sin lugar; 

Congiderando : que cuando se hayan interpuesto contra una 
sentencia los recursos de casación por quebrantamiento de for- 
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ina y por infracción de ley, sustanciados qu<e sean conjuntamen- 
te ambos recureos, deben resolverse por un solo fallo, á ser po- 
sible, como lo es en lel preseivbe caso, en el cual, por la impro- 
cedencia del recurso relativo al quebrantamiento de forma se ha 
de fallar seguidamente acerca del otro por infracción de ley ; 

Considerando: en cuanto al recurso por infracción de ley, 
quie el número primero del artículo ochocientos cuarentinueve 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, después de autorizar en 
su primer párrafo los recursos de esta clase cuando se califiquen 
y penen como delitos ó faltas hechos que no lo sean, al compren- 
der en su párrafo segundo, como caso en que también los auto- 
riza, juntamente con el de penarse á pesar de existir una cir- 
cunstancia eximente de responsabilidad criminal, el de que se 
penen á pesar de que circunstancias posteriores á su ejecución 
impidan penarlos, ae refiere únicamente á hechos que por su 
naturaleza y con arreglo á la ley excluyan toda posibilidad de 
imponer pena al hecho anterior, de igual modo que lo impiden 
los hechos constitutivos de causas de exención de responsabili- 
dad, i>ero no á omisiones cuyo efecto, dados su índole y su va- 
lor legal, no deba ser el indicado, sino otro muy distinto, cual 
es lel de impedir mientras subsistan la sustanciación de prooedi- 
mientos; por virtud de lo cual y presuponiendo, el mencionado 
número primero del artículo ochocientos cuarentinueve la lexis- 
tencia legal de un procedimiento en forma dentro del cual pue- 
da la ley haber sido infringida mediante la indebida imposición 
de pena, no cabe fundar en aquel texto un recurso que, sin im- 
pugnar concretamente por cualquiera de los motivos expresa- 
dos la imposición de pena realizada en actuaciones procedentes 
y válidas ó por tales aceptadas, sostiene como única infracción 
la de un precepto relativo á la necesidad de determinado requisi- 
to para que se puieda proceder; 

Considerando : que la adhesión del procesado al recurso por 
infracción de ley que interpuso el Ministerio Fiscal no alcanza 
á producir mayor efecto que el recurso mismo, tanto por que- 
dar sin cumplimiento, en el escrito en que se ha realizado el 
precepto que exige enumerar con la debida claridad los nuevos 
motivos de casación que se invocaren, puesto que, no obstante 
los términos empleados por la parte al adherirse, ningún moti- 
vo ha fijado en realidad limitándose sólo á consignar las infrac- 
ciones que entiende cometidas, pero sin referirlas á ninguna de 
las causas de casación taxativamente señaladas por la ley, c<Mno 
porque la adhesión, á fuer de subordinada y accesoria, sigue la 
suerte del recurso improcedente, al cual vive enlazada; 

Considerando: que al declararse sin lugar un recurso de 
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casación deben imponerae las costas del mismo al recumente, 
salvo cuando este fnere el Ministerio Fiscal ó se estuviere en el 
caso del artículo cuarentisiete de la Orden número noveatidós; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación por quebrantamiento de forma inter- 
puesto por el procesado , ni al recurso por infracción 

de ley interpuesto por el Ministerio Fiscal contra la sentencia 

dictada por la Sala de Justicia de la Audiencia de el 

Vicintiseis de Junio del corriente año, é imponemos al referido 
procesado las costas del primero de ambos recursos declarados 
sin lugar, siendo de oficio las restantes: líbrese á la citada Au- 
diencia la correspondiente certificación de esta sentencia con 
devolución de los autos iiemitidos : y con omisión de los nombres 
de las partes, lugar y Tribunal de procedencia, pubUquese en 
la *'Qaceta de la Habana" y en la Colección á cargo del Secre- 
tario de Justicia, pasándose al efecto las necesarias copias. 

Ásíy por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Qiberga. 



El M. F. contra Narciso Hernández y Gelasio Bulgar. 

Auto de 26 de Octubre de 1899. 

Recurso por infracción de Ley, interpuesto por los procesados 
Narciso Uervándfz y Gelasio Bulgar contra la sentencia 
dictada por la Audiencia de Santiago de Cuha en 15 de 
Abril de 1899. 

KOBO FRUSTRADO, CON OCASIÓN DEL CUAL RESULTÓ 

HOMICIDIO. 

Para que se entienda qne una Ley ha sido infringida, es 
preciso que la infracción se cometa al aplicarla á los hechos 
qne se hubiesen declarado prohados; pues la aceptación de 
los hechos prohados es el elemento cardinal para la interpo- 
sición de esta clase de recursos; y se infringe el articulo 7.o 
de la Orden 92 al admitir un recurso sin ese requisito. 

Resultando \ que la Audiencia de Santiago de Cuba, en 
sentencia de quince de Abril del corriente año, declarando pro- 
bado que los procesados Narciso Hernández y Gtelasio Bulgar 
encontrándose reunidos con otros individuos, entre los cuales se 
hallaba José Rodríguez Piedra, en una fiesta que se celebraba 
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en casa de Oaridad Maiéndez, en la ViUa de Guantánamo, sa- 
lieran de ésta con objeto de robar la cantina de Rodríguez Pie- 
dra, al cual con ocasión de robo dieron muerte en lugar próxi- 
mo á la expr^Mida cantina, en la cual entraron fracturando la 
puerta y sacaron un baúl que deserrajnron y salieron huyendo 
porque en ese momento pasó por la cantina Juan Collado, sin 
que conste ELegaran á sustraer objeto alguno; condenó á diohos 
procesadas en concepto de autores del delito de robo frustrado 
con ocasión del cual resultó homi<ndio ; 

Resultando: que la representación de los condenados, in- 
terpuso contra esa sentencia recurso de casación por infracción 
de ley, fundándose en los incisos primero y cuarto del artículo 
ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal y citando como infringido el artículo doce del Código Pe- 
nal, por cuanto al calificarse en la sentencia á los procesados 
como autones de un delito de robo frustrado con homicidio se 
comete error de derecho al determinar la participación de los 
dichos procesados, que consta no intervinieron en los hechos pu- 
nibles ; 

Resídtando: que admitido el recurso por la Audiencia sen- 
tenciadora y tramit&ndose en este Tribunal Supremo, el Minis- 
terio fiscal en lel período oportuno, impugnó la admisión, fun- 
dándose en que los recurrentes al plantear la tesis de que ne 
intervinieron en la realización del delito niegan y contiadicen 
lo que la Sala declara probado en la sentencia, pretendiendo 
abrir una discusión que prohiben todos los números áA articu- 
lo ochocientos cuarenta y nueve citado; y sustanciada previa- 
mente esta cuestión, se ceflebró la vista el día de ayer con asis- 
tencia sólo del Ministerio fiscal; 

Considerando: que tanto en el caso primero como en el 
cuarto del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, para que se entienda, al efecto de 
poder interponer la casación, que una ley se ha infringido en 
sentencia definitiva, es nieoesario que la infracción se cometa al 
aplicar aquella i los hechos que la Sala sentenciadora, en uso 
de sus facultades exclusivas hubiese declarado probad, pues 
tides hechos probados son premisas indiscutibles que forzosa y 
necesariamente han de aceptarse para la interposición, discusión 
y resolución de los recursos de la naturaleza del presente, según 
el texto claro y preciso de los preceptos legales citados ; 

Considerando: que al admitir la Audiencia de Santiago de 
Cuba este recurso, á pesar de la forma en que fué interpuesto, no 
cumplió ^1 artículo séptimo de la Orden número noventa y dos 
del Gobierno Militar de la Isla que no autoriza la admisión de 
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los recursos que no Ueneni los T^uisitos, qijie él mismo articulo 
exige, entre los cuales, marcado con el número tres, se encuen- 
tra el que el recurso se funde en alguna de las causas taxativa- 
mente señaladas en el articulo ochocientos cuarenta y nueve de 
la Ley d«e Enjuiciamiento Criminal, y los literalmente citados 
en el escrito de interposición, como comprendidos en dicho ar- 
ticulo, no lo están realmente en él, se^gún se ha demostrado en 
el considerando anterior; y por consiguiente procede declarar 
mal adzoitido el recurso; 

8e declara con lugar la impugnación del Ministerio Fiscal 
y en su eonsecuienreia mal admitido el recurso de casación por 
infracción de ley establecido par Narciso Hemioidez y Qelasio 
Bulgar contra la sentencia dictada por la Audiencia de San- 
tiago de Cuba en quinoe de Abril del corriente año en causa 
por robo frustrado con homicidio seguida contra los recurrentes 
y otros. 

ComunSquese á dicha Audiencia por medio de certificación 
de este auto, á los efectos procedentes. Y como consecuencia de 
esta resolución no ha lugar á proveer á los escritos de amplia- 
ción presentados por la representación de los recurrentes con 
fecha diez y seis de «ste mes. Lo acordaron y firman los Magis- 
trados de la Sala que al margen se expresan. — ^Antonio Gtonzá- 
lez de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — ^Rafael Cruz Pé- 
rez.— José M. Oarcfa Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel G. Be- 
taneourt. — Octavio Giberga. — Ante mí, P. D., Silverio Castro. 



El M. F. contiia Esteban ALoitínez. 

*Sentencia núm. 4 (31 de Octubre de 1899). 

Beeurso por infracción de Ley interpuesto por el procesado Es- 
teban Martínez contra la sentencia dictada por la Audien- 
cia de Santiago de Cuba el 26 de Enero de 1899, 

Homomio. 

Bl Inf orne pericial es uno de los medios de prueba que 
establece la Ley; y la sala sentenciadora puede apieciarlo, 
Jantamente c(m los demás elementos probatorios que resulten 
del proceso, con arreglo á su conciencia, según el articulo 741 
de la Ley de Enjuiciamiento Oriminal: sin que contra esa 
i^oeciadón de la prueba quepa recurso alguno. 

Para que pueda estimarse la concurrencia de cirtunstan- 
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das atenuantes, es preciso qne resulten probadas ó se deri- 
ven de hechos declarados prohados. 

En la Ciudad de la Habana, á treintiuno de Octubre de mil 
ochocientos noventinueve, visto el recurso de casación por infrac- 
ción de Ley procedente de la Audiencia de Santiago de Cuba 
en causa criminal seguida de oficio por homicidio de Celio Con- 
rado Rodríguiez y Pérez contra Esteban Martínez, de oficio car- 
pintero y con domicilio en Santiago de Cuba, interpuesto por 
dicho procesado contra la sentencia dictada por la referida Au- 
diencia en veintiséis de Enero del año actual. 

Resultando que en la sentencia recurrida se consignan loa 
siguientes Resultandos: 

Primero: que en la mañana del día dieciseis de Diciembre 
del año próximo pasado, habiendo desembarcado en este puerto 
procedente de Baracoa el señor Celio Conrado Rodríguez Pérez, 
tomándolo el pueblo que se encontraba cerca de los muelles por 
un antiguo guerrillero español, lo persiguió por las calles y al 
llegar dicho Rodríguez á la esquina de las de Sagarra y Santo 
Tomás donde se hallaba Esteban Martínez que había servido en 
las filas del Ejército cubano durante la Revolución sacó éste el 
revólver que portaba y disparó sobre Rodríguez un tiro que le 
produjo una herida en la cabeza de lo que falleció. Hechos que 
se declaran probados. 

Segundo Resultando que para suplir la falta de partida de 
bautismo del procesado Martínez el Ministerio Fiscal propuso la 
prueba pericial á fin de fijar la edad de aquél, informando los 
dos méceos forenses que dicho enjuiciado es menor de diecio- 
cho años y mayor de diez y seis. 

Resultando que en el tercer considerando de la referida 
sentencia se consigna: que no obstante el informe pericial de 
que queda hecho mérito sobre 1a edad del procesado, el Tribunal 
apreciándolo según su conciencia con arreglo al artículo setecien- 
tos cuarentiuno de la Ley de Enjuiciamiento Criminal entiende 
que evidentemente es mayor de diez y ocho años desde cuya edad 
es completa la responsabilidad criminal según el Código Penal. 

Resultando : que condenado el procesado como autor del de- 
lito de homicidio sin circunstancias modificativas apreciables, á 
la pena de catorce años, ocho meses y un dia de reclusión 7 
accesorias, interpuso recurso de casación por infracción de Ley 
autorizados por los artículos ochocientos cuarentisiete, número 
primero del ochocientos cuarentiocho, número quinto del ocho- 
cientos cuanentinueve y el ochocientos cincuenticuatro de la Dey 
de Enjuiciamiento Criminal, citando como infringidos: 

Primero: la circunstancia segunda del artículo noveno en 
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relación can el ochenta y cuatro del Código Penal por cuanto 
la Sala no los ha apliego, en sentido de que dispuesto el ar- 
tículo trescientos setenticinco de la Ley procesal que la edad 
del procesaldo se pruebe por la certificación de la inscripción 
de nacimiento ó partida de bautismo y en su defecto por infor- 
me pericial previo examen del procesado, la Sala debe atenerse 
á éste, sin que respecto á la edad, tenga la libre apreciación de 
la prueba: 

Segundo: El artículo cuatrocientos dieciseis del Código Pe- 
nal en su último párrafo, por indebida aplicación, toda vez que 
debiendo ser apreciada por la Sala la circunstancia segunda del 
artículo noveno, la pena que debió imponer no es la de reclu- 
sión sino la de prisión mayor en el grado que corresponda se- 
gún los artícxdos ochienticuatro y noventa de dicho Código que 
también resultan infringidos por inaplicación. 

Tercero: La circunstancia octava del artículo noveno por 
su no aplicación puesto que según los hechos que se declaran 
en la sentencia, el procesado obró con arrebato y obcecación 
movido por una pasión política que despertaba la presencia de 
un guerrillero, personaje odioso en este país durante la domina- 
ción española ; 

Besultando: que admitido el recurso se ha sustandado en 
este Supremo Tribunal, celebrándose la vista pública del mis- 
mo, el día veintiuno del mes actual, en la que informaron el 
letrado de la parte recurrente sosteniendo los motivos alegados 
y el Ministerio Fiscal impugnándolos; 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt por 
enfermedad del nombrado en tumo Pedro González Llórente, 

Considerando: que siendo el informe pericial uno de los 
medios de prueba que la ley establece, el Tribunal sentenciador 
tiene absoluta libertad para apreciar el valor del mismo, según 
su conciencia, y en concurrencia -con los otros elementos de con- 
vicción que según el artículo setecientos cuarentiuno de la Ley 
procesal debe tener en cuenta al dictar su fallo, y lo que en 
virtud de tal convicción establezca como hecho probado es in- 
discutible en casación; por consiguiente declarado por el Tri- 
bunal a quo que estima que el procesado era mayor de dieciocho 
años no ha incurrido en las infracciones legales que se le atri- 
buyen en el primero y el segundo de los motivos alegados ; 

Considerando : que para que puedan estimarse en concepto de 
atenuantes ó agravantes, circunstancias concurrentes en un de- 
lito, es necesario que tales circunstancias resulten probadas ó se 
originen de un hecho probado que guarde natural relación con 
el agente, y en el caso de autos al establecer la Sala sentencia- 
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dora los hechos, limitándose á consignar que el interfecto de- 
sembarcó en Santiago de Cuba, qute el pueblo tomándolo por 
tin antiguo guerrillero español, lo persiguió por las calles y al 
llegar aquél á una esquina donde se encontraba el procesado 
que había servido en el Ejército cubano, éste le disparó un tiro 
de revólver causándole la miuerte sin que nada se diga respecto 
al estado pasional de dicho procesado ni á otra circunstancia 
del suceso para poder conocer los estímulos que le impubarooi 
á obrar y graduar la extensión de los mismos, lo cusd no es líci- 
to deducir de nuevas conjeturas y por consiguiente al no esti- 
mar la Audiencia, dada la forma en que declara probados los 
hechos, la concurrencia de la circunstancia atenuante que se in- 
voca en el tercer motivo del recurso, tampoco ha incurrido en la 
infracción die ley que en dicho motivo se le atribuye; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por infracción de ley interpuesto por el pro- 
cesado Esteban Martínez conjxa la sentencia dictada por la Au- 
diencia de Santiago de Cuba ea veintiséis de Enero del corrien- 
te año en causa por homicidio, con las costas á cargo del recu- 
rrente. Comuniqúese á la referida Audiencia por inedio de cer- 
tificación de la presente sentencia, la cual m publicará en la 
** Gaceta de la Habana" é insertará en la Colección á cargo de 
la Secretaría de Justicia, á cuyo efecto, líbrense las oportunas 
copias autorizadas. 

Así por esta sentencia lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente.— Rafael Cruz Pérez.— José ML García Montes.— Eudaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betancourt.— Octavio Giberga. 



Casimiro Bigol y de la Fe cx)ntra Juan Manxjel Fernández 

GÓMEZ. 

Sentencia núuL 5 (3 de Noviembre de 1899). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por él querellante 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 31 de Julio de 1899. 

INJURIAS. 

Para calificar con acierto delitos de esta dase, no basta 
atender al sentido gramatical de palabras 6 frases aisladas, 
sino qne es preciso tener en cnenta el sentido de las mismas 
dentro del periodo en que se consignan, objeto q:ae se pro- 
pone él autor y estímulo ú ocasión en que se producen. 
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Son ii^nxiOBas las palaliru que por sn 8igniflcaci6n y 
tono general del escrito en que se consignan, ceden en des- 
crédito, deshonra y menosprecio de la iiersona & quien yan 
dirigidas. 

En la ciudad áe la Habana, á tiies de Noviembre de mil 
ochocientos noventinueve, visto efl recurso de casación por in- 
fracción de ley prooedente de la Audiencia de la Habana en 
quereüa criminal por injurias se^ida por Casimiro Rigol y de 
la Fe «onDerciante y domiciliado en esta capital Calzada de G-a- 
liano número noventicinco, contra Juan Manuel Fernández Otó- 
mez, abogado con domicilio en la casa número noventiuno de la 
misma Calzada, interpuesto por el querellante contra ia senten- 
cia dictada por la Sección segunda de la Sala de lo Criminal de 
la referida Audiencia en treintiuno de Julio del año actual ; 

Resultando : que en la siantencia recurrida se consignan los 
siguientes Resultandos: 

Primero. Besvltando probado que con ocasión de disgustos 
y rivalidades entre la sociedad de García Ostc^aza y Compañía 
y Juan y Casimiro Bigol porque siendo la primiera dueña del 
Almacén de muebles ''La Barcelonesa" en la Calzada de Ga- 
liano, que había pertenecido al mencionado Juan Rigol, quien 
lo enajenó con condición de no poner otro de igual clase en di- 
cha calle hasta que pasasen cuatro años, habiéndose puesto de 
acuerdo con su hijo el citado Casimiro contribuyó á que el úl- 
timo instalase antes de la terminación del plazo fijado otro es- 
tablecimiento igual en una casa contigua á la en que se encon- 
traba ei primitivo Almacén de que se ha hecho mención ; se pu- 
blicaron en él periódico ''Diario de la Marina" y en los núme- 
ros correspondientes a los días veintiséis de Enero y siete de 
Febrero de mil ochocientos noventiocho dos comunicados suscri- 
tos por García Ostolaza y Compañía, de Qos cuales se ha con- 
fesado único autor el procesado que es marido de Rosario Os- 
toiaza genente de la mjencionada sociedad, haciendo relación i 
los antecedentes que se dejan expresados refiriendo los proce- 
dimientos empleados por los Rigol padre é hijo, para hacer ilu- 
sorio el compromiso contraído por el primero de no hacer com- 
petencia a la referida sociedad poseedora de la mueblería, y 
lamentándose de que tales procedimientos tendían á lograr y 
lograban el descrédito de "La Barcelonesa" en beneficio de su 
competidor Rigol; 

Segundo Resultando también probado: que en los comuni- 
cados referidos, se han escrito las palabras y frases que subra- 
yadas se mencionan en las concusiones provisionales del que- 
rellante y que por insertarse conservando aquella forma al 
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transcribirlas á continuación es innecesario repetir conceptos y 
frases que ha estimado Casimiro Rigol como constitutivos de 
los delitos de injurias graves de quíe acusa al procesado ; habien- 
do manifestado este en el acto del juicio oral que al valerse de 
aquella no fué su ánimo injuriar sino afirmar el crédito de la 
compañía de José Ostolaza y Compañía que se perjudicaba con 
los procedimientos utilizados por Rigol; 

Tercero, Resultando que la representación del querellante 
en el acto del juicio oral celebrado en veintisiete del corriente 
mantuvo como definitivas sus conclusiones provisionales expre- 
sivas de lo siguiente: 

Primera: en la edición de la mañana del día veintiséis de 
Enero de mil ochocientos noventiocho del periódico ''M Diario 
de la Marina" apareció publicado un escrito que literalmente 
dicie así: ** Almacén de muebles **La Barcelonesa'', de los seño- 
res García Ostolaza y Compañía, Galiano ochentinueve, noven- 
tiuno y noventitres. Teléfono mil doscientos setenticinoo. Esta 
casa no la han establ^ido sus actuales dueños como inexacta- 
mente se afirma en la gacetilla de ayer domingo, de ese apre- 
ciable diario por indicación del Sr. Castellanos. Esta casa se 
abrió el año setenta, hace veinte años, en el propio lugar que 
hoy ocupa, por Juan Bigol y Boca, quien la explotó hasta el 
dos de Agosto de mil ochocientos noventitres que la vendió á los 
Sres. Molina y Duran que fueron sus dueños hasta fin de mil 
ochocientos noventisiete y desde primero de Julio último pasó 
á ser propiedad de los actuales poseedores, los arriba menciona- 
dos García, Ostolaza y Compañía. De modo que la casa anti- 
gua, popular y dte reconocido crédito en el giro, así en esta ciu- 
dad como en la Isla toda es **La Barcelonesa" y no resulta muy 
correcto, cuando menos, dirá algún malicioso poner otra preci- 
samente al lado, abierta haoe poco por el joven Casimiro Rigoi, 
conocido en su casa, y quizás de muy contados amigos, i)ero en 
absoluto desconocido deil público consumidor sólo á título de 
ser hijo de su padre, el Juan, fundador de '*La Barcelonesa", 
por la que este señor cobró cuarentidos mil pesos en oro á los 
citados Sres. Molina y Duran, mediante cláusulas escriturarias, 
para aquel prohibitivas de hacer y que se vienen hacitendo tra- 
bajos para esas cláusulas, viva expresión de solemnes compromi- 
sos soberbiamente pagados, sean ineficaces é ilusorios, empLean- 
do medios cuya calificación hará el público de la Habana, y cu- 
yas conclusiones serán tan certeras y expresivas como las hechas 
por el elemento que por razón de dedicarse á análogo giro, sa- 
brán en qué condiciones la había enajenado Juan Bigol. Pero 
es que el hijo de su padre va más allá que el autor de sus días. 
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Este embarcó para Barcelona el veintitrés de Junio último 
sin dejarle representación ninguna á su sucesor de pila, lo que 
no dejó de ser expresivo, sino que se la diejó á un extraño, al 
Sr. Vila, y este apoderado, en un anuncio que viene saliendo 
en ^ "Diario" dice que todas las órdenes y pedidos de muebles 
en blanco que se deseen hacer se dirijan allí al Vedado, que es 
donde está el taller y que nadie más ni en ninguna otra parte 
tiene representación de Juan Rigol: que allí está el escritorio, 

etc., de lo que se deduce que todo lo contrario es lo que el 

públieo dirá al leer la muestra que él joven Casimiro pone al 
frente de su mueblería, remedando la muestra del taüercito 
que, para la fabricación de muebles en blanco tiene el padre 
en el Vedado y en cuya muestra se habla de la mar y la espada 
de Bernardo, escritorio, oficinas y la caricatura, todo en una 
pieza. Por lo que se ve existen marcadas contradicciones entre 
lo que le cuenta al público Casimiro y lo que dice el apoderado 
die su padre, Sr. Vila. La causa y el por qué lo deben saber el 
joven Casimiro y el citado Vila. Aquí no se usa el nombre de 
Juan Rigol y Boca á guisa de bandera. Valiente bandera y más 
valiente crédito aún. Puelde estar tranquilo el joven Casimiro y 
tener la seguridad de que nadie ha de disputarle la gloria de 
que sólo él es hijo de su padre. Líbrenos Dios de semejante he- 
rejía. Al digno y notable letrado Sr. Castellanos, lo han infor- 
mado mal y desconoioe el terreno que pisa pues sólo así se ex- 
plican ciertas afirmaciones: el título de esta casa es **La Barce- 
lonesa" y en su gran crédito descansa: en la antigüedad de su 
existencia: en la modicidad de sus precios: en la variedad de 
objetos y en la gferiedad y corrección con que proceden sus due- 
ños. De modo que hacemos uso de medios y cosas á que tenemos 
un perfecto derecho; no tratamos de hacer negocio usurpando 
ajeno crédito para por sorpresa engañar al público porque tal 
prooefder lo rechaza nuestro modo de ser y el respeto que á la 
moral se debe. Razón social es nombre mercantil, cosa bien dis- 
tinta á nombre de pila y como ya hemos dicho, el nombre de 
que se trata, su reputación y gloria pueden guardárselos y casi 
estamos tentados á no citarlo mucho entre otras mil razones pa- 
ra no hacer el juego á tontos. La razón social varió : la que no 
ha variado ni sufrido modificación; la que sigue en el mismo 
lugar donde se abrió hace veintiocho años, es la mueblería **La 
Barcelonesa" en Galiano ochentinueve, noventiuno y noventi- 
tres, teléfono mil doscientos setenticinco, casi esquina á San Ra- 
fael en uno de sus extremos y lindando por el otro con la que 
hace poco puso allí el joven Casimiro Rigol y de la Fe y que 
algún malicioso dirá que se puso allí para vivir del crédito del 
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vecino. Béstanos decir, qne nos ha llamado la atención que un 
tan distinguido abogado diga: que el Bigol vendió, que se fué. 
que nada tiene que ver con esta casa, etc., pues tan peregrina 
salida también se le hubiera ocurrido á Perogrullo que á la ma- 
no cerrada llamftba puño. '^La Barcelonesa", que no trata con 
indignos equívocos de merodear campo ajeno para lucrar áóLo- 
sámente con daño de tercero, del público á quien se engaña j 
desprecio de la vergüenza como pudiera residtar hiciesen otros, 
continúa sin novedad en donde se abrió el año setenta, Galiano 
ochentinuJeve, noventiuno y noventitres. Teléfono mil doscientos 
setenticinco. Quedan aclarados ciertos puntos de la gacetilla del 
"Diario" del domingo y suplicamos al público tome nota para 
que no confunda esta casa con la que hace poco puso al lado el 
muy repetido y aprovechado joven. Habana, veinticuatro de 
Enero de mil ochocientos noventiocho. García Ostolaza y Com- 
pañía. 

Segunda, En la edición de la tarde del día siete de Febre- 
ro también de mil ochocientos noventiocho del periódico **E1 
Diario de la Marina" fué publicado un escrito que copiado li- 
teralmente dice así: Mueblería "La Barcelonesa", Galiano 
ochentinueve, noventiuno y noventitres. Teléfono mil doscientos 
setenticinco, de García Ostolaza y Compañía. Comunicado. A las 
personas honradas. Para que hagan las consideraciones que se 
desprenden de los siguientes hechos: En dos de Agosto de mil 
ochocientos noventitres se otorgó una escritura ante el Notario 
D. Francisco de Castro por la que D. Juan Rigol y Boca ven- 
dió la muebleria ^'La Barcelonesa", fundada el año setenta en 
el propio lugar que hoy ocupa á los Sres. Molina y Duran en 
la cantidad de diecinueve mil novecientos treintisi^ete pesos oro 
de los que recibió sA contado deicisiete mil y el resto á cobrar, 
como cobró, el quince de Marzo siguiente inmediato. En esa es- 
critura existe la cláusula séptima por la cual el verdadero Ri- 
gol y Boca cede á los compradores el derecho á usar el nombre 
**La Barcelonesa" con cuyo título es conocido, obligándose á no 
poner dicho nombre á ninguna otra casa de igual giro y se 
obligaba también á no establecerse con ningún otro nombre en 
esta ciudad limitándose á continuar el negocio de importación 
de muebles, mármoles, y demás artículos concernientes ai ramo, 
y á la venta únicamente de esos artículos de importación y de 
los muebles en blanco que fabrique en su taller áe San Rafael 
número ciento cincuenta y cinco, pero para venderlos al por 
mayor y en blanco. Por la próspera marcha de su mueblería 
'*La Barcelonesa" en el transcurso de los veintitrés años que la 
tuvo el Sr. D. Juan Rigol y Roca éste juzgó conveniente exten- 
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djep el círculo de acción de sus negocios y al efecto alquiló la 
casa de la propia calle marcada con el número noventa y tres 
que dedicó á almacén del citado giro de muebles, almacén que 
como se ve por la escritura que dejamos hecho mérito, no entró 
en la venta, razón por la cuai digo que el vendedor Rigol y Bo- 
ca siguió con didio almacén, quien por así convenirle se había 
solamente comprometido en documento público á no poder bar- 
nizar, preparar ni vender muebles al detall y sí únicamente al 
por mayor, en blanco; pero hombre rebelde á los dictados de la 
sana moral, como sucede á toda conciencia vacilante, al elegir 
entre el deber y el lucro, optó por lo último y se preparó á ha- 
cer gala de sus habilidades como se verá en seguida. Al consu- 
mar la venta de la mueblería y quedarse sólo con el Almacén 
situado en el número noventitres alquiló la casa número noven- 
ticinco y á ella extendió su tan repetido Almacén y ya en estas 
dos casas, furtivamente según decían los que estaban en el se- 
creto, el primer Rigol, D. Juan Rigol y Roca, el honrado Rigol 
primero, después de haberse embolsillado los citados veinte mil 
pesos oro, faltaba á la fe jurada y firmada ante el DejKwitario 
de la fe pública y vendía muebles ffn abierta pugna con aquello 
que siempre obligaría á toda peroona que no fuese tan intrépi- 
da como lo es el valiente Rigol primero. Estas despreocupadas 
habilidades de D. Juan Rigol y Roca dieron al traste con la 
paciencia de las víctimas, Sres. Molina y Duran que vieron en 
lontananza la ruina de su crédito y de sus intereses de conti- 
nuar pared por medio con vecino tan intrépido y en virtud de 
las tristes consideraciones que de tales hechos se desprenden, se 
prestaron á largarle como veinte y dos mil pesos más en oro para 
expulsarlo de la Calzada áe Galiano y claro, ante un argumen- 
to tan simpático para el honorable D. Juan Rigol y Roca como 
lesivo á las víctimas aquél se prestó al sacrificio de su expulsión 
aparentemente como se verá muy pronto otorgando otra escri- 
tura ante el propio Notario, su fecha tres de Mayo de mil ocho- 
cientos noventicuatro por la cual después de ratificar Rigol y 
Boca ¡qué sarcasmo! las obligaciones contraídas en la escritura 
de dos de Agosto de mil ochocientos noventitres, se dice en la de 
tres de Mayo del noventicuatro no establecerse como mueblista en 
la ciudad de la Habana, no poder barnizar mueble alguno sino 
únicamente vender al por mayor €n blanco los que fabrique en 
el taller que posee en esta ciudad ó los que adquiera en plaza 
en esas condiciones. Cláusula dieciocho de la escritura de tres 
de Mayo citada. Puede el Sr. Rigol y Roca continuar en la li- 
bre administración y fomento de su taller de fabricación y ven- 
ta de éstos en blanco situado en la actualidad en San Rafael ciento 
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cincuenticinco que podrá trasladar si le conviene á otro lugar 
que no sea la Calzada de Galiano por radicar en esta calle el 
Almacén de esta VíCnta. Viéndose el Bigol número uno encerra- 
do en las cláusulas de la segunda escritura, convino con el Ri' 
gol número dos 6 sea con su hijo D. Casimiro Rigol y de la Pe 
en darle á préstamo dieciocho mil pesos en oro para que se es- 
tableciera en ^el número noventicinco en el ramo de mueblería 
precisamente para vivir con el equívoco de un crédito mercan- 
til que tan espléndidamente se había pagado. Convienie no ol- 
vidar que hay palurdos que tienen más astucia para burlar U 
Ley que el jurista más consumado. La jugada era de resultado» 
infalibles; la nueva sociedad de Rigofl número dos no podía 
moverse sin lel consentimiento del Bigol número uno. Se explo- 
taba el célebre é ilustre apellido : el padre surtía al hijo con los 
muebles de su taller y las víctimas que dieron cuarentidos mil 
pesos con las garantías que les brindaban las cláusulas escritu- 
rarias que dejamos copiadas agonizaban irremisibl-emente entre 
las mallas de tan honrada y digna combinación. Pero como no 
todo sale á medida del deseo, las combinaciones del Bigol nú- 
mero uno salieron fallidas. Cierto que los Sres. Molina y Duran 
sufrieron las consecuencias de los golpes que por la espalda les 
asestó el Honorable D. Juan Bigol y Boca, más García Ostola- 
za y Compañía, que están dispuestos á defenderse por todos los 
medios legales y decorosos se prometen salir airosos en su em- 
presa, y que el éxito corone sus esfuerzos. De esta manera no le 
valdrá al joven Casimiro el ridículo amuleto de sus desespera- 
dos cartelones proclamándose ''-el único Bigol", "el Bigol au* 
téntico", **no hay más Bigol que Casimiro", *'el genuino", '*el 
no falsificado", **el indiscutible", '*el axiomático Bigol". Con 
lo que dejamos expuesto pueden juzgar las personas honradas á 
■luienies nos dirigimos, no sólo la conducta del padre, sino la in- 
f antil ligereza del hijo. También están en el caso de considerar 
si un apellido de semejante historia, y de otros hechos, que noa 
reservamos para otra oportunidad, merece los honores de la dis- 
puta para ser llevado y traído á manera de símbolo glorioso co- 
mo si se tratase del único Alejandro, del único César, del único 
Colón, siendo así que de lo único de que se trata es de un sim- 
ple Bigol, hijo de su padre, en cuyo apellido parece que se cum- 
ple la ley de la herencia con todos sus pelos y señales. Rés- 
tanos manifestar que ratificamos todo lo dicho en nuestro co- 
municado del veintiséis de Enero publicado en este ** Diario" y 
llamar la atención del público para que no nos infiera el agra- 
vio de confundir esta casa con la del célebre vecino. "La Bar- 
celonesa", Galiano ochentinueve, noventiuno y noventitres, Te- 
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léfono mil doscientos setenticinco. García Ostolaza y Compañía. 

Tercero. De esos dos escritos son injuriosas las frases que 
están subrayadas en las dos conclusiones que anteceden, porque 
en todas ellas se trata de deshonrar, desacreditar y menospre- 
ciar al querellante D. Casimiro Rigol y de la Pe y á su legítimo 
padre D. Juan Rigol y Roca. Como los escritos son dos publi- 
cados en días distintos: los hechos relacionados en las dos con- 
clusiones antecedentes constituyen dos delitos de injurias gra- 
ves por escrito y con publicidad por medio de la imprenta 6 de 
papeles impresos. Delitos definidos y penados en los artículos 
cuatrocientos setenticinco, cuatrocientos setentiseis y cuatrocien- 
tos setentisiete en relación con los cuatrocientos ochentiuno y 
cuatrocientos ochenticuatro, todos del Código Penal vigente. 

Cuarto, Es autor por participación y ejecución directa se- 
gún propia confesión el procesado D. Juan Manuel Fernández 
y Gómez. 

Quinto. Concurre en el presente delito la circunstancia mo- 
dificativa de la responsabilidad penal, agravante definida en la 
regla sexta del artículo diez del Código Penal. 

Sexto. Las penas en que el reo D. Juan Fernández ha in- 
currido y esta parte solicita se le impongan son las siguientes: 
por las injurias inferidas en el primer escrito á que se refiere 
la primera conclusión, seis años de destierro á doscientos cin- 
cuenta kilómetros de esta ciudad y multa de seis mil doscientas 
cincuenta pesetas. Por las injurias inferidas en el segundo es- 
crito á que se refiere la conclusión segunda, seis años de destie- 
rro á doscientos cincuenta kilómetros y seis mil doscientas cin- 
cuenta pesetas de multa. Penas accesorias y las costas de la que- 
rella con arreglo á los artículos cuatrocientos setenta y siete, 
ochenta, párrafo tercero, ochenta y dos, ochenta y seis y ciento 
catorce. 

Responsabilidad civil. — ^Dada la índole del delito, no es 
exigible responsabilidad civil alguna; 

Resultando : que la Sala sentenciadora considerando que loe 
hechos probados no constituyen el delito de injurias graves ab- 
solvió al procesado con las costas de oficio por no existir los de- 
litos de que se le acusaba; 

Resultando: que contra esta sentencia el querellante esta- 
bleció el presente recurso por infracción de Ley, invocando co- 
mo preceptos legales que lo autorizan los artículos ochocientos 
cuarenta y siete y párrafos primero y ultimo del ochocientos 
cuarenta y ocho de la Ley de Enjuiciamiento Criminal citando 
como motivos del mismo é infracciones cometidas las siguientes : 

Primera. La comprendida en el número segundo del ar- 
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tioiilo ochocientos cuarentinueye de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal en relación con los artículos cuatrocientos setenticin- 
eo y cuatrocientos setentiseis, números segando, tercero y cuar- 
to del Código Penal, por cuanto se dejó de calificar y de penar 
como delito de injurias graves, que son las frases y conceptos 
señalados expresanuente en las conclusiones provisional^ y de- 
finitivas de la acusación, de las cuales es autor el procesado, se- 
gún declaración de hechos probados de la sentencia. 

Segunda. La comprendida también en el número segundo 
del citado artículo ochocientos cuarentinueve en relación c<m el 
artículo cuatrocientos setentiocho del Código Penal, por cuanto 
se deja de calificar y penar las frases y conceptos que declara 
probadamente duras, descorteses, agresivas y ofensivas para el 
querellante en el cuarto considerando y las cuales estima insu- 
ficientes para calificarlas de graves omitiendo declarar si pueden 
ó no estar comprendidas en el concepto de leves, calificación que 
pudo hacer la Sala. 

Tercera. La comprendida en el número quinto del artículo 
ochocientos cuarentinueve de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal en relación con los artículos octavo y cuatrocientos setenti- 
nueve del Código Penal por haber admitido como causas exi- 
mentes de nesponsabilidad criminal del acusado las pruebas que 
acerca de la veracidad de las imputaciones injuriosas produjo 
el reo, sus exculpaciones en el juicio y otras que la Sala estima 
según su conciencia; 

Resultando: que admitido el recurso, se ha sustanciado en 
este Tribunal Supremo con la representación del querellante y 
querellado, celebrándose vista pública el día veinte del mes de 
Octubre próximo pasado, en la cual informaron el abogado del 
primero sosteniendo por los fundamentos alegados el recurso, y 
el del segando impugnándolo ; 

Resultando : que al siguiente día veintiuno dispuso este Tri- 
bunal, para mejor proveer se reclamaran de la Audiencia los 
autos originales, los cuales se recibieron el día veinticinco ; 

Resultando: que del examen de los autos aparece que las 
palabras y frases que la Sala sentenciadora declara probadas 
como subrayadas en el escrito de conclusión y que en esa forma 
no se encuentra en el testimonio entregado al recurrente, son 
las que se consignan á continuación con referencia al cwnunica- 
do publicado en el ** Diario de la Marina", edición de la maña- 
na del veintiséis de Enero de mil ochocientos noventiocho laa 
siguientes: no resulta nn,uy correcto , cuando menos dirá algún 
malicioso, poner otra precisamente al lado, abierta hace poco 
por el joven D. Casimiro Rigol — conocido en su casa y quizás 
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de muy cantados amigos'*— ^* empleando medios cuya califica- 
ción hará el público de la Habana, y cuyas conclusiones serán 
tan certeras y expresivas como las hechas por el elemento mue- 
blero/' — ''Pero es que el hijo de su padre vá más allá que el 
autor de sus días'*— lo que no deja de ser expresivo", ''por lo 
qtíe se vé existen marcadas contradicciones entre lo que le cuen- 
ta al publico Z>. Casimiro y lo que dice el apoderado de su pa^ 
dre 8r, VHa, La causa y por qué lo deben saber el joven Casi- 
miro y el citado Vüa, Aquí no se usa el nombre de Juan Bigol 
y Roca á guisa de bandera. ¡Valiente bandera y más valiente 
crédito aun! Puede estar tranquilo el joven Casimiro y tener la 
seguridad de que nadie ha de disputarle la gloria de que sólo 
él es hijo de su padre. ¡Líbrenos Dios de semejante herejía"; — 
^'no tratamos de hacer negocio UMirpando ajeno crédito para 
por sorpresa engañar al publico, porque tal proceder lo rechaza 
nuestro modo de ser y el respeto que á la moral se debe", — el 
nombre de que se trata, su reputación y gloria pueden guardár- 
selo y casi estamos tentados de no citarlo mucho" — "en uno de 
sus extremas y lindando por el otro con la que hace poco se pu- 
so aUí el joven D. Casimiro Rigol y de la Fe, y que algún mali- 
eioso dirá que se puso allí para vivir del crédito del vecino". — 
"La Barcelonesa" que no trata con indignos equívocos de me- 
rodear en campo ajeno para lucrar dolosamente con daño de 
tercero, del público, á quien se engaña, y desprecio de la ver- 
güenza, como pudiera resultar hicieren otros, continúa sin no- 
vedad en donde se abrió el año setenta" — "hace poco puso al 
lado el muy repetido y aprovechado joven"; 

Resultando \ 'que las palabras y frases que asimismo se de- 
claran probadas, como subrayadas en el citado escrito, con re- 
ferencia al comunicado publicado el día siete de Febrero de mil 
odiocientos noyentiocho, en la edición de la tarde del ''Diario 
de la Marina", son las siguientes: "A las personas honradas 
para que hagan las consideraciones que se desprenden de los si- 
guientes hechos": — "pero hombre rebelde á los dictados de la 
sana moral, como sucede á toda conciencia vacilante al elegir 
entre el deber y el lucro, optó por lo último y se preparó á ha- 
cer gala de sv^ habilidades como se verá en seguida". — "Y ya 
en estas dos casas, furtivamente, — según decían los que estaban 
en el secreto" — "el honrado Rigol primero después de haberse 
embolsiüado los citados veinte mü pesos oro, faltaba á la fe ju- 
rada y firmada, ante el depositario de la fe pública, y vendía 
muebles en abierta pugna con aquello que siempre obligaría á 
toda persona que no fuese tan intrépida como lo es el valiente 
Rigol primero — estas despreocupadas habilidades de D. Juan 
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Rigol y Roca/' — *'que vieron en lontananza la ruina de su eré- 
dito y de sris intereses de continuar pared por medio con vecino 
tan intrépido, y en virtud de las tristes consideraciones que de 
tales hechos se desprenden, se prestaron á largarle como vein- 
tidós mü pesos más en oro, para expulsarlo de la Calzada de 
Galiano, y claro, ante un argumento tan simpático para el ho- 
norable D, Juan Rigol y Roca como lesivo á las víctimas aquél 
se prestó al sacrificio de su expulsión — '' aparente como se verá 
muy pronto'' — '^después de ratificar Rigol y Roca — ¡qué sar- 
casmo! — ^^ Viéndose el Rigol número uno" — '^convino con él 
Rigol número dos ó sea con su hijo D, Casimiro Rigol y de la 
Fe" — ''para vivir con el equívoco de un crédito mercantil que 
tan espléndidamente se había pagado. — Conviene no olvidar que 
hay palurdos que tienen más astucia para burlar la ley que él 
jurista más consumado, — ''Se explotaba el célebre é ilustre ape- 
llido; el padre surtía al hijo con los muebles de su taller", "en- 
tre las mallas de tan honrada y digna combinación" — "las con- 
secuencias de los golpes que por la espalda les asestó él honores 
ble D, Juan Rigol y Roca", "el ridículo amuleto de sus deses- 
perados cartelones proclamándose "el único Rigol", "el Rigol 
auténtico", "no hay más Rigol que Casimiro", "el genuino", 
"el no falsifi^cado" , "él indiscutible", "él axiomático Rigol" — 
con lo que dejamos expuesto, pueden juzgar las personas honra- 
das á quienes nos dirigimos no sólo la conducta del padre sino 
la infantil ligereza del hijo. También están en d caso de consi- 
derar si un apellido de semejante historia, y de otros hechos que 
nos reservamos para otra oportunidad, merece los honores de la 
disputa, para ser llevado y traído á manera de símbolo glorioso 
como si se tratase", "un simple Rigol hijo de su padre, en cu- 
yo apellido parece que se cumple la ley de herencia con todos 
sus pelos y señales", "para que no nos infiera el agravio de 
confundir esta ca^a con la del célebre vecino"; 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt, 
Considerando: que según el artículo cuatrocientos setenti- 
cinco del Código Penal es injuria toda expresión proferida en 
deshonra, descrédito ó menosprecio de otra persona, y en tal 
concepto para calificar con acierto delitos de esta clase, es ne- 
cesario tener en cuenta, no sólo la significación gramatical de 
palabras ó frases aisladas, sino el sentido de las mismas dentro 
del período, conversación ó escrito, que se supone injurioso; el 
fin ú objeto que con esto se proponga el autor y el estímulo ú 
ocasión que los produzca; 

Considerando: que el comunicado publicado en la edición 
de la mañana del *' Diario de la Marina" correspondiente al 
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día veintiséis de Enero de mil ochocientos noventioeho, con la 
firma de García Ostolaza y Compañía, y del cual se ha decla- 
rado autor Juan Manuel Fernández, marido de Rosario Ostola- 
za, gerente de dicha sociedad mercantil, tuvo por objeto contes- 
tar ima gacetilla que en el mismo periódico había aparecido, á 
instancia del letrado del querellante, explicando el derecho que 
á su juicio tenía aquella sociedad para llamarse mercantilmen- 
te, sucesora de Rigol, si bi^en en el aludido comunicado se con- 
tienen incidentalmente insinuaciones y reticencias que pudieran 
mortificar á Casimiro Rigol y hasta llegar á ser injuriosas, si 
en vía legal se aclarara el equívoco que las encubre, lo cierto es, 
que al querellante, ni ae le hacen imputaciones directas, ni se 
califican sus actos 6 conducta, ni el fin del escrito aparece otro 
que el expuesto; y por consiguiente al no calificarlo como cons- 
titutivo de injuria la Sala sentenciadora no ha cometido las in- 
fracciones de ley que se alegan en el primero y el segundo mo- 
tivos del recurso ; 

Considerando: que el otro comunicado publicado con la 
misma firma en la edición de la tarde del referido "Diario'' co» 
rrespondieñte al día siete de Febrero de mil ochocientos noven- 
tioeho y del cual también es autor el procesado Fernández, sin 
qu« conste el motivo inmediato del mismo, que hay que atribuir 
á las disenciones y desavenencias mercantiles que la Sala de- 
clara probados entre García Ostolaza y Compañía y Casimiro 
Rigol, expresa claramente el fin que persigue al consignar en 
su epígrafe que va dirigido ''á las personas honradas para que 
juzguen de los siguientes hechos" y al final, ''con lo expuesto 
pueden juzgar las x>ersonas honradas á quienes nos dirigimos no 
sólo de la conducta del padre, sino la infantil ligereza del hijo" 
y "si un apellido de semejante historia y otros hechos que nos 
reservamos para otra oportunidad, merecen los honores de la 
disputa", consagrándose dicho escrito á relatar y comentar ac- 
tos realizÍEidos por Juan Rigol y Roca con relación á la venta de 
la mueblería "La Barcelonesa", hoy de García Ostolaza y Com- 
pañía, calificando la conducta de aquél en el cumplimiento de 
dicho contrato y con ocasión de éste, refiriéndose clara y direc- 
tamente al querellante, se afirma que convino con su padre en 
establecerse junto á la mueblería vendida para vivir con el 
equívoco de un crédito mercantil ya pagado, y que, en su ape- 
llido se cumplía la ley de herencia, tales conceptos, y el tono 
general del escrito ceden en deshonra, descrédito y menosprecio 
en particular de Casimiro Rigol, sin que pueda esto justificarlo 
las desavenencias mercantiles y la necesidad de hacer públicos, 
hechos ó procedimientos que perjudicaran al crédito del estable- 
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cimiento que se defendía, pues tal propósito conscientemente se 
ha extralimitado, con los comentarios y razonamientos que am- 
plían los hechos, y que por tener el fin 7 objeto dichos, consti- 
tuyen un delito de injuria; 

Considerofndo: que en el escrito anterionnente referido, si 
bien se injuria al querellante, no se imputa la c(»nisión de un 
delito, ni un vicio ó falta de moralidad ni se le dirigen palabras 
afrentosas, por tanto debe, para estimarse la mayor 6 menor 
gravedad de aquélla, tenerse en cuenta las circunstancias res- 
pectivas de ofensor y ofendido, en este caso idénticas y los an- 
tecedentes del hecho, ya explicados y conforme á esto las inju- 
rias dichas, racionalmente no merecen como para que tal de- 
daraeión se haga, exige el número cuarto del artículo cuatro- 
cientos setenta y seis del Código Penal, la calificación de graves ; 

Con9Íderando\ que al no calificar como constitutivo del de- 
lito de injuria leve hecha por escrito y con publicidad, el co- 
municado á que se refieren los dos párrafos anteriores y al ab- 
solver al autor del mismo, la Audiencia ha incurrido en el error 
de derecho que se le atribuye en el segundo motivo del recurso 
y procede casar en ese extremo la sentencia; 

Considerando i que habiendo declarado la Sala sentenciado- 
ra que los hechos probados no constituían delito y por este fun- 
damento absuelto al procesado, no pudo infringir, y no infrin- 
gió preceptos legales relativos á la concurrencia de circunstan- 
cias eximentes, cuya existencia supone necesariamente la de un 
delito; y no siendo por tanto x>6rtinente no debe estimarse el 
tercer motivo del recurso; 

FaUamos: que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por infracción de ley establecido por Casi- 
miro Bigol y de la Fe contra la sentencia dictada en causa por 
injurias contra Juan Manuel Fernández y Gtómez, por la Sec- 
ción segunda de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la 
Habana en treintiuno de Julio del corriente año de mil ocho- 
cientos noventinueve en cuanto dicha sentencia no califica de 
delito, el comunicado publicado por el procesado en el ''Diario 
de la Marina" el día veintiséis de Enero de mil ochocientos no- 
vfentiocho ; y declaramos con lugar el recurso en cuanto la mis- 
ma Sala dicta igual decisión respecto al publicado en siete de 
Febrero siguiente y en este extremo Casamos y Anulamos la 
sentencia antes expresada, sin especial condenación de costas. Y 
con devolución de las actuaciones originales, comuniqúese la 
presente y la que á continuación se dictará, por medio de certi- 
ficación á la Audiencia de la Habana. Líbrense las correspon- 
dientes copias autorizadas para su publicación en la ''Gaceta 
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de la Habana" y en la Colección de ©entencias á cargo de la 
Secretaría de Justicia. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — ^Budaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt.— Octavio Giberga. 

Segunda sentencu. 

En la ciudad de la Habana, á tres de Noviembre de mil 
ochocientos noventinueve en la querella seguida por injurias en- 
tre partes de la una como querellante Casimiro Rigol y de la 
Pe y de la otra como procesado Juan Manuiel Fernández Gó- 
mez, hijo de Juan y Lucía, natural de Ramales, Provincia de 
Santander, casado, de cuarentitres años de edad, abogado, sin 
antecedentes penales y en libertad, procedente de la Audiencia 
de la Habana y pendiente ante este Supremo Tribunal por vir- 
tud del recurso de casación admitido por infracción de ley con- 
tra la sentencia de treintiuno de JuUo de mil ochocientos no- 
ventinueve, dictada por la Sección segunda de la Sala de lo Cri- 
minal de dicha Audiencia, y que este Tribunal ha casado y anu- 
lada en parte por la de esta fecha que antecede ; 

Resultando : que la Sala sentenciadora d<eclaró probado que 
Juan Manuel Fernández y Gómez es autor de un comunicado 
que se publicó en la edición de la tarde del ''Diario de la Ma- 
rina", correspondiente al día siete de Febrero de mil ochocien- 
tos noventiocho, con <el epígrafe ''A las personas honradas para 
que juzguen los siguientes hechos" y después de referir los rea- 
lizados por Juan Rigol y Roca, padre del quenellante, con mo- 
tivo de la venta de la mueblería *'La Barcelonesa" se hacen coi 
mentarios y apreciaciones sobre la conducta d«el Juan Rigol, y 
refiriéndose directamente al Casimiro, se afirma que convino con 
su padre en establecerse junto á la mueblería vendida para vi- 
vir con el equívoco de un crédito mercantil ya pagado, y con 
i^eferencia á las apreciaciones desfavorables que le ha merecido 
el padre, dícese que en ese apellido se cumple la ley de herencia 
y se termina diciendo que con lo expuesto podrían juzgar las 
personas honradas no sólo la conducta del padre, sino la infan- 
til ligereza del hijo y si un apellido de tales hechos y otros que 
se reserva para otra oportunidad merece los honores de la 
disputa; 

Besultando : que por la sentencia que antecede se ha casada 
y anulado la de la Audiencia de la Habana, que estimo que ta- 
les hechos no constituían delito; 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt, 
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Considerando: que los hechos que se declaran probado» 
constituyen un delito d'C injurias leves hechas por escrito y con 
publicidad, del cual es autor por participación directa el pro- 
cesado, sin que hayan concurrido circunstancias modificativa» 
apreciables y por consiguiente procede imponer á aquél en el 
grado medio, la pena que establece el articulo cuatrocientos se- 
tentiocho del Código; 

Considerando : que no habiendo sido objeto de la acusación^ 
por la naturaleza del delito, la indemnización civil y no procede 
ésta; 

Considerando: que las costas se imponen por la Ley al 
responsable de todo delito; Vistos los artículos uno, once, doce^ 
sesenta, sesentidos, ochenta, ochentidos, ochentinueve, noventi* 
uno, cuatroei^tos setenticinoo y cuatrocijentos setentiocho del 
Có^go Penal, el treintioeho de la Orden número noventidos del 
Gobierno Militar de la Isla; 

Fallamos: que debemos condenar y eondenaimos á Juan 
Manuel Pemández y Gómez en concepto de autor de un dielita 
de injurias leves por escrito y con publicidad á la pena de tin 
mes, once días de arresto mayor, accesorias de suspensión de 
todo cargo y derecho de sufragio durante el tiempo de la eon* 
dena, á la multa de trescientas veinticinco pesetas y en defecto 
de pago de ésta por insolvencia, á un día de detención por cada 
doce y media pesetas que deje de satisfacer, sin que el tiempo 
total de esta detención exceda de la tercera parte del impuesta 
en la pena principal y al pago de las costas de la cansa. Inserí 
tese esta sentencia »i ''El Diario de la Marina" en d ttemno 
de diez días por haberlo solicitado el ofendido ^^i su escrito de 
conclusiones. 

Asi, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firma- 
mos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lloren- 
te. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo Ta* 
mayo. — ^Angel O. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. F. contra José Demado y Miranda. 

Sentencia núm. 6 (4 de Noviembre de 1889). 

Becurso de casación por infracción de Ley interpuesto por José 
Delgado y Miranda contra la sentencia dictada por la Au- 
diencia de Pinar del Río el 15 de Abril de 1899, 

Homomio. 

\\ SI ^ne agredido Uegítünamente, sin provocación snflclen- 
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to por SQ purte, m vale de nn cuchillo para repoler la agre- 
sión que se le liace con un machete, dándole muerte & sa 
agresor, está exento de responsabilidad criminal, por haber 
obrado en defensa de su persona. 

En la ciudad de la Habana, á cuatro de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y nueve en el recurso de casación por in- 
fracción de 1^ pendiente ante este Supremo Tribunal á con- 
secuencia del interpuesto por el procurador Dionisio de P. Arias 
á nombre de José Delgado y Miranda, labrador, sin que conste 
su domicilio, contra la sentencia dictada por la Audiencia de 
Pinar del Río el quince de Abril de este año, en la causa cri- 
minal por homicidio de Máximo Martínez Rodríguez; 

Resultando: que vista en juicio oral y público la referida 
causa, la Audiencia de Pinar del Río consignó en la sentencia 
como probados los hechos siguientes: 

Primero. Resultando probado: que entre seis y odio de la 
mañana del día seis de Julio de mil ochocientos noventa y siete 
en el camino de esta ciudad al pueblo de San Juan y Martínez 
y en el lugar nombrado Puente de Rio Seco el procesado en 
esta causa José Delgado Miranda fué agredido con un machete 
por Máximo Martínez Rodríguez, infiriéndole una herida leve, 
por cuya causa Delgado Miranda defendiéndose agarró el ma- 
ehete de aquél por la parte superior die la hoja, sujetándolo, y 
ya en esta situación con el cuchillo que portaba le causó varias 
heridas que á los pocos momentos produjeron la mu*erte del 
agresor Martínez Rodríguez, del cual, después de herido, se se- 
paró el procesado José Delgado Miranda; 

Resultando probado: que las heridas producidas al inter- 
f eeto por el procesado fueron : en la parte superior de la nariz 
un corte transversal como de dos c^itimetros, y superficial : una 
ineiaíon m la parte extema é inferior del maxilar inferior, co- 
mo de dos centímetros longitudinal de arriba á abajo interesan- 
do solamente la piel: una herida como de tres centímetros en el 
músculo mastoideo parte superior superficial, una herida en la 
parte superior é interna del brazo derecho que lo atraviesa de 
parte á parte, como de ocho centímetros, interesando todas las 
portes blandas del brazo; una herida como de ocho eentinMtros, 
profundísima, en la parte media del pecho al lado del extemón 
y sobFe la tercera costilla con los bordes muy separados, siendo 
la causa de la muerte de Máximo Martínez, por necesidad, la 
hemorragia ocasionada por la rotura de la aorta. Y las inferi- 
das al procesado consisten en una herida incisa situada en la 
parte media y extema del brazo izquierdo, transversal, como de 
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dos centímetros de largo por uno de ancho, interesando sola- 
mente la piel y el tejido celular; 

Resultando : que la Audiencia de Pinar del Río declaró que 
los hechos expresados en los dos Resultandos transcritos consti- 
tuyen el delito de homicidio, siendo responsable del mismo en 
concepto de autor, por participación dilecta, el procesado José 
Delgado Miranda; y estimando á su favor dos de los requisitos 
quie constituyen la circunstancia eximente número cuatro del 
artículo ocho del Código Penal, lo condenó á la pena de seis años 
y un día de prisión mayor, a las accesorias de suspensión de todo 
cargo y del derecho de sufragio durante el tiempo de la conde- 
na, pago de costas é indemnización á los herederos del inter- 
fecto con la suma de cinco mil pesetas; 

Resultando: que contra esa sentencia interpuso el procura- 
dor D. Dionisio de P. Arias á nombre del procesado, recurso de 
casación por infracción de ley, fundado en los artículos ocho- 
cientos cuarenta y siete, ochocientos cuarenta y ocho núnuero 
uno y ochocientos cuarenta y nueve también número uno de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, y designando como infringido 
el número cuarto del artículo octavo del Código Penal por no 
haberse apreciado más que los requisitos primero y tercero y no 
el segundo, cuyo recurso le fué admitido ; y sustanciado en este 
Tribunal se celebró la vista el día primero del corriente con in- 
tervención del Ministerio Fiscal y del defensor del procesado, 
informando el primero de acuerdo con lo pedido por el se- 
gundo; 

Visto: Siendo Ponente el Magistrado José M, Q-arcía 
Montes, 

Considerando: que no delinque y por consiguiente está 
exento de responsabilidad criminal, conforme al precepto del 
número cuarto del artículo octavo del Código Penal, el que 
obra en defensa de su persona ó derechos, cuando agredido ile- 
gítimamente y sin provocación suficiente por su parte emplea 
un medio racionalmente necesario para impedir ó repeler la 
agresión de que ha sido objeto; 

Considerando: que fundado el recurso interpuesto contra 
la sentencia recurrida en no haberse apreciado el segundo de 
los tres requisitos que integran el derecho de la propia defensa 
según el artículo citado, la cuestión se reduce á sí dados los he- 
chos que la Audiencia de Pinar del Río declara probados, fué 
racionalmente necesario el medio empleado por José Delgado 
Miranda para repeler la agresión de que fué objeto por parte 
del interfecta Máximo Martínez Rodríguez; 

Considerando: que el que se vale de im cuchillo para repeler 
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la agresión que se le haoe con un machete, en un camino pú- 
blico, emplea un medio proporcionado y por consiguiente racio- 
nalmente necesario para defenderse, tanto por ser inferior el 
arma utilizada como por el lugar donde la agresión tuvo efec- 
to, en el cual no era posible extraño auxilio ; sin que la circuns- 
tancia de que el agredido, ó sea el procesado, tuviera sujeto el 
machete que esgrimía el agresor por la parte próxima á la em- 
puñadura pueda estimarse como anulación del ataque sino más 
bien como parte integrante de la defensa, puesto que la falta 
de dicha circunstancia hubiera enervado ó hecho fracasar la de- 
fensa intentada, dada la superioridad del arma del interfecto 
respecto á la del procesado; 

Considerando: que la Audiencia de Pinar del Río al im- 
poner al procesado la pena de seis años y un día de prisión ma- 
yor con las acoesorias correspondientes, estimando como ate- 
nuante la circunstancia de la defensa propia incompleta, ha in- 
fringido el número cuarto del artículo octavo del Código Penal, 
que resulta exactconente aplicable al caso de autos, por haber 
concurrido en el hecho que dio origen á esta causa los tres re- 
quisitos que según dicho artículo eximen de responsabilidad cri- 
minal, incurriendo en error de derecho al apreciar y aplicar 
parcialmente este precepto; 

Fallamos', que debemos declarar y declaramos con lugar el 
recurso de casación interpuesto por la representación de José 
Delgado y Miranda contra la sentencia dictada por la Audien- 
cia de Pinar del Río el quince de Abril de este año, la cual car 
samos y anulamos sin especial condenación de costas. 

Así, por esta sentencia, que se publicará en el periódico ofi- 
cial del Gobierno é insertará oportunamente en la Colección á 
cargo de la Secretaría de Justicia, á cuyo efecto se sacarán y 
remitirán las copias necesarias, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos; y con la sentencia que á continuación se dicta comu- 
niqúese á la Audiencia de Pinar del Río á los efectos proceden- 
tes. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. 
— ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — EudaJdo Ta- 
mayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana, á cuatro de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y nueve en la causa criminal por homicidio 
iniciada en el Juzgado de Instrucción de Pinar del Río y con- 
tinuada en la Audiencia de la misma ciudad, pendiente ante 
este Supremo Tribunal á consecuencia del recurso de casación 
por infracción de ley interpuesto por el representante del pro- 
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eesado José Delgado Miranda, labrador, sin que conste su do- 
micilio ; 

Resultando: qae casada y anulada por sentencia de esta 
misma fecha la dictada el quince de Abril de este año por la 
Audiencia de Pinar del Río, procede dictar de seguida la que 
ha de sustituir á la pronunciada por el Tribunal recurrido, con- 
forme á lo dispuesto en el artículo treinta y ocho de la Orden 
número noventa 7 dos sobre la sustanciacién de procedimientOB 
ante este Supremo Tribunal. Aceptando los hechos probados 
consignados <en los dos primeros Resultandos así como los Con- 
siderandos primero y segundo de la sentencia casada y 

Siendo Ponente el Magistrado José M. García Montes, 

ConsideramU) : que habiendo concurrido en el hecho reali- 
zado por José Delgado Miranda y que produjo la muerte de 
Máximo Martínez Rodríguez, los tres requisitos del número 
cuarto del artículo octavo del Código Penal que integran el de- 
recho de la defensa i)erBonal, no puede exi^rsele responsabili- 
dad criminal alguna, porque no delinque el que ejecuta un he- 
cho bajo esas condiciones ; 

Visi-o el artículo ocho del Código Penal, 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos exento de 
responsabilidad criminal al procesado José Delgado Miranda, 
absolviéndolo por consiguiente con las costas de oficio. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y Ar- 
mamos. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gtenzález Lló- 
rente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt.— Octavio Gibei^. 



El M. F. contra Francisco Blanco Retes, de apodo **Paco'\ 

Sentenda núm. 7 (7 de Noviembre de 1899). 

Recurso por infrc^cción de Ley interpuesto por el proeesctdo 
Francisco Blanco Reyes contra la sentencia de la Audiencia 
de Santiago de Cuba de 17 de Abril de 1899, 

HOMICIDIO. 

DelM estlmaxBe la cobcqxtviicíe de loi tras requisitos que 
exige el artícalo 8.0 del Oódigo Fema par» la exencióa da zw- 
ponsabilidadv cuando nn rojeto penetra en la casa de otro, 
alegando que ana carne que había allí, procedía de nn poer- 
co caldo en nna trampa por él preparada, tratando de lierár- 
sela á la fuerza; y al oponerse el dueflo de la casa, saca él 
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machete j le Yá encima» & cnya actitud tomó éste una esco- 
peta ane tenia cargada y disparándole mi tiro le cansa la 
muerte. 

En la dudad de la Habana, á siete de Noviembre de mil 
<HdiocientOB noyentinueve, en el recurso de casación por inf rac«> 
don de ley que pende ante este Tríbumd Supremo, interpuesto 
por el Procurador Augusto Betaneourt Oehoa á nombre de 
Franciseo Blanco Beyes de apodo "Paoo", vecino de Guant4- 
namo y de oficio azucarero, contra la sentencia pronunciada por 
la Audiencia de Santiago de Cuba en causa procedente del Juz- 
1^0 d-e Primera Instancia y de Instrucción de Ouantánamo 
por homicidio del moreno Clemente Venecia en el Ingenio ^'San- 
ta CeciUa"; 

Remltiimdoi que vista en juicio oral y público la referida 
causa, dicha Audiencia dictó la expresada sentencia en diecisiete 
de Abril último consignando los hechos en el siguiente Resul- 
tando: 

Resultando: que el veinticuatro de Septiembre del año 
próximo pasado por la mañana en el ingenio ''Santa Ceci- 
lia", situado en la jurisdicción de Ouantánamo, habiéndosele 
extraviado un caballo á Luis Donis supuso Francisco Blanco 
Beyes pudiera ser el autor del presunto hurto el moreno Cíe* 
miente Yenecia, por lo que fué detenido éste, poniéndosele en 
libertad después de haber aparecido el caballo de referencia. Que 
poco de8pu4, como a las diez de la mañana, se dirigió el Yene- 
cia al domicilio que en el referido ingenio tiene d Bl^ioo Beyes 
y le reclamó una carne de puerca que en tiras tenia colgada en 
su casa, alegando que pertenecía á un puerco que había caído 
en uno de los lazos ó trampas que en el monte tenia colocados 
para cazar estos animales y que por consiguiente era suya la 
carne que le reclamaba, á lo que se opuso Blanco, disputáoidole 
de que no era como él suponía, sino que pertenecía á un puerco 
jibaro que había cazado, valiéndose de su escopeta y ayudado 
por sus perros de cacería que le mostraba y que hacía como 
cuatro días lo había cazado. No conforme Yenecia trató de qui- 
tar al Blanco la carne de por fuerza y oponiéndose Blanco tiró 
Yeneda del machete que portaba, y le acometió con él, por lo 
que Blanco tomando una escopeta que tenía cargada y colgada 
cerca de él, la disparó contra Yenecia, produciéndole una heri- 
da al Yenecia que le hizo caer muerto á poco de haber salido 
de la casa y ¿ poca distancia de ésta. Hecho probado ; 

Resultando: que la Audiencia de Santiago de Cuba declaró 
que los hechos probados constituyen un delito de homicidio, 
previsto y penado en el artículo cuatrocientos dieciseis del Có- 
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digo Penal, del cual es autor por participación directa Francis- 
co Blanco Reyes, estimando á favor del mismo las circunstan- 
cias primera y segunda del caso cuarto del artículo octavo del 
citado Código; y vistas las referidas y demás de la aplicación 
del miencionado cuerpo legal, le condenó á la pena de dos año» 
de prisión correccional con sus accesorias, indemnización de mil 
pesos á los herederos del interfecto con el apremio personal en 
su caso, sin que exceda de la tercera parte de la condena y al 
pago de las costas; 

Resultando: que contra esta sentencia se ha interpuesto 
por la representación del prooesado recurso de casación por in- 
fracción de ley, fundado en el número primero del artículo- 
ochocientos cuarentinueve de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal, citando como infringido el caso cuarto del artículo octavo 
del Código Penal, por no haberse apreciado por el Tribunal sen- 
tenciador todas las circunstancias que dicho caso enumera, la» 
cuales, según el recurrente concurren en el delito cometido por 
el procesado; 

Resultando: que previos los tramites del caso se señaló la 
una de la tarde del treinta de Octubre próximo pasado para la 
vista pública de este asunto, la cual se verificó, informando el 
abogado que sustituyó al designado en tumo para Uevar la re- 
presentación del prochssado; 

Visto, Siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez ; 

Considerando: que al apreciar la Audiencia de Santiago- 
de Cuba en el caso de autos, solamente las circunstancias prime- 
ra y segunda del caso cuarto del artículo octavo del Código Pe- 
nal, se reduce el problema á si, dados los hechos que se declaran 
probados, hubo de parte de Blanco provocación suficiente que 
motivase la actitud del interfecto Venecia al penetrar en ade- 
mán hostil en casa del procesado; 

Considerando: que á tenor de esos mismos hechos que se 
declaran probados, en lo que se contrae al drama desarrollado 
en el interior del domicilio del procesado Blanco Reyes, salta 
desde luego á la vista que toda la provocación estuvo de parte del 
interfecto con sus inconvenientes alegaciones acerca de una car- 
ne de puerco allí colgada en tiras, con apelar luego á la fuerza 
para llevarse esa misma carne, y, al encontrar oposición para 
realizar ese acto ilegal, con tirar del machete que portaba y aco- 
meter con él al procesado, quien, en trance tan comprometedor 
para su persona, tomó una escopeta que tenía cargada y colga- 
da cerca de él y la disparó contra el agresor Venecia, produ- 
ciendo á éste una herida que le hizo caer muerto á poco de ha- 
'ber salido de la casa y á poca distancia de ésta; no pudiendo 
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en modo alguno apreciarse como la provocación suficiente que 
exige el Código, el hecho de haber supuesto el procesado, en otro 
lagar y hora distinta á la de la escena de la casa que el inter- 
fecto Venecia pudiera ser el autor del presunto hurto de un ca- 
ballo; 

Considerando: que la Audiencia de Santiago de Cuba en 
la sentencia de cuya casación se trata al no estimar también la 
circunstancia tercera ha infringido el citado caso cuarto del 
artículo octavo del Código Penal incurriendo en el error de de- 
recho, que señala el número primero del artículo ochocientos 
cuarentinueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y que con 
acierto se invoca en el recurso; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos haber lugar 
al recurso de casación interpuesto por el procurador Betancourt 
y Ochoa á nombre del procesado Francisco Blanco Beyes con- 
tra la expresada sentencia de la Audiencia de Santiago de Cu- 
ba, la cual casamos y anulamos, declarando las costas de oficio, 
lo que, con la sentencia que á continuación se dicta, comuniqúe- 
se á la referida Audiencia para los efectos que procedan; li- 
brándose además, de las mismas, dos copias autorizadas, una 
para su publicación en el periódico oficial del Grobiemo y otra 
para la Colección á cargo de la Secretaría de Justicia. 

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, manda- 
mos y firmamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gon- 
zález Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — 
Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — ^Octavio Giberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana, á siete de Noviembre de mil 
ochocientos noventinueve, en la causa criminal seguida en la 
Audiencia de Santiago de Cuba por homicidio del moreno Cle- 
mente Venecia en el Ingenio ** Santa Cecilia", jurisdicción de 
Guantánamo, contra Francisco Blanco Reyes de apodo '*Paco", 
vecino de Guantánamo, casado, de treintiseis años de edad y de 
oficio azucarero, con instrucción y sin antecedentes panales; 

Resultando: que casada y anulada por sentencia de esta 
misma fecha la dictada en diecisiete de Abril próximo pasado 
por la Audiencia de Santiago de Cuba, procede dictar, confor- 
me á lo dispuesto en el artículo treintiocho de la Orden numero 
noventidos sobre la sustanciación de procedimiento ante este 
Supremo Tribunal, el fallo que debe sustituir al pronunciado 
por el Tribunal sentenciador; 

Visto, Siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez, 
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Aceptando el primer Resultando de la referida sentencia 
de diecisiete de Abril próximo pasado, 

Considerando: que no delinque, por estar exento de res- 
ponsabilidad criminal, al tenor de lo dispuesto en el número 
cuarto del artículo octavo del Código Penal, quien obra en de- 
fensa de su persona y derechos, cuando, sin provocar suficien- 
temente á su contrario, usa de un medio racional para impedir 
6 repeler una agresión ilegítima ; 

Considerando: que, dados los hechos que se estiman proba- 
dos, en los actos ejecutados por el procesado Blanco Beyes y 
que dieron por resultado la muerte del mcn*eno Clámente Yaae» 
cia, concurrieron las tres circunstaneias del número cuarta del 
articulo octavo del Código Penal que integran el derecho de la 
defensa personal, no eonstituyendo provocación suficiente el he- 
dió de haber supuesto Blanco Beyes, en otro lugar y hora dis- 
tinta á la de la escena ocurrida en el interior de la casa de éste, 
que dicho Venecia pudiera ser el autor del pnesunto hurto de 
un caballo, por todo lo cual es procedente la declaración de 
exención de responsabilidad criminal de dicho Francisco Blaa- 
co Beyes; 

Visto el artículo octavo en su caso cuarto, 

Fallamos: que débanos declarar y declaramos i Franeisoa 
Blanco Beyes, de apodo ''Paco" exento de responsabilidad cri- 
minal, absolviéndolo con las costas de oficio. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firma- 
mos. — ^Aiitonio González de Mendoza. — ^Pedro Gonz&Lez Llorea- 
te.— Baf ael Cruz Pérez.— José M. García Montes.— Eudaldo Ta- 
mayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Esteban Llor y Pla contra Sebastián Martí y Vila. 

Auto de 13 de Noviembre de 1899. 

Recurso de queja interpuesto por Esteban Llor y Pla contra el 
auto de 7 de Octubre de 1899, de la Audiencia de la Haba- 
na, que declaró sin lugar el recurso de casación que inter- 
puso contra el auto de la misma Sala de fecha 29 de Sep- 
tiembre del mismo año, 

INJUBIA. 

El auto en q«e m niega la inretenalón de q^e una aentan- 
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d* sa* notlflcada naovaiaeiite, no os sowoptiblo do oMacidn, 
por no ser do los comprendidoo on el artículo 848 de la Ley 
do Enjviciainionto OrlmlnaL 

Resultando: que, solicitado por Batcban Llor y Plá, quere- 
llante en cansa por injurias seguida ante la Sección Primera 
de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, contra Sebastián 
Marti y Vila, que se notificara nuevaioente la sentencia dictada 
en siete de Febrero de mil ochocientos noventa y ocho, fué de- 
clarada sin lugar tal pretensión por auto de la referida Sala de 
fecha veinte y nueve de Septiembre próximo pasado; 

Resultando: que contra el mencionado auto «estableció el 
querellante recurso de casación por infracción de ley y por que- 
brantamiento de forma, fundando el primero en los artículos 
ochocientos cuarenta y siete, ochocientos cuarenta y ocho é in- 
ciso primero del ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y citando como infringido el artículo 
ciento odio de 1« Orden de veinte y seis de Junio último con 
omisión del concepto en que fué infringido, sin explicar tampo- 
co el prieoerpto legal que autorizase el recurso por quebranta- 
miento de forma, ni la reclamación hecha para obtener la sub- 
sanación de la falta cometida, ó la imposibilidad de reclamar y 
sus motivos, consignando como infracción del procedimiento el 
haberse admitido toda la gestión incidental desde el guárdese, 
cúmplase y ejecútese lo resuelto por el Tribunal Supremo de 
España en 1a época que tenía competencia y por ley no resulta- 
ba posible la interpretación de los actos de aquel Tribunal par 
el de la Audiencia, de calidad legal inferior, cuyo recurso de 
casación declaró la Sala inadmisible, por su auto de siete de 
Octubre próximo pasado, en consideración á no existir disposi- 
ción legal alguna que autorice tal recurso contra resoluciones 
de la naturaleza de la recurrida, pues no se trata de ninguna 
de las mencionadas en el articulo ochocientos cuarenta y ocho 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal ; 

Resultando: que entregada al querellante la correspondien- 
te certificación y manifestado por aquél su propósito de recu- 
rrir en queja, cuya manifestación fué debidamente notificada, 
se ha personado Uor ante este Supremo Tribunal, interponien- 
do el recurso anunciado, al cual se ha dado la sustanciaeión le- 
gal, celebrándose la vista pública del mismo el día once del que 
cursa, con asistencia del Letrado defensor del recurrente ; 

Considerando: que el necurao de casación por infracción 
de ley ó por quebrantamiento de forma en materia criminal es 
96I0 procedente contra cualquiera de las resoluciones judiciales 
enumeradas en el artículo ochocientos cuarenta y ocho de la ex- 
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presada Ley de Enjuiciamknto, á cuya clase no pertenece el 
mencionado auto de la Sala, de fecha veinte y nueve de Sep- 
tiembre anterior, que es de índole diversa y por tanto no sus- 
ceptible del recurso establecido, en razón de lo cual la Sala, an- 
te quien se lestableció ha debido, conforme á derecho denegarlo ; 

Considerando: que, al desestimarse el recurso de queja, se 
debe condenar en costas al recurrente; 

Se declaba sin lugar el recurso de queja interpuesto por 
Esteban Llor y Plá, contra el auto denegatorio del de casación 
dictado por la Sala primera de lo Criminal de la Audiencia de 
esta ciudad en siete de Octubre próximo pasado, con las costas 
á cargo del recurrente. 

Y comuniqúese al referido Tribunal para lo que proceda. 
Lo proveyeron y firman los magistrados del margen. — ^Antonio 
González de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — ^Rafael Cruz 
Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. 
Betancourt. — Octavio Giberga. — ^Ante mí, P. D., Silverio de 
Castro. 



El M. F. cx)ntba Manuela Suárez y Alvarez, Manuel db 
Jesús Suárez y Suárez y Florinda García. 

Sentencia núm. 8 (13 de Noviembre de 1899). 

Recurso de casación por infracción de Ley interpuesto por Ma- 
nuela Suárez y Alvarez, Manuel de Jesús Suárez y Suárez 
y Florbida García, contra la sentencia dictada por el Juez 
de Primera Instancia é Instrucción del Distrito de Jesv^ 
María de 17 de Febrero de 1899, 

FALTA POR PEBTUBBACION DEL ORDEN PUBLICO. 

El hecho de escandalizar públicamente, en los momentos 
en que se celebraba una manifestación política, es constitn- 
tivo de la falta de escándalo público. 

En la Ciudad de la Habana, á trece de Noviembre de mil 
ochocientos noventinueve, en el recurso de casación por infrac- 
ción de ley pendiente ante este Supremo Tribunal interpuesto 
por Manuela Suárez y Alvarez, Manuel de Jesús Suárez y Suá- 
rez y Florinda ó Florentina García y Suárez contra la senten- 
cia dictada en diecisiete de Febrero del corriente año por el 
Juez de Primera Instancia é Instrucción del Distrito de Jesús 
María en el juicio sobre faltas seguido contra aquellos por per- 
turbación del orden público; 
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Besultando: que el Juez Municipal del Distrito de Jesús 
María, de «sta capital, conociendo en Primera Instancia del 
juicio sobre faltas motivado por denuncia de Bdelberto Her- 
nández y Díaz que hizo suya el Ministerio Fiscal, contra Ma- 
nuela Suárez y Alvarez, Manuel de Jesús Suárez y Suárez y 
Florentina García y Alvarez, por escándalo público, dictó, en 
cuatro de Febrero del corriente año, sentencia condenatoria res- 
pecto de los dos primeros y absolutoria respecto de la última, 
en cuya sentencia se declaran hechos probados los relacionados 
en el Resultando de la misma que se transcribe á continuación; 

Resultando que D. Ramón Núñez, D. José Sariol, D. Juan 
Díaz de Castro y D. José Rodrí^ez y Nápoks, vecinos inme- 
diatos y testigos presenciales de los hechos manifiestan que el 
día veintinueve de Enero último colocaron los acusados un atri- 
buto en la azotea de su casa en los momentos en que se celebra- 
ba la manifestación á Martí, gritando y escadalizando, dando 
con ello lugar á que se reuniesen infinidad de personas para pre- 
senciar el referido atributo; 

Resultando: que, apelada dicha sentencia para ante el Juz- 
gado de Primera Instancia d-el Distrito, dictó éste la de dieci- 
siete del mismo mes y año, por la cual se acepta expresamente 
la relación de hechos de la sentencia apelada y estimándolos 
constitutivos de falta que define el inciso cuarto del artículo 
quinientos noventisiete del Código Penal vigente, con la cir- 
cunstancia atenuante del número dos del artículo noveno del 
propio Código en favor de Florinda García y Suárez, se con- 
dena, en concepto de autores, á Manuela Suárez y Alvarez y Ma- 
nuel de Jesús Suárez y Suárez, á la pena de ciento veinticinco 
pesetas de multa, cada uno, y reprensión, y á Florinda García y 
Suárez á la de setenticinco pesetas de multa y reprensión, como 
también al pago por terceras partes entre los acusados de las 
costas de ambas instancias del juicio; 

Resultando: que contra dicha sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia é Instrucción interpusieron los acusados re- 
curso de casación por infracción de ley, fundado en el párrafo 
primero del artículo ochocientos cuarentinueve de la de Enjui- 
ciamiento Criminal, citando como infringido el artículo qui- 
nientos noventisiete del Código Penal en su párrafo cuarto, por 
cuanto los hechos que se estiman probados no son de los quo 
racionalmente deban producir alarma ó perturbación; 

Resultando : que personados en forma ante este^ Supremo 
Tribunal Manuela Suárez y Alvarez y Manuel de Jesús Suárez, 
se ha sustanciado debidamente el recurso establecido celebran* 
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dose en diez del mes actual la vista pública con asistencia del 
Letrado defensor de dichos recurrentes; 

Siendo Ponente el Magistmdo Octavio Giberga, 

Considerando: que el hecho de eseandali2ar públicamente 
los acusados en ocasión de celebrarse una manifestación popular 
de carácter político, no puede menos de apreciarse racionalmen- 
te como un medio adecuado para producir alarma ó perturba- 
ción del orden público y, por tanto en la sentencia recurrida no 
se ha cometido la infracción alegada por los recurrentes; 

Fallamos : que debemos declarar y declaramos no haber la- 
gar al recurso de oasación por infracción de ley interpuesto por 
Manuela Suárez y Alvarez, Manuel de Jesús Suárez y Suárez 
y Florinda ó Florentina García y Suárez <5ontra la sentencia 
dictada en diecisiete de Febrero del año en curso por el Juez 
de Primera Instancia é Instrucción del Distrito de Je^ María 
de «sta Ciudad, é imponemos á los dos primero» las costas del 
presente recurso: comuniqúese al referido Juez esta sentencia, 
á cuyo efecto se libre la oertificación correspondiente; y expí- 
danse además las necesarias para su publicación en la ''Gaceta 
de la Habana" y en la Colección á cargo de la Secretaría de 
Justicia. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betaneourt. — Octavio Giberga. 

Leída y publicada fué la anterior sentencia por el señor 
Magistrado Ponente Octavio Giberga, celebrando audiencia pú- 
blica este día el Tribunal Supremo constituido ea Sala de Jus- 
ticia, de que certifico como Secretario por delegación. — Habana, 
catorce de Noviembre de mil ochocientos noventinueve. — Sílverio 
de Castro. 



El M. F. contra Pablo Hernández Minabbs. 

Ante de 15 de Noviembre de 1899. 

Recurso por quebrantamiento de forma é infracción de Ley, in- 
terpuesto por Pablo Hernández Minares contra la sentencia 
dictada por la Audiencia de Santiago de Cuba el 8 de Sep- 
tiembre de 1899. 

DI8PAS0 DE ABMA DE FUEGO. 

Para qne sea admisible im recurso de casacidn, no basta 
citar los preceptos geBorales contenidos oa los artícelos 847» 
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848, 910 y 911 de la Ley procesal, sino que ee indlapensable 
dtar loe Búmeíos de dichos artículos ó del 912 en que est& 
comprendido el caso de que se trata, con arreglo & lo que 
dii^onen los ntímeros terceros de los articnlos 6 y 7 de la 
Orden 92 solnre casación. 

Resuliando: que en la eausa criminal segoida en la Au- 
diencia de Santiago de Cuba contra Pablo H'emández Minanes, 
por disparo de arma de fuego, interpuso el procesado recurao 
de casación por quebrantamiento de forma y por infracción de 
ky contra la sentencia dictada por la referida Audiencia el 
oeho de Septiembre del corriente año ; fundados : el de infracción 
de ley, en el artículo ochocientos cuarenta y siete y caso pri- 
Hiero del ochocientos cuarenta y ocho de la ley de Enjuicia- 
miento Criminal, y el de quebrantamiento de forma, en los ar^ 
ticulos novecientos diez y novecientos once de la misma ley 
procesal ; 

RestUiando: que admitido el doble recurso y persiMiado 
Hernández Minares en este Supremo Tribunal, el Ministerio 
Fiscal impugnó la admisión por haberse omitido en el escrito 
de interposición la cita de algunos de los números de los ar- 
tículos novecientos once y novecientos doce y del ochocientos 
cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; de- 
jando así de cumplirse el tercero de los requisitos del artículo 
quinto de la Orden número noventa y dos sobre casación; care- 
ciendo, por ello, los recursos interpuestos de la tercera de las 
circunstancias que para que proceda la admisión establece el 
Articulo séptimo de la referida Orden; 

ResuUando: que señalado para la vista de la impugnación 
él día catorce del presente mes, se celebró con la asistencia del 
Ministerio Fiscal; 

Considerando : que para que proceda la admisión de un re- 
curso de casación no basta citar los preceptos generales conteni- 
dos en los artículos ochocientos cuarenta y siete, ochocientos 
enanenta y oeho y novecientos diez de la L^ de Enjuiciamien- 
to Oriminal, m aun siquiera en conjunto el novecientos once de 
la misma ley, sino que es indispensable la designación del oaso 
6 casos de «ste artículo 6 del novecientos doce que lo autorice, 
cuando el recurso interpuesto lo fuere por quebrantamiento de 
forma, y la de alguno ó algunos de los contenidos en el articulo 
ochocientos cuarenta y nueve, cuando procediere por infracción 
áe ley, según lo dispuesto en los números tercero de los artícu* 
los qumto y séptimo de la Orden número noventa y dos sobre 
la sustanciación de procedimientos ante este Supremo Tribunal; 
y no lutbiendo concurrido esos requisitos en el interpuesto por 
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Hernández Minares procede la declaratoria pretendida por el 
Ministerio Fiscal en su escrito de impugnación; 

Se declara mal admitido el recurso de casación por infrac- 
ción de ley y por quebrantamiento de forma interpuesto por 
Pablo Hernández Minares contra la sentencia dictada por la 
Audiencia de Santiago de Cuba el ocho de Septiembre del co- 
rriente año, con las costas á su cargo; y con devolución de las 
actuaciones remitidas, comuniqúese á la misma Audiencia para 
lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — ^An* 
te mí, P. D., Silverio de Castro. 



El M. F. contra Andrés Taquechel y Mauler. ' 

Sentencia núm. 2 (27 de Noviembre de 1899). 

Recurso por quebrantamiento de forma é infracción de Ley, in^ 
terpuesto por el procesado Andrés Taquechel y Mauler conr- 
tra la sentencia dictada por la Audiencia de Santiago de 
Cuba en 29 de Agosto de 1899, 

LESIONES GRAVES. 

Procede el xecfunso por quebrantamiento de forma en nn» 
sentencia criminal, cnando no se expresa en eUa cnales son 
los hechos que se declaran prohados 6 resulta manifiesta con- 
tradicción entre los mismos; pero no cuando la contradicci6ii 
es entre éstos y los considerandos de la sentencia. 

No apareciendo de los hechos probados de la sentencia, 
aquél en que se funda el recurso por infracción de Ley, de- 
he desestimarse. 

En la ciudad de la Habana, á veintisiete de Noviembre de 
mil ochocientos noventa y nueve, en di recurso de casación por 
quebrantamiento de forma é infracción de ley que pende ante 
este Tribunal Supremo, interpuesto por el Procurador Augusto 
Betancourt á nombre del procíesado Andrés Taquechel y Mau- 
ler, vecino de Santiago de Cuba, dei comercio, con instrucción 
y sin antecedentes penales, contra la senteiWíia que dictó la Au- 
diencia de la ciudad mencionada en juicio oral y causa instrui- 
da de oficio en el Juzgado de Instrucción del distrito Norte con- 
tra el referido Andrfe Taquechel y Mauler por el delito de le- 
siones graves causadas á Gerardo Dehesa; 
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Resultando: que vista en juicio oral y público la aludida 
cansa dicha Audiencia dictó la expresada sentencia en veinte 
y nueve de Agosto del corriente año, consignando los hechos en 
el siguiente Resultando ; 

Resultando : que en la noche del veinte y nueve de Octubre 
de mil ochocientos noventa y siete, con motivo de burlarse el 
joven D. Gerardo Dehesa, de Andrés Taquechel, según afirma 
éste solamente, le dio una bofetada al I>ehesa, derribándolo al 
suelo y estando bocaarriba se echó sobre él y le causó una heri- 
da incisa en la rodilla, de cuatro centímetros, según el dictamen 
del facultativo, que necesitó para su curación sesenta días de 
asistencia médica, con incapacidad para el trabajo, sin quedarle 
lesión permanente: hechos probados; 

Resultando: que la Sala sentenciadora, calificando el hecho 
de delito de lesiones graves, previsto y penado en el caso cuarto 
del artículo cuatrocientos veinte y nueve del Código Penal, y 
responsable, en concepto de autor de dichas lesiones, i Andrés 
Taquechel y Mauler, sin estimarse circunstancias atenuantes ni 
agravantes, en su consecueneia le condenó á la x>ena de un año 
y un dísí de prisión corneccional, accesorias y costas, abonándo- 
sele la mitad de la prisión preventiva sufrida, y que indemnice 
8il perjudicaldo con cuarenta pesos, ó un día die prisión por ca- 
da doce y media pesetas, caso de no verificar la indemnización; 

Resultando: que eontra la anterior sentencia interpuso la 
representación de Taquechel recurso de casación por quebran- 
tamiento de forma é infracción de ley, autorizado el primera 
por los artículos ochocientos cuarenta y ocho, número primero, 
y novecientos doce, número primero; y el segundo por los ar- 
tículos ochocientos cuarenta y siete, ochocientos cuarenta y 
ocho, número primero, y ochocientos cuarenta y nueve, número 
quinto, todos de la Ley de Bnjuieiamiento Criminal, por cuan- 
to, respecto al primer recurso, en la sentencia no se expresa cla- 
ra y terminantemente cuáles son los hechos que se consideran 
probados, nesultando además contradicción manifiesta entre al- 
gunos de esos mismos hechos; y, respecto al segando recurso, en 
que la Sala sentenciadora, al calificar como no constitutivos de 
circunstancias atenuantes algunos de los hechos que ha decla- 
rado probados ha infringido el artículo noveno del Código Pe- 
nal en sus circunstancias tercera y cuarta. 

Resultando: que admitidos ambos recursos por la Audien- 
cia sentenciadora, elevó la misma, á este Tribunal Supremo, la 
causa original con citación y emplazamiento de las partes ; y que 
personado en tiempo y forma el abogado director del recurrente, 
se señaló para la vista del recurso, previos los demás trámites 
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del caso, la una de la tarde del día diez y siete del corriente, 
la cual se verificó, informando dicho abogado director; 

Visto: Siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez, 

Considerando: que, según lo disptbesto en el caso primero 
del artículo novecientos doce de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal, podrá interponerse recurso de casación por quebranta- 
miento de forma, cuando en la s^itencia no se expresa dará y 
terminaiitemente cuáles son los hechos que se consideran proba- 
dos ó resulte manifiesta contradicción entre ellos; 

Considerando: que al exponerse, como hechos probados en 
el Resultando primero de la s^itencia recurrida, que Andrés 
Taquechel dio una bocBetada á Dehesa, derribándolo al suelo, j 
estando éste bocaarriba, aquél se echó sobre él y le causó una 
herida incisa en la rodilla de cuatro centímetros que necesitó 
para su curación sesenta días de asistencia médica con incapar 
cidad para el trabajo; se han expresado de un modo claro y 
tenninante ks hechos que á juicio del Tribunal a guo, consti- 
tuyen la delincuencia del procesado, sin tener que tomarse en 
«uenta, por estar fuera de su lugar correspondiente, el hecho 
que figura en el teroer considerando de la propia sentencia ; poír 
lo eucd no se ha cometido el quebrantamiento de forma á qae 
se refiere el primer concepto del artículo novecieiitos dooe, nú- 
mero primero de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; 

Considerando: oon relación al segundo concepto del caso 
primero del propio artículo novecientos doce, también invocado 
por lel recurrente, que la contradicción á que se contrae el ya 
citado precepto de procedimiento Criminal ha de ser entre los 
hechos consignados en los BestíUandos como probados, y no en- 
tre éstos y los Considerandos de la misma sentencia, como erró- 
neamente supone el recurrente en su escrito de interposición 
del recurso; por lo cual no es de estimarse, con arreglo á dere- 
cho, la contradicción advertida entre los hechos del primer Re- 
sultando y lo consignado en el tercer Considerando, respecto 4 
buria habida en el he«sfao de autos; no habiendo en atención i 
lo expuesto, incurrido el Tribunal sentenciador en la redaeción 
de la sentencia en el defecto alegado por el recurrente; 

Considerando: respecto á la infracción de ley, que por la 
sola afinnación de Taquechel, conforme aparece en el primer 
Resultando, no puede consideraTse probado en derecho que Ge- 
rardo l>ehtBsa se burlase del procesado, y no habiendo existido 
tal burla, claro es que no precedió 9I hecho inmediatamente pro- 
vocación adecuada de parte del ofendido; por lo cual no se ha 
infringido, como supone el recurrente, el articulo noveno cir- 
cunstancia cuarta del Código Penal; 
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Considerando: que de los hechos dedarados probados en la 
sentencia no aparece motivo ni indicación alguna para cneer 
que ia intención ó deseo del procesado Taquechel no estuviera 
<m perfecta conformidad «on lo ejecutado por el mismo y que 
ocasionó las lesiones graves á Dehesa, las cuales necesitaron pa- 
ra su curación sesenta dÍBs de asistencia médica con incapací^i 
dad para el trabajo ; y al usarae de medios que natural y ordi- 
nariamente producen ó pueden producir determinados efectos 
no cabe suponerae en el agente falta de intención cuando esos 
efectos ae cansan; por todo lo cual tampoco se ha infringido 
por el Tribunal a quo el artículo noveno, circunstancia teiioera 
del Código Penal vigente; 

Faüamos: que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al i«curso de casación que por quebrantamiento de forma 6 
infracción de ley se interpuBO por la representación de Andrés 
Taquecbel y Mauler, al que condenamos en las costáis. Comuni- 
qúese á la Audiencia de Santiago de Cuba á los efectos que co- 
rrespondan con devolución de la causa remitida, librándose las 
oportunas certificaciones autorizadas para su publicación en la 
Colección á cargo de la Secretaría de Justicia y en la ^^ Gaceta 
de la Habana". 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firma- 
mos. — Ajitonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lloren- 
te. — ^Rafael Cruz Pérez.— José María Gazx^ía Montes. — ^Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betaneourt. 



El M. F. contra Miguel Martí Font y otros. 

Auto de 29 de Noviembre de 1899. 

Recurso por quebrantamiento de forma interpuesto por Miguel 
Martí Font contra la sentencia de la Audiencia de Santiago 
de Cuba de 18 de Septiembre de 1899. 

FALSIFICACIÓN DE DOCUMENTOS. 

Según tiene repetido el Trit)imal Supremo, la dta del 
precepto legal que autoriza el recurso ha de guardar con- 
gruencia con las infracciones 6 quebrantamientos alegados; 
no bastando para cumplir con este precepto, con citar cual- 
quiera de los casos señalados en la Ley, sino que precisa- 
mente ha de ser él número en que se comprenda la causa 
que autorice él recurso. 

Resultando i que en causa criminal se^ida de oficio en la 



68 JURISPRUDENCIA PENAL. 



Audiencia de Santiago de duba contra Miguel Martí Pont y 
otro, por el delito áe falsificación de documentos, el Ministerio 
Fiscal solicitó en el trámite oportuno, como prueba documental, 
entre otras la lectura del contenido en 'los folios euatro, noven- 
tidos y ciento tres flei sumario, la cual le fué admitida y en €Íl 
acto del juicio oral el defensor de Martí Font dijo que protes- 
taba como prueba documental de la anteriormente expresada 
por no tenjer ese carácter, conforme al artículo setecientos vein- 
tiséis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, protesta que hacía 
á los efectos del recurso de casación y así se consignó en el acta ; 

Resultando: que en diez y ocho de Septiembre último dic- 
tó sentencia la Audiencia condenando al citado procesado, co- 
mo autor de dos delitos de falsificación de documentos equi- 
valentes á los expresados en el artículo trescientos diez y siete 
dd Código Penal, á la pena de un año, ocho meses un día de 
prisión correccional, multa de trescientas veinte y cinco pesetas 
y accesorias correspondientes, por cada uno de los dos delitos, 
y contra este fallo, interpuso el sentenciado recurso de casación 
por quebrantamiento de forma, fundaldo en d caso primero del 
artículo ochocientos cuarenta y ocho y segundo del novecientos 
doce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, alegando como que- 
brantamiento que el fallo ni discute ni resuelve el punto ó 
cuestión promovida por la defensa al oponerse en el acto del 
juicio oral á que se diera lectura á las diligencias sumariales de 
fojas cuatro, noventidos, ciento tres y ciento diez y siete pro- 
puestas erróneamente por el Fiscal como prueba documental 
y por consiguiente que no se tuvieran en cuenta como tales 
pruebas, habiéndose consignado en el acta la protesta á los efec- 
tos del recurso de casación; 

Resultando: que por auto de veintiocho de Septiembre úl- 
timo admitió la Audiencia el recurso de casación interpuesto, y 
previos los trámites legales se abrió la sustanciación del mismo 
en este Supremo Tribunal y en el término oportuno el Ministe- 
rio Fiscal, impugnó la admisión del recurso fundándose: pri- 
mero, en que al invocar el recurrente, como fundamento del re- 
curso el número segundo del artículo novecientos doce de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal ha dejado incumplido el tercero de 
los requisitos del artículo quinto de la orden número noventi- 
dos, pues si bien sostiene, co];i manifiesta incongruencia, que la 
sentencia recurrida no resolvió todos los puntos propuestos por 
la defensa, en realidad trata de discutir y demostrar que la Sa- 
la no debió tomar en cuenta en d fallo, ni admitir como prueba 
documental, la lectura de unos lugares del sumario; segundo, 
porque no otoi^ando da Ley casación de ninguna clase con mo- 
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tivo de admisión, práctica y apreciación de pruebas el recurso 
planteado no se encuentra comprendido en caso alguno de los 
enumerados en los artículos novecientos once y novecientos doce 
de la Ley prooesal y caiteoe de la tercera de las circunstancias 
que para admisión exige el artículo séptimo de la orden número 
noventidoe; y celebrada en el día de ayer vista para tratar de 
esta cuestión previa, tuvo efecto con la asistencia sólo del Mi- 
nisterio Fiscal que sostuvo su impugnación; 

Considerando: que al disponer el número tercero del ar- 
tículo séptimo de la orden número noventa y dos que el Tribu- 
nal examine si el recurso se funda en algunas de las causas ta« 
xativamente señaladas en los artícelos de la Ley de Enjuicia- 
miento que en éi se consignan, es evidente que ese examen tiene 
por objeto cerciorarse de que la cita del precepto legal que 
autoriza el recurso, que el recurrente debe hacer en cumplimien- 
to del artículo quinto, guarde la debida congruencia con las in- 
fracciones ó quebrantamientos alegados, no pudiendo tenerse 
como cumplido este último precepto con citar cuallquiiera de los 
casos señalados en la Ley 'de Enjuiciamiento, sino necesaria- 
mente ha de ser la del número en que se comprenda la causa 
que autorice el recurso, dada la infracción ó quebrantamiento 
que se diga cometido; 

Considerando : que el quebrantamiento alegado por el recu- 
rrente para interponer su recurso es el de haber la Sala prac- 
ticado una prueba en la reforma que oportunamente la admitió, 
no obstante la protesta que en el acto del juicio hiciera el recu- 
rrente, estos hechos realizados por la Sala, no están comprendi- 
dos en el número segundo del artículo novecientos doce de la 
ley procesal que autoriza el recurso en el caso que la sentencia 
no resuelva sobre los puntos que hayan sido objeto de la 
acusación y de la defensa; y al admitir la Sala sentenciadora, 
este recurso, no autorizado por el precepto legal que se citó, ha 
infringido el artículo once en relación con el número tercero 
del séptimo de la orden número noventa y dos del Gobernador 
Militar de esta Isla y es procedente la impugnación deducida 
por el Minififterio Fiscal; 

Se decIíAba mal admitido el recurso de casación por que- 
brantamiento de forma establecido por Miguel Martín Fout con- 
tra la sentencia de la Audiencia de Santiago de Cuba de diez 
y ocho de Septiembre último dictada en la causa criminal antes 
citada; y comuníquesele, por medio de certificación de este auto 
á dicha Audiencia á los efectos procedentes, con devolución de 
los originales elevados. Lo proveyeron y firman los Magistra- 
dos del margen. — -Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gon- 
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2ález Dlopente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. G«rcia Montes. — 
Eudaldo Tamayo.-— Ángel C. Betancourl ^ -Octavio Qiberga. — 
Ante mí, P. D., Silverio Castro. 



El M. F. contra Néstor González Barrer^v. 

Auto de 4 de Diciembre de 1899. 

Recurso de casación por quebrantamiento de forma contra la 
sentencia dictada por la Audiencia de Santiago de Cuba de 
18 de Septiembre de 1899. 

DISPABO DE ASMA DE FUEGO Y LESIONES MENOS 

GRAVES. 

Hay congruencia en nn recurso cuando la cnestión en la 
forma qne se plantea, se halla preciBamente compruidida en 
el precepto legal que el recnrrente invoca; prescindiendo de 
la i^^reeiadón que dicbo recurrente liaga de determinados he- 
chos ó preceptos legales que deberán ser tratados en defl- 
nitira. 

Resultando: que la Audiencia de Santiago de Cuba en la 
causa criminal procedente ded Juzgado Norte de esa misma ciu- 
dad, contra el negro Néstor González Barrera, yeeino de Palma 
Soriano y de oficio labrador por disparo de arma d-e fuego y le- 
siones nuenos graves, dictó sentencia en diez y odho de Septiem- 
bre próximo pasado, por la cuaA condenó al procesado, como 
autor directo de los delitos previstos en los artíctúos cuatrocien- 
tos veinte y uno y cuatrocientos treinta y dos del Código Penal, 
á la pena de tres años, cuatro meses y ocho días de prisión co- 
rreccional, accesorias, costas é indemnización ó el apremio per- 
sonal á falta de ésta; piena que está en perfecta conformidad 
can lo solicitado por el Fiscal en sus conclusiones, que no se 
variaron en el acto de la vista pública; 

Resultando-, que por la representación del procesado Gon- 
zález Barrera se interpuso recurso de casación por quebranta- 
miento de forma, fundado en el motivo que señala el caso ter- 
cero dd artículo novecientos doce de da Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, recurso que fué admitido por la referida Audiencia; 
mandándose emplazar á las partes y elevar en su oportunidad 
los autos originales á este Supremo Tribunal; 

Resultando: que, previos los trámites dei caso, gk confirió 
instrucción á las partes, y dentro de este período presentó es- 
crito el Fiscal, impugnando dicho recurso, basándose para ello 
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en el único motivo de que el párrafo tercero del artículo nove- 
cientos doce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que se cita 
como fundamento del recurso es incongruente con el mismo, ya 
que evidentemente en la sentencia no se ha penado un delito 
más grave que el que ha sido objeto de la acusación; y pedia 
que en definitiva se decdaraoe mal admitido el recurso con los 
pronunciamientos del caso; 

Resultando : que habiéndose señalado la una de la tarde del 
día veinte y nueve de Noviembre próximo pasado para la vista 
publica de la cuestión previa de impugnación tuvo efecto, in- 
formando solamente el Fiscal, no habiendo asistido al acto la 
representación del procesado; 

Considerando: que al expresar el Fiscal éí motivo único 
que tiene para impugnar el recurso y pedir la vista previa dice 
que el párrafo tercero del artículo novecientos doce de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, que se cita como fundamento del 
recurso, es incongruente eon el miamo; 

Considerando: que hay congrueneia en un recurso, cuando 
la cuestión, en la forma en que se plantea, se halla precisamen- 
te comprendida en el precepto l^eü que el necurrente invoca, 
prescindiendo de la apreciación que dicho recurrente haga da 
determinados h^ohos ó preceptos legales, como acontece en A 
presente eaao, cuya discusión debe reservarse para la vista en 
que se debatan en definitiva las cuestiones planteadas en lel re^ 
curso, conforme id último párrafo del articulo treinta y cuatro 
de la orden de caaación; 

Se declara sin lugar la impugnación suscitada por el Mi- 
nisterio Fiscal y se señala para la vista del recurso el día doce 
del mes actuai á la una de da tarde. 

Lo proveyeron y firman los magistrados del margen, de 
que certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — ^Angel 
C. Betancourt. — Octavio Giberga. — ^Ante mí, P. D., Silverio de 
Castro. 



Joaquín Gutiérrez contra Ignacio Díaz. 

Auto de 4 de Diciembre de 1899. 
Recurso de queja interpuesto por Joaquín Gutiérrez contra el 
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auto de la Audiencia de la Habana de 7 de Noviembre 
de 1899. 

ESTAFA. 

Onando se pide aclaración de una sentencia, el tónnina 
para interponer casación debe contarse desde la notificación 
del auto en que se acceda ó niegne, pnes es desde cnando los 
interesados están en aptitud para consentirlo ó recnrrirlo; 
por lo cual es de aplicarse al procedimiento criminal el ar- 
tículo 406 de la Ley de Enjuiciamiento OiviL 

Resultando : que en la oausa por estafa contra Ignacio Díaz 
Valdés y otro la Sección primera de la Sala de lo Criminal de 
la Audiencia de esta ciudad dictó sentencia en veinte y tres de 
Octubre del corriente año, notificada á las partes el veinte y 
seis del mismo mes; y que habiendo pedido aclaración de esa 
sentencia el acusador privado Joaquín Gutiérrez, cuyo recursa 
fué declarado sin lugar, interpuso con fecha seis «de Noviembre 
último el de casación por infracción de ley contra la referida 
sentencia de veinte y tres de Octubre, expresando que se con- 
sideraba dentro del término legal para interponerlo, porque di- 
Ao término debía contarse desde la fecha en que « le notificó 
el auto denegatorio de la aclaración, ó sea desde el dos de No- 
vÍA^ibre del corriente año; 

Resultando: que por auto del día siete del mismo mes la 
mencionada Sección primiera de la Sala de lo Criminal de la 
Audiencia de esta ciudad negó la admisión del recurso por ha- 
berse interpuesto fuera de los cinco días posteriores á la noti- 
ficación de la sentencia; 

Resultando: que habiendo acudido en qmeja el recurrente^ 
se le tuvo por personado, y sustanciado en forma dicho recur- 
so, se designó para la vista el día dos del corriente mes, cele- 
bróndose sin asistencia de dicho recun^nte; 

Considerando: quie cuando se pide aclaración de una sen- 
tencia el término para interponer el recurso que contra ella pro- 
ceda debe contarse desde la notificación del auto en que se haga 
ó deniegue la aclaración, porque sólo después de resuelto ese 
pedimento y notificada su resolución á las partes puede consi- 
derarse definitiva la sentencia y, por lo mismo, que los intere- 
sados están en aptitud de conocer el verdadero sentido del fa- 
llo para consentirlo ó reunir contra él; por todo lo cual es de 
aplicación al procedimiento criminal el precepto contenido en 
el artículo cuatrocientos seis de la Ley de Enjuiciamiento Civil ; 

Se declara con lugar la queja interpuesta por Joaquín 
Outiérrez contra el auto dictado el día siete del mes de Noviem- 
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bre del año aotuad por la 'Sección primera de la Sala de lo Cri- 
minal de la Audiencia de esta ciudad, y «n consecuencia se or- 
dena á la misma practique lo que dietermina el articulo octavo 
de la Orden número noventa y dos sobre casación que es el per- 
tinente al caso de autos, sin esjxecial condenación de costas. 

Y comuniqúese á la Audiencia de la Habana á los fínes 
dispuestos. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen de que 
certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — ^Rafael Cruz Pérez.— José María García Montes. — ^Bu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt.— Octavio Giberga. — ^An- 
te mí, P. D., Silverio de Castro. 



José Figüeras contra José M.* y Francisco Pau y Robert, y 
Baldomero Soler y Rovira. 

Auto de 4 de Diciembre de 1899. 

Recurso de casación por infracción de Ley interpuesto por José 
If .* y Francisco Pau y Baldomero Soler, contra la senten- 
cia dictada por la Audiencia de la Habana de 6 de Sep- 
tiembre de 1899. 

SIMULACIÓN DE CONTRATO. 

No expres&ndose en el escrito de inteiposición los con- 
ceptos en qne f aeron quebrantados los articnlos 502 y 665 del 
Código Penal, según lo disponen los articnlos 5 y 7 en sos 
números é, de la Orden 92 sobre casación, debe declararse 
mal admitido el recurso. 

Resultando: que en causa procedente del Juzgado de Ins- 
trucción de Quanabacoa y que, por simulación de contrato se 
siguió entre partes, de la una el querellante José Pigueras, cu- 
yo domicilio y profesión no se expresa, y de otra parte el Mi- 
nisterio FiscaJ y José María y Francisco Pau y Robert y Bal- 
domcro Soler y Rovira, estos tres d«l comercio y vecinos d« la 
Habana, la Sala de lo Criminal de esta ciudad dictó sentencia 
en seis de Septiembre del corriente año, condenando á los men- 
cionados José María y Francisco Pau Robert y Baldomero So- 
ler y Rovira á la pena de dos meses y un día d« arresto mayor 
con las accesorias de suspensión de todo c^rgo y del derecho de 
sufragio durante el tiempo de la condena, á pagar siete mil pe- 
setas de multa y la tercera parte de las costas; 

Resultando: que contra la referida sentencia interpusieron 
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los enunciados José María y Francisco Pan y Baldomcro Soler 
recurso de casación por infracción de ley, diciendo que se lum 
infringido ios artíciüos quinientos sesenta y dos y quinientos 
sesenta y cinco del Código Penal; 

Resultando: que el Fiscal de este Tribunal Supremo ha 
impugnado el recurso, porque en el escrito de interposición no 
se expresa en qué concepto han sido infringidos los citados ar* 
tículos y, por tanto, se deja incumplido el requisito señalado 
por el número cuarto del artículo quinto de la Orden número 
noventa y dos del Gobierno Militar de esta Isla, repetido en su 
concordante número cuarto del articulo séptimo; y pide se de- 
dare mal admitido el recurso; 

Considerando: que, ciertamente, en el referido escrito no 
se expresa, como lo exige la citada orden número noventa y dos 
en los casos cuartos de los artículos quinto y séptimo, el con- 
cepto en que fueron quebrantados los artículos quinientos se- 
senta y dos y quinientos sesenta y cinco del Código Penal; 

Se declara mal admitido el recurso de casación por infrac- 
ción de ley interpuesto por José María y Francisco Pau y Robert 
y Boldomero Soler y Rovira, sin especial condenación de costas ; 
y comuniqúese á la Audiencia de la Habana á los efectos le- 
gales. 

Lo proveyeron y firman los magistrados del margen de que 
certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudal- 
do Tamayo. — ^Angel C. Betaneourt — Octavio Giberga. — Ante 
mí, P. D., Silverio de Castro. 



Dr. Carlos de Pedroso t Scull contra Pedro Díaz Martínez. 

Auto de 7 de Diciembre de 1899. 

Recurso de casación por infracción de Ley y quebrantamiento 
de forma, interpuesto por Carlos Pedroso y Scuü contra el 
auto de sobreseimiento dictado por la Audiencia de la Ha^ 
baña de 19 de Agosto de 1899. 

INJURIAS, INSULTO 7 AMENAZAS A UN FUNCIONABIO 

PUBLICO. 

Intexpnesto un Tecarso después de transcurridos los cinco 
días que fija la Orden 92 sobre casación para qne pueda ser 
admitido; no existiendo congruencia entre el artículo que se 
iuYoca 7 la causa en que se funda; y no teniendo él carácter 
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d« deflnitlTa la reeolnctón contra la cual se inteipone dicho 
recsno, debe declararse mal admitido, por los tres motlYos 
expresados. 

Resultando : que en causa criminal instruida por el Juzga- 
do de Instrucción del Distrito de Catedral por injurias, insul- 
tos y amenazas a un funcionario público, contra Pedro Díaz 
Martínez y Palacios, el acusador particular, Dr. Canlos de Pe- 
droeo y ScuU, por su escrito de conclusiones provisionales esta- 
bleció que los heehos constituyen cuatro distintos delitos respec- 
tivamente diefinidos en los artículos doscientos sesenta y seis, 
doscientos sesenta y siete, cuatrocientos setenta y uno y cuatro- 
cientos setenta y cinco en relación con el cuatrocientos setenta 
y seis del €ódigo Penal, de los cuales es responsable como autor 
el procesado, para quien pidió las distintas penas que estimaba 
procedentes con referencia i determinadas circunstancias agra- 
vantes que á su juicio mediaron en el caso, y pasada al Fiscal 
la causa, sobre indulto, informó este Ministerio en el sentido de 
hallarse comprendida en el p6rraf o tercero del Decreto del Go- 
bernador Militar de la Isla dictado bajo el numero sesenta y 
ocho en primiero de Junio último, por cuanto, según tal depo- 
sición, las Audiencias debían dictar auto de sobreseimiento en 
aquellas causas de que estuviesen conociendo por delitos com- 
prendidos en los capítulos primero, segundo, tercero, cuarto y 
quinto del titulo segundo del Código Penal, en cuya virtud in- 
tenesó se declarase extinguida la responsabilidad penal del pro- 
cesado, conforme al articulo ciento treinta de dicho Código, y 
la Sección primera de la Sala de lo Criminal de la Audiencia 
de la Habana dictó en diez y nueve de Agosto del corriente año, 
de conformidad con lo solicitado por el Fiscal, auto sobreseyen- 
do en la continuación de la causa, contra cuyo auto, notificado 
á las partes el día vieinte y uno del propio mes, estableció el 
acosador particular recurso de súplica que, sustanciado por la 
Sala, fué desestimado en auto de diez y seis de Septiembre; 

Resultando: que con fecha veinte y tres del citado Sep- 
tiembre pnesentó escrito él acusador particular, manifestando 
qne le había sido notificado el veinte el auto denegatorio de la 
sápUca y que dentro del término legal venía á interponer re- 
curso de casaci&i por infracción de ley y por quebrantamiento 
de forma contra el auto de sobreseimiento de diez y nueve de 
Agosto, basado en las causas y motivos siguientes: '^ Primero: 
^'Que es un auto de sobreseimiento que envuelve una resolución 
** definitiva, que termina esta causa; motivo especificado en el 
** número cuarto del artículo ochocientos cuarenta y ocho de la 
"Ley de Enjuiciamiento Griminai. Segundo: que dicho Decreto 
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'*de indulto no puede aplicarae, como en absoluto no se aplican 
**en término general los indultos decretados por los gobiernos, 
**á una causa donde existe un querellante particular que en 
* 'forma se ha personado. Tercero: que, á juicio dei recurrente, 
'*el Decreto de indulto interesado no puede aplicarse ai proce- 
*'sado, por no comprender tres de los delitos por los cuides se 
**ha querellado, y que son los de desorden público, injuria y 
''carlumnia, definidos y penados en los artículos doscientos se- 
**senta y siete, cuatrocientos setenta y uno, cuatrocientos se- 
'*tenta y tres, cuatrocientos setenta y cinco y cuatrocientos se- 
"tenta y siete del Código Penal. Cuarto: que tampoco es apli- 
** cable el interesado indulto 'á esta causa, por cuanto el delito 
**y delitos por los que se ha procesado y de los que aquí se 
''acusa no han sido todavía considerados ni juzgados por esa 
*'Sala en juicio contradictorio, y por tanto mientras los delitos 
"especificados en el escrito de calificación del querellante par- 
"tieular no hayan sido apreciados y determinados por la Sala, 
*'no se puede resolver que el decreto de indulto comprenda di- 
"ehos delitos. Que este último motivo envuelve un vicio de que- 
"brantamiento de forma en el auto apelado comprendido en el 
"número segundo del artículo novecientos doce de la Ley de 
"Enjuiciamiento Criminal; y si bien el recurrente no lo expre- 
"só en su escrito de reforma, fué porque basó la súplica en los 
"motivos más principales, de que el indulto no podía aplicarse 
"á causa donde existiera querellante particular, y de que el 
"mismo indulto comprendía todos los delitos de que aquí se 
"acusa"; y pidiendo se le admitiera el recurso interpuesto con- 
tra el auto de sobreseimiento de diez y nueve de Agosto úl- 
timo, como en efecto lo admitió la Sala en veinte y seis del 
mismo Septiembre antes citado; 

Resultando: que, personado el recurrente ante este Tribu- 
nal Supremo, lel Ministerio Fiscal ha impugnado la admisión 
del recurso, solicitando que se declare mal admitido en atencián 
á haberse ambos recursos por infracción de ley y quebranta- 
miento de forma interpuesto fuera del término legal á no ser 
susceptible del recurso por quebrantamiento de forma el auto 
de sobreseimiento y á las omisiones sufridas por el recurrente, 
en su recurso por infracción de Ley, con relación al número ter- 
cero del artículo quinto é igual número del artículo séptimo de 
la Orden número noventa y dos del Gobernador Militar, y, en su 
recurso por quebrantamiento de forma, con relación á los nú- 
meros tercero y quinto del artículo quinto y tercero del artículo 
séptimo de la propia orden número noventa y dos; acerca de 
cuya cuestión previa han informado en vista pública, celebrada 



JURISPRUDENCIA PENAL. 77 

el día cuatro del comente mes, el representante del Ministerio 
Fiscal y el letrado recurrente; 

Considerando: que interpuesto en veinte y tres de Sep- 
tiembre ei recurso de casación por infracción de ley y por qu^ 
brantamiento de forma contra el auto de sobreseimiento dicta- 
do en diez y nueve de Agosto anterior y notificado á las partes 
en veinte y uno del mismo mes de Agosto, es evidente que al 
tiempo de su interposición había traaiscurrido con exceso el tér- 
mino improrrogable de cinco días que fija el artículo tercero de 
la orden número noventa y dos del Gobernador Miltar de la 
Isla y que, según dicho precepto, debe contarse desde la última 
notificación de la resolución contra la cual se recurriere, sin que 
la interposición y sustanciación del recurso de súplica, improce- 
dente á todas luoes conforme al articulo doscientos treinta y 
siete en armonía con el ochocientos cuarenta y ocho de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, alcance á interrumpir ni afectar 
de ningún modo el mencipnado término; de lo que es precisa 
consecuencia que el recurso de casación establecido carece de la 
segunda de las circunstancias que para que fuese admisible re- 
quiere el artículo séptimo de la Orden número noventa y dos 
antecitada y debió por tal razón ser denegado en cumplimiento 
del artículo once de la misma Orden; 

Considerando : que en el escrito interponiendo éífte recurso 
por infracción de ley y por quebrantamiento de forma no se 
ha observado do dispuesto en el número tercero del artículo 
quinto de la referida Orden número noventa y dos, por cuanto, 
respecto del primero, se dice autorizado por el número cuarto 
del artículo ochocientos cuarenta y ocho de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, precepto reducido á declarar en términos 
generales, uno de los casos en que habrá lugar al recurso por 
infracción de ley; pero no invoca el recurrente ninguno de los 
artículos que exponen cuando, para el efecto de que pueda in- 
terponerse el recurso, se entenderá que ha sido infringida la 
ley, ni por lo tanto, cita el precepto legal que autorice precisa- 
mente su recurso ; mientras, en lo que atañe al recurso por que- 
brantamiento de forma, lo supone con notoria incongruencia, 
comprendido en el número segundo del artículo novecientos do- 
ce de la expresada Ley de Enjuiciamiento, que no puede refe- 
rirse ni se refiere á un acto de sobreseimiento por razón de in- 
dulto recaído con anterioridad á la existencia de acusación de- 
finitiva y de defensa formal del procesado, sino y únicamente á 
una sentencia en que se omita fallar sobre algún punto que la 
acusación y la defensa hayan comprendido, siendo así manifies* 
to que tampoco el recurrente ha citado precepto legal alguno 
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en que se funde su recurso por quebrantamiento de forma: en 
cuya virtud y á tenor de lo ordenado en loe artícidos séptimo, 
número tercero y onceno de la repetida Orden número noventa 
y dos no ha debido admitirse y sí denegarse el doble recurso es- 
tablecido ; 

Considerando: en cuanto al recurso por quebrantamiento 
de forma, que no procede el recurso de esta clase contra cuales- 
quiera resoluciones que no ^an sentencias definitivas, puesto 
que sólo contra éstas lo otorga expresamente la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal en su artículo novecientos diez, relaeionado 
con el ochocientos cuarenta y ocho de la misma Ley, por razan 
de lo cual no tiene establecido en esta catisa la primera de las 
circunstancias requeridas para su admisión por el artículo sép- 
timo de la Orden número noventa y dos; pero, aunque asi no 
fuera; siempre debió la Sala sentenciadora rechazarlo, con su- 
jeción al rei>etido artículo once de aquella Orden, por faltarle 
el requisito que señalan el número quinto del artículo quinto é 
igual número del artículo séptimo ya citados, toda vez que la 
simple referencia incidental que al principio de su escrito de 
interposición hace el recurrente al iiecurao de súplica que se le 
había denegado, cuando consigna lel día en que se le notíñcara 
el auto deaaegatorio, hecho indudablemente con el único objeto 
de cumplir lía formalidad prescrita por el número primero dd 
artículo quin/to y para el fin marcado en el número segundo 
\lel artículo séptimo, no equivale y es imposible sustituya á la 
mención expresa que en lugar oportuno del escrito debe hacer- 
se de las gestiones practicadas en reclamación y para subsanar 
la falta que tae haya di«ho cometida, ó, en su caso, de la impo- 
sibilidad de redamar y sus motivos; 

Considerando: que el artículo treinta y cuatro de la repe- 
tida Orden número noventa y dos impone a este Tribunal el 
deber de dictar auto declarando mal admitido el recurso de ca- 
sación, primero: cuando se hubiere interpuesto fuera del tér- 
mino legal; segundo: cuando aü interponerlo, no se hayan cum- 
plido los preceptos del artículo quinto; y teroero: cuando do 
concurriesen en el recurso interpuesto todas las circunstancia» 
que para que sea admisible establece el aitículo sé|)timo; 

Se declara mal admitido el recunso de casación por infrac- 
ción de Ley y por quebrantamiento de forma interpuesto por 
el Dr. Carlos Pedroso y ScuU contra el auto d» sobreseimiento 
dictado en diez y nueve de Agosto próximo pasado por la Sec- 
ción primera de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la 
Habana, sin especial condenación de costas ; y comuniqúese, pa- 
ra lo que proceda, esta resolución á la Audiencia mencionada 
con devolueián de las actuaciones r'emitidas á este Tribunal. 
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Lo proveyeron y finiian los Ma^tradoB del margen, de 
que certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gofnzéiez 
Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. Oarcía Montes. — ^Eu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt.— Octavio Oiberga. — ^An- 
te mí, P. D., Silverio de Castro. 



El M. P. contra Joege García Oña. 

Auto de 7 de Diciembre de 1899. 

Recurso de queja interpuesto por Jorge Gardía Oña contra el 
auto de la Audiencia de la Habana de 1,° de Noviembre 
de 1899, 

DISPA&O DE ABMA DE FUEGO Y LESIONES. 

lío ezpres&ndose en el escrito da Intexposlción el pzeee^ 
te legal qjne antorisa él recuiso con arxeglo al articiile 6.o de 
la Orden 92 sobre casación cnmiile con lo dlqraesto en el ar- 
ticnlo 7.0 de la misma él Ttlbmial sentenciador al declarar 
sin logar el recurso. 

Bemltamdo: que en la csina segtuda comtra Jorge QaTcía 
Oña en la Anldiencia de esta ciudad por disparo de arma dtt 
fuego y lesiones, interpuso dicho procesado por medio del pro* 
curador Niccrfás SterHng -recurao de casaeián por quebranta- 
miento de f onna é infracción de Ley contra la sentencia dicta- 
da en la referida causa, por la cual se condena á García Oña 
á la pena de tres años cuatro meses ocho días de prisión co- 
rreccional, por cada uno de los dos delitos complejos menciona- 
dos; fundándose el recurrente respecto del primero de dichos re- 
cmiKW en haberse violado 'la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
en «US preceptos relativos á la forma y manera en que deben 
recibirse las declaraciones de los testigos presentados por el Mi- 
nisterio Fiscal, ¿ pesar de la protesta consignada por el Letrado 
defensor al oponerse á dicha lectura y cita como infringidos los 
artículos setecientos diez y ocho y setecientos diez y nueve y el 
setecientos cuaren<ta y uno de la Ley de Enjuiciamiento Orimi- 
nal, contra cuya infracción protestó en el acto del juicio oral 
celebrado el día veinte y seis de «Septiembre último; pero no 
cita el precepto legal que autoriza didio recurso ; y respecto del 
segando ó sea el recurso por infracción de Ley hizo las alega- 
ciones que estimó convenientes; 

Resultando: que la Sala de lo Criminal de la Axtfdiencia 
de la Habana por auto de primero de Noviembre último, consi- 
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derando que en el recurso por quebrautamiento de forma no 
concurre la circunfitancia tercera del artículo séptimo de la or- 
den de veinte y seis de Junio denegó ese recurso de acuerdo con 
lo que previene «el artículo once de dicha oriden y admitió el de 
infracción de Ley; 

Resultando: que mandada á expedir la copia certificada 
de lugares de autos prescrita en el artículo catorce de la orden 
número noventa y dos sobre casación y entregada al recurrente á 
los efectos del recurso de queja, manifestó su propósito de in- 
terponerlo y se notificó oportunamente á las partes ; 

Besultando: que personado en efecto ante este Supremo 
Tribunal Jorge García Oña, designando para que lo represente 
al letrado Antonio Mesa y Domínguez é interpuesto recurso de 
queja contra el auto de la Audiencia de la Habana denegatorio 
del de casación por quebrantamiento de forma, previos los trá^ 
mites correspondientes se celebró la vista sin asistencia de las 
partes; 

Considerando: que el artículo quinto de la Orden número 
noventa y dos sobre casación dispone que en el escrito de inter- 
posición del recurso se expresará, entre otros extremos, el pre- 
cepto legal que lo autorice; 

Considerando: que el artículo séptimo de la citada orden 
de casación, im'pone al Tribunal sentenciador, ante el cual se 
hubiere presentado el escrito interponiendo el recurso, el deber 
de examinar, sin oir ¿ las partes, si se han cumplido por el re- 
currente los preceptos que dicho artículo comprende, entre los 
que se cuenta el tercero relativo á si el recurso se funda en al- 
guna de las causas taxativamente señaladas por los artículos 
mil seiscientos noventa y mil seiscientos noventa y uno de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil si se tratane de recursos en pro- 
cedimientos de esta índole por infracción de Ley ó doctrina le- 
gal ó por quebrantamiento de forma respectivamiente ó en al< 
gunos de los fijados en el ochocientos cuarenta y nueve ó en él 
novecientos once ó novecientos doce y sus concordantes ocho- 
cientos cincuenta, ochocientos cincuenta y uno y ochocientos 
cincu»enta y tres de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en caso 
de interponerse en causas de esta dase en el fondo ó en la f or« 
ma también respectivamente ; y el artículo once de dicha orden 
de casación establece que si en el recurso interpuesto no concu-* 
rriere algima de las circunstancias expresadas en ese artículo 
séptimo, el mismo Tribunal sentenciador ante el que se inter- 
ponga, lo negará por auto dictado dentro de tercero día; 

Considerando : que la Sala de lo Criminal de la Audiencia 
de esta ciudad se ha ajustado á esos preceptos y proveído con 
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arreglo á Uerecho, al denegar «n el auto de primero de Noviem-. 
bre último la admisión del recurso de casación por quiebranta- 
miento de forma contra la sentencia dictada en esta causa por 
no concurrir en aquél la circunstancia tercera del artículo sép- 
timo <Je la Onden número noventa y dos del Gobernador Militar 
de «sta Isla ; 

Se declara sin lugar el recurso de queja interpuesto por 
Jorge García Oña eontra el auto de la Sección segunda de la 
Sala ide lo Criminal de la Audien<!ia de la Habana de primero 
de Noviembre último, denegatorio diel de casación con las costas 
á cargo del recurrente. Y comuniqúese á la referida Audiencia 
de la Habana para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen de que 
certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — ^Ante mí, 
P. D., Silverio de Castro. 



El M. F. y Benito Vieites Gómez contra José López Villa- 
ring. 

Sentencia núm. 9 (7 de Diciembre de 1899). 

Becurso por infracción de Ley interpuesto por Benito Vieites 
Gómez contra el auto de sobreseimiento dictado por la Au- 
diencia de la Habana en 21 de Septiembre de 1899. 

OOACCION Y ESTAFA. 

Fondado nn auto de sobreseimiento en el número 1. del 
artículo 637 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal no son de 
aplicarse preceptos legales que definen 6 califican nn delito 
para cuya existencia ee condición necesaria que se haya rea- 
lizado un hecho; y al citarse el artículo mencionado, implí- 
citamente se declara que no ha hahido indicios racionales de 
haberse perpetrado el que dio origen & la formación del pro- 



En la ciudad de la Habana, á siete de Diciembre de mil 
ochocientos noventa y nueve, en el recurso de casación por in- 
fracción de Ley, pendiente ante este Supremo Tribunal, inter- 
puesto por ^l procurador Ambrosio L. Pereira á nombre de Be- 
nito Vieites y Gómez, dependiente de comercio y vecino de esta 
ciudad, contra el auto de sobreseimiento dictado por la Sala de 
lo Criminal de la Audiencia d« la Habana en la causa inciada 
en el Juzgado de Instrucción del Distrito del Pilar por coac- 
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eión y e^afa, en virtud de diemincia hecha por dicho Vieite» 
coirtra José López Villarino, comerciante y de este vecindario; 

Resultando : que en ^el expresado auto, dictado en veinte y 
uno de Septiembre último se hallan compi^udidos los siguieates 
Biesultandos : 

Resuliatido : que 'de lo actuado aparece ser de todo incierta 
el que Vieites suscribiese en la casa numero noventa y ocho de 
la Calle de Escobar ningún documento, pues á dicha casa mora- 
da del Ldo. Secundino Baños solo fué acompañado die López 
Villarino á consultar á dicho Letrado acerca de si estaba bien 
otorgado «ei documento de fojas veinte y uno, retirándose des- 
pués 'de hecha la consulta dichos individuos ; 

Resultando: que en siete de Diciembre último Benito Viei- 
tes ante los testigos Enrique Diego y Mateo Carril otorgó un 
documento por el que se hace constar que ai liquidar sus sueldos 
como dependiente que fué de los Sres. López y Villarino resulta 
aídeudar á la sociedad ciento un x>^os veinte y cinco centavo» 
plata por partidas de dinero tomadas por él no anotadas en los 
libros así como ropas y prendas de oro que también había to- 
mado el cual documento se firmó en un solo acto por Vieites y 
los testigos en las habitaciones particulares de López Villarino, 
sin mediar protesta ni amenazas de ninguna clase; 

Resultando: que también denunció Vieites al Juzgado que 
José López Villarino como gerente de López y Villarino por 
medio de inexactitudes cometidas len los libros trataba de de- 
fraudar á su socio Gaspar Villarino apropiándose del producto 
de muebles que había vendido al dueño d^el café **E1 Guanche'^ 
y de un lote de oro que se vendió en ochenta y cinco centenes 
así como otros hechos de esa naturaleza procurando para ello 
que el denunciante se prestase á negar la certeza de esas ventas j 

Resultando : que por escritura de dos de Diciembre de mil 
ochocientos noventa y ocho ante Manuel Díaz Quibus de esta 
ciudad, José López Villarino, G^aspar Villarino y Francisco Gtó- 
mez Perujo hicieron constar que para poner término á las cues- 
tiones que entre ellos habían surgido celebraron varias confe- 
rencias; y practicándose el balance de la casa López y Villari- 
no, fijándose el haber que en la liquidación correspondía al di- 
cho Gaspar, al que se hicieron a^djudicaciones, y se daban to- 
dos por saldados de sus respectivas cuentas ; 

Resultando : que dicho balance se practicó por terceras per- 
sonas que nombraron las partes, las cuales vista la incorrección 
con que eran llevados los libros de **La Cubana" cumplieron 
su cometido á virtud de las indicaciones de las partes y consig- 
nando las partidas, así que eran mutuamente aceptadas por 
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aquéHas, sin que de otra suerte oomo del sumario se deduce 
hubieran podido llevar á ef eoto su encargo ; 

Resultando: que -personado en la causa como acusador par- 
ticular Benito Vieites Gómez, por providencia firme de veinte 
de Julio último, se previno á dicho querellante que si dentro 
de segundo día no prestaba fianza por siete mil pesetas en me- 
tálico, sólo .se k" consentiría intervenir en el sumario para in- 
vestigar los hechos relativos al delito de coacción que se inda- 
gaba, sin que aparezca que se haya prestado tal fianza ; 

Resultando : que al evacuar la instrucción el cusador par- 
ticular pide que se revoque ^el auto de conclusión del sumario 
para que se practiquen diligencias cuyo solo objeto es el de eB- 
cjarecer más los 'hechos de que acusa á López Villarino para 
defraudar á su socio, alegando que tiene personalidad para ello 
porque esos hechos son conexos con el delito de coacción que 
también ha denunciado; 

Resultando: que la Sala sentenciadora omitiendo proveer 
sobre la solicitud de revocación del auto de conclusión del su- 
mario, hecha por el acusador particular y sin haber dispuesto 
que volvieran los autos á esa parte para el trámite oportuno, 
dictó auto ide sobreseimiento libre en la causa, por el referido 
auto de veinte y uno de Septiembre en cuanto á los hechos que 
se refieren á la coacción por estimar que no son constitutivos 
de delito, pues en primer término aparece ser incierto que se 
otorgara por Vieites ningún documento en la casa del Letrado 
Seeundino Baños, y en síegxindo que el de siete de Diciembre 
fué otorgado sin que antes de ser firmado ni en el acto de serlo, 
fuese amenazado Vieites para que lo efectuase con causarle un 
mal que constituyera delito, requisito esencial para que se co- 
meta el de coacción según lo define el artículo quinientos doce 
del Código Penal y en cuanto á los delitos de estafa de que 
acusa Vieites á López Villarino, porque no aparecen del suma- 
rio indicios racionales de la existencia de aquéllos; «en primer 
lugar porque en esta causa de operaciones mercantiles realiza- 
das por un gerente en el ejercicio de su cargo ; en segundo por- 
que al proceso no ha venido ningún dato digno de ser tomado 
en serio en punto á la mayor ó menor moralidad que informa^ 
ron esos actos; en tercero, que aun cuando se ha acreditado 
que la contabilidad de la compañía de López y Villarino á car- 
go de José López Villarino se llevaba del modo más informal 
que es posibe suponer, no se ha acreditado que el referido Ló- 
pez Villarino lo efectuara de un modo consciente ni tampoco 
que ^extrajese ó hubiese tratado de apropiarse en perjuicio de 
sn socio lo que por resultas de las informalidades de la conta- 
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bilidad hubiera podido sustraer sin ser notado á primera vista ; 
y en cuarto lugar que esas informalidaides fueron discutidas y 
aclaradas con el que por ellas hubiera podido resultar perjudi- 
cado, sin que éste lo denunciase; 

Resultando: que contra este auto se ha interpuesto por el 
procurador Ambrosio L. Pereira en representación de Benito 
Vieites y Gómez recurso de casación por infracción de Ley, au- 
torizado por los articules ochocientos cuarenta y ocho número 
cuarto, ochocientos cincuenta y dos y seiscientos treinta y seis 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal designando como infrin- 
gidos: 

Primero: El artículo seiscientos treinta y siete de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal en su número primero y la doctri- 
na que establece el número dos del artículo ochocientos cuaren- 
ta y nueve del mismo Código, por cuanto el primero autoriza 
el sobreseimiento cuando no existan indicios racionales de ha- 
berse perpetrado el hecho que hubiere dado motivo á la forma- 
ción de la causa y el segundo autoriza el recurso de casación 
por infracción dfe Ley, cuando en los fallos se estiman como 
probados hechos que no se califiquen ó penen como delitos cuan- 
do en realidad io sean, y de lo actuado aparece que mi repre- 
sentado fué compelido á otorgar un documento de deuda que 
era injusto desde el momento en que por otro documento ante- 
rior estaba acreditado que lejos de ser deudor, era acreedor de 
aquel á cuyo favor lo otorgaba estando acreditada ademes la 
amenaza en cuya virtud se obtuvo el primer documento men- 
cionado : 

Segundo: Los artículos quinientos quince y quinientos cin- 
cuenta y nueve inciso séptimo, ambos del Código Penal, por 
cuanto D. José López Villarino no estaba autorizado legítima- 
mente para obligar á mi representado á suscribir el documento 
que anulaba su crédito consignado en el balance, y so pretexto 
de graves responsabilidades que había de exigirle su socio Don 
Gaspar Villarino, le obligó á suscribir el indicado documento 
por el cual pierde mi representado el crédito que tenía contra 
la sociedad López y Villarino y que venía obligado el primero 
á pagarle con arreglo al balance que sirvió de base á la liquida- 
ción de aquella sociedad: resultando también infringido ei mis- 
mo artículo quinientos cincuenta y nu^'e e»n su inciso quinto 
por cuanto D. José López al obligar á mi representado en el 
aludido documento privado á hacerse responsable de todas las 
faltas que resxiltaran en la casa, procedió dolosamente tratando 
de ocultar la distracción de dinero y otros efectos que había 
recibido como gerente y de los que había dispuesto en su pro- 
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vecho particular y en perjuicio de la sociedad como resulta con 
una venta de oro viejo por valor de setenta ú och-enta centenes 
debidamente «ucreditada en autos, así como la falta -de ingreso 
en la caja, de la suma de doscientos treinta y cinco pesos seten- 
ta centavos que aparecen de menos á fojas doscientas veinte y 
nueve del libro Diario al pasar el asiento correlativo del folio 
cuatroci«entos sesenta y cinco del Borrador de la casa de com- 
pra-venta *'La Cubana"; 

Tercero : Bl artículo seiscientos treinta y uno de la Ley de 
Enjui-ciamiento Criminal reformado por el artículo trece del 
Decreto ú Orden número ciento nueve del Gobernador General 
de Cuba de trece de Julio del eorriente año publicado en la 
Gaceta del día dos de Agosto, por cuanto en dicho precepto se 
ordena que **si alguna de las partas acusadoras solicitare tan 
*'sólo la revocación del auto de terminación del sumario, el Tri- 
*'bunal se limitará á proveer acerca del extremo pedi-do. Si lo 
''declarase sin lugar, mandará que los autos vuelvan á aquella 
** parte por término de cinco días para que exponga lo que ten- 
*'ga por conveniente acerca del sobreseimiento, apertura del 
** juicio, calificación y prueba''; y como la Sala sin llenar estos 
trámites ha declarado el sobreseimiento libre, al infringir el 
artículo citado, ha dado lugar á un vicio de nulidad en el pro- 
cedimiento, del que solamente ella es responsable; 

Cuarto: El mismo artículo seiscientos treinta y siete de la 
ley procesal, en su número primero por cuanto en él se autoriza 
solamente el sobreseimiento ** cuando no existan indicios racio- 
nales de haberse perpetrado el hecho que hubiere dado motivo 
á la formación de la ** causa''; y de los resultandos primero y 
tercero aparece que la causa se inició por coacción y estafa, 
consistente ésta en inexactitudes cometidas por López Villarino 
en los libros de la sociedad, para defraudar á su socio Gaspar 
Villarino, apropiándose el producto de muebles que había ven- 
dido al dueño del café '*E1 Guanche," el de un lote de oro 
que importó ochenta y cinco centenes, así como otros hechos de 
esa naturaleza, procurando para ello que el denunciante, mi 
representado, se prestase á negar la certeza de esas ventas in- 
dicándose en el sexto resultando la realidad de esas inexactitu- 
des que en el cuarto considerando del auto de la Audiencia se 
reconocen, expresándose qu« la contabilidad de la compañía de 
López y Villarino á cargo del acusado D. José López y Villa- 
rino, se llevaba del modo más informal que es posible sui)oner; 

Quinto: Resulta infringido el artículo primero del Código 
Penal que reputa voluntarias y por tanto penables las acciones 
ú omisiones en la Ley definidas como delitos, d^de el momento 
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en qii€ la Safla sentenjciadora funda su resoiucidn en el número 
tercero del cuarto considerando en que no se ha acreditado que 
López Viliarino realizara las informalidades contenidas en los 
libros de un modo consciente ni que aquel hubiese tratado de 
apropiarse en perjuicio de su socio, lo que por resultas de las 
informalidades de la contabilidad hubiere podido sustraer, de- 
clarando el Tribunail sentenciador al final de ese mismo consi- 
derando que el no haber denunciado Gaspar Viliarino esos he- 
chos que le perjudicaban, influye en su ánimo para desvanecer 
las dudas que sobre la existencia de los delitos denunciados pu- 
dieran surgir, y como esa circunstancia, ni destruye los hechos 
readizados, ni supone que no existan, no puede pronunciarse un 
sobreseimiento libi^, basado en simple conjeturas, en elemen- 
tos argumentativos más ó menos apreciables y que servirían en 
su caso para robustecer la duda del Tribunal, cuando el núme- 
ro primero 'del artículo seigfcientos treinta y siete no admite la 
posibilidad de la duda en el Tribunal sentenciador, sino qu» es 
absolutamente necesario que no existan indicios racionales de 
haberse perpetrado el hecho que hubiere dado motivo á la for- 
mación de la causa; y como el hecho existe según las declara- 
ciones de la Sala, es ineludible proced-er á su investigación, am- 
pliando el sumario, como nosotros lo pedimos, 6 abriendo el 
juicio oral para disipar las dudas y adquirir convicción, con 
cuyo único elemento es dado á los Tribunales administrar jus- 
ticia; siendo de advertir que la ocultación de la venta del lote 
de OTO en odienta y cinco centenes se acreditó en el sumario 
por seis testigos, cuyas declaraciones vendrón por certificación 
á este Tribunal, así como la certificación del escribano de ac- 
tuaciones D. Luis Mazón relativa á no existir en los libros 
asiento alguno referente á esa operación cuya existencia negó el 
acusado José López Viliarino, estando igualmente acreditado 
en el sumario á fojas setenta y cuatro por certificación del 
mismo escribano D. Luiz Mazón que, al folio cuatrocientos se- 
senta y cinco del borrador aparecía un asiento de venta por 
valor de trescientos doce pesos treinta centavos que había sido 
trasladado al Diario por la cantidad de setenta y siete pesos 
sesenta centavos, con lo que quedaba acreditada una ocultación 
por valor de doscientos treinta y cinco pesos setenta centavos; 
y es visto que si por los libros no aparece ingresada en la caja 
social la totalidaid de las ventas representadas por esos asientos, 
el único encargado de la contabilidad de la sociedad, el acusado 
José López Viliarino según lo reconoce el Tribunal sentenciador 
en el cuarto considerando, ha retenido en su poder para si y 
no para la sociedad, la diferencia que hemos fijado; responsar 
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MMad que pretende descargar en mi representado al hacerie 
iraseribir un documento que también vendrá á este recurso, en 
el que se hace asumir á Benito Vieites esa y todas las demás 
faltas que resulten en el establecimiento que perteneció á ]a so- 
ciedard de liópez y Villarino; obligación que le hizo contraer el 
acusado López Villarino cinco días después de la escritura de 
separación de da sociédald según aparece del tercero y quinto 
resultandos ; 

Sexto : Infringe el fallo recurrido los artículos ciento cua- 
i«nta y uno y cifento cuarenta y dos de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal por cuanto en el primero se diiípone en su úl- 
timo párrafo que los autos se redacten fundándolos en Resul- 
tandos y Considerandos y previene el artículo ciento cuarenta 
y dos en su segundo apartado que en los Resultandos se consig- 
nezi los hechos que estuvieren enlazados con las cuestiones que 
hayan de resolverse en lel fallo; y en todos los resultandos de 
la sentencia y principalmente en el segundo y el séptimo se men- 
cionan no hechos sino aipreciaciones ó razonamientos que la Sa- 
la indica deducirse nie antecedentes sumariales que no cita, por 
lo cual este Tribunal no puede apreciar si son ó no delitos, si 
se ha cometido error de derecho en su calificación, si están ó 
no comprendidos dentro de un precepto del Código Penal; co- 
metiéndose al propio tiempo infracción manifiesta del artículo 
ochocientos cincuenta y dos de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal y del número tercero ded artí-culo ciento cuarenta y dos 
de la misma Ley desde el momento en que no se cita el funda- 
mento legal de la exención de responsabilidad criminal de que 
jse hace mérito en «el cuarto considerando, y se argumenta tan 
sólo por la Sala que el liecho de no denunciarse el delito por él 
directamente perjudicado, aleja ó destruye los indicios racio- 
nales de la existencia del hecho punible, argumentación 6 de- 
ducción que ha servido de fundamento al sobreseimiento decla- 
rado, contra el precepto del artículo seiscientos treinta y uno 
reformado por el artículo trece de la Orden número ciento nue- 
ve del Gobernador General de Cuba; 

Resultando: que admitido dicho recurso, y anunciado por 
la Audiencia de la Habana, se presentaran dentro del término 
por la parte recurrente, los documentos del caso á este Supre- 
mo Tribunal y, previo los trámites corresfpondientes se designo 
para la vista pública del referido recurso el día veinte y cua- 
tro del mes de Noviembre próximo pasado, informando el Le- 
trado defensor de la parte recurrente; 

Visto: Siendo Ponente el Magistrado Eudaldo Tamayo, 

Considerando : que no son de estimarse las causas alegadas 
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en el primero y el cuarto motivos del recurso por cuanto éste no 
prooede contra autos de sobreseimiento fundados en el casa 
primero del artículo seiscientos treinta y siete, según el texto 
expreso del ochocientos cincuenta y dos de la Ley de Enjuicia- 
mi^to Criminal y en cuanto á la cita de la doctrina del núme- 
ro dos del ochocientos cuarenta y nueve, no puede estimarse 
tampoco porque en materia criminal no hay doctrina legal en 
que pueda fundarse un recurso de casación y porque de hecho, 
lo que se pretende aplicar es no una doctrina sino un precepto 
legal que se rejSere á resoluciones de naturaleza distinta á la 
que es objeto del presente recurso; 

Coimderando: en cuanto á los motivos segundo y quinto, 
que en la resolución recurrida no se han infringido los artícu- 
los citados del Código Penal, porque fundándose el auto de so- 
breseimiento en el número primero del artículo seiscientos 
treinta y siete de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y en este 
funldamento impugnado por «el recurrente, no son de aplicación 
preceptos legales que definen ó califiícan un delito para cuya 
existencia es condición necesaria que se haya realizado un he- 
cho, y la Sala, al citar el número primero de dicho artículo, 
seiscientos treinta y siete de la Ley procesal, implícitamente 
declara que no ha habido indicios racionales de haberse perpe- 
trado el que dio origen á la formación de esta causa ; 

Considerando-, que no puede dar motivo á un recurso de 
fondo ni estimarse en éstos la infracción del artículo seiscien- 
tos treinta y uno reformado de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal, que se cita como tercer motivo del recurso, por ser di- 
cho artículo de orden meramente procesal; y por esta última 
razón no es de estimarse el sexto motivo del recurso en el cual 
se citan como infringidos los artículos ciento cuarenta y uno y 
ciento cuarenta y dos de la propia Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal ; 

Considerando: que si bien la infracción del artículo seis- 
cientos treinta y uno reformado de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, cometida por la Sala sentenciadora al sobreseer cuan- 
do el acusador había solicitado diligencias sumariales, en lugar 
de resolver previamente esta pretensión y mandar pasar de 
nuevo la causa en su caso, al promovente, conforme al citado 
artículo doscientos cincuenta y ocho, no constituye motivo de 
casación, es de las infracciones que el Tribunal no puede dejar 
pasar inadvertidas para -evitar su repetición; 

Se declara sin lugar el recurso de casación establecido por 
Benito Vieites contra el auto de sobreseimiento, dictado en vein- 
te y uno de Septiembre del <5orriente año de mil ochocientos 
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noventa y nuffve por la Sección segunda de la Sala de lo Cri- 
minal de la Audiencia de la Habana en la causa referida, con las 
costas á cargo del recurrente, y se llama la atención de la Sala 
Sentenciadora acerca de la infracción de que se hace mérito en 
el cuarto Considerando. Así, por esta sentencia, que se comu- 
nicará á la Audiencia de la Habana, por medio de certificación 
de la misma, librándose también copias autorizadas, á la Se- 
cretaría de Justicia, para la Colección á su cargo y á la ** Ga- 
ceta de la Habana*' para su publicación, lo pronunciamos, man- 
damos y firmamos. — Antonio González ide Menkioza. — ^Pedro 
González Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Mon- 
tes. — 'Eudaldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Gi- 
berga. 



El M. F. contra Vicente Vidal y Cos. 

Sentencia núm. 10 (14 de Diciembre de 1899). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por el M. F, contra 
la sentencia dictada por la Audiencia de Santiago de Cuba 
en 12 de Septiembre de 1899. 

DISPARO DE ARMA DE FUEGO Y LESIONES. 

No cabe relacionar la circnnstancia !.& del articnlo 9.o 
del Código Penal, con los números 12 y 13 del articulo 8.o, 
pues éstas no ofrecen variedad ni composición alguna, si no 
se refieren á un solo hecho sin requisitos necesarios para su 
apreciación; cuya circunstancia hace que sea inaplicable tam- 
bién el articulo 85 de dicho Código. 

Debe estimarse la atenuante 8.a del artículo 9.o, cuando 
en la realización del delito concurre un conjunto de circims- 
tancias bastantes á producir en el ánimo del reo arrebato y 
obcecación. 

En la ciudad de la Habana, á catorce de Diciembre de mil 
ochocientos noventa y nueve en el recurso de casación que por 
infracción de ley pende ante este Supremo Tribunal, interpues- 
to por el Fiscal de la Audiencia de Santiago de Cuba contra 
la sentencia dictada por dicho Tribunal en doce de Septiembre 
del corriente año, á consecuencia de la causa criminal que por 
disparo de arma de fuego y lesiones se instruyó de oficio en el 
Juzgado del Distrito Norte de dicha ciudad contra Vicente Vi- 
dal y Cos, vecino de Cuba y agente de policía ; 

Resultando : que vista en juicio oral y público la menciona- 
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da causa, dicha Audiencia «onsigiió los hechos en los siguientes 
Besrultandos : 

Primero. Resultando probado : que en la noche del doce de 
Marzo último, el procesado, como agente de policía secreta re- 
cibió, en unión de otro compañero orden de su jefe para dete- 
ner á Manuel Torres ó Anaya, sujeto de malos antecedentes 
que ha estado numierosas ^eoes preso y lo está en la actuailidad 
y á quien se acusaba de haber cometido aquella noche un hurto ; 
y habiendo librado detenerlo hacia la media noche y oeupádole 
el revólver objeto de dieho delito, lo condujeron á la Cárcel; 
mas como no fuera allí admitido por no llevar la orden exigida 
fué uno de los detectives á buscarla quedando el Vidal custo- 
diando al Torres á la puierta de dicho establecimiento y poco 
después cediendo á los ruegos que el último le hizo de llevarlo 
á la presencia del jefe así lo verifioó, y al llegar á la esquina 
de las calles de Enramadas y Hospital emprendió el detenido 
la fuga repentinamente, por lo que Vidal para impedir que la 
realizara y después de darle el alto y tocar el pito de auxilio, 
estando ya á varios metros de distancia le disparó su revólver 
causándole una herida que le hizo caer al suelo y de la que sanó 
completamente á los 'di-ez días de asistencia médica; 

Segundo, Resultando probado: que el jefe de la Policía 
secreta, tenía dadas órdenes á sus subalternos y entre ellos al 
procesado, de que para impedir la fuga de los detenidos que 
fueran presuntos reos de delitos graves y de malos anteceden- 
tes, le hicieran fuego en caso necesario; 

Resultando: que la Audiencia de Santiago de Cuba decla- 
ró que los hechos probados constituyen un delito de disparo de 
arma de fuego contra un«a persona y otro de lesiones menos 
graves, ejecutados ambos en un serio acto, de que era autor Vi- 
cente Vidal Cos con la circunstancia especial señalada en el 
número primero del artículo noveno del Código en relación con 
l'a doce y trece del octavo, eomo eximentes incompletas, y no 
una análoga á aquella por no existir razón fundada para esa 
distinción, debiendo ei3tim<arse aplicable al caso el artículo ochen- 
ta y cinco del Código imponiéndose en tal virtud al culpable la 
pena inferior en dos grados á la señalada por la ley, ó sea el 
arresto mayor en su grado mínimo, y en su eonsecuencia le 
condenó á la pena de un mes y quince días de arresto mayor, 
accesorias, costas é indemnización ó el apremio personal á fal- 
ta de ésta ; 

Resultando: que contra leefta sentencia se ha interpu^wto 
por el Fiscal de la Audiencia de Santiago de Cuba recurso de 
casación por infracción de ley, fundado en el caso quinto del 
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artículo ochocientos culapenita y nueve de la liey de Enjuicia- 
miento Criminal, dcBignaaido como infringido e'l artículo nove- 
no d€fl Código Penial, en los easos piimero y octavo por su no 
aq[>licaeáón y el ooCavo en sus casos dooe y trece y el ochenta y 
cinco, ambos por aplicación indebida, debiendo hciberse aplica- 
do en su lugar eil artículo ochenta y uno en relación con el oc« 
favo del Código Penal citado y consideparse nna atenuíante sim- 
ple y no estímairse en mainera alguna un estado de ánimo tal 
que permita apreciar dos eximentes incompletas ; 

Resultando: que admitido dicho recurso y emplazadas las 
partes para su comparecencia «nte este Supremo Tribunal du- 
rante ed período de emplazamiento se personó el Fiscal para 
socrtener el aludido recurso, balbiéndose celebrado la vista del 
mismo en la que informó el Ministerio Fiscal; 

Visto, siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez, 

Considerando : que por referirse claramente la primera eir- 
cunstaneia del artículo noveno del Código Penal á las eximentes 
señaladas en el artículo octavo del mismo, cuando no concurren 
todos los requisitos necesarios «para exdmir de resxyonsabilidad 
en sus respectivos casos, es evidente que sólo puede compren- 
der aquéllas cansas de exención que consten, según su natura- 
leza de diversos requisitos, siendo inaplicable á aquellas otras 
como las de los números doce y trece del artículo octavo que 
no ofrecen variedtad ni composioión alguna; por razón de lo 
cuál al estimar la Sala senftenci'adora, como eximentes incom- 
pletas las de los mencionados números doce y trece del artículo 
octavo y, en tal concepto, confiftitutivos de la atenuante primera 
del artículo noveno, ha cometido la infracción alegada por el 
recurrente ; 

Considerando: que, según lo expuesto, la Sala no ha debi- 
do tener en cuenta para la apiHcacián de la pena correspondien- 
te el artículo ochenta y cinco del Código Penal, por cuanto fete 
se contrae al caso de no ser el hecho del todo excusable por 
faltar alguno de los requisitos exigidos para eximir de respon- 
sabilidad criminal «n los "respectivos casos de que trata dicho 
artículo octavo, siempre que concurriere ©1 mayor número de 
ellos, por cuanto en la presente causa no se da circunstancia 
alguna de tail índole, siendo el aplicable, en lugar del ochenta 
y cinco, el artículo ochenta y uno en relación con el ochenta, y 
habiéndose incurrido por tanto, por aplicación indebida, en íaa 
infracciones alegadas por la parte recurrente; 

Considerando : que si bien el exceso en el cumplimiento de 
un deber exduye la exención de responsabilidad penal, esto no 
obstante, tomándose en consideración en el hecho de autos k 
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conducta del preso que correspondía con tan marcada ingrati- 
tud á la condescendencia áel Policía, el deseo en éste de impe- 
dir la fuga y el natoral temor de algún castigo por parte de 
su jefe, son circuiustancias que, conforme á las leyes orgánicas 
del espíritu constituyen, combinadas, una presión moral bas- 
tante, á reaccionar sobre la voluntad del agente, para colocarle 
bajo el imperio de estímulos tan poderosos que por su natural 
y ordinaria virtud producen arrebato y obcecación, atenuándo- 
se el hecho y haciéndose aplicable la circunstancia octava del 
artículo noveno del Código Penal, y al no estimarlo así el Tri- 
bunal a quo ha infringido por su no aplicación ese precepíto le- 
gal; por todo lo cual es procedente el recurso de casación que 
interponie el Fiscal de la Audiencia de Santiago de Cuba; 

Fallamos: que debemos declarar y dec?laram'os haber lugar 
al recurso de casación que por infracción de ley ha interpuesto 
el Fiscal de la Audiencia de Santiago de Cuba contra la ex-pre- 
Bada sentencia pronunciada por ese Tribunal, la cual casamos y 
anulamos, declarando de oficio las combas de este recurso ; comu- 
niques^ -esta resolución, con la que á continuación se dieta al 
Tribunal a quo; librándose además de las mismas, dos copias 
autorizadas, una pam la colección legislativa á cargo de la Se- 
cretaría de Justicia y otra á la ** Gaceta de la Habana" para 
su publicación. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M, García Montes. El Ma- 
gistrado Eudaldo Tamayo votó en Sala. — ^Antonio González de 
Mendoza. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana, á catorce de Diciembre de mil 
ochocientos noventa y nueve, en la causa criminal que proce- 
dente del Distrito Norte de la Ciudad de Santiago de Cuba se 
siguió ante esa Audiencia por el delito de disparo de arma de 
fuego y lesiones contra Vicente Vidal Cos, vecino de dicha ciu- 
dad y agente de policía; 

Resultando: que casada y anulada por sentencia de esta 
misma fecha la dictada el doce de Septiembre del corriente por 
la Audiencia de Santiago de Cuba, procede dictarse en seguida 
la que debe sustituir á la pronunciada por el Tribunal a quo 
conforme á lo dispuesto en lel artículo treinta y ocho de la Or- 
den número noventa y dos sobre sustanciación de procedimien- 
tos ante este Supremo Tribunal; 



JURISPRUDENCIA PENAL. 93 



Aceptando la irelación de hechos contenida en los dos pri- 
meros Besultandos de la sentencia recurrida, 

Siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez, 

Considerando: que los hechos que se declaran probados en 
la senítencia ea^da constituyen el doble delilx) de disparo de 
arma de fuego y lesiones menos graves, comprendido en los 
artículos cusytrocientos veinte y uno y cuatrocientos treinta y 
dos del Código Penal y que debe penarse conforme al artículo 
ochenta y ocho del mismo cuerpo legal, siendo autor del mismo 
por participación direefca el procesado Vicente Vidal Cos; 

Considerando: que la fuga emprendida por el detenido 
Torres no legitima en modo alguno que Vidal Cos hiciera uso 
de su revólver contra aquél, infiriéndole lesiones menos graves, 
por cuanto á ello no le obligaba el cumplimiento de deber al- 
guno ni le autorizaba el ejercicio de su cargo, dado que los 
agentes de Policía carecen de derecho para realizar á tiros la 
captura de los perseguidos por eUos, aun en el caso de que in- 
debidamente se les haya ordenado por sus jefes que así lo ba- 
gan cuando se tra^ de presuntos reos de délit(» graves; no 
siendo por lo tanto aplicable al reo el caso doce del artículo 
octavo del Código Penal, invocado por la defensa; 

Considerando : que si bien ell exceso en el cumplimiento de 
un deber excluye la exención de resi>onsabilidad penal, esto no 
obstante tomándose en consideración en el hecho de autos la 
conducta del preso que correspondía con tan marcada ingrati- 
tud á la condescendencia del policía, el deseo en éste de im- 
I>edir la fuga y el natural temor de algún castigo por parte de 
su jefe, son circunstancias que, conforme á las leyes orgánicas 
del espíritu constituyen, combinadas, una presión moral bas- 
tante, al reaccionar sobre la voluntad del agente, para colocar- 
le bajo el imperio de estímulos tan poderosos que por su na/tu- 
ral y ordinaria virtud producen arrebato y obcecación, ate- 
nuándose el hecho y haciéndose aplicable la circunstancia octa- 
va del artículo noveno del Código Penal; 

Considerando: que por el hecho de la presente causa la 
X>ena que corresponde aplicar teniéndose en cuenta el último 
párrafo del artículo ochenta y ocho del Código y la concurren- 
cia de una atenuante es el mínimum del grado máximo de la 
prisión correccional en sus grados mínimo y medio; 

Considerando: que quien es responsable criminalmente de 
un delito lo es también civilmente y, por Ministerio de la Ley 
debe pagar las costas; 

Vistos los artículos cuatrocientos veinte y uno, cuatrocien- 
tos treinta y dos, caso octavo del noveno, ochenta y ochenta y 
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ocho del Código Penal y treinta y ocho de la Orden número 
noventa y dos. 

Fallamos: que debemos condenar y condenamos á Vicente 
Vidal Cos, como autor del doble delito de disparo de arma de 
fuego y lesiones menos graves, habiendo concurrido en el hecho 
una circunstancia atenuante, á la pena de dos años, once mesee 
y once días de prisión correccronal, accesorias de suspensión de 
todo cargo y derecho de sufragio por el tiempo de la condena, 
indemnización de diez pesos al of^idido y en defecto de pago 
un día más de detención por cada doce y media pesetas que de^ 
jare de satisfacer y las costas, abonándosele la mitad de la pri- 
sión preventiva sufrida. 

Así, por esta sentencia, irrevocablemente juzgando, lo pro- 
nunciamos, mandamos y^ firmamos. — ^Antonio González de Men- 
doza. — Pedro González Llórente. — Rafael Oruz Pérez. — José M. 
García Montes. — El Magistrado EudaJldo Tamayo votó en Sala. 
— Antonio Oonzález de Mendoza. — ^Angel C. Betancourt. — Oc- 
tavio Oiberga. 



El. M. F. contra José M.* Reyes Granados. 

Auto de 15 de Diciembre de 1899. 

Recurso por difracción de Ley interpuesto por José Jf.' Reyes 
Granados contra la sentencia dictada por la Audiencia de la 
Hahana de 26 de Septiembre de 1899. 

HURTO. 

Cuando no se expresa en el escrito en qne se interpone él 
recurso ninguna de las causas señaladas en el articulo 849 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, se falta & los preceptos 
de los números terceros de los artículos 5 y 7 de la Orden 92 
sobre casación, debe declararse mal admitido el recurso; mn 
que sea potestativo de la Sala supUr las omisiones en que 
bayan incurrido las partes. 

Resultando: que en causa procedente del Juzgado de Je- 
sús María, de esta capital, y seguida contra José María Reyes 
Granados, por hurto, la Sala de lo Criminal de la Audiencia 
de la Habana dictó sentencia en veinte y seis de Septiembre 
último, condenando al referido Reyes Q-ranados á la pena de 
un año y un día de presidio correccional, á las accesoriaa de 
suspensión de todo cargo, profesión, oficio y dereobo de sufra- 
gio durante el tiempo de la condena y pago de todas las coa- 
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tas, sin luprar á que se le abone la mitad del tiempo de la pri- 
sión preventiva; 

Resultando: que contra esa sentencia interpuso Reyes Gra- 
nados recuíreo de casación por infracción de ley, alegando que 
se habían infringido el artículo tercero, en su inciso primero 
del Código Penal, loe artículos quinientos treinta y cinco y 
quinientos treinta y seis, éste en su caso quinto, del mismo Có- 
digo y el artículo setecientos cuarenta y uno de la Ley procesal 
vigente ; y que lo autorizaban á establecer el recurso los artículos 
ochocientos cuarenta y siete y ochocientos cuarenta y ocho, éste 
en su párrafo primero, de dicha ley procesal ; 

Besxdiandoi que la Sala sentenciadora admitió el recurso, 
por considerar que se había interpuesto contra una sentencia 
definitiva, dentro del término legal, se fundaba en la causal 
primera del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal y se citaban con claridad y pre- 
cisión los preceptos legales que se conceptuaban infringidos; 

Eesultandoi que el Fiscal de este Tribunal Supremo im- 
pugnó el recurso, pidiendo que se declarase mal admitido, por- 
que «n el escrito de interposición no se mencionó el caso taxa- 
tivo del artículo ochocientos cuarenta y nueve que lo autorice, 
"ni siquiera se citó este artículo; y se ha omitido así el requisi- 
to tercero del artículo quinto de la Orden número noventa y 
dos del actual Gobierno Militar, artículo relacionado con el in- 
ciso tercero del artículo séptimo de la propia orden; 

Restdtando: quie previos los debidos trámites, el trece del 
corriente mes se celebró la vista, en la que informaron el re- 
presentante del Ministerio Fiscal y el defensor del procesado; 
en cuyo acto dicho repilesentante del Ministerio Fiscal, des- 
pués de reproducir su tenunciada solicitud, pidió se dijese á la 
Audiencia de la Habana que no está en sus facultades suplir, 
como lo ha hecho en el presente caso, las omisiones que se co- 
metan en los escritos interponiíendo recurso de casación, y que 
se abstenga de ello en lo sucesivo; 

Considerando: que en el escrito en que el representante 
de José María Beyes Granados interpuso el recurso no se ex- 
presó como fundamento que lo autorice ninguna die las causas 
señaladas en el artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, artículo que no está ni menciona- 
do en el escrito; de modo que faltó un requisito necesario, se- 
gón «1 número tercero del artículo quinto de la Orden número 
novienta y dos, concordante con el número también tercero del 
artículo séptimo de la misma Orden, para que se pudiese ad- 
mitir el recurso; 
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Considerando: que el cumplimiento de las formalidades 
indispensables en el escrito de interposición incumbe al recu- 
rrente, sin que sea potestativo á la Sala suplir las omisiones 
cometidas por el interesado, sino examinar si en el escrito se 
han llenado 6 no aquellas formalidades, para resolver si se de- 
be 6 no admitir el recurso, artículo séptimo citado: 

Se declara mal admitido el recurso de casación interpuesta 
por el representante de José María Beyes Granados, sin espe- 
cial condenación de costas; y se llama la atención de la Sala 
sentenciadora sobre el hecho de haber ella expresado lo que al 
recurrente correspondía expresar y no expresó, sin que á la 
Sala tocara el suplir las omisiones en que había incurrido el 
intenesado; y comuniqúese á dicha Sala para los efectos proce- 
dentes. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — Pedro Gonzá- 
lez Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — 
El Magistrado Eudaldo Tamayo votó en Sala. — ^Antonio Gon- 
zález de Mendoza. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — 
Ante mí, P. D., Silverio de Castro. 



El M. P. contra Eüsebio Mauro y Maura. 

Sentencia núm. 11 (16 de Diciembre de 1899). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Eusebio Mauro 
y Maura contra la sentencia dictada por la Audiencia de 
la Habana el 23 de Septiembre de 1899, 

ESTAFA. 

Fundándose el recurso en no ser constitutívos de delito 
los hechos que se declaran probados, no puede citarse como 
infringido el número lo del Articulo 558 del Código Penal, 
puesto que en él sólo se establece la penalidad correspon- 
diente, según la ascendencia de lo defraudado, lo cual no 
afecta á la existencia del delito, no habiendo congruencia 
entre él precepto legal que se invoca y la infracción que sir- 
ve de fundamento al recurso. 

En la ciudad de la Habana, á diez y seis de Diciembre de 
mil ochocientos noventa y nueve en el recurso de casación por 
infracción de ley pendiente ante este Supremo Tribunal, á con- 
secuencia del interpuesto por Eusebio Mauro y Maura, corredor 
y vecino de esta capital, contra la sentencia dictada por la Sec- 
ción jwnmera de la SaLa de lo Criminal de la Audiencia de esta 
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ciudad, en la causa seguida contra dicho Mauro y otro por el 
cielito de eertiafa; 

Resultando: que vista en juicio oral y público la referida 
causa, la mencionada Sección Primera de la Sala de lo Orími- 
nal de la Audiencia de esta ciudad en sentencia de veinte y 
tres de Septiembre de esste añb, consignó como hechos probados 
los contenidos en los siguientes Besultandos : 

Resultando probado : que Don Ensebio Mauro, en concepto 
de corredor propuso á Don José Modesto Sánchez y Rodríguez 
el descuento de cu^ro recibos de alquileres de la casa calle de 
Villegas número noventa y seis correspondientes á los meses 
vencidos en los días seis de Septiembre, Octubre, Noviembre y 
Diciembre del año de mil ocht)cientos noventa y seis, y que 
aceptada la negociación por Sánchez se pusieron de acuerdo 
Mauro y el otro iwrocesado D. Aurelio Olazábal y Risco, exten- 
diendo cuatro recibos que supusieron firmados por el propieta- 
rio Don Juan Manuel Fernández, y Mauro escribió á Don Mo- 
desto Sánchez en cuatro de Agosto de mil ochocientos noventa 
y seis una carta en que le decía qM.a' estaban ya en su poder 
los cuatro recibos é invitaba á Sánchez para que concurriera 
aquella tarde á casa del inquilino que era el mismo procesado 
Don Aurelio Olazábal para que presenciara la aceptación de 
éste y entregare el importe de ios recibos con el descuento del 
tues x)or ciento, formulándt>le una cuenta de la que resultaba 
que Sánchez debía entregar doscientos veinte y tres 'peaoB 
ochenta y ocho centavos y percibir doscientos cincuenta y cua- 
tro, cuarenta; realizando así un lucro ó ganancia de treinta pe- 
sos cincuenta centavos. 

Resultando probado: que por medio de este artificio ó en- 
gaño Don Aurelio Olazábal percibió ios doscientos veinte y tres 
X>esos ochenta y ocho centavos que Sánchez entregó; á cambio 
de los cuatro recibos anftes verificados y en los cuales no se tra- 
tó de imitar la firma del dueño dfe la finca si bien éste y Mauro 
hiciteron creer al prestamista que dichos recibos estaban firma- 
dos por el referido propietario y que en provecho de éste se rea- 
lizaba la negociaición; 

Resultando iguallmente probado que Don Aureílio Olazábal 
antes del vencimiento de los cuatro recibos cuyo importe había 
X>ercibido abon^ éste entregando á Don Ensebio Mauro el im- 
porte de los dos primeras para que á su vez hiciera entrega a 
Don José Modesto Sánchez, ed del tercero al Licenciado D. Juan 
Manuel Fernández, quien entregó su importe al acreedor y el 
dei cuarto lo consignó en el Juzgado de Instrucción el cinco de 
Noviembre ó sea la víspera de su vencimiento por no habeilo 
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querido percibir el acreedor ni su letrado director á causa de 
estar hecha ya ia denimeia de estafa origen de este proceso; 

Resultando del mismo modo probado: que Don Ensebio 
Mauro se apropió y destinó á sus gastos particulares el importe 
del segundo recibo que Olazábal le entregó para que lo abonara 
al aereedor Sánchez y que requerido por éste le confesó tener 
dicha suma en su poder, extendiéndole un documento en que 
así lo dedaraiba, siendo éste el único perjuicio que ha recibido 
el acreedor, quien ha percibido en su oportunidad el valor de 
los otros tres recibos; 

Resultando: que en la misma sentencia se dfeelaró que el 
procesado Mauro y Maura era reo del delito de estafa definido 
y penado en el inciso quinto del artículo quinientos cincuenta 
y nueve del Código Penal en relación con el segundo del qui- 
nientos cincu'enta y ocho, sin concurrencia de circunstancias 
atenuantes y agravantes, condenándolo en consecuencia á la 
pena de cuatro meses y un día de arresto mayor con las aeoe- 
sorias de suspensión de todo cai^o y del derecho de sufragio 
durante el tiempo de l^a condena y aü pago de la mitad de las 
costas, absolviendo al otro procesado con la otra mitad de las 
costas de oficio; 

Resultando: que el procesado por miedlo del procurador 
Esteban de la Tejera interpuso rfecurso de casación por infrac^ 
ción de ley fundado en los artículos ochocientos cuarenta y sie- 
te, ochocientos cuarenta y ocho y caso primero del ochocienfcis 
cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, citan- 
do como infringidos el inciso primero del artículo quinientos 
cincuenta y ocho del Código Pfenal en el concepto de que supo- 
niendo lo más desfavorable para Mauro, sólo resultaría que ha- 
bía dispuesto de la diferencia entre lo entregado y lo recupera- 
do y el precepto que ordena no debe ser condenado quien no 
esté justificado plenamente que ha delinquido, porque si bien 
Sánchez manifestó en el juicio oral que consideraba incobrable 
la deuda que á su favor había reconocido Mauro por documen- 
to privado esta manifestación no destruía la que hizo en el su- 
mario de habérsele pagado; 

Resultando : que sustanciado el recurso en este Tribunal se 
celebró la vista eíl día nueve déi mes actual con intervención 
del abogado defensor del procesado; 

Siendo Ponente el Magistrado José M. García Montes, 

Considerando: que fundado el presente recuiso en las cir- 
cunstancias de no ser oon^itutivos de delitos los hechos que en 
la sentencia recurrida se dedaran probados, no puede citarse 
ecano infringido el número primero del -artículo quinientos cin- 
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cuenta y oeho del Código Penal, puesto que en ese artículo sólo 
se establece la penalidad eorresrpondiente según la ascendencia 
de lo defraudaldo, lo cual no afecta á la existencia del delito; 
por cuyo motivo no guarda relación el precepto que se supone 
infringido con «el fundamento del recurso; ni puede alegarse 
tampoco, como se hace en el segundo extremo del único moti- 
vo invocado, la infracción de un precepto doctrinal, al consig- 
narse por el recurrente que ha sido condenado sin justificarse 
pleu'amente su participación en el delito, porque en esta clase 
de recursos es indispensable citar claramente y con toda preci- 
sión un precepto legal violado; por todo lo cual no es de esti- 
marse la supuesta infracción en ninguno de sus dos extremos; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por infracción de le>^ interpuesto por Ense- 
bio Mauro y Maura, contra la sentencia dictada por la Sección 
Primera de ia Sala de lo Oriminal de la Audiencia de esta ciu- 
dad el veinte y tres de Septiembre del corriente año, la cual 
confirmamos con las costas á cargo del recurrente. 

Así, por esta sentencia, que se comunicará la Audiencia 
de la Habana á los efectos leales librándose además á la Se- 
cretaría de Justicia para la Colección á su cargo y á la ** Gace- 
ta de la Habana" para su publicación las oportunas copias au- 
torizadas, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. — Antonio 
González de Mendoza. — 'Pedro González Llórente. — ^Rafael Cruz 
Pérez. — José M. García Montes. — El Magistrado Eudaldo Ta- 
mayo votó en Sala. — Antonio Gonález de Mendoza. — Ángel C. 
Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. F. contra Enrique Córdoba y Lebrija. 

Sentencia núm. 3 (20 de Diciembre de 1899). 

Recurso por quebrantamiento de forma é infracción de Ley, in- 
terpuesto por Enrique Córdoba Lebrija contra la seyítencia 
dictada por la Audiencia de la Habana el 20 de Septiembre 
de 1899, 

BOBO. 

No concurriendo en el heclio procesal ninguna de las clr- 
constancias que sefiala el artículo 620, ni las que enumera el 
526; y no pudiendo calificarse de falsa, la Uave con qué el 
procesado abri6 la gaveta en que se encontraba el dinero, 
con arreglo á la definición que de ella dá el articulo 634 del 
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Oódlgo Penal, debe caUflcane el hecho de hurto por eeUr 
comprendido en el artícnlo 536 del mismo. 

En la ciudad de la Habana, á veinte de Diciembre de mil 
ochocientos noventa y nueve en la causa procedente del Juzga- 
do de Instrucción del Distrito de Guadalupe, seguida ante la 
Sala de lo Criminal áe la Audiencia de la Habsma, por robo, 
contra Enrique Córdoba y Lebrija, tipógrafo y vecino de esta 
capital, causa que se baila pendiiente ante este Tribunal a con- 
secuencia de recurso de casación por quebrantamiento de forma 
é infracción de ley contra la sentencia dicftada por dicha Sala 
y cuyos fundamentos de hecho son los que literalmente se trans- 
criben en los dos primeros Resultandos siguientes : 

Resultando: que Antonio G^lí García, Alcalde de Barrio, 
tenía establecida la Alcaldía en su morada, y en un bufete que 
había en la Sala baja guardaba el dinero que x>or concepto de 
cédulas recaudaba, y cuyo dinero k pertenecía, por satisfacer 
él por adelantado el importe de las cédulas que se le entrega- 
ban; y conocedor Enrique Córdoba y Lebrija de todos estos 
particulares sustrajo la llave de dicho mueble y al día siguien- 
te, primero de Julio de mil ochocientos noventa y ocho, pretex- 
tando que escribía una obra bufa en el mueble que guardaba el 
dinero, aprovechó el descuido de los que en la misma habitación 
se hallaban, y valiéndose de la llave por él sustraída, se apode- 
ró con ánimo de lucro de cuarenta y dos pesos cuarenta-centa- 
vos en oro, ciento sesenta en plata y cuarenta en billetes de 
Banco; 

Resultando: que el Ministerio Fiscal en sus conclusiones 
provisionales, por no apreciar que se ssustrajese la llave como 
medio de apropiarse el dinero, calificó los hechos de hurto, com- 
prendido en el número primero del artículo quinientos treinta 
y cinco y segundo del ^quinientos treinta y seis del Código Pe- 
nal, pidiendo se impusiera al procesado un año, ocho meses y 
veinte y un días de presidio correccional, cuyas conclusiones 
modificó en vista de las pruebas del juicio oral, y apreciando 
el hecho en toda su integridad, lo ealificó de robo comprendido 
en el caso tercero del quinientos veinte y seis en concordancia 
con el segundo del quinientos treinta y cuatro, pidiendo se im- 
pusiera al procesado Enrique Córdoba, dos años, once meses y 
once días de presidio correccional con las accesorias y costas y 
obligación de pagar al perjudicado el valor de lo robado; la 
defensa del procesado sostuvo como definitivas sus conclusiones 
provisionales en las que afirmaba que Enrique Córdoba y Le- 
brija no había tenido participación en los hechos y debía ser 
absuelto; 
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Resultando: que la mencionada Sala pronunció sentencia 
en veinte de Septi-embre último, en la cual calificó de robo el 
delito y condenó á Enrique Córdoba y Lebrija á dos años, on- 
ce meses y once días de presidio correccional, con las accesorias 
de suspensión de todo cargo público, profesión, oficio y derecho 
de sufragio durante el tiempo de la condena y al pstgo de las 
costas y á satisfacer como indemnización civil, mil ciento diez 
I)esetas á Antonio Qelí García, debiendo sufrir un día más de 
encierro en el presidio por cada doce y media pesetas que de la 
indemnización dejase de pagar; 

Resultando: que el Procurador Luis Plutarco Valdés, en 
representación del procesado, interpuso contra esa sentencia 
recurso de casación por quebrantamiento de forma é infracción 
de ley, expresando que el quebrantamiento de forma consistía: 

Primero: en ihaber dejado de declarar el testigo Antonio 
Qelí González propuesto por la defensa en su escrito de con- 
clusiones provisionales, y cuyo hecho de no declarar dependió 
de no haberse citado al testigo; y 

Segundo: el no expresarse en la sentencia clara y termi- 
nantemente cuáles son los hechos que se consideren probados, 
porque incluidos en un solo Resultando todos los hechos enla* 
zados con las cuestiones que habían de resolverse, no aparece 
bien claro si la frase ''Resultando probado" comprende todos 
los hechos que allí se. refieren; y la infracción de ley está en 
haberse cometido error de derecho en la calificación del hecho 
aplicando indebidamente el artículo quinientos veinte y seis, 
caso tercero, al considerar robo al delito, y dejando de aplicar 
los artículos quinientos treinta y cinco, número primero, y qui- 
nientos treinta y seis número tercero, pues los hechos que se 
declaran probados constituyen el delito de hurto; 

Resultando : que en este Tribunal Supremo el Fiscal se ad- 
hirió al recurso de infracción de ley, no solo en virtud de ha- 
ber calificado de robo el delito que es el de hurto, sino también 
porque se incurrió en el error de no apreciarse en la sentencia 
que el procesado obró con abuso de confianza; y así se dejó de 
aplicar el número once del artículo diez y la regla tercera del 
artículo ochenta del citado Código; 

Resultando : que, previos los debidos trámites, el nueve del 
corriente mes se celebró la vista, en la que informaron el de- 
fensor del procesado y el representante del Ministerio Fiscal; 

Vistos: siendo Ponente el Magistrado Pedro González Lló- 
rente; 

Considerando : en cuanto á las dos alegadas infracciones de 
forma: respecto á la primera, que la citación del testigo An- 
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toáio Qelí González no se reclamó oportunamente en el juicio 
oral, como lo exige el artículo novecientos catorce de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, sin que la sola protesta hecha en el 
acta baste para motivar el recurso de casación; y en cuanto á 
la segunda infracción, que la circunstancia de hallarse reunidos 
en un Resultando los hechos referentes á la cuestión, no impide, 
esté claro como lo está, que la declaración de probados, hecha» 
al principio del Resultando comprenda, se^n comprende, todor 
los hechos allí referidos; 

Considerando: respecto á la infracción de ley: que la Sala, 
sentenciadora ha padecido error de derecho, al calificar de robo 
el hurto que motivó esta causa, pues, según el artículo quinien- 
tos veinte del Código Penal, '*son reos de delito de robo, Iob 
que, con ánimo de lucrarse, se apoderan de las cosas muebles 
ajenas, con violencia é intimación en las personas, ó empleando 
fuerza en las cosas, ninguna de cuyas tres circunstancias exis- 
tió en la sustracción ejecutada por Enrique Córdoba y Lebri- 
ja; y, según el artículo quinientos treinta y cinco del mismo 
Código ''son reos de hurto los que, con ánimo de lucrarse, y 
sin violencia é intimidación en las personas ni fuerza en las co- 
sas, tomen las cosas muebles ajenas sin la voluntad de su due- 
ño", que fué como el procesado tomó el dinero de Antonio Gtelí 
García ; 

Considerando: que el artículo quinientos treinta y cuatro 
del propio Código al declarar que ''se entenderán llaves falsas 
las legítimas sustraídas al propietario", no declara que el hur- 
to cuando se cometa con llave legítima sustraída se convierta en 
robo, sino que ese artículo, colocado en el capitulo que trata 
solamente de los robos, no hace más que explicar ó ampliar el 
caso tercero del artículo quinientos veinte y seis del mismo ca- 
pítulo, artículo en que se señalan las penas de los que ' ' robaren 
en casa habitada ó edificio público ó destinado al culto religio- 
so y se introdujeren los malhechores en la casa ó edificio donde 
el robo tuviere lugar, ó en cualquiera de sus dependencias por 
uno de los medios siguientes: 

Primero: por escalamiento; 

Segundo: por rompimiento de pared, techo ó suelo, 6 frac- 
tura de puerta ó ventana; 

Tercero : haciendo uso de llaves falsas, ganzúas ú otros ins- 
trumentos semejantes; 

Cuarto: con fractura de puertas, armarios, arcas ú otra 
clase de muebles ú objetos cerrados ó sellados, ó con sustracción 
de los mismos para ser fracturados ó violentados fuera del lu- 
gar del robo; 
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Qmnto: con nombre supuesto 6 simulación de autoridad". 
Y de loe kechos que en la sentencia se declaran probados, resul- 
ta evidente que el procesado no se introdujo en el edificio ni en 
ninguna de sos dependencias por medio alguno de los expresa- 
dos en el artículo quinientos veinte y seis, pues la gaveta que 
abrió eon la llave no era el edificio ni dependencia del edificio ; 
ni el delito que realizó puede comprenderse en caso alguno de 
los que expresa el articulo; 

Considerando: que la circunstancia agravante alegada por 
el Fiscal de obrar el procesado con abuso de confianza, no fué 
«emprendida en la acusación y no se ventiló ante la Sala senten- 
ciadora, la cual no hubiera podido estimarla en el fallo, sin ha- 
ber empleado la fórmula expresada en el artículo setecientos 
treinta y tyes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, según lo 
previene el artículo catorce de la Orden número ciento nueve 
del Oobierno Militar de la Isla; 

Fallamos i que debemos declarar y declaramos no haber la« 
gar al recurso de casación por quebrantamiento de forma y ha- 
ber lugar al de casación por infracción de ley interpuesto por 
el representante de Enrique Córdoba Lebrija, á cuyo último re- 
earso se adhirió el Fiscal dé este Tribunal Supremo, y, en con- 
secuencia, casamos y anulamos la sentencia dictada en esta cau- 
ta por la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana el 
▼einte de Septiembre del corriente año, sin especial condenada 
de costas. 

Así, por esta sentencia, que con la que á continuación se 
dieta, se ccnnunicará á la Audiencia de la Habana por medio 
de certificación á los efectos legales, librándose además las res- 
pectivas copias autorizadas para la Colección á cargo de la 
Secretaria de Justicia y su publicación en la Gaceta de la 
Habana, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. — Antonio 
Gronzález de Mendoza. — Pedro González Llórente. — Rafael Cruz 
Pérez. — José M. García Montes. — El Magistrado Eudaldo.Ta- 
mayo votó en Sala, Antonio González de Mendoza. — Ángel C. 
Betancourt. — Octavio Giberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana, á veinte de Diciembre de mil 
ochocientos noventa y nueve en la causa procedente del Juzga- 
do de Instrucción del Distrito de Guadalupe seguida en la Sala 
de lo Criminal de la Audiencia de la Habana por robo contra 
Enrique Córdoba y Lebrija, tipógrafo y vecino de esta capital, 
causa que se haUa pendiente ante este Tribunal Supremo á con- 
secuencia del recurso de casación interpuesto por el procesado; 
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Resultando: que por sentencia de este Tribunal, de esta 
misma fecha, se casó y anuló la dictada por la mencionada Sala 
de la Audiencia de la Habana en veinte de Septiembre último; 

Aceptando los hechos que se declaran probados en la sen- 
tencia casada; 

Siendo Ponente el Magistrado Pedro González Llórente, 

Considerando: que los hechos que se declaran probados 
constituyen el delito de hurto en cantidad que pasa de doscien- 
tas cincuenta pesetas y no excede de mil doscientas cincuenta, 
I)enado en el número tercero del artículo quinientos treinta y 
seis del Código Penal, de cuyo delito es autor por participación 
directa Enrique Córdoba y Lebrija; 

Considerando: que por no haber concurrido en el hecho 
circunstancias modificativas de la responsabilidad penal, debe 
imponerse la pena en su grado medio; 

Co7isiderando : que el responsable criminabnente de un de- 
lito está obligado por la ley á la indemnización del daño y al 
pago de las costas; 

Vistos los artículos citados y los uno, once, doce, diez y 
seis, veinte y seis, cuarenta y nueve y ochenta de dicho Código 
y el treinta y ocho de la Orden número noventa y dos del Go- 
bierno Militar de la Isla; 

Fallamos: que debemos condenar y condenamos á Enrique 
Córdoba y Lebrija á la pena de seis meses de arresto mayor, á 
las accesorias de suspensión de todo cargo y del derecho de su- 
fragio durante el tiempo de la condena, á pagar como indemni- 
zación civil mil doscientos doce pesetas á Antonio Qelí y Gar- 
cía, debiendo en defecto de pago por insolvencia sufrir "un día 
más de encierro por cada doce y media pesetas que de la indem- 
nización dejare de satisfacer, sin que el total de ese encierro ex- 
ceda de dos meses, y al pago de las costas. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firma- 
mos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lloren- 
te. — Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — El Magis- 
trado Eudaldo Tamayo votó en Sala, Antonio González de Men- 
doza. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. F. contra Néstor González, conocido por Babbera. 

Sentencia núm. 4 (23 de Diciembre de 1899). 
Recurso por quebrantamiento de forma interpuesto por Néstor 
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Oomález Barrera contra la sentencia dictada por la Audien- 
cia de Santiago de Cuba el 18 de Septiembre de 1899. 

DISPAKO DE ASMA DE FUEOO Y LESIONES. 

Las concliisiones provisionales presentadas nuevamente, 
después de anuladas las anteriores, tienen el car&cter de defi- 
nitivas al no ser modificadas; y no pena un delito más grave 
la sentencia que de conformidad con ellas, impone la que en 
las mismas se solicita; y por lo tanto no se infringe el ar- 
ticulo 733 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y tres de Diciembre 
de mil ochocientos noventa y nueve, en el recurso de casación 
que por quebrantamiento de forma pende ante este Tribunal 
Supremo, interpuesto por el Procurador Quintana Almirall, i 
nombre de Néstor González, conocido por Barrera, vecino de 
Palma Soriano y labrador contra la sentencia dictada en causa 
procedente del Juzgado del Distrito Norte de la ciudad de San- 
tiago de Cuba, por la Audiencia de esta, á consecuencia de la 
causa criminal que por disparo de arma de fuego y lesiones se 
siguió entre partes, de la una el Ministerio Fiscal y de la otra 
el mencionado Procurador con la representación referida; 

Resultando: que que vista en juicio oral y público dicha 
eausa, la expresada Audiencia dictó la referida sentencia el 
diez y ocho de Septiembre último, consignando los hechos en el 
siguiente : 

Resultando: que en la mañana del dos de Febrero último 
el menor de quince años Francisco Sardinas, acompañado de 
su hermano Manuel del propio apellido, de diez años de edad, 
fué á la vega que en el término municipal de Palma tiene su 
tío León Beltrán, hoy ocupada por Néstor González Barrera, 
á cortar un racimo de plátanos para llevar á su madre y comer 
todos, pues están en gran miseria, y estando en esa operación 
^1 Néstor González Barrera, desde la casa vivienda donde esta- 
ba recogiendo en el batey un poco de café les gritó: ¿Quién 
anda ahí?, contestando el Francisco: yo; y porque dice el re- 
ferido Barrera que no oyó la contestación, confesa cogió el Be- 
mington y disparó un primer tiro y al ver que huían cargó 
otra vez y le disparó un segundo tiro que alcanzó al menor 
Francisco y le produjo una herida con el proyectil, el que le 
entró por la parte posterior del pecho al nivel del homóplato 
izquierdo saliendo á cinco centímetros por dentro de la tetilla 
izquierda, cuya herida tardó en sanar treinta días, necesitando 
durante ellos, asistencia médica y estando impedido para el tra- 
bajo, sin que le quedara lesión ni imperfección. Hecho probado. 
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Resultando: que declarado concluso el sumario en ocho de 
Mayo último se entregó la causa al Fiscal para que ratificara 
los hechos justiciables, y este funcionario manifestó que el hecho 
constituía un delito de lesiones menos graves, previsto y pena- 
do en el artículo cuatrocientos treinta y dos del Código Penal, 
calificación con que estuvo conforme la representación del pro- 
cesado ; y una vez señalado día para darse principio á las sesio- 
nes del juicio oral la propia Audiencia al notar que en la ca- 
lificación del delito no se tuvo en cuenta el de disparo de arma 
de fuego y sí el de lesiones solamente faltando por ello datos 
para la resolución final, de oficio declaró nulo, por auto de ca- 
torce de Junio. último, lo actuado desde el ocho de Mayo orde- 
nando que pasara de nuevo la causa al Fiscal para que formulase 
nuevas calificaciones, lo cual verificó este funcionario, expresan- 
do que el hecho constituía un delito de disparo de arma de fue- 
go, y otro de lesiones menos graves, previstos y penados respec- 
tivamente por los artículos cuatrocientos veinte y uno y cuatro- 
cientos treinta y dos del Código Penal, en armonía ambos con 
lo dispuesto en el ochenta y ocho, conclusiones que fueron lue- 
go definitivas; é interpuesto recurso de súplica por la represen- 
tación del procesado contra dicho auto de catorce de Junio para 
que se dejare sin efecto, la propia Audiencia, por auto de Julio 
catorce, declaró no haber lugar á suplir, ni enmendar el auto 
suplicado, ordenando se llenase el trámite del artículo seiscien- 
tos cincuenta y dos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, lo 
cual fué cumplido; 

Resultando: que la referida Audiencia calificó los hechos 
expuestos como constitutivos del doble delito de disparo de ar- 
ma de fuego y lesiones menos graves, previstos en los artículos 
cuatrocientos veinte y uno y cuatrocientos treinta y dos del Có- 
digo, de que era responsable en concepto de autor, sin circuns- 
tancias modificativas de responsabilidad criminal, el procesado 
Néstor González Barrera, y vistos los artículos citados y demás 
concordantes del expresado Código lo condenó á la pena de tres 
años cuatro meses y ocho días de prisión correccional, acceso- 
rias, indemnización y costas; 

Resultando: que contra esta sentencia se interpuso por la 
representación del procesado recurso de casación por quebran- 
tamiento de forma, autorizado por el artículo novecientos diez 
en relación con el caso primero del ochocientos cuarenta y ocho, 
fundado en el número tercero del novecientos doce, todos de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, alegándose no haber procedi- 
do previamente el Tribunal sentenciador como determina el ar- 
tículo setecientos treinta y tres de la referida Ley procesal, ya 
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qu(9- f tL^ objeto de la acuBación y de la defensa el delito de le- 
aiopes menos graves, y la Sala condenó no solo por esto, sino 
tam)»^ por el de disparo de arma de fnego; cuyo recurso fué 
admitido ; 

Resultando: que previa la tramitación del caso y declarada 
siii Uigar una impugnación al recurso, tuvo efecto la vista el 
daae del corriente á la una de la tarde sin asistencia de ningu- 
na de las partes; 

Vistos, siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez, 

Considerando', que según precepto del caso tercero del ar- 
tíeiüo novecientos doce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
procede el recurso de casación por quebrantamiento de forma, 
cuando se pone en la sentencia un delito más grave que el que 
haya sido objeto de la acusación, si el Tribunal no hubiere pro- 
cedido, próvidamente como determina el artículo setecientos trein- 
ta y ti^es de la propia Ley; 

Considerando: que si e^f cierto que las conclusiones provi- 
siotiaks, por su misma índole solo extienden sus efectos hasta 
el instante dé tenniaarse las pruebas del juicio, también es 
una verdad que si dichas conclusiones no son variadas en el 
acto del juicio oral se convierten ipso fado en definitivas, que 
son las únicas á que la Ley atribuye valor y eficacia, debiendo 
el Tribunal sentenciador atenerse á ellas; 

Considerando: Que declarada por la Audiencia la nulidad 
de las primeras conclusiones provisionales y pasada nuevamente 
al Fiscal la causa, formuló éste nuevas conclusiones que se 
convirtieron en definitivas en las cuales consideró que el hecho 
realizado por González Barrera constituía un delito de disparo 
de arma de fuego y otro de lesiones menos graves previstos y 
castigados respectivamente en los artículos cuatrocientos veinte 
y uno y cuatrocientos treinta y dos del Código, en armonía con 
lo dispuesto en el artículo ochenta y ocho del mismo, pidiéndo- 
se en su consecuencia se impusiera al procesado la pena de tres 
años, cuatro meses y ocho días de prisión correccional, acceso- 
rias, costas é indemnización y, á falta de esta, el apremio per- 
sonal; y el Tribunal a quo en su sentencia de diez y ocho de 
Septiembre próximo pasado no ha discrepado de la acusación 
Fiscal, por todo lo cual salta á la vista que no se ha penado un 
delito más grave que el que ha sido objeto de aquella, no ha- 
biéndose por consiguiente incurrido en el quebrantamiento de 
forma determinado en el número tercero del artículo novecien- 
tos doce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en que se funda 
el recurso; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
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gar al recurso de casación que por quebrantamiento de forma 
se ha interpuesto contra la expresada sentencia de la Audiencia 
de Santiago de Cuba por la representación de Néstor González, 
conocido por Barrera, condenando á éste en las costas; con cer- 
tificación de la presente devuélvase el rollo de la causa á dicha 
Audiencia para lo que proceda; y se advierte á ésta que en lo 
sucesivo se abstenga de dictar autos de la índole del de catorce 
de Junio último, en que se declaró de oficio la nulidad de deter- 
minadas actuaciones, pues para enmendar legalmente errores 
que pueden cometerse en las calificaciones Fiscales está la fa- 
cultad excepcional que ofrece á las Audiencias el uso modera- 
do del artículo setecientos treinta y tres de la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal. 

Así, por esta sentencia, que se comunicará á la referida Au- 
diencia de Santiago de Cuba por medio de la oportuna certifi- 
cación á los efectos legales, librándose además copias autoriza- 
das á la Secretaría de Justicia para la Colección á su cargo y 
á la Gaceta de la Habana para su publicación,, lo pronuncia- 
mos, mandamos y firmamos. — ^Antonio González de Mendoza. — 
Pedro González Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García 
Montes. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 
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1899 

Rita López, como apoderada de Concepción Obtiz, contra el 
Registrador de la Propiedad de la Habana. 

Resolución de la Sección de loe Registros y del Notariado 
de 20 de Abril de 1899. 

Apelación contra la resolución del Presidente de la Audiencia 
de la Habana de 11 de Marzo de 1899. 

ANOTACIÓN DE EMBARGO 
DE INMUEBLE PERTENECIENTE A MUJER CASADA. 

Decretado él embargo de cierta finca y librado manda- 
miento al Registrador de la Propiedad mencionado para que 
tomase anotación de dicbo embargo, fné negado por 6ste, 
devolviendo el mandamiento con la nota de no admitida la 
anotación por estar inscripta la finca & nombre de doña Be- 
lén Amalia Molina y Smitt, esposa del dendor, sin qne cons- 
te del Registro él car&cter que tenga la finca embargada. 

Declarado sin lugar el recurso por el Presidente de la 
Audiencia, fné apelada dicha resolución, revocándose la nota 
del Registrador y disponiéndose la anotación del embargo por 
estar inscrita la finca & nombre de la esposa del deudor que 
la habia adquirido & título oneroso; fund&ndose en que los 
bienes adquiridos por uno de los cónyuges durante el matri- 
monio tienen el car&cter de gananciales mientras no conste 
ó se pruebe lo contrario. 

Por la Sección de los Registros y del Notariado de la Se- 
cretaria de Justicia é Instrucción Pública, con fecha 20 del co- 
rriente se comunica á la Presidencia de este Tribunal, la reso- 
lución siguiente: 

Señor: En el recurso gubernativo promovido por Doña 
Rita López, como apoderada de Doña Concepción Ortiz, contra 
la negativa del Registrador de la propiedad de la Habana, á 
anotar un embargo decretado por el Juez de Primera Instancia 
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del distrito de la Catedral, sobre la casa número 594 de la Cal- 
zada del Cerro %a esta ciudad; 

Resultando: que en 28 de Septiembre de 1898, el Juez de 
Primera Instancia del distrito de la Catedral de esta ciudad, á 
consecuencia del juicio de menor cuantía que por ante el Eatri- 
bano D. Francisco de Castro, sij^ie Doña Concepción Ortiz y 
Gómez, contra D. José Francisco Ramírp^t de Estenoz, libró 
mandamiento por duplicado al Registrador de la Propiedad de 
la misma, para que tomase anotación preventiva del embargo 
trabado sobre la casa Calzada del Cerro número 594, por las 
cantidades que se determinan, debiendo llevar á cabo la anota- 
ción bien estuviese inscripta la finca á nombre del demandado 
6 en el de su esposa Doña Belén Amalia Molina, por haberse 
de<«ignado la finca como bienes gananciales de los cónyuges; 

Resultando: que en el mismo día 28 de Septiembre devol- 
vió el Registrador el mandamiento con la nota de no admitida 
la anotación por estar inscripta la finca á nombre de Doña Be- 
lén Amalia Molina y Smitt, esposa del deudor, sin que conste 
del Registro el carácter que tenga la finca embargada, manifes- 
tando el Juez en oficio de 11 de Noviembre á virtud de orden 
de aquél, que la negativa de admisión descansaba en lo que dis- 
pone la Regla primera del artículo 92 del Reglamento para la 
ejecución de la Ley Hipotecaria; 

Resultando: que contra la negativa del Registrador en 10 
de Diciembre último, ultimó la Ortiz, por medio de su manda- 
tario Doña Rita López, ante el Presidente de la Audiencia de 
este territorio, el recurso gubernativo que concede el artículo 
120 de dicho Reglamento, alegando que la disposición legal 
en que se funda el Registrador para su negativa es improce- 
dente, porque no apareciendo del Registro el carácter que tiene 
la finca, había que considerarla como bienes gananciales con- 
forme al artículo 1407 del Código Civil ; 

Resultando: que el Presidente de la Audiencia denegó la 
admisión del recurso por no haberse acompañado al escrito en 
que se interpuso, los documentos que justificasen los hechos á 
que el mismo se refiere y que cumplida esa formalidad en 9 
del mismo mes antes citado, se mandó oir al Juez de Primera 
Instancia del distrito de la Catedral y al Registrador de Occi- 
dente de esta ciudad, por la división practicada del territorio 
del Registro de la misma; 

Resultando: que el Juez de Primera Instancia evacuó el 
traslado manifestando que librado en el juicio de referencia 
mandamiento al Registrador para que anotase el embargo, no 
lo admitió por estar inscripta la finca á nombre de persona dis- 
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tinta del deudor; que el actor presentó escrito manifestando 
que la finca estaba inscripta á favor de Doña María Luisa Fin- 
lay; pero que esa señora la vendió en 1893 á Doña Belén Ama- 
lia Molina, esposa del deudor, por lo que á titulo de ganancia- 
les, pertenece á éste la mitad por haberse disuelto la sociedad 
conyugal, por el fallecimiento de su esposa; 

Resultando: que llevado á los auto^ el testimonio de la es- 
critura que acredita esos hechos, se libró al Registrador, con los 
insertos necesarios, el mandíUQaiehto á que recayó la nota que 
motiva el recurso y que al expedir dicho mandamiento se tuvo 
presente la disposición del artículo 1407, del Código Civil, según 
el cual debe reputarse como bienes gananciales la finca embar- 
gada por no constar su carácter en el Registro y que en esta 
virtud debió tomarse por el Registrador la anotación preventiva 
ordenada ; 

Resultando: que el Registrador de Occidente en 20 de Di- 
ciembre, expuso que por carecer de antecedentes que solicitaba 
del Registrador del Mediodía, no podía evacuar el traslado ; que 
en 3 de Enero siguiente manifestó que á las doce de dicho día 
había recibido del expresado Registrador, certificación literal 
del asiento hecho al folio 66 vuelto, del tomo 47 del Diario, re- 
ferente al mandamiento, y que inmediatamente lo había trasla- 
dado al Diario de su oficina, y que como en el asiento no se ha- 
cía constar la interposición del recurso lo consignaba al mar- 
gen : que dicho Registrador el día 24 del propio mes de Enero, 
solicitó se le remitiera el expediente para poder evacuar el tras- 
lado, lo que se verificó en 7 de Febrero ; y que en 20 del mismo 
mes lo evacuó el Registrador, manifestando que confirma y ra- 
tifica la calificación hecha en la nota del 29 de Septiembre, por 
estar ajustada á la regla primera del artículo 92 del Reglamen- 
to para la ejecución de la ley Hipotecaria, en consonancia con 
el artículo 97 del mismo Reglamento, por cuanto las facultades 
c<mcedidas á los Registradores, para la calificación de los docu- 
mentos, no alcanza para resolver cuestiones de derecho, sino 
para conocer contra qué persona se haya decretado el embargo, 
razón por la que en dicho artículo 97 se dispone la inserción en 
el mandamiento de la providencia en que se hubiera decretado 
el embargo, y que mientras no se modificase la providencia de 
cretando el embargo en los bienes de la Molina, no podía llevar- 
se á cabo la anotación ; 

• Resultando: que el Presidente de la Audiencia en resolu- 
ción de 11 de Marzo, declaró no haber lugar al recurso fundado 
en que según los artículos 18, párrafo segundo; 20, 42, caso se- 
gundo de la ley Hipotecaria y regla primera del artículo 92 del 
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Reglamento, cuando la propiedad de la finca embargada esta- 
viese inscripta á nombre de persona que no sea aquella contrm 
quien se hubiese decretado el embargo, se denegará la anota- 
ción; que decretando el embargo contra bienes de persona qu6 
no los tiene inscriptos en el Registro y no habiéndose modifica- 
do la providencia que así lo ordena, la negativa del Registrador 
es legal, y que el fallecimiento de Doña Belén Amalia Molina, y 
la doctrina alegada sobre bienes gananciales, no son bastantes 
para deducir que a Ramírez Estenoz corresponde la finca ins- 
cripta á nombre de su esposa, mientras no se liquide en forma 
la sociedad de gananciales y se inscriban las adjudicaciones en 
el Registro; 

Resultando: que apelada dicha resolución se elevó el expe- 
diente á esta sección de los Registros y del Notariado, la que 
para mejor proveer, dispuso se elevase por el Registrador copia 
literal de la inscripción de la finca, á nombre de la Sra. Molina ; 
apareciendo de la copia que la inscripción con el número 2,344 
fué extendida en 12 de Mayo de 1897, en vista de la escritora 
de compra-venta otorgada en 9 de Junio de 1903, por doña Ma- 
ría Luisa Finlay de Borres, á favor de Doña Belén Amalia Mo- 
lina y Smitt, casada con D. José Francisco Ramírez y Estenoz, 
sin que se hiciese constar ni se aluda al carácter de la parte del 
precio que se abonó de contado; resultando de la inscripción 
tercera de la finca, la fecha de la cual no se menciona, que 
aquella ha sido adjudicada á los herederos de la Sra. Molina; 

Vistos los artículos 1401, número 1; 1407, 1408, 1412 y 
1413 del Código Civil y las resoluciones de la Dirección de los 
Registros de 30 de Junio de 1898 y de 8 de Noviembre de 1882 ; 

Considerando: que tiene el carácter de gananciales los bie- 
nes adquiridos á título oneroso durante el matrimonio á costa 
del caudal común, bien se haga la adquisición para la comuni- 
dad, bien para uno solo de los esposos y que para que lo adqui- 
rido en tal forma tenga otro carácter, es preciso que se pruebe, 
sin que basten simples manifestaciones, que pertenecen privati- 
vamente al marido ó la mujer; porque de otra suerte serín ar- 
bitros los esposos de burlar el cumplimiento de las obligaciones 
que pesan sobre los bienes gananciales, entre los que se cuentan 
las contraídas por marido durante el matrimonio; 

Considerando: que admitida por Doña Belén Amalia Mo- 
lina, constante su matrimonio con D. José Francisco Ramires 
de Estenoz, la casa número 594 de la Calzada del Cerro, á tí- 
tulo oneroso, sin que especificación probada ni tan siquiera men- 
cionada, de que el precio de la compra procedía de bienes pri- 
vativos de dicha señora, la finca en cuestión tenía de derecho el 
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carácter de bienes gananciales, pues el Registrador sin dicho 
antecedente no podía atribuirle otra denominación y respondía 
á las obligaciones contraídas por Ramírez de Estenoz; 

Considerando: que en virtud de lo expuesto, expedido el man- 
damiento de 28 de Septiembre, para que se anotase el embargo 
sobre la finca de referencia, á fin de asegurar responsabilidades 
del esposo de la Sra. Molina, no podía el Registrador, para no 
admitir la anotación alegar el precepto de la regla primera del 
artículo 92 del Reglamento; porque de la misma inscripción 
resulta que la finca embargada podía serlo por deudas contraí- 
das por aquél contra el cual el mandamiento de embargo estaba 
expedido ; 

Considerando : que la disposición que el Registrador de Oc- 
cidente cita en relación con el artículo 92 del Reglamento, no 
tiene aplicación tampoco al caso presente ; porque de autos cons- 
ta que el mandamiento de 28 de Septiembre se libró acompa- 
ñándole certificación con los insertos necesarios y además no la 
pretextó el Registrador del antiguo territorio de esta ciudad, 
para no admitir la anotación, y que si el Registrador de Occi- 
dente no los ha tenido á la vista ha sido por no haberlo recla- 
mado como era su deber. Esta Sección ha resuelto con revoca- 
ción de la providencia apelada y de la nota del Registrador de 
la Propiedad, declarar que procede la anotación de embargo dis- 
puesta por estar inscripta la finca á nombre de Doña Belén 
Amalia Molina, que aparece del Registro haberla adquirido á 
título oneroso con el consentimiento de su esposo D. José Fran- 
cisco Ramírez de Estenoz y tener carácter de bienes ganancia- 
les.— Habana, 20 de Abril de 1899.— El Jefe de Sección de los 
Registros y del Notariado, Juan A. Lliteras. 



Felipe Tobías Manzanares contra Manuel M.* y María Jo- 
sepa Ramos Izquierdo y Diago y Francisco Ramos Iz- 
quierdo. 

Auto de 9 de Junio de 1899. 

Recurso de casación por infracción de Ley interpuesto por Fe- 
lipe Tobías Manzanares contra la sentencia dictada por la 
Audiencia de la Habana el 29 de Enero de 1898. 

COMPETENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO. 

No ha Ingar & proveer acerca de la admisión de dicho 
recurso, por aparecer que las partes hablan sido citadas y 
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emplazadas para ante el Tribunal Supremo de España, con 
fecha 30 de Diciembre de 1898, por lo cual el Tribunal Su- 
premo de esta Isla no tenia competencia para conocer de esr 
te asunto. 

Resultando : que el Procurador Juan Mayorga á nombre de 
Felipe Tobías Manzanares presentó escrito á este Tribunal, fe- 
cha primero de los corrientes, consignando lo hacía en la ter- 
cería de dominio establecida por Manuel María y María Josefa 
Eamos Izquierdo y Diago á los ejecutivos seguidos por dicho 
Manzanares contra la sucesión de Francisco Ramos Izquierdo, 
y que en la Secretaría de Justicia tenía presentado un escrito, 
acompañado de los documentos del caso, formalizando casación 
por infracción de ley, contra la sentencia dictada por la Au- 
diencia de la Habana en dicho litigio; 

Resultando: que en el escrito mencionado en el párrafo an- 
terior, se relata, que la Audiencia de la Habana, en veinte y 
nueve de Enero de mil ochocientos noventa y ocho, dictó sen- 
tencia confirmatoria de la del Juez de Guanabacoa, que había 
declarado con lugar la tercería, habiendo el recurrente prepara- 
do en tiempo el recurso de casación por infracción de ley, A 
cuyo efecto la Audiencia dispuso, á fines de Febrero ó princi- 
pios de Marzo del mismo año, se expidieran las certificaciones 
de ambas sentencias, las cuales, sin gestión alguna de su parte 
le fueron entregadas en treinta de Diciembre siguiente, citán- 
dole y emplazándole para acudir á interponer el recurso ante 
el Tribunal Supremo de España, pero entendiendo que no era 
procedente ni legal someter á dicho Tribunal cuestiones de de- 
recho, cuando ya era un hecho la cesación de la soberanía de 
España en esta Isla, acudió al General Brooke y á la Audiencia 
pidiendo se declarara en suspenso el término, y no habiendo 
resuelto el primero y negada por la segunda esta pretensión, 
presentó dentro del término en la Secretaría de Justicia es- 
crito formalizando la casación y con el recibo de éste acu- 
dió á la Audiencia para justificar la interposición del recur- 
so, y ese Tribunal ordenó que el Secretario certificara si 
dentro del término legal había interpuesto dicho recurso ante 
el Tribunal Supremo de España y visto el informe negativo de- 
claró firme la sentencia, mandó devolver los autos para su cum- 
plimiento; y se pide, en virtud de estos hechos que este Tribu- 
nal Supremo, reclame de la Secretaría de Justicia el escrito y 
documentos referidos, se ordene á la Audiencia abstenerse de 
dclarar desierto el recurso de casación intentado, el cual se ten- 
ga por establecido y se mande á sustanciar; 

Resultando: que la Secretaría de Justicia ha remitido á 
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este Tribunal, para la resolución procedente, el escrito presen- 
tado el cuatro de Marzo último en dicha Secretaría por el Pro- 
curador Mayorga, dirigido al Tribunal Supremo de la Isla de 
Cuba, formalizando recurso de casación por infracción de ley 
en el juicio referido en el primer Resultando y acompañando 
testimonio de poder y copia certificada de las sentencias de pri- 
mera y segunda instancias expedida por el Secretario de la Sala 
de lo Civil de la Audiencia de esta Capital, constando al pie 
de la copia una diligencia fecha treinta de Diciembre de mil 
ochocientos noventa y ocho, justificativa de haber sido citada y 
emplazada la parte recurrente por término de sesenta días para 
ante la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, y notificado que 
el apuntamiento y certificaciones del caso, se remitían á la Pe- 
nínsula por el correo de la Compañía Trasatlántica que salía de 
este puerto ese día; 

Considerando: que el emplazamiento hecho en forma, y 
aceptado para ante Tribunal competente obliga á la parte á 
quien se hace á comparecer dentro del término ante dicho Tri- 
bunal y no ante otro alguno, salvo el caso que por precepto ex- 
preso de la Ley se ordenara lo contrario; 

Considerando: que inaugurado este Tribunal el día primero 
del actual, no existía el día del emplazamiento, ni durante todo 
el término del mismo y en su Decreto de constitución no se le 
atribuye competencia para conocer de recursos para la formali- 
zación de los cuales, las partes hubieran sido emplazadas antes 
de la cesación de la soberanía española en esta Isla y para ante 
rf Tribunal Supremo de España; 

Considerando: que no sólo no existe Ley que otorgue com- 
petencia en este caso á este Tribunal, sino que el artículo doce 
del Tratado celebrado en Paris en diez de Diciembre de mil 
ochocientos noventa y ocho entre España y los Estados Unidos 
de América explícitamente previene que los pleitos civiles no 
terminados á la fecha del canje de ratificaciones, que tuvo efec- 
to el once de Abril de mil ochocientos noventa y nueve, conti- 
nuarán 6U tramitación en el Tribunal ante el cual se hallare el 
proceso y es evidente que emplazado el recurrente en treinta 
de Diciembre y en esta fecha remitido por correo á España los 
documentos dispuestos por la Ley para formalizar el recurso, 
este legalmente pudo y debió establecerse ante el Tribunal Su- 
premo de aquella nación y no esperar á la constitución del de 
osta Isla; 

No ha lugar á proveer acerca de la admisión del recurso 
de casación interpuesto por el Procurador Mayorga en sus es- 
critos de cuatro de Marzo y primero del actual, contra la sen- 
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tencia dictada por la Audiencia de la Habana en los autos á 
que el presente se refiere y por consiguiente no ha lugar á li- 
brar orden á dicha Audiencia para que se abstenga de proveer 
en el referido pleito, como se solicita en el primero de dichos 
escritos. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados de la Sala que al 
margen se expresan, lo que certifico. — ^Antonio González Men- 
doza. — Pedro González Llórente. — José M. García Montes. — 
Rafael Cruz Pérez. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. BetancourL 
— Octavio Giberga. — Ante mí, Federico García Ramis. 

Y para hacerlo constar en este Libro, extiendo la presente 
certificación, en la Habana, á diez y ocho de Octubre de mil 
ochocientos noventa y nueve. — Federico García Ramis. 



Herederos de Domingo Marcelo Barrera contra Manuel La- 
tasa. 

Auto de 2 de Agosto de 1809. 

Recurso de queja interpuesto por la representación de los here- 
deros de Domingo Marcelo Barrera contra el auto d^ la 
Audiencia de Matanzas de 20 de Febrero de 1899. 

ENTERO Y POSESIÓN DE TERRENOS. 

Ko ha logar á proveer por estar aún en suspenso el pro- 
cedimiento en yirtud del auto en ane se señaló el término de 
sesenta días para que la parte pndiera ejercitar sn derecho 
dentro del qne se señalase para interponer el recurso de car 
saclón 6 de queja: sin que sea posible por el simple criterio 
de una parte entender que pueda abrirse un término Judicial- 
mente suspendido para todas ellas. 

Resultando : que obtenidos por D. Manuel Latasa y Gtoicoe- 
chea, en diligencias cursadas ante el Juzgado de Primera Ins- 
tancia de Santa Clara el entero y posesión de determinados te- 
rrenos pertenecientes al realengo de **San Bartolomé" y ex- 
pedida conforme á providencia de veinte y seis de Diciembre de 
mil ochocientos noventa y cuatro, certificación de antecedentes 
para practicar la inscripción correspondiente en el Registro de 
la Propiedad, á la pretensión de Latasa se opusieron en seis de 
Marzo de mil ochocientos noventa y cinco, Domingo Marcelo y 
otros, solicitando que se declarara contencioso el expediente y 
se dejase sin efecto el entero concedido, cuya solicitud fué de- 
negada por auto del Juzgado de seis de Abril del mismo año y 
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declarada sin lugar por auto de veinte y uno del siguiente Mayo 
la reposición que se pidió, interponiéndose en seguida por Mar- 
celo y compartes, el recurso de apelación contra ambos autos y 
sustanciado este por la Audiencia territorial de Matanzas se de- 
cidió en tres de Febrero del año actual no haber lugar á hacer 
declaratoria alguna sobre la naturaleza contenciosa ó voluntaria 
del expediente, ni á dejar sin efecto el entero y posesión dada 
á Latasa, con reserva á los apelantes del derecho de que estu- 
vieren asistidos para hacer uso de él en la vía y forma corres- 
pondientes ; 

Resxdtando : que contra el referido auto de la Audiencia de 
Matanzas, manifestó la representación de los apelantes su in- 
tención de establecer recurso de casación por infracción de ley, 
pidiendo se le expidiera para comparecer. ante el Tribunal com- 
petente certificación de las resoluciones dictadas en primera y 
segunda instancias, lo que le fué negado por la propia Audien- 
cia en auto del día diez del mismo mes de Febrero próximo pa- 
sado, del cual se le dio copia certificada conforme á lo estable- 
cido en el artículo mil setecientos uno de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil; 

Resultando: que, á instancia de la propia parte recurrente 
dictó la mencionada Audiencia, en veinte del referido mes de 
Febrero último, auto suspendiendo el curso del término de 
sesenta días concedido á aquel por el artículo expresado para 
reclamar en queja ante el Tribunal Supremo hasta que estuvie- 
se expedito los medios de ejercitar ese derecho, para que lo 
efectuase dentro del término, forma y modo que en definitiva 
se acordaron por la autoridad competente; y, sin que el térmi- 
no se haya abierto nuevamente, ni exista resolución alguna pos- 
terior del Tribunal que lo declaró suspenso, estimando la parte 
que comenzó á correr de nuevo desde la fecha en que se cons- 
tituyó este Tribunal Supremo, ante él ha comparecido dentro 
de los sesenta días, estableciendo el recurso de queja, por su 
escrito de veinte y nueve del pasado Julio; 

Considerando : que publicada oficialmente en catorce de Ju- 
lio último y vigente .desde su publicación, según la Orden nú- 
mero ciento «uai«esta^ y cuatro del Gobernador Militar de Cu- 
ba, la Orden número noventa y dos de fecha veinte y seis de 
\v,' Jujfio anterior, que regula el procedimiento relativo á los recur- 
sos de casación y queja, á sus preceptos, y no á los de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, por aquella expresamente derogados, 
deben ajustarse desde entonces los litigantes tanto como los Tri- 
bunales de Justicia; 

Considerando : que por no ser posible sin prejuzgar la que- 
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ja estimar, al tiempo que esta se establece, si el auto ó sentencia 
contra que se haya interpuesto ó preparado casación es ó no 
legalmente susceptible del recurso, manifestada que haya sido 
por parte legítima la intención de interponerlo cuando se trata de 
infracción de ley, y no existiendo emplazamiento anterior al on- 
ce de Abril del corriente año, como sucede en el presente caso, 
puesto que el emplazamiento sólo sería x)ertinente luego que se 
declarase con lugar la queja que aún no se ha sustanciado, es 
de necesaria aplicación la regla que contiene el artículo ciento 
ocho de la expresada Orden de veinte y seis de Junio; 

Considerando: que, aun cuando la modificación introduci- 
da en cuanto al término para comparecer ante este Tribunal 
por la vigente orden del Gobernador Militar con relación á la 
en este punto derogada Ley de Enjuiciamiento Civil no hubiese 
de afectar al derecho de la parte recurrente, por más que ésta 
consintió el auto dictado en veinte de Febrero por la Audiencia 
de Matanzas, que suspendió el curso de los sesenta días para 
que la parte ejercitara aquel derecho dentro del término que 
en definitiva se acordase por la Autoridad competente, es indu- 
dable que el término de sesenta días que se pretende utilizar 
ahora está en suspenso aún, dado que por decisión judicial no 
se ha declarado nuevamente en curso, sin lo cual y por el sim- 
ple criterio de una parte no cabe entender que pueda en ningún 
procedimiento abrirse para todos los interesados cualquier tér- 
mino judicialmente suspendido, y mucho menos al tratarse del 
recurso de queja, en cuya sustanciación concede á todas las par- 
tes la reforma procesal recientemente introducida una interven- 
ción que no tenían con arreglo á la Ley de Enjuiciamiento 
Civil; 

Considerando: que según los precedentes fundamentos, no 
ha llegado todavía la oportunidad de sustanciar el recurso de 
queja presentado, mientras por otra parte, no competen á este 
Tribunal las actuaciones necesarias para llegarse á tal oportu- 
nidad ; 

No ha lugar á proveer pudiendo los comparecientes repre- 
sentar ante la Audiencia de Matanzas según convenga á su de- 
recho. 

Proveído y firmado por los Magistrados anotados al mar- 
gen. — Antonio González de Mendoza. — Pedro González Lloren- 
te. — José M. García Montes. — Rafael Cruz Pérez. — Eudaldo Ta- 
mayo. — Octavio Giberga. — Ante mí, Federico García Ramis. 

Y para hacerlo constar en este libro extiendo la presente en 
la Habana, á diez y nueve de Octubre de mil ochocientos no- 
venta y nueve. — Federico García Ramis. 
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Gabriel Pedroso y Cárdenas. Procurador Nicolás Sterlinq 

SOBRE presentación DE ESCRITURA DE PODER. 

Auto de 2 de Agosto de 1809. 

Recurso de queja interpuesto por Nicolás Sterling contra el auto 
de la Audiencia de la Habana, dictado en 5 de Junio de 1899, 

PRÜSEIITACION DE ESCRITURA DE PODER. 

Se declara no haber logar á tener por parte á Nicolás 
Sterling como representante de Gabriel Pedroso y Cárdenas 
por no presentar escritura en forma qne acredite su represen- 
tación; ni poderse subsanar la omisión con una simple certi- 
ficación acreditativa de que es procurador en los autos; ni ser 
procedente librar carta-orden á la Audiencia para que remita 
copia certificada del poder, puesto que la Ley taxativamente 
señala como único y exclusivo en el caso de que se trata, 1» 
presentación de la escritura de mandato. 

Resultando: que Nicolás Sterling por escrito fechado en 
veintinueve del mes de Julio último, que también aparece fir- 
mado por Gabriel Pedroso y Cárdenas, interpone ante este Tri- 
bunal como representante del último recurso de queja contra 
el auto de la Audiencia de la Habana, dictado en cinco de Ju- 
nio próximo pasado, desestimando el de casación por quebran- 
tamiento de forma que dicho Sterling estableció en veintinueve 
de Mayo del año actual, y ne acompaña el poder que acredite 
su representación, pidiendo en el otrosí de su escrito, que se le 
tenga por parte á nombre de Pedroso y Cárdenas, toda vez que 
de la certificación que acompaña, en observancia de lo dispues- 
to en el artículo diez y ocho de la vigente Ley de Casación, apa- 
rece que es el Procurador en los autos; pero que si se estimase 
necesario que en este Tribunal conste el mandato, suplica se 
libre carta-orden á la Sala de lo Civil de la Audiencia de esta 
ciudad para que remita copia certificada del mismo y en su 
virtud se le tenga por parte; 

Considerando: que en virtud de lo dispuesto en el artícu- 
lo diez y nueve de la Ley de Casación citada, Nicolás Sterling, 
que es quien pide que se le tenga por parte como representante 
en juicio civil de Gabriel Pedroso y Cárdenas, ha debido pre- 
sentar escritura en forma que acreditase su representación; no 
pudiendo subsanai-se su omisión por ninguno de los dos modos 
que indica en el otrosí de su escrito, á que se refiere el anterior 
Resultando, ni por otro alguno, puesto que la Ley taxativamen- 
te señala, como único y exclusivo en el caso de que se trata, la 
presentación de la escritura de mandato; 
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Se declara no haber lugar á tener por parte á Nicolás 
Sterling ni, por tanto, á la admisión del recurso de queja que 
establece en su mencionado escrito de veintinueve de Julio úl- 
timo y comuniqúese esta resolución á la Audiencia de la Haba- 
na para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados que al margen se 
expresan, lo que certifico. — Antonio González de Mendoza.. — Pe- 
dro González Llórente. — José M. García Montes. — ^Rafael Cruz 
Pérez. — Eudáldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Gi- 
berga. — Ante mí, Federico García Ramis. 

Y para hacerlo constar en este libro, extiendo la presente 
certificación en la Habana, á diez y ocho de Octubre de mil 
ochocientos noventa y nueve. — Federico García Ramis. — Hay 
una rúbrica. 



Rosa Planas contra l.v sucesión de José Rofp. 

Auto de 12 de Agosto de 1899. 

Recurso de queja interpuesto por Rosa Planas contra el auto 
diciado por la Audiencia de la Habana en 7 de Juni^ 
de 1899. 

INCIDENTE SOBRE NULIDAD DE ACTUACIONES. 

Se declara no haber lugar á proveer en el presente recnr- 
80 por no halMr Uegado la oportunidad legal para conocer del 
mismo y no tener competencia el Tribunal para sustanciar las 
diligencias necesarias para Uegar á ese trámite, pndiendo la 
parte recurrir & la Andiencia k hacer nso de su derecho. 

Resultando: que, interpuesto por el procurador Juan Ma- 
yorga, á nombre de Rosa Planas, en incidente sobre nulidad de 
actuaciones pertenecientes á la testamentaría de José Roff, re- 
curso de apelación contra una resolución del Juez y admitido 
que fué el recurso en un efecto, por haber durante la sustan- 
ciación renunciado el Procurador 5íayorga el poder con que re- 
presentaba y transcurrido sin ser utilizado el término que la 
Sala de la Audiencia de la Habana señaló para que se consti- 
tuyera nueva representación, dictó aquella en veinte de Abril 
del corriente año auto declarando decaído el derecho del ape- 
lante, contra cuyo auto recurrió en súplica la última por medio 
del Procurador Esteban de la Tejera, que se personó al efecto, 
y la Sala declaró sin lugar dicho recurso; 

Residtando: que contra el referido auto de la Andiencia de 



JURISPRUDENCIA CIVIL. 121 



la Habana manifestó en tiempo la representación del apelante 
su propósito de establecer recurso de casación por infracción 
de Ley, solicitando que se le expidiera la correspondiente certi- 
ficación para comparecer ante el Tribunal Supremo, lo que le 
fué negado por la propia Audiencia en auto del día siete del 
mes de Junio próximo pasado, del cual se le dio con fecha doce 
del propio mes copia certificada en forma con arreglo al artícu- 
lo mil setecientos uno de la Ley de Enjuiciamiento Civil ; 

Resultando: que el día nueve del corriente mes se ha pre- 
sentado ante este Tribunal escrito de Letrado, suscrito conjun- 
tamente por el Procurador Esteban de la Tejera y por Rosa 
Planas, con fecha del anterior día ocho, por el cual se estable- 
ce recurso de queja contra el auto denegatorio de siete de Ju- 
nio, cuya copia certificada se acompaña, pidiéndose la resolu- 
ción de este recurso de conformidad con el artículo mil sete- 
cientos tres de la Ley de Enjuiciamiento Civil; y por otrosíes 
del mismo escrito primero, se hace la manifestación de presen- 
tarse este recurso dentro de los sesenta días á que se contrae el 
artículo mil setecientos uno de la mencionada ley; segundo, se 
hace la manifestación de haber tenido efecto en la antedicha 
Audiencia determinadas actuaciones, con el propósito, por parte 
de la recíurrente de acomodar este recurso á los preceptos de la 
Orden del Gobernador Militar de Cuba publicada en la Gaceta 
del día catorce de Julio de este año, y se acompaña copia sim- 
ple, no autorizada, de un auto que se dice pronunciado por la 
expresada Audiencia en veinte y seis del mismo mes de Julio, 
desestimando la pretensión con aquel intento formulada por la 
parte, contra cuyo auto se recurre también en queja y consi- 
guientemente se solicita, de este Tribunal, que ordene á dicha 
Audiencia practique la nueva notificación de sus autos de vein- 
te de Abril y siete de Junio ya enunciados; y tercero, se hace 
la manifestación de que Rosa Planas firma el escrito dirigido á 
aste Tribunal, á pesar de constar por los documentos acompaña- 
dos el carácter del procurador Tejera, para que no se dude de 
la personalidad de éste, y en todo caso pueda darse curso á la 
queja, por la comparecencia personal de la primera; 

Considerando: que, publicada oficialmente en catorce de 
Julio último, y vigente desde su publicación, según la Orden 
número ciento cuaF©»^ y cuatro del Gobernador Militar de 
Cuba, la Orden número noventa y dos, de fecha veinte y seis 
de Junio anterior, que regula el procedimiento relativo á los 
recursos de casación y queja, á sus preceptos, y no á los de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, por aquella expresamente deroga- 
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dos, deben ajustarse desde entonces las personas interesadas en 
el juicio, tanto como los Tribunales de Justicia; 

Considerando: que por virtud de la reforma procesal re- 
cientemente introducida, se concede á las partes del juicio una 
intervención que anteriormente no tenían para la decisión de 
los recursos de esta clase, de donde surge la necesidad de noti- 
ficar á todas las demás la manifestación de la parte recurrente 
relativa á su propósito de recurrir en queja ; sin que por la sola 
circunstanliia de haberse el recurso preparado conforme á la 
Ley antes vigente pueda privarse a las partes en el mismo inte- 
resadas del derecho que les cabe dentro de la sustanciación ac- 
tual, ni omitirse trámite ó diligencia que sea indispensable á su 
ejercicio ; 

Considerando : que por no ser posible, sin prejuzgar la que- 
ja, estimar definitivamente al tiempo de su presentación, ante 
este Tribunal, que la sentencia ó auto contra que se haya éste 
interpuesto ó preparado casación no es susceptible de tal recur- 
so, debe bastar que se haya este interpuesto, cuando se trate de 
quebrantamiento de forma, ó manifestado la intención de inter- 
ponerlo, cuando se trate de infracción de ley ó de doctrina le- 
gal, y que no exista emplazamiento anterior al once de Abril 
del corriente año, como sucede en el presente caso, puesto que 
el emplazamiento sólo sería pertinente luego que se declarase con 
lugar la queja, que aún no se ha sustanciado, para que sea de 
necesaria aplicación la regla que contiene el artículo ciento ocho 
de la expresada Orden número noventa y dos; 

Considerando: que según los precedentes fundamentos, no 
ha llegado la oportunidad legal de sustanciar el recurso de que- 
ja presentado contra el auto denegatorio de siete de Junio últi- 
mo, mientras, por otra parte, no son de la competencia de este 
Tribunal las actuaciones necesarias para llegarse á tal opor- 
tunidad ; 

Considerando: que tampoco puede este Tribunal dictar re- 
solución alguna tocante á actuaciones judiciales que no vengan 
legalmente á su conocimiento; 

Considerando: que, siendo improcedente la inmediata sus- 
tanciación del recurso presentado, lo es asimismo toda declara- 
ción que se refiera á la personalidad del recurrente; 

No ha lugar á proveer, pudiendo la parte recurrente re- 
presentar ante la Audiencia de la Habana según convenga á 
su derecho. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados que al margen se 
expresan, lo certifico. — Antonio González de Mendoza. — Pedro 
González Llórente. — José M. García Montes.. — Bafael Cruz Pé- 
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rez. — Eadaldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Gi- 
berga. — Ante mí, Federico García Ramis. 

El Prosidente forma voto particular en el sentido de que si 
bien no ha lugar á proveer, es solo porque Rosa Planas no ha 
comparecido por sí misma, ó sea en persona á presentar el es- 
crito con el recurso de queja ni acompañando escritura de po- 
der en forma, únicos medios que autoriza la vigente Ley de Ca- 
sación, en su artículo diez y nueve. — Habana, doce de Agosto 
de mil ochocientos noventa y nueve. — Antonio González de 
Mendoza. 

Y para hacerlo constar en este libro, pongo en el mismo 
esta certificación, en la Habana, á diez y nueve de Octubre de 
mil ochocientos noventa y nueve. — Federico García Ramis. 



IIiPÓLiTo Andrés García contra Francisca López Guas. 

Auto de 29 de Agosto de 1899. 

Recurso de qvsja interpuesto por Tlipóliio Andrés Garda con- 
tra el auto de la Audiencia de la Habana, dictado en 28 de 
Julio de 1899. 

JOICIO DE MENOR CUANTÍA EN COBRO DE PESOS. 

Sn los juicios de menor cuantía no se dá el recurso de 
casación por infracción de Ley ó de doctrina. 

La sentencia que declara subsistente un embargo preven- 
tivo, ni pone término al Juicio ni hace imposible su continua- 
ción, por lo cual no es definitiva. 

No dándose el recurso por infracción de ley en el Juicio 
principal de menor cuantía, mal puede darse en su incidente. 

Resultando: que en el Juzgado de Primera Instancia del 
distrito de la Catedral de esta ciudad Hipólito Anés García 
promovió juicio de menor cuantía en cobro de pesos contra 
Francisca López Guás y por un otrosí del escrito de demanda 
pidió el embargo preventivo de una casa, al cual se accedió; 
que a instancia de la parte demandada se dejó sin efecto el em- 
bargo por auto de veinte y siete de Octubre último, de cuyo 
auto y del de veinte y uno de Noviembre siguiente, en que se 
declaró sin lugar la reposición del primero, se estableció ape- 
lación para ante la Audiencia de la Habana, la cual por auto 
de diez y siete de Julio próximo anterior revocó los apelados y 
declaró subsistente el embargo con las costas de la primera ins- 
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tancia á cargo de la parte demandada, sin especial condenación 
respecto á las costas de segunda instancia; 

Resultando: que el procurador Joaquín González Sarraín, 
en nombre de la parte demandada, interpuso contra el auto de 
diez y siete de Julio recurso de casación por infracción de ley, 
citando como quebrantado el artículo mil cuatrocientos nueve 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 

Resultando: que la Sala de la Audiencia por considerar 
que la resolución recurrida no tiene el carácter de definitiva, 
pues se ha dictado en incidente á un juicio de menor cuantía, 
no le pone término ni puede ser separada de la naturaleza del 
mismo, y contra dicha resolución, por tanto, no cabe el recur- 
so por infracción de ley, con arreglo á los casos primeros de los 
artículos mil seiscientos ochenta y ocho y mil seiscientos noven- 
ta y dos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, declaró, según loa 
artículos once y catorce de la vigente Ley de casación, sin lugar 
la admisión del recurso interpuesto por el Procurador Otonzklez 
Sarraín, y ordenó se diese á éste la certificación necesaria para 
que pudiera recurrir en queja ante el Tribunal Supremo; 

Resultando: que, personado ante este Tribunal Supremo el 
mencionado Procurador González Sarraín, y, previos los trámi- 
tes legales, se celebró la vista, en la que informaron el defen- 
sor de la parte recurrente y el representante del Ministerio 
Fiscal ; 

Considerando: que, según el artículo mil seiscientos noven- 
ta y dos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, no se da recurso 
de casación por infracción de ley ó de doctrina legal en los jui- 
cios de menor cuantía; 

Considerando: que, según el artículo mil seiscientos ochen- 
ta y ocho de la propia Ley, tienen el concepto de sentencias de- 
finitivas para que haya lugar al recurso de casación, las que re- 
cayendo sobre un incidente ó artículo, ponen término al pleito, 
haciendo imposible su continuación; y el auto que declara sub- 
sistente un embargo preventivo, no pone término al pleito, ha- 
ciendo imposible su continuación, ni obstruye el seguimiento 
del mismo, por lo cual no tiene el carácter de sentencia de- 
finitiva ; 

Considirando: que aunque la resolución recurrida tuviese 
aquel carácter, que no tiene, de sentencia definitiva, pusiera 
término, que no pone, al litigio, é imposibilitara la continua- 
ción, que no imposibilita, del mismo; como contra la sentencia 
doíinitiva del pleito principal, que pondría término á este y ha- 
ría imposible su continuación, no se daría recurso de casación 
por infracción de ley ó de doctrina legal, por estar esa senten- 
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cia dictada en juicio de menor cuantía, respecto á los cuales es 
absoluta la negativa expresada en el artículo mil seiscientos no- 
venta y dos de la ley; en razonamiento jurídico y lógico se ha- 
ría inexplicable que no dándose el recurso contra la sentencia 
pronunciada en lo principal, se diera contra la dictada en el in- 
cidente, cuando la una y la otra correspondían al mismo juicio, 
estaban encerradas en la misma esfera de la menor cuantía y 
sujetas al mismo general precepto del artículo últimamente 
mencionado ; 

Se declara sin lugar el recurso de queja interpuesto por el 
Procurador Joaquín González Sarraín á nombre de Carlos Ló- 
pez, marido y representante legal de Francisca López Guás, 
contra el auto dictado por la Sala de lo Civil de la Audiencia 
de la Habana el veinte y ocho de Julio último, en que declaró 
no haber lugar al recurso de casación por infracción de ley; se 
condena en las costas al recurrente; y comuniqúese á la Au- 
diencia para los efectos legales. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados que al margen se 
expresan, lo certifico. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro 
Gk>nzález Llórente. — José M. García Montes. — Rafael Cruz Pé- 
rez, — Eudaldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Gi- 
berga. — ^Ante mí, Federico García Ramis. 



Josefa Roldan y Fernández, como tutora de sus nietos, con- 
tra Gonzalo Fernández de Córdova. 

Sentencia núm. 1 (14 de Septiembre de 1899). 

inhibitoria promovida por Gonzalo Fernández de Córdoba ante 
el Juez Municipal del Pilar para que requiriese de inhibi- 
ción al de Cárdenas y por ser él competente para conocer 
de la demanda interpuesta por la Sra. Roldan y Fernández. 

COMPETENCIA DE JURISDICCIÓN. 

Cuando se ejercitan acciones personales, es Juez compe- 
tente, 6 falta de sumisión expresa 6 tácita, el del lugar en 
que deba cumplirse la obligación, el del lugar en que se ce- 
lebró, aunque se encontrare accidentalmente allí el deman- 
dado, ó el de su domicilio; y no constando los dos particula- 
res anteriores, corresponde conocer del asunto al del domici- 
lio del demandado; y no procede la condena de costas cuan- 
do sólo se utiliza la inhibitoria ó la declinatoria, aunque se 



126 JURISPRUDENCIA CIVIL. 



omita manifestar al hacerlo que no se ha hecho uso del otro 
medio. 

En la ciudad de la Habana, á catorce de Septiembre de 
mil ochocientos noventa y nueve, en la cuestión de competencia 
pendiente ante este Supremo Tribunal, promovida por inhibi- 
toria por el Juez Municipal del Distrito del Pilar, de esta ciu- 
dad, al de i^al clase de la de Cárdenas, en el juicio verbal es- 
tablecido ante este por Josefa Roldan y Fernández, como tuto- 
ra legítima de sus nietos Juan y Genoveva de la Fe y Truji- 
Uo, contra Gonzalo Fernández de Córdova, en cobro de pesos. 
sustanciada con solo la audiencia del Ministerio fiscal, por no 
haber comparecido ninguna de las partes; 

Resultando i que Josefa Roldan, vecina de Cárdenas, como 
tutora de sus nietos menores Juan y Genoveva de la Fe y Tru- 
jillo, demandó ante el Juez Municipal de aquella ciudad, en 
juicio verbal, á Gonzalo Fernández de Córdova, vecino de la 
casa número ciento treinta y uno de la calle de la Zanja, en 
esta capital, para que se le condenara al pago de noventa pesos 
plata que era en deber á dichos menores, como herederos de su 
difunta madre Laura Trujillo y Roldan, resto del precio de tres 
guaguas que á esta había comprado en Diciembre de mil ocho- 
cientos noventa y siete, según documento privado que prometió 
presentar oportunamente ; 

Resultando: que presentada la papeleta de demanda, se se- 
ñaló por el Juzgado el día veinte y ocho de Abril último para 
que tuviera efecto la comparecencia, mandando citar al deman- 
dado en su domicilio, á cuyo fin se libró exhorto al Juez Muni- 
cipal de esta ciudad, á quien correspondiese aquel, habiendo 
recibido y mandado cumplir dicho exhorto el del Distrito del 
Pilar, practicándose la diligencia el día veinte de Abril en la 
casa designada por la actora, número ciento treinta y uno de la 
calle de la Zanja y entendiéndose personalmente con el de- 
mandado ; 

Resultando: que Gonzalo Fernández de Córdova, en escrito 
presentado al Juez Municipal del Pilar, el día siguiente al de 
la citación, solicitó requiriesen al de Cárdenas para que se inhi- 
biera del conocimiento del asunto y le remitiesen los autos, por 
ser competente para conocer del juicio el citado del Pilar, fun- 
dándose en que se trataba de una acción personal, que si bien 
la obligación fué contraída en Cárdenas, no se pactó el lugar 
del cumplimiento y no encontrándose el demandado en el del 
contrato, era juez competente el de su domicilio; y dada vista 
al Ministerio fiscal, este apoyó la solicitud del promovente acce- 
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diendo á ella el Juzgado por auto fecha veinte y seis del ci- 
tado mes; 

Resultando : que el día señalado tuvo efecto la comparecen- 
cia sin asistencia del demandado, y en ese acto presentó la de- 
mandante en justificación de su derecho un documento que 
obi^ á fojas primera y dice: *'Soy en deber á la Sra. Doña 
Laura Trujillo viuda de la Fe, la suma de cien pesos en plata 
metálica, resto de trescientos veinte y cinco pesos en la misma 
moneda, «n que compré á dicha señora tres guaguas. — Cárde- 
nas, Diciembre 25 de 1897. — Gonzalo F. de Córdova"; 

Besultando: que en la misma fecha, después del acto, se 
recibió en el Juzgado el requerimiento de inhibición dirigido 
por el del Pilar y con suspensión del procedimiento se dio vis- 
ta á la actora quien se opuso á la inhibición sosteniendo la com- 
petencia del Juez de Cárdenas, fundada en que tratándose del 
precio de la venta de vehículos que fueron entregados en esa 
eiudad y en ella satisfecha la mayor parte del precio, según lo 
demuestra el documento de fojas primera, era dicha ciudad el 
lugar del cumplimiento de la obligación conforme al artículo 
mil quinientos del Código Civil. Oído el Ministerio fiscal se 
mostró conforme sosteniendo la competencia del Juzgado ; 

Resultando: que el Juez de Cárdenas por auto de diez de 
Mayo denegó la inhibición y condenó en costas á Fernández de 
Córdova por no haber consignado en el escrito presentado al 
Juez del Pilar que no hacía uso de la declinatoria y comunica- 
do á este último Juez el auto denegatorio, insistió en el reque- 
rimiento mandando elevar los autos al Tribunal Superior pre- 
vio aviso al Juez requerido, que á su vez hizo lo mismo; 

Resultando: que previas algunas actuaciones encaminadas 
i normalizar la sustanciación de este asunto dentro de los trá- 
mites legales hoy vigentes se elevaron por ambos Juzgados los 
autos á este Tribunal, dónde no se han personado las partes; 

Oído el Ministerio fiscal. 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt, 

Considerando: que la acción ejercitada por Josefa Roldan 
para hacer efectiva la obligación contenida en el documento de 
fojas primera es personal, y que es Juez competente para el 
conocimiento de los pleitos en que tales acciones se deduzcan 
según el párrafo primero del artículo sesenta y dos de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, á falta de sumisión expresa ó tácita, 
el del lugar en que la obligación deba cumplirse, y, á falta de 
este el del domicilio del demandado ó el del lugar del contrato, 
si encontrándose en él, aunque accidentalmente, pudiere ser em- 
plazado; 
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Considerando: que no discutiéndose en el presente nada 
referente á la sumisión, la controversia queda reducida á escla- 
recer si por expresa voluntad de las partes ó por precepto le- 
gal, dado el origen de la obligación consta determinadamente 
donde ésta debe cumplirse; 

Considerando: que en el citado documento de fojas prime- 
ra no se expresa el lugar en que ha de pagarse la deuda en el 
mismo reconocida, y que si bien es cierto que se consigna que 
esta es parte del precio de la venta de unos bienes muebles, no 
consta, como afirma la actora, el lugar en que dichos bienes fue- 
ron entregados, ni el en que se pagó la parte del precio que 
resulta satisfecha, siendo por consiguiente inaplicable el ar- 
tículo mil quinientos del Código Civil que al disponer que á 
falta de lugar expreso en el contrato el precio debe satisfacerse 
donde se hubiese entregado la cosa vendida, supone que esto 
último sea conocido ó conste en forma fehaciente; 

Considerando: que careciendo de los datos antes dichos, el 
documento de fojas primera, única justificación que presenta la 
actora del contrato origen de la obligación cuyo cumplimiento 
reclama, y no hallándose, como no se hallaba el deudor, en Cár- 
denas, lugar en que contrajo aquélla, al tiempo de hacerse el 
emplazamiento, es evidente, á tenor del segundo extremo del 
párrafo primero del artículo sesenta y dos de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil, que ha debido ser demandado ante el Juez de 
su domicilio; 

Considerando: que la obligación que impone el artículo 
setenta y ocho de la Ley de Enjuiciamiento Civil al promo- 
vente de una cuestión de competencia no produce otro efecto 
que la condenación en costas si faltando á la verdad utiliza los 
dos medios que la Ley otorga y en este caso la condenación 
compete al Tribunal dirimente, no á los jueces contendientes; 

Considerando: que si bien es cierto que Fernández omitió 
al promover la inhibitoria consignar que no había hecho uso 
de la declinatoria es también cierto que sólo utilizó aquel me- 
dio, y al condenarlo el Juez Municipal de Cárdenas por la sola 
omisión, al pago de las costas, procedió erróneamente y con in- 
competencia, infringiendo los artículos setenta y ocho y ciento 
ocho de la Ley procesal citada; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos que el cono- 
cimiento de la demanda en juicio verbal deducida por Josefa 
Roldan y Fernández, como tutora legítima de sus nietos Juan 
y Genoveva de la Fe y Trujillo, contra Gonzalo Fernández de 
Córdova ante el Juez Municipal de Cárdenas compete al de 
igual clase del Distrito del Pilar de esta ciudad, á quien se re- 
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mitirán las actuaoiones elevadas á este Tribunal, con certifica- 
ción de esta sentencia, dándose aviso de Jo resuelto al otro 
Juez, siendo de cargo respectivamente de las partes, las costas 
candadas en esta cuestión. Adviértase al Juez Municipal de 
Cárdenas que dictó el auto de diez de Mayo último el error le- 
-gal en que ha incurrido. Líbrense por el Secretario, además de 
la certificación correspondiente que ha de constar en el rollo, 
copias autorizadas, una para su publicación en la Oaceia den- 
tro del término de diez cUas y otra que se remitirá al Secretario 
de Justicia é Instrucción Pública para su inserción en la Co- 
lección de Sentencias de este Tribunal. 

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — Pedro González Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — 
José M. Oareía Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betan- 
coort. — Octavio Giberga. 



Evaristo Montalvo y Rodeíguez por sí y como administrador 
de la sociedad civil montalvo y hermano. 

▲uto de 15 de Setiembre de 1899. 

Recurso de queja interpuesto por Evaristo Montalvo contra el 
auto diotado por la Audiencia de Matanzas en 14 de Agosto 
de 1899, 

DIUOENOIAS DE JUBISDIGGION VOLUNTARIA 

SOBBE PRESTACIÓN DE AUXILIO A LA SOCIEDAD 

DE MONTALVO Y HERMANO PARA HACERSE 

CARGO DEL CENTRAL "SAN LINO'\ 

Ko se dá el recurso de casación sino contra sentencias 
daflmtiYaB ó contra las que tengan el concepto de tales; y no 
teniéndolo las resoluciones dictadas en expediente de juris- 
dicción volantaria por las cuales se declara contencioso el ex- 
pediente, no es posible admitir el recurso pues lejos de ter- 
minar el juicio ó hacer Imposible su continuación lo abre á 
sustanciadón nueva. 

Resultando: que promovidas por Lino, Evaristo. Hermene- 
gilAo y Rosa Montalvo, ante el correspondiente Juzgado de Pri- 
mera Instancia diligencias de jurisdicción voluntaria al objeto 
de que se prestaran á la sociedad civil Montalvo y Hermanos, 
de Cienfuegos, los auxilios necesarios para que el segundo de 
los antedichos pudiera hacerse cargo como Administrador del 
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Central **San Lino*' perteneciente á aquella sociedad, á cuya 
solicitud se accedió por el Juzgado, oponiéndose posteriormen- 
te el anterior Administrador José Ranzón Montalvo, quien por 
no obtener éxito en sus pretensiones de que se dejaran sin efec- 
to su remoción del cargo mencionado é ineficaz la posesión to- 
mada por Evaristo de igual apellido, apeló de los autos dicta- 
dos por el Juez en diez y siete y veinte y ocho de Enero del 
corriente año, que las desestimaban y le reservaban su derecho 
para que lo ejercitase en la vía y forma correspondiente, por 
consecuencia de lo cual y sustanciado ante la Audiencia aquel 
recurso lo resolvió la de Matanzas con fecha veinte y ocho de 
Julio revocando las referidas decisiones del Juzgado y decla- 
rando contencioso el expediente, sin alterar la situación que 
tuvieren al tiempo de ser incoado, los interesados, y lo que fué 
objeto del mismo, debiendo este sujetarse á los trámites estable- 
cidos para el juicio que corresponda; 

Resultando: que el Procurador Leopoldo Cantón en nom- 
bre de la citada sociedad civil de Montalvo y Hermanos, in- 
terpuso contra el auto de veinte y ocho de Julio recurso de 
casación por quebrantamiento de forma é infracción de Ley y 
de doctrina legal y que, declarado por la Audiencia en auto de 
catorce del siguiente Agosto no haber lugar á admitir dicho 
recurso por no tener la resolución recurrida el carácter de defi- 
nitiva en ninguno de los conceptos que para los efectos de la 
casación expresan los artículos mil seiscientos ochenta y siete 
y mil seiscientos ochenta y ocho de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, y entregada á dicho interesado certificación de este pro- 
veído á los efectos del recurso en queja, manifestó aquel su 
propósito de interponerlo y se notificó oportunamente á la otra 
parte interesada; 

Resultando; que personado en efecto ante este Supremo 
Tribunal Evaristo Montalvo y Rodríguez mediante represen- 
tación conferida á Juan Mayorga, por A y como Administra- 
dor de la mencionada sociedad civil Montalvo y Hermanos, é 
interpuesto formalmente recurso de queja contra el auto de la 
Audiencia denegatorio del de casación, se ha sustanciado aquel 
recurso por los trámites legales; 

Considerando: que el recurso de casación se da en los ca- 
sos establecidos por la Ley de Enjuiciamiento Civil, contra las 
sentencias definitivas pronunciadas por las Audiencias y con- 
tra las que tengan el concepto de definitivas, según los artículos 
mil seiscientos ochenta y siete y mil seiscientos ochenta y ocho 
de la expresada Ley; 

Considerando: que no es definitiva ni de tal tiene el con- 
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cepto, la resolución dictada en expediente de jurisdicción yo- 
luntaria, por la cual se declara contencioso el expediente, se 
mantiene la situación que al tiempo de ser incoado tenían los 
interesados y lo que fué objeto del mismo, y se dispone acomo- 
dar el procedimiento á los trámites establecidos para el juicio 
que correspondiere, puesto que, lejos de terminar el juicio 6 
hacer imposible su continuación lo abre á sustanciación nueva 
y precisa; 

Se declara sin lugar el recurso de queja interpuesto por 
Juan Mayorga en representación de Evaristo Montalvo y Ro- 
dríguez por sí y como Administrador de la Sociedad civil Mon- 
talvo y Hermanos de Cienfuegos, contra el auto dictado por la 
Audiencia de Matanzas en catorce de Agosto último que dene- 
gó la admisión del recurso de casación por quebrantamiento de 
forma é infracción de Ley, se condena al recurrente al pago de 
las costas y comuniqúese a la Audiencia de Matanzas para lo 
que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen lo 
certifico. — Rafael Cruz Pérez.. — José M. García Montes. — Bu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — ^An- 
te mí, P. D. Armando Riva. 



Domingo Marcelo y compartes contra Manuel Latasa. 

Auto de 19 de Septiembre de 1899. 

Recurso de capación por infracción de Ley interpuesto por Se- 
rafín Cepero y León, Josefa Pérez González y compartes, 
contra el auto dictado por la Audiencia de Matanzas en 22 
de Agosto de 1899. 

OPOSICIÓN A UN ENTERO Y POSESIÓN DE TERRENO. 

No dándoM él recurso de casación en los asuntos que des- 
pués de terminados pueda promoverse otro Juicio sobre el 
mismo objeto» no es posible admitirlo contra un auto resolu- 
torio de otro auto en un recurso de reposición contra la reso- 
lución que acuerda no haber lugar & declarar contencioso un 
expediente de entero ya terminado. 

Resultando: que Manuel Latasa y Goicochea, después de 
terminados los demolitorios del realengo San Bartolomé, pro- 
movió en el Juzgado de Primera Instancia de Santa Clara las 
correspondientes diligencias en que pidió y obtuvo que se le 
formase un cuaderno de entero, dictándose en diez y nueve de Di- 
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ciembre del año mil ochocientos noventa y cuatro la resolución 
en que se tuvo por hecho dicho entero á favor del promoven- 
te Latasa y se mandó dar la posesión, lo que se efectuó en te- 
rrenos de San Diego del Valle, notificándose á los individuos 
que allí se encontraban, y que en seis de Marzo del año mil 
ochocientos noventa y cinco Domingo Marcelo y compartes pi- 
dieron que se tuviera por mostrada su contradicción á la soli- 
citud voluntaria de entero de terrenos á Manuel Latasa y se 
declarase contencioso el expediente á tenor del artículo mil 
ochocientos diez y seis de la Ley de Enjuiciamiento Civil; re- 
cayendo á dicha petición el auto de seis de Abril del citado ano 
por el que se acordó no declarar contencioso el expediente ni 
dejar sin efecto el entero concedido á Latasa, y establecido por 
Domingo Marcelo y compartes recurso de reposición contra di- 
cho auto se resolvió por el de veinte y uno de Mayo siguiente, 
que no habia lugar á la reposición solicitada é interpuesto re- 
curso de apelación contra este auto y su concordante para ante 
la Audiencia de Matanzas se sustanció por todos sus trámites 
en dicho Tribunal, el cual por auto de tres de Febrero del co- 
rriente año acordó no haber lugar á hacer declaratoria alguna 
sobre la naturaleza contenciosa ó voluntaria del expediente ñi 
á dejar sin efecto el entero ni posesión dada á Manuel Ijatasa 
con reserva á los apelantes del derecho de que estuvieron asis- 
tidos para hacer uso de él en la vía y forma correspondientes; 

Resultando: que Wenceslao Morejón en nombre de Sera- 
fín y Cepero León y compartes en las diligencias de entero 
referidas interpuso contra el auto de tres de Febrero último 
recurso de casación por infracción de ley y de doctrina legal y 
que declarado por la Audiencia de Matanzas en auto de veinte 
y dos de Agosto próximo pasado no haber lugar á admitir di- 
cho recurso por no tener la resolución recurrida el carácter de 
definitiva; y entregada á dicho Morejón certificación de este 
proveído á los efectos del recurso de queja manifestó aquel su 
propósito de interponerse y se notificó oportunamente á la otra 
parte; 

Resultando: que personado ante este Supremo Tribunal 
Juan Mayorga representante de Josefa Pérez y González y de 
Lino, Carmen, Guillermo, José Domingo, Lorenzo Ángel, Vi- 
cente, Ramón, Cipriano Andrés y Jacinto Marcelo y Pérez é 
interpuesto en forma recurso de queja contra el auto de la Au- 
diencia de Matanzas denegatorio del de casación, se ha sustan- 
ciado aquel recurso por los trámites legales; 

Considerando: que el recurso de casación solo se da en los 
casos fijados en la Ley de Enjuiciamiento Civil contra las sen- 
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tencias definitivas dictadas por las Audiencias y contra las que 
tengan ese concepto conforme á los artículos mil seiscientos 
ochenta y siete y mil seiscientos ochenta y ocho de la Ley 
citada ; 

Considerando: que el auto objeto del recurso de casación 
no se halla comprendido en uno ni otro caso, por cuanto que 
reserva, a las partes su derecho para que lo ejerciten en la vía 
y forma correspondientes; 

Considera7ido: que el auto dictado el día tres de Febrero 
último por la Audiencia de Matanzas es resolutorio de otro 
auto dictado por el Juzgadp de Primera Instancia de Santa 
Clara en un recurso de reposición contra la resolución que 
acordó no haber lugar á declarar contencioso el expediente ya 
temiinado.de entero, ni á dejar sin efecto el concedido á Ma- 
nuel Latasa; 

Considerando: que con arreglo al número tercero del ar- 
tículo mil seiscientos noventa y dos no se dará el recurso de 
casación en los asuntos que después de terminados pueda pro- 
moverse otro juicio sobre el mismo objeto; 

Se declarck sin lugar el recurso de queja interpuesto por 
Juan Mayorga en representación de Josefa Pérez González y 
de Lino, Carmen, Guillermo, José Domingo, Lorenzo Ángel, Vi- 
cente, Ramón, Cipriano, Andrés y Jacinto Marcelo y Pérez 
contra el auto dictado por la Audiencia de Matanzas en veinte 
y dos de Agosto último que denegó la admisión del recurso de 
casación por infracción de ley y de doctrina legal; se condena 
á los recurrentes al pago de las costas y comuniqúese á la Au- 
diencia de Matanzas para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, lo 
cerifico. — ^Pedro González Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José 
M^ García Montes. — Eudaldo Tamayo.. — Octavio Giberga. — 
Ante mí, P. D. Armando Riva. 



Jerónimo Blanco contra Andrés Ángulo. 

Auto.de 21 de Septiembre de 1899. 

Recurso de queja interpuesto por Jerónimo Blanco contra el 
auto de la Audiencia de Matanzas, dictado el 20 de Julio 
de 1899. 

RECUSACIÓN DE JUEZ. 

No procede el recurso de casación contra la resolación 
que declara desierta la apelación interpuesta en un incidente 
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de recusación, por ser la declaratoria de deserción de nna h^ 
lación, en realidad, un incidente de los autos, y no dándose 
recurso de casación contra la decisión final del incidente de 
recusación, no es posible admitir que proceda contra |a decla- 
ratoria de deserción, porque lo accesorio nunca es de mejor 
condición que lo principaL 

Resultando: que en el incidente de recusación del Juez de 
Primera Instancia del Distrito del Mercado de la ciudad de 
Matanzas D. José Cabarrocas Migenes, promovido á consecuen- 
cia del juicio declarativo de mayor cuantía seguido por Geró- 
nimo Blanco contra Andrés Ángulo, interpuso el referido Blan- 
co, por medio del procurador Federico Vinageras, recurso de 
casación por infracción de ley contra el auto de siete de Julio 
de este año, que declaró desierta la apelación establecida por el 
repetido Gerónimo Blanco y que en auto del día veinte y cua- 
tro del mismo mes y año la Audiencia de Matanzas denegó 
aquel recurso, fundada en que no procedía contra decisiones 
dictadas en incidentes que, como el de recusación, no ponen 
término al pleito haciendo imposible su continuación; 

Resultando: que mandada expedir la copia certiñcada de 
lugares de autos prescrita en el artículo catorce de la Orden 
número noventa y dos sobre casación y entregada al Procura- 
dor Vinageras como representante de Gterónimo Blanco, ha- 
biendo éste designado, como litigante en concepto de pobre, al 
abogado José Ignacio Colón para que lo representara ante este 
Tribunal, estableció dicho Letrado, dentro del término legal co- 
rrespondiente recurso de queja fundado en que el auto que 
confirmó la declaratoria de deserción tiene el carácter de áéñ- 
nitivo, porque pone término al incidente de recusación y hace 
imposible continuarlo, citando como infringidos los artículos 
ochocientos treinta y nueve y cuatrocientos tres de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil; 

Resultando: que previa la sustanciación correspondiente se 
designó el día veinte del corriente mes para la vista pública 
de este asunto y fué celebrada con asistencia del abogado y re- 
presentante del recurrente; 

Considerando: que la Audieíicia de Matanzas ha proveído 
con arreglo á derecho al declarar en el auto de veinte y cuatro 
de Julio de este ano que no procede el recurso de casación con- 
tra la resolución que declara desierta la apelación interpuesta 
en un incidente de recusación, puesto que aquel recurso, en los 
incidentes, sólo se da contra las decisiones que ponen término al 
juicio principal haciendo imposible la continuación del mismo, 
y es evidente que la pronunciada por la Audiencia de Matan- 
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288 lejos de poner término al juicio declarativo de mayor cuan- 
tía establecido por Oerónimo Blanco contra Andrés An^lo, 
mis hiep. allana y facilita su continuación; 

C&nsiderando : que la declaratoria de deserción de una 
apelación es en realidad un incidente de los autos donde se dic- 
ta, y no dándose, como no se da, el recurso de casación contra 
la decisión final del incidente de recusación, no es posible ad- 
mitir que proceda contra la declaratoria de deserción, porque 
lo accesorio nunca es de mejor condición que lo principal; 

Se declara sin lugar el recurso de queja interpuesto por el 
Ldo. José Ignacio GolÓn á nombre de Oerónimo Blanco contra 
el auto de veinte de Julio último dictado por la Audiencia de 
Matanzas, con las costas á cargo del recurrente; y comuniqúese 
esta decisión á la Audiencia de Matanzas para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, ante 
mí, lo certifico. — Pedro González Llórente. — Rafael Cruz Pé- 
rez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel O. 
Betancourt. — Octavio Giberga. — ^Ante mí, P. D., Armando 
Riva. 



Jerónimo Blanco contra Andrés Ángulo. 

Auto de 22 de Septiembre de 1899. 

Recurso de queja interpuesto por Jerónimo Blanco contra el 
auto de la Audiencia de Matanzas, dictado el 24 de Julio 
de 1899. 

RECUSACIÓN DE JUEZ. 

Ko procede el xecazBO de casación contra la xoflolncióii 
que declara desierta la i^elaclón interpuesta en mi incidente 
da recnsación, por ser la declaratoria de deserción de un» 
apelación, en realidad, mi incidente de los antos; y no dán- 
dose recurso de casación contra la decisión final del incidente 
de recusación, no es posible admitir que proceda contra la de> 
daratoria de deserción porque lo accesorio nnnca es de mejor 
condición que lo prlncipaL 

Resultando: qne en el incidente de recusación del Juez de 
Primera Instancia del Distrito de Palacio de la ciudad de Ma- 
tanzas, D. Cecilio de Vera y Qómez, promovido á consecuencia 
del juicio declarativo de mayor cuantía seguido por (Jerónimo 
Blanco contra Andrés Ángulo, interpuso el referido Blanco 
por medio del Procurador Federico Vinageras, recurso de ca- 
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sacien por infracción de ley contra el auto de siete de Julio de 
este año, que declaró desierta la apelación establecida por el 
repetido Gerónimo Blanco, y que en auto del día veinte y cua- 
tro del mismo mes y año la Audiencia de Matanxas den^ó 
aquel recurso, fundada en que no procedía contara decisioneB 
datadas en incidentes que, como el de recusaeite, no ponen 
término al pleito haciendo imposible su continuación; 

Resultando: que mandada expedir la copia certificada de 
lugares de autos prescrita en el artículo catorce de la Orden 
número noventa y dos sobre casación y entregada al Procura- 
dor Yinageras como representante de Gerónimo Blanco, habien* 
do este designado, como litigante en concepto de pobre, al abo- 
gado José Ignacio Colón para que lo representara ante este 
Tribunal, estableció dicho Letrado, dentro del término legal 
correspondiente recurso de queja fundado en que el auto que 
confirmó la declaratoria de deserción tiene el carácter de defi- 
nitivo, porque pone término al incidente de recusación y hace 
imx>osible continuarlo, citando como infringidos los artículos 
ochocientos treinta y nueve y cuatrocientos tres de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil; 

Resultando: que previa la sustanciación correspondiente 
designó el día veinte del corriente mes para la vista pública de 
este asunto y fué celebrada con asistencia del Abogado y re- 
presentante del recurrente; 

Considerando: que la Audiencia de Matanzas ha proveído 
con arreglo á derecho al declarar en el auto de veinte y cuatro 
de Julio de este año que no procede el recurso de casación con- 
tra la resolución que declara desierta la apelación interpuesta 
en un incidente de recusación, puesto que aquel recurso, en los 
incidentes, sólo se da contra las decisiones que ponen término 
al juicio principal haciendo imposible la continuación del mis- 
mo, y es evidente que la pronunciada por la Audiencia de Ma- 
tanzas, lejos de poner término al juicio declarativo de mayor 
cuantía establecido por Gerónimo Blanco contra Andrés Ángu- 
lo, más bien allana y facilita su continuación; 

Considerando: que la declaratoria de deserción de una ape- 
lación es en realidad un incidente de los autos donde se dicta 
y no dándose como se da, el recurso de casación, no es posible 
admitir que procede contra la declaratoria de deserción, por- 
que lo accesorio nunca es de mejor condición que lo principal; 

Se deciíAra sin llugar el recurso de queja interpuesto por 
el Ldo. José Ignacio Colón á nombre de Gerónimo Blanco, con- 
tra el auto de veinte y cuatro de Julio último dictado por la 
Audiencia de Matanzas, con las costas á cargo del recurrente; 
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y comuniqúese esta decisión á la Audiencia de Matanzas para 
lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, ante 
mí, lo certifico. — Pedro González Llórente. — Rafael Cruz ÍPérez. 
— José M; García Montes. — Eudaldo Tamayo. — Ángel C. Be- 
tancourt. — Octavio Giberga. — Ante mí, P. D., Armando Riva. 



María de la Concepción de la Cantera solicitando autori- 
zación Y habilitación para vender en pacto determina- 
dos capitales de censos. 

Auto de 3 de Octubre de 1899. 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por la Sra María de 
la Concepción de la Cantera contra la sentencia dictada por 
la Audiencia de la Habana en 25 de Octubre de 1898. 

AÜTOBIZAOION Y HABILITAOION PARA VENTA 
DE BIENES. 

No correspondiendo resolver en los recursos de casación 
por infracción de ley, más asnntos que los que propone y fun- 
damenta el recurrente, no se cumple lo preceptuado en el nú- 
mero 8.0 del artículo 6.o de la Orden 92 sobre casación civil, 
de citar en el escrito de interposición del recurso el precepto 
que lo autoriza, al indicar en su totalidad los artículos de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil desde el 1687 al 1695 compren- 
sivos de materias distintas, por ser esencial la cita, no solo 
de la causa ó concepto, sino del articulo y número en que es- 
tá comprendida dicha causa ó concepto, por cuanto así se 
determina y precisa la cuestión supuesta. 

Resultando: que la Sala de lo Civil de la Audiencia de la 
Habana, en los autos promovidos en el Juzgado del Cerro por 
Doña María de la Concepción de la Cantera en solicitud de au- 
torización y habilitación para vender en pacto determinados 
capitales de censo, dictó sentencia en veinte y cinco de Octu- 
bre de mil ochocientos noventa y ocho, revocando el auto dic- 
tado por el Juez de Primera Instancia del Distrito de Guada- 
lupe en cuatro de Febrero de mil ochocientos noventa y siete, 
y dejando sin efecto la autorización y habilitación concedida á 
dicha señora por el mencionado Juez; 

Resultando: que cumplido lo preceptuado por el artículo 
ciento ocho de la Orden número noventa y dos que regula los 
recursos de casación, el Procurador Sterling y Varona, á nom- 
bre de Doña María de la Concepción de la Cantera presentó 
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escrito ante la sobredicha Sala, manifestando su intención de 
interponer recurso de casación por infracción de ley, y desde 
luego lo interponía contra la sentencia mencionada, y pedía ae 
le admitiese dicho recurso y en su consecuencia se mandase 
emplazar á las partes para su comparecencia ante el Supremo; 

Resultando: que la antedicha Sala por auto de veinte y 
nueve de Julio próximo pasado, considerando que el recurso se 
ajustaba á lo preceptuado en el artículo quinto de la vigente 
Ley de casación, lo admitió, mandando emplazar á las partes 
para su comparecencia ante el Supremo; 

Resultando: que personados en tiempo y forma el recu- 
rrente y el recurrido, el Ministerio fiscal presentó escrito du- 
rante el término de instrucción impugnando la admisión del re- 
curso, por no haberse cumplido por el recurrente, en su escri- 
to de interposición, el precepto tercero del artículo quinto de 
la Orden de casación, ni la tercera de las circunstancias que, 
para que fuese admitido, establece el artículo séptimo de la 
misma Orden, y pedía al Tribunal se sirviese sustanciar y re- 
solver esta cuestión previa y declarar en su día mal adniitido 
por la Sala de lo Civil de la Audiencia de la Habana el men- 
cionado recurso de casación por infracción de ley, interpuesto 
por la Sra. de la Cantera; 

Resultando: que, cumplida la tramitación del caso, se se* 
ñaló el día veinte y nueve del mes próximo pasado Septiembre 
para la vista, la cual se celebró, informando en primer término 
el Fiscal y después el Letrado director de la recurrente Sra. de 
la Cantera; 

Considerando: que la vigente Orden de casación número 
noventa y dos previene de un modo categórico en su artículo 
quinto que en el escrito por el cual se interponga el recurso se 
expresará, entre otros particulares, el precepto legal que auto- 
rice dicho recurso, lo cual excluye toda generalidad é indeter- 
minación en la cita que se haga; 

Considerando: que la misma Orden de casación estatuye 
en su artículo séptimo que el Tribunal sentenciador, ante el 
cual se hubiere presentado el escrito interponiendo el recurso, 
examinará, entre otros particulares, si dicho recurso se funda 
en algunos de los casos taxativamente señalados por los artícu- 
los mil seiscientos noventa y mil seiscientos noventa y uno de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, comprensivos de las diversas 
causas en que hay lugar á los recursos de casación por infrac- 
ción de ley y por quebrantamiento de forma; 

Considerando: que en el recurso de casación por infrac- 
ción de ley no cabe resolver más asuntos que los que propone 
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7 fundamenta el recurrente, naciendo de aquí el precepto ca- 
tegórico del número tercero del articulo quinto de la Orden 
número noventa y dos de casación civil de citar en el escrito 
de interposición del recurso el precepto que lo autorice; y no 
haciendo el artículo primero de la mencionada Orden de casa- 
ción más que declarar vigentes los artículos de la Ley de En- 
juiciamiento Civil desde el mil seiscientos ochenta y siete al 
mil seiscientos noventa y cinco, comprensivos en materias dis- 
tintas, claro es que al citársele en su totalidad no se cumple en 
modo alguno con lo preceptuado de manera concreta en el nú- 
mero tercero del ya repetido artículo quinto; 

Considerando: que tratándose de infracción de ley en sen- 
tencia definitiva, cada uno de los números del artículo mil seis- 
cientos noventa de la Ley de Enjuiciamiento Civil comprende 
problemas jurídicos distintos, lo cual hace esencial la cita, no 
sólo de la causa ó concepto, sino del artículo y número en que 
esté comprendida dicha causa ó concepto, por cuanto así se de- 
termina y precisa la cuestión propuesta; 

Sb declara mal admitido el recurso de casación por in- 
fracción de ley interpuesto por el Procurador Sterling Varona, 
á nombre de la Sra. de la Cantera, sin especial condenación de 
costas; y comuniqúese esta resolución á la Audiencia de la Ha- 
bana para lo que corresponda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, lo 
certifico. — ^Pedro González Llórente. — ^Bafael Cruz Pérez.— Jo- 
sé M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betan- 
court. — Octavio Giberga. — El Secretario P. D., Armando Riva. 



Pedro, Ignacio é Isabel Valdés y Montiel contra Isabel Men- 

blOLA, VIUDA de UrBIZU, Y JUAN-F. SaAVEDRA. 

Sentencia núm. 1 (6 de Octubre de 1899. 

Recurso de casación por infracción de Ley interpuesto por Pe- 
dro, Ignacio é Isabel Valdés y Montiel, contra la sentencia 
dictada por la Audiencia de la Habana en 1.^ de Febrero 
de 1898, 

JUICIO DE KAYOB CUANTÍA SOBRE REIVINDICACIÓN 
DE TERRENOS. 

Ouaado 86 di á cierto docnmento interpretación distinta 
á la que le ha dado el Tribunal Sentenciador y se supone qne 
por este no se ha tenido en cuenta el contenido de algún 
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Otro, ciumdó es asi qp» se ha apreciado en conjunto con la ^ 
demás prueba propuesta, no pneden servir de fnndamerito * 
esos hechos para alegar infracción de Ley. 

En la ciudad de la Habana, á seis de Octubre de mil ocho- 
cientos noventa y nueve, en el recurso de casación por infrac- 
ción de Ley, pendiente ante este Supremo Tribunal, interpues; 
to por el Procurador Ambrosio L. Pereira, á nombre de Pedro, 
Ignacio é Isabel Valdés y Montiel, ocupada esta última en las 
faenas domésticas, empleados los dos primeros y vecinos todos 
de esta Capital, en el juicio declarativo de mayor cuantía so- 
bre reivindicación de terrenos, promovido por el Procurador 
Miguel Ángel Matamoros en representación de aquellos en el 
Juzgado de primera instancia del distrito de Guadalupe contra 
Isabel Mendiola viuda de Urbizu y Juan F. Saavedra ambos 
propietarios y vecinos de esta Capital, y continuado en apela- 
ción ante la Sala de lo Civil de la Audiencia de esta ciudad ; 

Resultando: que en la sentencia dictada el primero de Fe- 
brero de mil ochocientos noventa y ocho por la Sala de lo Civil 
esta aceptó todos los Besultandos contenidos en la sentencia 
dictada por el Juez de Primera Instancia del Distrito de Gua- 
dalupe, entre los cuales se hallan los siguientes: 

Tercero Resultando: que el Procurador Miguel A. Mata- 
moros, fundó su demanda en los siguientes hechos: 

Primero: que en el año de mil ochocientos ochenta y dos 
y después de una posesión de más de treinta años que tenía Ga- 
briel Valdés Hernández, sobre la casa número ciento veinte 
y ocho de la calle de la Lealtad en esta ciudad, fué demanda- 
do en juicio de desahucio por Francisco Díaz de Villegas ; 

Segundo: que tramitado dicho juicio de desahucio fué de- 
clarado sin lugar por el Juzgado Municipal de Guadalupe sien- 
do declarada también la apelación interpuesta por Díaz Ville- 
gas sin lugar, y confirmada por tanto la sentencia del inferior 
que absolvió al Sr. Valdés Hernández, según lo comprueba el 
propio documento; 

Tercero: que á consecuencia de haber sido perturbado di- 
cho Valdés Hernández por el expresado Díaz de Villegas, en 
la quieta y pacífica posesión que venía disfrutando en dicha 
casa, promovió interdicto de retener la posesión, en el juzgado 
de primera instancia de Guadalupe, en veinte de Junio de mil 
ochocientos ochenta y dos; 

Cuarto: que sustanciado dicho interdicto se dictó senten- 
cia en veinte y ocho de Junio de mil ochocientos ochenta y dos, 
declarándose haber lugar á él y mandando amparar á Gabriel 
Valdés Hernández en la posesión de la expresada casa número 
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^ciento veiate y ocho de la calle de Lealtad, donde existía en 
dicha fecha el antiguo teatro asiático; 

Quinto: que habiéndose, apelado dicha sentencia por la re- 
presentación de Francisco Díaz de Villegas fué revocada la 
sentencia por la Audiencia en veinte y cinco de Noviembre de 
,mil ochocientos noventa y dos reservándose al Sr. Valdés Her- 
nández sus derechos para la demanda de propiedad; 

Sexto: que el Sr. Valdés Hernández como dueño legal ce- 
lebraba contratos de arrendamientos sobre dicha casa, como lo 
acredita con el extendido á favor del asiático Basilio R. Asicó 
en doce de Febrero de mil ochocientos setenta y seis; 

Séptimo: que en diez de Julio de mil ochocientos ochenta 
y dos quedó archivado en el Registro de la Propiedad de esta 
ciudad el expediente posesorio promovido por Valdés Hernán- 
dez en el juzgado de primera instancia de Guadalupe, ante Ar- 
turo Galletti, según el asiento fojas sesenta y siete vuelto del 
. tomo sesenta y cinco ; 

Octavo: que Francisco Díaz de Villegas por virtud de un 

, título que dijo ser, de dominio de dicha casa, y sin justificar la 

identidad del inmueble inscribió á su nombre en el Registro de 

la Propiedad, la casa número ciento veinte y ocho de Lealtad, 

.expresando se llamaba antiguamente de San Andrés; 

Noveno: que la calle de la Lealtad en esta ciudad, nunca 
se denominó de **San Andrés"; 

Décimo: que habiéndose hecho la inscripción de dicha ca- 
sa solamente por copia de escritura exhibida en el Registro, sin 
acreditar la identidad de dicha casa, se ejecutó por el Sr. Díaz 
de Villegas un despojo en contra del padre de sus poderdan- 
tes, en la quieta y pacífica posesión que disfrutaba á título de 
dueño ; 

Undécimo: que Gabriel Valdés Hernández, venía abonan- 
do las contribuciones al Estado y al Municipio correspondiente 
á dicha casa á título de dueño como lo comprueban los recibos 
acompañados ; 

Duodécimo: que con los documentos señalados por los nú- 
meros seis, siete y ocho, acredita el carácter de dueño que la 
Dirección General de Hacienda, reconocía al Sr. Valdés Her- 
nández así como dicho señor declaró dicha casa como suya; 

Decimotercero: que dicha casa fué enajenada y dividida 
en cuatro, que forman hoy los números ciento veinte y ocho, 
ciento veinte y ocho A, ciento veinte y ocho B y ciento veinte 
y ocho C; 

Decimocuarto: que Juan Fernández Saavedra es el actual 
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dueño de las casas Lealtad ciento veinte y ocho, y ciento vein- 
te y ocho C; 

Decimoquinto: que Isabel Hendióla, viuda de Urbim es 
el actual dueño de las casas Lealtad ciento veinte y ocho A y 
ciento veinte y ocho B; 

Decimosexto: que a consecuencia del fallecimiento de Ga- 
briel Valdés Hernández, fueron declarados herederos de sos 
derechos y acciones sus legítimos hijos mis poderdantes según 
justificaré con la oportuna certificación en el término de 
prueba ; 

Por su derecho alegó: 

Primero: que la posesión de los bienes puede tenerse en 
el concepto de dueño, Ley tercera, título treinta, partida ter- 
cera, en relación con el artículo cuatrocientos treinta y dos del 
Código Civil; 

Segundo: Que la buena fe en un poseedor se presume 
siempre y con más motivo si posee á título de dueño; 

Tercero: Que la posesión adquirida y disfrutada á título 
de dueño, sirve de título para aquirir el dominio, Ley doce, 
título XXIII, partida tercera; 

Cuarto: por la prescripción se adquiere el dominio. Ley 
primera, título XXIX, partida tercera; 

Quinto: Los herederos suceden al difunto en todos sus de- 
rechos y obligaciones; 

Sexto: Nadie puede ser privado de la posesión sin haber 
sido oído y vencido en juicio. Ley segunda, título XXXIV, li- 
bro undécimo de la Novísima Recopilación y sentencias del Tri- 
bunal Supremo de cinco de Octubre de mil ochocientos sesenta 
y tres; y veinte y cuatro de Febrero de mil ochocientos sesenta 
y cinco; 

Séptimo: Que la naturaleza de los interdictos posesorios 
concede siempre al litigante el derecho de reclamar la propie- 
dad en el juicio correspondiente; 

Octavo: La inscripción de un título en el Registro de la 
Propiedad, sin acreditarse con los correspondientes documentos 
ó asientos de los libros antiguos, la identidad de la finca es nula 
y por tanto no puede perjudicar los legítimos derechos de un 
poseedor que paga las contribuciones á título de dueño; 

Y ejecutando la correspondiente acción de propiedad so- 
bre el terreno en el que se encuentran edificadas las casas Leal- 
tad ciento veinte y ocho, ciento veinte y ocho A, ciento veinte 
y ocho B y ciento veinte y ocho C, concluyó suplicando se le 
tuviere por interpuesta la presente demanda en juicio de ma- 
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yor cuantía contra Juan F. Saavedra é Isabel Mendiola viuda 
de Urbizu, admitirla desde luego é los efectos de la súplica 
contenida en el segundo otrosí de este propio escrito y suspen- 
der luego su curso hasta la resolución de la demanda previa 
de pobreza que se está sustanciando ya; y en su oportunidad 
emplazar á los demandados para que dentro del término legal 
comparezcan en los autos personándose en forma, y hecho, se 
les ordene la contesten dentro de veinte días, y en definitiva 
dictar sentencia declarando nulos los títulos de dominio que 
ostentan, conden&adolos á que devuelvan el terreno sobre el 
que se encuentran edificadas las casas Lealtad ciento veinte y 
ocho, ciento veinte y ocho A, ciento veinte y ocho B, y ciento 
veinte y ocho C y á las costas que se causen; 

Por el primer otrosí acompañó copia simple de los docu- 
mentos imo, dos y tres, á reserva de traer á los autos copias 
fehacientes, en atención á que teniendo promovida pobreza no 
le ha sido posible á sus poderdantes obtener copia fehaciente; 

Por el segundo otrosí solicitó, de acuerdo con el precepto 
del artículo veinte y dos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y 
dentro del derecho que le otorga el artículo cuarenta y dos in- 
ciso primero de la vigente Ley Hipotecaria, la anotación de la 
demanda en el Registro de la Propiedad acordándose en su 
consecuencia se libren los mandamientos, duplicados, oportunos ; 

Octavo Resultando'. Que el Procurador José de Zayas por 
su escrito de diez y siete de Abril último fojas ciento ochenta 
y una, presentó dentro del término y en forma su contestación, 
á la demanda, la que fundó en los siguientes hechos: 

Pñmeroi Que por escritura otorgada el día veinte y uno 
de Noviembre de mil ochocientos seis ante el Escribano Juan 
de Dios Ayala, que se anotó al folio trescientos cinco del libro 
treinta y cuatro de hipotecas de esta Ciudad, le vendió Doña 
María de la Soledad Quijano á D. Agustín de Santa Cruz una 
casa en la calle de San Andrés hoy de la Lealtad que lindaba 
por un costado con Andrea Brito y José Núñez y por el otro 
con Juan Martínez, reconociendo cuatrocientos pesos á favor 
de los herederos de Pedro Rodríguez y Robado, como se ve de 
la mencionada escritura que marcada con el número uno y por 
carecer de otra fehaciente, acompaña en copia simple, de acuer- 
do con el artículo quinientos cuatro de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil; 

Segundo: que al practicarse la división de los bienes deja- 
dos por Agustín de Santa Cruz á su esposa Antonia María 
Guerrero entre sus hijas María Josefa y Dolores Santa Cruz, 
por escritura fecha cinco de Mayo de mil ochocientos cincuenta 
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y nueve ante el Escribano 4e Gienfuegos Bamón Hernández 
de Medina se adjudicó María Josefa la casa de la calle de la 
Lealtad número ciento treinta y cuatro que perteneció á su 
padre Agustín de Santa Cruz y que es la misma señalada hoy 
con el número ciento veinte y ocho como lo acredita la nota 
de inscripción al pie de la mencionada escritura que. presentó 
con el número dos; 

Tercero: que ocurrido el fallecimiento de María Josefa 
Santa Cruz de Villegas, se adjudicó su hijo Leopoldo Díaz de 
Villegas una casa en la calle de la Lealtad, cerca de la Calzada 
de la Reina habiéndose protocolizado esa divisoria el día diez 
de Enero de mil ochocientos ochenta y uno, ante el Notario de 
Cienfuegos José J. Verdaguer, quien expidió con vista de la 
misma testimonio por exhibición de la hijuela de Leopoldo, que 
acompaña con el número tres ; 

Cuarto \ Que por escritura de cinco de Mayo de mil ocho- 
cientos ochenta y uno, ante el propio Notario Verdaguer que 
acompaña con el número cuatro, le vendió Leopoldo Díaz de 
Villegas á su hermano Francisco, la casa número ciento veíate 
y ocho moderno de la calle de la Lealtad entre la de Salud y 
Reina, en la cual se hallaba establecido un teatro chino, fabri- 
cado de madera; 

Quinto i La casa número ciento veinte y ocho de la calle 
de la Lealtad, antes de San Andrés, reconocía en quince de Di- 
ciembre de mil ochocientos ochenta y uno, como lo jostifiea la 
certificación del Registro, que con el número cinco es adjunta, 
trescientos veinte pesos á favor de los herederos de Pedro Ro- 
dríguez Robado, es decir, el mismo gravamen á que se refiere 
la escritura del primero de los hechos, con diferencia de unos 
pocos pesos; 

Sexto: Que en Mayo de mil ochocientos sesenta y ocho pa- 
garon los herederos de Agustín de Santa Cruz, quinientos un 
escudos cuarenta milésimas por la cloaca de la caUe de la Leal- 
tad número ciento veinte y ocho, abonando ellos también el im- 
puesto urbano de ese año; en mil ochocientos setenta y seis no 
se presentó relación jurada por el propietario de la ca3a sino 
que la comisión de empadronamiento la anotó á nombre de Ga- 
briel Hernández; pero en el padrón que se formó en mil ocho- 
cientos ochenta y dos, aunque se presentaron dos relaciones ju- 
radas, una por el mencionado Hernández y otra á nombre de 
Francisco Díaz de Villegas figurando como inquilino Hernán- 
dez, la contaduría exigió los títulos de dominio y no los pre- 
sentó sino el apoderado de Díaz de Villegas á cuyo favor se 
inscribió en el padrón, según todo lo acredita el certificado ex- 
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pedido por la Secretaría del ÁTuntamieiito, que acompaña con 
el número sek y el ejemplar de la relación devacdto á Días de 
Villegas que lleva el número séptimo; 

Séptimo: Que en diez de Julio de mil ochocientos ochenta 
y tres, ante el Notario José Miguel Ñuño, cuya escritura pre- 
senta con el número ocho, le vendió Francisco Díaz de Ville- 
gas á los Sres. Isabel Mendiola viuda de Urbizu y Juan F. 
Saavedra la casa Lealtad ciento veinte y ocho, entre las de Sa« 
lud y Beina, que tenía inscrita á su nombre en el Begistro de 
la Propiedad, sin más gravamen que el de trescientos veinte 
pesos á favor de Pedro Bodriguez Robado; 

Octavo: Que esa casa Lealtad ciento veíate y ocho la de* 
rribaron sus poderdantes y en su terreno fabricaron las cuatro 
casas número ci^ito veinte y ocho y ciento veinte y ocho A, B 
y G, que dividieron entre sí por escritura de ocho de Abril de 
mil ochocientos ochenta y cuatro ante Ñuño, la cual es adjunta 
eon el número nueve, adjudicándose la Mendiola los números 
ciento veinte y ocho A y ciento veinte y ocho B, y el Saavedra 
los números ciento veinte y ocho y ciento veinte y ocho C, de- 
jaron proindiviso un pedazo de terreno de noventa y dos me- 
tros, siete decímetros planos; 

Noveno: Que desde Julio de mil ochocientos ochenta y tres 
en que adquirieron sus poderdantes con justo titulo y buena 
fe la casa Lealtad ciento veinte y ocho de quien la tenía inscri- 
ta á su nombre en el Begistro de la Propiedad han estado en 
quieta y pacifica posesión de la misma hasta el año de mil ocho- 
cientos noventa y seis en que se inicia el presente juicio, es 
decir durante trece años; 

Décimo; Que las contribuciones de la casa vienen satisfa- 
ciéndose también hace diez años á nombre de sus actuales due- 
ños; en prueba de ello acompañó con el número diez un recibo 
eorreapondiente al primer trimestre de mil ochocientos ochen- 
ta y siete a mil ochocientos ochenta y ocho expedido á favor de 
D. Juan F. Saavedra; 

undécimo: D. Gabriel Valdés Hernández encargado y 
arrendatario que fué de la casa Lealtad número ciento veinte 
y ocho, inició en veinte de Junio de mil ochocientos ochenta y 
dos un interdicto de retener su posesión que falló en contra 
suya la Audiencia, con fecha veinte y cinco de Noviembre de 
aquel año, bajo el fundamento de ser necesario acreditar que 
el que establece un interdicto de retener se halla en posesión 
de la cosa objeto del mismo, lo cual no resultaba en ese caso, 
ya que por el contrario el demandado D. Francisco Díaz de Vi- 
llegas, justificó estar en posesión de la casa Lealtad número 
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ciento veinte y ocho que se le otorgó en diez y nueve de Marzo 
de mil ochocientos ochenta y dos, por el Escribano D. Francis- 
co de Castro á virtud de exhorto del señor Juez de primera 
instancia de Gienfuegos; 

Duodécimo: Que con anterioridad á mil ochocientos ochen- 
titrés pagó á su nombre D. Gabriel Valdés Hernández algunas 
contribuciones de la casa Lealtad ciento veinte y ocho y la de- 
claró como suya en la Hacienda, tramitando, además, un expedien- 
te posesorio que no se inscribió en el Registro de la Propiedad, 
donde sí se hallaba inscripto el dominio que tienen sus poder- 
dantes mediante trasmisiones legítimas de los anteriores dueños 
de la casa, cuya titulación conocida y por documentos públicos 
data de un siglo; 

Decimotercero: Que antes que obtuviese D. Francisco Día» 
de Villegas en mil ochocientos ochentidos la posesión judicial 
de la casa Lealtad número ciento veintiocho, estableció un jui- 
cio de desahucio contra D. Gabriel Valdés Hernández, que se 
falló en contra de Villegas porque no acreditó que fuese Val- 
dés Hernández arrendatario de la finca, si bien los documentos 
que acompañó justificaban el dominio de Villegas sobre la 
misma. 

Por su derecho alegó: 

Primero: Que la propiedad se adquiere mediante la tra- 
dición por consecuencia de ciertos contratos establecidos por la 
Ley, uno de los cuales y el más usual es la compra-venta en 
cuya virtud adquirieron sus representados la casa de la calle 
de la Lealtad número ciento veintiocho de quien era su legíti- 
mo dueño, habiendo mediado los requisitos esenciales del con- 
sentimiento, objeto, causa ó precio cierto en dinero y el otorga- 
miento de escritura pública por cuyo motivo no puede anular- 
se la adquisición, artículos seiscientos nueve, mil doscientos se- 
sentiuno y mil doscientos ochenta del Código Civil, de acuerdo 
con las leyes anteriores y los principios generales del derecho; 

Segundo: Los actos ó contratos que se ejecuten ú otorguen 
por persona que en el Registro aparezca con derecho para ello, 
no se invalidarán en cuanto á tercero una vez inscritos, aunque 
después se anule ó resuelva el derecho del otorgante, en virtud 
de título anterior no inscrito ó de causas que no resulten cla- 
ramente del mismo Registro, según lo declara el artículo trein- 
ta y cuatro de la Ley Hipotecaria y en tal concepto aunque 
fuera posible declarar ineficaz el título que ostenta D. Fran- 
cisco Díaz de Villegas, respecto á la casa Lealtad ciento veinte 
y ocho, como la tenía inscrita en el Registro de la Propiedad, 
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donde no resultaba causa alguna que invalidasen su dominio, 
no es posible anular el título de sus representados á la casa 
referida; 

Tercero: Que por la posesión de diez años entre presentes, 
con justo título y buena fe se adquiere el dominio de los bienes 
inmuebles de acuerdo con el artículo mil novecientos cincuenta 
y siete del Código Civil y Ley diez y ocho, título veinte y nue- 
ve de la Partida tercera, en cuyo concepto, mediando todas 
esas condiciones en la adquisición que hicieron sus representa- 
dos el año de mil ochocientos ochenta y tres á falta de otro tí- 
tulo habían adquirido ya por prescripción directa la casa Leal- 
tad ciento veinte y ocho, aunque no les aprovechase, que sí les 
aprovecha, la prescripción de cien años que existe á favor de 
sus causantes, en virtud de los títulos mencionados en los he- 
chos de este escrito y acompañados con el mismo; 

Cuarto : Que la posesión puede tenerse en concepto de due- 
ño ó en el de tenedor de la cosa para disfrutarla, perteneciendo 
el dominio á otra persona, y sólo la primera sirve de título pa- 
ra adquirir el dominio conforme a los artículos cuatrocientos 
treinta y uno y cuatrocientos cuarenta y siete del Código Ci- 
vil, siendo evidente, por esta razón, que D. Gabriel Valdés Her- 
nández no pudo adquirir derechos sobre la casa Lealtad núme- 
ro ciento veinte y ocho, que ocupaba como encargado é inquili- 
no ; pero no en el concepto de dueño, cuyo carácter nunca pudo 
atribuírsele porque abonase á su nombre algunos recibos de 
contribuciones, ni porque quisiera declarar como suya la ñnca 
en el Ayuntamiento ni porque estableciera un interdicto de re- 
tener que se falló en contra suya, ni porque ganara un desahu- 
cio bajo el fundamento de que no se acreditó que fuese arren- 
datario de la casa Lealtad ciento veinte y ocho,^aunque sí pro- 
bó el demandante Díaz de Villegas ser dueño de la misma, ni 
por último, porque tramitara un expediente posesorio que no 
logró inscribir en el Registro de la Propiedad, y 

Quinto: Que el que por acción ú omisión causa daño á otro 
interviniendo culpa ó negligencia, está obligado á reparar el 
daño causado, según declara el artículo mil novecientos dos del 
Código Civil, de acuerdo con el cual debe condenarse á los 
actores al pago de las costas de este juicio promovido sin razón y 
al de los daños y perjuicios que ocasione á mis poderdantes la 
anotación preventiva de la demanda en el Registro de la Propie- 
dad. Y concluyó suplicando que se le tuviera por contestada la 
demanda y en definitiva se declarara sin lugar, condenando á 
los demandantes al pago de las costas y al de los daños y per- 
juicios que origina la anotación preventiva de la misma; 
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Resultando décimo: Que por proiridencia de diez j 
de Abril último ae tuvo por contestada la demaBda confirián* 

dose traslado al actor en réplica, el que evacuó por su eseríto 
de treinta de Abril último, fojas ciento ochenta y nueve, á la 
foja ciento noventa y cuatro inclusive, formulando los siguien- 
tes hechos: 

Primero: Que reproduce todos los de su escrito de de- 
manda; 

Segundo: Que niega el hecho primero del escrito de eoB- 
testación, en cuanto supone que la casa que enajenó la señon 
Quijano en la calle de San Andrés, sea hoy Lealtad; 

Tercero: Que no reconoce la certeza de los hechos segundo 
al sexto del escrito de contestación por lo que se refiere á la 
casa Lealtad número ciento veinte y ocho; 

Cuarto: Aceptamos los hechos séptimo y octavo de la eon- 
testación, pero sin reconocer la buena fe y justo título que se 
alega en el noveno hecho; 

Quinto: Que no perjudica al derecho de su parte que los 
demandados hayan venido abonando las contribuciones; 

Sexto : Que no acepta el ooncepto de encargado y arrenda- 
tario que en el undécimo hecho se atribuye á D. Gabriel T. 
Hernández, sino el de poseedor, en concepto de dueño hacia 
más de treinta años; 

Séptimo: Que reconoce la certeza del hecho duodécimo de 
la contestación mas no el dominio que tienen los demandados, 
ni la legitimidad de las trasmisiones que afirma; 

Octavo: Que reconoce la certeza del hecho décimo tercero 
en cuanto se reconoce que no prosperó el desahucio que se in* 
terpuso contra Hernández, lo cual justifica que nunca fué 
arrendatario de Díaz de Villegas ni de los que le enajenaron 
el dominio de las casas que se afirma ser hoy la de Lealtad nú- 
mero ciento veinte y ocho; 

Por su derecho reprodujo los de su demanda, adicionándo- 
los con el precepto del artículo mil novecientos cincuenta 7 
cuatro del Código Civil, que establece la necesidad de probar 
el justo título, que no se presume nunca; 

Concluyó suplicando se le tuviera por evacuado el trámite 
de réplica; y por otrosí solicitó el recibimiento á prueba; 

Resultando undécimo: Que por providencia de seis de Ma- 
yo último se tuvo por evacuado al Procurador Aparicio como 
sustituto del de igual clase Matamoros, el traslado que se le 
confirió y satisfizo en el escrito que acaba de resultarse, dispo- 
niéndose siguiera en duplica con la representación demandada, 
la que evacuó á su vez por su escrito de diez y ocho de dicho 
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Bes de Mayo, fojas ciento noventa y eeis en el que consignó 
como puntos de hecho los siguientes: 

Primero: que reproduce integramente los trece formula- 
dos en el escrito de contestación á la demanda sin tener que 
adicionarlos ni modificarlos; 

Segundo: que confiesa la certeza de los cinco primeros he- 
AoR de la demanda con la salvedad de que la posesión que tu- 
vo Valdés Hernández, nunca fué la de propietario de la casa 
Lealtad ciento veinte y ocho, sino la de inquilino y encargado, 
igncHrando sus poderdantes, el número de años que duró esa 
posesión; 

Tercero: reconoce el hecho sexto, ó sea que Valdés Her- 
nández celebraba contratos de arrendamiento y se titulaba due- 
ño de la finca pero niega que tuviera nunca ese carácter, el 
cual tampoco se atribuyó en el contrato de arrendamiento que 
se acompaña á la dacnanda; 

Cuarto : que desconoce y niega por lo tanto, que se archi- 
vara en el Registro de la Propiedad, según afirma el séptimo 
hecho, el expediente posesorio que tramitó Valdés Hernández, 
y que nunca llegó á inscribirse; 

Quinto: que acepta el octavo hecho de la demanda, menos 
en cuanto pone en duda el título de dominio presentado por 
D. Francisco Díaz de Villegas y la identidad de la casa que 
inscribió como suya;. 

Sexto: que niega los hechos noveno y décimo de la de- 
manda ; 

Séptimo: que confiesa la certeza de los que Uevan los nú- 
meros once al diez y seis, pero no admite que los recibos de 
contribución, ni los oficios de la Hacienda, confiriesen á Val- 
dés Hernández, un dominio que no tenía, y 

Octavo: que nada tiene que manifestar respecto á los he- 
chos de la réplica, pues que sólo reproduce los de la demanda 
y aceptan ó niegan los de su contestación; 

Como puntos de derecho reprodujo los de su escrito de 
ecmtestación y concluyó suplicando que se le tuviera por satis- 
fecho el trámite de duplica y en definitiva se fallara este plei- 
to en los términos que se tenían solicitados. Por otrosí, solicitó 
también se recibiese á prueba el pleito; 

Resultando: que previos los trámites correspondientes, el 
Juez de Primera Instancia del Distrito de Guadalupe dictó 
sentencia en siete de Septiembre de mil ochocientos noventa y 
siete, absolviendo á Isabel Mendiola viuda de Urbizu y á Juan 
F. Skeuvedra de la demanda promovida contra ellos por Isabel, 
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Pedro é Ignacio Valdés y Montiel sin especial condenación de 
costas; 

Resultando: que habiendo apelado los demandantes de di- 
cha resolución, la Sala de lo Civil de la Audiencia de esta ciu- 
dad, previa la sustanciación necesaria dictó sentencia en prime- 
ro de Febrero de mil ochocientos noventa y ocho, confirmando 
la apelada, con las costas de ambas instancias á cargo de los 
actores ; 

Resultando: que contra esta sentencia interpusieron los 
demandantes recursos de casación por infracción de ley auto- 
rizado por los incisos primero y séptimo del artículo mil seis- 
cientos noventa de la Ley de Enjuiciamiento Civil, estimando 
infringidos : 

Primero: Los incisos tercero y cuarto del artículo quinien- 
tos noventa y cinco de la Ley de Enjuiciamiento Civil vigente, 
toda vez que en la sentencia se niega validez bastante á la cer- 
tificación expedida por este Ayuntamiento, en la que con vista 
de los antecedentes de su archivo, se expresa no haber constan- 
cia de que la calle de la Lealtad se llamara antiguamente de 
San Andrés; 

Segundo: El ya citado artículo quinientos noventa y cinco 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en su inciso cuarto, toda 
vez que se prescinde en la sentencia, de apreciar el valor legal 
y eficacia de la certificación expedida por el Registro de la 
Propiedad de esta ciudad, que consta en los autos referentes á 
un asiento de la antigua Anotaduria en el año de mil ocho- 
cientos cuarenta, en la que se hace constar la hipoteca sobre 
una casa vendida por Agustín de Santa Cruz situada en la ca- 
lle de San Andrés ó Escobar, lo que demuestra que al despo- 
jarse de la posesión al padre de mis poderdantes, se hizo con 
temeridad y mala fe ; 

Tercero: El artículo mil novecientos cincuenta y cuatro 
del Código Civil, que determina expresamente, que el justo tí- 
tulo debe probarse, no se presume nunca, lo cual no han pro- 
bado los demandados, toda vez que el primer asiento de domi- 
nio en los libros del Registro, referente á los terrenos en litigio» 
se hizo por medio de una segunda copia sin citación contraria 
del poseedor, sin trasladarse el asiento de los libros de la anti- 
gua Anotaduria, y haciéndose constar, porque sí, en dicha pri- 
mera inscripción que la calle de Lealtad se titulaba antes San 
Andrés ; 

Cuarto: El artículo cuatrocientos treinta y dos del Código 
Civil vigente, en relación con la Ley tercera título treinta, par- 
tida tercera, toda vez que habiendo vencido en un juicio de 
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desahucio y en la primera instancia de un interdicto, D. Ga- 
briel Valdés, el poseedor y padre de mis poderdantes, al de- 
mostrarse en este pleito la nulidad del título que ostentan los 
demandados, deben ser reintegrados los herederos en la pose- 
sión de los terrenos despojados; 

Visto, siendo Ponente el Magistrado Eudaldo Tamayo, 

Considerando; que no puede estimarse el primer funda- 
mento del recurso interpuesto porque en la sentencia objeto 
del mismo no se niega validez á la certificación expedida por 
el Ayuntamiento, como erróneamente afirman los recurrentes, 
sino que lejos de eso se examina y aprecia en su verdadero al- 
cance y sentido, fijando el concepto con arreglo á su texto lite- 
ral sin deducir de él afirmaciones contrarias á sus términos da- 
ros y explícitos como hacen los promoventes, pretendiendo que 
allí donde se dice, con vista de los antecedentes del archivo que 
no hay constancia de que la calle de la Lealtad se llamara an- 
tiguamente de ^'San Andrés", se expresa que aquella nunca 
tuvo este nombre, lo que es sustituir por una afirmación con- 
creta un concepto dubitativo que nada afirma ni niega; por lo 
que la sentencia recurrida al fijar la verdadera inteligencia de 
la certificación indicada no ha infringido la disposición que con 
ese carácter invocan los demandantes; 

Considerando: Que tampoco es de estimarse el segundo 
motivo de casación alegado, porque en la sentencia no se pres- 
cinde del valor legal y eficacia de la certificación expedida por 
el Registro de la Propiedad de esta Capital, sino que se aprecia 
con los demás datos del pleito, para deducir de su conjunto el 
verdadero derecho de los litigantes, no infringiéndose por tan- 
to el precepto invocado en ese sentido; 

Considerando-, Que no cabe estimar el tercero de los fun- 
damentos aducidos para sostener el recurso, porque si bien es 
cierto que el articulo mil novecientos cincuenta y cuatro del 
Código Civil expresa que el justo título no se presume nunca 
sdno que debe probarse, no se ha infringido en la sentencia eso 
precepto, por cuanto, que, al dar esta, aquel carácter á la es- 
critura en que fundan sus derechos los demandados ha obrado 
en uso del suyo apreciando la eficacia de dicho documento, y & 
esa apreciación debe atenerse este Tribunal; 

Considerando-, Que no es de estimarse el cuarto motivo de 
casación alegado porque no se ha infringido el artículo cuatro- 
cientos treinta y dos del Código Civil toda vez que no ha sido 
la posesión sino el dominio del derecho objeto del litigio y de 
la sentencia; 

Faüamos-, que debemos declarar y declaramos no haber 



152 JURISPBUDENCU CIVIU 



Ivigar al recnrso de casaeión interpuesto por el Procurador 
Ambrosio L. Pereira eñ representaeión de Isabel, Pedro é Ig- 
nacio Valdés y Montiel, contra la sentencia de la Sala de lo 
Civil de la Audiencia de esta ciudad, con las costas á cargo de 
los recurrentes, y comuniqúese al Tribunal sentenciador con 
devotucito del apuntamiento remitido. 

Así, por esta sentencia, que se publicara en el periódico ofi- 
cial del Gobierno é insertara oportunamente, en la Colección i 
cargo de la Secretaría de Justicia, i cuyo efecto se sacar&n y 
remitirán las copias necesarias, lo pronunciamos, mandamos y 
ñrmamos. — ^Pedro Gonsález Llórente.— Rafael Croa Pérez. — 
José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betan- 
eourt. — Octavio Giberga. 



Alsesto Cadaval t Martí contra MatiiiDe Japón, viuda de 

ViLéLAGBXiIÚ. 

Sentencia núm. 1 (6 de Octubre de 1899). 

Recurso de casacióH por quehrantamierUo de forma interpuesio 
por Matilde Japóns viuda de Vülageliú, contra la sentencia 
dictada por la Audiencia de la Habana en 16 de Agosto 
de 1897. 

JUICIO DE BKENOB CUANTÍA BN OOBBO DE PESOS. 

La citación de las partes para la celebración de la com- 
parecencia equivale en los Jnidos de menor cnantia á la cita- 
ción de las mismas para seateocia. 

Absteniéndose an Jnes de resolver sobre la excepción pe- 
rentoria de prescripción, con arreglo al articulo 686 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, por haber estimado procedente 
la de incompetencia, la Audiencia, al conocer de la apela- 
eión no ha debido resolver sobre la caestión de fondo, paos 
sa competencia estaba drcuiscripta á lo que fué materia de 
la apelación. 

En la ciudad de la Habana, k seis de Octubre de mil ocho- 
cientos noventa y nueve, en el recurso de casación por quebran- 
tamiento de forma pendiente ante este Supremo Tribunal, in- 
terpuesto por Doña Matilde Japón, viuda de Villageliú, ocupar 
da en las faenas domésticas y vecina de esta Capital en el jui- 
cio declarativo de menor cuantía que en cobro de pesos le pro- 
movió Alberto Cadaval y Martí, estudiante y vecino también 
de esta Capital, en el Juzgado de primera instancia del distrito 
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de Jesús María, y eontinuado en apdación ante la Sala de lo 
Chril de la Audiencia de esta ciudad; 

Resultando : que la sentencia dictada el día dies y seis de 
Agosto de mil oidioeientos noventa y siete por la Sala de lo 
Civil de la Audiencia de esta capital, aceptó los siguientes Re- 
sultandos contenidos en la sentencia dictada por el Juez de prí- 
fliMtt instancia: 

BesíUtando primero: que por medio del escrito de fecha 
diez de Septiembre del año próximo pasado de mil ochocientos 
noventa y seis, foijas cinco, D. Alberto Cadaval y Marti ^ta- 
bleció demanda declarativa de menor cuantia contra Doña Ma- 
tilde Japón y Bamos^ en cobro de mil ciento sesenta y cuatro 
pesos, setenta y dos centavos oro, fundando dicha demanda en 
los siguientes hechos: 

Primero: que según aparece del documento que mareado 
con el número primero acompaño en primero de Julio de mil 
ochocientos ochenta, D. Jacinto Villageliú recibió de D. An- 
drés Lobato, en calidad de préstamo, la suma de mil cuatro- 
ei^atos cincuenta y seis pesos en billetes, obligándose á devol- 
verla en igual día del año de mil ochocientos ochenta y uno; 

Segundo: que según consta del otro documento que tam- 
bién acompaño, marcado con el número dos, en cinco de Julio 
de mil ochocientos ochenta, el propio Jacinto Villageliú, reci- 
bió de Andrés Lobato, en igual concepto de préstamo, la suma 
de mil cuatrocientos cincuenta pesos en billetes, obligándose á 
devolverla el día treinta y uno de Abril de mil ochocientos 
ochenta y uno; 

Tercero: que vencidos los pagarés, se han practicado cuan- 
tas gestiones humanamente han sido i>osibles para obtener el 
cobro, resultando todas ellas infructuosas; 

Cuarto: que Jacinto Villageliú falleció en cuatro de Di- 
ciembre de mil ochocientos noventa y cinco, sin sucesión, según 
eonsta de la certificación del Registro Civil correspondiente que 
acompaño, y bajo disposición testamentaria otorgada en esta 
ciudad ante el Notario D. Francisco de Castro, en nueve de Fe- 
brero de mil ochocientos noventa y cinco, dejando por única y 
universal heredera á su esposa Matilde Japón; 

Quinto: que los referidos pagarés fueron endosados al que 
habla, y que gestionó también cuanto fué posible para lograr 
que la Sra. Japón le abonara su importe, resultando estas ges- 
tiones tan inútiles como las anteriores; 

Sexto: que en los pagarés no se consignó interés, pero es 
claro que deben abonarse los legales desde la fecha en que se 
reclaman judicialmente; 
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Séptimo: que el préstamo se realizó en billetes del Banco 
Español, que han de reducirse á oro, á razón del doscientos 
cuarenta y nueve y medio por ciento, que fué el tipo á que 
terminó la recogida del mismo, según decreto de Marzo de mil 
ochocientos noventa y dos; 

Octavo: que acompaño certiñcaeión del Juzgado Munici- 
pal del distrito de Ouadalupe, de la que consta haberse inten- 
tado inútilmente la conciliación; y concluyó suplicando se con- 
dene á la demandada Sra. Japón y Bamos al pago de los mil 
ciento sesenta y cuatro pesos setenta y dos centavos en oro an- 
tes dichos, con los intereses legales desde la interpelación ju- 
dicial y las costas causadas y que se causaren hasta el efecti- 
vo pago; 

Resultando segundo: que admitida la demanda y emplaza- 
da Matilde Japón y Ramos,, fojas 9, dentro del término legal, 
compareció por medio del Procurador José Urquijo y evacuó 
el trámite de contestación, fojas 12, fundándose en los siguien- 
tes hechos: 

Primero: que no me consta la certeza de los tres primerea 
hechos del escrito de demanda, por tratarse de cosas relativas 
á D. Jacinto Villageliú y no á mi poderdante ; 

Segundo : que es cierto el cuarto hecho del referido escrito ; 

Tercero: no me consta el primer extremo del quinto hecho 
y niego el segundo extremo del mismo; 

Cuarto: respecto del sexto y á juzgar por la copia, parece 
cierto que no se consignó interés en los pagarés, dado que sean 
ciertos ; 

Quinto : ignoro el hecho séptimo por no referirse á ningún 
acto propio de la demanda; 

Sexto: es cierto el hecho octavo; 

Séptima: mi defendida es y fué siempre vecina de Jaruco 
y reside accidentalmente en esta ciudad; 

Octavo: los pagarés no expresan el lugar en que ha de 
cumplirse la obligación; 

Noveno: el endoso es posterior en muchos años al venci- 
miento de los mismos; 

Décima: se intenta su cobro, muchos años también después 
de vencidos; y concluye suplicando que en definitiva se decla- 
re haber lugar á la excepción dilatoria de incompetencia, dis- 
poniendo que se remitan los autos al Juez de Jaruco para que 
resuelva acerca del pleito, con las costas de cargo del deman- 
dante, y que si á esto no hubiere lugar, se declare que ha pres- 
cripto la acción que se ejercita, absolviendo de la demanda i 
su poderdante é imponiendo el pago de las costas al actor; 
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Resídiando decimotercero: que concluso el término de la 
prueba, se unieron á los autos las practicadas j se convocó á 
las partes á comparecencia celebrándose esta el día once del 
actual, con la concurrencia del actor y de la representación de 
la demanda, alegando cada una en dicho acto lo que estimaron 
conveniente á su derecho; 

Resultando: que recibido el juicio á prueba y practicadas 
las que ofrecieron los litigantes en apoyo de sus respectivas 
pretensiones y celebrada la comparecencia que previene la ley 
en esa clase de juicios, se dictó sentencia en diez y seis de 
Marzo de mil ochocientos noventa y seis, declarando con lugar 
la excepción dilatoria de incompetencia propuesta por la parte 
demandada, y que se remitieran los autos al Juez de primera 
instancia de Jaruco para que resolviera sobre el fondo de la 
demanda, con las costas á cargo del demandante; 

Resultando: que interpuesta apelación por éste, y admiti- 
da en ambos efectos, se elevaron los autos á la Audiencia de 
esta ciudad y previa la sustanciación necesaria, se mandó traer 
los autos á la vista para sentencia con citación de parte, seña- 
lándose para el acto de la vista el día nueve de Agosto de mil 
ochocientos noventa y siete, en el cual tuvo efecto con interven- 
ción de la apelada, declaró la Sala de lo Civil sin lugar las ex- 
cepciones de incompetencia y de prescripción, y con lugar la de- 
manda, condenando á Doña Matilde Japón viuda de Yillage- 
liú como heredera de éste, al pago dentro del término de quinto 
día de la cantidad reclamada y sus intereses legales desde la 
interpelación judicial á D. Alberto Cadaval, como cesionario de 
Andrés Lobato; 

Resultando : que contra esa sentencia interpuso Matilde 
Japón, viuda de YiUageliú, recurso de casación por quebranta- 
miento de forma, fundado en los casos cuarto y sexto del ar- 
tículo mil seiscientos noventa y uno y lo dispuesto en el mil 
seiscientos noventa y dos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
por no haberse practicado citación para sentencia, ni en pri- 
mera ni en segunda instancia, y porque la Sala no dio lugar 
á que fallara ningún Juez en el fondo del pleito, puesto que 
lo hizo ella en primera y única instancia; sin que, por otra 
parte, le fuera posible hacer gestión alguna para obtener la 
subsanación de esa faTta, por haberse cometido en la misma 
sentencia de la Sala; 

Resultando: que negado ese recurso, por estimar la Sala 
que no estando declarada pobre por sertencia ñrme la recu- 
rrente, debió constituir el depósito que exigía la ley entonces 
vigente; é interpuesto recurso de queja contra el auto de dos 
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de Oetubre de mil ochocientos noventa y siete denegatorio del 
de casación; expedidas las certificaciones del caso y personado 
en tiempo ante el Supremo de Madrid, ese Tribunal en auto 
de diez y nueve de Enero de mil ochocientos noventa y ocho 
revocando el den^^torío de la Audiencia de la Habana, admi- 
tió el recurso de casación por quebrantamiento de forma inter- 
puesto por la recurrente contra la sentencia que en diez y seis 
de Agosto de mil ochocientos noventa y siete dictó la Sala de 
lo Civil de la Audiencia de esta ciudad, disponiendo que se le 
remitieran los testimonios necesarios, previos los ^nplazamien- 
tOB oportunos; 

Be9ultando: que mandado guardar, cumplir y ejecutar lo 
resuelto por el Tribunal Supremo de Madrid en auto de veinte 
y uno de Febrero de mil ochocientos noventa y ocho, quedó sin 
cumplir ese precepto, y publicada la vigente Orden sobre casar 
ción, se dispuso, á solicitud de Cadaval, se notificara nueva- 
mente la sentencia de la Audiencia á los efectos de los aa*tícido8 
108 y 109 de dicha Ordaí, lo que verificado y habiendo repro- 
ducido el Procurador Esteban de la Tejera á nombre de la re- 
eurrente, el escrito de casación anterior, la Audiencia dispuso 
en veinte y seis de Julio de este año se remitieran los autos i 
este Tribunal Supremo para la sustanciación del recurso de 
casación, admitido por el Supremo de Madrid; 

Vistos, siendo Ponente el Magistrado José M. García 
Montes, 

Considerando: que la citación de las partes para la cele- 
bración de la comparecencia equivale, en los juicios de menor 
cuantía, a la citación de las mismas para sentencia, y constan- 
do, como consta, que se cumplió aquel trámite, no es de esti- 
marse el recurso en cuanto se funda en ese pretendido que- 
brantamiento de forma; 

Considerando: que tampoco procede el recurso por falta 
de citación para sentencia en la segunda instancia, porque esa 
formalidad fué observada oportunamente, según consta de las 
diligencias extendidas á consecuencia de lo dispuesto en la pro- 
videncia de treinta y uno de Julio de mil ochocientos noventa 
y siete; 

Considerando: que al abstenerse el Juez de primera ins- 
tancia de Jesús María de esta ciudad en cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo seiscientos ochenta y seis de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, de resolver sobre la excepción perentoria 
de prescripción, por haber estimado procedente la de incompe- 
tencia alegada, la apelación establecida por Alberto Cadaval, 
no ha podido comprender aquel primer extremo, y, por consi- 
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guíente, U Audiencia de esta ciudad no ha debido resolver so- 
bre la cuestión de fondo, puesto que su competencia en grado 
estaba circunscrita á lo que fué materia de la apelación; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos con lugar el 
recurso de casación interpuesto contra la sentencia de la Sala 
de lo Civil de la Audiencia de esta ciudad, de diez y seis de 
Agosto de mil ochocientos noventa y siete, la cual casamos y 
anulamos, sin especial condenación de costas; devuélvanse los 
autos á la referida Sala de lo Civil, para que reponiéndolos al 
estado de dictar sentencia los termine de nuevo con arreglo á 
derecho. 

Así, por esta nuestra sentencia, que se publicará en ei pe- 
riódico oficial del gobierno é insertará ox)ortunamente en la 
Colección á cargo de la Secretaria de Justicia, á cuyo efecto 
ae sacarán y remitirán las copias necesarias, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos. — Antonio Gtonzález de Mendoza. — ^Pedro 
González Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Mon- 
tes. — Eudaldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Gi- 
berga. 



Manuel Antón, José Sebastian y Ramón Morales y Soto- 
longo, CONTRA María de los Dolores Nubiola y Celedo- 
nio, Eduardo y Juana Camacho y González. ' 

Auto de 14 de Octubre de 1899. 

Recurso de queja interpuesto por Francisco EscassiSy á nombre 
de los demandados^ contra el auto dictado por la Audiencia 
de la Habana el 19 de Agosto de 1899, 

COBRO DE RÉDITOS DE CENSOS. 

Cuando falta en el escrito de Interposición del recmso 
la fecba de la tUtlma notificación hecha á cnalqniera de las 
partes según lo requiere la Orden número 92 en el número l.o 
articolo 6.0 y el número 7.o del articulo 7.o no es posible ad- 
mitir el recurso. 

Resultando: que en juicio de menor cuantía seguido por 
Joaquín (González Sarraín, como representante de Manuel An- 
tón, José Sebastián y Ramón Morales y Sotolongo, contra Ma- 
ría de los Dolores González Nubiola, y Celedonio, Eduardo y 
Juana Camacho y González en cobro de réditos de un censo, la 
Sala de lo Civil de la Audiencia de la Habana dictó sentencia 
en veinte y tres de Junio de mil ochocientos noventa y ocho, 
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contra la cual Francisco Escassi como apoderado de los deman- 
dados, interpuso en escrito fecha doce de Julio de aquel año, 
recurso de casación por quebrantamiento de forma, que le fué 
admitido por auto de diez y siete de Octubre del mismo año; 
y por no haber sido emplazadas las partes antes del once de 
Abril del año actual, la Sala, de conformidad con el artículo 
ciento ocho de la Orden número noventa y dos del Gobierno 
Militar de esta Isla, artículo que en la copia certificada de la 
sentencia hoy recurrida se designa con el número ochenta, man- 
dó notificar nuevamente á las partes; 

Resultando: que Francisco Escassi, con su expresada re- 
presentación de los demandados manifestó que reproducía el 
recurso de casación que tenía interpuesto desde el trece de Ju- 
lio de mil ochocientos noventa y ocho, haciendo constar que la 
última notificación que se le había hecho, había sido el doce de 
Agosto del corriente año, pero no expresó la fecha de la últi- 
ma notificación á cualquiera de las partes, y pidió se hubiese 
por reproducido íntegramente el escrito de doce de Abril de 
mil ochocientos noventa y ocho y se le admitiese nuevamente 
el recurso de casación que le había sido admitido por el auto 
de diez y siete de Octubre del propio año; 

Resultando: que la Sala de la Audiencia consideró que el 
citado artículo de la Orden número noventa y dos al disponer 
que se notifique de nuevo la sentencia contra la cual se hubiese 
interpuesto el recurso por infracción de ley ó doctrina ó por 
quebrantamiento de forma, previene que se interponga el re- 
curso, en los términos, formas y condiciones que la propia Or- 
den expresa, lo cual excluye la manera que la Sala califica de 
anómala, escogida por Francisco Escassi, ó sea, la de reprodu- 
cir el escrito que había redactado con arreglo á la legislación 
que aquella Orden derogó, porque no se ajusta el nuevo recur- 
so á las nuevas formas y condiciones, debiendo prescindirse de 
todo lo actuado con posterioridad á la sentencia recurrida; de- 
claró en auto de diez y nueve de Agosto del corriente año, no 
haber lugar á admitir el recurso que por quebrantamiento de 
forma había Escassi intentado interponer, y mandó se diera é 
éste la certificación necesaria para que pudiese ocurrir en que- 
ja ante el Tribunal Supremo; 

Resultando: que contra este auto interpuso Escassi, dentro 
del debido término, recurso de queja ante este Tribunal, y pre- 
vios los trámites legales se celebró la vista, en que informaron; 

Considerando: que aunque la petición de que se hubiese 
por reproducido el escrito de doce de Abril de mil ochocientos 
noventa y ocho, era conforme con la práctica forense y no obs- 
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taba á que teniéndose por reproducido aquel escrito, se exa- 
minara si en él y el nuevo en que se hacía aquella solicitud re- 
sultaban 6 no observadas las formas y condiciones que la Or- 
den número noventa y dos exige; en el nuevo escrito, si bien 
Escassi manifestó la fecha de la última notificación que se le 
había hecho á él, no expresó la de la última notificación á 
cualquiera de las partes siendo esta postrera circunstancia una 
de las que deben consignarse en el escrito en que se interpon- 
ga el recurso, pues así lo requiere la repetida Orden número 
noventa y dos en el número primero del artículo quinto y el 
número séptimo del artículo séptimo; 

Vistos los citados artículos quinto y séptimo y los veinte 
y tres y cuarenta de dicha Orden número noventa y dos, 

Se declara sin lugar el recurso de queja interpuesto por 
Francisco Escassi como apoderado de María de los Dolores 
González Nubiola, Celedonio, Eduardo y Juana Camacho y 
Oonzález, contra el auto dictado por la Sala de lo Civil de la 
Audiencia de la Habana el diez y nueve de Agosto del presen- 
te año, en que declaró no haber lugar al recurso de casación 
que por quebrantamiento de forma interpuso Escassi con su 
enunciada representación; se condena en las costas al recu- 
rrente; y comuniqúese á la Audiencia para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, lo 
certifico. — ^Antonio GÍonzález de Mendoza. — Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — El Secre- 
tario P. D., Armando Biva. 



José Somarriba y Humara contra Gerardo Ruiz de la Pe- 
DRAJA Y Federico de la Viesca. 

Auto de 16 de Octubre de 1899. 

Recurso de casación por quehrantamiento de forma interpuesto 
por Gerardo Ruiz de la Pedraja y Federico de la Viesca con- 
tra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana el 
i.^ de Agosto de 1899. 

JUICIO EJECUTIVO. 

Al interponerse el recurso por qnebrantamiento de forma, 
ha de expresarse no sólo en lo que consistió el quebranta- 
miento» sino que además se ha de expresar qué reclamación se 
ha hecho para la snbsanación de la falta cometida, indicando 
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«uo de imposItlUdad pac» haearlo» U oaosa y nt motivos; 
idn qiM baste la manlíestaddn de que desde U pzimeni Ins- 
tancia viene reclamando contra dicha infracción. 

Resultando: que el Procurador Ambrosio L. Pereira, como 
representante de D. Manuel SoUinde en su carácter de apode- 
rado de Gerardo Ruiz de la Pedraja y de Federico de la Vics- 
ca, interpuso, por su escrito de siete de Agosto próximo pasado, 
ante la Sala de lo Civil de la Audiencia de la Habana, recurso 
de casación por quebrantamiento de forma contra la sent^icia 
de dicha Sala, que confirmó la dictada en veinte y cinco de Fe- 
brero de mil ochocientos ochenta y ocho, por el Juez de Prime- 
ra Instancia de Marianao en los autos del juicio ejecutivo pro- 
movido por José Somarriba y Humara contra los indicados 
Buiz de la Pedraja y Viesca, por la cual mandó á seguir ade- 
lante Ta ejecución hasta hacer trance y remate de loe bienes 
embargados en dicho juicio; pidiendo el recurrente en su refe- 
rido escrito que se le admitiera el recurso expresado y se man- 
dase & emplazar á las partes para su comparecencia ante este 
Tribunal ; 

Resultando: que la referida Sala, por auto de diez de 
Agosto último, admitió dicho recurso por considerarlo ajustado 
á las prescripciones de la Ley de Enjuiciamiento Civil decla- 
radas vigentes por el artículo primero de la Orden número no- 
venta y dos sobre casación, y el artículo quinto de la misma; 

Resultando: que personadas las partes en tiempo y forma, 
el Ministerio Fiscal presentó escrito durante el término de ins- 
trucción, impugnando la admisión del recurso x>or no haberse 
cumplido por el recurrente el quinto requisito del articulo 
quinto de la Orden número noventa y dos y el precepto del ar- 
tículo mil seiscientos noventa y cuatro de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil citada, y pidió al Tribunal se sirviera sustanciar y 
resolver esta cuestión previa, y declarar en su día, mal admiti- 
do por la Sala de lo Civil de la Audiencia de la Habana el 
mencionado recurso por quebrantamiento de forma; 

Resultando: que cimiplida la tramitación de la causa se 
celebró la vista señalada el día trece del mes actual, informan- 
do el Fiscal y las otras partes por su orden; 

Considerando: que el caso quinto del artículo quinto de la 
Orden número noventa y dos sobre casación impone al que in- 
terpusiere recurso por quebrantamiento de forma no solo el 
deber de expresar en el escrito correspondiente, en que consis- 
te dicho quebrantamiento, sino además, y en el mismo escrito, 
el de expresar también qué reclamación ha practicado para ob- 
tener la subsanación de la falta cometida, indicando, en caso de 
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que no le hubiese sido posible hacerlo, esa imposibilidad y sos 
motivos ; 

Considerando: que la manifestación hecha por el recurren- 
te de haber venido gestionando desde primera instancia y re- 
producido en la segunda los motivos y causas en las cuales fun- 
da la casación que interpone, no constituye la expresión de la 
reclamación practicada para obtener la subsanación de la falta 
cometida, con lo que no se cumple el precepto legal citado que 
establece esa obligación por parte del recurrente; 

Se declara mal admitido el recurso de casación por que- 
brantamiento de forma interpuesto por el Procurador Ambrosio 
L. Pereira, á nombre de D. Manuel SoUinde como apoderado 
de Gerardo Ruiz de la Pedraja y de Federico de la Viesca, sin 
especial condenación de costas y comuniqúese esta resolución á 
la Audiencia de la Habana para lo que proceda. 

Lo proveyeron los Magistrados del margen y firman, lo 
certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez.. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — ^Ante mí, 
p. d., Armando Riva. 



Casimiro Escalante y Diego contra la Sociedad ** Nueva Fá- 
brica DE Hielo". 

Sentencia núm. 2 (19 de Octubre de 1899). 

Recurso de casación por infracción de Ley interpuesto por Ca- 
simiro Escalante y Diego co7itra la sentencia dictada por la 
Audiencia de la Habana en 9 de Julio de 1898. 

JUICIO DECLARATIVO DE MAYOR CUANTÍA SOBRE 
CUMPLIMIENTO DE CONTRATO. 

El IncümpUmiento por parte del mandatario, de las obli- 
gaciones ó condiciones derivadas del mandato, no puede re- 
putarse como uno de los modos de acabarse este contrato» 
pues el articulo 1,732 del Oódigo CivU sólo señala entre di- 
chas causas la revocación por parte del mandante, la renun- 
cia del mandatario, la muerte, la interdicción, y la quiebra 
ó insolvencia del mandante ó mandatario; sin que el mandato 
aceptado pueda ser tácitamente renunciado, en contra del 
precepto que ordena poner la renuncia en conocimiento del 
mandante. 

Celebrado un contrato por un comisionista con las for- 
malidades de derecho, el comitente debe aceptar todas las 
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eonsecuencias de la comislóit, salvo sa acdán para repetir 
contra el comisionista por las faltas ú omisiones cometidas 
al cumplirlo. 

En la ciudad de la Habana, á diez y nueve de Octubre de 
mil ochocientos noventa y nueve, en el recurso de casación ppr 
infracción de ley pendiente ante este Tribunal Supremo é in- 
terpuesto por el Procurador Juan Mayorga en representací&i 
de Casimiro Escalante y Diego, del comercio y vecino de esta 
capital, en el juicio declarativo de mayor cuantía, sobre cum- 
plimiento de contrato promovido por el Procurador Francisco 
del Barrio en representación de aquél, en el Juzgado de prime- 
ra instancia del distrito de Guadalupe, contra la Sociedad Nue- 
va Fábrica de Hielo de la que es Presidente Cosme Blanco He- 
rrera, del comercio y también vecino de esta ciudad, y conti- 
nuado en apelación ante la Sala de lo Civil de la Audiencia de 
esta capital; 

Resultando: que el actor con los documentos justificativos 
de su derecho presentó demanda que fundó en los siguientes 
hechos: 

Primero: que la Sociedad anónima Nueva Fábrica de Hie- 
lo celebró con Casimiro Escalante y Diego un contrato que se 
formalizó en un documento privado que á la letra dice: ** Cons- 
te por el presente documento que queremos tenga igual fuerza 
y valor que si fuese instrumento público ante Notario y testi- 
gos, que de una parte Juan Antonio Bances, Presidente acci- 
dental de esta Sociedad y su legítimo representante, y de otra 
parte Casimiro Escalante, nombrado agente de la misma em- 
presa para la venta de hielo, han convenido lo siguiente: 

Primero: Casimiro Escalante se obliga á procurar la ad- 
quisición del mayor número de consumidores de hielo; 

Segundo: la sociedad anónima Nueva Fábrica de Hielo 
abonará al Sr. Escalante el tres por ciento sobre el importe total 
á que ascienda el hielo consumido por los clientes adquiridos 
por el mismo; 

Tercero: la liquidación se hará mensualmente y el importe 
á que ascienda le será entregado de contado bajo recibo; 

Cuarto: si alguna cuenta de cliente proporcionado por el 
Sr. Escalante resultare fallida será obligación de dicho señor 
gestionar su cobro; 

Quinto: el mencionado tres por ciento ó la comisión de 
venta será reconocido al Sr. Escalante por todo el tiempo que 
dure el consumo de los clientes por él adquiridos; 

Sexto: con el objeto de facilitar sus gestiones al Sr. Es- 
calante la Sociedad Nueva Fábrica de Hielo se obliga á sufra- 
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gar los gastos de suscrición por el término de seis meses de un 
aparato telefónico en el pnnto que designe el Sr. Escalante, 7 
eonformes ambas partes con lo determinado en este contrato 
firman dos de un tenor y a un solo efecto en la Habana, 4 ca- 
torce de Julio de mil ochocientos noventa y uno. — J. A. San- 
ees. — C. Escalante"; 

Segundo hecho: que por virtud de ese contrato la compa- 
ñía dirigió al actor la comunicación que dice: Sociedad Anóni- 
ma Nueva Fábrica de Hielo. Presidencia. La directiva de esta 
Sociedad en sesión ordinaria celebrada el día ocho del corrien- 
te año acordó nombrar a Vd. agente de la empresa para la ven- 
ta de hielo en esta localidad bajo las condiciones que determi- 
na el contrato que tengo el gusto de remitirle adjunto, del cual 
se servirá Vd. devolverme firmado un ejemplar, si como espero, 
está conforme con sus extremos. Lo que participo á Vd. para 
su conocimiento y efecto consiguiente. — ^Dios guarde á Vd. mu- 
chos años. Habana, Julio catorce de mil ochocientos noventa y 
uno. — El Presidente p. a., el Vicepresidente, J. A. Sanees ; 

Hecho tercero: que en cumplimiento del contrato el actor 
procedió á practicar las gestiones y diligencias necesarias, ob- 
teniendo por sus vastas relaciones en el comercio de esta plaza 
consumidores constantes para la fábrica, servicio de gran im- 
portancia para la empresa, pues surgió en la plaza para hacer 
competencia á otra ya establecida acreditada y que satisfacía 
las necesidades del consumo, de ahí el convenio pactado con el 
Sr. Escalante, su duración indefinida y la remuneración pac- 
tada; 

Hecho cuarto: que hasta Junio de mil ochocientos noventa 
y dos, la Nueva Fábrica de Hielo hizo liquidaciones periódicas 
con Escalante entregándole sus alcances, pero desde Abril últi- 
mo y sobre todo desde Mayo próximo pasado la fábrica se ha 
negado á hacer la liquidación y se ha negado también á surtir 
de hielo á los consumidores adquiridas por el actor, violando así 
en todas sus partes el contrato inserto en el número primero ; 

Hecho quinto: las gestiones extrajudieiales practicadas sin 
resultado y el acto de conciliación intentado sin efecto por no 
asistencia de la identidad demandada, demuestra la temeridad 
de esta, terminando el escrito de demanda con la súplica de 
que se tuviese por presentada la misma contra la Nueva Fábri- 
ea de Hielo representada por su Presidente Cosme Blanco He- 
rrera y en definitiva á condenar á la indicada Sociedad á que 
dentro de quinto día cumpla el contrato de catorce de Julio de 
■úl ochocientos noventa y uno, por el cual nombró agente para 
Im venta de hielo en esta ciudad al actor, asignándole el tres 
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por ciento del importe del hielo consumido por los clientes que 
adquiriese durante el tiempo que continuasen consumiendo, le 
satisfaga sus alcances previa liquidación, proporcione á los con- 
sumidores adquiridos por el agente el hielo que éste pida y le 
indemnice previa liquidación los daños y perjuicios que ha 
ocasionado y ocasiona la resistencia al cumplimiento de lo pac- 
tado con más las costas de este juicio; 

Resultando: que personada en forma la Sociedad deman- 
dada, compareció su Presidente y contestó á la demanda fun- 
dando aquella en los siguientes hechos: 

Primero: son ciertos los hechos primero y segundo de la 
demanda por cuanto lo son los documentos en ella transcritos. 
El contrato privado celebrado en catorce de Julio de mil ocho- 
cientos noventa y uno por Juan Antonio Bances, Presidente ac- 
cidental de la Sociedad y su legítimo representante, y de la 
otra el actor y la comunicación expedida en la misma fecha del 
contrato, sobre nombramiento de agente hecho al actor por la 
referida sociedad para la venta de hielo en esta localidad bajo 
las condiciones que determina el contrato anteriormente dicho; 

Hecho segundo: el tercer hecho en que descansa la deman- 
da Escalante está redactado en un párrafo que no tiene des- 
perdicio en cuanto á atribuirse aquel cualidades excepcionales 
de éxito en sus gestiones de obtener consumidores constantes 
para la Sociedad fabricadora de hielo, dadas sus vastas rela- 
ciones en el comercio de esta plaza que sólo interesa dejar sen- 
tado de la manera más solemne, que Escalante no cumplió ja- 
más con la obligación de la cláusula primera del contrato y 
por ende es incierto todo cuanto pretende afirmar en ese hecho 
número tres, que después de bien leído no se afirma que lleVla- 
ra los consumidores obtenidos á la Sociedad Nueva Fábrica de 
Hielo. Lo importante es hacer constar que la Sociedad deman- 
dada jamás vio un solo consumidor adquirido por el actor, ha- 
biendo en este concepto sufrido un fracaso el actor, aseguran- 
do que no encontrará un solo dato en que apoyar lo contrario; 

Hecho tercero: el hecho número cuatro, tal cual aparece 
escrito en la demanda, patentiza la poca ó ninguna firmeza que 
tiene el demandante en su pretensión pues dice aquel ** Hasta 
Junio de mil ochocientos noventa y dos la Nueva Fábrica de 
Hielo hizo liquidaciones periódicas con Escalante entregándole 
sus alcances, pero desde Abril último y sobre todo desde Mayo 
próximo pasado la fábrica se ha negado á hacer liquidaciones 
y se ha negado también á surtir de hielo á los consumidores 
adquiridos por mi cliente, violando asi en todas sus partes el 
contrato inserto en el número primero; sometiéndolo á un ana- 
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lisis, se ve que contiene tres extremos correspondientes á los 
tres períodos de tiempo que alcanza, primero desde el catorce 
de Julio de mil ochocientos noventa y uno hasta Junio de mil 
ochocientos noventa y dos ; segundo, desde esa fecha hasta Abril 
ó Mayo último, y tercero, desde esa fecha hasta en la que se re- 
dacta dicho párrafo que es la de la demanda, primero de Junio 
del año actual. 

La sociedad no registra en sus libros cuenta abierta ni de 
ninguna clase á nombre de Escalante, ni de ninguno que se di- 
jera que le representaba, que á ser ciertas esas liquidaciones y 
esos alcances que dice el actor le entregaron, tendrían su cons- 
tancia con toda clase de requisitos, en una sociedad que, ade- 
más de regirse por las prescripciones de la Compañía Mercan- 
til está constituida en forma anónima, con administradores 
amovibles con la obligación de publicar mensualmente el balan- 
ce detallado de las operaciones, pudiendo añrmar no existe en 
términos absolutos constancia ni antecedente alguno que indi- 
que la existencia de esas negociaciones añrmadas por el actor, 
y que dice tuvieron lugar hasta Junio de mil ochocientos noven- 
ta y dos. El contrato se firmó el catorce de Julio de mil ocho- 
cientos noventa y uno y su duración no era indefinida, como 
lo supone Escalante, sino que la duración alcanzaba solo á seis 
meses. La frase duración indefinida que se encuentra al final 
del tercer hecho, no guarda orden ni concierto en lo que dice. 
La cláusula tercera del dicho contrato dice: que las liquidacio- 
nes se harán mensualmente y este dato hace deducir que el con- 
trato no se celebró por años, sino por meses y luego la cláusu- 
la sexta que dice: *^con el objeto de facilitar sus gestiones al 
Sr. Escalante, la Sociedad Nueva Fábrica de Hielo se obliga 
á sufragar los gastos de suscripción por el término de seis me- 
ses, de un aparato telefónico en el punto que designe el Sr. Es- 
calante" completa la verdad de la intención que tuvieron los 
contratantes de hacer durar solo seis meses el contrato. La so- 
ciedad demandada cumplió las obligaciones de su cargo, nom- 
bró agente al actor, hizo instalar un aparato telefónico para fa- 
cilitar sus gestiones y en esta situación aguardó hasta el cum- 
plimiento de los seis meses ó sea, el catorce de Enero de mil 
ochocientos noventa y dos, en cuyo período de tiempo nada hi- 
zo Escalante que determinase el cumplimiento por su parte de 
lo que el mismo contrato le exigía, ipso fació quedó relevado 
ese nombramiento y retirado el servicio del teléfono y termina- 
do el contrato por haber expirado el tiempo de su duración. 
Nada tenía que reclamar Escalante porque no estaba en condi- 
ciones para eUo toda vez que no había cumplido las obligado- 
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nes de su parte, hasta Enero de mil ochocientos noventa y dos 
que finiquitó el contrato y desde este, hasta Junio del mismo 
año que él señala, no sólo no hubo liquidación ni alcances oo- 
mo se ha manifestado, que no los hubo nunca, sino que ya en- 
tonces no había ni contrato: el segundo período de tiempo de 
ese hecho, número cuatro, es el comprendido entre Junio de mil 
ochocientos noventa y dos y Mayo de mil ochocientos noven- 
ta y siete, no pudiendo descifrar lo que ocurriese en esos 
cinco años en que Escalante dice siguió suministrando con- 
sumidores á la empresa, y esta omisión es capitalísima dentro 
de una demanda que se establece exigiendo el cumplimiento 
de un contrato. El último extremo del párrafo que contesto 
no se sabe a ciencia cierta en qué fecha empieza y en cuál 
acaba, pues dice que las negativas á hacer la liquidación y 
á surtir de hielo á los consumidores comenzaron desde Abril 
último y sobre todo desde Mayo. Quedando el primer mes for- 
mando lote con aquel largo periodo de tiempo superior á cinco 
años, en que ni Escalante ni persona alguna á su nombre dan 
signo de vida en cuanto á la gestión. El mes de Mayo último 
fué el de las negativas, y en él comenzaron por concluir á los 
veinte y cuatro días si el término fué la conciliación ó treinta y 
uno, si aquellos continuaron hasta la demanda, que tiene fe- 
cha primero de Junio. Extrañando, como no puede menos, que 
quien en cinco años no reclamó, quien en veinte y cuatro (Uas 
viniese manifestando que no le han liquidado y que no se su- 
ministró hielo llegando hasta consignar que la Sociedad deman- 
dada ha violado el contrato en todos sus extremos; 

Hecho ctiarto: el quinto hecho de la demanda envuelve po- 
co interés, las gestiones extrajudiciales que dice el aetor ha 
practicado sin resultado pudieran referirse á visitas ó conferen- 
cias con la Sociedad demandada, no son suficientes para haeer 
descansar en ellas la justificación del derecho á pedir el cum- 
plimiento de un contrato. El demandante jamás ha visitado ni 
con ese ni con otro motivo la casa de la Sociedad demandada 
ni á su nombre ha ido a ver á persona alguna, y si las gestio- 
nes se refieren al requerimiento por acto notarial hecho en dies 
y ocho de Mayo último al Secretario de la Empresa por ausen- 
cia del administrador de la misma, se ve en aqudla que ae re- 
fieren á hechos consignados por el Notario á instancia de par- 
te interesada y con ello no adelanta nada el actor porque con 
requerimiento y sin él la Sociedad demandada insiste en decla- 
rar como hecho incierto el de llevar consumidores adquiridos 
por su gestión en ningún tiempo desde la fecha del contrato 
hasta el de la demanda y le niego el derecho después de la fe- 
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cha catorce de Enero de mil ochocientos noventa y dos á man- 
darles consumidores. Y todo el hecho quinto que trata de las 
gestiones practicadas por el actor para acreditar sus buenos de- 
seos de avenirse con él la Sociedad demandada y á las cuales 
añade la falta de asistencia el acto de conciliación, no tiene 
todo ello otro objeto que llamar á aquélla temeraria, no enten- 
diendo que la simple incomparecencia al acto conciliatorio in- 
dique temeridad, creyendo reúna esta cualidad el actor termi- 
nando con la súplica de que se tuviera por contestada la de- 
manda y por negada la misma por no haber el actor cumplido 
con la obligación de la cláusula, primera del contrato, pues no 
llevó nunca á la Sociedad un solo consumidor de hielo y con- 
secuente con esta emisión, jamás se hicieron liquidaciones ni al- 
cances ni razón para acceder á las mismas con posterioridad i 
fecha ninguna; y en definitiva declarar sin lugar dicha deman- 
da absolviendo de ella á la Sociedad demandada, condenando 
al actor á perpetuo silencio y al pago de todas las costas del 
juicio ; 

Resultando: que dado traslado al actor, evacuó el escrito 
de réplica, exponiendo que la Sociedad demandada había reco- 
nocido en la contestación á la demanda los hechos fundamen- 
tales de la demanda, si bien procurando desvirtuar su aquies- 
oeneia con ingeniosas divagaciones, encaminadas á mortificar 
al actor y aun cuando niega que el actor tuviera consumidores, 
ya demostrará lo contrario en el periodo probatorio ; rebatiendo 
que ^el contrato se hubiera hecho por seis meses sin más fundar 
m^ito que el convenio de que durante ese plazo estaba obliga- 
da la compañía á pagar á Escalante un servicio telefónico, 
prescindiendo al discurrir así la Sociedad demandada, de todas 
las restantes cláusulas del documento que expresamente dicen 
lo contrario en sus cláusulas primera y segunda á que se remi- 
ten, y sobre todo en la quinta que dice: el mencionado tres por 
ciento ó comisión de venta será reconocido al Sr. Escalante por 
todo el tii^oipo del consumo de los clientes por él adquiridos; 
fijando como puntos definitivos del debate los mismos hechos 
de la demanda que da por reproducidos en el referido escrito 
de réplica, haciendo constar que han sido reconocidos como au- 
téntícos los documentos privados transcritos en los hechos pri- 
mero y segundo y que la Sociedad demandada confiesa haber 
pcigado las seis mensualidades del aparato telefónico instalado 
en cumplimiento de la cláusula sexta del contrato; negando las 
obligaciones de la Sociedad demandada y fallar en definitiva 
como tienen solicitado; 

Besídiando: Que confmdo traslado á la Sociedad deman» 
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dada en duplica la evacuó reproduciendo en todos sus extremos 
el escrito de contestación á la demanda, haciendo consideracio- 
nes acerca de los testigos que figuran en el acta que se acom- 
pañó á la demanda para demostrar lo ineficaz de ese acto lla- 
mado por el actor en apoyo de su aserto, reproduciendo ade- 
más los fundamentos de hecho y de derecho de la contestación, 
negando nuevamente la demanda y todos los extremos del es- 
crito de réplica, fallando en definitiva como tiene solicitado; 

Resultando: que previos los demás trámites legales proce- 
dentes, el Juzgado dictó sentencia en treinta de Diciembre de 
mil ochocientos noventa y siete, declarando sin lugar la de- 
manda, absolviendo de ella á la Sociedad *' Nueva Fábrica de 
Hielo" y condenando en las costas al actor, é interpuesta por 
éste apelación, que fué debidamente sustanciada, la Sala de lo 
Civil de la Audiencia de la Habana, estimando entre otros fun- 
damentos, que el contrato celebrado entre las partes es en rea- 
lidad un simple contrato de mandato ó de comisión mercantil, 
sin tiempo de duración determinado, cumplido durante cierto 
tiempo por ambos contratantes y con posterioridad dejado de 
cumplir por el actor, cuyo abandono y la no revocación del 
mandato ó comisión por la otra parte, como también la falta 
de excitación de la última al primero, para el desempeño del 
mandato, hacen presumir que Escalante renunciaba la agencia» 
mandato ó comisión que se le había conferido y que tácitamen- 
te ambas partes daban por terminado el contrato, falló, en nue- 
ve de Julio de mil ochocientos noventa y ocho, confirmando la 
sentencia apelada é imponiendo al actor las costas de la segun- 
da instancia; 

Resultando : que contra la referida sentencia de la Sala in- 
terpuso el actor recurso de casación por infracción de ley y de 
doctrina legal citando como infringidos á su juicio: 

Primero. El artículo mil setecientos treinta y dos del Có- 
digo Civil, por presumirse en la sentencia que el contrato fe- 
neció por el abandono de las gestiones de Escalante como agen- 
te de la Compañía, siendo así que el tal abandono pudiera ori- 
ginar una reclamación por daños y perjuicios, pero no una res- 
cisión del contrato, puesto que no es ninguno de los tres casos 
enumerados taxativamente en dicho artículo mil setecientos 
treinta y dos del Código Civü; 

Segundo. La constante doctrina legal del Tribunal Supre- 
mo, en virtud de la cual, las sentencias no pueden comprender 
más de lo alegado y probado, así como también de lo pedido, 
por estimarse en la sentencia la excepción de prescripción de 
acción, no alegada por la sociedad demandada, que se limitó á 
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negar rotundamente la demanda; cuyos motivos de casación ex- 
presó el recurrente ser los comprendidos en los números pri- 
mero y tercero del artículo mil seiscientos noventa de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil; 

Resultando: que personados ante este Supremo Tribunal 
los litigantes y dada al recurso la tramitación correspondiente, 
se celebró la vista en once del que cursa con asistencia de am- 
bas partes personadas; 

Siendo Ponente el Magistrado Octavio Giberga, 

Considerando: que el artículo mil setecientos treinta y dos 
del Código Civil se concreta á señalar precisamente y en párra- 
fos distintos, primero la revocación por el mandante; segundo: 
la renuncia del mandatario; tercero: la muerte, interdicción, 
quiebra ó insolvencia del mandante ó del mandatario, como 
modos de acabarse el mandato, no comprendiendo entre estos 
el incumplimiento por el mandatario de las obligaciones deri- 
vadas del mandato, cuya no ejecución solo produce, con rela- 
ción á aquel, las responsabilidades expresamente consignadas en 
otras disposiciones, sin que por otra parte pueda el mandato 
ya aceptado, ser tácitamente renunciado en contra del precep- 
to que ordena al mandatario poner la renuncia en conocimiento 
del mandante: de todo lo cual se desprende que, al atribuir la 
sentencia recurrida á la omisión de Escalante el valor y efecto 
que concede á la renuncia el mencionado artículo mil setecien- 
tos treinta y dos del Código Civil, lo ha infringido por su in- 
debida aplicación al caso del juicio; 

Considerando: en cuanto al segundo de los motivos de casa- 
ción aducidos, que la supuesta infracción de doctrina legal, 
consistente en comprender la sentencia recurrida más de lo ale- 
gado y probado en el juicio, aun cuando como es indispensa- 
ble y no se ha hecho por el recurrente, hubiese este citado el 
precepto legal que autoriza el recurso en dicho caso, de ningún 
modo podría aceptarse como fundamento para la casación soli- 
citada, toda vez que parte del supuesto inexacto de estimarse 
en el fallo de la Sala la excepción de prescripción, que no se 
estima; y por la misma razón es igualmente ineficaz para el ob- 
jeto del recurso, la supuesta infracción de comprender el fallo 
más de lo pedido, y como también porque no otorga más de lo 
pedido la sentencia que declara la demanda sin lugar y absuel- 
ve de ella al demandado, conforme en esto con la solicitud de 
dicha parte según así lo afirma la Jurisprudencia constante- 
mente establecida, contra la cual tampoco el recurrente, como 
debió hacerlo, invoca decisión alguna determinada de Tribunal 
idóneo para sentar doctrina, ni hace la necesaria referencia al 
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texto legal á que concierne la que en tan vagos términos pre- 
tende se ha infringido ; ^ 

Fállennos: que debemos declarar y declaramos haber lugar 
por el primero de los motivos alegados al recurso de casación 
por infracción de ley interpuesto por Casimiro Escalante y 
Diego y en su consecuencia casamos y anulamos la sentencia 
que en nueve de Julio de mil ochocientos noventa y ocho dictó 
la Sala de lo Civil de la Audiencia de esta capital, sin eapeeial 
condenación de costas: líbrese á dicha Audiencia la eorrespon- 
diente certificación de esta sent^ieia y de la que a continuación 
se dicta, con devolución del apuntamiento remitido y publíque- 
se en la Oaceta de la Habana y en la Colección legislativa, pa- 
sándose al efecto las copias necesarias. 

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 

Otra. En la ciudad de la Habana, á diez y nueve de Oc- 
tubre de mil ochocientos noventa y nueve, en el pleito seguido 
en el Juzgado de primera instancia del distrito de Guadalupe 
y en la Sala de lo Civil de la Audiencia de esta capital, por 
Casimiro Escalante y Diego del comercio y vecino de esta ciu- 
dad, representado en dicha Audiencia por el Procurador Juaa 
Mayorga y defendido por el Ldo. Leopoldo Cancio, contra la 
Sociedad Mercantil Nueva Fábrica de Hielo, constituida en 
esta ciudad y representada por su Presidente Cosme Bla&oo 
Herrera, cuyos procurador y abogado en la segunda instancia 
fueron respectivamente Esteban de la Tejera y Ldo. Alfredo 
Bemal, sobre cumplimiento de contrato é indemnización de da- 
ños y perjuicios, pendiente ante este Supremo Tribunal, por 
casación de la sentencia dictada en apelación por la referida 
Sala en nueve de JuUo de mil ochocientos noventa y ocho y re- 
currida por el mencionado demandante. Aceptando los resul- 
tandos de la sentencia dictada por el Juez en treinta de Di- 
ciembre de mil ochocientos noventa y siete; 

Resultando: que contra la referida sentencia, por la cruá 
el Juez declaró sin lugar la demanda establecida, absolviendo 
en ella á la Nueva Fábrica de EQelo con las costas ¿ cargo del 
demandante, interpuso este recurso de apelación que le fué ad- 
mitido en ambos efectos y se elevaron los autos ¿ la Audiencia 
para la tramitación de la segunda instancia; 

' Eesuitando: que en la ulterior sustanciaeión del juicio se 
han observado las prescripciones legales pertinentes; 

Siendo Ponente el Magistrado Octavio Giberga, 
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Considerando: que por no haber sido objeto de contención 
en el juicio la certeza, validez y eñcacia de contrato, antes 
bien, implicando la reclamación del demandante para su cum- 
plimiento por el demandado, juntamente con la oposición del 
último fundada en el incumplimiento por el primero, la acep- 
tación por ambas partes de que el contrato es cierto, válido y 
eficaz, sobre cuyos extremos, además, han hecho durante el cur- 
so del litigio diversas manifestaciones que los presentan expre- 
samente contestes en esta materia, sólo importa ñjar en la pre- 
sente decisión, como cuestiones en debida forma planteadas, si 
el contrato subsiste ó se ha extinguido, si se han cumplido ó no 
por uno y otro contratantes las respectivas obligaciones del 
mismo derivadas, en cuanto se dicen infringidas, y si la falta 
de su cumplimiento por parte del actor puede ó no constituir 
excepción útil en favor del demandado, y, consiguientemente, 
resolver sobre las pretensiones concretas de ambos litigantes; 

Considerando: que el contrato celebrado en catorce de Ju- 
lio de mil ochocientos noventa y uno entre Casimiro Escalante 
y Diego y la empresa anónima Nueva Fábrica de Hielo, por 
virtud del cual se obligó aquel, mediante encargo de esta, á 
procurar la adquisición del mayor número de consumidores del 
hielo producido por la misma, quien á su vez quedó obligada 
a abonarle en concepto de comisión de venta, por todo el tiem- 
po que durase el consumo de los nuevos clientes que llevara, el 
tres por ciento del importe total del hielo por tales clientes 
consumido, constituye, por su naturaleza y forma, un mandato 
especial y retribuido de los regulados en el titulo noveno del 
Libro cuarto del Código Civil, y que, por ser su objeto un acto 
de comercio y comerciante la compañía mencionada, debe re- 
putarse comisión mercantil y regirse por las disposiciones del 
titulo tercero, libro segundo del Código de comercio y en de- 
fecto de reglas aplicables conforme al derecho especial de que 
se trsttL, por los preceptos de la legislación común; 

Considerando: que en el contrato referido no se c<mtiene 
estipulación alguna determinante de su duración, pues el tér- 
mino de seis meses que se señala en la cláusula final, después 
de consignarse en la penúltima que la comisión de venta, será 
reeonocida á Escalante por todo el tiempo que dure el consumo 
de los clientes que él adquiera, se refiere con toda precisión y 
claridad á la obligación de carácter secundario contraída por 
la Sociedad, de satisfacer determinados gastos, consiguientes al 
empleo de un aparato telefónico destinado á facilitar las ges» 
tiones del comisionista y carece por tanto, del alcance que se 
le atribuye en la infundada interpretación del comitente, quien, 
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por el contrario, siendo como fué para él causa del contrato, el 
beneficio que habrían de obtener sus intereses merced al au- 
mento del consumo que trajeran los servicios del comisionista, 
al no limitar de modo expreso la importancia ó cuantía del pro- 
puesto aumento, sino encargar al comisionista que procurase 
adquirir el mayor número de consumidores, significó evidente- 
mente una intención que relacionada con el hecho á la sazón 
probable y hoy día por la realidad acreditado, de continuar la 
fábrica produciendo hielo por un período más largo de seis me- 
ses, no autoriza, antes se opone á dicha interpretación; mien- 
tras, por otra parte, dadas la índole de la industria que ejercía 
el comitente, su facultad de revocar en cualquier estado deJ 
negocio al mandato referido y la del mandatario de renunciar 
el mismo, aparece del todo racional que no se redujese á plazo 
definido la duración de tal encargo, cuyos efectos ni aan en el 
supuesto establecido por la Compañía demandada podían cesar 
completamente al concluir el término pactado, porque subsisti- 
ría sin posible duda, la obligación del comitente de pagar al 
comisionista el premio convenido por todo el tiempo que más 
allá de los seis meses se prolongase el consumo procurado du- 
rante dicho término; 

Considerando: que las alegaciones de la Compañía deman- 
dada, negando que Escalante le haya procurado en nigún tiem- 
po consumidores, que haya entre ambos mediado liquidación 
alguna, ni existido jamás alcances de éste contra aquélla ó ha- 
chóse nada por el mismo que determine el cumplimiento por 
su parte de lo que el contrato le exigía, están en pugna con la 
prueba recibida en el juicio según la cual, no solamente por 
medio de testigos que presentaron el actor y la propia compa- 
ñía demandada y por medio también de documentos, sino ade- 
más por el examen de los libros de comercio de dicha Compa- 
ñía, se ha acreditado que Escalante en su calidad de agente, le 
proporcionó consumidores que se han surtido de la Fábrica, 
practicó con esta liquidaciones y percibió de eUa cantidades por 
razón de tal consumo, habiéndose asimismo justificado que la 
requirió notarialmente para que sirviera otros pedidos que re- 
husaba servir la Sociedad, todo lo cual demuestra el desempe- 
ño de la comisión por el comisionista, sin que por extraordina- 
rias y graves que fueren la morosidad, negligencia ó abandono 
en que respecto de su ejecución pueda haber incurrido durante 
la época que medie desde su última gestión aceptcula por la 
compañía hasta el primer pedido que esta rehusó servir, quepa 
cambiar la naturaleza propia y valor legal de semejantes á 
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otras omisiones para confundirlas, como pretende la parte de- 
mandada, con el total incumplimiento de la comisión; 

Considerando: que aun en el caso de no haber Escalante 
en absoluto cumplido la comisión pactada, no por ello la comi- 
sión se había terminado, porque el efecto de la falta de cum- 
plimiento por el comisionista es aumentar y no extinguir sus 
obligaciones primitivas, con el nacimiento de responsabilidades 
que no originó el contrato, sino la omisión del contratante; 7 
que la revocación tácita, que invoca la compañía demandada, 
no puede darse en el contrato de mandato, bien sea civil ó mer- 
cantil, porque, aunque el otorgamiento y la aceptación pueden 
sí ocurrir tácitamente, la revocación, al igual que la renuncia 
deben por su índole peculiar y por prescripción terminante de 
la Ley, realizarse en forma expresa, tanto en la esfera del de- 
recho especial como en la del común; 

Considerando: que las afirmaciones contenidas en los es- 
critos de contestación y duplica, sosteniendo que á nada esta- 
ba obligada la Sociedad Nueva Fábrica de Hielo por virtud 
del contrato celebrado, en razón á que el actor nunca cumplió 
las que á él correspondían, alegando que el contrato expiró 4 
los seis meses de otorgado, por ser este el término de su dura- 
ción, sin que Escalante hubiese llevado á la Fábrica consumi- 
dor alguno, y negándole el derecho de llevarlos después de 
transcurridos los seis meses, y la reiteración de alguno de estos 
fundamentos, aun después de practicada la prueba en el trá- 
mfite de conclusión, lejos de suponer el cumplimiento de sus 
obligaciones por la Compañía demandada, implican el recono- 
cimiento de que no las ha cumplido, y en relación con el con- 
junto de la prueba, convencen plenamente de su parcial in- 
cumplimiento ; 

Considerando: que la obligación impuesta por el contrato 
al demandante de adquirir consumidores para la Nueva Fábri- 
ca de Hielo no se concibe, porque sería de imposible cumpli- 
miento, sin la obligación correlativa á cargo de la Sociedad de 
entregar á los clientes adquiridos por aquél el hielo que pidie- 
sen para su consumo, entrega en realidad indispensable para 
que llegasen á ser consumidores, siendo además inadmisible 
que la Sociedad no haya contraído dicha obligación, porque 
valdría tanto como dejar el cumplimiento del contrato al arbi- 
trio de uno de los contratantes, aparte de que son reglas cono- 
cidas de la comisión mercantil que, celebrado un contrato por 
el comisionista con las formalidades de derecho, el comitente 
deberá aceptar todas las consecuencias de la comisión, salvo su 
acción para repetir contra el comisionista por faltas ú omisio- 
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nes cometidas al cumplirlas : que si el comisionista contrata en 
nombre del comitente, con manifestación de dicha circunstan- 
cia, el contrato y las acciones derivadas del mismo producirán 
su efecto entre el comitente y la persona 6 personas que contra- 
taren con el comisionista: y que hasta en el caso de revocar el 
comitente la comisión conferida al comisionista, lo que habrá 
de poner en su noticia, queda siempre obligado á las resultas 
de las gestiones practicadas, antes de haberle hecho saber la re- 
vocación ; 

Considerando: que los que en el cumplimiento de sus obli- 
gaciones incurrieren en dolo, negligencia ó morosidad y loe que 
de cualquier modo contravinieren al tenor de aquellas, quedan 
sujetos k la indemnización de los daños y perjuicios causados, 
cuya indemnización comprende, no solo el valor de la pérdida 
que haya sufrido, sino también el de la ganancia que haya de- 
jado de tener el acreedor : que, si la obligación consistiere en el 
pago de una cantidad de dinero y el deudor incurriere en mo- 
ra, la indemnización de daños y perjuicios, no habiendo pacto 
en contrario, consistirá en el pago de los intereses convenidos 
y á falta de convenio en el interés legal, que, conforme al Códi- 
go Civil, es de seis por ciento al año; y que los efectos de la 
morosidad en el cumplimiento de las obligaciones mercantiles 
comenzarán en los contratos que tuvieren día señalado para 
BU cumplimiento, por voluntad de las partes ó por la ley al día 
siguiente de su vencimiento; 

Considerando: que por no ser posible ahora fijar en can- 
tidad líquida el importe de los daños y perjuicios causados ai 
actor porque faltan en los autos elementos para la exacta de- 
terminación de su cuantía, procede establecer las bases á qne 
deberá sujetarse su liquidación en el curso de las actuaciones 
necesarias para la ejecución de esta sentencia; 

Fallamos: que debemos revocar y revocamos la sentencia 
dictada por el Juez de primera instancia del distrito de Gua- 
dalupe de esta capital, en treinta de Diciembre de mil ocho- 
cientos noventa y siete, y declaramos con lugar la demanda 
establecida por Casimiro Escalante y Diego, contra la Socie- 
dad mercantil Nueva Fábrica de Hielo, á la cual en consecuen- 
cia condenamos: 

Primero : á cumplir en el término de quinto día el contrato 
celebrado con el referido Escalante en catorce de Julio de mil 
ochocientos noventa y imo á cuyo efecto le pague la cantidad 
que, según liquidación que se practique, resulte adeudarle por 
razón del tres por ciento de premio convenido sobre el importe 
total de las ventas de hielo efectuadas con su intervención co- 
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mo comisionista ó agente de la Soeiedad, eompntándose para 
la liquidación todo el tiempo de duración del consumo procu- 
rado por aquel, con excepción de lo ya liquidado y satisfecho 
mediante operaciones anteriores entre ambos contratantes: en- 
tregue á los nuevos consumidores que Escalante haya procura- 
do ó procurase mientras no se extinga legalmente la comisión 
estipulada, los pedidos concretos de hielo recibidos y pendien- 
tes y cuantos más reciba: y sobre el total valor del hielo que 
á partir de la liquidación antes dispuesta sigan consumiendo 
los antiguos compradores y del que compraren los nuevos con- 
sumidores que Escalante adquiera, pague al mismo Escalante 
conforme á la liquidación mensual que oportunamente verifi- 
quen por todo el tiempo que dure en lo adelante el consumo de 
xmos y otros clientes, la cantidad que corresponda al tres por 
ciento de premio convenido como comisión de venta; 

Segundo: á que indemnice al mencionado Escalante de los 
daños y perjuicios que le ha causado por su falta de cumpli- 
miento del contrato, á cuyo efecto le pague: primero, el tres 
por ciento del total valor que corresponda á los pedidos concre- 
tos de hielo realizados por aquél para tercero ó por tercero, 
mediante la gestión de aquél y dejados de cumplir por todo el 
tiempo de consumo anunciado al realizarlos, partiendo de la 
fecha en que debieron comenzar á ser cumplidos ; segundo, el 
interés legal de seis por ciento al año sobre el importe de las 
cantidades que resulten según liquidaciones mensuales que se 
practicarán, por el concepto expresado en la base precedente; 
cuyo interés comenzará á contarse respecto de cada partida ó 
cantidad mensual que resultare, desde el día primero del mes 
siguiente á aquel á que la respectiva partida corresponda; 

Tercero: el interés legal de seis por ciento al año sobre el 
importe de las cantidades que resulten según liquidaciones 
mensuales que se practicarán, por concepto del tres por ciento 
de premio correspondiente á Escalante en el valor de las ven- 
tas realizadas por la gestión del mismo, computándose la tota- 
lidad del consumo procurado con excepción del comprendido 
en liquidaciones ya concluidas entre ambos contratantes; cuyo 
interés se liquidará en la forma que establece la base prece- 
dente sin especial condenación de costas en ninguna de las dos 
instancias. 

Así, por esta sentencia, que se publicará en la Oaceta de 
Im Habana y en la Colección legislativa, para lo cual se expe- 
dirán las copias necesarias, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — Antonio González de Mendoza. — Pedro González Lio- 
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rente.— Rafael Cruz Pérez.— -José M. García Montes.— Budal- 
do Tamayo.— Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Rafael González Gari contra José de Ostolaza. 

Auto de 20 de Octubre de 1899. 

Recurso de casación por infracción de doctrina legal, interpuesto 
por Oonzález Gari contra la sentencia dictada por la Au- 
diencia de la Habana el día 9 de Agosto de 1897. 

JUICIO DE MENOR CUANTÍA. 

Los recursos de casación no se dan contra las resolndo- 
nes que no tienen el car&cter de definitivas; y tratándose de 
on incidente á nn jaldo de menor coantía, no otorgándose en 
lo principal, menos puede darse en lo accesorio. 

Resultando: que á consecuencia de un incidente sobre em- 
bargo preventivo promovido por Rafael González Gari en los 
autos declarativos de menor cuantía contra José de Ostolaa». 
interpuso el primero el recurso de casación por infracción de 
doctrina legal contra la sentencia dictada por la Sala de lo 
Civil de la Audiencia de esta ciudad el día nueve de Agosto de 
mil ochocientos noventa y siete, que le fué notificada al men- 
cionado González Gari, á los efectos del artículo ciento ocho de 
la Orden número noventa y dos del Gobierno Militar de esta 
Isla, el veinte y nueve de Julio de este año; 

Resultando: que admitido este recurso, y personados am- 
bos litigantes en este Tribunal, durante el término de instruc- 
ción promovió Juan Mayorga como representante de José Os- 
tolaza el incidente previo de impugnación del recurso admiti- 
do; señalándose el día diez y ocho para la vista pública de di- 
cho incidente; en cuyo acto informaron los abogados de las 
partes ; 

Considerando: que según el precepto del artículo siete de 
la Orden sobre casación, el Tribunal sentenciador ante el cual 
se hubiere presentado un escrito interponiendo un recurso de 
aquella naturaleza, debe examinar si se ha interpuesto contra 
una sentencia definitiva ó que tuviere carácter de tal 6 contra 
una resolución que fuere susceptible, según la ley, de dicho re- 
curso, y no reuniendo algunas de esas condiciones debe decla- 
rar sin lugar la admisión del mismo; 

Considerando: que la sentencia dictada por la Sala de lo 
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Civil de la Audiencia de esta ciudad el nueve de Agosto de mil 
ochocientoB noventa j siete ni es definitiva ni tiene tal concep- 
to, por cuanto recayó en un incidente no poni^ido término al 
pleito principal haciendo imposible su continuación; ni, x>o^ 
otra parte, es resolución susceptible del recurso de casación por 
infracción de ley ó de doctrina legal, en atención á que el in- 
cidente en que recayó como derivado de un juicio de menor 
cuantía participa la naturaleza de éste, y no dándose el referi- 
do recurso en dicha clase de juicios, tampoco puede darse en 
sus incidentes; por todo lo cual fué mal admitido por la Sala 
de lo Civil de la Audiencia de esta ciudad y es procedente de- 
clararlo asi, conforme al precepto del artículo treinta y cuatro 
en relación con los siete y veinte y ocho de la Orden número 
noventa y dos del Oobiemo Militar de esta Isla, sobre la sus- 
tanciación de procedimientos ante este Supremo Tribunal; 

Se declara mal. admitido el recurso de casación por in- 
fracción de doctrina legal interpuesto por el Procurador Este- 
ban de la Tejera á nombre de Rafael Qonzklez Qarí contra la 
sentencia de la Sala de lo Civil de la Audiencia de esta ciudad 
de nueve de Agosto de mil ochocientos noventa y siete, sin es- 
pecial condenación de costas; y con devolución del apuntamien- 
to, comuniqúese á la referida Audiencia para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los señores Magistrados del mar- 
gen, lo certifico. — Antonio Oonzález de Mendoza. — ^Pedro Gon- 
zález Llórente. — Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. 
— ^Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — ^Octavio Giberga. 
— ^Ante mí, P. D. Armando Riva. 



Manuel A. Junco, administrador del intestado de D.* Mer- 
cedes Amador, contra Francisco Mestre y Domínguez. 

Auto de 23 de Octubre de 1899. 

Recurso de queja interpuesto por Manuel A, del Junco contra 
el auto de 11 de Septiembre de 1899, dictado por la Audien- 
cia de la Habana. 

INCIDENTE EN JUICIO EJECUTIVO. 

El Mto por el cnal una Audiencia manda cumplir dentro 
de UB incidente de embargo tm exhorto de otro Jozgado, no 
tiene el carácter de resolnción definitiva y por lo tanto no 
eábe contra ella el recurso de casación. 

Bemltando: que en cuatro de Febrero de mil ochocientos 
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noventa y seis la Sala de lo Civil de la Audiencia de la Haba- 
na al resolver un incidente al juicio ejecutivo de D. Manuel A. 
Junco, administrador abintestato de Doña Mercedes Amador, 
contra D. Francisco Mestre y Domínguez, conflrmó el auto 
apelado de diez y nueve de Mayo y su concordante de treinta 
de Abril de mil ochocientos noventa y cuatro, en los cuales se 
ordenó el cumplimiento de un exhorto del Juez de Primera Ins- 
tancia de San Antonio de los Baños; 

Resultando: que habiéndose entonces interpuesto por Jmi- 
co recurso de casación por quebrantamiento de forma y anun- 
ciándose el de infracción de ley le fué admitido por lo primero, 
negándosele por lo segundo; pero no habiéndosele emplazado 
antes del once de Abril de mil ochocientos noventa y ocho, en 
cumplimiento del articulo ciento ocho de la Orden de casación 
vigente le fué notificado nuevamente el auto dictado en cuatro 
de Febrero de mil ochocientos noventa y seis, y, á consecuencia 
de ello, el Procurador Mayorga, á nombre de Junco, presentó 
escrito ante la mencionada Sala de lo Civil en nueve de Sep- 
tiembre próximo pasado interponiendo recurso de casación por 
quebrantamiento de forma y por infracción de ley y de doctri- 
na legal en los términos, formas y condiciones que la mencio- 
nada Orden establece, y la Sala de lo Civil, por auto de once 
de Septiembre declaró no haber lugar á admitirlo por no ser 
el auto de cuatro de Febrero de mil ochocientos noventa y seis 
de los que ponen término al pleito haciendo imposible su con- 
tinuación conforme al número primero del artículo mil seis- 
cientos ochenta y ocho de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 

Resultando : que el propio Junco cumplido lo ordenado en 
el articulo diez y seis de la Orden de casación, interpuso Ift 
queja ante este Tribunal Supremo en escrito de seis del co- 
rriente con arreglo al artículo diez y ocho de la propia Orden, 
y, llenados los trámites del caso, se señaló para la vista del re- 
curso la una de la tarde del día diez y nueve del corriente, en 
cuya fecha tuvo aquella efecto, informando el abogado direc- 
tor del recurrente; 

Considerando : que el recurso de casación sólo procede con- 
tra las sentencias definitivas, ó contra las que merezcan el con- 
cepto de tales por recaer en un incidente y poner término al 
pleito principal, haciendo imposible su continuación; 

Consideración: que según el número primero del artículo 
mil seiscientos ochenta y ocho de la Ley de Enjuiciamiento Ci- 
vil tendrán el concepto de sentencias definitivas, para que ha- 
ya lugar al recurso de casación, las que recayendo sobre un in- 
i^idente ó articulo pongan término al pleito, haciendo imposible 
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SU continuación; y el anto de cuatro de Febrero de mil ocho- 
cientos noventa y cuatro por el cual la Sala de lo Civil de la 
Audiencia de la Habana mandó cumplir, dentro de un inciden- 
te de embargo, un exhorto del Juez de Primera Instancia de 
San Antonio de los Baños, si bien puso fin á la cuestión inci- 
dental, no por ello puso término al ejecutivo de Junco, pleito 
principal, ni hizo imposible su continuación, por cuyo motivo 
no tiene dicho auto el carácter de sentencia definitiva ; y la Sala 
de lo Civil de la Audiencia de la Habana, al declarar sin lu- 
gar el recurso de casación interpuesto contra aquel auto, obró 
con estricto arreglo al derecho procesal vigente; 

Se declara sin lugar el recurso de queja interpuesto por 
D. Manuel A. Junco con las costas á cargo del mismo; y con 
certificación de este auto comuniqúese á la Audiencia de la Ha- 
bana para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen^ lo 
certifico. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — ^Ante mí, 
P. D. Armando Riva. 



Sucesión de Felipa Valdés contra Federico Venerio y com- 
partes. 

Auto de 26 de Octubre de 1899. 

Recurso de casación por infracción de Ley y de doctrina legal, 
interpuesto por la sucesión de Felipa Valdés contra la sen- 
tencia dictada por la Audiencia de la Habana en 30 de Di- 
ciembre de 1898. 

NULIDAD DE VENTA JUDICIAL. 

Al citarse por el recurrente como cansa de casación los 
casos l.o, 4.0 y 7.0 después de haber citado antes el articulo 
1,690 de la Ley de Enjuiciamiento Oivll, aunque omite citar 
el articulo en que se comprenden dichos casos, bien se com- 
prende que se refiere & dicho articulo 1,690, por ser este el 
único de los citados en que se fijan los casos por infracción de 
Ley; y por lo tanto no es motivo para la impugnación del 
recurso. 

Resultando-, que por escrito de catorce de Agosto del año 
corriente el Procurador Mayorga á nombre de la sucesión de 
Felipa Valdés en juicio declarativo de mayor cuantía so- 
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bre nulidad de ia ^enta judicial de nna casa en esta dodad j 
devolución de frutos contra D. Federico Veneno y compartes, 
interpuso recurso de casación por infracción de ley y de dot^ 
trina le^ai, contra la sentencia dictada por la Sala de lo Civil 
de la Audiencia de la Habana en treinta de Diciembre del año 
próximo pasado fundado en los artículos mil seiscientos ochoi- 
ta y siete al mil seiscientos noventa de la Ley de Enjuiciamien- 
to Civil, citando al efecto como infringidas las dispoeJcionei 
que á continuación enumera, cuya infracción esté comprendi- 
da, como causa justificativa de casación en los casos primeíOy 
cuarto y séptimo de la precitada Ley; habiéndose cumplido 
previamente, respecto á los litigantes lo preceptuado en el ar- 
ticulo ciento ocho de la Orden de casación número noventa 
y dos; y que por auto del diez y nueve de Agosto próximo pa- 
sado la propia Sala de lo Civil admitió dicho recurso por con- 
siderar cumplido en dicho escrito lo exigido, respecto á tiempo 
y forma, en la mencionada Orden; 

Resultando', que personado ante este Tribunal Supremo el 
recurrente y corriendo el período de instrucción, común á las 
partes, el Fiscal por escrito de trece de Octubre corriente im- 
pugnó dicho recurso por entender que en el escrito de ioterpo- 
sición había indeterminación al fijarse por el recurrente los pre- 
ceptos legales que autorizan dicho recurso, faltándose por ello 
á lo exigido en el artículo quinto de dicha Orden número no- 
venta y dos, y pidió que en su oportunidad se declarase mal 
admitido el recurso y no haber lugar á su sustanciación ; 

Resultando; que habiéndose señalado para la vista de la 
cuestión previa la una de la tarde del día veinte y tres del co- 
rriente, tuvo lugar aquella, informando pirmeramente el Fis- 
cal y después el abogado director de la sucesión de Doña Feli- 
pa Valdés; 

Considerando: que al citar el recurrente como causa jus- 
tificada de casación, los casos pimero, cuarto y séptimo después 
de haber citado el artículo mil seiscientos noventa de la Ijey 
de Enjuiciamiento Civil, aunque omite consignar el artículo 
en que se comprenden dichos casos, no se ofrece duda de que 
dicho artículo es el mil seiscientos noventa antes mencionado, 
por lo mismo que este es el único de los citados en que se fijan 
los casos por infracción de ley, y á mayor abundamiento nin- 
guno de los otros artículos sobre infracción de ley contiene 
más de cuatro párrafos ó números, y por tanto no existe la in- 
determinación alegada por el Fiscal; 

Se declara sin lugar la impugnación establecida por el 
Ministerio Fiscal contra el recurso interpuesto por el Procurar 



JUBISPBUDBNCIA CIVIL. 181 



dor Mayorga k nombre de la saeesión de Doña Felipe Valdés, 
án especial condenación de eostaa, y dése cuenta para proveer 
h> demás qtte corresponda. 

Lo proveyeron y firman los señores Magistrados del mar- 
gen, ante mi, de que certifico. — ^Antonio González de Mendoza. 
' — Fedro González lüorente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. Gar- 
ám Montes. — Eudaldo Tamayo. — Ángel C. Betancotrrt. — Oc- 
tavio Giberga. — Ante mi, P. D., Armando Biva. 



SvAfiíSTO Ruiz Abasca^ como cesionario d£ Alberto de Cas- 
tro» CONTRA Concepción de LíA Cantera. 

Auto de 27 de Octubre de 1890. 

Recurso de queja mierpue$to por Evaristo Ruiz Abmscah contra el 
auto de la Sala de lo Civü de la Audiencia de la Habana 
de 16 de Septiembre de 1899. 

JüIOIO D£ MENOB CUANTÍA EN COBRO DE PESOS. 

Para qne sea admitido el recurso de casación por que- 
iMnuitamiento do f oma os indi^onsablo qno se haya podido 
la sateaaacite do la falta oa la instaacia qoo se cometlA, sin 
qno soa admisible la salvedad do qno vino & onteraxae el lo- 
cnrrento cuando no habla ténninos para podir la sabsaoación. 

Resultando-, que Evaristo Ruiz Abascal como cesionario 
de Alberto de Castro, promovió demandada de menor cuantía 
contra Concepción de la Cantera en cobro de pesos, y tramita- 
da en primera instancia se elevaron los autos en virtud de ape- 
lación á la Audiencia de la Habana, quien dictó la correspon- 
diente sentencia; 

Resultando: que el Procurador Esteban de la Tejera en 
nombre del demandante Evaristo Ruiz Abascal interpuso recur- 
so de casación por quebrantamiento de forma contra dicha sen- 
tencia, fundándola en el caso segundo del artícxilo mil seiscien- 
tos noventa y uno de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ó sea 
falta de personalidad en la demandada y en su procurador por- 
que la Sra. de la Cantera compareció en primera instancia por 
medio del Procurador Juan Martí, á quien otorgó poder, en 
virtud de una autorización que le fué otorgada por el Juez de 
Ouadalupe supliendo la licencia marital que no podía conce- 
derle su esposo Juan Gobel; autorización de carácter general 
para todos los asuntos y todos los pleitos que fué objeto de re- 
eorso de apelación por dicho Oobel y revocada por la Sala de 
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lo Civil de la Audiencia de esta ciudad, en auto de veinte y 
uno de Septiembre de mil ochocientos noventa y siete, hecho 
que dice el recurrente sólo pudo conocer y alegar en el acto de 
la vista, enterándose también el día antes de la interposición del 
recurso, de que la Sra. de la Cantera, estando ya en trámite 
de señalamiento en segunda instancia el pleito seguido contra 
ella, revocó el poder otorgado, por lo que según expone no pudo 
alegar esa falta de personalidad ni pedir su subsanación en 
primera y segunda instancias, siendo de aplicarse por ese mo- 
tivo el artículo mil seiscientos noventa y cinco de la citada Ley 
de Enjuiciamiento Civil; 

Resultando i que la Sala de lo Civil de la Audiencia de la 
Habana por auto de diez y seis de Septiembre último declaró 
no haber lugar á admitir dicho recurso por no haberse pedido 
la subsanación de la falta en la instancia en que se cometió, 
con arreglo al artículo mil seiscientos noventa y cuatro de la 
Ley procesal citada, sin que baste alegar que se ignoraba la in- 
fracción cometida, caso no comprendido en el artículo mil seisr 
cientos noventa y cinco que invoca en su favor el recurrente; 

Resultando i que personado ante este Supremo Tribunal 
Evaristo Ruiz Abascal, é interpuesto en forma, recurso de que- 
ja contra el auto de la Audiencia de la Habana denegatorio del 
de casación, se ha sustanciado aquel recurso por los trámites 
legales ; 

Considerando', que el artículo mil seiscientos noventa y 
cuatro impone como condición indispensable para que se ad- 
mita el recurso por quebrantamiento de forma, que se haya pe- 
dido la subsanación de la falta en la instancia en que se come- 
tió; disposición concreta que no admite la alegación hecha por 
el recurrente de haberse enterado de la falta de personalidad 
de la Sra. de la Cantera y de su procurador, cuando ya no po- 
día pretender que se subsanase, porque si esa hubiera sido la 
mente del legislador habría establecido dicha salvedad, limitan- 
do así el carácter absoluto del precepto legal indicado; 

Considerando: que el artículo mil seiscientos noventa y 
cinco, como el anterior, se refiere al tiempo ú ocasión en que se 
cometió la falta, y no al en que tuviese conocimiento de la 
misma, el que la invoque, como motivo del recurso, y se con- 
trae además al caso en que la infracción se haya cometido en 
la segunda instancia cuando fuere ya imposible reclamar con- 
tra ella, caso distinto del presente, por lo que no puede favo- 
recer al recurrente el expresado artículo que alega en apoyo 
de su recurso; 

Se declara no haber lugar al recurso de queja interpues- 
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to por Evaristo Ruiz Abascal contra el auto de la Sala de lo 
Civil de la Audiencia de la Habana, de diez y seis de Septiem- 
bre último, denegatorio del de casación, con las costas á cargo 
del recurrente. 

Y comuniqúese á la Audiencia de la Habana para lo que 
proceda. 

Lo proveyeron y firman los señores Magistrados del mar- 
gen, por ante mí, de lo que certifico. — Antonio Gtonzález de 
Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — 
José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — Ángel C. Betan- 
^ourt. — Octavio Giberga. — ^Ante mí, P. D., Armando Riva. 



Benito Celorio, como apoderado de Carlos Balerdi, contra 
EL Registrador de la Propiedad del Centro, de la Ha- 
bana. 

Auto de 30 de Octubre de 1899. 

Recurso gubernativo interpuesto por Benito Celorio, como apo- 
derado de Carlos Balerdi, contra la nota negativa de ins- 
cripción puesta por el Registrador de la Propiedad del 
Centro. 

ESOBITÜRA DE TRANSACCIÓN Y CESIÓN DE BIENES 

EN PAGO. 

Se cumple con lo dispuesto en el número 6.0 del articulo 
9.0 de la Ley Hipotecaria al designarse colectividad de he- 
rederos de una persona, teniendo éstos una representación co- 
mtin; y máxime cuando la herencia yacente ha venido consi- 
derándose como persona jurídica. 

Resultando: que el Presidente de la Audiencia, resolvien- 
do el recurso interpuesto, revocó el auto apelado, declarativo 
que procedía realizar la inscripción de las escrituras de diez y 
ocho y veinte y cuatro de Mayo del año actual, y haciendo otras 
declaraciones pertinentes al caso; que notificada dicha resolu- 
ción á las partes, por escrito de diez y nueve de Septiembre 
próximo pasado el Registrador del Centro apeló de dicha reso- 
lución para ante el Presidente del Tribunal Supremo, basándo- 
se en el artículo ciento doce del Reglamento hipotecario y diez 
y seis del Decreto de creación del Supremo; que admitida la 
apelación interpuesta, según providencia de veinte y uno de 
Septiembre próximo pasado el mismo día se elevó el expedien- 
le original al Presidente del Tribunal Supremo; que en tres de 
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Octubre corriente se excusó de conocer de este asunto el Presi- 
dente del Supremo, por cuanto es un hijo político del mismo el 
Notario autorizante de las escrituras, cuya inscripción fué de- 
negada, ordenando pasase el conocimiento del asunto al Ma-' 
gistrado más antiguo Sr. Gtonzález Llórente, quien, á su vez, 
por diligencia de veinte del propio Octubre, alegó que por te- 
ner todo su tiempo ocupado en negocios de que es Ponente se 
dispusiera pasase el asunto á otro Magistrado, como así se hizo 
por providencia del veinte y cinco, tocando el conocimiento del 
asunto al que provee; 

Resultando: que en nueve de Octubre fué presentado por 
el Registrador del Centro un escrito de fecha siete del mismo 
mes, escrito en que hace algunas apreciaciones acerca de la re- 
solución del Presidente de la Audiencia ; 

Aceptando los Considerandos de la propia Presidencia de 
la Audiencia, excepción hecha del particular en que se tiene 
por yacente la herencia de la Sra. Rodríguez de Ortega y el 
Sr. Juan Sigler cuando es realmente ima herencia adida, vi- 
niendo á ser por consiguiente innecesaria la suposición de la 
existencia de la personalidad del difunto para todos los efectos 
legales, bastando para estos el nombre colectivo de los herede- 
ros ó del representante de los mismos; 

Considrando: que por ser del todo extemporáneas, no son 
de tomarse en cuenta ninguna de las alegaciones estampadas en 
el escrito del Registrador del Centro, de fecha siete de Octu- 
bre corriente; 

Considerando: que con arreglo al artículo noveno, circuns- 
tancia quinta, de la Ley Hipotecaria y veinte y cinco, número 
noveno, de su Reglamento, la designación de la persona á cuyo 
favor se hace una inscripción, ha de hacerse según conste del 
título, expresando su nombre y apellido, si fuere aquella deter- 
minada, y, en otro caso, el nombre de la Corporación ó el co- 
lectivo de los interesados, (Resolución de la Dirección General 
de veinte y nueve de Abril de mil ochocientos ochenta) ; pre- 
cepto que está bien cumplido al inscribirse á favor de la colec- 
tividad de herederos de la Sra. Bárbara Rodríguez de Ortega 
y del Sr. Juan Sigler los bienes dejados por ^tos, operación 
que pudieron hacer legítimamente como la hicieron en el Regis- 
tro, los representantes de esos mismos herederos; 

Considerando: que al exigir el número sexto del artículo 
noveno de la Ley Hipotecaria el nombre y apellido de la per- 
sona, ó el nombre de la Corporación ó persona jurídica de 
quien procedan inmediatamente los bienes ó derechos que de- 
ban inscribirse, esa persona jurídica, y reduciendo la cuestión 
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al caso de este expediente, esté constituida por la colectividad 
de herederos de la Sra. Bárbara Rodríguez de Ortega y el se- 
ñor Juan Sigler, representados legítimamente por los señores 
Femando Quintana y Domingo Mora y Chávez; siendo razón 
poderosa que apoya esta consideración el hecho de que si la he- 
rencia yacente venía considerándose, eomo persona jurídica, se- 
gún sentencia de cinco de Junio de mil ochocientos sesenta y 
uno, quince de Marzo de mil ochocientos ochenta y uno y nue- 
ve de Junio de mil ochocientos ochenta y cinco, no hay razón 
alguna en el terreno de elevados principios de derecho para 
que no pueda considerarse también como persona jurídica una 
herencia, adida, como la de que se trata; 

C0nsiderando : respecto al artículo mil treinta de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, que este se reduce á preceptuar, cunoh 
plidos ciertos requisitos, que el Juez podrá decretar la ven^a 
de cualesquiera de los bienes del abintestato, verificándolo en 
pública subasta y previo avalúo por peritos y en semejante 
precepto, que se contrae á enajenaciones en el sentido estricto 
de la palabra, no hay mandato expreso alguno respecto á tran- 
sacciones con acreedores y daciones en pago de deudas, como 
es el caso del actual expediente ocurriendo, á mayor abunda- 
miento, que dicho artículo mil treinta de Enjuiciamiento Civil 
está en parte modificado por el artículo mil treinta del Código 
Civil en su final; 

8e confirma la resolución del Presidente de la Audiencia 
de la Habana de nueve de Septiembre próximo pasado; y con 
certificación de este auto comuniqúese para lo que proceda, pu- 
blicándose también en la Gaceta de la Habana. 

Así lo provee y firma el Magistrado del Tribunal Supre- 
mo de la Isla de Cuba, Rafael Cruz Pérez, en funciones de 
Presidente, por sustitución, lo que certifico. — Rafael Cruz Pe- 
res. — ^Ante mí, Federico García Ramis. 



Mabcelino González, como esposo de Caeolina Villanueva, 

CONTRA PeANCISCX) MeSA COMO REPRESENTANTE \m SU ESPOSA 

SixTA Rubio. 

Sentencia núm. 2 (1? de Noviembre de 1899>. 
Recurso por infracción de Ley interpuesto por Marcelino Oon- 
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zález contra la sentencia dictada por el Juez de Primera Ins- 
tancia de Jaruco en 23 de Agosto de 1899, 

JUICIO DE DESAHUCIO. 

No se quebranta la forma del procedimiento al conocer 
un Jnes de Primera Instancia de nna apeladán en Jnldo do 
desahucio, aun cnando no se hayan consignado las ventaSv 
caando la finca se poseía en precario; no pndiendo derlvane 
de ésto la incompetencia del Juez de Primera TnstAncla par» 
conocer de dicha apelación. — ^Y no es admisible el recurso por 
infracción de Ley, cuando en su interposición se falta á lo 
que previene el Artículo 5 número 4 de la Orden 92 sobr» 
casación. 

En la ciudad de la Habana, á primero de Noviembre de 
mil ochocientos noventa y nueve, en el recurso de casación por 
quebrantamiento de forma y por infracción de ley interpuesto 
por Marcelino González Ruiz, propietario y vecino de la mia- 
ma, en representación de su esposa Carolina Villanueva y Gó* 
mez, también propietaria, contra la sentencia dictada en veinte 
y tres de Agosto del presente año por el Juez de primera ins- 
tancia de la ciudad de Jaruco en el juicio de desahucio promo- 
vido por aquél, en su carácter expresado, contra Francisco Me- 
sa y Bello, por sí y como representante de su esposa Sixta Bu- 
bio, vecinos ambos de Santa Cruz del Norte, Término Munici- 
pal de Jibacoa, sin que en el juicio conste su profesión ; 

Resultando', según la sentencia recurrida, que D. Marceli- 
no González Ruiz, á nombre y en representación de su esposa 
Doña Carolina Villanueva presentó demanda de desahucio en 
el Juzgado Municipal de Jibacoa en ocho de Junio del corrien- 
te año, contra Doña Sixta Rubio por haber terminado el con- 
trato de arrendamiento de la finca conocida por **Chipiona'' 
de la propiedad de Doña Carolina Villanueva; 

Resultando-, según la propia sentencia recurrida, que ad- 
mitida la demanda por el Juzgado, señalado día para la com- 
parecencia verbal, notificadas las partes se celebró la compare- 
cencia en catorce del propio mes y año ya citados, en cuyo ae- 
to el actor reprodujo su demanda, acompañando los documen- 
tos para acreditar la propiedad de la finca y la prueba testifi- 
cal que creyó conveniente á su derecho y el demandado negó la 
demanda, fundado en la incompetencia de jurisdicción, pues á 
su juicio, en caso de proceder, correspondía el conocimiento de 
la misma al Juzgado de primera instancia; 

Resultando i según la misma sentencia recurrida, que dic- 
tada sentencia en veinte y seis del mismo mes y año el Juez 
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Municipal declaró con lugar la demanda de desahucio, aperci- 
biendo de lanzamiento á D. Francisco Mesa y á Doña Sixta 
Rubio si no desalojaban la finca en el acto de ser firme la sen- 
tencia y condenándoles igualmente al pago de las rentas ven- 
cidas desde el diez y ocho de Diciembre de mil ochocientos no- 
venta y cinco, hasta el día ocho del mes y año actual; y de los 
intereses de seis por ciento que resulten de estas sumas desde 
el día ocho referido en que se interpuso la demanda, hasta que 
quede hecho el pago de dichas rentas; 

Resultando: según dicha sentencia recurrida, que notifica- 
do de esa sentencia (la del Juzgado Municipal) D. Francisco 
Mesa, interpuso apelación en tiempo y forma, la cual le fué ne- 
gada por el Juzgado, en atención á que no acreditaba tener sa- 
tisfechas las rentas vencidas, ni haberlas consignado al interpo- 
ner la apelación; 

Resultando: según la expresada sentencia del Juez de pri- 
mera instancia de Jaruco, que Doña Sixta Rubio por medio 
de su legítimo esposo, interpuso en treinta de Junio recurso de 
reposición contra el auto que le denegó la alzada, y denegada la 
reposición por el Juzgado interpuso el de queja ante este Juz- 
gado, acompañado de los documentos en que fundaba los moti- 
vos de su queja; 

Resultando: según la sentencia recurrida, que admitido el 
recurso, se dispuso que el Juez Municipal de Jibacoa informa- 
se con justificación sobre los particulares que motivaron la 
queja; y remitidos por aquel Juzgado los autos originales se 
dictó auto por este Juzgado en veinte de Julio último decla- 
rando con lugar el recurso de queja por denegación de apela- 
ción, entendiéndose admitida aquélla en ambos efectos y orde- 
nándose al Juez Municipal de Jibacoa que con suspensión de 
todo procedimiento remitiera los autos que se le devolvían, pre- 
via citación y emplazamiento de las partes; 

Resultando: además, que de los fundamentos consignados 
por el actor en el escrito de demanda aparece que la finca ''Chi- 
piona" fué de la propiedad de la demandada Sixta Rubio,, quien 
la vendió en pacto de retro á Rafael Aguiar y éste, á su vez, la 
vendió posteriormente á Marcelino González Ruiz, habiendo el 
último al vencerse la obligación del pacto, en diez y ocho de 
Diciembre de mil ochocientos noventa y tres, prorrogado dicha 
obligación por otros tres años más, ó sea hasta el diez y ocho 
de Diciembre de mil ochocientos noventa y seis, en cuya fecha, 
por no haberse satisfecho el precio, se resolvió aqueUa condi- 
ción y ya dueño en absoluto dominio González Ruiz de la finca 
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meoeioDada, la yendió en veinte de Septiembre de mil ocho- 
cientos noventa y siete á Francisco Mañas y Sánchez Aparicio, 
qoien al día siguiente requirió por medio del Juez Municipal 
á Fraadseo Mesa y su esposa Sixta Rubio para que la desocu- 
paren por haber vencido desde diez y ocho de Dieionbre de 
mil ochocientos noventa y seis el término estipulado en el con- 
trato de arrendamiento, que venció justamente con la reseda- 
eión de pacto, después de lo cual, y sin que los ocupantes hu- 
bieren atendido al requerimi^ito practicado, Francisco Mañaii, 
con fecha once de Enero del corri^ite año, vendió la finca á 
Carolina Villanueva y Qomez; siendo el contrato de arrendar 
miento á que se alude el conjuntamente con el de compra ven- 
ta convenido como dueño por el primer comprador en pacto 
con la verdadera Sixta Rubio, quien por consecuencia de aqud 
doble contrato, pasó de dueña á ser arrendataria; 

Resultando: asimismo, que la demanda establecida no se 
fundó tan sólo en haber cumplido el término estipulado en el 
contrato, que es el único fundamento consignado en el primero 
de los Resultandos de la sentencia recurrida transcritos más 
arriba, sino también en venir disfrutando los demandados la 
finca en precario y habérseles requerido desde el año mil ocho- 
cientos noventa y siete para que la desocupasen; 

Besídtando: además, que la parte demandada no se limitó 
en la comparecencia ante el Juez Municipal, aludida en el se- 
gundo de los resultandos transcritos, á las manifestaciones que 
dicho resultando expresa, sino, además, alegó no tener contra- 
to con González, y estar en posesión de la finca por virtud de 
retro-compra, realizada mediante consignación judicial del pre- 
cio convenido á la disposición de González, hecho antes de ven- 
cerse el término del pacto con que aquella fué vendida, ante- 
riormente por la parte demandada, cuya consignación dijo la 
parte haber verificado por no estar González en su residencia; 

Resultando: que sustanciada por el Juez de Primera Ins- 
tancia de Jaruco la apelación que antes se ha dicho, dictó sen- 
tencia en veinte y tres de Agosto último, por la cual, estiman- 
do que el contrato de arrendamiento en que fundó González la 
demanda había vencido en diez y ocho de Diciembre de mil 
ochocientos noventa y seis, sin que existiese tácita reconducción 
del mismo, puesto que á ello se opone el requerimiento que hizo 
el arrendador por medio del Juez Municipal; que terminado el 
contrato de arrendamiento y conocida la expresa voluntad del 
dneño de que no siguieran los arrendatarios ocupando la finca» 
no puede decirse que estos la ocupen por virtud de convenio 
expreso ó tácito, ni puede alegarse el contrato para pedir ante 
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el Juez Mtuiicipal el desahucio; que, á mayor abundamiento, 
él actor fundó expresamente su demanda en que los demanda- 
dos vienen disfrutando la finca en precario, lo cual, en efeeto, 
resulta de la larga ocupación posterior al vencimiento del con- 
trato, sin consentimiento del dueño ni estipulación de nuevas 
rentas y por razón de ello y dándose como causa del desahu- 
cio una distinta de las expresamente consignadas en el articulo 
mil quinientos sesenta de la Ley de Enjuiciamiento Civil, el 
Juez Municipal, es incompetente para conocer de la demanda; 
que la sentencia apelada debió limitarse declarando solamente 
haber ó sin lugar el desahucio conforme al artículo 1579, sin 
condenar al pago de rentas, ni disponer el embargo y reten- 
ción de bienes, porque lo primero no es procedente en el desa- 
hucio, y lo segundo, luego que cause ejecutoria al efectuarse el 
lanzamiento; revocó la sentencia dictada en veinte y seis de 
Junio anterior por el referido Juez Municipal de Jibacoa sin 
especial condenación de costas; 

Resultando: que contra la enunciada sentencia del Juez de 
Primera Instancia interpuso el demandante, por su escrito de 
veinte y seis de Agosto próximo pasado, recurso de casación 
por quebrantamiento de forma, que fundó en el número sexto 
del artículo mil seiscientos noventa y uno de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil, alegando la incompetencia del referido Juez 
de Primera Instancia para conocer de un asunto ya terminado, 
á juicio del recurrente, por sentencia firme, porque sólo tenía 
competencia, y eso para su ejecución, el Juzgado que la dictó, 
conforme á los artículos 368 y 918 en relación con los 54 y 56 
del Enjuiciamiento, y añadiendo otras manifestaciones relati- 
vas á las reclamaciones posibles practicadas con anterioridad 
para obtener la subsanación de la falta que se supone cometi- 
da : y al mismo tiempo y por el propio escrito interpuso recur- 
so de casación por infracción de ley, apoyado, según dice, en 
los casos primero, quinto, sexto y séptimo del artículo mil seis- 
cientos noventa del Enjuiciamiento, los cuales comprenden los 
términos que se acaban de transcribir dentro de un solo párra- 
fo, señalando como infringidos los artículos mil quinientos se- 
senta y cinco, mil quinientos sesenta y seis, causa primera del 
mil quinientos sesenta y nueve, mil quinientos setenta y siete, 
mil quinientos ochenta y uno y causa segunda del mil nove- 
cientos sesenta y seis del Código Civil, y los mil quinientos se- 
senta, causa primera, mil quinientos sesenta y dos ; mil quinien- 
toB sesenta y tres, número primero; mil quinientos sesenta y 
cuatro, mil quinientos sesenta y cinco y mil quinientos ochenta 
7 uno del Enjuiciamiento, cuyas citas se consignan conjunta- 
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mente del modo aquí transcrito, sin referencia alguna de los 
preceptos que se suponen infringidos á las distintas causas de 
casación que se mencionan y sin expresión del concepto en que 
aquéllos lo hayan sido; 

Resultando: que admitidos ambos recursos de casación por 
el Juez ante quien se interpusieron, y personadas las partes 
del juicio ante este Supremo Tribunal, se señaló para la vista 
pública, el día veinte y siete del mes próximo pasado, en cuya 
fecha tuvo efecto, con asistencia de aquéllas; 

Siendo Ponente el Magistrado Octavio Giberga, 

Considerando: en cuanto al recurso por quebrantamiento 
de forma, que en manera alguna puede estimarse como eficaz 
para la casación pedida, pues, aparte de ser precisamente el 
Juzgado de Primera Instancia, y no el Municipal, el competen- 
te para conocer del juicio de desahucio establecido por la sim- 
ple razón de dirigirse la demanda, según ella expresa, contra 
poseedores en concepto de precario, la sentencia dictada por 
el Juez Municipal en los procedimientos de esta especie es ape- 
lable en ambos efectos para ante el Juez de Primera Instancia, 
sin que el precepto prohibitivo de la admisión de tal recurso, 
cuando lo establece el demandado que no acredite tener satisfe- 
chas, ó, en su defecto, no consigne las rentas vencidas y las que 
con arreglo al contrato deba pagar adelantadas, sea, porque 
no puede ser de aplicación al caso en que el actor alega en su 
demanda la posesión a titulo de precario por el demandado; 
en cuya virtud, apelada como fué en tiempo y forma la reso- 
lución del Juez Municipal, no cabe reconocerla el caríwter de 
sentencia firme, del cual se pretende derivar la supuesta in- 
competencia del Juez de Primera Instancia, quien, por el con- 
trario, pudo y debía conocer legalmente del asunto en virtud 
de dicha alzada, siendo así manifiesto que no se ha cometido 
la infracción procesal invocada por el recurrente como causa 
del recurso que interpuso por quebrantamiento de forma: 

Considerando: que interpuestos á un tiempo y conjunta- 
mente tramitados ambos recursos de casación por quebranta- 
miento de forma y por infracción de ley, cuando el primero 
sea improcedente, debe la misma sentencia por la cual esto se 
declare, decidir acerca del segundo; 

Considerando: por consiguiente, en cuanto al recurso por 
infracción de ley, que es inadmisifoie d rec ti ia» em cuya in- 
terposición se falta á lo dispuesto por el número cuarto del ai*- 
ticulo quinto de la Orden número 92 del Gobernador Militar 
de la Isla, en cuyo caso está el presente, como todo aquel en 
que, al interponerlo, no se expresen con la debida separación 
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SOS diversos fundamentos 6 no se exponga con precisión y cla- 
ridad el concepto en que hayan sido infringidas las leyes que 
como infringidas se mencionan, derivándose de tales omisiones 
la confusión 6 indeterminación del problema jurídico, y con 
ellas la imposibilidad de discutirlo y resolverlo concreta y acer- 
tadamente; de lo cual es precisa consecuencia que el artículo 
séptimo de la citada Orden número 92 no autorice la admisión 
de un recurso en tales condiciones interpuesto, como también 
que, si indebidamente es admitido por el Juez ó Tribunal sen- 
tenciador y por falta de impugnación cumplidamente tramita- 
do, debe definitivamente declararse sin lugar, ya que ni la ad- 
misión acordada contrariamente a la ley, ni la sustanciación 
debida á una omisión de parte, son suficientes para atribuirle 
una virtualidad incompatible con su original ineficacia; 

Considerando: que las costas deben imponerse al recurren- 
te que haya interpuesto de un modo simultáneo ambos recursos 
por quebrantamiento de forma y por infracción de ley, cuando 
ambos fuesen declarados sin lugar; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación, conjuntamente establecido por que- 
brantamiento de forma y por infracción de ley, por Marcelino 
González y Euiz, en representación de su esposa Carolina Vi- 
Uanueva y Gómez, contra la sentencia dictada por el Juez de 
Primera Instancia de Jaruco, en veinte y tres de Agosto últi- 
mo, é imponemos las costas al citado recurrente, líbrese la co- 
rrespondiente certificación de esta sentencia al Juzgado refe- 
rido, con devolución de los autos elevados: y publíquese en la 
Gaceta de la Habana y en la Colección á cargo de la Secreta- 
ría de Justicia, á cuyo efecto se pasen las necesarias copias. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El Asilo General de Dementes contra Ignacio Valor como 
curador de antonio acosta. 

Auto de 4 de Noviembre de 1899. 

Recurso de queja interpuesto por Ignacio Valor contra él auto 
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dictado por la Avdiencia de la Habana el 27 de 8epiiembr0 

de 1899. 

JUICIO DECLARATIVO DE MATOB CUANTÍA EN COBRO 

DE PESOS. 

La nii«nra notiflcacito de la sentencia k las paites qne no 
hubiesen sido emplasadas con anterioridad al once de Atoa 
de 1899, coloca & los litigantes en la misma sitnaddn qfnm 
cuando fueron notificados por primera vez de la sentencia; 
por lo cual deben atemperarse para la interposición del te- 
eniBo de casación á los preceptos de la Orden 92 sobre casa- 
ción: 7 al no hacerlo asi se hace inadmisible el recurso. 

Resultando: que á consecuencia del juicio declarativo de 
mayor cuantía, en cobro de pesos, seguido por la representación 
del Asilo Gteneral de Dementes contra el Ldo. Ignacio J. Valor 
como curador ejemplar de Antonio Acosta y Brunet, estableció 
el segundo recurso de casación por quebrantamiento de forma 
y por infracción de ley y de doctrina legal contra la sentencia 
dictada por la Audiencia de esta ciudad el día cinco de Enero 
de mil ochocientos noventa y dos que le fué nuevamente notifi- 
cada á los efectos del artículo ciento ocho de la Orden número 
noventa y dos del (Jobiemo Militar de esta Isla; cuyos recursos 
fueron declarados sin lugar por auto de veinte y siete de Sep- 
tiembre, por los fundamentos de no consignarse en el escrito de 
interposición de los mismos la fecha de la notificación de la 
sentencia al recurrente y de la última notificación á cualquiera 
de las partes, ni el precepto legal que autorice el recurso esta- 
blecido por infracción de ley y de doctrina legal; 

Resultando: que contra ese auto denegatorio interpuso el 
recurrente recurso de queja, y que sustanciado este conforme á 
derecho se designó para la vista el día dos del mes actual; en 
cuyo acto informó como abogado el mismo recurrente; 

Considerando: que la nueva notificación de la sentencia á 
las partes en los asuntos en que no hubieren sido emplazadas 
con anterioridad al once de Abril del corriente año, coloca á los 
litigantes en la misma situación jurídica que tenían en el mo- 
mento en que por primera vez fueron notificados de la senten- 
cia dictada por la Audiencia, quitando todo efecto á los actos 
posteriores al expresado momento, quedando, por lo mismo, 
obligados al interponer de nuevo los recursos á sujetarse a los 
términos, forma y condiciones de la Orden número noventa y 
dos sobre la sustanciación de procedimientos ante este Supremo 
Tribunal, conforme al precepto contenido en el artículo ciento 
ocho de dicha disposición; 
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Considerando: que, dado ese precepto, el recurrente debió, 
al ser notificado de nuevo de la sentencia de la Audiencia de 
esta eiudad, al interponer los recursos de casación por quebran- 
tamiento de forma é infracción de ley y de doctrina legal, ajus- 
tarse á los requisitos establecidos en la referida Orden número 
noventa y dos; y como en el nuevo escrito de interposición de 
ambos recursos no consta expresada la fecha en que se le noti- 
ficó la sentencia, ni la de la última notificación í cualquiera de 
las partes, ^como tampoco el precepto legal que autorizara el 
recurso por infracción de ley y de doctrina legal, es evidente 
que no llenó las condiciones extemas que exige el articulo cinco 
de la repetida Orden número noventa y dos y por consiguiente, 
la Sala de lo Civil de la Audiencia de esta ciudad ha procedi- 
do con arreglo á derecho al no admitir uno y otro recurso por 
ser á ambos aplicables las formalidades consignadas en dicho 
articulo cinco; siendo por las mismas razones improcedente la 
queja interpuesta; 

Considerando: que cuando se declara sin lugar un recurso 
de queja debe condenarse en las costas al recurrente; 

Se declara sin lugar el recurso de queja interpuesto por 
el Ldo. Ignacio Valor y Acosta como curador ejemplar de An- 
tonio Acosta y Brunet contra el auto de veinte y siete de Sep- 
tiembre del corriente año dictado por la Audiencia de esta ciu- 
dad, con las costas á cargo del recurrente; y comuniqúese esta 
decisión á la referida Audiencia para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman loe Magistrados del margen, por 
ante mí, de que certifico. — Antonio González de Mendoza. — 
Pedro GÍonzález Llórente. — Rafael Cruz Pérez..--José M. Gar- 
cía Montes. — Eudaldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — ^Octa- 
TÍo Giberga. — Ante mí, p. d. Armando Riva. 



José Lara y Nadal contra Eugenio Crespo. 

Sentencia núm. 3 (4 de Noviembre de 1899). 

Recurso por quebrantamiento de forma interpuesto por José 
Lara y Nadal contra la sentencia dictada por el Juez de 
Primera Instancia del I>istrito de la Catedral en 10 de Agos- 
to de 1899. 

JUICIO DE DESAHUCIO. 

n conocüniento del Jnlcio de dasahacio de establecl- 
mleato mereantU 6 fabril, coResponde al Jnei de Pzimera 
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año, revocó la del Jaez Municipal, declaró con lugar la excep- 
ción de incompetencia alegada por Crespo, j sin lugar la de- 
manda establecida por Nadal, reservando á éste sus derechos 

Instancia; sin que sea necesazio tener en cuenta él pxecio del 

anendamlento. 

En la ciudad de la Habana, ¿ cuatro de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y nueve, en el recurso de casación por que- 
brantamiento de forma, pendiente ante este Tribunal Supremo 
é interpuesto por José Lara y Nadal, vecino de esta ciudad, sin 
constar su profesión, en juicio de desahucio contra Eugenio 
Crespo, del mismo vecindario y zapatero; 

Resultando: que en la sentencia apelada se aceptó la rela- 
ción de hechos contenidos en los Resultandos de la del Juez 
Municipal que dicen así: 

"Resultando: que establecida la demanda antes relaciona- 
da en tres del corriente se ordenó en providencia de dicho día^ 
la citación de las partes para la celebración del juicio á la una 
de la tarde del ocho del corriente; 

Resultando: que en el día y hora señalados comparecieron 
las partes, ratificimdose por el actor la demanda contestándose 
por el demandado que la negaba, estableciendo la excepción de 
incompetencia de jurisdicción, por no tratarse de una habita- 
ción para una familia, sino de un local donde se halla instala- 
do un establecimiento mercantil, autorizado con licencia y reci- 
bo de contribución que exhibió en comprobación de su aserto, 
de que tiene conocimiento el demandante: que la ley taxativa- 
mente ordena que cuando se trate de un establecimiento fabril 
ó mercantil ó de una finca rústica cuyo precio exceda de cinco 
mil pesetas anuales, corresponde su conocimiento al Juzgado 
de Primera Instancia, solicitando la declaración de incompeten- 
cia dejando sin efecto la demanda, con las costas al actor, y 
expedito á éste su derecho para que lo ejercite ante la autori- 
dad competente; 

Resvitando: que el que provee se reservó para en defijiiti- 
va resolver respecto á la excepción propuesta confiriéndose al 
demandante el trámite de réplica: que éste reprodujo su de- 
manda y que era cierto existía un pequeño taller de zapatos: 
que en duplica el demandado reprodujo su negativa, sostenien- 
do su excepción; que no habiéndose solicitado el período de 
prueba, se ordenó se diera cuenta para dictar esta resolución; 

Resaltando: que contra ese fallo estableció Crespo apela- 
ción para ante el Juez de Primera Instancia de la Catedral, el 
cual, por sentencia pronunciada en diez de Agosto del presente 
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para que Iob deduzca en la vía y forma correspondientes, y 
condenando á Nadal al pago de las costas de Primera Instan- 
cia, sin hacer condenación especial respecto 4 las costas de la 
segunda instancia; 

Resultando: que contra esa última sentencia interpuso Na- 
dal recurso de casación por quebrantamiento de forma, recurso 
que, según dijo, estaba autorizado por el inciso segundo del ar- 
tículo mil seiscientos ochenta y siete y el inciso sexto del ar- 
tículo mil seiscientos noventa y uno de la Ley de Enjuiciamien- 
to Civil; citó como infringidos los artículos mil quinientos se- 
senta y uno en relación con el mil quinientos setenta y nueve 
y mil quinientos noventa y cuatro de la propia Ley, manifes- 
tando que el quebrantamiento de forma se había cometido al 
dictarse sentencia en segunda instancia, lo que le había impedi- 
do solicitar que aquél se subsanara; 

Resultando: que admitido el recurso por el Juez de Prime- 
ra Instancia y emplazadas las partes se remitieron los autos y 
el rollo á este Tribunal Supremo, donde se ha sustanciado el 
recurso por sus debidos trámites; 

Visto, siendo Ponente el Magistrado Pedro González Lló- 
rente, 

Considerando: que según el artículo mil quinientos sesenta 
y uno de la Ley de Enjuiciamiento Civil, corresponde á los 
Jueces de Primera Instancia el conocimiento de los juicios de 
desahucio, cuando estos ^'tengan por objeto el desahucio de un 
establecimiento mercantil ó fabril, ó el de una finca rústica 
cuyo precio de arrendamiento exceda de cinco mil pesetas anua- 
les"; y está claro que en esa redacción, separadas por una con- 
junción disyuntiva las dos especies de propiedades á que se 
contrae el artículo, no es posible sin que se .violente el sentido 
natural, propio y correcto de las palabras, aplicar al primer 
término, ó sea á los establecimientos mercantiles ó fabriles, las 
relativas al precio del arrendamiento, que sin disyunción al- 
guna siguen á la mención de las fincas rústicas; como claro es 
también que si el legislador hubiera querido señalar la entidad 
del precio como la sola causa determinante de la competencia, 
lo mismo de los establecimientos mercantiles ó fabriles que de 
las fincas rústicas, habría adoptado otra forma de redacción, 
que, sin distinguir entre los unos y las otras, á todos los com- 
prendiera en la propia idea; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos no haber 
lugar al recurso de casación interpuesto contra la sentencia dic- 
tada por el Juez de Primera Instancia del Distrito de la Ca- 
tedral en diez de Agosto del corriente año, y condenamos en las 
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oostas al recurrente; comuniqúese la presente resolnción a dicho 
Juez, devolviéndose los autos; y líbrense de la misma dos oo- 
pias, una para la publicación en la Croceta Oficial y otra para 
que se inserte en la Colección á cargo de la Secretaria de Jus- 
ticia. 

Asi, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — ^Antonio González de Mendoza. — Pedro Qonzáles 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt.— Octavio Giberga. 



MagdaiíENa Folch contra Carmen é Irene Pantiga; Irene, 
Justa, Ramón y Güili^ermo Ochoa, y otros. 

Sentencia núm. 4 (6 de Noviembre de 1899). 

Kecurso por quebrantamiento de forma interpuesto por Carmen 
é Irene Pantiga y compartes, contra la sentencia dictada por 
la Audiencia de la Habana en 10 de Noviembre de 1897, y 
auto declaratorio de la misma de 6 de Diciembre siguiente. 

JUICIO EJECUTIVO. 

lA samisión de que habla el arttovlo 67 de la Iiey de En- 
jniciamieiito CítU ha de hacexee per los interesados, leom- 
dando el fuero propio y designando con toda precisión el 
Jaez á quien se someten sin qne sea soficlente sefialar deter- 
minada ciudad en que deban practicarse todas las actuacio- 
nes qae provengan de uw escritma. 

A falta de snmisión expresa ó tácita, cuando no existe, es 
Jnes conowtente para conocer de nn Jaicio en que se ejercitan 
acciones mixtas el del lagar en qne se hallen las cosas ó del 
domicilio del demandado, i elección del demandante. 

En la ciudad de la Habana, á seis de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y nueve, visto el recurso de casación por 
quebrantamiento de forma procedente de la Audiencia de la 
Habana, interpuesto por los ejecutados contra la sentencia dic- 
tada por la Sala de lo Civil de dicha Audiencia en diez de No- 
viembre de mil ochocientos noventa y siete y auto de seis de 
Diciembre simiente, en el juicio ejecutivo seguido en cobro de 
pesos en el Juzgado de Primera Instancia de Guanabacoa por 
Magdalena Folch y Abnandoc, domiciliada en aquella yüIa y 
ocupada en las labores de su casa, contra Carmen é Irene Pan- 
tiga y González; Irene, Justa, Ramón y Guillermo Ochoa y 
Pantiga las primeras ocupadas en su casa, el último médieo y 
el anterior propietario, y todos vecinos de la villa de Bagla; y 
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fat sQcesíéii de Franciseo Ochoa y Pantiga, representada por su 
Tíoda Haría Estanislaa de la Torre, con igual vecindad y ocu- 
pada taiidt>iéii en las labores de su casa; 

Resultando: que en la sentencia recurrida se acepta la re- 
lación de hedios de la de Primera Instancia con las salvedades 
y adiciones, de que es el mil trescioitos dos el número de la 
escritura de diez de Agosto de mil ochocientos noventa y dos, 
cuya primera copia obra al folio tres de los autos: que la pri- 
mera hipoteca convenida en ese documento para seguridad del 
pago del capital adeudado, de los intereses estipulados al nue- 
ve por ciento anual, de los de demora si los hubiere^ y de las 
cantidades que se fijaron para costas y papel sellado, se consti- 
tuyó sobre siete casas que se describieron, consignándose que 
están situadas en el pueblo de Regla, partido judicial de Gua- 
nabacoa, pertenecían á los deudores que respectivamente se in- 
dicaron, y respondería cada una de ellas de las sumas mencio- 
nadas en la cláusula décima; que por la undécima se especificó 
que el débito había de satisfacerse por partes iguales por Doña 
Carmel, Doña Irene y la sucesión de Doña Bosa Josefa Pan- 
tiga; que la demanda ejecutiva se dedujo tan sólo para obte- 
ner el cobro de los tres mil seiscientos cuarenta y un pesos 
cuatro centavos de intereses del crédito, devengados durante 
tres años y once meses y los legales de demora desde la recla- 
mación judicial de aquéllos: que el ejecutante manifestó los 
domicilios que en Regla tenían los ejecutados y pidió se les re- 
quiriera de pago por mil doscientos trece pesos sesenta y ocho 
eentavos oro á cada una de las Sras. Carmen é Irene Pantiga 
y por doscientos cuarenta y dos pesos setenta y tres centavos á 
Irene, Justa, Ramón, Guillermo Ochoa y Pantiga y á Doña 
María Estanislaa de la Torre, ésta por si, como viuda de Don 
Francisco Ochoa y como madre y representante legítima de sus 
hijos D. Francisco, Doña Dolores, D. José Agustín, D. Pedro 
María y D. Femando Ochoa y de la Torre solicitando, además, 
que, en su caso, se les embargaran bienes por el orden que se- 
2aia la ley y especialmente los frutos, rentas ó alquileres de 
IttB casas hipotecadas ; que la ejecución fué despachada por auto 
de veinte y tres de Junio, entre otros fundamentos, con arre- 
glo al artículo tercero del decreto del Gobierno General de diez 
y nueve de Abril del corriente año: que todos los requerimien- 
tos de pago y citaciones de remate se practicaron en Regla, 
doode tienen su domicilio los ejecutados: que la sustanciación 
del incidente sobre declinatoria de jurisdicción se dejó sin efec- 
to á instancia sólo de su promovente D. Ramón Ochoa, quien 
desistió de aquél, optando por oponerse á la ejecución ; 



198 JURISPRUDENCIA CIVIL. 



Resultando: que la relación de hechos de la sentencia de 
primera Instancia que aceptó la Audiencia con las salvedades 
y adiciones ya transcritas se consignan en los Resultandos que 
se insertan á continuación: 

** Resultando: que por escritura pública número trescien- 
tos dos otorgada en la ciudad de la Habana en diez de Agosto 
del año mil ochocientos noventa y dos, ante el Notario Don 
Francisco de Castro y Flaquer, Doña Carmen é Irene Pantiga 
y (Jonzález, ésta por sí y como apoderada de D. Pranciseo 
Ochoa y Pantiga y además Irene, Justa, Bamón y Guillermo 
Ochoa y Pantiga como herederos de Josefa Pantiga y González, 
se confesaron deudores de Magdalena Folch y Almandoc por 
la cantidad de diez mil trescientos veinte y nueve pesos veinte 
centavos en oro que habían recibido en concepto de préstamo, 
é hicieron constar, primero en pagarés y luego en escritura pú- 
blica de nueve de Noviembre de mil ochocientos noventa y uno, 
ante el Notario de la Habana D. Miguel Ñuño y Steegers, la 
que se obligaron á pagar en la misma especie en dicha ciudad 
de la Habana, en el término de tres años á contar desde la fe- 
cha de dicho documento y en tres plazos de tres mil cuatrocien- 
tos cuarenta y tres pesos seis centavos el primero y tres mil 
cuatrocientos cuarenta y tres pesos con veinte centavos el se- 
g^indo y tercero, los que vencerían en los días diez de Agosto 
de los años de mil ochocientos noventa y tres y mil ochocientos 
noventa y cuatro y mil ochocientos noventa y cinco con el in- 
terés del nueve por ciento anual pagadero por mensualidades 
vencidas á contar desde la citada fecha del documento consti- 
tuyendo al efecto primera hix>oteca sobre distintas propiedades 
urbanas pertenecientes unas á las Sras. Pantiga y González y 
otras á los demás ejecutados en su concepto de herederos de su 
legítima madre Doña Rosa Josefa Pantiga y González; 

Resultando que por la cláusula diez y siete de la citada es- 
critura los otorgantes eligieron la ciudad de la Habana para 
que en ella tuvieran lugar todas las diligencias judiciales que 
originara, así como las extrajudiciales, dicha escritura, la cual, 
previo el pago de los derechos correspondientes, fué inscrita en 
el Registro de la Propiedad; 

Resultando: que fundada en las estipulaciones de la escri- 
tura de diez de Agosto de mil ochocientos noventa y dos, Doña 
Magdalena Folch estableció demanda ejecutiva contra los deu- 
dores, comprendiendo entre eUos á la sucesión de D. Francisco 
Ochoa y Pantiga, compuesta de so viuda María Kstanislaa de 
la Torre y sus hijos. D. Francisco, Doña Dolores, José, Agustín, 
Pedro María y Femando Ochoa y de la Torre, por los intere- 
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868 que adeudaban, vencidos desde el diez de Agosto de mil 
ochocientos noventa y tres á la fecha de la demanda 6 sean 
tres años doce meses que importaban tres mil seiscientos cua- 
renta y un pesos cuarenta centavos haciendo uso para ello de 
la acción hipotecaria y protestando admitir en pago abonos le- 
latimos; 

Resultando: que despachada la ejecución, requeridos de 
pago y citados de remate los deudores D. Ramón Ochoa y Pan- 
tiga promovió incidente previo de incompetencia de jurisdicción 
por declinatoria fundándola en que los otorgantes de la escritu- 
ra de diez de Agosto de mil ochocientos noventa y dos, en el 
hecho de elegir la ciudad de la Habana para que en ella tuvie- 
ran lugar todas las diligencias judiciales y extrajudiciales que 
por virtud de la misma se originaron, se habían sometido ex- 
presamente á la jurisdicción de los jueces de dicha ciudad, ha- 
ciendo constar, á la vez, que no había hecho uso de la inhibi- 
toria; 

Resultando: que posteriormente el mismo D. Ramón Ochoa 
y los demás ejecutados se personaron en los autos oponiéndose 
á la ejecución y que habiéndoseles tenido por opuestos en tiem- 
po á la misma, se acordó, con suspensión de todo procedimiento, 
conferir traslado al ejecutante y á los demás ejecutados respec- 
to de la incompetencia de jurisdicción alegada por D. Ramón 
Ochoa ; 

Resultando: que, á petición de la representación de los 
ejecutados, se dejó sin efecto la sustanciación del incidente de 
incompetencia promovido por D. Ramón Ochoa, y se mandó 
que los ejecutados formalizaran la oposición^ Iq que hicieron 
dentro del término legal, oponiendo como excepción de la mis- 
ma incompetencia de jurisdicción que el ejecutado D. Ramón 
Ochoa había promovido como incidente previo, la cual funda- 
ron en lo estipulado en la cláusula diez y siete de la escritura 
de diez de Agosto de mil ochocientos noventa y dos, y, además, 
en que no obstante haberse ejercitado la acción hipotecaria, co- 
mo la única procedente era la personal, con arreglo á ella de- 
bía conocer del juicio el Juez del lugar en que debía cumplirse 
la obligación, ó sea los de la Habana; 

Resultando: que la parte ejecutante impugnó la excepción 
de incompetencia alegada, porque la cláusula diez y siete de la 
escritura de diez de Agosto de mil ochocientos noventa y dos no 
contenía sumisión expresa á los jueces de la Habana y porque 
ya se estimara que la acción intentada era de una ú otra natu- 
raleza, siempre resultaba competente este Juzgado, tanto por 
estar en su demarcación el domicilio de los ejecutados y los 
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bienes hipotecados, cuanto porqne en la escritura no se habia 
pactado el lugar donde habían de pagarse los intereses; 

Besuliandú: que por no haber solicitado ninguna de las 
partes el recibimiento á prueba se mandaron traer Loe autos i 
la vista, con citación de las mismas para sentencia; 

Resultando: que dictada sentencia por la Audiencia revo- 
cando la del Juzgado, la representación de los ejecutantes, el 
mismo día de la notificación presentó escrito pidiendo se su- 
pliera la omisión y aclarara el concepto oscuro que se notaba 
en aquélla en sentido que la ejecución debe seguir por princi- 
pal, interés y costas de la Primera Instancia y que la declara- 
ción de que no se hace e8x>ecial condenación de costas, se refie- 
re á la segunda; 

RestUtando: que en seis de Noviembre de mil ochocientos 
noventa y siete, la Sala dictó auto que dispuso se uniera á la 
sentencia y por el cual dijo suplía la omisi^ cometida en aqué- 
lla, al no resolver sobre el pago de las costas de primera instan- 
cia, que desde luego ordenaba fueran de cargo de los ejecuta- 
dos, aclarando que las de segunda se entendiesen en la forma 
ordinaria, sirviendo de base á diho auto aclaratorio los siguien- 
tes resultandos: 

Resultandos: que en diez de Noviembre último se dictó en 
los autos á que corresponde este rollo la sentencia certificada 
al folio veinte y tres vuelto, cuya parte dispositiva dice así: 
Fallamos que con revocación de la sentencia apelada, y desesti- 
mando la excepción de incompetencia de jurisdicción, única 
alegada por los ejecutado?, debemos declarar y declaramos com- 
petente al Juzgado de Primera Instancia de Guanabacoa para 
conocer del presente juicio; ordenando siga la ejecución ade- 
lante hasta que con los alquileres ó rentas de las casas hipote- 
cadas, en la proporción debida, quede pagada Doña Magdalena 
Polch y Almandoc no sólo de la cantidad de tres mil seiscientos 
cuarenta y un pesos cuatro centavos oro, que reclama por razón 
de intereses vencidos de su crédito, sino también de los legales 
por éstos devengados desde la presentación de la demanda en 
doce de Junio último, sin que para el dicho pago de ambas sa- 
mas pueda hacerse trance y remate de las fincas gravadas, y no 
decretamos especial condenación de costas; 

Resultando : que notificado dicho fallo á las partes en vein- 
te y siete del citado mes, la representación de la ejecutante y 
apelante Doña Magdalena Polch estableció en igual fecha el' 
recurso del artículo trescientos sesenta y dos de la Ley de trá- 
mites, para que no sólo se aclarase que las únicas costas abona- 
bles en la forma ordinaria son las de alzada, sino que también 
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se sapliese la omisión padecida en la sentencia al no resolver 
acerca de las costas de Primera Instancia, que además de ha* 
ber sido objeto del anto que despachó la ejecución y de los con- 
siguientes requerimientos de pago, deben, conforme al número 
primero del articulo mil cuatrocientos setenta y dos, imponer- 
se á los ejecutados, cuando se mande seguir la ejecución ade- 
lante; 

Resultando', que la representación de los ejecutados inter- 
puso recurso de casación por quebrantamiento de forma, fun- 
dado en el número sexto del articulo mil seiscientos noventa y 
uno de la Ley de Enjuiciamiento Civil por los siguientes mo- 
tivos: 

Primero-, incompetencia del Juzgado de Guanabacoa para 
conocer del juicio, porque la acción ejercitada es personal y 
por la cláusula diez y siete de la escritura las partes se sometió- 
ron á los Jueces de la Habana, y por la tercera, se señalaba 
esta ciudad como lugar en que debía cumplirse la obligación; 
siendo competente, por tanto, el de esta dicha ciudad que de- 
signara el tumo, conforme a los artículos cincuenta y nueve, 
caso primero del sesenta y dos regla tercera del sesenta y tres 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 

Segundo: incompetencia de la Sala sentenciadora al acla- 
rar la sentencia y suplir omisiones sobre costas, mediante la 
aceptación expresa de recursos que la Ley no reconoce y con 
infracción del artículo trescientos sesenta y dos de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil; 

Resultando \ que admitido el recurso, se ha. sustanciado en 
este Supremo Tribunal, celebrándose la vista del mismo el día 
veinte y cinco del mes próximo pasado, en la cual informaron 
el letrado de la parte ejecutada como recurrente, sosteniendo 
el recurso, y el de la ejecutante oponiéndose al mismo ; 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt, 

Considerando: que según el artículo cincuenta y siete de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil la sumisión expresa ha de ha- 
cerse por los interesados renunciando clara y terminantemente 
el fuero propio, y designando con toda precisión el Juez á 
quien se sometiesen, y, dados los términos explícitos de este 
articulo, no puede entenderse que exista sumisión por el solo 
hecho de hacer constar las partes en términos generales que eli- 
gen una ciudad para que en ella ten¿to lugar todas las dili- 
gencias judiciales y extrajudiciales que origine una escritura, 
pues á esa manifestación faltan los dos requisitos que para la 
sumisión expresa exige la ley; 

Considerando: que la clasificación de las acciones no ha 
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sido objeto de precepto alguno en el derecho Civil antiguo, ni 
en el Código, linritándose éste, la Ley de Enjuiciamiento y al- 
gún otro cuerpo legal, al designarlos en conjunto, á usar la de- 
nominación doctrinal generalmente seguida ó aceptada por la 
jurisprudencia; y que la circunstancia de no tener en cuenta 
el Código Civil en sus disposiciones el carácter de mixtas, atri- 
buido á algunas acciones, no es míotivo para prescindir de tal 
carácter, cuando otras leyes lo toman en consideración para 
regular derechos que son objeto privativo de ellas, como acon- 
tece con la de Enjuiciamiento Civil al fijar la competencia; 

Considerando : que la acción nacida de un contrato con ga- 
rantía hipotecaria ejercitada contra la persona que inmediata- 
mente contrajo la obligación y en cuyo poder se encuentran los 
bienes, está comprendida entre las denominadas mixtas por par- 
ticipar de los caracteres de las llamadas reales y personales j 
teniendo en cuenta la Ley procesal aquella denominación para 
fijar la competencia, debe ser estimada á ese efecto en el pre- 
sente caso, por cuanto la acción ejercitada en el juicio del cual 
procede este recurso es de la clase antes mencionada, sin que 
altere su naturaleza la vía en que se ejercita, ni obste á su cla- 
sificación que, por virtud del Decreto del Gobernador Gteneral 
de esta Isla de diez y nueve de Abril de mil ochocientos no- 
venta y siete, sólo pueda reclamarse con ella el pago de los in- 
tereses y hacerse efectivo sobre los productos del inmueble, 
pues quedaron también hipotecados y la garantía se hizo exten- 
siva á dichos intereses; 

Considerando: que conforme á la regla cuarta del artículo 
sesenta y dos de la Ley de Enjuiciamiento Civil á falta de su- 
misión expresa ó tácita, que en este caso no existe, es Juez com- 
petente para conocer de los juicios en que se ejerciten acciones 
mixtas el del lugar en que se hallen las cosas ó el del domicilio 
del demandado á elección del demandante, y reuniendo ambas 
condiciones el Juez del Distrito de Guanabacoa es evidente su 
competencia; y la Audiencia de la Habana al declararlo así no 
ha cometido el quebrantamiento de forma, que se alega como 
primer motivo del recurso; 

Considerando: que, según el artículo trescientos sesenta y 
dos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, los Tribunales pueden, 
á instancia de parte, deducida, suplir en sus sentencias alguna 
omisión ó aclarar algún concepto oscuro, sobre puntos discuti- 
dos en el litigio, y habiendo dictado la Sala sentenciadora el 
auto aclaratorio sobre costas, de seis de Diciembre de mil ocho- 
cientos noventa y siete, á instancia de parte, presentada en 
tiempo, realizó un acto para el cual tenía competencia, y, i>or 
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consigpiiente, tampoco procede la casación por el secundo mo- 
tivo alegado en el recurso; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por quebrantamiento de forma interpuesto 
por Carmen é Irene Pantiga y compartes, contra la sentencia 
de diez de Noviembre de mil ochocientos noventa y siete y auto 
aclaratorio de la misma de seis de Diciembre siguiente, dictados 
por la Sala de lo Civil de la Audiencia de la Habana, en juicio 
ejecutivo seguido por Magdalena Folch contra dichos recurren* 
tes declarando á cargo de éstos las costas del recurso. Con de- 
volución del apuntamiento y autos originales comuniqúese la 
presente por medio de certificación á la citada Audiencia, y pu- 
bliquese en la Gaceta y en la Colección legislativa á cargo de 
la Secretaría de Justicia á cuyo efecto líbrense las oportunas 
copias. 

Asi, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — Antonio González de Mendoza. — Pedro González 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



La Compañía de Seguros ''El Iris'' contra Juan Llaveria 
Y Massip. 

Sentencia núm. 3 (9 de Noviembre de 1899). 

Recurso de casación por infracción de Ley interpuesto por la 
Compañía "El Iris'' contra la sentencia dictada por la Au- 
diencia de la Habana el 27 de Octubre de 1897. 

CONSTITUCIÓN DE HIPOTECA EN OARANTIA DE DOS 
DIVIDENDOS DE UN SEGURO. 

La preferencia aae concede al asegurador sobre los de- 
más créditos el arttcnlo 220 de la Ley Hipotecarla, no cons- 
tituye nna hipoteca tácita, qne no reconoce ya la Ley, sino 
im derecho de preferencia qne se convierte en hipoteca legal 
y por el cnal puede exigirse al dueño del inmueble la consti- 
tución de dicha hipoteca; pero no puede exigirse esa consti- 
tución del que adquiere la linca sin haberse constituido en 
ella la expresada hipoteca. 

En la ciudad de la Habana, á nueve de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y nueve, visto el recurso de casación por 
infracción de ley establecido por el Procurador Esteban de la 
Tejera á nombre de la Compañía de Seguros Mutuos contra 
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incendios titulada ''El Iris", constituida en esta ciudad ood* 
tra la sentencia de la Sala de lo Civil de la Audiencia de la 
Habana en los autos del juicio seguido por Florentino Fernán- 
deE Oaray, cuyo domicilio y proi^ión no c(»istan en su earáe» 
ter de Presidente de dicha Compañía contra Juan Llaveria y 
Masip, del comercio, cuyo domicilio tampoco consta, sobre cooh 
títttcióíii de una hipoteca en garantía de dos dividendos de un 
seguro; 

Besultandox que en la sentencia recurrida se aceptaron los 
Resultandos de la de Primera Instancia que dice así: 

** Resultando: que el mencionado Procurador D. José Ur» 
quijo, con el carácter expresado por lo principal de su escrita 
de fojas doce estableció la correspondiente demanda contra el 
referido D. Juan Llaveria y Masip, la que fundó en los sig^uien- 
tes hechos: 

Primero : que Doña María de la Cruz Sotolongo, como pro- 
pietaria de la casa calle Séptima número treinta y cinco en el 
Vedado, celebró con la Compañía, su representada, un contrar 
to de s^uro de la expresada finca; 

Segundo: que la referida señora falleció en esta ciudad en 
mil ochocientos ochenta y cuatro y sus herederos Doña Emilia, 
Doña María, Doña Isabel, D. Carlos, D. Bernardo, D. Leopol- 
do, D. Alberto, Doña Elisa y Doña Virginia Costales y Soto- 
longo representados por su padre D. Bernardo manifestaron 
en mil ochocientos ochenta y nueve que daban por terminado 
el contrato de seguro, sin que se satisficieran las anualidades que 
adeudaba la contratante Sra. Sotolongo; 

Tercero: que D. Juan Llaveria y Masip es en la actuali- 
dad el propietario de la casa mencionada y como al fallecer la 
contratante estuvieron pendientes de pago las liquidaciones co- 
rrespondientes al año de mil ochocientos ochenta y cuatro que 
importaban la primera nueve pesos y la segunda ciento doce 
pesos en oro, que hacían un total de ciento veinte y un pesos en 
oro, por cuya suma y la de ciento cincuenta pesos para papel 
sellado y quinientos pesos más para costas debería constituirse 
la hipoteca especial sobre la antes expresada casa; y después 
de alegar las consideraciones de derecho referentes al caso, con- 
cluyó suplicando al juzgado, se sirviera haberle por presentado 
dicho escrito, tenerle por acompañadas el acta de adhesión, los 
recibos sin pagar, la fe de óbito y la comunicación del señor 
Costales y el testimonio de poder, y en mérito de lo que arro- 
jaba tenerle por parte á nombre de quien comparecía y de 
acuerdo con lo prevenido en el inciso tercero del artículo ciento 
sesenta y cinco de la Ley Hipotecaria, disponer fuese citado 
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D. Juan Llaveria y Masip para que en el día y hora señalados 
eompareeiese á manifestar su conformidad con la constitución 
de la hipoteca por las cantidades que se expresaban librándose 
easo de avenencia los mandamientos por duplicado al Registra- 
dor de la Propiedad á los efectos consiguientes, disponiendo se 
le confiriese traslado de esta demanda, como ordena el inciso 
quinta del articulo ciento sesenta y cinco de la Ley Hipotecaria 
en caso de no avenencia y en definitiva declarándola con lugar, 
ordenar se libren los mandamientos al registrador de la pro- 
piedad para la constitución de la hipoteca por ciento veinte pe- 
sos en oro, ciento cincuenta para papel sellado y quinientos pa- 
ra costas condenándolo al pago de las que se ocasionen por el 
primer otrosí de dicho escrito acompañó la copia simple del 
mismo y de los documentos á los fines legales, por el segundo 
otrosí y en virtud de ignorar el domicilio de D. Juan Llaveria, 
solicitó la citación por medio de los periódicos oficiales y por 
el tercero solicitó que en su oportunidad se abriera á prueba 
el presente incidente, por lo que, por providencia de diez y 
seis de Diciembre del pasado año, fojas diez y siete, fué tenido 
por parte el referido rhx)curador con el carácter con que compare- 
cía y se dispuso asimismo que á reserva de proveer á las demás 
solicitudes contenidas en lo pincipal y en el segundo otrosí, se 
acreditara que D. Juan Llavería, era de domicilio desconocido 
y que las copias simples acompañadas por el primer otrosí las 
reservara el actuario en su poder asi como que en su oportuni- 
dad se proveería acerca de la solicitud contenida en el tercero; 
Resultando: que á instancia de dicho Procurador Urquijo, 
fojas veinte, en veinte y tres de Diciembre del pasado año, se 
dispuso librar el correspondiente oficio al señor Alcalde Muni- 
cipal de esta ciudad, á fin de que informase como era cierto que 
D. Juan Llaveria y Masip no tenía su residencia en esta ciu- 
dad, librado que fué éste en veinte y seis del propio mes fojas 
veinte y una, devueltas sus resultas, fojas veinte y dos se cer- 
tificó por la referida Corporación que según informes de los 
señores Tenientes de Alcalde resultaba que D. Juan Llaveria 
y Masip no aparecía como vecino con domicilio legal en este 
Término Municipal, por cuya virtud á instancia de dicho Pro- 
curador Urquijo fojas veinte y tres, y en veinte y dos de Fe- 
brero del corriente año, fojas veinte y cuatro, se señaló para 
la comparecencia á que se refiere el párrafo tercero del artícu- 
lo ciento sesenta y cinco de la ley hipotecaria el día diez y seis 
de Marzo del presente año y que al efecto se citara á la repre- 
sentación del demandante así como á D. Juan Llaveria y Masip 
por medio de edictos que se publicarían en la Gaceta y Boletín 
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Oficial de esta ciudad y se fijarían en los sitios públicos de cos- 
tumbre de acuerdo con la solicitud contenida en la suplica de 
dicho escrito y en el segundo otrosí de fojas doce, lo que así 
se verificó según consta á fojas veinte y cuatro y su vuelta y 
de la certificación visible á fojas veinte y seis y su vuelta y lle- 
gado que fué el referido día diez y seis no comparecieron las 
partes citadas para el acto, según asi se hizo constar en el pro- 
pio día á fojas veinte y siete; 

Resultando: que el Procurador Urquijo, por lo principal 
de su escrito de fojas treinta y siete solicitó se confiriese tras- 
lado de la demanda establecida á D. Juan Llaveria, á lo que 
se accedió por providencia de doce de Mayo del presente año, 
concediéndosele el término de seis días con dicho objeto y ha- 
biéndose personado en estos autos, fojas cuarenta y uno, Don 
Cecilio Llaveria y Pascual en su carácter de apoderado general 
de D. Juan Llaveria y Masip, acompañando el correspondiente 
testimonio de poder fojas treinta y nueve por auto de quince 
de Julio del corriente año fojas cincuenta y seis vuelta, se dis- 
puso que el traslado de la demanda dispuesto en providencia 
de doce de Mayo último se entendiera con él, con el carácter 
expresado; que al efecto se le entregaran las copias simples 
correspondientes, lo que así se verificó en diez y ocho de Julio 
fojas sesenta y una vuelta ; 

Resultando: que el Procurador D. Tomás J. Granados, por 
su escrito de fojas ochenta y seis acompañando el correspon- 
diente testimonio de poder, se personó en estos autos á nombre 
de D. Juan Llaveria y Masip contestando la referida demanda 
y alegando como hechos los siguientes: 

Primero: que el hecho primero de la demanda podía ser 
cierto y no dudaba de su certeza en lo más mínimo, pero hacía 
constar que no había venido á conocimiento de su representado, 
ni aun de su hijo apoderado general el Ldo. D. Cecilio Llaveria 
sino como consecuencia del establecimiento de la demanda que 
contestaba, que de él antes no se tenía conocimiento; 

Segundo: que era cierto el hecho segundo en cuanto á la 
muerte de la Sra. Sotolongo, pero en cuanto á que avisaran sus 
herederos que no continuaban en el seguro prestado por la 
difunta seria cierto si fuera legítima la carta acompañada por 
el actor como lo creía; 

Tercero: que era cierto que D. Juan Llaveria es el propie- 
tario de la casa que en el tercer hecho de la demanda se indi- 
caba y podía ser cierto que la Sra. Sotolongo debiera las anua- 
lidades de mil ochocientos ochenta y tres y ochenta y cuatro 
como podía serlo también que importasen lo que en ese hecho se 
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indicaba, pero en modo alguno lo era por todo ello que D. Juan 
Idayeria adeudase á la Compañía ''El Iris'' anualidad alguna 
de seguros ni que debía de constituirse á favor de esa Compa- 
ñía ninguna clase de hipoteca ; 

Cuarto-, que D. Juan Llaveria y Masip adquirió la casa 
calle Séptima número treinta en el Vedado por el título y en 
las condiciones siguientes: en cobro de parte de un crédito hi- 
potecario constituido por Doña María de la" Cruz Sotolongo y 
Pérez de Costales como primera hipotecaria á favor del menor 
D. Pedro Pablo Marín y Parra cuyo crédito había llegado á 
pasar en su tercera parte á ser propiedad de D. Félix Qinesta 
y Boig, habiendo establecido el procurador D. Santiago Monte- 
ro á nombre de éste un juicio ejecutivo según aparecía en las 
primeras cláusulas de la escritura que como título de dominio 
de D. Juan Llaveria acompañaba al presente escrito y en cuya 
escritura se detallaban las circunstancias y accidentes del refe- 
rido crédito hipotecario. En dicho juicio se dictó seténela de re- 
mate en rebeldía de los ejecutados y la ñnca se sacó á remate 
con la certificación de gravámenes que se insertaba en la cláu- 
sula sexta de la escritura que acompañaba en cuya certificación 
nada se decía del seguro en cuestión en estos autos ni en aque- 
llos del aludido ejecutivo se mencionó jamás semejante contra- 
to. En el acto de la subasta se presentó como postor D. Juan 
Ginesta y Boig como apoderado de su hermano D. Félix, ejecu- 
tante con calidad de ceder el remate á un tercero; remató y ce- 
dió el mismo á D. Juan Llaveria representado por su hijo y 
apoderado general D. Cecilio, otorgándosele por el que provee 
la correspondiente escritura (la cual era la que en testimonio 
acompaño), en nombre y representación de los sucesores de la 
Sra. Sotolongo, ejecutados, á excepción de D. Alberto Costales 
y Sotolongo que personalmente concurrió á la escritura á hacer 
la trasmisión de dominio de la parte al mismo correspondiente, 
no reconociéndose por Llaveria más gravamen que el del censo 
que afectaba al terreno sin la menor expresión del seguro cuyas 
pensiones se reclaman. La escritura fué otorgada en siete de 
Marzo de mil ochocientos noventa y tres, ante el Notario Don 
Alejandro Núñez de Villavicencio é inscrita en el Registro de 
la propiedad en once de Noviembre del propio año. Desde en- 
tonces nadie había molestado al Sr. Llaveria en su tranquila y 
legítima posesión ni le había reclamado gravamen alguno que 
pesase sobre la finca excepto las pensiones del censo; y después 
de alegar las consideraciones de derecho referentes al caso con- 
cluyó suplicando al Juzgado se sirviera haberle por acompañado 
el testimonio de poder y en su mérito tenerle por parte á nom- 
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bre de D. Juan LUveria y Masip, por contestada la demanda 
interpuesta contra am representado declarándola &x definitiva 
sin lugar con imposición de costas á la Compañía actora, por 
el primer otrosí del referido escrito acompañó asimismo la es- 
critura de que antes había hablado titulo de dominio de su po- 
derdante y sni>licó al Juzgado que habiéndola por accNnpaña- 
da y teniéidola en cuenta en su oportunidad, llamaba especial- 
mente la atención del Juzgado acerca del hecho de que en su 
cláusula diez y nueve al final de ella y al describirse la finca 
sobre que versa se dijo que no estaba asegurada de incendio, en 
cuya inteligencia pues, la adquirió su representado, y jKnr el 
segundo otrosí de dicho escrito, acompañó la copia simple del 
mismo, del poder y de la escritura antes referida á cuyo procu- 
rador se le tuvo por parte en providencia de treinta y uno de 
Agosto último, fojas noventa y dos y por contestada la deman- 
da y en su virtud en diez y seis de Octubre pasado fojas no- 
venta y cuatro, se abrió á prueba el presente juicio por término 
de veinte días comunes á las partes para proponer y ejecutar 
las mismas; 

RestUtaTído: que la representación de la Sociedad deman- 
dante como parte de su prueba por lo principal de su escrito 
de fojas ciento diez y nueve reprodujo el mérito favorable de 
autos y por el primer otrosí no habiendo sido puesta en duda 
la certeza del documento de fojas tres, ni dudado el de fojas 
siete, toda vez que en cuanto al primero se consignaba en d 
primer hecho de la contestación que no se dudaba en lo más 
mínimo de la certeza del hecho que se consignaba en el docu- 
mento aludido de fojas tres expresándose en cuanto al segundo 
de fojas siete, en el segundo hecho de la contestación que se 
creía en la legitimidad de la carta, se hacía innecesario el 
reconocimiento ó el cotejo dadas las manifestaciones antes re- 
feridas y lo dispuesto en los artículos seiscientos tres y seis- 
cientos cinco de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y por el se- 
gundo otrosí también como parte de su prueba interesó que 
por el actuario se certificara con vista de los libros de la 
Compañía de seguros mutuos contra incendio "El Iris", como 
era cierto que el acta de adhesión suscrita por Doña Ma- 
ría de la Cruz Sotolongo de Costales asegurando por diez mil 
pesos oro la casa de su propiedad calle séptima número treinta 
y cinco en el Vedado que lleva el número de orden veinte mil 
ochocientos veinte y seis quedó sin valor á consecuencia del fa- 
llecimiento de la propietaria participado por su legítimo con- 
sorte D. Bernardo Costales y (aovantes, quien manifestó que 
los herederos no continuaban el contrato, asimismo certificara 
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«1 actuario como era cierto con vista de los libros que exhibiera 
previo requerimiento, el Secretario de la Compañía, que la se- 
ñora Sotolongo quedó adeudando las anualidades correspondien- 
tes á los años de mil ochocientos ochenta y tres y mil ochocien- 
tos ochenta y cuatro, los que importaban la suma de ciento 
veinte y un pesos en oro y que al efecto, previo señalamiento 
de día y hora, se practicara la prueba con citación contraria, 
la que admitida que fué por providencia de veinte y seis de 
Octubre último fojas ciento veinte vuelta se dispuso la práctica 
de la misma señalándose al efecto el día veinte y nueve del 
propio mes en el local de la referida Compañía y llegado que 
fué el mencionado día tuvo lugar la práctica de la misma se- 
gún consta á fojas ciento veinte y dos vuelta de la que aparece 
en el libro ''Registro General número siete" al folio ochenta y 
seis existe un asiento que dice asi: número de la póliza veinte 
mil ochocientos veinte y seis, fecha primero Enero mil ochocien- 
tos ochenta y tres; suscriptor María de la Cruz Sotolongo de 
Costales; objeto asegurado casa, situación del seguro Vedado 
calle Séptima número trenta y cinco; categoría segunda, sus- 
crito inmueble según categoría inmueble quince mil, duración 
del seguro cinco años, número de la anulación treinta y uno 
Diciembre ochenta y siete; asimismo que á fojas ciento veinte 
y cinco del libro titulado cuota de liquidación de mil ochocien- 
tos ochenta y tres y cargos sociales de mil ochocientos ochenta 
y cuatro se halla un asiento que dice así: Póliza veinte mU 
ochocientos veinte y seis, socio María de la Cruz Sotolongo de 
Costales, riesgo segunda, objeto asegurado, casa calle Séptima 
número treinta y cinco Vedado, valor asegurado diez mil, cuo- 
ta de liquidación de mil ochocientos ochenta y tres nueve, pro- 
visión de mil ochocientos ochenta y cuatro veinte y dos cincuen- 
ta, administración diez. Total: cuarenta y uno cincuenta, y por 
último, que al folio ciento veinte del libro de cuotas de liquida- 
ción de mil ochocientos ochenta y cuatro y cargas sociales del 
ochenta y cinco se halla un asiento que dice: Póliza veinte mil 
ochocientos veinte y seis, socio María de la Cruz Sotolongo de 
Costales, riesgo asegurado, objeto asegurado casa calle Sépti- 
ma número treinta y cinco Vedado, valor asegurado inmueble 
diez mil, cuota de liquidación de mil ochocientos ochenta y 
cuatro setenta y nueve cincuenta, provisión de mil ochocientos 
ochenta y cinco veinte y dos cincuenta, administración diez. 
Total: ciento doce, cuyos particulares certifica el actuario que 
obran á los folios y libros citados: Que la representación del 
demandado por su escrito de fojas ciento veinte y cinco coma 
parte de su prueba reprodujo el mérito favorable de autos y; 
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además soUcitó el cotejo del testimonio de eseiitora acompaña- 
do con su escrito de eoDtestacidn á la demanda eon la matriz 
otorgada en siete de Marzo de mil ochocientos noventa y tres 
y al efecto admitida que fué dicha prueba por providencia de 
cuatro de Noviembre último fojas ciento veinte y seis se seña- 
ló para el acto el día siete del propio mes en el local de la No- 
taría de D. Alejandro Núñez de Villavicencio previa citación 
de las representaciones de las partes y llegado que fué el men- 
cionado día se procedió al cotejo dispuesto observándose que 
en el primer pliego del testimonio en la cuarta cara en el on- 
ceno renglón dice entre las palabras de y señores dichos y ea 
la matriz los mismos en el cuarto pliego, duodécimo renglón 
de la cuarta cara, entre las palabras ofreciendo calidad en y en 
la matriz é, en el sexto pliego, cara primera, cuarto renglón 
entre las palabras Costales la sobre y en la matriz en; 

Resultando : que como más prueba la representación del de- 
mandado fojas ciento veinte y siete solicitó que se dirigiera 
mandamiento al registrador de la propiedad a fin de que certi- 
ficara á continuación del mismo como era cierto que cuando su 
representado adquirió la casa que se decía asegurada, no ccms- 
taba que la misma reconocía gravamen de ninguna clase ni la 
más ligera alusión ni antecedente respecto á la hipoteca que 
pretende imponer sobre ella la Compañía actora, la que admi- 
tida que fué por providencia de cinco de Noviembre último, 
fojas ciento veinte y siete vuelta y dispuesta la práctica de la 
misma con citación contraria previo el libramiento del manda- 
miento interesado se señaló para el aeto el día nueve del pro- 
pio mes en el local del Registro de la Propiedad de esta ciu- 
dad y expedida que fué dicha certificación visible á fojas cien- 
to treinta y una, resulta que el funcionario encargado de dicho 
Registro certifica: que habiendo examinado los libros del mo- 
derno Registro pasaba á consignar, primero: que á fojas ciento 
cuarenta y dos del tomo cuatrocientos siete, inscripción sépti- 
ma de la finca número quinientos ochenta y cuatro se había 
inscrito la escritura otorgada ante D. Alejandro Núñez en siete 
de Marzo de mil ochocientos noventa y tres por la cual D. J}jaM 
Llaveria y Masip adquirió de Doña Isabel Costales y Sotolongo 
y hermanos la casa número sesenta y cuatro hoy, antes treinta 
y cinco de la calle Séptima en el barrio del Vedado no constan- 
do de la citada inscripción ni de las anteriores, ningún grava- 
men ni hipoteca por valw de ci^ito veinte y un pesos á favjor 
de la compañía de seguros mutuos eoatra incendio '^El Iria", 
jii inscrita por la citada compañía hipoteca alguna á au favor 
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«bre la misma easa. Segunda: que no orifica cualesquiera 
otro gravamen que á favor de persona distinta de la compañía 
de aegoroB ''£1 Iris" pudiera afectar á la casa citada en la fe- 
cha de adquinciéBi del Sr. lüaveria en los que hayan podido 
fravitar la misma casa con posterioridad á dicha adquisición 
porque no se solieitaba en el mandamiento que precedía, certi- 
ficación de esos extremos; 

ResíUtando: que habiéndose certificado por el actuario fo- 
jas ciento diez y siete que el término de prueba por el cual fué 
abierto eete juicio para proponer y ejecutar las mismas, había 
vwicido, se mandaron unir á los autos las practicadas y que se 
trajeran los mismos á la vista para dictar la presente reso- 
kicién; 

Resultando: que dictada sentencia por la Audiencia en 
veinte y siete de Octubre de mil ochocientos* noventa y siete, 
confirmando con costas la de primera instancia, que declaró sin 
lugar la demanda, é impuso las costas al actor, la representa- 
ción de éste interpuso el presente recurso de casación fundado 
en el caso primero del artículo mil seiscientos noventa de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, citando como infringidos: 

Primero : el articulo ciento sesenta y ocho caso sexto de la 
Ley Hipotecaria porque desconoce la existencia de la hipoteca 
legal á favor del ''Iris", por los dos últimos dividendos repar- 
tidos, niega el derecho de la misma á exigir la constitución de 
una hipoteca especial en tanto que está pendiente de cumpli- 
miento la obligación que debe asegurarse"; 

Segundo: el articulo doscientos diez y nueve y doscientos 
veinte de la Ley Hipotecaria porque la sentencia niega el dere- 
cho de **E1 Iris" á pedir la constitución de la hipoteca especial 
por los dos últimos dividendos y desconoce la preferencia del 
crédito del asegurador en tanto no se constituya la hipoteca"; 

Tercero: Los artículos mil ochocientos setenta y cinco, mil 
Bovecientos veinte y tres y mil novecientos veinte y siete del 
Código Civil, porque la sentencia desconoce y niega el derecho 
que tiene el asegurador, no sólo para exigir la constitución de 
k hipoteca especial, sino para sostener la existencia de la hipo- 
teca tácita sobre el inmueble asegurado por los dividendos de 
los dos últimos años. Los expresados artículos doscientos diez y 
saere y doscientos veinte de la Ley Hipotecaria, por que el 
fftlh) niega á *'E1 Iris" el derecho á dirigirse contra el tercero 
que adquirió el inmueble siendo asi que lo adquirió con la hipo- 
teca tácita por los dividendos de los dos últimos años, sin que 
el silencio pueda perjudicar el derecho que la Ley da al asegu- 
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rador, derecho independiente de la voluntad de los contra- 
tantes'*; 

Resultando: que admitido el recurso se ha sustanciado en 
este Supremo Tribunal con sólo la comparecencia del recurren- 
te, celebrándose la vista pública el día veinte y ocho del mea 
próximo pasado, en la cual informó únicamente el Letrado de 
dicha parte, sosteniendo el recurso; 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt, 

Considerando: que la preferencia que concede el artículo 
doscientos veinte de la Ley Hipotecaria, al crédito del asegu- 
rador, sobre los demás créditos, por los dos últimos dividendos 
del seguro mutuo, mientras no se devenguen, no constituye co- 
mo supone el recurrente una hipoteca tácita, de duración inde- 
finida, sino un privilegio solo subsistente en cuanto a terceros, 
que tengan ó adquieran derechos sobre el inmueble asegurado, 
hasta tanto quede devengado el segundo dividendo, y después 
para surtir aquellos efectos, deberá exigirse conforme al artícu- 
lo doscientos veinte y uno una hipoteca en garantía del importe 
total de la cantidad que se debiere ; ó lo que es lo mismo á par- 
tir de ese momento, el derecho de preferencia se convierte en 
el de hipoteca legal sobre el inmueble; y al entenderlo así la 
Sala sentenciadora no ha desconocido la extensión y efectos del 
citado artículo doscientos veinte, el cual consiguientemente no 
ha infringido; 

Considerando: que la hipoteca legal antes dicha, que es la 
que establece el número sexto del artículo ciento sesenta y ocho 
de la Ley Hipotecaria á favor de los aseguradores sobre loa 
bienes asegurados, por el importe de los dos últimos dividendos 
repartidos, no otorga otro derecho que el consignado en térmi- 
nos generales, en el artículo ciento cincuenta y ocho de la Ley 
citada y párrafo segundo del mil ochocientos setenta y cinco 
del Código Civil, ó sea el de exigir la constitución de una hipo- 
teca especial suficiente, sin que la salvedad que contiene al final 
el último citado artículo, con referencia á la Ley Hipotecaria, 
tenga otro alcance que el de reconocer la preferencia de que ae 
ha hecho mención en el Considerando anterior; 

Considerando: que aplicando el principio general del cita- 
do artículo ciento cincuenta y ocho, á los aseguradores, dice el 
doscientos diez y nueve de la misma Ley, que estos tienen dere- 
cho á exigir una hipoteca especial sobre los bienes asegurados, 
cuyos dueños no hayan satisfecho el importe de dos ó más de 
los últimos dividendos con lo que claramente se expresa, que el 
dueño del inmueble tiene la obligación de constituir la hipoteca, 
en tanto, en cuanto esté obligado al pago del dividendo; 
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Considerando: que es ocioso examinar esa obligación como 
originada de un contrato, pues, en el caso que se discute, el 
recurrente reconoce que no proviene de ninguno, haciéndola de- 
rivar de la ley, en el supuesto erróneo, de que la hipoteca legal 
no es un mero derecho a exigir la constitución de una especial, 
sino que, calificándola de tácita, le atribuye eficacia bastante á 
sujetar directamente los bienes que afecta, cualquiera que sea 
su poseedor, al cumplimiento de la obligación que garantiza, 
teoría inexacta, no sólo porque la ley no reconoce la clase de 
hipotecas tácitas, sino porque expresamente determina los efec- 
tos de la legal, de que ya se ha hecho mérito de los cuales se 
deduce, que, para que esta pueda tener eficacia como tal hipo- 
teca, es indispensable que se constituya de un modo expreso, 
conforme á la ley y se inscriba en el Registro, no surtiendo 
efectos la inscripción, sino desde su fecha, según dispone el ar- 
tículo doscientos veinte y uno de la Ley Hipotecaria; 

Considerando-, que no habiendo exigido la Compañía **E1 
Iris", después de devengados los dos últimos dividendos, la 
constitución de la hipoteca especial, á las personas obligadas al 
pago de aquellos, por virtud del contrato de seguro celebrado 
sobre la casa calle Séptima número treinta y cinco del Vedado, 
y habiendo con posterioridad al término del contrato, adquiri- 
do el inmueble Juan Llaveria y Masip, por virtud de subasta 
pública sin gravamen alguno á favor de dicha Compañía é ins- 
crito su dominio en esas condiciones en el Registro de la Pro- 
piedad, no tiene aquella derecho para exigir del tercer posee- 
dor, la constitución de hipoteca especial en garantía de los di- 
videndos antes dichos, y al entenderlo así la Sala sentenciado- 
ra declarando sin lugar la demanda, no ha desconocido ningún 
derecho que la mencionada Compañía tuviese, fundado en los 
artículos ciento sesenta y ocho, caso sexto, y doscientos veinte y 
uno de la Ley Hipotecaria y mil ochocientos setenta y cinco 
del Código Civil; 

Considerando: que debatiéndose en el juicio del cual pro- 
cede este recurso, solamente el derecho á exigir el asegurador 
una hipoteca especial al tercer poseedor del inmueble que estu- 
vo asegurado, y no la preferencia ó prelación de su crédito en 
concurrencia con otros sobre determinados bienes del deudor, 
no son de aplicación los artículos mil novecientos veinte y tres 
y mil novecientos veinte y siete del Código Civil, que recono- 
cen y regulfin la preferencia de créditos, y no habiéndolos apli- 
cado la Sala, no ha podido infringirlos, como en tal concepto 
no ha podido ser infringido el doscientos veinte de la Ley Hi- 
potecaria y procede no estimar estos motivos del recurso; 
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Considerando i qxiie por todo lo expuesto debe declararse 
sin lugar el recurso interpuesto; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos no habtf 
higar al recurso de casación interpuesto por la representaciéii 
de la Compañía de seguren mutuos contra incendios ''El Iñs" 
contra la sentencia dictada por la Sala de lo Civil de la Au- 
diencia de la Habana en veinte y sse^ de Octubre de mil ocho- 
cientos noventa y siete, en el juicio seguido por aquella contra 
Juan Llaveria y Masip, con las costas a cargo del recurrente. 
Con devolución del apuntamiento, comuniqúese por muedio de 
certificación esta sentencia á dicha Audiencia y publiqueae en 
la Gaceta de la Haibima y en la Colección a cargo de la Secre- 
taria de Justicia 

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, manda- 
mos y firmamos. — ^Antonio Gionzález de Mendoza — ^Pedro Qod- 
zález Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. Qarcía Montes. — 
Eudaldo Tamayo» — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Ni<X)L¿s, JüAjíA Y Elvira OtoazÁLBZ Miliín contira Mamo Pb»- 

NÁNDEZ CaBBALLÉS» GOMO AJ>MINISTBADOB DEL INTB8TAD0 DS 

Sebastián González.. 

SBBtencia núm. 4 (9 de Noviembre de 1899).. 

Recurso de casaron por infracción de Ley interpuesto por iVi- 
colás^ Juana y Elvira González Müián, contra la sentencia 
dictada por la Audiencia de la Habana el 21 de Enera 
de 1899. 

RENDIOION DE CUENTAS. 

Vo pueden ser objeto de nn recurso por Inftacddn da 
Ley, iM infracdones referentes al procedimiento; y refirléto- 
doee los articaloB 1»019 y 1^0 de la Ley da BDJiílclainiento 
OlvU & las formalidades que han de observarse para la venta 
da frutos y otros bienes, no cabe estimar en casación la vio- 
lación de sns preceptos. 

En la ciudad de la Habana, á nueve de Noviembre de mit 
ocliocientog noventa y nueve en el recurso de casación por in- 
fracción de ley interpuesto por Nicolás, Juana y Ehrira Gon- 
zález Milián, propietarios y vecinos de San Cristóbal de la La- 
guna, de Tenerife, Mas Canarias, contra, la sentencia dictada 
en veinte y uno de Enero del corriente año por la Sala de 1» 
Civil de la Audiencia de esta capital en el incidente sobre ccren^ 
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tas rendidas por Mario Fernández Carballéci como administra- 
dor judicial del abintestato de Sebastián Oonaáiea Melián; 

Resultané&: según la senteneia de Primera Instancia cu- 
yos fundamento» de heehos acepta la resolución recurrida, que 
por virtud del abintestato de D. Sebastián Oonzález Melián, fué 
n^ubrado administrador judicial D. Mario Fernández, el que 
con feelia diez de Julio último rindió su cuenta que ocupa el 
folio veinte y cuatro, seffán el cual importa el debe y el haber 
^^al cantidad de doscientos ochenta y cinco pesos seis centavos 
ovo y quinientos cuarenta y dos pesos setenta y dos centavos 
billetes plata, con cuyas cuentas presentó los comprobantes que 
ocupan del folio primero al veinte y tres, consistentes en un 
reeiba firmado por el Ldo. Miguel A. Planas de tres de Mayo 
ultimo, por la soma de doce pesos oro, honorarios devengados 
por una consignación en el Juzgado Municipal del Cerro del 
alquiler ó renta de la estancia ''Requena": otro recibo de 
veinte y nueve de Marzo del corriente año de noventa y siete, 
firmado por D. Ricarda Illas,- secretario del Juzgado Municipal 
del Distrito del Cerro, á nombre de D. £pif imio González, por 
siete peso», por derechos de las diligencias de ocupación de los 
bienes, fojas dos: otro recibo de fojas tres, de trece de Marzo, 
á nombre del Administrador judicial firmado por Ramón Veis 
por veinte y einoo pesos, por tres faaegasB de maíz: otro recibo 
foja» cuatro de treinta y uno de Marzo firmado por Epifanio 
Gonaález, ^cr quince pesos plata para alimentos de los depen- 
<bentes de la finca de que es encargado por el Administrador: 
otifo recibo fojas cinco, firmado por Ramón Basulta por veinte 
y oeho pesos por tres fanegas de maíz: otro recibo fojas seis, 
firmado por Epifanio González en diez de Abril, por quince 
pesos noventa centavos oro: otro recibo fojas siete, firmado por 
Benito Nicolás y Compañía en catorce de Abril por veinte y 
siete pesos cincuenta y siete centavos billetes, por efectos sumí- 
nislradoa á la finca : otro recibo folio ocho, de quince de Abril 
firmado por Juan Ignacio Piedra por veinte y cinco pesos bi- 
lletes por su trabajo y dirección en la prevención del abintes- 
tato: otro recibo fojas nueve de la misma fecha firmado por 
Epifanio (González por catorce pesos treinta y seis centavos bi- 
lletes importe del papel sellado en el abintestato: otro recibo 
de Ignacio Lorenzo de un peso, por conducción de maíz: otro 
recibo folio diez, de diez y seis de Abril firmado por Epifanio 
Ch>nzález de diez pesos plata por alimentos de los mozos que 
trabajan en la estancia: otro recibo folio once, firmado por el 
mismo en veinte y seis de Abril por treinta y tres pesos plata, 
gastos del intestado: otro recibo fojas doce, firmado Pedro P6- 
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rez Verna, por siete pesos de catorce días de trabajo en la es- 
tancia: otro recibo fojas trece firmado Epifanio González de 
treinta y uno de Abril por diez j siete pesos plata de gastos 
del intestado: otro recibo fojas catorce de veinte y dos de 
Abril, firmado por Francisco Pérez, compra de un buey enfer- 
mo: otro recibo, folio quince, firmado por Juan Ignacio Piedra, 
en primero de Mayo por veinte pesos plata por la dirección y 
trabajo en el abintestato: otro recibo folio diez y seis, de pri- 
mero de Mayo firmado por Ricardo Illas por cincuenta pesos 
alquiler del mes de Abril de la estancia la Bequena: otro de 
fojas diez y siete de veinte pesos billetes de dos fanegas de maíz 
por José Noriega, en cuatro de Mayo: otro recibo folio diez y 
ocho, firmado José Herrera, por once pesos billetes, limpieza de 
letrinas: otro recibo firmado á fojas diez y nueve por Epifanio 
González de diez y ocho pesos plata para alimentos de los de- 
pendientes, en fecha catorce de Mayo: otro de fojas veinte, de 
veinte y dos de Mayo por diez pesos en oro, firmado Ldo. Mi- 
guel A. Planas, por honorarios en el desahucio contra D. Mo- 
desto Melián: otro recibo folio veinte y uno, firmado José He- 
via por treinta y dos pesos, limpieza de letrinas: otro recibo 
folio veinte y dos, firmado Epifanio González en ocho de Junio 
por treinta y siete pesos diez centavos, para gastos de la decla- 
ratoria de herederos, y otro recibo de fojas veinte y tres, de 
tres de Julio firmado por Ldo. Miguel A. Planas, por sesenta 
y ocho pesos oro, honorarios de diferentes consultas y examen 
de autos; cuya cuenta y comprobantes fué presentada, con el 
escrito folio veinte y cinco, y se mandó formar pieza esparada; 

Resultando: según la propia sentencia recurrida, que el 
procurador Tomás Granados, presentó escrito, folio veinte y 
siete al treinta y tres, estableciendo incidente é impugnación 
á las cuentas del administrador, fundándola en los hechos si- 
guientes : 

Primero: que D. Mario Fernández Carballés fué nombrado 
administrador judicial de este abintestato, sin más facultades 
que las determinadas en la Ley; 

Segundo: que D. Mario Fernández ha ejercido el cargo 
más de tres meses y ha enajenado bienes del abintestato sin ta- 
sación ni subasta, y ha vendido frutos de la finca entregada á 
su administración sin la intervención de corredores, habiéndo- 
los en esta capital; 

Tercero: que ha empleado lo que expresa ser importe de di- 
chas rentas, en pagos cuya certeza no admitimos, y cuya necesidad 
no está justificada; y solicitó se diera por impugnada en su to- 
talidad la cuenta de administración, ordenando se tramitase en 
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forma incidental y en definitiva se declare con lugar en tan- 
to no se acredite la verdad de los gastos que se dan por hechos 
y especial señaladamente en lo que se contrae a la venta de 
bienes del juicio y de productos de la finca, hechos sin los re- 
quisitos legales; se declarasen nulos y ordenar que el adminis- 
trador reintegre al abintestato el valor real de los bueyes ven- 
didos y el de los frutos que da por recolectados y que vendió 
por haberse prescindido, en cuanto á los últimos, de la inter- 
vención de corredor ordenada expresamente en la Ley, conde- 
nándole en las costas, y por otrosí, que el incidente se reciba á 
prueba ; 

Resultando: según dicha sentencia, que del incidente esta- 
blecido se dio traslado por seis días al administrador judicial 
que lo evacuó por el escrito folio setenta y uno al setenta y 
cinco, sentando como hechos: 

Primero: que nombrado administrador judicial del abin- 
testato de D. Sebastián González Melián, ha cumplido estricta- 
mente sus deberes de tal administrador; 

Segundo: que al cesar por disposición del Juzgado en el 
cargo ha presentado justificadas sus cuentas y deduce de ellas 
que ninguna responsabilidad pesa sobre él, y 

Tercero: que en el desempeño del referido cargo, ha em- 
pleado la debida diligencia, pagando y cobrando lo que era de 
necesidad conforme al misérrimo valor de los bienes que tuvo 
que administrar y solicitó se declarase sin lugar la impugna- 
ción que contiene aprobando definitivamente las cuentas pre- 
sentadas por D. Mario Fernández, condenando en las costas á 
la representación del procurador Granados; 

Resultando: además, que durante el período de prueba, á 
instancia de la parte demandante, absolvió posiciones el admi- 
nistrador judicial, se recibió informe del Colegio de Corredores 
de esta plaza y se puso certificación de varios particulares con 
referencia á las actuaciones practicadas en el juicio principal 
y á instancia del administrador cuentadante se recibió nuevo 
informe del Colegio de Corredores y fueron examinados Ricar- 
do Illas, Ramón Veis, Epifanio González, Ramón Batista, Beni- 
to Nicolás y Juan Ignacio Piedra, quienes reconocieron como 
legitimas sus respectivas firmas, obrantes en los documentos 
presentados por el administrador judicial; y vencido el termino 
de prueba se dictó sentencia en veinte y tres de Diciembre de 
mil ochocientos noventa y siete, por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito del Cerro, de esta capital, que conocía 
del asunto, declarando sin lugar la impugnación de la cuenta 
rendida por Mario Fernández, exento á éste de toda responsa- 
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bilidad, y de cargo de loa demandantes las costas del incidente : 
enya sentencia^ apelada que fué por tales demandantes^ y sus- 
tanciada dicha apelación confirmó en segonda instancia la Sst-^ 
la de la Audiencia con fecha veinte y uno de Enero del pre- 
sente año, imponiendo i los apelantes las costas del recuirso; 

BesuUmid^: que contra la expresada sentencia de la Sala 
interpusieron los demandados Nicolás, Juana y Elvira (Jonaá^ 
tez Melián, recurso de casación por infracción de ley, fundado: 

Pñmero: en el inciso primero del articulo mil seisciento» 
noventa de la Ley de Enjuiciamiento Civil, por haberse infrin- 
gido, mediante su errónea interpretación y aplicación Los ar- 
tículos mil diez y nueve y mil treinta de la misma, en cuanto 
la sentencia aprueba la enajenación de frutos y semovientes 
del abintestato realizada sin intervenci^ de corredor respecto 
á los primeros, y sin audiencia del Ministerio Fiscal ó de los 
herederosi^ ni subasta con relación á los demás; 

Segundo: en el inciso séptimo del citado articulo mil seia- 
cientos noventa de la Ley de Enjuiciamiento Civil por haberse 
infringido el articulo seiscientos tres de la propia Ley, incu- 
rriéndose en error de derecho en la apreciación de las pruebas 
de las partidas de las cuentas, al aceptar como válidos docu- 
mentes privados impugnados expresamente y no reconocidos 
por las personas que lo afirman; 

Resultando: que personados los recurrentes ante este Su^ 
premo Tribunal y sustanciado el recurso se celebró la vista ea 
treinta y uno de Octubre próximo pasado sin asistencia de las 
partes; 

Siendo Ponente el Magistrado Octavio Giberga, 

Considerando: en cuanto al primero de los motivos invo- 
cados, que no pueden ser objeto de un recurso de esta clase las 
infracciones referentes al procedimiento, y, tratando los artícu- 
los mil diez y nueve y mü treinta de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil que por el recurrente se dicen infringidos, de las formali- 
dades que en el juicio de abintestato se deben observar para 
la venta de frutos y de bienes inventariados pertenecientes al 
juicio, no cabe por tanto estimar en casación de fondo la vioUk 
ción de sus preceptos; 

Considerando: en cuanto al segundo motivo del recursoy 
que por no haberse producido en el incidente, á los efectos de 
la prueba, documento alguno otorgado por las partes deman- 
dante ó demandada, y sí tan solo diferentes recibos privados 
suscritos por terceros, no ha podido el Tribunal sentenciador 
ai apreciar la prueba recibida incurrir en la infracción por loa 
recurrentes alegada, del artículo seiscientos tres de la Ley de 
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Biijuiciami«Bto Cvrily relaitivo únicamente a documentos otor- 
gados por quienes sean partes en las actuaciones; 

FaUamos: qoe debemos declarar j declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación por infracción de ley interpuesto 
por Nicolás, Juana y Elvira Oonzález Melián contra la senten- 
cia dictad» en veinte y uno de Enero de este año por la Sala 
de lo Civil de la Audiencia de esta capital, con las costas á 
cargo de dáckos recurrentes: comuniqúese á la mencionada Aur 
díéncia con certificación de esta sentencia y devolución del 
apuntanxieiito elevado: y publiquese en la Oaceta de la Haba^ 
1MI, y en la Colección á cargo de la Secretaría de Justicia^ li- 
brándose al e£ecto las copias necesarias. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — Antonio González de Mendossa. — ^Pedro Gtmzález Lló- 
rente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betancourt — Octavio Giberga. 



Cásin> S. FsbnIndez contra la socibdao L. SIbnz y C.^ 

Sentencia núm. 5 (10 de Noviembre de 1899). 

Recurso de casación^ por quebrantamiento de forma interpuesto 
por Cmto S. Fernández contra la sentencia dictada por la 
Audiencia de la Haha^na. (No se expresa la fecha,) 

JUKOO DB MENOB. CUANTIÉ 80BBE UQUIDACION 
T PACK> DA SUJSLDOS. 

Lfr prueba qM6 se proponga debe limitarse á loe bechoe 
fijados definitivamente en los escritos de réplica y duplica, ó 
en los de demanda y contestación, cnando se trate de Jnlclos 
de menor cnantia: debiendo rediasarae la <iae no se acomode 
á este principie. 

Paca que pueda estinuffse motivo de caaaclán» la nega»- 
ddn de nna diligencia de pmeba, es preciso que esta sea ad- 
misible y que su falta baya producido indefensión. 

En la ciudad de la Habana, á diez de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y nueve, en el juicio de menor cuantia 
pendiente ante este Supremo Tribunal por recurso de casación 
por quebrantamiento de forma, seguido sobre liquidación 7 pago 
de sueldos ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito de la 
Catedral, de esta ciudad, 7 ante la Sala de lo Civil de la Au- 
diencia de este mismo territorio por D. Casto S. Fernández, 
vecino de- esta capital y dependiente de comercio, contra la So- 
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ciedad mercantil de L. Sáenz y Compañía, domiciliada en esta 
propia ciudad; 

Resultando: que en la sentencia apelada se aceptó la rela- 
ción de hechos contenidos en el fallo de la primera instancia, 
la cual dice así: 

Resultando: que el procurador D. Manuel López Vizoso, 
á. nombre de D. Casto S. Fernández, interpuso juicio decla- 
rativo de menor cuantía contra la Sociedad Mercantil de L. 
Sáenz y Compañía, á fin de que convenga en liquidarle sus 
sueldos como dependiente que ha sido de la expresada casa á 
razón de sesenta y ocho pesos oro del cuño español, mensuales, 
desde los primeros días del mes de Junio de mil ochocientos 
noventa y seis, hasta fines de Junio del corriente año, estable- 
ciendo como hechos los siguientes: 

Primero : que D. Casto S. Fernández, estuvo colocado en la 
casa de comercio de los Sres. L. Sáenz y Compañía, ganando 
los primeros años veinte pesos en oro mensuales; 

Segundo: que por el tiempo comprendido desde el mes de 
Enero de mil ochocientos noventa y seis á Junio del mismo 
año, tenía asignados cuarenta pesos en oro mensuales, con lo 
cual estaba conforme; 

Tercero: que desde principios de Junio de mil ochocientos 
noventa y seis á fines de Junio de mil ochocientos noventa y 
siete, desempeñó D. Casto S. Fernández, además de la plaza 
anterior por la cual se pagaban cuarenta pesos, otra por la que 
se estuvo pagando al que la desempeñaba anteriormente sesen- 
ta y ocho pesos oro mensuales; y cuarto: que adeuda, por con- 
siguiente, la Sociedad de L. Saenz y Compañía á D. Casto S. 
Fernández, la cantidad de quinientos treinta y cuatro pesos 
doce centavos en oro, esto es, ciento noventa y ocho pesos con 
doce centavos, que alcanzaba en la casa, liquidándole como qui- 
sieron liquidarle sus sueldos á razón de cuarenta pesos mensua- 
les, más trescientos treinta y seis pesos que resultaban de mul- 
tiplicar doce por veinte y ocho que era la diferencia que había 
de cuarenta á sesenta y ocho y se tenían los quinientos treinta 
y cuatro pesos con doce centavos, terminando por suplicar al 
Juzgado : 

Primero: que se le tuviera por parte y por presentada la 
certificación del acto de conciliación y el testimonio de poder, 
admitir la demanda establecida con el fin de que la Sociedad 
de L. Sáenz y Compañía convenga en liquidarle, y le liquide, 
los sueldos que, como dependiente que ha sido de la referida 
razón social, le corresponden desde Enero del noventa y seis á 
Junio del mismo año por una parte, y, por otra, desde princi- 
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pió de Junio del noventa y seis hasta fines de Junio último, en 
que además de desempeñar la plaza anterior, sustituyó en otra 
á un dependiente que ganaba sesenta y ocho pesos; y 

Segundo: para que le abonen la suma de quinientos treinta 
y cuatro pesos doce centavos en oro que en virtud de esa liqui- 
dación resultaría adeudársele condenándosele en definitiva al 
pago de dicha cantidad, intereses legales y costas: por un otrosí 
solicitó que, en su oportmiidad, se recibiera el juicio á prueba; 

Resultando: que el procurador D. José Urquijo á nombre 
de la Sociedad L. Sáenz y Compañía, por su escrito de fojas 
diez y siete contestó á dicha demanda, estableciendo como he- 
chos los siguientes: 

Primero: que D. Casto S. Fernández entró al servicio de 
los comerciantes de esta plaza ,Sres. Loychate, Sáenz y Compa- 
ñía, en calidad de dependiente meritorio por carecer en abso- 
luto de todo conocimiento mercantil á principios del año de mil 
ochocientos noventa y tres; 

Segundo: que con el propósito de estimularlo, y para ha- 
cerle favor, sus jefes le asignaron, ya en Julio de dicho año, el 
sueldo mensual de veinte pesos; alcanzando en treinta y uno 
de Diciembre del mismo año — porque ganó ciento veinte pesos 
y tomó á cuenta de ellos cien con sesenta centavos — ^la cantidad 
de diez y nueve pesos treinta centavos; 

Tercero: que durante el año mil ochocientos noventa y 
cuatro los Sres. Loychate, Sáenz y Compañía, persistiendo en 
su propósito de mejorar la condición de su dependiente D. Cas- 
to S. Fernández le favorecieron con la asignación mensual de 
veinte y cinco pesos; gratificándole, además, al fin del año con 
la cantidad de sesenta pesos treinta y seis centavos. Y que co- 
mo el importe anual del nuevo sueldo ascendió á trescientos 
pesos, sumados á tal cantidad el saldo del año precedente y la 
gratificación espontánea que se deja explicado, produjese en 
favor del dependiente D. Casto un haber de trescientos setenta 
y nueve pesos setenta y seis centavos. Pero que como á cuenta 
del aludido haber tomara trescientos veintinueve pesos setenta 
y seis centavos, quedó aquél reducido sólo á cincuenta pesos, al 
terminar el año de referencia; 

Cuarto: que en mil ochocientos noventa y cinco se señaló 
por los dichos Sres. Loychate, Sáenz y Compañía á su depen- 
diente D. Casto, el sueldo, también mensual, de treinta pesos. 
Que el sueldo tal y el saldo á su favor del año anterior suma- 
ron en treinta y uno de Diciembre, para el citado dependiente, 
un haber de cuatrocientos diez pesos, cuya cantidad, deducidos 
los trescientos sesenta y cuatro pesos cincuenta centavos toma- 



222 JUBI6PRU0BNOIÁ OIVIL. 



dos á cuenta, quedó limitada ¿ la de cuarenta y cinco 
cincuenta centavos. Que eonsktió la ocupacián de D. Casto du- 
rante el año, en aeompañar a los capitanes de los vapores, de 
que eran consignatarios sus principales — y entonces sólo les ve- 
nían consignados dos al mes, — ^ya á la Capitanía del Puerto, ya 
á Los Consulados para el despacho de diclias naves; 

Quinto: que en mil ochocientos noventa y seis los señores 
Loychate Sienz y Compañía, subieron hasta cuarenta pesos, ca- 
da mes al liquidar los negocios de ese año, el sueldo del mencio- 
nado depeudiente, motivando tal aumento la circunstancia de 
habérsele asignado á D. Casto, interinamente un nuevo car^ 
en la casa, propiamente incompatible con el que venía sirvien- 
do, por ser el uno de calle y el otro de escritorio; cargo el úl- 
timo para cuyo desempeño fué preciso enseñarle, que consistía 
simplemente en lo que sigue: anotar día por día en un libro 
borrador, las órdenes que los vendedores de la casa expedían 
por la mañana en la Lonja, contraídas esas órdenes á la venta 
de mereancías hechas por aquéllos, trasladar del expresado li- 
bro á otro, cuando á bien lo tuviera D. Casto, los asientos de 
referencia, y Uev^ luego tales asientos á un tercer Ubro lla- 
mado de Consignaciones; 

Bextoi que el nuevo sueldo d^ dependiente D. Casto, im- 
portó al ñnalizar el año la cantidad de cuatrocientos ochenta 
pesos la que con ^ saldo á su favor del año precedente, hizo la 
suma de quinientos veinte y cinco pesos cincuenta centavos. Y 
si bien tal haber quedó reducido á ciento treinta pesos cincuen- 
ta y ocho centavos, por haber tomado para sus gastos durante 
el año, el aludido dependiente, trescientos noventa y cuatro i>e- 
806 noventa y dos centavos había, sin embargo, que agregar á 
ese producto la cantidad de cien pesos con que espontánea y 
generosBoiente gratificaron á aquel subalterno los Sres. Loy- 
chate, S6enz y Compañía, al disolver el treinta y uno de Di- 
ciemixre del mismo año mil ochocientos noventa y seis, la So- 
ciedad representada por didia raz^ social, en escritura de dos 
de Enero de este año autorizada ante el Notario de esta ciudad 
D. Juan Larrey y García é inscripta en el Registro MereantU 
de la provincia, con fecha veinte y dos dd mismo mes de Ene- 
ro. Que este hecho y los precedentes «parecen acreditados por 
la copia, letra A, de la cuenta corriente abierta al actor por 
aquella extinguida compañía, copia que acompaño debidamente 
reintegrada ; 

Séptimo-, que como derivación precisa de cuanto queda 
expuesto, al disolverse la razón social de referencia, resultó 
acreedor de ella D. Casto S. Fernández por la cantidad liquida 
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inelufla ia grartiñcaeioa explicada de doseíeatos treinta pesos 
eineiieiita y oeho ceisütavos; lo que desde «atoaces se hizo saber 
al referido D. Gasto, entregándole al efecto, según costumbre 
antigua de la casa eai relación con sns dependientes él extracto 
de «u cuenta corriente; j recibido, ni la contradijo ni lo im- 
pugnó por entonces; no viniendo a objecionarlo hasta después 
de su salida, el veinte y cuatro de Junio último, del escritorio 
de los demaindados; 

Octavo: que por lo que resulta de los hechos que antece- 
den, D. Casto S. Fernández no fué dependiente de los señores 
L. Sáenz y Compañía sino de la Sociedad Loychate Sáenz y 
Compañía desde mil odioeientos noventa y seis, siendo, por lo 
tanto, de todo punto incierto que los Sres. L. Sáenz y Ca. por 
«i ó en su particular — y en esta única forma aparecen demanda- 
dos — deban nada al actor por virtud de loe sueldos á que se viene 
aludiendo, toda vez que ellos corresponden á servicios presta- 
dos á personas, á entidad jurídica distinta de la que constitu- 
yen los demandados; constando todo esto de los libros de la ex- 
tinguida razón de Loychate Sáenz y Compañía; 

Noveno : Que la Sociedad de L. Sáenz y Compañía, la de- 
mandada por D. Casto S. Fernández, se constituyó por escritu- 
ra de dos de Enero del año en curso, otorgada ante el Notario 
de esta ciudad D. Juan Larrey y García; apareciendo inscrita 
oportunamente en el Begistro Mercantil de la Provincia, según 
se a<á«dita por lo testimoniado en la copia de poder que d^ja 
aeooEnpañada ; 

Décimo: que D. Casto S. Fernández pasó á desempeñar ^i 
la expresada compañía en comandita desde la fecha de su cons- 
titución, igual destino que el que tuvo últimamente á su cargo 
eai la extinguida de Loychate Saenz y Compañía, ganando el 
mismo sueldo mensual de cuarenta pesos que en dicha sociedad 
se le tenía asignado; 

Undécimo: que D. Casto S. Fernández sirvió — ^y no ven- 
tajosamente por cierto — á los Sres. L. Sáenz y Compañía hasta 
veinte y cuatro de Junio último, ó lo que es igual cinco meses 
y veinte y cuatro días, que suman un sueldo total de doscientos 
treinta y dos pesos. Pero como dicho dependiente tomó á cuen- 
ta de su indicado sueldo, doscientos sesenta y cuatro pesos cua- 
renta y seis centavos resulta que lejos de ser acreedor de dicha 
casa mercantil el aludido D. Casto, lo es de este, aquella, en la 
cantidad de treinta y dos pesos cuarenta y seis centavos. Que 
así apu«da de la copia letra B d« la cuenta corriente abierta 
al actor por los demandados copia que acompaña reintegrada 
debidamente ; 
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Duodécimo: que D. Casto S. Fernández atribuyéndose con- 
tra la realidad de los hechos el carácter de dependiente de los 
Sres. L. Sáenz y Compañía, durante el período comprendido 
entre el quince de Julio de mil ochocientos noventa y seis y el 
treinta y uno de Diciembre del mismo año, reclama á dichos 
comerciantes el pago á razón de sesenta y ocho pesos mensua- 
les de sus sueldos á tal espacio de tiempo correspondientes; y 
ya quedaba demostrado que no habiéndose constituido la men- 
cionada sociedad de comercio durante el día dos de Enero del 
año actual mal pudo ser dependiente de ella, en el último se- 
mestre de mil ochocientos noventa y seis, el demandante; sién- 
dolo exclusivamente entonces de los Sres. Loychate Sáenz y 
Compañía ; 

Decimotercero: Que si bien como quedaba expuesto en los 
hechos décimo y undécimo, fué D. Casto dependiente de los de- 
mandados desde el dos de Enero, hasta el veinte y cuatro de 
Junio de este año, carece de todo derecho para solicitar que 
sus servicios le sean remunerados á razón de sesenta y ocho pe- 
sos cada mes ; y esto porque tenia aceptada sin contradicción ni 
repugnancia la asignación de cuarenta pesos con que recom- 
pensaba sus trabajos — los mismos que hizo en la casa de los 
demandados — la Sociedad de Loychate Sáenz y Compañía; por- 
que no pactó con dichos demandados, ni estos aceptaron por 
tanto, que al pasar él, á prestarles iguales servicios que á los 
expresados Sres. Loychate Sáenz y Compañía había de ser con 
el aumento que demanda; y porque los servicios de referencia 
explicados en los hechos cuarto y quinto resultan equitativa- 
mente remunerados con los mismos cuarenta pesos mensuales 
fijados á D. Casto por sus anteriores jefes de la extinguida 
casa tantas veces citada de Loychate Sáenz y Compañía. Y que 
no arguya D. Casto como sin razón lo hace, que el dependiente 
propietario del destino que á él se confió, sólo interinamente, 
D. Bernardo Sáenz, ganaba sesenta y ocho pesos; porque sobre 
ser ese D. Bernardo peritísimo en asuntos comerciales, como je- 
fe que fué de importante casa mercantil en la Península — ^pe- 
ricia nunca advertida en el actor — y ya se sabe que los trabajos 
valen más ó menos, aun siendo los mismos según como se efec- 
túen, quisieron los Sres. Loychate Sáenz y Compañía, mostrar- 
se agradecidos con el antiguo jefe de uno de los gerentes de tal 
Sociedad y favorecer además al mismo como cercano pariente 
del indicado gestor. Que no pida pues D. Casto sesenta y ocho 
pesos por ser esta la asignación, fundada en motivos especiales 
de D. Bernardo Sáenz. Que pida lo que su trabajo, el limitado 
trabajo de un mancebo de Comercio, sin ilustración ni expedí- 
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«ion vale en si; y que se deje de compararse con persona tan 
inteligente, tan perita y tan antigua en los ramos de comercio 
como el citado D. Bernardo Sáenz; 

Decimocuarto: que D. Casto S. Fernández demanda todo 
lo que tiene solicitado eon el carácter que se atribuye desde mil 
ochocientos noventa y tres, de dependiente de los Sres. L. Sáenz 
y Compañía y pide contra estos todo cuanto les exige en su sola 
personalidad de L. Sáenz y Compañía; 

Decimoquinto : que los repetidos Sres. L. Sáenz y Compa- 
ñía no resultan demandados en nada ni para nada por D. Casto 
8. Fernández, en su carácter, que le atribuye personalidad dis- 
tinta de la propia suya de liquidadores de la disuelta sociedad 
de Loychate Sáenz y Compañía, ni aquel litigante tampoco pi- 
de nada como dependiente que fué de esta casa mercantil; 

Y Decimosexto: que negaba los hechos de la demanda en 
cuanto no guarden absoluta conformidad con los que debajaba 
enumerados: terminando por suplicar al Juzgado se sirviera: 

Primero: haberlo por personado en tiempo y forma con el 
poder que acredita su personalidad, y demás documentos ad- 
juntos y tenerlo por parte; 

Segundo : haber por contestada la demanda en los términos 
negativos que resultan del escrito, por oponerse á ella en sus 
respectivos extremos la excepción de falta de acción y la de 
pago ambos perentorios; y 

Tercero: que se declare en definitiva sin lugar dicha de- 
manda absolviendo de la misma á los demandados é imponién- 
dole condenación de costas al demandante. Por el primer otrosí 
manifestó que á los efectos del artículo quinientos tres de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil hacia presente: 

Primero: que los originales de las cuentas corrientes que 
acompañaba, se encontraban respectivamente en los libros de 
comercio de la extinguida Sociedad de Loychate Sáenz y Com- 
pañía y en los de L. Sáenz y Compañía, cuyos libros obraban 
en poder de la última; y 

Segundo: que la escritura de disolución de la primera de 
ambas sociedades y la de Constitución de la segunda radicaban 
en el protocolo de D. Juan Larrey y García; por el segundo 
otrosí hizo constar que los Sres. L. Sáenz y Compañía en su 
carácter de liquidadores de la Sociedad disuelta de Loychate 
Sáenz y Compañía, no se habían opuesto nunca á satisfacer á 
D. Casto S. Fernández, como dependiente que fué de dicha ex- 
tinguida razón social el importe de su alcance por sueldos tal 
como consta de los libros de esa razón social doscientos treinta 
pesos cincuenta centavos deducidos lo que tenía cobrado de 
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más, veintidós pesos cuarenta y seis centavos á los demandados 
como dependiente de estos; por el tercer otrosí que no se opo- 
nía al recibimiento á prueba; 

Resultando: que contra el fallo de la primera instancia, 
declarando sin lugar la demanda por falta de acción en el de- 
mandante y pago alegados por los demandados, se estableció 
apelación por Fernández para ante la Sala de lo Civil de la 
Audiencia de este Territorio, la cual confirmó en todas sus par- 
tes la resolución del interior, é interponiéndose luego ante la 
propia Sala, por la representación del demandante, recurso de 
casación por quebrantamiento de forma por denegación de una 
prueba pericial, autorizado por el número quinto del artículo 
mil seiscientos noventa y uno de la Ley de Enjuiciamiento Ci- 
vil, habiéndose reclamado oportunamente en ambas instancias, 
la subsanación de la falta cometida; y una vez cumplido lo 
preceptuado en el articulo ciento ocho de la Orden de Casación 
número noventa y dos, se admitió dicho recurso emplazándose 
á las partes para ante el Supremo; 

Resultando: que personados en tiempo y forma" el recu- 
rrente y no recurrente, previas las actuaciones del caso, se se- 
ñaló la una de la tarde del día treinta de Octubre próximo pa- 
sado para la vista del recurso, la cual tuvo efecto, informando 
respectivamente por las partes sus abogados directores; 

Visto, Siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez, 

Considerando: que siendo un precepto de ley procesal que 
la prueba que se proponga se concretará á los hechos fijados 
de&iitivamente en los escritos de réplica y duplica, ó en los de 
demanda y contestación, como resulta en el caso de autos por 
ser juicio de menor cuantía, debiendo los jueces rex)eler por 
impertinentes ó inútiles las que no se acomoden á dicho pre- 
cepto, y al no resultar hechos de la demanda, ni de la contesta- 
ción los que el demandante quiere someter á prueba pericial, 
procedieron con arreglo á estricto derecho el Juez del Distrito 
de la Catedral y la Sala de lo Civil de la Audiencia de la Ha- 
bana al tener por impertinente tal prueba y no admitirla; 

Considerando: que para que pueda estimarse como motivo 
de casación la denegación de una diligencia de prueba es nece- 
sario que, además de ser admisible conforme á las leyes proce- 
sales, su falta haya podido producir indefensión; y en el caso 
de autos, estimadas en ambas instancias las excepciones peren- 
torias de falta de acción y de pago alegadas por los demanda- 
dos, declarándose sin lugar la demanda, la prueba pericial pro- 
puesta, no tiene influencia alguna en la cuestión objeto del de- 
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tiate, y el hecho de haberse denegado no ha podido producir in- 
defensión ; 

Considerando: que á tenor del artículo cuarenta de la or- 
den de casación, cuando se declare sin lugar un recurso de ca- 
sación se impondrán siempre las costas del mismo ¿ la parte ó 
partes recurrentes; 

F aliamos \ que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación interpuesto por la representación dé 
D. Casto S. Fernández condenando á ¿te en las costas del re- 
curso. Con devolución del apuntamiento y autos originales co- 
muniqúese la presente por medio de certificación á la Audien- 
cia de la Habana y publíquese en la Oaceta y en la Colección 
Legislativa á cargo de la Secretaría de Justicia, á cuyo efecto 
líbrense las oportunas copias. 

Asi, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes.. — Bu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Francisco de Cárdenas y Viera contra José Gandós y Gálvez. 

Sentencia núm. 5 (16 de Noviembre de 1899). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por José Oa/ndós y 
Gálvez contra la sentencia dictada por la Audiencia de la 
Habana de 3 de Marzo de 1898. 

RESCISIÓN DE CONTRATO DE ARRENDAMIENTO. 

81 Men es cierto qne en las obligaciones reciprocas puede 
el peijndicado por su falta de cumplimiento, optar por la res- 
cisión del contrato, con sus consecuencias legales, 6 por exi- 
gir su cumplimiento, con arreglo al artículo 1,124 del Código 
Civil, no lia de entenderse que de solo esa opción pueda deri- 
varse la resolución del contrato, ni que sea aplicable & toda 
clase de obligaciones el Articulo 1,133 del mismo Código, que 
sólo se refiere á las obligaciones alternativas; siendo de apli- 
carse á otros casos preceptos legales m&s en armonía con su 
índole 7 naturaleza. 

No fundindose la rescisión de un contrato de arrenda- 
miento, en la falta de diligencia de alguna de las partes con- 
tratantes, sino en un caso fortuito, no se infringen los ar- 
tículos 1,569 y 1,100 del Código, al no tenerlos en cuenta para 
fijar la fecha de la rescisióiL 

En la ciudad de la Habana, á quince de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y nueve, en el juicio de mayor cuantía se- 
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goido en el Juzgado de Primera Instancia de San Cristóbal 7 
en la Sala de lo Civil de la Audiencia de esta Capital por 
Francisco de Cárdenas y Viera, propietario y vecino de esta 
ciudad, contra José Gandós y Gálvez, empleado y vecino de 
Marianao, sobre rescisión de un contrato de arrendamiento pen- 
diente ante este Supremo Tribunal en virtud del recurso de car 
sación por infracción de ley interpuesto por Gandós y Gálvez: 
Resultando: que en la resolución recurrida se aceptaron 
los hechos de la sentencia del Juez inferior, de los cuales se 
transcriben como pertinentes los siguientes: '^ Resultando: que 
en veinte y ocho de Diciembre de mil ochocientos noventa y 
seis, presentó escrito en este Juzgado D. Osear Nodarse y Her- 
nández, vecino de San Cristóbal, á falta de procurador habili- 
tado, á nombre de D. Francisco de Cárdenas y Viera, formu- 
lando demanda para sustanciarse por los trámites del juicio 
declarativo de mayor cuantía, en solicitud de que se declare res- 
cindido el contrato de arrendamiento que ante el Notario Gu- 
tiérrez de Celis otorgaron en veinte y seis de Octubre de mil 
ochocientos noventa y cinco, D. Francisco de Cárdenas y Viera 
y D. José Gandós y Gálvez, y se condene al último á que in- 
demnice los daños y perjuicios que hubiere ocasionado la falta 
de cumplimiento por parte del arrendador de las obligaciones 
impuestas por el articulo mil quinientos cincuenta y cuatro del 
Código Civil y la ley del contrato, cuya demanda funda en los 
siguientes hechos: que por escritura pública otorgada en San 
Cristóbal en veinte y seis de Octubre de mil ochocientos noven- 
ta y cinco, ante el Notario D. Santiago H. Gutiérrez de Celis, 
D. José Gandós y Gálvez, dueño de la finca rústica titulada 
Santa Bárbara, destinada á Potrero y labor y situada en el 
término municipal de Santa Cruz de los Pinos, la dio en arren- 
damiento á D. Francisco de Cárdenas y Viera con sus casas, 
fábricas, entradas y servidumbres anexas y las dotaciones de 
animales por término de cinco años y nueve meses, calculán- 
dose el precio del arrendamiento en su totalidad en la suma de 
cuatro mil doscientos pesos oro español, á razón de setecientos 
pesos por los nueve meses comprendidos desde primero de No- 
viembre de mil ochocientos noventa y cinco, hasta el treinta y 
uno de Julio de mil ochocientos noventa y seis, y de setecientos 
pesos por cada un año de los de duración del contrato, de cuyo 
precio han sido satisfechas las rentas vencidas, hasta primero de 
Abril de mil ochocientos noventa y seis, quedando pendientes 
las correspondientes á los meses de Abril á Julio, ambos inclu- 
sives, que importan en junto trescientos once pesos ocho centa- 
vos, y suman con la de los cinco años un total de tres mil ocho- 
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eientOB once pesos, ocho centavos, cantidad regaladora de la 
enantía de la demanda; qne el mismo día del otorgamiento de 
la atentara de arriendo, recibió Gandes, de Cárdenas, ciento 
setenta y seis pesos catorce centavos, como anticipo por cuenta 
de las rentas que por mensualidades habían de ser satisfechas, 
quedando por acuerdo de las partes, esas mesadas reducidas á 
cincuenta y ocho pesos treinta y ocho centavos; que convi- 
nieron las partes en la citada escritura respecto á reparaciones 
y ateaeioiies de la finca arrendada, estar á lo dispuesto en el 
Código Civil, habiendo faltado el arrendador abiertamente á lo 
preceptuado en el inciso segundo del articulo mil quinientos 
cincuenta y cuatro de dicho Código y convenio expreso de las 
partes, y que siendo convenio también el que Cárdenas tendría 
derecho á que le fueran sustituidas por otras las dotaciones de 
animales cuando estas se perdieran en cantidad que excediera 
de la cuarta parte del número total, llegó el caso y faltó Gandós 
al convenio, mientras que el Sr. Cárdenas, arrendatario, Ínterin 
estuvo en posesión pacífica de la finca arendada, cumplió todas 
las obligaciones que la Ley y el contrato le imponían; que en 
k» primeros días del mes de Abril de mil ochocientos noventa 
y seis, las partidas rebeldes destruyeron la finca por medio del 
incendio, llevaron y sacrificaron los animales que constituían su 
dotación, destruyeron las cercas, labores, fábricas y casas, ha- 
ciendo materialmente imposible la posesión de la finca, de cuyos 
sucesos tuvo pleno conocimiento el Sr. Gandós como vecino de 
Santa Cruz, participándoselo además el Sr. Cárdenas y requi- 
riéndole para que le volviera el goce del arrendamiento en los 
términos convenidos ó le rescindiera el contrato indemnizándole 
los daños y perjuicios que había experimentado: que Gandós 
solicitó espera de algún tiempo para llegar á un acuerdo defini- 
tivo y dejó transcurrir con promesas incumplidas hasta el mes 
de Octubre en que Cárdenas le demandó en conciliación, en cu- 
yo acto alegó la excepción de incompetencia y no obstante 
todo esto Gandós, mientras obtenía aplazamientos había acu- 
dido al Juzgado x>oi^ escrito de diez y ocho de Julio solicitando 
se despachara mandamiento de ejecución por el importe de las 
rentas correspondientes á los meses de Abril á Julio durante 
los cuales así como los siguientes, Cárdenas no ha disfrutado 
de la finca ni estuvo en el uso y goce del arrendamiento; y que 
la destrucción de la finca y la falta de cumplimiento por parte 
del arraidador, de sus obligacicmes, ocasionaron á Cárdenas 
daños y perjuicios que ascienden por destrucción de la finca en 
ropas, muebles, ganados, aves, labores, plantíos y por utilidades 
que deja de percibir en el término del arrendamiento, en junto, 
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á catorce mil trescientos ochenta y seis pesos y treinta y tres 
centavos, pidiendo al actor como consecuencia, que en definiti- 
va se condenase á D. José Gandós y Gálvez á la rescisión dA 
contrato de arrendamiento desde primero de Abril con sus con- 
secuencias, á indemnizar el demandante los daños y perjuicios 
que hubiere sufrido y fueren de su cuenta, al pago de las cos- 
tas causadas y reintegro de las cantidades que ha percibido an- 
ticipadas ; y por medio de otrosí, se decretare la anotación de la 
demanda en el Registro de la Propiedad de San Cristóbal; 

BesultüTido: que habiendo sido emplazado el demandada 
compareció en este Juzgado por medio de escrito el Procurador 
D. José de la Puente, para personarse á nombre de D. José 
Gandós y Gálvez, promoviendo en otrosí la insolvencia y pi- 
diendo para acreditar su personalidad se pidiera testimonio de 
los poderes que obraban en juicio ejecutivo que seguía en este 
Juzgado contra D. Francisco de Cárdenas en virtud de lo que 
se tuvo por personado en forma el Procurador Puente, dispo- 
niéndose lo demás procedente en providencia de veinte y uno 
de Enero de la cual solicitó reforma la parte contraria, y pidió 
se declarase rebelde al demandado D. José Gandós, con funda- 
mento en que el Procurador compareció sin testimonio de poder 
y en que los Escribanos puramente actuarios no pueden expe- 
dir copias de escrituras matrices, y en su consecuencia se diese 
por contestada la demanda y se decretase el embargo de sus 
bienes muebles de toda clase é inmuebles que expresa el artículo 
setecientos sesenta y uno y siguiente de la Ley procesal; y ha- 
biéndose tramitado el recurso de reposición que fué impugnado 
por el demandado, con petición de que se declarase sin lugar la 
reforma por ser Procurador del Juzgado y del demandado, cu- 
yos poderes obran en autos, incoados contra el demandante en 
este Juzgado, sin que en el presente caso se tratase de copia en 
vista de la escritura matriz, se acordó por auto de seis de Fe- 
brero, reponer la providencia dejándose sin efecto lo ordenado 
en la misma y sin curso el escrito del Procurador Puente, te- 
niéndose por acusada la rebeldía y por contestada la demanda 
con las costas del recurso al demandado, reservándose proveer 
el Juzgado en cuanto á los demás extremos después que el auto 
fuere firme; 

Res^ultando: que en nueve de Febrero siguiente compareció 
D. Pedro Rodríguez, con objeto de personarse á nombre de D. 
José Gandós, acompañando á su escrito testimonio de poder, 
pidiendo se abriese á prueba el pleito en su oportunidad y re- 
produciendo por medio de otrosí, la promoción de insolvencia 
solicitada en el escrito que fué dejado sin curso; en virtud de 
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lo que se le tuvo como parte á nombre de Gandós, mandando se 
^entendieran con él las actuaciones sucesivas sin retroceder en 
la sustanciación, decretando no haber lugar á la retención y 
embargo solicitados por haber cesado la rebeldía, disponiendo 
4ar traslado á la otra parte por término de diez días á los efec- 
tos de la réplica y formar pieza separada para la sustanciación 
de la insolvencia pedida, providencia contra la que el deman* 
dante interpuso recurso de reposición en cuanto se declaró no 
haber lugar á decretar la retención y embargo de bienes, de 
<niyo recurso desistió por escrito de veinte y dos de Febrero, 
acordándose tenerlo por desistido; 

Resultando: que el demandante renunció el trámite de ré- 
plica, solicitando que el juicio se recibiera á prueba por el tér- 
mino legal, cuyo derecho se tuvo por renunciado, no permitién- 
dose la duplica y se acordó recibir el pleito á prueba por el tér- 
mino de quince días comunes á las partes para que cada una 
propusiera dentro del mismo lo que le conviniere; 

Resultando: que dentro del término legal la parte actora 
propuso como prueba: la confesión judicial, bajo juramento 
indecisorio del demandado, á tenor del pliego que ofreció pre- 
sentar; documentos, consistentes en el mérito favorable de au- 
tos, certificación literal de los hechos primero, segundo y terce- 
ro de la demanda formulada por Qandós, en este juicio promo- 
viendo el beneficio de pobreza, certificación con vista del juicio 
ejecutivo seguido en este Juzgado por Gandós contra Cárdenas; 
de la correspondencia desde Santa Cruz de los Pinos inserta 
en el diario **La Discusión"; comunicación dirigida al Juzga- 
do por el que fué Alcalde Municipal de Santa Cruz de los Pi- 
nos; comunicación del Alcalde de Barrio de Bermejales, la del 
Alcalde Municipal de San Cristóbal, oficio del Alcalde Mu- 
nicipal de Santa Cruz de los Pinos, diligencia fecha tres de 
Marzo del año corriente y providencia recaída el mismo día 
y declaración de los testigos D. Cándido Ruenes, D. Paulino 
Labarta, D. Silvestre Fabregat, D. Luis Sánchez y D. Ramón 
Alfaro; mandamiento compulsorio al Notario D. Santiago Gu- 
tiérrez de Oelis, para poner copia literal del contrato de arren- 
damiento entre las partes, comparecencia de D. Cándido Rue- 
nes, D. Juan J. Ruenes y D. José Gandós para que bajo ju- 
ramento reconozcan las fimuas y contenidos, respectivamente 
de los documentos presentados con la demanda y señalados con 
las letras B. C. D. y E. ; testifical por medio del examen de testi- 
gos que ofreció presentar y designar en lista á tenor del inte- 
rrogatorio que se acompaña al escrito; reconocimiento judicial 
para el examen de la finca ** Santa Bárbara*'; copia certificada 
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de los considerandos y parte dispositiva de la sentencia que re- 
caiga en el juicio ejecutivo seguido entre las partes; oficio ai 
Comandante Militar para que manifestase ai desde Abril del 
año pasado á la fecha D. José Gandós había solicitado autoriza- 
ción para tener fuerza armada que custodiase la finca ''Santa 
Bárbara'', ó requirió auxilio para dar posesión a Cárdenas de 
arrendamiento, si en esa finca hay fuerza armada que la ci»- 
todie y si por orden de D. Francisco de Cárdenas se ha traído 
de ella algún ganado para las fuerzas de la Comandancia; y en 
nuevo escrito solicitó como más prueba que los testigos que se 
citan en el acta levantada por el demandado sean examinados 
á tenor del pliego de repreguntas que ofreció presentar; que se 
adicione la comunicación que se dirija á petición del deman- 
dado al Alcalde Municipal inquiriendo de este quién era el pro- 
pietario de los animales, si su valor se ha satisfecho, á quien^ 
por orden de qué personas se trajeron y en qué fecha, indican- 
do sería procedente traer los antecedentes del pardo Guzmán 
dirigiendo oficio al Comandante de la Guardia Civil, cuyas 
pruebas se tuvieron por propuestas, declararon pertinentes, ex- 
cepción hecha del oficio al Comandante de la Guardia Civil en 
la forma que se indicó y mandaron practicar dentro del térmi- 
no del segundo período con citación de la parte contraria; 

Resultando: que abierto el segundo período, por término 
de veinte y cinco días comunes á las partes y señalados que 
fueron los días y horas en que debía tener lugar la práctica de 
la prueba admitida y lo mismo la del examen de los testigos, 
después que fué presentada su lista se realizó por lo que con- 
cierne al demandante lo siguiente: comparecieron Cándido Rue- 
nes y Juan J. Buenes que reconocieron respectivamente como 
suyas las firmas, y cierto el contenido de los documentos seña- 
lados con las letras B y C en las cuales manifestaban á D. 
Francisco de Cárdenas, en el mes de Noviembre último, que si 
creían pudiera haber nadie que reedificase nada en la finca en 
las condiciones que se encontraban las cosas y que las cercas y 
casas estaban destruidas, diciendo el segundo que no tenía no- 
ticias de que se hubiera hecho reparación alguna en la finca y 
que todo estaba destrozado y destruido ; los testigos D. Faustino 
Medal, D. Domingo López, D. José Pruneda y D. Serafín Ruiz, 
que igualmente comparecieron, manifestaron ser cierto que por 
razón del cargo que desempeñaban, pasaban con frecuencia por 
la finca ''Santa Bárbara", habiendo visto que las fábricas, cer- 
cas, labores y plantíos de esa finca están completamente des- 
truidos, si bien Pruneda no lo asevera en cuanto á los plantioa 
por no haberse fijado; el segundo, tercero y cuarto de dichoa- 
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tcsticoS) afirman, que en la finca no hay ganado alguno ni se 
está ejecutando en ella obra ni trabajo alguno para reparar laa 
fábricas y cercas destruidas; y el primero y tercero exponen 
qufi cuando han paseado por la finca no han visto en ella fuer- 
za armada; y el segundo y cuarto que D. José Gandós no ha 
puesto en ella fuerza para custodiarla; el testigo Norberto Díaz 
y Hernández, que dijo ser cuñado de D. José Gandós, manifes- 
tó que el Sr. Cárdenas abandonó la finca ignorando la causa 
porque lo hizo, no habiendo vuelto á ver á dicho Cárdenas des- 
de que salió de la finca y que el Sr. Gandós no ha hecho obra 
de reparación alguna en el potrero ''Santa Bárbara", haUán- 
dcee destruidas las fábricas y cercas de la finca; el testigo Luis 
Hernández Cruz manifestó que desde Abril del año pasado no 
ha vuelto á ver á Cárdenas en Siui Cristóbal, Santa Cruz de los 
Pinos, ni en la finca y que no recibió orden en ninguna ocasión 
de D. José Rodríguez, alias Che; el testigo Guzmán Hernández, 
que Gandós le recom^adó á Cárdenas al declarante como per- 
sona de confianza que el Sr. Cárdenas salió para la Habana, 
quemando los insurrectos la finca al día siguiente sin que des- 
de Abril del año pasado lo haya vuelto á ver en San Cristóbal, 
ni en Santa Cruz ni en la finca, teniendo el testigo hasta hace 
poco tiempo una hija al cuidado de Gandós, y que los muebles 
que tiene en su poder son de Gandós, que se los entregó para 
su cuidado no habiendo recibido orden en ninguna ocasión de 
D. José Rodríguez; y el testigo Pedro Rodríguez, que desde 
Abril del año próximo pasado no vio á Cárdenas en San Cristó- 
bal, Santa Cruz ni en la finca; que por los de asistencia se pu- 
so certificación con vista del juicio ejecutivo: 

Primero: de la correspondencia del diario **La Discusión", 
que dice, en síntesis, que Gandós ha perdido en el potrero 
''Santa Bárbara", muebles, ropas, carruaje, en junto más de 
veinte mil pesos, aludiendo al estado del Término Municipal de 
Santa Cruz desde la invasión y enumerando otras pérdidas; 

Segundo : comunicación del que fué Alcalde de Santa Cruz, 
que dice recibió un aviso verbal en los primeros días del mes 
de Abril del arrendatario de la finca "Santa Bárbara" mani- 
festando que los insurrectos habían incendiado y destruido las 
casas, cercas y labranzas de la referida finca; 

Tercero: de la del Alcalde de Barrio de Bermejales que 
dice: que el Jueves Santo del año pasado incendiaron y destru- 
yeron las casas, cercas y siembras de la finca "Santa Bárbara"; 

Cuarto: de la del Alcalde de San Cristóbal, diciendo no 
aparece documento oficial en que ninguna autoridad haya dado 
parte de la destrucción de la finca "Santa Bárbara" del ba- 
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rrio de Bermejales, por más que extraoficialmente es del domi- 
nio público lo ocurrido en dicho poblado; 

Quinto: del Alcalde Municipal de Santa Cruz de los Pi- 
nos, expresando que en los primeros días del mes de Abril los 
rebeldes incendiaron y destruyeron la finca ** Santa Bárbara", 
en el barrio de Bermejales; 

Sexto: de la diligencia en que se hace constar que no ha 
podido practicarse el reconocimiento judicial, por el estado ac- 
tual de guerra, mandándose hacer saber á las partes ; 

Séptimo: declaración de los testigos D. Cándido Buenes, 
D. Faustino Labarta, Silvestre Fabregat, Luis Sánchez y Ra- 
món Alfaro, los cuales la prestaron á tenor de un interrogato- 
rio, cuyas preguntas no se consignaron en eUas, ni la parte 
pidió se certificase dicho interrogatorio pero esto no obstante, 
se deduce que dichas declaraciones se contraen y afirman que 
la finca *' Santa Bárbara" fué destruida con todos sus enseres, 
cuyos lugares certificados según nota, son copia de los origina- 
les del cuaderno de prueba de Cárdenas en el juicio ejecutivo 
que fué practicado con citación contraria y dentro del término 
legal; que igualmente se puso certificación por los testigos de 
asistencias de los considerandos y parte dispositiva de la sen- 
tencia recaída en el juicio ejecutivo, cuyos Considerandos se 
contraen á la apreciación de los puntos de derecho que hacen 
relación en dicho juicio, en el cual se mandó en su parte dispo- 
sitiva seguir la ejecución adelante; que igualmente se certifi- 
caron por los de asistencia los hechos primero, segpindo y ter- 
cero de la demanda de pobreza, formulada por el Sr. Gandes 
en los cuales se dice que este posee las fincas rústicas ''Santa 
Bárbara", ''Matilde" y "San José", en el término de Santa 
Cruz, cuyas fincas se encuentran hoy improductivas y abando- 
nadas, la de "Santa Bárbara" por su arrendatario Cárdenas, 
sin que en la actualidad perciba renta alguna; que el Coman- 
dante Militar, manifiesta que D. José Gandós no ha solicitado 
tener fuerza armada para custodiar la finca Santa Bárbara, ni 
requerido auxilio alguno, no existiendo en dicha finca destaca- 
mento alguno, ni antecedentes en la Comandancia de que se ha- 
yan traído reses para las fuerzas: que por el Notario Santiago 
Gutiérrez de Celis se puso copia literal del contrato de arren- 
damiento otorgado entre las partes y de la cual aparece: que 
D. José Gandós, dueño de la finca Santa Bárbara, conviene dar 
en arrendamiento á D. Francisco de Cárdenas, con sus casas, 
entrada y servidumbre anexas y terrenos que le pertenecen por 
el término de cinco años y nueve meses, á contar desde el día 
primero de Noviembre de mil ochocientos noventa y cinco, y 
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que igaalmente da en arrendamiento por igual término las do- 
taciones de animales de dicha finca, siendo el precio del arren- 
damiento en totalidad el de cuatro mil doscientos pesos en oro 
español, á razón de setecientos por los nueve meses primeros y 
de setecientos por cada un año de los de duración del contrato, 
cuyo precio se pagará por mesadas adelantadas, el de los pri- 
meros nueve meses, y por anualidades vencidas, el de cada un 
año, conviniendo en estar ambos contratantes, respecto á las re- 
paraciones y demás atenciones de la finca á lo que dispone el 
Código Civil, y que, en caso de que la pérdida, muerte 6 nulidad 
de los animales llegue, sumadas las diferentes especies, á la 
cuarta parte del número, lo repondrá Oandós ó Cárdenas por 
cuenta de él, con su consentimiento ó se rebajará el importe 
de la renta en la proporción que corresponda á cuyo fin y solo 
á los efectos de esa regulación, se fijen como tipo las cantida- 
des de cuatrocientos cincuenta pesos para el inmueble y dos- 
cientos cincuenta para las dotaciones de animales, que estando 
Cárdenas en el caso de poner en conocimiento del arrendador 
el extravío ó muerte de cualquier animal y dar los oportunos 
partes al Alcalde de Barrio respectivo: que según diligencia de 
diez y nueve de Abril último y cinco de Mayo siguiente no fué 
posible practicar el reconocimiento judicial solicitado por la 
parte actora por el estado de guerra, y que D. José Oandós no 
compareció á pesar de ser citado por segunda vez ; 

Resultando: que el demandado dentro del término legal 
propuso como prueba el mérito favorable de autos, la confesión 
judicial del demandante bajo juramento indecisorio, á tenor de 
las posiciones comprendidas en pliego cerrado, que se presentó; 
reconocimiento del contenido de un documento privado que se 
acompaña por los testigos que los suscriben, D. Luis Hernán- 
dez, D. Ouzmán Hernández y D. Manuel Vega; comunicación 
al Alcalde de San Cristóbal á fin de que exprese que para su- 
ministro de carne de las fuerzas del ejército y voluntarios se 
extrajeron de la finca Santa Bárbara un número de animales, 
y testifical, para que los testigos que ofreció presentar fuesen 
examinados á tenor del interrogatorio acompañado cuya prue- 
ba fué admitida y declarando pertinente el interrogatorio or- 
denado se practicase con citación dentro del segundo período; 

Resultando: que dentro del segundo período de prueba y 
en virtnd de la propuesta por la parte demandada compareció 
el testigo Luis Hernández, diciendo no le constaba la certeza 
del contenido del documento que se le exhibió en el cual se 
hace constar que en poder del pardo Guzmán se encuentran 
varios muebles de la propiedad de Gandós, los cuales habían 
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sido entregados ¿ D. Franciseo de Cárdenas en el arriendo de 
la finca Santa Bárbara, asi como las manifestaciones hechas 
por dicho pardo, cuyas manifestaciones expresa tambi^ en di- 
cho documento Luis Hernández ser ciertas, añadiendo el testi- 
go que no hizo la manifestación que se le atribuye en dicho do- 
cumento y sólo puso al pie del mismo por indicación de D. Ma- 
nuel Vega su firma, sin que le diese lectura de él; comparecie- 
ron también los testigos D. Manuel Vega, que expresó ser ami- 
go, aunque no intimo del Sr. Qandós, D. Norberto Diaz que 
dijo ser cuñado de dicho Gandós y D. Pedro Bodriguez, que 
manifestaron ser suyas las firmas que aparecen en el referido 
documento y haber presenciado las mamfestaciones que en él 
constan sin que pueda afirmar la certeza de su contenido, y del 
mismo modo compareció Guzmán Hernández el cual expresó no 
era cierto que el declarante hubiere hecho manifestación alguna 
de las que se contienen en el citado documento ni ciertos tam- 
poco los hechos á que en él se hace referencia; manifestó el 
Alcalde de San Cristóbal que de la finca ''Santa Bárbara" fue- 
ron extraídas desde el once de Febrero al diez y ocho de Marzo 
del año pasado, veinte y ocho reses, y del 19 de Marzo al 31 
de Mayo de dicho año, ocho reses, ignorando á nombre de quién 
pudieran estar inscritas y quién pudiera ser su dueño, asi como 
la columna ó fuerza que las trajeron y día en que lo verifica- 
ron, sin que su precio haya sido satisfecho; declaró D. Fran- 
cisco de Cárdenas, después de haber sido declaradas pertinen- 
tes las posiciones presentadas al efecto, que es cierto arrendó el 
día primero de Noviembre de mil ochocientos noventa y cinco 
la finca ''Santa Bárbara" y tomase posesión de ella marchán- 
dose Gandós; que es cierto que las partidas insurrectas entra- 
ron en la provincia de Pinar del Bao en primero de Enero del 
año pasado puesto que llegaron á la finca el día siete y que- 
maron el potrero, estando el declarante en la finca hasta el mes 
de Abril, de donde tuvo que saUr huyendo porque los insurrec- 
tos la quemaron, sin haber podido tomar medida alguna para 
asegurar derechos, pues solamente trató de salvar la vida y la 
de sus familiares; y no comparecieron los testigos de la lista 
presentada, á pesar de haberse practicado las oportunas cita- 
ciones ; 

Resultando: que la Sala sentenciadora agregó los resultan- 
dos siguientes: 

^'Resultando', que el Juez de Primera Instancia de San 
Cristóbal, dictó sentencia en diez de Agosto de mil ochocientoa 
noventa y siete, declarando rescindido desde la interposición de 
la demanda en veinte y ocho de Diciembre de mil ochocientos 
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noventa j seis, el contrato de arrendamiento de la finca Santa 
Bárbara, celebrado en escritura pública de veinte y seis de Oe- 
tnbre de mil ochocientos noventa y cinco por D. José Oandós 
y D. Francisco de Cárdenas; y absolviendo á aquel de la in- 
demnización de daños y perjuicios reclamada y del reinte^o 
de las cantidades que percibió adelantadas, sin especial conde- 
nación de costas, y con reserva el actor de los derechos que le 
otorgan la cláusula quince del convenio rescindido y el artícu- 
lo mil quinientos setenta y cinco del Código Civil ; 

Resultando: que el demandante D. Francisco de Cárdenas 
interpuso apelación contra el indicado fallo, pero sólo en cuan- 
to declaró rescindido el contrato de arrendamiento desde la in- 
terposición de la demanda en veinte y ocho de Diciembre de 
mil ochocientos noventa y seis y no á contar del primero de 
Abril, como se pidió en la demanda; absolvió á D. José Oan- 
dós del reintegro de las cantidades que percibió anticipadamen- 
te; no hizo especial condenación de costas á pesar de la teme- 
ridad del demandado, y resulta incongruente con la demanda 
en particular que no expresa el apelante"; 

Resultando: que la Sala de lo Civil de la Audiencia de es- 
ta ciudad dictó sentencia en tres de Marzo de mil ochocientos 
noventa y ocho, declarando que la fecha desde la cual ha de 
entenderse rescindido por la sentencia apelada el contrato de 
arrendamiento celebrado por los litigantes es la de primero de 
Abrü de mil ochocientos noventa y seis, y que no ha lugar á 
decretar la devolución al arrendatario de ninguna cantidad en 
concepto de rentas anticipadas al arrendador, ni á imponer á 
éste las costas causadas en el inferior; 

Resultando: que contra ese fallo interpuso José Gandós y 
Oálvez recurso de casación por infracción de ley fundado en 
los incisos primero, segundo, tercero, sexto y séptimo del ar- 
tículo mil seiscientos noventa de la Ley de Enjuiciamiento Ci- 
vil, y citando como infringidos: 

Primero: El artículo mil doscientos catorce del Código Ci- 
vil y el principio de derecho *' adore non probante reus est ah- 
solvendum'', porque la sentencia recurrida, sin declarar proba- 
dos los hechos de la demanda, supone el incumplimiento de 
obligaciones por parte del arrendador para fundar en dicho in- 
cmnplimiento la rescisión del contrato, dictando por tanto un 
fallo sin base legal alguna; 

Segundo: Infracción del artículo trescientos cincuenta y 
ocho de la Ley de Enjuiciamiento Civil, porque la sentencia 
recurrida se ha limitado á señalar la fecha desde la cual se ha 
de contar la rescisión del contrato, omitiendo todo pronuncia- 
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miento sobre la proeedeneia ó improcedencia de esa misma res- 
cisión, y por defecto de esa omisión no sólo se deja de hacer 
declaración expresa sobre el extremo más importante de la de- 
manda, sino que se incurre en defecto en el ejercicio de la ju- 
risdicción al dejar de conocer sobre asunto que fué legalmente 
sometido ¿ la Sala; 

Tercero : Error de hecho al entender que el fallo de prime- 
ra instancia quedó firme en cuanto al extremo que declaró res- 
cindido el contrato de arrendamiento, por consentimiento de 
los litigantes; pues lo que resulta cierto de documentos tan 
auténticos como la sentencia de primera instancia y las actua- 
ciones posteriores, es que el recurrente consintió el fallo del 
Juez iiáerior en el cual se declaraba rescindido el contrato de 
arrendamiento á partir desde el veinte y ocho de Diciembre de 
mil ochocientos noventa y seis, sin que sea licito aplicar el con- 
sentimiento de Gandós á extremos distintos de aquel fallo, ni 
suponer que consintió pura y simplemente la rescisión del con- 
trato; porque su conformidad existía condicionada á la fecha 
fijada por el Juez de Primera Instancia y dejó de surtir efecto 
desde que apeló el actor; 

Cuarto i Aplicación indebida del artículo mil quinientos 
cincuenta y ocho del Código por referirse á una situación dis- 
tinta á la que ha motivado el pleito; dejando de aplicarse, al 
propio tiempo, el precepto del articulo mil ciento cinco del 
mismo Código; • 

Quinto i Infracción del artículo mil quinientos cincuenta y 
cuatro en relación con el ya citado mil ciento cinco., ambos dd 
Código, al suponer que la obligación del arrendador de hacer 
las reparaciones necesarias en la cosa arrendada, es exigible en 
todo tiempo y circunstancia, cuando lo cierto es que tal obli- 
gación no existe ni puede exigirse en condiciones excepcionales; 

Sexto: Aplicación indebida del mismo articulo mil quinien- 
tos cinccenta y cuatro, porque pudiendo destinarse la cosa 
arrendada á usos para los cuales no era indispensable la repa- 
ración de las casas destruidas, es evidente que el arrendador 
no estaba obligado a las reparaciones aludidas; 

Séptimo-. Infracción del principio jurídico de que en las 
obligaciones bilaterales la causa de pedir es el incumplimiento 
de lo debido y también del artículo mil quinientos cincuenta y 
nueve del Código; porque no habiendo el arrendatario partici- 
pado las novedades ocurridas en la finca ni la necesidad de re- 
paraciones urgentes, no ha podido utilizar acciones procedentes 
de un contrato bilateral sin haber, antes cumplido las que la 
ley le imponía; 
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Octavo: Falta de aplicación de los articulos mil quinientos 
sesenta y cuatrocientos cuarenta y cuatro del Código, porque 
la desposesión que sufrió el arrendatario provino de una per- 
turbación de mero hecho realizado por las fuerzas revoluciona- 
rias, circunstancia no tenida en cuenta por la Sala senten- 
ciadora; 

Noveno: Falta de aplicación del artículo mil quinientos 
sesenta y tres del Código, porque siendo el arrendatario res- 
IK>n8able del deterioro ó pérdida de la cosa arrendada, no cabe 
que pueda pedir la rescisión por faltas ajenas y que de existir 
sólo traerían aparejada responsabilidad contra él; 

Décimo: Infracción del artículo mil quinientos setenta y 
cinco del Código, por no aplicación, porque siendo fortuito el 
caso de autos, sólo ha podido el arrendatario pretender la reba- 
ja de rentas por pérdida de más de la mitad de los frutos, 
siendo por ello sólo procedente esa declaratoria y no la de res- 
cisión ; 

Décimoprimero : Para el caso de no prosperar los anterio- 
res motivos y de admitirse como procedente la rescisión del con- 
trato de arrendamiento, la infracción del artículo mil ciento 
treinta y tres en relación con el mil ciento veinte y cuatro, por- 
que confiriendo el último al arrendatario la facultad de esco- 
ger entre la rescisión ó su cumplimiento, es indudable que ha- 
biendo elegido Cárdenas la rescisión, sólo desde el momento de 
esa elección puede entenderse rescindido el contrato, declarándo- 
lo rescindido la Sala desde primero de Abril de mil ochocien- 
tos noventa y seis cuando de autos consta que hasta el veinte 
y ocho de Diciembre de ese mismo año no optó Cárdenas por la 
rescisión ; 

Décimosegundo : Infracción del artículo mil quinientos cin- 
cuenta y nueve del Código y del principio de derecho ''at im- 
posibilia nemo teneiur^\ porque si el arrendatario no requirió 
al dueño hasta la interposición de la demanda, sólo desde ese 
momento incurrió Qandós en mora y pudo entenderse como ezi- 
gibles las obligaciones contraídas, conforme al artículo mil cien, 
también violado por la Sala, viniendo á imponérsele la obliga- 
ción de indemnizar sin haber sido enterado de la necesidad de 
las reparaciones; 

Resultando: que personado el recurrente ante este Supre- 
mo Tribunal y sustanciado el recurso se celebró la vista en tres 
de Noviembre corriente, informando los letrados directores de 
las partes; 

Vistos, siendo Ponente el Magistrado José M. García 
Montes, 
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Considerando: que al no interponer el reenprente apela- 
ción contra la sentencia del Juez de Primera Instancia de San 
Cristóbal que declaró con lugar la rescisión del contrato de 
arrendamiento desde el veinte y ocho de Diciembre de mil ocho- 
cientos noventa y seis, fecha de la demanda, ni haberse luego 
adherido á la establecida por el actor, limitada al particular de 
esa fecha, es indudable que aceptó la procedencia de la resci- 
sión, y que, por ello, el punto apelado quedó circunscrito á la 
determinación de la fecha desde la cual habría de surtir sus 
efectos la rescisión; y que decidido en la sentencia recurrida 
que fuera la del primero de Abril de mil ochocientos noventa 
y seis, por el caso fortuito de la guerra, los motivos del presen- 
te recurso solo pueden referirse al punto accesorio de la fecha 
y no al fundamental de la rescisión ; porque de otro modo ven- 
dría á darse el remedio extraordinario de la casación para un 
caso en que ño se utilizó por ninguno de los litigantes el ordi- 
nario de la apelación; 

Considerando: que admitido como cierto el criterio de la 
Sala sentenciadora, no es necesario examinar la pertinencia ó 
impertinencia de los diez primeros motivos en atención á que 
se refieren á la improcedencia de la rescisión en absoluto y no 
desde fecha determinada; único punto, este último, que fué so- 
metido al conocimiento y decisión de la Sala y que, por lo mis- 
mo, puede ser objeto del presente recurso; 

Considerando: respecto al motivo once que la sentencia no 
ha infringido los dos artículos del Código que en el mismo se 
citan, porque refiriéndose el mil ciento veinte y cuatro á la fa- 
cultad que corresponde al perjudicado en las obligaciones recí- 
procas de escoger entre el cumplimiento ó la resolución de las 
mismas, y el mil ciento treinta y tres á que la elección no pro- 
duce efecto sino desde que fuere notificada; no puede deducir- 
se de la opción consignada en el primero de esos artículos, la 
necesaria consecuencia de que sólo de ella ha de entenderse 
rescindido el contrato, ni en el caso que ha motivado el pleito 
se ha tratado del cumplimiento de obligaciones alternativas, 
únicas á que se refiere el artículo mil ciento treinta y tres, sino 
del ejercicio de un derecho regulado por otros principios y pre- 
ceptos legales; 

Considerando: que tampoco ha infringido la sentencia los 
artículos mil quinientos cincuenta y nueve y mil cien del Códi- 
go, ni el principio de derecho citado en el motivo doce, al de- 
clarar la improcedencia de la rescisión desde primero de Abril 
de mil ochocientos noventa y seis, porque de no haber cumpli- 
do el arrendatario la obligación que le impone el primero de 



r 



JURISPRUDENCIA CIVIL. 241 



6S0S artículos, no se deriva la improcedencia de la rescisión del 
contrato de arrendamiento desde la fecha determinada, sino tan 
sólo la responsabilidad de los daños y perjuicios que sufra el 
propietario por la negligencia del arrendatario, según expresa- 
mente lo establece en su último párrafo; y porque habiéndose 
fundado la rescisión, desde la fecha indicada, no en la falta de 
diligencia de ninguno de los contratantes sino en el forzoso in- 
cumplimiento de la obligación por el hecho fortuito é inevitable 
de la guerra, no ha sido necesario tener en cuenta ni resulta 
aplicable el precepto que define las circunstancias necesarias 
para incurrir en Mora, como tampoco resulta infringido en 
modo alguno el principio de derecho de que nadie está obliga* 
do á lo imposible; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación por infracción de ley interpuesto por 
el procurador Ambrosio L. Pereira en representación de José 
Gandós y Gálvez, con las costas á cargo del recurrente; y co- 
muniqúese á la audiencia de esta ciudad, con devolución del 
apuntamiento. 

Así, por esta sentencia, que se publicará en el periódico ofi- 
cial del Gobierno é insertará oportunamente en la Colección á 
cargo de la Secretaría de Justicia, á cuyo efecto se sacarán y 
remitirán las copias necesarias, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos. — Antonio González de Mendoza. — Pedro González 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



José Sebastián Morales contra Manuel Antón Recio de Mo- 
rales. 

Auto de 18 de Noviembre de 1899. 

Recurso de casación por infracción de Ley interpuesto por José 
8. Morales contra el auto dictado por la Audiencia de la 
Habana en 14 de Febrero de 1898 y sus concordantes de 13 
de Agosto y 22 de Octubre de 1897. 

JUICIO ARBITRAL. 

No contrayéndose ningimo de los artículos de la Ley ci- 
tados por el recurrente á los motivos en qne ha de f ondarse 
el recnrso de casación; y no citándose tampoco ningnna de 
las cansas de las señaladas en el artículo 1,690 de la Ler 
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Procesal, en algnna de las cuales hit de fnndanie el lecoxBO^ 
segAn la Ofden 92 sobre casación, se hace inadmisible el in- 
teipnasto. 

Resultando: que José Sebastián Morales en el juicio arbi- 
tral con Manuel Antón Recio de Morales, interpuso recurso de 
casación por infracción de ley contra el auto dictado por la 
Sala de lo Civil de la Audiencia de la Habana en catorce de 
Febrero de mil ochocientos noventa y ocho y sus concordantes 
de trece de Agosto y veintidós de Octubre de mil ochocientos 
noventisiete, expresando que autorizaban el recurso los artícu- 
los cuatrocientos uno, cuatrocientos tres y mil seiscientos ochen- 
ta y ocho, caso primero, de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 

Resultando: que la referida Sala por considerar llenos loa 
requisitos exigidos por el artículo quinto de la nueva Ley de 
casación, que el recurso se establecía dentro del término seña- 
lado por la misma ley, contra una sentencia susceptible de ca- 
sación y concurrían las circunstancias requeridas por el articu- 
lo séptimo, admitió el recurso; 

Resultando: que ante este Tribunal Supremo el Fiscal ha 
impugnado la admisión del recurso, porque al omitir el recu- 
rrente en el escrito de interposición la cita de alguno de los nú* 
meros del articulo mil seiscientos noventa de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil, dejó de cumplir el tercero de los requisitos del 
artículo quinto, de la Orden número noventa y dos, y por ello 
el recurso carece de la tercera de las circunstancias que para 
que fuese admisible exige el articulo séptimo de la repetida Ley 
de casación; 

Resultando: que el Procurador Nicolás Sterling y Varona, 
representante de Manuel Antón Recio de Morales también ha 
impugnado la admisión del recurso, fundándose: 

Primero: en que contra el auto de trece de Agosto de mil 
ochocientos noventa y siete no se estableció recurso alguno; 

Segutido: en que el auto de veintidós de Octubre del pro- 
pio año no fué citado en la súplica del escrito en que se esta- 
bleció el recurso de casación, y 

Tercero: en que si bien puede interponerse ese recurso 
contra los autos que recayendo en un incidente, ponen término 
al pleito, haciendo imposible su continuación, en el caso actual 
ni ha habido incidente, ni tal auto ha podido poner término á 
un pleito terminado ya por sentencia definitiva; por todo lo 
cual ha pedido se declare que no ha lugar á sustanciar dicho 
recurso; 

Resultatkdo: que, previos los trámites legales, se celebró la 
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vista, en que mformaron lui representante del Ministerio Fis- 
cal y los respectivos defensores de Morales y Recio de Morales; 

CoTisiderando : que los artículos de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil citados por el representante de José Sebastián Mo- 
rales para autorizar el recurso, se refieren : el cuatrocientos uno 
al recurso de «úplica contra las sentencias 6 autos resolutorios 
de incidentes que se promuevan en segunda instancia; el cua- 
trocientos tres á la procedencia del recurso de casación contra 
las sentencias y los autos que resuelvan los indicados recursos 
de súplica, y el mil seiscientos ochentiocho declara cuáles son 
las resoluciones que tienen el concepto de definitivas; sin que 
ninguno de los mencionados artículos se contraiga á los moti- 
vos en que ha de fundarse el recurso de casación ; 

Considerando: que en el escrito en que el Procurador Luis 
P. Valdés, á nombre de José Sebastián Morales, estableció el 
recurso de casación, no se cita ninguna causa de las señaladas 
en el artículo mil seiscientos noventa de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil, en alguna de las cuales según el número tercero 
del artículo séptimo de la Orden número noventidos ha de fun- 
darse el recurso, por lo que al admitirse el interpuesto en este 
asunto, se han infringido ese artículo séptimo y el once de la 
propia Orden según el cual, si en el recurso interpuesto no con- 
curriere alguna de las circunstancias expresadas en el artículo 
séptimo, el Tribunal ante el que se interpusiere deberá dene- 
garlo; 

Considerando: que la infracción expuesta en el Conside- 
rando anterior hace superfino el examen de los motivos alega- 
dos por el representante de Manuel Antón Recio de Morales, 
puesto que bastando aquella para declarar mal admitido el re- 
curso, no quedan términos hábiles para discurrir sobre si debe 
ó no sustanciarse; y que no se sustancie es lo solicitado por 
Reeio Morales; 

Se declaka mal admitido el recurso de casación interpues- 
to por el Procurador Luis P. Valdés, en nombre de José S. Mo- 
rales contra el auto dictado por la Sala de lo Civil de la Au- 
diencia de la Habana en catorce de Febrero de mil ochocientos 
noventa y ocho y sus concordantes de trece de Agosto y vein- 
tidós de Octubre de mil ochocientos noventa y siete, sin espe- 
cial condenación de costas; y comuniqúese á dicha Audiencia 
para los efectos que procedan, con devolución del apunta- 
miento. 

Lo proveyeron y firman los señores Magistrados del mar- 
gen ante mí de que certifico como Secretario por delegación. — 
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Pedro Gtonzález Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. Gar- 
cía Montes. — Eudaldo Tamayo. — Ángel C. Betaneourt. — ^Octa- 
vio Giberga. — Ante mí, Armando Riva. 



Cosme Blanco Herrera contra Octavio Peiret. 

Sentencia núm. 6 (20 de Noviembre de 1899). 

Recurso de casación por quebrantamiento de forma interpuesto 
por Octavio Peiret contra la sentencia dictada por el Juez 
de Primera Instancia del Distrito de Guadalupe de esta 
Ciudad él 4 de Septiembre de 1899. 

JUICIO DE DESAHUCIO. 

Una barbería y peluquería, no tiene el car&cter de esta- 
blecimiento mercantil, pues su verdadera naturaleza está de- 
terminada por el ejercicio de una industria personal, que le- 
galmente considerada constituye un arrendamiento de servi- 
cios 7 no un cambio de productos. 

No pndiendo establecerse la recusación después de cita- 
das las partes para sentencia, menos puede proceder cuando 
se encuentra dictada la sentencia. 

En la ciudad de la Habana, a veinte de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y nueve, en el juicio de desahucio seguido 
en el Juzgado Municipal y en el de Primera Instancia del dis- 
trito de Guadalupe de esta ciudad por Cosme Blanco Herrera, 
comerciante, contra Octavio Peiret, barbero, ambos vecinos de 
esta capital, pendiente ante este Supremo Tribunal en virtud 
del recurso de casación por quebrantamiento de forma inter- 
puesto por el demandado Peiret; 

Resultando: que en la sentencia dictada el cuatro de Sep- 
tiembre del corriente año por el indicado Juez de Primera Ins- 
tancia del Distrito de Guadalupe aceptó los siguientes Resul- 
tandos contenidos en la dictada por el Juez Municipal; 

^'Resultando: que en el juicio verbal que se celebró, el ac- 
tor ratificó su demanda y presentó una copia de la carta que 
dirigió á Peiret en Mayo último, para que desalojara la acce- 
soria, y la respuesta por escrito del propio Peiret, negándose á 
abandonar la casa el demandado, consignando el importe del 
alquiler correspondiente á la mensualidad vencida, estableció 
la excepción de incompetencia por declinatoria por no corres- 
ponder el conocimiento del juicio á este Juzgado, sino al de 
Primera Instancia, toda vez que en la accesoria de que se trata 
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tiene tma barbería y peluquería en que se dedica á la venta j 
reventa de arte en pelo, teniendo ese establecimiento, por ese 
concepto el carácter de mercantil; estableció también la excepción 
de falta de acción en el demandante porque carece de ella para 
pretender el desahucio por falta de pago, porque jamás ha fal- 
tado á esa obligación pues por costumbre y por ministerio de 
la ley, el demandante Herrera tenía que hacer el cobro en el 
domicilio del demandado y si no percibió la mensualidad de 
Mayo, fué porque no quiso recibirla, á pesar de haberle sido 
ofrecido en privado y hasta judicialmente, queriendo amparar- 
se en unos días transcurridos por su propia voluntad y su pro- 
X)osito negativo á cobrar para encontrar un fundamento; que 
por lo que hace al término del contrato, carece también de ac- 
ción, porque el demandado por convención verbal y siguiendo 
la costumbre estauída para el arrendamiento de todo local que 
se destina á establecimiento, no arrendó por meses sino por un 
año, aunque el precio hubiera de pagarse por mensualidades 
vencidas y en ese sentido no ha podido vencer un término que 
está todavía cursando y porque aunque así no fuera y hubiera 
de estimarse que el contrato se hizo por meses quedó subsisten- 
te por tácita reconducción y está vigente dentro de este mes 
por que transcurrieron los quince días primeros del presente 
mes sin hacerse el requerimiento en la forma que la Ley de- 
termina, ó sea de un modo expreso 6 concreto, para que se die- 
ra por terminado el arrendamiento sin que tal omisión pueda 
suplirse, por la carta que en copia se acompaña, puesto que de 
su texto se ve que no se daba en ella por terminado el arrenda- 
miento, sino que se pedía la casa pura y justamente para repa- 
raciones que es cosa muy distinta, no sólo como hecho si que 
también por las consecuencias que al derecho entraña, toda vez 
que si por necesitarse la realización de obras, puede quizás ser 
procedente un desahucio, tal fundamento no es ninguno de los 
comprendidos en el artículo mil quinientos sesenta, y la acción 
pues ha de ejercitarse en el Juzgado de Primera Instancia, se- 
gún el inciso segundo del artículo mil quinientos sesenta y uno 
de la Ley procesal; 

Resultando : que el actor en réplica insistió en su demanda 
y agregó que no obstante las alegaciones hechas son tan claras 
las razones en que se funda el desahucio que no necesita hacer 
nueva manifestación sobre ello que no puede ser considerada la 
barbería del demandado como un establecimiento mercantil ó 
fabril y por lo tanto no resulta fundada la excepción de incom- 
petencia; que en cuanto á la falta de pago no habiendo exhibi- 
do el demandado el recibo que acredite haberlo efectuado en su 
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oportunidad, aquélla resulta justifi<íada; que por lo que respec- 
ta al vencimiento del contrato de arrendamiento, estando de- 
mostrado que este se realizó por meses por ser ese el término 
por el cual se abonaba las rentas sólo tendrá el Juzgado que 
examinar para decretar el desahucio por ese fundamento, lo 
dispuesto en el artículo mil quinientos ochenta y uno del C6- 
digo Civil, en relación con el mil quinientos sesenta y seis; y 
que por lo demás el actor ha requerido al demandado para que 
le entregara la accesoria que ocupa por necesitarla para hacer 
reparaciones urgentes en ella á virtud de requerimiento que i 
su vez le ha hecho el Jefe de Sanidad; y el demandado en du- 
plica reprodujo su contestación afirmando que hay contrato 
yerbal de arrendamiento por un año, que no tiene reeibo de los 
alquileres porque Herrera no quiso cobrarlos y que su estable- 
cimiento se dedica á la venta y reventa de efectos lícitos, como 
son obras de arte en pelo y tiene el concepto de mercantil; 

Resultando: que habiéndose desestimado la excepción de 
incompetencia alegada por el demandado, por ser el estableci- 
miento de este puramente industrial, se tuvo por interpuesta la 
apelación que estableció dicho demandado"; 

Resultando : que personado Peiret en el Juzgado de Prime- 
ra Instancia del distrito de Guadalupe á consecuencia de la 
apelación que estableció y le fué admitida contra la sentencia 
dictada por el Juez Municipal del mismo Distrito, recusó al 
Juez Felipe de Pelayo y Ckrw^en por amistad íntima con el ac- 
tor, pasando por ese motivo el conocimiento del asunto al Jues 
del Distrito de Jesús María, ante quien se celebró en treinta y 
uno de Agosto último, el acto verbal que dispone la Ley de En- 
juiciamiento Civil, cuyo Juez de Jesús María en la misma fecha 
de la celebración del acto verbal, dispuso se diera cuenta al 
Juez del Distrito del Pilar por haber cesado el motivo por el 
que se le había pasado á él el conocimiento de este aerunto, dis- 
poniendo á su vez el del Pilar se diera cuenta al del Cerro y 
este al de Guadalupe para la resolución correspondiente; fnnr 
dado el del Cerro en haber cesado en el cargo de Juez del dis- 
trito de Guadalupe el recusado Felipe de Pelayo y Ctowen y 
haber tomado posesión de dicho Juzgado Guillermo Chaple y 
Suárez ; 

Resultando: que notificado Peiret con fecha cuatro de 
Septiembre del año actual de la providencia del Juez del dis- 
trito del Cerro, en esa misma fecha dictó sentencia el Juez del 
Distrito de Guadalupe declarando sin lugar lo solicitado por ei 
actor de no haberse estimado en la apelación el motivo de de* 
sahucio por haber vencido el término del arrendamiento y que 
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este era por meses; conflitoando á la vez la del Juez Municipal 
que declaró con lugar el desahucio con las costas de la segunda 
instancia también á cargo del apelante; 

Resultando: que al día siguiente de dictada esa sentencia 
presento Peiret escrito de recusación del nuevo Juez de Prime- 
ra Instancia del distrito de Guadalupe, que este declaró no ha- 
bía lugar á proveer, por haberse celebrado ya la vista y dictado 
sentencia en el pleito apelado; 

Resultando: que el apelante Peiret interpuso recurso de 
easacion por quebrantamiento de forma contra la sentencia del 
Juez de Primera Instancia del distrito de Guadalupe, fundado 
en los números sexto y séptimo del artículo mil seiscientos no- 
venta y uno de la Ley de Enjuiciamiento Civil; porque tratán- 
dose del desahucio de un establecimiento mercantil no fué Juez 
competente el municipal, ni podía por la misma razón serlo, en 
apelación, el de Primera Instancia ; y porque reetisado por cau» 
sa legal y en tiempo y fonha el Juez que dietó la sentencia re- 
currida, se le había denegado siendo procedente agregando qu6 
oportunamente reclamó la subsanación de la falta de competen- 
cia en el Juzgado Municipal y reprodujo la misma petición en 
la segunda instancia, no habiéndolo hecho respecto á la recusa- 
ción por haberae cometido el defecto en el Juzgado de Primera 
Instancia, cuando no era ya posible reclamar contra el mismo; 

Resultando: que el recurrente ha consignado oportunamen- 
te las rentas vencidas y que admitido el recurso, personados 
ambos litigantes ante este Supremo Tribunal y sustanciado en 
forma se designó para la vista el día quince del corriente mes, 
celebrándose con asistencia del abogado de la parte no recu- 
rrente; 

Visto, siendo Ponente el Magistrado José M. García 
Montes, • 

Considerando: en cuanto al primer motivo del recurso, que 
es competente un Juez Municipal para conocer de la demanda 
de desahucio de una accesoria situada en su distrito y en donde 
existe un establecimiento de barbería y peluquería, en atención 
á que esa clase de establecimientos no tienen el carácter de mer- 
eantUes, porque su verdadera naturaleza se encuentra determi- 
nada por el desempeño de un oficio ó industria personal por 
parte del arrendatario, oficio ó industria que legalmente consi- 
derado constituye un arrendamiento de servicio y no un cam- 
bio de productos; sin que, por otra parte, no habiendo aceptado 
el demandante que en la referida accesoria existiera estableci- 
miento mercantil alguno, ni ofrecido el demandado prueba res- 
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pecto á ese extremo, sea posible, por todas esas razones, estimar 
como fundamento del recurso la incompetencia alegada; 

Considerando: respecto al segundo motivo del recurso, que 
no pudiendo hacerse la recusación, en ningún caso, -después de 
citadas las partes para sentencia en la primera instancia ni de 
comenzada la vista del pleito en la Audiencia, es evidente que 
menos puede proceder cuando ya se ha dictado sentencia, como 
sucede en el caso que ha motivado el presente recurso, puesto 
que el derecho de recusación deja de ser utilizable desde los in- 
dicados momentos de citación para sentencia ó comienzo de la 
vista, y siendo el trámite de sentencia posterior á los referidos 
momentos, no hay términos hábiles para deducirlo después que 
han transcurrido; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por quebrantamiento de forma interpuesto 
por Octavio Peiret contra la sentencia del Juez de Primera Ins- 
tancia del distrito de Guadalupe de esta ciudad, con las cosats 
á su cargo; y comuniqúese á ese Juzgado, con devolución de 
las actuaciones, para lo que proceda. 

Así, por esta sentencia, que se publicará en el periódico 
oficial del Gobierno é insertará oportunamente en la Colección 
& cargo de la Secretaría de Justicia, á cuyo efecto se sacarán 
y remitirán las copias necesarias, lo pronuniciamos, mandamos 
y firmamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Alfredo González Benard, como cesionario de Pedro Egche- 

GOYEN, CONTRA EnRIQUE AlEXANDER. 

Sentencia núm. 2 (22 de Noviembre de 1899.) 

Inhibitoria propuesta á instancias de Enrique Alexander ante el 
Juzgado de Primera Instancia del Cerro para que se inhi- 
biera á su favor el de Cárdenas, donde se le citaba. 

DILIGENCIAS PREPARATORIAS DE LA VIA EJECUTIVA. 

Las cUligenclas preparatorias de la via ejecntiva no tie- 
nen el carácter de juicio, por lo cnal está mal formada la 
competencia con motivo de haber sido citado por el Juez de 
O&rdenas nn vecino de la Habana, para el reconocimiento de 
mía firma: cuestión qne debe ventilarse con arreglo al ar- 
tlcnlo 691 de la Ley de Enjniciamiento Oivll. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y dos de Noviembre 
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de mil ochocientos noventa y nueve, en la cuestión de compe- 
tencia pendiente ante este Tribunal Supremo, por razón de in- 
hibitoria propuesta por el Juez de Primera Instancia del Dis- 
trito del Cerro de esta capital al de igual clase de la ciudad de 
Cárdenas, en las diligencias promovidas ante el último por Al- 
fredo González Benard, abogado y vecino de dicha ciudad de 
Cárdenas, como cesionario de Pedro Etchegoyen y Bidegaín, 
para preparar juicio ejecutivo contra Enrique Alexander y 
Cockerill, comerciante y de esta vecindad; 

Resultando: que en veinte y siete de Octubre de mil ocho- 
cientos noventa y siete, acudió Alfredo González Benard al Juz- 
gado de Primera Instancia de la ciudad de Cárdenas, presen- 
tando testimonio de una escritura otorgada en la misma con 
fecha veinte de Septiembre del propio año, expresiva de la ce- 
sión hecha á su favor por Pedro Beltrán Etchegoyen y Bide- 
gaín de un crédito ascendente á mil setecientos cuarenta y seis 
pesos, cincuenta y tres centavos que expuso el último tener á 
cargo de Enrique Alexander, vecino de la Habana, por impor- 
te de distintas piezas de maquinaria vendidas á éste por el ce- 
dente y por la Sociedad que en Cárdenas giraba bajo la razón 
de Labourdette, Etchegoyen y Compañía, á la cual había el ce- 
dente pertenecido, para el Ingenio Central ''Nueva Paz", y 
por trabajos de fundición para la expresada finca hechos en su 
taller de dicha ciudad, cuyo crédito objeto de cesión le corres- 
pondía en parte por derecho propio y el resto por adjudicación 
de las propiedades sociales hecha al disolverse la Sociedad ante- 
citada; presentando, asimismo, el promovente González Benard 
una cuenta firmada por el referido Etchegoyen, por la cual 
aparece acreditar este de H. Alexander, por distintas piezas de 
maquinaria vendidas y trabajos de fundición realizados para el 
Ingenio Central Nueva Paz, varias partidas ascendentes en con- 
jimto á la suma mencionada de mil setecientos cuarenta y seis 
pesos, cincuenta y tres centavos, con expresión de haberse di- 
chas piezas remitido á aquel ingenio por orden y cuenta de 
Alexander y figurando algunas entregadas á un empleado de la 
finca que se nombra, cuya cuenta expuso el producente conte- 
ner la relación al pormenor del crédito cedido; y alegando ha- 
cer uso del derecho que le otorgue el artículo mil cuatrocientos 
treinta de la Ley Procesal, en relación con los mil ciento doce 
y mil quinientos veinte y ocho del Código Civil, al intento de 
preparar la acción ejecutiva contra el expresado Alexander, so- 
licitó la citación de éste para que bajo juramento indecisorio y 
con vista de la cuenta pormenor acompañada, confesase la cer- 
teza de la deuda, citación que pidió se realizara mediante ex- 
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horto dirigido al Juzgado de la Habana á quien correspon- 
diere ; 

Resultando : que por haber el Juez de Cárdenas accedido a 
dicha solicitud se practicó la citación en seis de Noviembre de 
mil ochocientos noventa y siete por el Juzgado del Cerro, de 
esta capital, al cual correspondió el asunto en repartimiento y 
ante el mismo presentó Alexander escrito de fecha quince del 
citado mes de Noviembre proponiendo por inhibitoria la cues- 
tión de competencia, por estimar que carecía de esta el Juzgado 
de Cárdenas, teniéndola por el contrario el del Cerro, de esta 
capital, en atención á desprenderse de los términos de la cédu- 
la de citación la naturaleza personal de la acción cuyo ejerci- 
cio había iniciado el actor González Benard á que, en la hipóte- 
sis de ser cierta la deuda no constaba, ni podía constar, por la 
falta de documento alguno en que la obligación se hubiese esti- 
pulado, la previa designación de la ciudad de Cárdenas, ni de 
otro punto, como lugar para su pago, ni tampoco había posibi- 
lidad de que los contratantes se hubiesen sometido á Jue2 de- 
terminado para el cumplimiento de la supuesta obligación : y i 
que siendo esta Capital el domicilio del citado, según estaba re- 
conocido por el promovente, no podía dudarse de la competen- 
cia de los Juzgados de esta Capital, con arregio al inciso prime- 
ro del artículo sesenta y dos de la Ley de Enjuiciamiento Ci- 
vil, por virtud de lo cual, y asegurando no haber hecho uso de 
la declinatoria, solicitó se requiriese al Juez de Cárdenas para 
que se inhibiera del conocimiento del asunto y remitiera al Juea 
del Cerro los autos promovidos; con cuya pretensión se mani- 
festó conforme el Ministerio Fiscal por los propios fundamen- 
tos de Alexander y por entender que la confesión judicial cons- 
tituía en este caso una incidencia previa y parte integrante del 
juicio en que se debía utilizar, siendo por tanto, Juez competen- 
te para decretarla y recibirla el que lo fué para conocer del 
juicio que se intentaba establecer, según los preceptos del ar- 
tículo cincuenta y cinco y párrafos segundo y tercero del mil 
cuatrocientos veinte y siete de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
y el Juzgado, por auto de veinte y seis del mismo mes, se decla- 
ró competente para conocer de las aludidas diligencias, y man- 
dó librar oficio inhibitorio al Juez de Cárdenas; 

Resultando: que recibido por el de Cárdenas el requeri- 
miento del Juez del Cerro, sin que se hubiese verificado toda- 
vía, aunque sí dispuesto, la segunda citación de Alexander, é 
instruido de dicho requerimiento el promovente se opuso á la 
inhibición interesada, invocando el artículo sesenta y dos regla 
primera de la Ley de Enjuiciamiento Civil y varias sentencias 
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del Tribtmal Supremo de España, y aduciendo que, fuera de 
los casos de sumisión expresa ó tácita, tiene preferente compe- 
tencia para conocer del juicio en que se ejerciten acciones per- 
sonales el Juez del lugar donde la obligación deba cumplirse, 
cuyo lugar tratándose del pago del precio de una cosa vendida, 
es el de la entrega de la cosa, á no ser que se hubiera pactado 
lo contrario según lo dispuesto en el artículo mil quinientos del 
Código Civil, conforme al cual, además está obligado el com- 
prador á pagar el precio de la venta, si no se hubiese fijado lu- 
gar en el contrato, en el tiempo y lugar en que se haga entre- 
ga de la cosa vendida, y que esta se entiende entregada en el 
lugar en que esté situado el establecimiento mercantil que la 
expende desde el momento que la factura y remite á disposición 
y por cuenta del comprador, con cuyos fundamentos se mostró 
conforme el Ministerio Fiscal y, por virtud de ellos estimó, co- 
mo el actor, que no era de accederse á la inhibición pedida, re- 
solviendo así el Jueí requerido en auto de fecha siete de Di- 
ciembre de mil ochocientos noventa y siete, que comunicó en 
forma al rcurrente, con encargo de que á la mayor brevedad 
manifestase si le dejaba en libertad para continuar actuando ó, 
en otro caso remitiese los autos respectivos al Tribunal Supre- 
mo para la decisión de la competencia; é insistiendo en la in- 
hibitoria el Juez del Cerro, por auto de siete de Enero de mil 
ochocientos noventa y ocho, y acordando elevar las actuaciones 
á la Sala de lo Civil de la Audiencia de la Habana, por enten- 
der que á esta, y no al Tribunal Supremo correspondía decidir 
el conflicto de jurisdicción, á dicha Sala remitieron ambos Jue- 
ces sus respectivas actuaciones; 

Meéultando: que sin haberse las partea personado ante di- 
cha Sala de lo Civil de la Audiencia de la Habana, oído por 
esta el Ministerio Fiscal, que pidió se declarase no haber lugar 
á decidir la competencia y se devolvies^i los autos á los Jux*^ 
gados respectivos, porque no pudiéndose dar el carácter de jui- 
cio á las diligencias preparatorias del ejecutivo, no debió en 
ellos promoverse la cuestión de competencia, conforme á las 
sentencias del Tribunal Supremo de España de doce de Julio 
de mil ochocientos ochenta y nueve y veinte y dos de Abril de 
mil ochocientos noventa, la Sala en resolución de cinco de Marzo 
de mil ochocientos noventa y ocho, estimando que, por no tratarse 
de una cuestión surgida entre Jueces de Primera Instancia y 
otros especiales ó con los de diverso fuero que desempeñaran 
sus eargos en la Audiencia de esta Isla ó de Puerto Bico, sino 
<nitre dos jueces de Primera Instancia que los desempeñaban en 
territorio de dos distintas Audi^icias territoriales, como eran 
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la de Matanzas y la de la Habana por razón de la cual no era 
la Sala el Superior jerárquico común, y sí el Tribunal Supre- 
mo, al que correspondía resolver la contienda entablada, falló 
declarándose incompetente para decidir el conflicto jurisdiccio- 
nal y disponiendo la remisión de los autos al Tribunal Supre- 
mo ; habiendo el Magistrado suplente Juan P. O Tarrill formu- 
lado voto particular en el sentido de que la Sala era competen- 
te para resolver y procedía hacerlo de conformidad con lo dic- 
taminado por el Ministerio Fiscal; 

Resultando: que, elevados los autos á este Tribunal Su- 
premo, se personó ante el mismo Joaquín González Sarraín, á 
nombre de Enrique Alexander y Cockerill, por escrito presen- 
tado en dos de Octubre último no habiendo comparecido la 
otra parte, y se sustanció el asunto con arreglo á derecho, oyén- 
dose al Ministerio Fiscal que por escrito de fecha ocho del co- 
rriente y en su informe oral en el acto de la vista, celebrado 
el siguiente día veinte, sostuvo la competencia de este Tribu- 
nal Supremo para decidir la pugna establecida y pidió se de- 
clarase mal planteada y por tanto improcedente la cuestión de 
competencia con los demás pronunciamientos del caso, en vir- 
tud de estar limitada por la ley la proposición de inhibitoria, 
como la de declaratoria, á aquellos en que haya juicio promovi- 
do, lo cual no ocurre en los presentes autos, en que no se ha 
deducido ni demanda ni acción, y falta la base esencial parm 
resolver la competencia suscitada, obligando á discurrir en su- 
puesto para apreciar ]a naturaleza de la acción, lo pual es in- 
admisible en derecho; 

Siendo Ponente el Magistrado Octavio Giberga, 

Considerando: que al Tribunal Supremo corresponde se- 
gún el número quinto del artículo noventa y nueve de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, decidir las cuestiones de competencia 
promovidas entre dos Jueces de Primera Instancia que ejerzan 
su jurisdicción en territorios de distintas Audiencias, por no 
hallarse tal caso comprendido entre los que señalan los cuatro 
anteriores números del propio artículo; cuyo precepto en este 
punto, se ratifica claramente por el número octavo del artículo 
séptimo de la Orden número cuarenta y uno del Gobierno Mi- 
litar de la Isla, que atribuye al Tribunal Supremo de nueva 
creación, constituido en Sala de Justicia, el conocimiento de las 
cuestiones de competencia que se susciten entre Jueces y Tri- 
bunales que no tengan otro superior común; 

Considerando: que toda cuestión de competencia presupo- 
ne la existencia de un juicio de que pretendan ó rehusen cono- 
cer dos Jueces ó Tribunales distintos y puede ser propuesta, se- 
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gún el caso y conforme al artículo setenta y tres de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, en forma de inhibitoria 6 de declinatoria 
por quien sea citado al juicio promovido ó en él pueda ser 
parte; 

Consderando : que por no haberse deducido demanda en el 
presente caso, no hay incoado todavía juicio alguno, concretán- 
dose las actuaciones iniciadas al objeto único de prepararlo me- 
diante confesión de deuda ante el Juez de Primera Instancia 
de Cárdenas, después de lo cual podrá el promovente entablar 
6 no el correspondiente juicio, pero mientras no lo entable, re- 
ducida como debe estimarse á los precisos límites del articulo 
quinientos noventa y uno de la Ley de Enjuiciamiento Civil la 
situación procesal que se deriva de la resistencia del citado re- 
sidente en la Habana, á comparecer ante Juez distinto del de 
su residencia no ha llegado el caso de plantearse la contienda 
jurisdiccional, y es por tanto improcedente la empeñada en es- 
tos autos; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos mal forma- 
da y en consecuencia que no ha lugar á decidir esta cuestión 
de competencia, siendo de cargo respectivamente de las partes 
las costas ocasionadas en la misma; devuélvanse las actuaciones 
á los Juzgados de que proceden con certificación de esta sen- 
tencia; y publiquese en la Gaceta de la Habana, dentro del tér- 
mino de diez días, y en la colección á cargo de la Secretaría de 
Justicia, á cuyo efecto se libren las necesarias copias. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez.— -José M. García Montes.. — Eudal- 
do Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — ^Octavio Giberga. 



Ignacio Valor contra el Marqués del Real Socorro y Mel- 
chor Armenteros. 

Auto de 24 de Noviembre de 1899. 

Recurso de queja establecido por Ignacio Valor contra el auto 
de la Audiencia de la Habana, dictado en 18 de Octubre 
de 1899. 

HEDIDA Y DESLINDE DE LA HACIENDA 'SAN JÜUAN" 

Y OTRAS. 

Las notificaciones hechas & los procuradores de las partes 
snrten el mismo efecto que las hechas & éstas directamente. 
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MlTO en los ca90S aue U Jj%7 dlflpona se ]ia«a dix«et«BMiite 
á Ub partes: 7 las hechas al sustituto 4el pxociiradQr tienen 
la misma eficacia ane si hubiesen sido hechas al sustituido. 

Resultando: que en cinco de Febrero de mil ochoeieotos 
noventa y ocho, el procurador Nicoláa Sterling á nombre de 
Ignacio Valor, presentó escrito á la Sala de lo Civil de la Aa^ 
diencia de la Habana, en los autoa de los cuales procede este 
recurso, desistiendo del de casación que tenia preparado, ooa^ 
tra la sentencia dictada en dichos autos, y la Sala en nueve d«l 
F^erido mea de Febrero, le tuvo por separado de su pretensión 
y firme la sentencia dictada por el Tribunal; habiéndose nota* 
ficado este auto á los procuradores de las partes en veinte de 
Mayo del mismo año; 

Resultando: que en nueve de Octubre último, el Procura^ 
dor Bernardo Cotoño á nombre del mismo Valor, solicitó de Im 
Sala antes dicha se declarase sin efecto la resolución de nueve 
de Febrero, negándose esta súplica por entender la Sala que 
la resolución era firme; y posteriormente, en diez y seis del 
mismo mes de Octubre, el ya citado Procurador interpuso re- 
curso de casación por infracción de ley y quebrantamiento de 
forma contra el repetido auto de nueve de Febrero de mil ocho- 
cientos noventa y ocho, y la Sala, por el diez y ocho de Octu- 
bre próximo pasado, negó la admisión del recurso fundándose 
en que era firme la resolución contra la cual se establecía; 

Resultando: que contra este auto denegatorio ha recurri- 
do en queja Ignacio Valor ante este Supremo Tribunal alegan- 
do, entre otros motivos, que por referirse al fondo de la cues* 
tión no son de tomarse en cuenta en el estado actual de la mi»- 
ma, que el auto recurrido no era firme, porque emanando sa 
firmeza de la notificación que de él se hizo al Procurador susti- 
tuto de Sterling, esta notificación era ineficaz por cuanto al 
Procurador Sterling desde el momento que se le tuvo por desis- 
tido del recurso no tenia personalidad para cantinuar en la re- 
presentación que antes ostentaba, conforme á lo dispuesto en el 
párrafo tercero del artículo noveno de la Ley de Enjuiciamien- 
to Civil; y no habiéndose hecho la notificación á la parte inte- 
resada, esta estaba en aptitud de recurrir dentro de término 
contado desde que á su conocimiento llegó la resolución que le 
afectaba; y sustanciado el recurso en forma se celebró la vista 
pública el día de ayer con asistencia sólo del recurrente, quien 
informó sosteniendo la procedencia de la queja por los motivos 
dichos ; 

Considerando: que fundada la negativa de la Sala senten- 
ciadora, en que era firme el auto contra el cual se interpuso la 
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caegcióo, la cuestión que 69 necesario examinar en primer tér- 
mino es ai realmente tenía ese carácter la resolución recurrida, 
pues en este caso, son inútiles, á los efectos del presente recur- 
so, todas las otras alegaciones que contra ella se hicieren; 

Considerando: que conforme á lo dispuesto en el artículo 
sexto de la Ley de Enjuiciamiento Civil, las notificaciones he- 
chas a los Procuradores de las partes, surtirán todos sus efectos 
legales, como si directamente se hubieran hecho á estas, cual- 
quiera que sea la naturaleza de la resolución notificada, excep- 
to el caso de emplazamiento, citación ó requerimiento que la 
Ley ordena se hagan al interesado en persona ó tengan por ob- 
jeto la comparecencia obligatoria del mismo, efectos estos últi- 
mos que no producía el auto de nueve de Febrero de mil ocbx)^ 
cientos noventa y ocho, teniendo por desistido de un recurso, á 
instancia suya, al mismo procurador que lo preparó; 

Considerando: que conforme al precepto del artículo cua- 
trocientos noventa y uno de la Compilación de Disposiciones 
orgánicas de la Administración de Justicia en esta Isla, autori- 
zando la sustitución de los procuradores de una misma pobla- 
ción en casos de licencia, enfermedad é impedimento, es válida 
y legítima la notificación hecha al sustituto del procurador te- 
nido por parte en los autos, surtiendo los mismos efectos que 
si la diligencia se hubiese entendido con éste, sin netiesidad de 
que dicho sustituto ostente poder del litigante; 

Considerando: que según el artículo trescientos tres de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, los términos judiciales empiezan 
á contarse desde el siguiente día al en que se hubiese hecho la 
notificación; que el trescientos doce ordena que transcurridos 
los términos improrrogables se tendrá por perdido el recurso 
que se hubiere dejado de utilizar, y el trescientos diez incluye 
en los de esta clase el concedido para la preparación ó interpo- 
sición de los recursos de casación y el señalado para este obje- 
to en los artículos mil seiscientos noventa y ocho y mil setecientos 
cuarenta y siete aplicables al caso de autos, es de diez días: y 
habiéndose notificado al Procurador representante del recurren- 
te en veinte de Mayo de mil ochocientos noventa y ocho, el auto 
de nueve de Febrero anterior, sin que contra él hubiese esta- 
blecido dentro del término legal recurso alguno, es evidente que 
quedó firme de derecho por el transcurso de aquel y en tal esta- 
do se encontraba en diez y seis de Octubre del corriente año, 
cuando se interpuso el recurso de casación, denegado por la 
Audiencia y que es objeto de la presente queja; 

Considerando: que al negar la Sala de lo Civil de la Au- 
diencia de la Habana el referido recurso de casación interpues- 
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to fuera de término con el fundamento de ser firme la resolu- 
ción recurrida, obró acertadamente y cumplió lo dispuesto en el 
artículo onceno en relación con el número segundo del sépti- 
mo de la Orden número noventa y dos del Gobernador Militar 
de esta Isla ; 

No HA LUGAR al recurso de queja establecido por Ignacio 
Valor contra el auto de la Sala de lo Civil de la Audiencia de 
la Habana de diez y ocho de Octubre próximo pasado denega- 
torio de los recursos de casación por infracción de Ley y que- 
brantamiento de forma establecidos por aquél contra el auto del 
nueve de Febrero de mil ochocientos noventa y ocho, dictado 
en los seguidos por el Marqués del Real Socorro contra Mel- 
chor de Armenteros sobre medida y deslinde de la hacienda 
San Julián y otras: comuniqúese á la Audiencia para lo que 
proceda, con las costas á cargo del recurrente. 

Lo proveyeron y firman los señores Magistrados del mar- 
gen por ante mí de que certifico como Secretario por delega- 
ción. — Antonio González de Mendoza. — Pedro González Lloren- 
te. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — ^Eudaldo Ta- 
mayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — ^Ante mí, Ar- 
mando Riva. 



Beatriz de Castro y Chirino y compartes, contra José An- 
Gxnx) DE León y contra la sucesión de MarL\ Francisca 
Ramos. 

Auto de 1? de Diciembre de 1899. 

Recurso de casación por quebrantamiento de forma interpuesto 
por José Venancio AngvXo contra la sentencia dictada por 
la Audiencia de la Habana en 11 de Diciembre de 1894. 

tercería de dominio. 

Para interponer dicho recurso no basta citar loe azticiiloe 
de la Ley de Enjulcianiiento 01 vil que al mismo se refleren, 
sino que es preciso citar también el número ó números del 
1,691 como precepto legal que lo antorice; y además dedr en 
qué consiste el quebrantamiento, reclamación que se ba becho 
para subsanarlo y, caso de no baber sido posible hacer dichA 
reclamación, expresar los motivos, con arrecho & los números 
3.0 y 6.0 de la Orden 92 sobre casación. 

Resultando: que en los autos de tercería de dominio pro- 
movidos por Beatriz de Castro y Chirino y compartes, en d 
Juzgado de Primera Instancia de Guanabacoa, á consecuencia 
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de los ejecutivos sendos por José Ángulo y León como padre 
de José Venancio Ángulo y Gómez contra la sucesión de María 
Francisco Ramos, interpuso el mencionado José Venancio Án- 
gulo y Gómez, directamente, por haber arribado á la mayor 
edad, recurso de casación por quebrantamiento de forma con- 
tra la sentencia dictada por la Sala de lo Civil de la Audiencia 
de esta ciudad en once de Diciembre de mil ochocientos noventa 
y cuatro, la cual fué nuevamente notificada á las partes de este 
juicio á los efectos del artículo ciento ocho de la Orden núme- 
ro noventa y dos sobre casación; 

Resultando: que. admitido ese recurso y personados ante 
este Supremo Tribunal el ejecutante y los terceristas, la repre- 
sentación de los últimos y el Ministerio fiscal han impugnado la 
admisión fundados, el Ministerio Fiscal en que en el escrito de 
interposición se han omitido las citas de algunos de los párra- 
fos del artículo mil seiscientos noventa y uno de la Ley de En- 
juiciamiento Civil y la enumeración de las reclamaciones prac- 
ticadas para obtener la subsanación de la falta que se dice co- 
metida ó los motivos por los cuales no hubiere sido posible ha- 
cerlo; y la representación de los terceristas, en que al notificar- 
se de nuevo la sentencia á la ejecutante, había transcurrido 
más de un año desde la última notificación sin haberse instado 
el curso de los autos, por lo que había caducado la instancia y 
era firme la sentencia dictada; y en que tampoco se había ex- 
presado en el escrito de interposición el precepto legal que 
autorice el recurso, ni en qué consiste el quebrantamiento de 
forma, ni qué reclamación se hubiere practicado para obtener 
su subsanación, ó el motivo porqué no pudo hacerse; 

Resultando : que señalado el día veinte y nueve de Noviem- 
bre del corriente año para la vista de la impugnación se cele- 
bró con la intervención del representante del Ministerio fiscal 
y del abogado de los terceristas; 

Considerando: que no basta citar en el escrito de interpo- 
sición del recurso de casación por quebrantamiento de Jíorma 
los artículos de la Ley de Enjuiciamiento Civil que al mismo se 
refieren, sino que es indispensable expresar el número ó núme- 
ros del mil seiscientos noventa y uno como precepto legal que 
lo autorice y además, en qué consiste el quebrantamiento y qué 
reclamación se ha practicado para obtener la subsanación de la 
falta cometida, ó en el caso de que no hubiere sido posible ha- 
cer la reclamación, ha de expresarse la imposibilidad y sus mo- 
tivos, según los preceptos contenidos en los números tercero y 
quinto del artíciüo quinto de la Orden número noventa y do» 
sobre casación; 
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Consideraiido: que en el escrito de mterposición del recur- 
so establecido por José Venancio Ángulo y Gómez se han omi- 
tido las formalidades referidas en el anterior Considerando, 
procediendo, por éUo, y en virtud de la doble impugnación for- 
mulada por el Ministerio Fiscal y el representante de los terce- 
ristas, la declaratoria de mal admitido dicho recurso; 

Considerando: en cuanto al fundamento de la caducidad 
de la instancia, que no encontrándose comprendido en ninguno 
de los casos a que se refiere el artículo treinta y cuatro de la 
Orden número noventa y dos sobre casación, no puede estimar- 
se como motivo para la impugnación previa del recurso, sino 
que en todo caso correspondería decidirlo en el fallo que en de- 
finitiva hubiere de dictarse; 

Sb declara mal admitido el recurso de casación por que- 
brantamiento de forma interpuesto por José Venancio Ángulo 
y Gtómez contra la sentencia dictada por la Sala de lo Civil de 
la Audiencia de esta ciudad en once de Diciembre de mil ocho- 
cientos noventa y cuatro, sin especial condenación de costas; y 
con devolución de las actuaciones remitidas, comuniqúese á la 
referida Audiencia para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, ante 
mí de que certifico como Secretario por delegación. — Antonio 
González de Mendoza. — Pedro González Llórente. — Bafael Cruz 
Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. 
Betancourt. — Octavio Giberga. — ^Ante mi, P. D., Armando Eiva, 



LUTGARDA Y BaB([ÓN HeRRERA Y VaLDÉS CONTRA LA SUCESIÓN DB 

Fbancisca Valdés Lazo de la Vega. 

Sentencia ntm. 6 (1? de Diciembre de 1899.) 

Recurso de capación por infracción de Ley y de doctri^ia inter- 
puesto por Lutgarda y Ramón Herrera y Valdés contra la 
sentencia dictada por la Audiencia de la Habana en 30 de 
Diciembre de 1899.. 

JUICIO DE MAYOR OÜANTU SOBRE NüUDAD 
DS VENTA DE UNA CASA. 

Tratándose de bienes hipotecarios snjetos & los preceptos 
de la antigua legislación, bastaba que para la tramitación 
del ejecnti-vt) de tine se trata se citara la betedara nniwr- 
sal, sin ocuparse de la legataria que para nada figuraba efifx 
arreglo & aqueUos preceptos. 

Para fundar un recuirso en infracción de doctrina, no bas- 
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ta citar im piincipio emüqniera, sino que es preciso que se 
citen los reiterados íaUos de la Jaxtspmdancia en casos idén- 
ticos 7 se Justifique qne la doctrina legal está admitida por 
la jurisprudencia. 

En la ciudad de la Habana, á primero de Diciembre de 
■lil ochocientos noventa y nneve, en el juicio de mayor cuantía 
seguido en el Juzgado de Primera Instancia del Distrito del Ce- 
rro y ante la Sala de lo Civil de la Audiencia de la Habana 
por el Procurador Zubizarreta, a nombre de Doña Felipa Val- 
dés, viuda de Herrera, hoy difunta, y continuados luego por 
sus herederos Doña Lutgarda y D. Ramón Herrera y Valdés. 
vecinos de esta ciudad, ocupada la primera en los quehaceres 
domésticos y iomalero el segundo; contra la sucesión de Doña 
Francisca Valdés Lazo de la Vega, compuesta de D. Federico, 
D. Ramón y Doña Dolores Venerio y Valdés y Doña Manuela 
Beraza y Valdés de Ros contra Doña Emilia Valdés de Díaz, 
todos de este vecindario, empleado el primero, jornalero el se- 
gundo y ocupadas en los labores domésticos las tres últimas, á 
fin de que se declare la nulidad de la venta de la casa número 
sesenta y cuatro de la calle de Villegas; juicio que pende ante 
este Tribunal Supremo en virtud de recurso de casación que 
por infracción de ley y doctrina legal interpuso el Procurador 
Mayorga, á nombre de los ya citados demandantes Doña Lut- 
garda y D. Ramón Herrera y Valdés, contra la sentencia dicta- 
da por la referida Sala de lo Civil en treinta de Diciembre pró- 
ximo pasado; 

Resultando: que en la sentencia recurrida se aceptan los 
resultandos de la de Primera Instancia, entre los cuales se con- 
signan los siguientes: 

''Resultando: que el Procurador D. Ramón Zubizarreta, 
fundó su demanda en los hechos siguientes: 

Primero: Que D. Mauricio Irola por la cláusula diez y sie- 
te del testamento cerrado bajo el cual falleció y había otorgado 
en. primero de Diciembre de mil ochocientos sesenta y cuatro 
anta el Escribano de esta ciudad D. Manuel Pimentel, legó por 
temeiMa partea a Doña Clara, Doña Jacoba y Doña Felipa Val- 
dés el usufructo de la casa número sesenta y cuatro de la oa- 
Ue de Villegas en esta ciudad, en término de que por falleoi- 
miento de una de estas legatarias pasara su derecho á las otras- 
y el todo del usufructo á la última que sobreviviera, cuyo tes- 
tamento con las diligencias de su apertura que cursaron en el 
Jiusgado de Primera Instancia del Distrito de la Catedral, Es- 
artüania de D. Franeiseo de Castro, se incorporó en veinte y 
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nueve de Octubre de mil ochocientos sesenta y cinco, al proto- 
colo general del Escribano y Notario D. Arturo Galletti; 

Segundo: Que por fallecimiento de D. Mauricio Irola y de 
ios legatarios D.* Clara y D.* Jacoba Valdés, ocurridos respecti- 
vamente en diez y siete de Septiembre de mil ochocientos se- 
tenta y cinco, catorce de Septiembre de mil ochocientos sesenta 
y ocho y veinte y uno de Julio de mil ochocientos setenta y 
ocho, adquirió la otra legataria ó sea su mandante Doña Felipa 
Valdés las dos terceras partes que á aquellas correspondían del 
usufructo de la citada casa número sesenta y cuatro de la calle 
de Villegas y habiéndose reunido así en la señora su poderdan- 
te esas dos porciones con la tercera restante que directamente 
le fué mandada, vino á radicar en ella por modo definitivo con- 
forme a la voluntad del testador la pertenencia de todo el usu- 
fructo de la misma casa; 

Tercero: que D. Mauricio Irola adquirió la aludida finca, 
casa de Villegas número sesenta y cuatro, antes noventa y siete, 
por escritura de adjudicación con los herederos de Doña Fran- 
cisca Hernández en el archivo de Gobierno en diez y ocho de 
Octubre de mil ochocientos cincuenta y seis; 

Cuarto: Que su mandante ha sido y se halla legítimamente 
privado del ejercicio de aquel derecho de usufructo en la men- 
cionada casa, á virtud de venta de la misma finca que Doña 
Emilia Valdés como heredera del indicado Irola y representada 
por su curador el Ldo. D. José de los Dolores Ponce, hizo sin 
exceptuar el usufructo del inmueble á favor de Doña Francisca 
Valdés Lazo de la Vega por escritura otorgada en veinte y siete 
de Enero de mil ochocientos setenta y nueve ante el Escribano 
y Notario que fué de esta ciudad D. Agustín Valerio y Gon- 
zález ; 

Quinto: Que la vendedora Doña Emilia Valdés, como here- 
dera de D. Mauricio Irola, ni por otro título, jamás fué usu- 
fructuaria de la casa de referencia, y en este concepto por más 
que la enajenó como ejecutada en los autos que le siguió Don 
Guillermo Delane en el Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
trito de la Catedral ante el citado Escribano Valerio y á con- 
secuencia de remate que de la misma finca llevó á cabo en esas 
actuaciones la compradora Doña Francisca Valdés Lazo de la 
Vega ni ella trasmitió, ni esta adquirió legítimamente otro de- 
recho que la mera ó nuda propiedad, pero no el usufructo del 
inmueble ; 

Sexto: que Doña Francisca Valdés Lazo de la Vega, pri- 
mero desde la fecha en que le fué otorgada la indicada escritu- 
ra de venta, hasta el veinte y uno de Agosto de mil ochocien- 
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tos noventa en que falleció y después hasta el dia, sus herede- 
ros D. Federico, D. Ramón y Doña Dolores Veneno y Valdés 
y Doña Manuela Beraza y Valdés, que lo son por el testamen- 
to que otorgó en veinte de Agosto de mil ochocientos noventa 
ante el Notario D. Antonio Mendoza y Aranda, han venido po- 
seyendo, gozando y disfrutando la aludida finca en concepto 
de dueños absolutos; 

Séptimo: Que de la propia escritura de venta consta que 
la compradora Doña Francisca Valdés Lazo de la Vega tenía 
conocimiento de los títulos de dominio de la finca vendida, y 
de esta suerte aparece que vendió de mala fe la adquisición del 
inmueble siendo conocedora de que la enajenante Doña Emilia 
Valdés carecía de justo título para trasmitirle el usufructo de 
aquel predio; 

Resultando: que el Procurador Zubizarreta acompañó con 
la demanda cuatro certificados parroquiales para acreditar el 
fallecimiento de Doña Jacoba Valdés ocurrido en veinte y uno 
de Julio de mil ochocientos setenta y ocho, de Doña Clara Val- 
dés en catorce de Septiembre de mil ochocientos sesenta y ocho, 
de D. Mauricio Irola en diez y siete de Septiembre de mil ocho- 
cientos setenta y cinco y de Doña Francisca Valdés Lazo de la 
Vega en veinte de Agosto de mil ochocientos noventa; y que á 
instancia del mismo Procurador, se trajeron los documentos que 
se explican á continuación : copia de la escritura de diez y ocho 
de Octubre de mil ochocientos cincuenta y seis ante el Escriba- 
no de (lobiemo D. Francisco de Castro, por la que D. Mauri- 
cio Irola de acuerdo con los demás herederos de Doña Francis- 
ca Hernández adquirió la casa número noventa y siete de la ca- 
lle de Villegas : el testamento de D. Mauricio Irola otorgado en 
primero de Diciembre de mil ochocientos sesenta y cuatro ante 
el Escribano D. Manuel Pimentel, en el cual instituyó por sus 
únicos y universales herederos á los impúberes D. José Federico 
y Doña Emilia Mana Homobona Valdés, á quienes nombró por 
su curador ad-bona y ad-litem al Ldo. José de los Dolores Pon- 
ce, disponiendo por la cláusula décimasexta que la casa calle 
de Villegas número sesenticuatro antes noventisiete y las de la 
calle de la Lealtad número sesenta y sesentidos las poseyeran 
de mancomún en calidad de usufructo Doña Clara, Doña Jaco- 
ba y Doña Felipa Valdés, para que como hermanas distribuye- 
ran por terceras partes sus alquileres y según fueran fallecien- 
do irían reasumiendo dicho usufructo las que sobrevivieran, de 
manera que la última poseería el todo del usufructo hasta su 
muerte, en cuyo caso pasarían las citadas tres casas á sus here- 
deros, con la precisa condición de que los alquileres que gana- 
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Fan las eftsas los cobraría su segundo albacea D. Juan (Ronzales, 
para que de ellos sacara las cargas municipales, los réditos del 
censo que gravaba la casa de la calle de Villegas, las reparacio- 
nes necesarias para su conservación y el líquido producido lo 
distribuirá fraternalmente entre las tres legatarias, copia de la 
escritura de veinte y siete de Enero de mil ochocientos setenta 
y nueve, ante el Escribano y Notario público Ldo. D. Agostin 
Valerio y Gk)nzále2, en la que el Ldo. D. José de los Dolores 
Ponee, eomo eux^or ad-bona de la menor Doña Emilia Valdéa. 
vendió en pleno y absoluto dominio a Doña Francisca Valdés y 
Lazo de la Vega la casa número sesenta y cuatro de la calle de 
Villegas, en virtud de haberla adquirido para ella en pública 
subasta el Ldo. D. Manuel de Jesús Ponce, á consecuencia del 
incidente á la testamentaría de D. Mauricio Irola, prc»novido 
por D. Guillermo Delane en cobro de pesos, según consta del 
acta de remate inserta en dicha escritura, y en cuya acta cons- 
ta que el rematador Ldo. Ponce expresó haber examinado los 
títulos de dominio de la finca y por estar conforme con ellos, 
convino en que se omitiera su presentación; copia del testamen- 
to que ante el Notario de esta ciudad D. Antonio Mendoza y 
Aranda otorgó Doña Francisca Valdés Lazo de la Vega en vein- 
te de Agosto de mil ochocientos noventa, instituyendo por sus 
únicos y universales herederos á aa hijos legítimos D. Federico, 
D, Ramón y Doña Dolores Venerio y Valdés y á su hija natu- 
ral Doña Margarita Beraza y Valdés; un certificado del Begis- 
tro Civil del Juzgado Municipal del Distrito de la Catedral, 
donde consta que Doña Franeisea Valdés Laso de la Vega, fa- 
lleció en. esta ciudad el veinte de Agosto de mil ochocientos no- 
venta; y un certificado del Registrador de la Propiedad de esta 
misxna ciudad en que consta que la casa número sesenta y cua- 
tro de la calle de Villegas, está inscrita proindiviso á nombre 
de D. Federico, D. Ramón y Doña Dolores Veneario y Valdés y 
Doña Manuela Beraza y Valdés eomo herederos de Doña Fran- 
cisca Valdés y Lazo de la Vega, según escritura ante D. Anto- 
nio Mendoza y Aranda, en veinte y tres de Septiembre de núl 
ochocientos noventa; 

Resultando: que conferido traslado de la demanda con &ar 
pla;i?amlento i D. Federico, D. Ramón y Doña Dolores Vsnemí 
y Valdés, Doña Manuela Beraxa y Valdés y Doña Eimlia Val> 
des se personó á nombre y con poder de los tres prixeerameiile 
nombrados el ProouradcH* D. Juan Marti, el Procvrador Juan 
V. Castillo por Doña Manuela Beraza de Ros y por Doña Bní- 
lia Valdés de Díaz, el Procurador D. Tomás J. Ganados, acon- 
pañando el procurador V. Castillo un certificado del Begistvo 
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Civil del Juzgado Municipal del Distrito de la Catedral, en que 
aparece que la deinandante Doña Felipa Váldés falleció en esta 
capital el día veinte y uño de Julio del año de mil ochocientos 
noventa y seis, dejando por sucesión dos hijos nombrados Don 
Ramón y Doña Lutgarda Herrera y Valdés, por lo que en pro- 
videncia de trece de Agosto de ese mismo año, se mandó citar 
á los hijos de Doña Felipa Valdés para que dentro de nueve 
días se personarán en los autos, bajo apercibimiento de lo que 
hubiere lugar; 

Resultando t que el Procurador D. Bamón Zubizarreta se 
X)^r8onó en los autos á nombre de Doña Lutgarda y D. Bamón 
Herrera y Valdés con el poder que éstos le confirieron y certifi- 
cación expedid-a por el Espcríbano D. Juan Hipólito Vergel, en 
que se inserta, el auto en que sus representados fueron declara- 
dos herederos abintestato de su madre legitima Doña Felipa 
Valdés viuda de Herrera, y reprodujo los fundamentos de he- 
cho y de derecho de la demanda deducida por ésta, notificán- 
dola en virtud del lallecimiento de su causante, á fin de que 
en la sentencia definitiva se comprendan las siguientes resolu- 
ciones : 

Primera: Que se declare la nulidad de la venta de la casa 
númqro sesenta y cuatro de la calle de Villegas, en esta ciudad, 
que Doña. Emilia Valdés represcQtada por el entonces su Qura* 
dpr Ldo. D. Jo&é de los Dolores Ponce, realizó a favor de Doña 
Francisca Valdés y Lazo.de la Vega por la escritura de veinte 
y siete de Enero de mil ochocientos setenta y nueve ante el 
Escribano y Notario que fué de esta ciudad D. Agustín Vale- 
rio y González, en Quanto no se excluyó de esa venta el usu- 
fructo de la misma finca, así como que ese derecho real pertene- 
ncia á Dopa Felipa, causante de sus representados y ha subsis- 
tido de derecho hasta él veinte y uno de JuUo de mil ochocien- 
tos noventa y seis en que falleció la usufructuaria Doña Felipa 
Yaldés, recayendo en sus herederos, desde entonces, el derecho 
de reclamar lo que por conveniencia del usufructo correspon- 
diera á su caustante; 

Segunda: Que se haga constar en los libros del Begistro 
de la Propiedad en la forma legal correspondiente la existencia 
del usufructo y su extinción el veinte y uno de Julio de mil 
9chocientos noventa y seis, en que ocurrió el fallecimiento de 
la usufructuaria Doña Felipa Valdés, ordenándose que en su 
consecuencia se modifique la inscripción de la escritura de ven- 
ta de veinte y siete de Enero de mil ochocientos setenta y nueve 
j las posteriores á la misma, cancelándose en cuanto de ellas 
^j^arezcan explícita ó implícitamente corresponder á Doña Pran- 
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cisca Valdés y Lazo de la Vega, á todos ó á cualquiera de su» 
herederos, hasta el día veinte y uno de Julio de mil ochocientos- 
noventa y seis, el usufructo de la referida casa, ó más derecho 
en ella, que la mera ó nuda propiedad de la misma, sin perjui- 
cio de que se haga constar después con retroacción á la expre- 
sada fecha, la extinción del usufructo, si así lo solicitan los in- 
teresados; 

Tercero: Que se condene á los expuestos herederos de Do- 
ña Francisca Valdés Lazo de la Vega á que entreguen á sus< 
representados los frutos ó alquileres que haya producido el in- 
mueble desde el emplazamiento de los demandados hasta el fa- 
llecimiento de Doña Felipa Valdés, y les devuelvan los percibi- 
dos por su causante la expresada Doña Francisca Valdés Lazo 
de la Vega y los que pudo la finca producir desde el día en que 
esta señora la adquirió hasta el de su fallecimiento; y 

Cuarto: Que condene á los demandados al integro pago de 
las costas del juicio si se opusieren á esta reclamación; 

Besultando: que dispuesto en providencia de nueve de 
Marzo de este año, que los demandados contestaran á la de- 
manda, lo verificó el representante de Doña Emilia Valdés de 
Díaz, allanándose á ella desde luego, y el Procurador D. Juan 
Martí pidió que se declarara sin lugar, absolviéndose de la 
misma, á sus representados con todas las costas á cargo de lo» 
demandantes, alegando como hechos de la contestación, 

Primero: que es cierto el primer hecho de la demanda; pe- 
ro también lo es que con posterioridad al otorgamiento del tes- 
tamento de D. Mauricio Irola, este hipotecó la casa Villegas nú- 
mero sesenta y cuatro, por escritura de treinta de Mayo de mil 
ochocientos sesenta y ocho, ante D. Francisco de Castro, en 
unión de otra casa, por pesos veinte y un mil cuatrocientos en 
oro, habiendo sido rematada dicha casa por la causante de sus 
representados en pesos siete mil y una fracción ; 

Segundo: Admitido el segundo hecho también como cierto, 
es decir que existía el derecho de acrecer entre las legatarias, 
pero era en el caso de haber habido á su vez términos hábil^ 
para eUo al encontrarse la pretendida herencia de Irola en 
otras condiciones, ó sea si se hubiese tratado de una herencia 
liquida; 

Tercero: acepta el tercer hecho de la demanda; 

Cuarto: que la casa de referencia fué legahnente rematada 
en el incidente á la testamentaría de D. Mauricio Irola promo- 
vido por el acreedor hipotecario de la misma, quien no llegó á 
cubrir, ni con mucho, su crédito; 

Quinto: que el inmueble fué subastado sin condiciones ni 



JURISPRUDENCIA CIVIL. 265 



limitación alguna, por lo que no acepta el hecho correlativo de 
la demanda; 

Sexto: admitido el sexto hecho de la demanda; 

Séptimo: que no admite el séptimo hecho de la demanda, 
pues de lo que tenia conocimiento la señora compradora Doña 
Francisca Yaldés Lazo de la Vega era que en la testamentaría 
de Irola existían deudas que pagar, para lo que se procedía á 
la venta de bienes de la misma, ordenada por Juez competente ; 

Octavo: que en efecto, en la testamentaría de referencia 
consta que se debían pesos veinte y siete mil á Doña Concep- 
ción Garzón ; pesos treinta y un mil doscientos, á D. Guillermo 
Delane; pesos tres mil ochocientos treinta y cinco, cincuenta y 
cinco centavos, á D. Santiago Gutiérrez de Célis; dos mil al 
mismo; pesos dos mil veinte y cuatro á Doña Dolores Vega; 
pesos mil ciento cincuenta al señor Conde de Barreto; pesos 
trescientos á D. Pascual Rodríguez y otros por liquidar; 

Noveno: que el pleito en que se remató la casa Villegas 
número sesenta y cuatro se siguió con la legítima representa- 
ción de la testamentaría, ó sea el curador de la heredera de Iro- 
la por quien se otorgó la escritura de venta; 

Décimo: que en la testamentaría de Irola no existen bienes 
para cubrir á los acreedores pues sólo falta por rematar la ca- 
sa Lealtad sesenta, que se encuentra embargada por un acree- 
dor y la que ha sido tasada en pesos cuatro mil; 

Décimoprimsro : que la testamentaría de Irola se sigue por 
la antigua Ley de Enjuiciamiento Civil, no habiendo entrado 
el juicio en el período de división, ni adjudicándose nada á 
ninguna de las señoras legatarias Doña Clara, Doña Jacoba y 
Doña Felipa Valdés, de quienes traen causa los actuales ac- 
tores; y 

Dédmosegundo : que no han sido declaradas nulas, ni en 
todo ni en parte, las actuaciones á virtud de las que remató la 
Sra. Valdés Lazo; y que, por el contrario, habiendo promovido 
demanda en este sentido Doña Felipa Valdés contra D. Gui- 
llermo Delane, rematador que fué de otra de las casas usufruc- 
tuadas, Lealtad sesenta y dos, se separó de la demanda, la cual ni 
aún fué contestada, juicio iniciado en este mismo Juzgado, Es- 
cribanía de D. Antonio Alvarez Insua; 

Resultando: que el Procurador D. Juan Valdés Castillo, al 
contestar á la demanda, opuso las excepciones de falta de ac- 
ción y prescripción pidiendo que en definitiva se declare aque- 
lla sin lugar, condenándose á los demandantes al pago de las 
costas y al abono de los daños y perjuicios ocasionados por la 
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interposición de du demanda, fundándose para ello en los si- 
guientes hechos: 

Primero: Reconoce la certeza de los hechos tercero y sexto 
de la demanda; 

Segundo; que Doña Felipa Valdés, usufructuaria que apa- 
recía Érer de la casa Villegas sesenta y cuatro, no reclamó en 
tiempo el derecho de usufructo de dicha casa, ni por virtud del 
i^mate de la misma llevado á efecto en veinte y siete de Enero 
de mil ochocientos setenta y nueve, según se comprueba con el tes- 
timonio de escritura traído á estos autos por dicha señora y 
aceptado por la representación de los hoy actores; 

Tercero: que la expresada casa Villegas número sesenta y 
cuatro fué adquirida por Doña Francisca Valdés y Lazo de la 
Vega, con buena fe y justo título á virtud de disposición judi- 
cial ordenando la subasta de dicha casa para el pago de deudas 
á consecuencia del juicio seguido por D. Quillermo Delane; 

Cuarto: que rematado dicho inmueble por la expresada se- 
ñora Valdés, y exhibido el precio del remate, como consta de 
dicha escritura, se le transmitieron todas las acciones reales y 
personales inherentes á dicha finca y, por tanto, el derecho de 
percibir, como tal dueña en absoluto dominio, los frutos de la 
misma; 

Quinto: que el título de dominio que ostentaba la e:u)ues- 
ta Doña Francisca Vald^ Lazo, no le limitaba en modo alguno 
sus derechos de dueña; 

Sexto: que su poderdante fué emplazada en estos autos en 
veinte y siete de Julio del año próximo pasado^ y desde el vein- 
te y uno del propio mes y año, consta que ya había fallecido la 
expresada Doña Felipa Valdés, siendo por tanto nulo el empla- 
zamiento por haber cesado la personalidad de su Procurador, 
con arreglo á la Ley de Enjuiciamiento Civil; 

Séptimo: que desde el veinte y nueve de Enero de mil 
ochocientos setenta y nueve en que se remató la citada casa Vi- 
llegas número sesenta y cuatro, hasta el veinte y uno de Julio 
de mil ochocientos noventa y seis, en que falleció Doña Felipa 
Valdés sin tener aun noticias del planteamiento de esta deman- 
da su poderdante, han transcurrido más de diez y siete años, 
en los que han venido disfrutando, tanto ella como condueña y 
su causante Doña Francisca Valdés, como rematadora, del goce 
y disfrute de dicha casa, como se reconoce en el hecho sexto 
de la demanda; 

Octavo: que su poderdante se ha personado en estos autos 
tan sólo en cumplimiento al mandato judicial disponiendo que 
conteste á la demanda; 
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Noveno: que no existiendo derecho alguno de usufructo 
sobre dicha casa, no sólo por el remate efectuado en mil ocho- 
cientos setenta y nueve, sino también por el no uso, ed incues- 
tionable que los herederos no tienen derecho á los frutos que 
reclaman ; 

Décimo: que modificada la súplica del escrito de demanda 
es temeraria, no sólo la reclamación de frutos desde el empla- 
camiento de su poderdante» ocurrido con posterioridad al falle- 
cimiento de la reclamante del usufructo Doña Flipa Yaldés; 
sino también el de los percibidos por Doña Francisca Yaldés 
Lazo de la Vega, desde que esta señora adquirió el inmueble, 
hasta su fallecimiento, puesto que al rematar el inmueble, lo 
adquirió como dueña en plena propiedad; 

Dédmoprimero : que sean cuales fueren los derechos de 
que se consideren asistidos los demandantes, deben reclamarlos 
de la vendedora Doña Emilia Yaldés^ pues en todo caso, en 
cuanto á su cliente y su causante Doña Francisca Yaldés, es- 
tán presentes las acciones que pudieran corresponder á Doña 
Felipa Yaldés, por el usufructo que reclama ; y á sus herederos, 
hoy, por los frutos de dicho inmueble, según textualmente se 
comunica en la tercera resolución que solicita en la súplica de 
su escrito de demanda; 

Beíultando: que conferido traslado para réplica al Procu- 
rador D. Ramón Zubizarreta, lo contestó pidiendo que en defi- 
nitiva se resolviera como ha solicitado en la demanda, con las 
costas a cargo dé los demandados opuestos, y fijando concreta y 
definitivamente como hechos de debate: 

Primero: que ratifica en todas sus partes y d& por repro- 
ducidos los hechos expuestos bajo los números primero al sép- 
timo en el escrito de demanda; 

Segundo : que niega la cert^a dé los señalados con los nú- 
meros segando, tercero, cuarto, noveno, décimo y déoimoprime- 
ro de la contestación de la Sra. Doña Manuela Beraza de Ros, 
admitiendo con las salvedades que exprese, los marcados con 
los números quinto, sexto, séptimo y octavo; 

Tercero: que admite con las salvedades que también con<» 
signa la certeza de los puntos de hecho señalados con los nú- 
meros prímeiro, segundo, tercero, quinto y sexto del escrito de 
conteslación de los Sres. Venerio, debiendo hacer constar que 
ignora lo que hays^ de cierto en lo relatado bajo los números 
octavo y décimo, y niega los que llevan los números cuarto, 
séptimo y noveno, décimoprimero y décimosegundo ; 

Cuarto: que Doña Felipa Yaldés, en unión primeramente 
coa Doña Jacoba del propio apellido, entró en posesión del usu- 
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fructo de la casa calle de Villegas número sesenta y cuatro, 
desde que ocurrió el fallecimiento de D. Mauricio Irola en el 
año de mil ochocientos setenta y cinco y estuvo disfrutando de 
él conjuntamente con la referida Doña Jacoba, hasta el año de 
mil ochocientos setenta y ocho y después sola hasta el de mil 
ochocientos setenta y nueve, en que fué despojada de su dere- 
cho por consecuencia del remate de la Sra. Doña Francisca 
Yaldés Lazo de la Vega; habiendo también disfrutado hasta su 
fallecimiento del usufructo de la otra casa calle de la Lealtad 
número sesenta, que entró á poseer conjuntamente con la de 
Villegas número sesenta y cuatro y pagando las contribuciones 
y cargas de las tres fincas usufructuadas; 

Quinto: que la referida Doña Felipa Valdés, usufructua- 
ria de la expresada casa calle de Villegas número sesenta y 
cuatro, no fué citada para el juicio promovido por D. Guiller- 
mo Delane, acumulado después á la testamentaria de Irola, ha- 
biendo sido despojada del usufructo de que se encontraba en 
posesión sin oiría ni vencerla en el correspondiente juicio; 

Sexto : que en veinte y uno de Julio de mil ochocientos no- 
venta y seis falleció intestada la promovente de este juicio Doña 
Felipa -Valdés, recayendo su sucesión en sus legítimos hijos 
Doña Lutgarda y D. Ramón Herrera y Valdfe, declarados he- 
rederos abintestato de la misma por el señor Juez de Primera 
Instancia del Distrito de Belén, en auto de catorce de Diciem- 
bre del propio año de mil ochocientos noventa y seis, adqui- 
riendo en virtud de esa declaratoria, el derecho de seguir re- 
clamando los frutos del usufructo debidos á su causante; 

Séptimo: que D. Guillermo Delane, promovente del juicio 
ejecutivo en que se efectuó el remate de la casa de Villegas nú- 
mero sesenta y cuatro, y en que posteriormente se recibió también 
el de la casa calle de la Lealtad número sesenta y dos, sujeta 
del propio modo al usufructo de Doña Felipa Valdés; penetra- 
do de la nulidad de ese juicio para perjudicar á la referida 
usufructuaria, transigió con ella extrajudicialmente el pleito 
promovido en este Juzgado del Cerro, por ante D. Antonio Al- 
varez Insua, sobre nulidad del remate de la referida casa nú- 
mero sesenta y dos de la calle de la Lealtad, indemnizándole de 
los daños y perjuicios que le habían inferido, razón por la cual 
la mencionada Doña Felipa se apartó de aquel pleito y ha esti- 
mado innecesario dirigir también esta demanda contra el ejecu- 
tante Delane, que de antemano, no le había significado su asen- 
timiento á lo que en ella solicitaba ; 

Resultando: que conferido traslado para duplica á los de- 
mandados, lo contestó el Procurador D. Juan Martí, solicitan- 
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do que en definitiva se falle el pleito como tiene pedido en el 
escrito de contestación á la demanda, á cuyo fin reprodujo los 
fundamentos de hecho de la propia contestación, agregando que 
á Doña Felipa Valdés no se le hizo por nadie, ni dentro ni fue- 
ra de la testamentaría de D. Mauricio Irola, entrega de la casa 
legada para que la usufructuara; que en la testamentaría casi 
no se ha actuado más que para pagar deudas, que eran nume- 
rosas y existen por cubrir, y que dicha testamentaría no está 
terminada ; 

Resultando : que el Procurador D. Tomás J. Granados con- 
testó en duplica ratificándose en el allanamiento de su repre- 
sentada á la demanda, teniéndose por evacuado aquel trámite 
á perjuicio de Doña Manuela Beraza, por no haberlo hecho á 
su debido tiempo; 

Resultando: que practicada prueba propuesta por deman- 
dantes y demandados, excepción hecha de Doña Emilia Yaldés 
de Díaz, heredera instituida por el testador, la cual desde un 
principio se allanó á la demanda interpuesta, dictó sentencia 
el Juez de Primera Instancia del Cerro, declarando nula la ven- 
ta de la casa número sesenta y cuatro de la caUe de Villegas 
en esta Ciudad con otros pronunciamientos contra la sucesión 
demandada de Doña Francisca Valdés Lazo de la Vega; y que 
la Sala de lo Civil de la Audiencia de la Habana revocó ese 
fallo absolviendo á la sobredicha sucesión y condenando á Doña 
Emilia Valdés de Díaz, la heredera del testador, al pago de las 
rentas reclamadas en el pleito establecido, todo sin especial 
condenación de costas; 

Resultando: que el Procurador Mayorga, á nombre de la 
sucesión demandante, interpuso recurso de casación contra la 
referida sentencia, citando como infringidos: 

Primero: primera parte: la doctrina legal de que nadie 
puedS ifer privado de su derecho sin haber sido oído y vencido 
en juicio y la jurisprudencia concordante del Supremo, de diez 
y ocho de Marzo de mil ochocientos sesenta y dos, trece y vein- 
te de Octubre de mil ochocientos sesenta y cuatro, doce de No- 
viembre de mil ochocientos sesenta y seis, veinte y siete de Ju- 
nio de mil ochocientos sesenta y siete. Segunda parte: el prin- 
cipio jurídico de que es nulo lo ejecutado contra lo dispuesto 
en la ley, y la jurisprudencia concordante del Supremo, de diez 
de Diciembre de mil ochocientos sesenta y tres; 

Segundo: la doctrina derivada como supletoria de los ar- 
tículos ciento treinta y dos y ciento treinta y tres de la Ley 
Hipotecaria de la Península, de ocho de Febrero de mil ocho- 
cientos sesenta y uno y que constituye hoy el de los artículos 
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ciento veinte y nueve y ciento treinta y doe de la vigente en 
esta Isla; 

Tercero \ la doctrina legal derivada de la junsprudenda 
del Supremo de España de dos de Octubre de mil ochoekiitoe 
sesenta y seis, doce de Noviembre de mil oehoeientos sesenta j 
siete ; diez y ocho de Junio de mil ochocientos setenta, cinco <k 
Mayo de mil ochocientos setenta y dos y catorce de Noviembre 
de mil ochocientos setenta y eu&tro, conforme á la cual lo jua»- 
gado contra persona determinada no perjudica ni aprovecha ¿ 
otra distinta; 

Cuarto: la regla de derecho ^'qui oamonem damni dai 
domnnm dedirre videtur/' á la cual se ajusta la ley veinte y 
uno, título treinta y cuatro, Partida, séptima; las leyes tercera 
y diez y nueve, título quince, partida séptima^ y la jurispru- 
dencia concordante; la sentencia de veinte y cuatro de Abril 
de mil ochocientos sesenta y tres y veinte y tres de Febrero de 
mil ochocientos sesenta y seis, y la regla de derecho '^sdntí et 
permitenti non fit dolus", que sirve de precedente á la ley 
veinte y cinco, título treinta y cuatro, partida séptima; 

Q%into: la doctrina legal que sirvió de precedente al prin- 
cipio jurídico consignado en el artículo quinientos diez del Có- 
digo Civil vigente; 

Sexto: las leyes treinta y nueve y cuarenta, titulo veinte 
y nueve, partida tercera y la ley nueve, título veinte y tres, 
partida séptima; 

Séptimo: la doctrina legal de que extinguido un dereelu», 
cesan las acciones del que lo posea para ejercitarlo, por cuanto 
estimándose extinguido el derecho de usufructo, se hace respon- 
sable á la heredera de las rentas posteriores á la desposesión de 
la usufructuaria; 

BesyUando: que admitido el recurso por la Sala de lo Ci- 
vil, fué elevado á este Supremo, en donde, después de» Bfi^no- 
narse en tiempo y forma los recurrentes, y suscitada una cues- 
tión previa, fué ésta desestimada, y después de personado tam*- 
bien el representante legal de una de las no recurrentes, se se- 
ñaló, previos los trámites del caso, para la vista del recurso, la 
uni^ de la tarde del día diez y ocho del mes próximo pasado, 
aqto que tuvo efecto, informando, por los recurrentes, su abo- 
gado director; 

Visto, siendo Ponente el Magistrado Rafael Crujs Feroz, 

Considerando: que toda la cuestión debatida en este pleito 
se reduce á si por no haberse citado á la legataria de usufrueta 
Doña Felipa Valdés, para el juicio ejecutivo entablado por 
D. Quillermo Delane contra la heredera universal instituida par 
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p. Mauricio Irola, en testamento otorgado en mil ochocientos se- 
í^nta y cuatro, es nula la venta de la casa número sesenta y 
cuatro de la calle de Villegas en subasta pública judicial diri- 
gidí^ al cumplimiento de una obligación hipotecaria contraída 
por e\ propio testador algún tiempo después de otorgad.a dicha 
última voluntad en que consta el referido legado; 

Considerarlo-, que tratándose como se trata, de bienes hi- 
poteceos; sujetos á los preceptos de la antigua legislación, la 
dfomanda ejecutiva^ planteada con anterioridad al período de 
partición y adjudicación de la herencia de Irola se dirigió so- 
lamente contra la heredera universal instituida, representada 
ppjc su curador ad bona y a<H litem con cargo discernido, y al 
no regir aun en esa época la ley Hipotecaria en Cuba ni tener 
úquiera anotado su derecho de usufructo en el registro corres- 
poiidicnte dicha legataria, no tenía ésta, por no exigirlo las le- 
yes vigentes entonces, que ser citada para el mencionado ejecu- 
tivo, siendo bastante que lo fuera la persona que representaba 
loí9 derechos y. obligaciones del testador ; y claro es que al rema- 
tarse por Doña Francisca Valdós Lazo de la Vega los bienes 
hipotecados, entregar el precio de los mismos, después de certi- 
ficarse que sobre eUps no pesaban mas cargas que la de la hipo- 
teca perseguida y la de un censo de quinientos pesos : redactar- 
se ía escritura pública con todas las formalidades legales y dar- 
las posesión de la^ casa subastada, sin oposición, ni protesta al- 
guna, entró la rem^tadpra en el pleno goce y ejercicio de sus 
derechos dominicos, que quedaron del todo afianzados, no bien 
se impla;ntó en esta Isla la Ley Hipotecaría, con la ipscrípción 
máp tarde, en q1 Begistro de la Propiedad del inmueble subas- 
tado; por todo lo cual, dentro del derecho, no puede decirse 
que con tales actos legales se hayan dañado derechos de nadie; 

Considerando: respecto á las infracciones alegadas, que 
estableciendo el caso primero del articulo mil seiscientos noven- 
ta dfi la Ley de Enjuiciamiento Civil, que la casación es proce- 
dente euAudo el fallo contiene violación, interpretación errónea 
ó aplicación indebida de leyes ó doctrina legal, aplicables al ca- 
so del pleito, es criterio jurídico admitido que, para que una 
infracción de doctrina pueda estimarse, es necesario que el re- 
currente no se limite á enunciar como tal un principio cualquie- 
ra, sino que cite los reiterados fallos de la jurisprudencia en 
casos idénticos y no diversos del recurso interpuesto, y que pre- 
cise que dicha doctrina legal está admitida por la misma juris- 
prudencia ; 

Considerando: que no habiéndose llenado ese requisito en 
1^^ doctrinas que se invocan en los números primero, primera 
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parte, segundo, tercero, quinto y octavo de los alegados, no es 
procedente estimar los mismos, ya por referirse á casos diver- 
sos la jurisprudencia mencionada, la cual ninguna relación 
tiene con la cuestión debatida, ya por no citarse doctrina algu- 
na, ó, cuando se hace, no se precisa que esté admitida por la 
jurisprudencia; y menos procede tenerse en cuenta lo expuesto 
en la segunda parte del número primero, por contraerse lo en 
él citado á motivos para casación por quebrantamiento de for- 
ma, siendo de todo punto impertinente dicha cita para aplicar- 
se á resoluciones de fondo; á lo que se agrega, respecto á la 
infracción del número tercero, que no habiéndose discutido en 
este pleito los efectos que un fallo dado en otro ha de producir 
contra determinada persona, sino la nulidad ó la validez de una 
venta judicial, es también impertinente citar la doctrina legal 
de que **lo juzgado contra persona determinada no perjudica 
ni aprovecha ¿ otro"; 

Considerando: respecto al cuarto motivo, que además de 
invocarse dos reglas jurídicas y unas leyes que, en rigor, no son 
aplicables á una cuestión civil, como es la de que se trata, es 
cosa clara, por otra parte, que no habiéndose reclamado daño 
alguno en el pleito, ni reconociéndose en la sentencia, no ha 
podido ésta infringir leyes que no tienen relación alguna con el 
punto controvertido; 

Considerando: respecto al sexto y último motivo, que no 
pueden infringirse por una sentencia leyes que no existen en el 
Código de las Partidas; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos no haber 
lugar al recurso de casación interpuesto á nombre de la suce- 
sión de Doña Felipa Valdés, á la que condenamos en las costas. 

Así, por esta sentencia, que se comunicará á la Audiencia 
de la Habana, publicará en el periódico oficial del Qobiemo, é 
insertará oportunamente en la Colección á cargo de la Secre- 
taría de Justicia, á cuyo efecto se remitirán las necesarias co- 
pias, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. — ^Antonio (Gonzá- 
lez de Mendoza. — Pedro Gtonzález Llórente. — ^Rafael Cruz Pé- 
rez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. 
Betancourt. — Octavio Giberga. 



José de Almaoro, á nombre de Esperanza de Almagro, con- 
tra Diego Nüñez. 

Auto de 2 de Diciembre de 1899. 

Recurso de casación por quebrantamiento de forma interpuesio 
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por José Diego Núñez contra la secuencia de la Audiencia 
de la Habana, (No se expresa la fecha.) 

JUICIO DE HENOB CUANTÍA SOBRE REIVINDICACIÓN 
DE DOS SOLABES. 

Goando ninguna de las partes hnbiexe solicitado que se 
reciba el pleito á pmeba, no ha podido denegarse diligencia 
alguna de pmeba; y por lo tanto carece de fundamento el 
recurso. 

Resultando: que el Ldo. José de Almagro, como apodera- 
do de su hija la Sríta. Esperanza de Almagro y Elizaga. esta- 
bleció en el Juzgado de Primera Instancia de San Antonio de 
los Baños demanda de menor cuantía contra el Sr. Diego Nú- 
ñez, deduciendo acción reivindicadora respecto á dos solares y 
acción personal para indemnización de perjuicios; 

Resultando: que Núñez negó la demanda, se recibió el 
pleito á prueba, y, celebrada la comparecencia de las partes, se 
dictó sentencia declarando con lugar la demanda y condenando 
á Núñez á que dejase libre y expedito el dominio de los dos 
solares á favor de la actora, á que abonase á ésta por indemni- 
zación de perjuicios cuarenta y dos pesos, cuarenta centavos en 
oro, y al pago de las costas; 

Resultando: que de la referida sentencia apeló Núñez el 
cual se personó por sí mismo en la segunda instancia el dos de 
Junio del corriente año; que el cinco del mismo mes se proveyó 
por la Sala de lo Civil de la Audiencia de la Habana que cuan- 
do se recibieran los autos, se diese cuenta; 

Resultando: que recibidos los autos, se proveyó en veinte 
y cinco del propio Junio, teniéndose por parte á Núñez y man- 
dándose formar el apuntamiento; 

Resultando: que en diez del siguiente mes el representante 
de la Srita. Almagro manifestó que las citadas providencias de 
cinco y veinte y tres de Junio no se habían podido notificar á 
Núñez, porque éste no se hallaba presente; y pidió se librase 
carta-orden al Juez de Primera Instancia para que hiciese sa- 
ber á Núñez que debía concurrir cada tres días ¿ la Secretaría 
de la Sala para notificarse de las providencias, apercibido de 
que si dejaba transcurrir diez días sin comparecer, se le ten- 
dría por desistido de la apelación; que notificado Núñez y no 
habiendo comparecido dentro del término señalado, se pidió 
por la Srita. Almagro se llevase á efecto el apercibimiento, pe- 
ro la Sala por equidad concedió á Núñez cinco días más para 
que nombrara representante, habiéndosele notificado tambiéa 
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esa providencia; que en veinte y dos de Agosto se personó el 
Procurador Bernardo Cotoño á nombre de Núñez, y se le tuvo 
por parte en providencia de veinte y cuatro del propio mes, en 
la que además se mandó cumplir lo dispuesto en la de primero 
del mismo mes; 

Resultando: que en escrito fecha veinte y ocho del repeti- 
do Agosto manifestó el Procurador Cotoño que se le había no- 
tificado la providencia del día veinte y cuatro, pero no la del 
primero de Agosto, 6 séase la que dispuso que formado según, 
lo estaba el apuntamiento, pasasen los autos al Magistrado Po- 
nente; y que esa providencia, como la de veinte y tres de Ju- 
nio, no se había notificado, y pidió que se le notificasen, á lo 
que en veinte y ocho de Agosto decretó la Sala que se instm- 
yese en la Secretaría; 

Resultando: que solicitado por la Srita. Almagro se pasii- 
sen los autos al Ponente, dispuso la Sala 'en treinta y uno de 
Agosto que el Secretario certificara si había transcurrido el 
término dentro del cual podía promoverse prueba en este jui- 
cio, y certificado por el Secretario que había transcurrido ese 
término, se mandó que la actuación pasase al Ponente, y en 
diez y ocho de Septiembre se mandó que se llevasen los autos á 
la vista con citación de las partes, señalándose día para aquella ; 

Resultando: que el Procurador de Núñez interpuso en 
veinte del dicho Septiembre incidente de previo pronunciamien- 
to para que se declarase nulo lo actuado desde el día en que 
debió notificarse la providencia del veinte y tres de Junio, re- 
poniéndose el procedimiento al estado que en aquella fecha te- 
nía, á fin de que Núñez pudiera utilizar el derecho concedido 
en el artículo setecientos seis de la Ley de Enjuiciamiento Ci- 
vil; á lo cual se proveyó que no había lugar á admitir el inci- 
dente propuesto, por estar ya citadas las partes y señalado día 
para la vista, en cuyo estado no procedía promoción alguna; 

Resultando: que contra esa resolución se interpuso por el 
representante de Núñez recurso de súplica, que se declaró sin 
lugar por los fundamentos del auto suplicado; 

Resultando: que celebrada la vista, la Sala dictó sentencia 
confirmando la apelada; 

Resultando: que contra la resolución de segunda instancia 
interpuso el Procurador de Núñez recurso de casación por que- 
brantamiento de forma, manifestando que este cotiaistía en que 
ni i Núñez ni i su Procurador se habían notificado Isa provi- 
dencias de veinte y tres de Junio y primero de Agosto, y que 
fundaba el recurso en el caso quinto del artículo mil seiacientos 
noventa y uno de la Ley de Enjuiciamiento Civil, toda vez que 
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por no haber utilizado el derecho concedido en el artículo se- 
tecientos seis de la misma Ley, había Núñez venido indefenso; 

Resultando: que el Ministerio Fiscal impugna la admisión 
del recurso, porque **el precepto del caso quinto del artículo 
mil seiscientos noventa y uno de la Ley de Enjuiciamiento Ci- 
vil, que se invoca como fundamento del recurso, es incongruen- 
te con este; pues no puede invocar el recurrente ninguna de- 
negación de diligencia de prueba, porque no ha existido dicho 
trámite en la segunda instancia, en la cual se alega el quebran- 
tamiento"; 

Considerando: que transcurrido el término señalado en el 
artículo setecientos seis, sin que ninguna de las partes hubiese 
pedido el recibimiento á prueba, ni, por lo tanto, promovido en 
ese trámite, no ha podido denegarse diligencia alguna proba- 
toria, que es la falta á que se refiere el caso quinto del artículo 
mil seiscientos noventa y uno de la Ley de Enjuiciami^ito Ci- 
vil, que, en tal virtud, la disposición citada como fundamento 
del recurso no tiene congruencia con éste, que tiende á que ae 
reponga el procedimi^ito á un estado anterior al de prueba, y 
así queda incumplido el inciso tercero del artículo quinto de la 
Orden número noventa y dos del Gobierno Militar de la Isla, 
puesto que no se expresa el precepto legal que autorice el re- 
curso; 

Se declara mal admitido el de casación por quebranta- 
miento de forma interpuesto por el Sr. José Diego Núñez, sin 
especial condenación de costas; y comuniqúese á la Sala de lo 
Civil de la Audiencia de la Habana, con devolución de los au- 
tos, rollo y apuntamiento. 

Lo x^oveyeron y firman los Magistrados del margen, ante 
mí, de que certifico como Secretario por delegación. — ^Antonio 
González de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — Rafael Cruz 
Pérez. — José M. García Montes,. — Eudaldo Tamayo. — Ángel C. 
Betancourt. — Octavio Giberga. — ^Ante mí, P. D. Armando Riva. 



Juan Pol y Leal contra Bonifacio VaIíDÉs Alvariüo como 
administrador del intestado de juan c. nolaln. 

Sentencia núm. 7 (7 de Diciembre de 1899). 

Recurso de casación por quetrantamiento de forma interpuesto 
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por Juan Pol y Leal contra la sentencia dictada por la Au- 
diencia de la Habana en 12 de Septiembre de 1899. 

JUICIO DE MAYOR CUANTÍA EN COBBO DE PESOS. 

El recibimiento & prueba, en los Juicios de mayor cuan- 
tía, solo puede pedirse por medio de otrosí, en los escritos á% 
réplica y duplica; y aún cuando, la negativa & admitirla en 
otro tr&mite, quebrantara la forma del Juicio, que no la que- 
branta, no puede prosperar el recurso de casación, cuando no 
se reclamó en primera instancia contra esa supuesta falta. 

En la ciudad de la Habana, á ocho de Diciembre de mil 
ochocientos noventa y nueve en el recurso de casación por que- 
brantamiento de forma, pendiente ante este Supremo Tribu- 
nal, interpuesto por Esteban de la Tejera, Procurador en tur- 
no de Juan Pol y Leal, de oficio zapatero y vecino de esta ciu- 
dad en el juicio declarativo de mayor cuantía promovido por 
dicho Pol en el Juzgado de Primera Instancia del Distrito del 
Pilar contra Bonifacio Valdés Alvariño, Procurador del Juzga- 
do de Marianao y vecino de dicho pueblo, como administrador 
judicial del abintestato de Juan C. Nolaín en cobro de dos mil 
setecientos pesos en oro y continuado en apelación ante la Sala 
de lo Civil de la Audiencia de esta ciudad; 

Resultando: que en la sentencia dictada el doce de Sep- 
tiembre del año actual por la Sala de lo Civil esta aceptó todos 
los resultandos de la sentencia del Juez de Primera Instancia 
del Distrito del Pilar, entre los cuales se hallan los siguientes: 

'^Resultando: que el Procurador D. José Ramón Bivas por 
lo principal de su escrito de fojas diez y nueve á nombre y en 
representación de D. Juan Pol y Leal estableció la correspon- 
diente demanda declarativa de mayor cuantía contra el Admi- 
nistrador judicial del abintestato del subdito americano Mr. 
Juan Carlos Nolain en cobro de la cantidad de dos mil sete- 
cientos pesos en oro; la que descansó en los siguientes hechos: 

Que por el año de mil ochocientos setenta y ocho D. Juan 
Pol conoció á D. Juan Carlos Nolaín con quien estrechó á poco 
relaciones de amistad íntima; y habiendo ocurrido algún tiem- 
po después los sucesos de la Caja de Ahorros en donde tenia 
depositada toda su fortuna el expresado Nolaín, quedó este en 
situación dificilísima; por lo que se vio Pol en la necesidad de 
facilitarle en repetidos y considerables préstamos sin interés 
diversos cantidades de dinero unas veces, y algunas hasta za- 
patos, confiado en la sinceridad y honradez de Nolaín de que 
no dudó nunca, esperó le reintegrase su deuda según le prome- 
tía, tan pronto como recuperase su depósito del citado Banco, 
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llegando á deberle aquél con tal motivo más de tre mil pe- 
sos oro; 

Que arreglado el asunto de la Caja de Ahorros en lo refe- 
rente á Noldn, lo requirió Pol para que, como le tenía ofrecido, 
le otorgase escritura de hipoteca de cuatro casitas en el Cerro 
que aquel establecimienfo le dio en pago y Nolain le entregó la 
escritura 6 título de propiedad de ellas para ese fin, habiendo 
encargado ambos á D. Zacarías Brezmes, agenciase el otorga- 
miento de la escritura hipotecaria después de haber convenido 
en fijar el crédito en dos mil setecientos pesos; 

Que con ocasión del otorgamiento de esta escritura hubo 
de cometerse una falsedad y ello dio lugar á la formación de 
una causa criminal, que terminó con la declaración, entre otras, 
de que D. Juan Pol había obrado sin malicia y no era reo 
de aquel delito sino por imprudencia, fallo en que coinci- 
dieron el Juez de Primera Instancia y la Sala de lo Criminal 
de la Exma. Audiencia, sin que por consecuencia, en vez de la 
pena de cadena temporal que en otro caso le había correspon- 
dido, se le aplicase otra que un simple arresto; 

Que fueron base de la defensa de D. Juan Pol su absoluto 
desconocimiento de la falsedad cometida, por circunstancias 
que sería prolijo y no es del caso enumerar, y la verdad intrín- 
seca del contrato contenida en dicha escritura, toda vez que era 
cierta la deuda de dos mil setecientos pesos en oro que trataba 
de asegurarse con la hipoteca y cierta la obligación y el ánimo 
de D. Juan Carlos Nolain de constituir esa garantía; 

Que sobre tales bases versó la prueba propuesta por Pol 
y ejecutada en la causa á su instancia; 

Que el Juez de Primera Instancia del Distrito de la Cate- 
dral, que conoció de la causa, apreciando favorablemente dicha 
prueba, no sólo estimó á Pol en su virtud, reo únicamente de 
imprudencia temeraria y le condenó á la pena de arresto, sino 
que de una manera explícita y terminante declaró en el cuar- 
to Considerando de esa sentencia dictada en veinte y cuatro de 
Diciembre de mil ochocientos ochenta y ocho, que aparecía de 
la causa, que D. Juan C. Nolain le debía á D. Juan Pol la can- 
tidad constante de la escritura y que en el ánimo de Pol no ha- 
bía entrado la idea de perjudicar á tercero ; 

Que la Exma. Audiencia por su fallo de treinta y uno de 
Enero de mil ochocientos noventa y uno de acuerdo con el Mi- 
nisterio Fiscal, confirmó la sentencia del inferior á que se con- 
trae el hecho anterior, aceptando para ello sin modificaciones, 
los fundamentos de derecho y por lo mismo el cuarto que dejo 
referido ; 
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Que en diez de Septiembre de mil ochocientos noventa y 
cuatro intentó D. Juan Pol, sin efecto, el correspondiente acto 
de conciliación demandando al señor Cónsul de los Estados 
Unidos de Norte América D. Ramón O. Williams, como encar- 
gado con arreglo al tratado respectivo y a la vigente Ley de 
Extranjería de la custodia, conservación y administración de 
los bienes quedados al fallecimiento de D. Juan Carlos No- 
laín, muerto en esta capital en tres de Abril de mil ochocientos 
setenta y siete, y por tanto en calidad el Sr. Williams de re- 
presentante de la herencia yacente, para que le pagase la can- 
tidad expresada de dos mil setecientos pesos en oro ; 

Que el señor Cónsul excusó su asistencia al acto como se 
observa en la certificación que tengo acompañada, y manifestó 
que devolvería á este Juzgado los bienes de Noíaín, como lo 
efectuó más tarde; teniéndose en virtud de tal excusa, por in- 
tentado el acto sin efecto; 

Que posteriormente y deseoso su representado de excusar 
gastos al presente juicio, se acereó al administrador judicial 
del mismo y le reclamó el pago de los dos mil setecientos pesos, 
por lo que careciendo de fondos el Administrador y no creyén- 
dose por lo demás autorizado para hacer por si solo un pago 
de tal cuantía acudió al Juzgado en instancia que también sus- 
cribió Pol, exponiendo los antecedentes del asunto y pidiendo, 
puesto que no le es dable objetar cosa alguna al crédito que re- 
clama D. Juan Pol, que con audiencia del Ministerio Fracal y 
de acuerdo con lo preceptuado en los artículos mil veinte y 
nueve y mil treinta de la Ley de Enjuiciamiento Civil se sa- 
quen á pública subasta las cuatro casitas que constituyen el 
caudal de este juicio para pagar á dicho acreedor; 

Qtte el Juzgado por providencia de veinte y uno de Sep- 
tiembre de mil ochocientos noventa y cinco declaro sin lugar 
la pretensión del Administrador y pedida por este reposición 
después de haberse traído la copia oertiñcada de fojas sesenta 
y tres vuelta á la oehenta y dos de los lugares de la causa etí 
que constan los antecedentes que dejo expuestos, desestimó el 
recurso por auto de veinte y ocho de Diciembre último, funda- 
do en que si bien el artículo mil treinta de la Ley Procesal f Sr 
culta al Administrador del abintestato para proponer la venta 
de bienes pertenecientes al mismo para el pago de deudas, lógi- 
co es suponer que esta tiene que justificarse i>or medio de do* 
cumento público lo cual no sucede en este caso, y después de 
alegar las consideraciones de derecho referentes al caso, concla- 
yó suplicando al Juzgado, se sirviera tenerle por parte á nom- 
bre de D. Juan Pol y Leal en virtud del poder obrante ea 
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antOB, por eírtablecida la presente demanda, y disponer se sus- 
tanciara por los trámites del juicio declarativo de mayor cuan- 
tía, se confiera traslado de ella al Administrador judicial Don 
Antonio B. Quintana en representación del juicio abintestato 
de D. Juan C. Nolaín, á que pagase a D. Juan Pol y Leal la 
cantidad de dos mil setecientos pesos en oro, que era en deberle 
dicho Nolaín con más los intereses legales de la misma desde la 
interpelación judicial y al pago de las costas la que fué admiti- 
da por providencia de veinte y nueve de Abril del pasado año 
fojas cincuenta vuelta y mandada sustanciar con U referida 
representación del citado juicio abintestato confiriéndole al 
efecto traslado de aquella y que se le emplazara para que den- 
tro de nueve días improrrogables compareciera en estos autos 
personándose en forma, todo lo que se llevó á efecto á fojas 
cincuenta y una vuelta en cuatro de Mayo del año último, y en 
cumplimiento de lo dispuesto en providencia de fojas veinte y 
seis vuelta fué desglosada del juicio de abintestato de Nol^n y 
unida á estos autos la certificación de varias declaraciones y de 
la sentencia dictada en la causa seguida contra Pol y otros por 
falsedad que ocupa los folios del veinte y nueve al cuarenta y 
nueve inclusive; 

ResuZiando: que personado en estos autos fojas cincuenta 
y dos el Procurador D. José Urquijo á nombre de D. Bonifacio 
Valdés Alvariño en su carácter de Administrador judicial del 
abintestato de referencia fué tenido por parte por providencia 
de cuatro de Junio del año próximo pasado fojas sesenta vuelta 
y se le previno que dentro de veinte días contestara la deman- 
da, cuya contestación verificó por lo principal de su escrito de 
fojas sesenta y dos consignando como hechos los siguientes ; 

Que niega el primer hecho de la demanda asi como tam- 
bién el segundo en cuanto al particular de que D. Juan C. No- 
laín se hubiera nunca prestado á otorgar la escritura hipoteca- 
ria por loB dos mil setecientos pesos que se le reclamaban en 
este juicio; 

Que d tercer hecho de la demanda no lo negaba ni impor- 
taba poco al objeto de este juicio; 

Que el cuarto hecho de la demanda era incierto en cuanto 
por á se aseguraba hi certeza de la deuda reclamada; 

Que el sexto hecho de la demanda se referia á una ejecuto- 
ria y por tanto á lo que de ella aparezca hay que remitirse si 
bien niega fuera cierto que debiera D. Juan C. Nolaín á D. Juan 
Pol los dos mil setecientos pesos; 

Que en cuanto al hecho séptimo de la demanda reprodu- 
cía el que antecedía; 
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Que era cierto el hecho octavo de la demanda asi como tam- 
bién el noveno remitiéndose á lo actuado en los principales de 
este intestado y á lo que aparecía de la certificación del acto de 
conciliación y que aparece á fojas cuatro y cinco de este juicio ; 

Que el hecho décimo era cierto, si bien el Administrador 
judicial manifestó en su escrito de fojas cuarenta y ocho del 
abintestato del mes de Julio del noventa y cinco, sin expresar 
el día que D. Juan Pol no le presentó documento justificativo 
de su crédito; 

Que es cierto el hecho onceno de la demanda por lo que 
existe el precedente en este asunto, de que por este Juzgado 
no se estimó á pesar del fallo dictado en la causa criminal que 
D. Juan C. Nolaín le debiera á D. Juan Pol y Leal los dos mil 
setecientos pesos; 

Que D. Juan Pol no había presentado ningún documento 
que justifique ni las entregas particulares por concepto de prés- 
tamos, ni los pagos que hiciera por cuenta de D. Juan C. No- 
laín ni la liquidación total ni en ninguna forma la conformi- 
dad de un supuesto deudor; y exponiendo las consideraciones 
de Derecho que estimó aplicables al caso, concluyó suplicando 
se sirviera el Juzgado tenerle por evacuado el trámite de con- 
testación, por negada la demanda por falta de acción del deman- 
dante y en su día se fallara declarando sin lugar la demanda é 
imponiéndole las costas del juicio á D. Juan Pol y Leal por su 
temeridad y por el otrosí acompaña una copia simple del mismo 
disponiéndose por providencia fojas setenta y cuatro de tres de 
Julio del pasado año conferir traslado en réplica al actor por 
diez días con entrega de la copia simple presentada, cuyo tér- 
mino le fué prorrogado á cinco días más por el proveído de ca- 
torce del mismo mies por haberlo así solicitado por su escrito de 
la foja setenta y seis ; 

Res^ultando: que la representación del demandante por lo^ 
principal de su escrito de la setenta y ocho contestó el trámite 
de réplica consignando como hechos: 

Que reproducía los once que consignó en la demanda y 
añadiendo : 

Que cuanto sea pertinente de la certificación de lugares y 
especialmente que distintas personas entre ellas el Escribano 
D. Zacarías Brezmes, D. Juan Qonzález que oyera de labios de 
Nolaín, que era deudor de su representado en la cantidad de 
dos mil setecientos pesos oro y que había concertado con él, 
cuanto expresaba la escritura cuya falsedad se declaró ; 

Que por el Administrador judicial se expresa negar la de- 
manda por desconocer si es ó no cierto el adeudo reclamado. 
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expuso los fundamentos de Derecho que estimó procedentes y 
concluyó suplicando: se le tuviera por presentada en tiempo la 
presente réplica; y por fijados como aparecen en forma defini- 
tiva los hechos de este debate: y que en su oportunidad se dic- 
tara sentencia en la forma que solicitaba en su demanda y por 
el otrosí acompañó el reintegro necesario para el dejado de 
usar en los autos á su instancia, confiriéndosele á la represen- 
tación del abintestato antes mencionado; y por providencia de 
veinte y seis del próximo mes el trámite para duplica, también 
])or diez días, el que habiendo solicitado prórroga de dicho tér- 
mino le fué concedida por cinco días más en siete de Agosto 
último ; 

Resultando: que la representación del actor por su escrito 
de diez de Agosto último solicita que en su oportunidad se abra 
á prueba este juicio para probar los hechos manifestando que 
no lo interesó en su escrito de réplica por medio de otrosí por 
haberlo omitido el escribiente, todo lo que venia á subsanar en 
tiempo y forma, de cuya solicitud y por providencia de trece 
del corriente se mandó entregar la copia simple á la represen- 
tación del demandado; 

Resultando: que el Procurador D. José Urquijo á nombre 
del Administrador por lo principal de su escrito de fojas cien- 
to diez evacuó el trámite de duplica consignando como hechos 
los siguientes: 

Que reproduce los del escrito de contestación; 

Que niega todo lo adverso sostenido por la contraparte en 
su escrito de demanda y réplica y concluyó suplicando se sir- 
viera el Juzgado tenerle por evacuado el trámite de duplica y 
en definitiva fallara en la forma que solicitaba en su escrito 
de contestación ó sea declarando sin lugar la demanda con las 
costas á cargo del actor, y por el primer otrosí manifiesta que 
como el actor no ha pedido que se abra á prueba el presente 
pleito y como al demandante es á quien incumbe justificar su 
derecho no haciéndolo, se consideraban relevados de toda pro- 
banza y por el segundo otrosí acompañó la copia simple del 
mismo, el que se le tuvo por evacuado por providencia de fojas 
ciento diez y nueve mandándose entregar la copia de referen- 
cia al demandante; 

Resultando: que el expresado Procurador Urquijo por lo 
principal de su escrito fojas ciento diez y seis, manifestó que 
toda vez que el actor no interesó del Juzgado se abriera el jui- 
cio á prueba en su oportunidad desde luego estimaba que in- 
eumbiéndole á él, la justificación de su derecho se encontraban 
relevados de toda probanza á tenor de lo dispuesto en el parra- 
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fo segundo del artículo quinientos cuarenta j ocho de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil y que así lo manifestó oportunamente 
en el escrito de duplica, y que por consiguiente no cabía en ma- 
nera alguna que el Juzgado decretara favorablemente la impro- 
cedente solicitud de la parte actora, que infringe la disposición 
de la Ley Procesal que se contrae al recibimiento á prueba en 
esta clase de juicios, y traer los autos á la vista con citación 
de las partes para sentencia; 

Resultando: que por auto de quince de Noviembre último, 
fojas ciento diez y nueve, se tuvo por evacuado el trámite de 
duplica y se declaró no haber lugar á recibir el juicio á prueba ; 

Resultando: que hecho saber al actor, en persona, el auto 
anterior por haber cesado el Procurador que lo representaba 
con el fin de que constituyera nueva representación lo verificó 
á su nombre el Procurador D. José de Zayas Bazán por su es- 
crito de fojas ciento veinte y cinco y pidiendo por el Primer 
otrosí se cumpla lo dispuesto en el articulo quinientos cuaren- 
ta y ocho de la Ley de Enjuiciamiento Civil en cuanto manda 
se exprese por las partes si el pleito se falla sin necesidad de 
prueba ó recibiéndose esta; por el segundo otrosí promovió la 
pobreza; 

Resultando: que por providencia fecha dos del actual fo- 
jas treinta y tres se mandaron traer los autos á la vista eon ei- 
tación de las partes para dictar sentencia; 

Resultando: que el Juez de Primera Listancia del Distrito 
del Pilar dictó sentencia en catorce de Julio de mil ochocientoa 
noventa y ocho declarando sin lugar la demanda declarativa de 
mayor cuantía establecida por Juan Pol y Leal contra el Ad* 
ministrador del abintestato de Juan C. Nolaín y absolvió de 
ella al referido Administrador Bonifacio Valdés Alvariño con- 
denando en las costas de las mismas al actor; 

Resultando: que habiendo apelado el demandante de ese 
fallo se sustanció el recurso por la Sala de lo Civil de la An< 
diencia de esta ciudad y negado el trámite de instrucción del 
apuntamiento el apelante por medio del Procurador Esteban 
át la Tejera que le fué designado en tumo evaeuó la instrae- 
ción conferida y por otrosí de su escrito promovió incidente 
para reclamar la subsanación de la falta cometida en primera 
instancia según su manifestación consistente en no haber reci- 
bido á prueba el juicio á causa de que el Juez le denegó ese 
trámite tan sólo porque no lo solicitó al evacuar la réplica, k> 
que en su concepto constituye motivo de casación por quebran- 
tamiento de forma; fundando su promoción en el artículo oeho- 
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cientos cincuenta 7 ocho de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
vigente; 

Resultando: que la referida Sala de lo Civil declaró no 
haber lugar á admitir dicho incidente y celebrada la vista del 
recurso de apelación dictó sentencia en doce de Septiembre úl- 
timo confirmando la apelada con las costas de ambas instancias 
á cargo del actor; 

Resultando: que contra esa sentencia interpuso el deman- 
dante por medio de su procurador, recurso de casación por que- 
brantamiento de forma fundándose en la falta de recibimiento 
á prueba de este pleito tanto en primera como en segunda ins- 
tancia y en haber insistido ante el Juez de Primera Instancia 
para que se le admitiese y pedida á la Sala la subsanación de 
dicha falta mediante el incidente promovido en el otrosí de su 
escrito evacuando el trámite de instrucción del apuntamiento, 
respecto de cuyo incidente declaró el Tribunal sentenciador no 
haber lugar á admitirlo, y citando el recurrente como precepto 
legal que autoriza el recurso el número tercero del artículo mil 
seiscientos noventa y uno de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
citada; 

Resultando: que admitido dicho recurso por la Sala de lo 
Civil de la Audiencia de esta ciudad, se remitieron los autos á 
este Supremo Tribunal y previos los trámites correspondientes 
se celebró la vista en que informaron los abogados de ambas 
partes; 

Visto, Siendo Ponente el Magistrado Eudaldo Tamayo, 

Considerando: que según lo dispuesto en el párrafo segun- 
do del artículo qxdnientos cuarenta y ocho de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil, el recibimiento á prueba en los juicios declara- 
tivos de mayor cuantía se pedirá por las partes en los escritos 
de réplica y duplica, por medio de otrosí, fuera de cuyo trámi- 
te no autoriza la Ley á las partes personadas á formular seme- 
jante pretensión; 

Considerando: que tanto el Juez de Primera Instancia del 
Distrito del Pinar, como la Sala de lo Civil de la Audiencia de 
esta ciudad, al negar al recurrente el recibimiento á prueba fuera 
de la única oportunidad en que podría solicitarlo eon arreglo 
á la Ley de Enjuiciamiento Civil citada, lejos de quebrantar la 
forma del procedimiento, se han ajustado fielmente á ella ; 

Considerando: que aunque esa denegación quebrantara la 
forma proeesal, que no la quebranta, nunca podría convalecer 
el recurso interpuesto porque ri recurrente no reclamó en Pri- 
mera Instancia la subsanación de esa supuesta falta utilizando 
al efecto el recurso legal correspondiente ; 
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Fallamos: que debemos declarar y declaramos sin lagar el 
recurso de casación por quebrantamiento de forma interpuesto 
por Juan Pol y Leal, contra la sentencia dictada en doce de 
Septiembre último por la Sala de lo Civil de la Audiencia de 
la Habana, con las costas á cargo del recurrente; con devolu- 
ción del apuntamiento y autos originales comuniqúese la pre- 
sente por medio de certificación á la Audiencia de la Habana, 
y publíquese en la Gaceta y en la Colección legislativa ¿ cargo 
de la Secretaría de Justicia é Instrucción Pública, á cuyo efec- 
to líbrense las oportunas copias. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — Antonio González de Mendoza. — Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Juana Francisca García Barbin contra José M.» García 
Barbin. 

Auto de 9 de Diciembre de 1899. 

Recurso de casaciÓ7i por infracción de Ley interpuesto por José 
M.^ García Barbin contra la sentencia de ln Audiencia de 
la Habana de 4 de Octubre de 1899. 

AUMENTOS PROVISIONALES. 

No citándose en el escrito de interposición del recurso 
como fundamento párrafo algono del artículo 1,690 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, no se cumple con él número 3 del 
articulo 6 de la Orden sobre casación y se liace inadmisible 
él recurso. 

Resultando: que en incidente promovido en el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito del Cerro de esta Capital á con- 
secuencia de las diligencias de depósito de la Srita. Juana 
Francisca María Josefa Qarcia Barbin ésta reclamó de su pa- 
dre el Sr. José María García Barbin alimentos provisionales, 
y, sustanciado el incidente, la Sala de lo Civil de la Audiencia 
de la Habana dictó sentencia en cuatro de Octubre último, con- 
denando al demandado á pagar una pensión mensual adelantada 
de ochenticinco pesos oro á su mencionda hija y á que dentro 
de tercero día entregue á ésta la cama y ropas de su uso dia- 
rio, con las costas á cargo del demandado; 

Resultando: que contra esa sentencia interpuso el último 
recurso de casación por infracción de ley, alegando que se ha- 
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bía quebrantado el artículo ciento cuarentiseis del Código Civil ; 

Resultando: que el Fiscal de este Tribunal Supremo im- 
pugna la admisión del recurso, porque en el escrito de interpo- 
sición al omitirse la cita de alguno de los números del artículo 
mil seiscientos noventa de la Ley de Enjuiciamiento Civil, se 
dejó de cumplir el tercero de los requisitos del artículo quinto 
de la Orden número noventidos del Gobernador Militar de la 
Isla, y por ello el recurso carece de la tercera de las circunstan- 
cias que para la admisión del mismo establece el artículo sépti- 
mo de dicha Ley de casación; 

Resultando: que sustanciada la cuestión previa se celebró 
la vista el día nueve del corriente en la que informaron el re- 
presentante del IVIinisterio Fiscal y los de las otras dos partes; 

Considerando: que en el expresado escrito no se cita como 
fundamento párrafo alguno del artículo mil seiscientos noventa 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y así no se cumplió el ter- 
cer requisito de los señalados en el artículo quinto de la enun- 
ciada Orden número noventidos, requisito que en el escrito debe 
llenarse, como lo previene el párrafo tercero del artículo sépti- 
mo de la propia Orden; 

Se declara mal admitido el recurso de casación por in- 
fracción de ley interpuesto por el Sr. José M. García Barbin, 
sin especial condenación de costas; y comuniqúese á la Sala de 
lo Civil de la expresada Audiencia, con devolución del apun- 
tamiento. 

Lo proveyeron los Magistrados del margen y firman ante 
mí, de que certifico como Secretario por delegación. — Antonio 
González de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — Rafael Cruz 
Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — Ángel C. 
Betancoiirt. — Octavio Giberga. — Ante mí, Armando Riva. 



El tutor de los menores Lezama y Rodda contra Emillv G. 

PlANY Y LA sociedad DE TaPIA EgUILIOR Y C* 

Auto de 11 de Diciembre de 1899. 

Recurso de queja interpuesto por Emilia G, Piany contra el auto 
de la Audiencia de la Habana de 14 de Octubre de 1899. 

mOIDENTE SOBRE DESEMBARGO DE LAS RENTAS 
DEL INGENIO 'RESOLUCIÓN''. 

El auto ordenando un desembargo de rentas en nn inci- 
dente promovido en nn joiclo ejecutivo, no tiene el carácter 
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de sentencia definitiva» por gue ni pone término al juicio ai 
hace imposible su continoacién. 

Resultando: que la Sala de lo Civil de la Audiencia de la 
Habana, al resolver el incidente promovido por el tutor de los 
menores Lezama y Bodda sobre desembargo de rentas del inge- 
nio Resolución, dentro del período de ejecución de sentencia de 
los ejecutivos continuados por Doña Emilia Gumersinda Piany 
de Gutiérrez contra la sociedad de Tapia Eguillior y Compañía 
en liquidación, confirmó, por auto de catorce de Octubre próxi- 
mo pasado el dictado en cinco de Abril de este año por el Juez 
de Primera Instancia de Sagua la Grande, auto este último en 
que se ordenó por dicho Juez el desembargo de las rentas refe- 
ridas; 

Resultando: que contra esta resolución del auto apelado el 
Procurador Tejera en representación de la mencionada señora 
Piany de Gutiérrez, interpuso recurso de casación por quebran- 
tamiento de forma y por infracción de ley y de doctrina legal, 
fundado el primero en los casos primero y séptimo del artículo 
mil seiscientos noventa.de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y el 
segundo en los casos primero, segundo y tercero del mil seis- 
cientos noventa y uno de la propia Ley; y la Sala de lo Civil 
por auto de veinte y ocho del mismo mes de Octubre, declaró 
no haber lugar á admitir los recursos interpuestos contra dicho 
auto de catorce de Octubre por no ser este una sentencia defini- 
tiva, ni tener fuerza de tal, ni ser susceptible de tal recurso por 
no afectarse el curso del juicio, impidiendo que este Uegue ¿ 
su fin; 

Resultando: que manifestado oportunamente por la repre- 
sentación de la Sra. Piany de Gutiérrez su intención de recu- 
rrir en queja, estableció en tiempo y forma este recurso en es- 
crito de veinte de Noviembre próximo pasado, y, una vez cum- 
plidos los trámites del caso, se señaló la una de la tarde del día 
siete del corriente para la vista del recurso, teniendo esta lugar, 
informando el abogado de la parte recurrente; 

Considerando: que el recurso de casación sólo procede con- 
tra las sentencias de^itivBs ó contra las que tengan el concep- 
to de tales por recaer en incidentes ó artículos que terminen el 
juicio completo; 

Considerando: que tienen el concepto de definitivas, según 
el número primero del artículo mil seiscientos ochenta y ocho 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, las que recayendo sobre un 
incidente ó artículo pongan término al pleito, haciendo imposi- 
ble su continuación; y el auto de catorce de Octubre, por el 
eual la Salla de lo CivH de la Audiencia de la Habana confirmó 
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el dictado en cinco de Abril de este año por el Juez de Primera 
Instancia de Sagna la Grande, ordenándose por éste un desem- 
bargo de rentas en un incidente promovido á consecuencia de 
un juicio ejecutivo, si bien pone fin á la cuestión incidental de 
desembargo, no por ello termina el pleito principal, ni hace im- 
posible su continuación, por cuyo motivo no tiene dicho auto el 
carácter de sentencia definitiva; pudiendo reproducirse en el 
juicio correspondiente ; 

Considerando: respecto al artículo mil seiscientos noventa 
y tres invocado también por el recurrente, que al confirmarse 
por la Sala de lo Civil el auto ya mencionado del Juez de Sa- 
gna, no resolvió con ello punto sustancial alguno no controver- 
tido en el pleito, ni decidido en la sentencia, como tampoco pro- 
veyó en contradicción con lo ejecutoriado; 

Considerando: que, según el artículo veinte y cinco de la 
Orden de casación número noventa y dos, al desestimarse el re- 
curso de queja, se condenará siempre en costas al recurrente; 

Se declara sin lugar el recurso de queja interpuesto por 
la representación de la Sra. Piany de Gutiérrez, con las costas, 
y comuniqúese esta resolución, para lo que proceda, á la Sala 
de lo Civil de la Audiencia de la Habana. 

Lo proveyeron y firman los señores Magistrados del mar- 
gen ante mí de que certifico como Secretario por delegación. — 
Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — 
Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tama- 
yo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — Ante mí, Ar- 



mando Biva. 



Bamón Feijóo y Núñez contra Francisco Juara y Arrondo. 

Sentencia ntin. 7 (11 de Diciembre de 1899). 

Recurso de casación por infracción de Ley interpuesto por Ra- 
món Feijóo y Núñez contra la sentencia dictada por la Au- 
diencia de la Habana en 6 de Septiembre de 1899. 

JUICIO DECLAKATIVO DE BULTOS CUANTÍA 

SOBBE OTORGAMIENTO DE ESCRITURA DE CONTRATO 

DE ARRENDAMIENTO. 

Fnndándose nna sentencia en la apreciación de la prue- 
ba testifical, única practicada» no ha podido infringir los ar- 
tfcolos 1,215 7 1,244 del Código, qne se refteren á la prooe- 
delicia de tal prueba paia Justificar las obUgado 



288 JURISPRUDENCIA CIVIL. 



Declarándose en una sentencia que no se ha Justificado 
la existencia de nn contrato, no se infringen los anicolos 
1,254, 1,258 y 1,278 del Código Civil, que se refieren & las 
condiciones qne han de concnrrir para el perfeccionamiento 
de un contrato. 

No puede decirse que se ha infringido el articulo 1,248 
del Código Civil y su concordante 658 de la Ley Procesal, 
si no se indican concreta y señaladamente las reglas de la 
sana crítica á que la Sala haya faltado en la apreciación de 
la prueba; pues la Sentencia que se cita no determina esas 
reglas. 

Ko fundándose la sentencia en la inexistencia de docu- 
mento, sino en la apreciación de prueha testifical, y no de- 
mostrándose que se haya verificado con error de derecho, no 
se ha infringido el articulo 1,248 en los términos que se citan. 

No fundándose la prueba en presunciones, tampoco se in- 
fringe el articulo 1,249 como pretende el recurrente. 

En la ciudad de la Habana, á once de Diciembre de mil 
ochocientos noventa y nueve en el recurso de casación por in- 
fracción de ley y doctrina legal pendiente ante este Supremo 
Tribunal, interpuesto por el Procurador Luis P. Valdés, en re- 
presentación de Ramón Peijóo y Núñez, comerciante y vecino 
de esta capital, en el juicio declarativo de mayor cuantía sobre 
otorgamiento de escritura relativa á un contrato de arrenda- 
miento promovido por el Procurador Manuel López Vizoso. á 
nombre de aquel, en el Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
trito del Cerro contra Francisco Juara y Arrondo, propietario, 
domiciliado también en esta capital y continuado en apelación 
ante la Sala de lo Civil de la Audiencia de esta ciudad; 

Resultando: que en la sentencia dictada en seis de Sep- 
tiembre último por la referida Sala de lo Civil, ésta aceptó to- 
dos los Resultandos contenidos en la sentencia del Juez de Pri- 
mera Instancia del Distrito del Cerro, entre los cuales se hallan 
los siguientes: 

"Resultando: **que por su escrito de diez y ocho de Junio 
del año próximo pasado D. Ramón Feijóo y Núñez estableció 
la presente demanda por acción personal contra D. Pranciaeo 
Juara y Arrondo para que le otorgue escritura de arrendamien- 
to de la casa calle de Luz número treinta y tres en el precio y 
condiciones explicados en los hechos de la demanda, que son los 
siguientes: 

Primero: que en el mes de Enero del año próximo pasado 
tomó en alquiler al demandado la referida casa en precio de se- 
senta y seis pesos sesenta centavos, pagaderos mensualmente en 
esta forma, doce centenes y tres en plata amonedada, y así se 
los ha satisfecho; 

Segundo: que con posterioridad, teniendo que hacer repa- 
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raciones en la casa por hallarse en mal estado, convinieron am- 
bos que se hicieran dichas reparaciones, que ya en parte estaban 
hechas y aún se estaban haciendo, á condición de que en vez de 
fier el contrato por meses, sería por seis años y que en lugar de 
ser el alquiler sesenta y seis pesos sesenta centavos, serían se- 
senta y tres pesos sesenta centavos, ó sean doce centenes; 

Tercero: que como consecuencia de los gastos de repara- 
ción que fueron comenzados en el mes de Abril, se obligó Juara 
á hacer el contrato de arrendamiento por seis años reduciéndo- 
lo á escritura pública y hoy se niega á cumplir la obligación 
contraída ; 

Cuarto: que convino Juara en no vender la casa en ese 
pNeriodo de tiempo y de llevar á efecto la venta por cualquiera 
circunstancia, a que el comprador respetase el contrato, con 
cuyo fin se tomaría razón en el Registro de la Propiedad ins- 
cribiéndolo en debida forma; 

Quinto: que al ver las mejoras que se han realizado en la 
casa se niega á cumplir el contrato; 

Sexto: que buena prueba de esto es la respuesta dada en 
el acto de conciliación cuya certificación acompaño. En dicho 
acto contestó solamente el demandado que negaba la demanda 
según aparece de dicha certificación; 

Resultando: que por su escrito de fojas treinta y nueve la 
representación del demandado contestó la demanda oponiendo 
la excepción perentoria de falta de acción y derecho y pidiendo 
que se declarase sin lugar con las costas á cargo del actor fun- 
dando su pretensión en los siguientes hechos: 

Primero: que en primero de Noviembre de mil ochocientos 
noventa y seis el actor tomó en arrendamiento la citada casa 
de su propiedad calle de Luz número treinta y tres, sin tiemx>o 
fijo y determinado, y por el precio mensual de sesenta y seis 
pesos sesenta centavos, pagaderos el día primero de cada mes 
vencido, en esta forma : sesenta y tres pesos sesenta centavos en 
oro, centenes, y tres pesos plata; 

Segundo: que el inquilino D. Ramón Peijóo presentó como 
fiador principal pagador de los alquileres convenidos á D. Pe- 
dro Concha, vecino de la calzada de Galiano número treinta 
y tres; 

Tercero: que es incierto el hecho primero de la demanda 
en cuanto en él se afirma que el inquilinato á que se refieren 
los hechos anteriores de esta contestación comenzó en el mes 
de Enero de mil ochocientos noventa y siete, pues fué en pri- 
mero de Noviembre de mil ochocientos noventa y seis; 

Cuarto: que D. Ramón Feijóo desde que estuvo en pose- 



290 JURISPRUDENCIA CIVIL. 



sión del arrendamiento de la casa Luz número treinta y tres la 
dedieó al subarriendo de sus habitaciones reservándose él una 
de ellas para vivir; 

Quinto: que á fines del mes de Mayo de dicho año de mil 
ochocientos noventa y siete, Feijóo tenía anunciado en alquiler 
la sala, comedor y un cuarto de dicha casa por medio de un 
cartel colocado en la puerta de la misma; ^ 

Sexto: que por consecuencia de la orden dictada por el 
señor Gobernador Civil de esta ciudad sobre el cierre de las 
casas de meretrices de la ca;lle de la Obrapía, Doña Josefa Ji- 
ménez y Castro, ama de la que estaba instalada en el número 
ciento nueve de la expresada calle de la Obrapía, se vio en la 
necesidad de buscar casa para trasladarse con sus pupilas; 

Séptimo: que pasando Doña Josefa Jiménez por la casa 
Luz número treinta y tres y observando el anuncio de inqulK- 
nato colocado en la puerta principal entró en ella para inquirir 
por el dueño de la misma, y como se le informó por una more- 
na que lo era D. Ramón Feijóo y que en esos momentos se en- 
contraba ausente, aquélla dejó recado á Feijóo para que fu€ra 
á verla a su casa; 

Octavo: que Feijóo concurrió á la cita y el día treinta de 
Mayo de mil ochocientos noventa y siete pactó el subarriendo 
de la referida casa Luz treinta y tres, por el precio mensual de 
ochenta y cinco pesos en oro, recibiendo además de mano de 
Doña Josefa Jiménez ochenta y cinco pesos en oro también co- 
mo regalía y ochenta y cinco pesos en oro como fondo ó ga- 
rantía ; 

Noveno : que la Jiménez por su propia conveniencia comen- 
zó la limpieza de la casa Luz número treinta y tres por medio 
de lechadas y pinturas, construyó un baño para sus pupilas y 
un inodoro y para los desagües de éstos, un caño interior con 
salida á la cloaca, cuyas reparaciones pagó de su propio pe- 
culio; 

Décimo: que Feijóo en la necesidad de dejar desocupada 
la referida casa para la Jiménez, alquiló el mismo día, treinta 
de Mayo, la casa Habana ciento cincuenta y nueve, nray cerca 
de la de Luz número treinta y tres, adonde se trasladaron al- 
gunos subarrendatarios de esta última casa y el mismo Feijóo» 
que ocupa desde entonces una habitación alta en la referida ca- 
sa Habana ciento cincuenta y nueve; 

Undécimo: que la casa número treinta y tres en la calle 
de Luz no necesitaba reparaciones de las llamadas por la Ley 
necesarias, puesto que precisamente en el mes de Enero de mil 
ochocientos noventa y seis se gastaron en ella por Juara cuatro- 
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eientos veinte y cuatro pesos en oro como se comprueba con los 
recibos acompañados con los números dos, tres y cuatro y licen- 
cia municipal que también acompaña can el número cinco; 

Décimosegundo : que el día seis de Junio de mil ochocien- 
tos noventa y siete, terminadas las reparaciones que ¿ la Jimé- 
nez le convino hacer en la casa calle de Luz número treinta y 
tres, se abrió al público como de meretrices con matricula ex- 
pedida á favor de Doña María Márquez Pereira; 

Decimotercero \ que es incierto el hecho segundo de la de- 
manda, porque Peijóo no ha hecho obras en la citada casa ni 
nada pactó con Juara respecto de ellas, ni convino con el mis- 
mo la celebración de nuevo contrato de arrendamiento por 
años; 

Decimocuarto: que es también incierto el hecho tercero de 
la demanda porque las reparaciones que se hicieron en la men- 
cionada casa lo fueron por la Jiménez de su propio peculio y 
por su conveniencia, y no comenzaron en el mes de Abril como 
se afirma en ese hecho tercero de la demanda, sino en treinta 
de Mayo hasta el seis de Junio de mil ochocientos noventa 
y siete; 

Decimoquinto: que son inciertos también los hechos cuarto 
y quinto de la demanda, porque Juara jamás se obligó á cele- 
brar contrato alguno de arrendamiento con Feijóo sobre la 
casa Luz número treinta y tres, por término de seis años, ni 
convino no enajenarla; 

Decimosexto: todos los hechos que se refieren á las repara- i 

ciones de la casa Luz número treinta y tres y al subarriendo de ¡ 

la misma para meretrices tuvieron lugar sin el consentimiento 
y sin conocimiento de Juara, y cuando las conoció por conse- 
cuencia de la citación y emplazamiento que se le hizo en veinte 
y ocho de Junio, se apresuró á levantar el acta de protesta 
que acompaña con el número seis otorgada ante el Notario D. Fe- 
derico Mora y Valdés, el día primero de Julio de mil ochocientos 
noventa y siete ; 

Decimoséptimo: el día veinte y siete de Julio de mil ocho- 
cientos noventa y siete, notificado Juara por el Exmo. Ayunta- 
miento de esta ciudad de la imposición de una multa por ha- 
ber ejecutado obras en la casa Luz número treinta y tres sin 
licencia ; cuya multa pagó según se justificara con los documen- 
tos que acompaña con los números siete, ocho, nueve y diez, y 
este hecho constituye una presunción de la ignorancia en que I 

se encontraba Juara de lo realizado por Feijóo sobre la casa 
Luz número treinta y tres, porque de lo contrario no habría 
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infringido las Ordenanzas Municipales cuyos requisitos llenó 
cuando realizó las obras á que se refieren los documentos nú- 
mero dos, tres, cuatro y cinco; 

Décimooctavo : que rotas las relaciones de cordialidad entre 
Feijóo y Juara, por consecuencia de todos los hechos anterior- 
mente relatados y por la interposición de esta injusta deman- 
da, el segundo apoyado en el único contrato vigente entre él y 
Feijóo, y que se mencionan en los hechos primero y segundo 
de esta contestación ha establecido demanda de desahucio de la 
casa Luz número treinta y tres en el Juzgado Municipal del 
Distrito de la Catedral, fundándola en el vencimiento del tér- 
mino del contrato de arrendamiento verbal celebrado por me- 
ses con Feijóo; 

Decimonoveno: que señalado el acto verbal para el día 
diez de Julio de mil ochocientos noventa y siete y no habiendo 
comparecido Feijóo, se le citó por segunda y última vez para 
el día trece de dicho mes, en cuya fecha compareció y recusó 
al señor Juez propietario D. Juan José Ariosa; 

Vigésimo: que pasando el conocimiento del juicio al Juez 
Municipal suplente D. Miguel A. Nogueras se señaló el día 
diez y seis del referido mes de Julio para la comparecencia en 
el incidente de recusación del Juez propietario, en cuyo día 
Feijóo presentó una certificación facultativa expedida por el 
Dr. D. Antonio Rodríguez Ecay, y en la cual manifestaba este 
facultativo que desde la madrugada de ese día venía padecien- 
do Feijóo un cólico hepático, no siéndole posible salir de su 
habitación ; 

Vigésim^primero : que á inst€Lncia de Juara se constituyó 
el Juzgado en la casa de Feijóo, Habana ciento cincuenta y 
nueve y no encontrándole en ella, á pesar de lo que expresaba 
la certificación facultativa, se celebró el acto verbal y se decla- 
ró sin lugar la recusación del señor Juez Municipal propietario 
del Distrito de la Catedral, condenando en costas al Sr. Feijóo 
y al pago de una multa de cien pesetas; 

Vigésimosegundo : que Feijóo apeló de la sentencia y se- 
ñalada la comparecencia en el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito de la Catedral, para el día seis de Agosto de mrl 
ochocientos noventa y siete, compareció el expresado Feijóo y 
recusó al señor Juez de Primera Instancia D. Guillermo Ber- 
nal, quien por auto del mismo día declaró no haber lugar á sus- 
tanciar la recusación propuesta y confirmó con las costas la 
sentencia apelada; 

Vigésimotercero : que devuelto el conocimiento del asunto 
al Sr. Juez Ariosa, se señaló para la comparecencia del juicio 
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de desahucio el día once de Agosto, en cuyo acto volvió á re- 
cusar á dicho Juez; 

Vigésimocuarto : que es temeraria la conducta del actor y 
por esta razón debe ser condenado al pago de las costas de 
este pleito; 

Resultando', que con el escrito de contestación se acompa- 
ñó con el número uno, una copia simple de una carta fechada 
en primero de Noviembre de mil ochocientos noventa y seis, 
dirigida por D. Pedro Concha á D. Francisco Juara en la que 
le decía que puede entregar la llave de la casa calle de Luz 
número treinta y tres a D. Bamón Feijóo y Núñez. de quien 
se constituye fiador principad pagador en el inquilinato de di- 
cha casa, mediante el alquiler mensual de doce centenes y tres 
pesos en plata á contar desde esta fecha pagaderos al venci- 
miento de cada mes, en el concepto de que si entregase la llave 
antes del día que cumple el mes, lo pagará por completo, tres 
recibos marcados con los números dos, tres y cuatro, fechados 
en veinte y uno y veinte y ocho de Diciembre de mil ochocien- 
tos noventa y cinco, y primero de Enero de mil ochocientos no- 
venta y seis, suscritos por D. Carlos M. Iduate á favor de D. 
Francisco Juara y Arrondo, por tres partidas ascendentes á 
cuatrocientos veinte y cuatro pesos en oro, en que fueron ajus- 
tadas las obras de albañilería, carpintería y pintura, hechas 
en esos días en la casa de su propiedad, calle de Luz número 
treinta y tres, una licencia marcada con el número cinco, ex- 
pedida en treinta de Diciembre de mil ochocientos noventa y 
cinco por la Alcaldía Municipal á favor de D. Pedro Iduate y 
Petit por varias obras en la casa Luz número treinta y tres, un 
acta notarial marcada con el número seis, otorgada ante el No- 
tario Dr. D. Federico Mora y Valdés en primero de Julio de mil 
ochocientos noventa y siete, de la que aparece que el actor Don 
Francisco Juara y Arrondo lo requiere para que haga saber á 
Feijóo que no son ciertos los hechos de esta demanda, que nun- 
ca le participó al dicente, cuál era su obligación con arreglo al 
articulo quinientos cincuenta y nueve del Código Civil, la ne- 
cesidad de obras y reparaciones en la casa Luz número treinta 
y tres; que si ha realizado obras ó mejoras en ella, ha sido sin 
su consentimiento y por tanto no tendrá jamás respecto de ellas 
otro derecho que los que les corresponden al usufructuario, se- 
gún el artículo mil quinientos setenta y tres del citado Código 
y cuyos derechos no son otros que los que otorga el artículo 
cuatrocientos ochenta y tres del mismo Código, de poder reti- 
rar dichas mejoras, si fuere posible hacerlo sin detrimento de 
los bienes y sin derecho á indemnización alguna; cuya notifica- 
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ción no se pudo hacer á Feijóo por no tener su domicilio en 
la casa Luz número treinta y tres, ni en la de Ancha del Norte 
número ciento veinte y siete. Y cuatro hojas de papel de pagos 
de multa municipales marcados con los números siete, ocho, 
nueve y diez, por valor de cuatro pesos pagados por D. Fran- 
cisco Juara y Arrondo en veinte y siete de Julio de mil ocho- 
cientos noventa y siete por infracción del artículo treinta y 
tres de las Ordenanzas Municipales; 

Resultando: que conferido traslado en réplica, lo evacuó 
el actor á fojas cuarenta y nueve pidiendo que se declarase sin 
lugar la exc^>ción perentoria de falta de acción alegada por 
el demandado y se resuelva en definitiva conforme á lo solicita- 
do en el escrito de demanda, fundando dicha réplica en los si- 
guientes hechos: 

Primero: reproduce los de la demanda modificando el pri- 
mero en sentido de que el contrato por meses de arrendamiento 
de la casa Luz treinta y tres dio principio en primero de No- 
viembre de mil ochocientos noventa y seis y no en primero de 
Enero de mil ochocientos noventa y siete, como equivocadamen- 
te se consignó; 

Segundo : que reconoce los hechos del primero al octavo de 
la contestación en cuanto se refieren al primitivo contrato de 
arrendamiento que ha sido novado, no siendo cierto que Feijóo 
haya percibido regalía por el subarriendo á Doña Josefa Ji- 
ménez ; 

Tercero: que las mejoras hechas en dicha casa, todas nece- 
sarias, las abonó Doña Joaefa Jiménez, inquilina de la misma, 
quedando á beneficio de Feijóo por haber sido condición del 
subarrendamiento, con lo cual estuvo conforme el Sr. Juara; 

Cuarto: niega los hechos noveno al decimosexto de la con- 
testación^ 

Quinto: que 08 incierto el hecho décimo séptimo de la mif- 
ma, pues Juara no sólo tuvo conocimiento de las oleras reali- 
eadas en la casa Luz treinta y tres, sino que se obligó á sacar 
por su cuenta la licencia del Ayuntamiento y no lo hizp en su 
oxM>rtunidad ; 

Sexto: que niega el hecho décimooctavo de la contestación, 
pues el aumento de alquileres que adquirieron las casas sitas 
en los barrios designados últimamente á la prostitución, fué sin 
duda lo que determinó á Juara elevar á escritura pública el 
contrato de arrendamiento por seis años en las condiciones fija- 
das en la demanda a partir del primero de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y seis y establecer contra Feijóo la deman- 
da de desahucio de la casa Luz treinta y tres por vencimiento 
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de un plazo que ya no regía para el g^endamiento de la 
misma; 

Séptimo: que los hechos decimonoveno al vigésimotercero, 
de ser ciertos, lo que demuestran es la mala fe de Juara, pre- 
tendiendo por los trámites sencillos de desahucio el eludir el 
cumplimiento del contrato convenido con Feijóo; y 

Octavo: que niega el último hecho de la contestación, por 
cuanto la temeridad existe, por parte del demandado; 

Resultando: que conferido traslado en duplica, lo evacuó 
el demandado pidiendo que, en definitiva, se falle el pleito co- 
mo lo tiene solicitado en el escrito de contestación, aduciendo 
los siguientes hechos: 

Primero: reproduce todos los del escrito de contestación, 
sin modificaciones de ningún género; 

Segundo: que d juicio de desahucio á que se refieren los 
hechos diez y ocho ai veinte y tres de la contestación fué de- 
clarado con lugar por el señor Juez Municipal de la Catedral, 
y la sentencia dictada ha sido confirmada por el de Primera 
Instancia del expresado Distrito, y por virtud de la cual se ha 
condenado á D. Ramón Feijóo y Núñez al desalojo de la casa 
Luz número treinta y tres; 

Tercero : que niega todos los hechos de la demanda con ex- 
cepción del primero, que es cierto, con la modificación de que 
el contrato de arrendamiento á que se tefiere comenzó en prime- 
ro de Noviembre de mil ochocientos noventa y seis, y no en pri- 
mero de Enero siguiente, como afirmaba el actor, y cuya modi- 
ficación ha aceptado en el primero de la réplica; y 

Cuarto: que niega todos los hechos de la réplica, en cuan- 
to se refieren al nuevo contrato de arrendamiento de la casa 
número treinta y tres de la calle de Luz y reparaciones nece- 
sarias de la misma; 

Resultando: que abierto el juicio á prueba por conformi- 
dad de las partes, fué declarada pertinente la propuesta por 
las mismas dentro del primer período, la cual se practicó den- 
tro del segundo; 

Resultando: que el actor propuso prueba testifical en cuya 
virtud declaran á fojas ciento tres y ciento seis los testigos 
D. Julián Viñas y Saint Just y D. José Brito Ravelo á tenor 
de las primeras cuatro preguntas del interrogatorio de fojas 
ciento uno, diciendo que no le comprendían las generales de 
la ley: que en primera decena de Mayo último de mil ocho- 
cientos noventa y siete hallándose los declarantes en el zaguán 
de la casa Luz treinta y tres, presenciaron una conversación 
-entre D. Francisco Juara y D. Ramón Feijóo en la que esto 
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expuso á Aquel lasr obras ó reparaciones que era necesario ha- 
cer en dicha casa para poder alquilarla en mejores condicionen 
agregando el testigo Viña que el Sr. Juara asentía en ello: que 
como consecuencia de dicha conversación, los expresados señores 
Juara y Feijóo convinieron en que éste realizara las repara- 
ciones necesarias comprometiéndose Juara ¿ otorgarle contrato- 
de arrendamiento por seis años y precio de sesenta y tres pesoa 
sesenta centavos oro mensuales: que realizado dicho convenio 
de arrendamiento, dijo Feijóo á Juara que el contrato había de 
extenderse en escritura pública, á lo que asintió Juara previ- 
niendo que había de ser con fiador y que si D. Pedro Concha,, 
que 'lo era en la actualidad, aceptaba serlo también en el con- 
trato ó escritura, lo vería con gusto; 

Besvltandoi que examinado seguidamente el testigo Viñas- 
al tenor de las preguntas que le resultan en el interrogatorio 
de fojas ciento veinte y tres, dijo, que se encontraba en la re- 
ferida casa en la primera decena de Mayo de mü ochocientos, 
noventa y siete con objeto de alqui'lar una habitación; que no^ 
es amigo íntimo de Feijóo y que éste le escribió una carta á los 
pocos días de sucedido lo relatado, con objeto de ver si recor- 
daba lo que se había hablado entre él y Juara y que ha venido 
á declarar á este juicio porque así se lo avisó Feijóo en el café- 
de Ambos Mundos; que la hora y él día que se encontró en la. 
casa Luz treinta y tres sería de once á doce y en la primera 
quincena del mes de Mayo ; que el declarante llegó dei^ués que 
Juara, y tanto éste como Feijóo y un señor de barba blanca se 
hallaban en el zaguán, cuando Uegó el declu*ante el último con- 
versaba con Feijóo sobre alquileres de cuartos, encontrándose 
todos de pie; que no recuerda que hubiese otras personas pre- 
sentes, y que el declarante llegó el último; que fijó tanto la 
atención en los detalles de la conversación entre Juara y Feijóo < 
porque en un círcuio tan pequeño no tiene nada de particular 
que suceda; que no conoce más que de aquel día á Juara, cuyo- 
nombre le oyó decir á Feijóo, y que cuando éste le escribió la 
carta le habló de Juara ; y por último que no puede precisar la 
fecha en que había de comenzar el contrato que celebraren Jua- 
ra y Feijóo; 

Resultando: que repreguntado Brito, al tenor de las mis- 
mas preguntas contestó: que se hallaba en la casa Luz treinta 
y tres en la primera decena del mes de Mayo, porque pasando 
por allá vio que se alquilaban cuartos, entró y vio á Feijóo; 
al poco rato entró Viñas y después Juara; que no es amigo- 
intimo de Feijóo, quien le escribió una carta á su casa, cuyas se- 
ñas le había preguntado para que viniese á declarar á este jui- 
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<5Ío; que se encontró en la casa Luz treinta y tres como al me- 
dio día sin poder precisar la fecha, en la primera quincena de 
Mayo; que Feijóo y el declarante llegaron antes que Juara; 
que el primero hablaba con el último, y de ahí vino el contrato, 
encontrándose todos de pie en el zaguán; que no había más 
personas que las indicadas y llegaron en el orden que queda 
explicado; que puso tanta atención á lo que hablaban Juara y 
Peijóo porque el declarante precisamente iba á tomar una ha- 
bitación y esperó, como más importante para Peijóo; el que 
conoció en aquel momento á Juara porque del particular de 
que se trataba pudo enterarse de que era el dueño de la casa 
y por último que no puede precisar la fecha en que había de 
comenzar el contrato entre Juara y Feijóo ; 

Resultando: que como parte de prueba dei actor declaró 
el testigo D. Pedro Concha á fojas ciento nueve, á tenor de la 
primera y la quinta preguntas del interrogatorio de fojas ciento 
uno, diciendo que no le comprenden las generales de la ley y 
que es cierto que á mediados del mes de Mayo de mil ochocien- 
tos noventa y siete recibió la visita de D. Francisco Juara y 
Arrondo, el que le preguntó si estaba dispuesto á garantizar 
como fiador á D. Ramón Feijóo en un contrato que tenía con- 
venido con el mismo para arrendamiento de la casa Luz treinta 
y tres por el término de seis años y alquiler de sesenta y tres 
pesos, sesenta centavos en oro; y contestando á las preguntas 
que le convienen del interrogatorio de fojas ciento veinte y tres 
presentado por el demandado, dijo, que es cierto que el que de- 
clara fué fiador de la casa Luz número treinta y tres, que tenía 
en alquiler Feijóo por meses y precio mensual de sesenta y tres 
-pesos, sesenta centavos en oro y tres pesos plata ; que en el pri- 
mer contrato salió fiador en carta por meses, y que posterior- 
mente lo visitó Juara para que le sirviera de fiador en un con- 
trato de arrendamiento y que contestó que tenía que ver al in- 
quilino y que quedaron solamente por meses; que el Sr. Juara 
lo visitó al medio día; que despuá de haberlo demandado no 
es amigo de Feijóo y por lo mismo no ha sido fiador; que no 
recuerda en qué lugar de la fonda que posee el que declara ha- 
bló con D. Francisco Juara ni si había otras personas presen- 
tes, ni quiénes eran éstas; que es cierto que Juara demandó al 
que declara en el Juzgado Municipal del distrito de Guadalupe 
para que le abonara como fiador de Feijóo el mes de alquiler de 
la casa Luz treinta y tres, vencido en primero de Octubre de 
mil ochocientos noventa y siete, cuyo mes de alquiler no había 
satisfecho Feijóo; que concurrió al citado juicio acompañado 
de Feijóo, quien habló en su nombre, y se allanó á la deman- 
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da, pagando la suma reclamada y pidiendo la devolución de la 
oarta de nansa por haber terminado su obligación por el desa- 
hucio que se le estableció á Feijóo; y que el declarante no tie- 
ne relaciones de intereses con Feijóo y por tanto todos los ser- 
vicios que le ha prestado siempre sirviéndole de fiador ha sido 
por pura amistad; 

Resultando', que como más prueba del actor declararon á 
fojas ciento diez y nueve y ciento veinte vuelta respectivamen- 
te los testigos D. Félix García Méndez, á tenor de la primera 
y la sexta preguntas del interrogatorio de fojas ciento una, dicien- 
do que no ie comprendían las generales de la Ley; y que es 
cierto que hallándose los declarantes almorzando en la fonda 
calzada de Galiano número treinta y tres á mediados de Mayo, 
oy6 preguntar á D. Pedro Concha si estaba dispuesto a garan- 
tizar como fiador á D. Ramón Feijóo en un contrato de arren- 
damiento de la casa Luz treinta y tres convenido por seis años 
y precio de sesenta y tres pesos, sesenta centavos oro mensua- 
les, si bien ei testigo Torres dice que no hablaron de pesos, sino 
de centenes, doce. Y repreguntado, al tenor de las preguntas 
que le conciernen en el interrogatorio del demandado contestó 
el testigo García que se fijó en la conversación sostenida entre 
Juara y D. Pedro Concha porque fué larga y le llamó la atención 
porque tiene una configuración a'lgo extraña : que esto fué en el 
mes de Mayo sin poder precisar el día pero que pasaba de las 
seis de la tarde, mejor dicho no sabía la hora, que estaban junto 
á la carpeta en la sala y le contestó que estaba dispuesto á ga- 
rantizar el contrato; que ha averiguado después por la con- 
versación que tuvieron que eíl que hablaba con el Sr. Concha 
se llamaba D. Francisco Juara y que lo conocería si se le pre- 
sentare, y supcme que Feijóo supo esto y lo citó para declarar 
y que es cierto que no puede precisar alguna otra cosa de lo 
que hablaron Juara y Concha, á excepción de las palabras 
''contrato de arrendamiento de la casa Luz número treinta y 
tres ]>or seis años y precio de sesenta y tres pesos sesenta cen- 
tavos oro mensuales". Y el testigo Torres contestando á las 
mismas preguntas dijo: que se fijó en la conversación sosteni- 
da entre Juara y Concha porque estaba almorzando frente á la 
carpeta, que sería hace cinco ó seis meses: que no recuerda el 
día, que la hora más de las diez y media, que sucedía la con- 
versación al lado de la carpeta en la Sala, que el Sr. Concha 
dijo á Juara que tenía que ver á Feijóo : que allí supo cómo se 
llamaba Juara, que lo conocía porque le vendía tabacos hace 
tiempo, que no sabe en la forma que se lo comunicaría pero 
que lo vio en el local en una mesa; y por último que es cierto 
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que no puede precisar alguna otra cosa de las que hablaron 
Juara y Concha i excepción de las palabras: ** contrato de 
arrendamiento de la casa Luz número treinta y tres por seis 
años y precio de sesenta y tres pesos sesenta centavos oro men- 
suales; 

Resultando: que el demandado promovió prueba testifical 
y documental, apareciendo de la primera que Doña Josefa Ji- 
ménez contestaiDdo á fojas ciento treinta y tres vuelta, al tenor 
de las preguntas que le conciernen en el interrogatorio de la 
ciento treinta y dos, dijo: que no le comprenden las generales 
de la ley y que es cierto que tuvo establecida una casa de 
prostitutas en la calle de Obrapia número ciento nueve hasta 
fines de Mayo del año último y hasta que por virtud de la or- 
den del señor Gobernador Civil de esta ciudad tuvieron que 
cerrarse las casas de la mencionada calle: que también lo es 
que buscando casa el veinte y cinco de dicho mes para traEtla- 
dar las prostitutas observó que la casa Luz treinta y tres tenía 
un papel á la puerta anunciando en alquiler la sala, comedor 
y un cuarto: que por consecuencia de dicho anuncio entró en 
ella para inquirir por el dueño de la misma contestándole una 
morena que lo era D. Ramón Feijóo que en esos momentos se 
encontraba fuera: que le dejó recado para que se viera con 
ella en Obrapia ciento nueve para tratar del alquiler de la ca- 
sa, á cuya cita concurrió Feijóo el día siguiente, cerrando el 
convenio sobre subarrendamiento de la casa Luz treinta y tres 
el día treinta del mismo mes de Mayo por el precio de ochenta 
y cinco pesos en oro mensuales, recibiendo Feijóo una suma 
igual como fondo ó garantía, y ochenta y cinco pesos más por 
la concesión del subarriendo: que Feijóo le pidió unos días 
para desocupar dicha casa de los distintos subarrendatarios que 
tenía en ella, alquilando entonces Feijóo la de Habana número 
ciento cincuenta y nueve, á donde se trasladaron algunos de 
aquéllos: que la declarante se ocupó de las lechadas y pinturas 
de la casa Luz treinta y tres abriéndola al servicio público el 
día seis de Junio y pagando aquétios de su peculio: que no 
viéndose garantida la declarante en el subarriendo de la casa, 
le manifestó á Feijóo, que quería ver al dueño, á lo que se negó 
siempre aquél, no dando nunca las señas de su domicilio, ni su 
nombre: que para el exclusivo beneficio de la casa de prostitu- 
tas que establecía en Luz treinta y tres, hizo un caño de desa- 
güe á la eloaca, un baño para las pupilas, un inodoro y el 
arreglo de la cocina, todo lo que pagó ella de su propio pecu- 
lio: que nunca dijo á Feijóo, ni convino con él, que esas obras 
habían de quedar á beneficio del mismo para que las cobrara al 
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dueño de la casa: que todo lo que se hacía en ella fué sin el 
consentimiento del dueño, con quien nunca habló la declarante, 
ni vio en >la casa mientras se hacían las obras, ni solo ni acom- 
pañado de Feijoo, y que en dicha casa existía un sumidero pa- 
ra las aguas sucias y llovedizas, y que al hacer un caño de 
desagüe á la cloaca, lo hizo para su mayor comodidad y para 
evitarse la limpieza que habría sido frecuente por consecuencia 
del uso diario que iba á hacer del baño que se propuso cons- 
truir para sus pupilas; 

Resultando: como más prueba del demandado, que á fojas 
ciento treinta y cuatro vuelta declaró el testigo D. Carlos M. 
Iduate, al tenor de las preguntas que le conciemen de dicho 
interrogatorio de fojas ciento treinta y dos, diciendo, que co- 
noce la casa Luz treinta y tres por haber realizado obras en 
ella en Enero de mil ochocientos noventa y seis las que la deja- 
ron en perfecto estado de ser habitada: que cobró de D. Fran- 
cisco Juara el valor de todas esas obras ascendentes a cuatro- 
cientos veinte y cuatro pesos en oro otorgando ios recibos que 
se acompañaron con la demanda con los números dos, tres y 
cuatro de lo que queda hecho mérito, cuyos recibos, puéstoles 
de manifiesto, los reconoció como suyos: que para realizar las 
obras á que se refieren esos recibos, solicitó del Exmo. Ayunta- 
miento la licencia que también se acompañó con la demanda 
con el número cinco de que también queda hecho mérito, la que 
puéstole de manifiesto, reconoció como legítima; y que las obras 
que realizó en dicha casa fueron coger todos los remiendos y 
desconchados, remendar los pisos, recorrer todas las puertas y 
engoznar algunas, poniendo nuevo el cielo raso de la sala y 
dar lechada al del comedor y zaguán, componer los cuartos del 
traspatio, dar dos manos de pintura á treinta y una puertas, 
dos persianas y catorce rejas, pintar al temple la fachada de la 
calle, componer el fogón, coger todas las goteras, poner los he- 
rrajes que faltasen y dar lechadas en .general; 

Resultando: que como más prueba del demandado declaró 
á fojas ciento treinta y cinco vuelta el testigo D. Felipe Soto- 
longo á tenor de las preguntas que le resultan en el repetido 
interrogatorio diciendo que en treinta de Mayo de mil ocho- 
cientos noventa y siete alquiló á D. Ramón Feijóo la casa Ha- 
bana número ciento cincuenta y nueve en siete centenes men- 
suales, la que tiene Feijóo dedicada á subarriendo de habita- 
ciones; y que éste, al alquilarla, expresó que necesitaba la lla- 
ve con urgencia, porque viviendo en Luz número treinta y tres, 
tenía que trasladar á la de Habana ciento cincuenta y nueve 
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los subarriendos de aquélla que había alquilado á unas prosti- 
tutas realizando un buen negocio; 

Resultando: que como más prueba del demandado aparece 
de la diligencia de fojas ciento treinta y siete vuelta, que el 
Escribano auxiliar L. Ortega se constituyó en siete de Diciem- 
bre último en la casa Luz treinta y tres, morada de Doña Jose- 
fa Jiménez, la que exhibió once recibos expedidos en distintas 
fedias de los meses de Junio y Julio de mil ochocientos noven- 
ta y siete, á favor de diferentes personas por valor de trescien- 
tos setentisiete pesos cuarenta y tres centavos oro y plftta por 
materiales y mano de obra, expresando que eran para la casa 
Luz número treinta y tres; 

Besvitando: que como más prueba del demandado, se ha 
traído á los autos fojas ciento cuarenta y cinco una certifica- 
ción del Secretario del Juzgado Municipal del Distrito de la 
Catedral de la que en sustancia aparece que en seis de Junio 
del año próximo pasado D. Francisco Juara y Arrondo esta- 
bleció demanda de desahucio á D. Ramón Feijóo y Núñez, para 
el desalojo de la casa número treinta y tres de la calle de Luz 
por haber cesado el arrendamiento: que en la comparecencia 
Feijóo recusó a;l Juez Ldo. Juan José Ariosa y Julia pasando 
el conocimiento al Juez Municipal Suplente, el que con fecha 
diez y seis de Julio se constituyó en la morada de Feijóo para 
celebrar el acto de comparecencia, por haberse presentado una 
certificación de estar enfermo dicho' demandado, y no encon- 
trándolo en ella, se declaró sin lugar la recusación condenando 
á Feijóo en las costas y cien pesetas de multa: que Feijóo ape- 
ló de esta resolución y se elevaron los autos al Juzgado de Pri- 
mera Listancia de dicho Distrito, cuyo Juez fué recusado tam- 
bién, y previos los trámites legales, declaró no haber lugar á 
sustanciar la recusación y confirmó el auto apelado imponién- 
dole 'las costas al demandado: que devueltos los autos al señor 
Juez recusado, Feijóo lo recusó de nuevo, cuyo recurso fué de- 
clarado sin lugar: que sustanciado el juicio de desahucio, se 
dictó sentencia dedarando con lugar la demanda, de la cual 
apeló Feijóo y previos los trámites legales, el señor Juez de 
Primera Instancia de la Catedral, con fecha quince de Septiem- 
bre del año próximo pasado, confirmó la sentencia apelada con 
las costas á cargo del apelante: que devueltos los autos al Juz- 
gado Municipal se presentó una instancia sucrita por el actor 
D. Francisco Juara y por la inquilina de la calle de Luz trein- 
ta y tres, en la que la última expresa que ha entregado la lla- 
ve de la casa al primero, dándose éste por recibido. T en la 
misma certificación aparece copiada una diligencia en la que 
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D. Pedro Concha y Blanco, en el referido juicio, reconoció co- 
mo cierta y como suya la firma de la carta original de fianza 
cuya copia se ha acompañado con el escrito de contestación de 
la presente demanda, con el número uno y obra á fojas veinte 
y cuatro de estos autos; 

Resultando: que como más prueba del actor se ha traído á 
estos autos á fojas ciento cin-cuenta y tres vuelto una certifica- 
ción del Secretario del Juzgado Municipal del Distrito de Gua- 
dalupe, de la que aparece que en trece de Julio del año pró- 
ximo pasado D. Ramón Feijóo y Núñez demandó á D. Miguel 
A. Nogueras en cobro de diez pesos sesenta centavos y en doce 
de Agosto se le tuvo por desistido á su instancia de la celebra- 
ción del juicio. Y también aparece que en veinte y «ete de Oc- 
tubre del mismo año D. Francisco Juara y Arrondo demandó 
á D. P<>dro Concha como fiador, principal pagador, de D. Ra- 
món Feijóo y Núñez por la suma de sesenta y tres pesos sesenta 
centavos en oro y tres pesos en plata importe de un mes de 
alquiler de la casa calle de Luz número treinta y tres, vencido 
el primero del referido mes"; 

Resultando: que el Juez de Primera Instancia del Distrito 
del Cerro dictó sentencia declarando con lugar la demanda; 

Resultando: que habiendo apelado el demandado de dicha 
resolución la Sala de lo Civil de la Audiencia de esta ciudad 
dititó sentencia en seis de Septiembre último, en la cual, acep- 
tando, como se ha dicho, todos los resultandos de la sentencia 
del Juez de Primera Instancia del Distrito del Cerro y apre- 
ciando la prueba testifical presentada por el actor, conforme al 
artículo seiscientos cincuenta y ocho de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil, que establece que los Jueces y Tribunales apre- 
ciarán la fuerza probatoria de las declaraciones de los testigos, 
conforme á las reglas de la sana crítica, consideró que, de 
acuerdo con ellas, eran de declararse ineficaces las declaraciones 
de loe testigos del demandante, quedando injustificada la exis- 
tencia del contrato que sirve de único fundamento á la deman- 
da, y, en su consecuencia, revocó la sentencia apelada en dos 
de Diciembre y declaró sin lugar la demanda, absolviendo de 
la misma a Francisco Juara y Arrondo sin especial condenación 
de costas; 

Resultando: que contra esta sentencia interpuso el procu- 
rador Luis P. Valdés. como representante del actor, por escrito 
de diez y ocho de Septiembre del año actual recurso de casa- 
ción por infracción de ley y de doctrina legal, autorizado por 
el número primero del artículo mil seiscientos ochenta y siete, 
número primero del mil seiscientos ochenta y nueve, números 
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primero y séptimo del mil seiscientos noventa de la Ley de En- 
juiciamiento, estimando infringidos: 

Primero: los artículos mil doscientos quince y mil doscien- 
tos cuarenta y cuatro en cuanto establecen que la prueba testi- 
fical es admisible como medio de comprobar las obligaciones 
cuando expresamente no prohiba la Ley su apreciación, y no 
existiendo un precepto terminante en el Código Civil que im- 
pida su admisión en este juicio, en el que, á mayor abunda- 
miento, fué aceptado aquel medio probatorio, es ineludible á la 
Sala sentenciadora apreciar las declaraciones de los testigos 
que depusieron en el juicio, para determinar, según sus decla- 
raciones, la existencia del contrato cuyo cumplimiento se re- 
clama robusteciendo estos fundamentos legales la doctrina con- 
signada en la sentencia del Supremo Tribunal Español, de diez 
y ocho de Enero de mil ochocientos setenta y dos y diez de 
Abril de mil ochocientos ochenta y dos, que también alegó co- 
mo infringidas y que establecen que: **la prueba testifical tiene 
una importancia decisiva en el juicio que se forme acerca de 
la justicia que pueda asistir en las reclamaciones hechas por 
las partes; debiendo considerarse testigos mayores de toda ex- 
cepción aquellos contra los que no se han justificado tachas"; 
doctrina esta última que encuentra eficaz apoyo en el artículo 
mil doscientos cuarenta y seis del Código Civil y mil doscientos 
cuarenta y siet€, por los que, al establecerse la inhabilidad de 
ciertos testigos, se reconoce la eficacia de los no excepcionados ; 

Segundo: los artículos mil doscientos cincuenta y cuatro 
y mil doscientos cincuenta y ocho, por los cuales hay contrato 
perfecto desde que hay consentimiento, cualquiera que sea la 
forma en que se haya ceflebrado, según lo indica el artículo mil 
doscientos setenta y ocho, también infringido, todos del Código 
Civil; ó cuando en el fallo recurrido no se estima la existencia 
de una obligación, aun cuando se ha justificado en autos la 
prestación del consentimiento, la materia del contrato y la cau- 
sa de la obligación contraída por el demandado; 

Tercero: el artículo mil doscientos setenta y nueve del Có- 
digo Civil, que establece que aun cuando la ley determine for- 
mas especiales para un contrato, los contratantes pueden com- 
pelerse recíprocamente á llenar aquella forma desde que hubie- 
se intervenido el consentimiento y demás requisitos necesarios 
para su validez, cuyo precepto autoriza virtualmente la com- 
probación de lo convenido por medios diversos de aquellos que 
naturalmente deban atestar la obligación y en tal sentido al no 
apreciar la Sala el medio eficaz que mi parte tiene para com- 
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probar la obligación del demandado y el derecho de aquélla 
para exigirle su formaUzación, infringe el articulo citado; 

Cuarto: el artículo mil doscientos cuarenta y ocho del Có- 
digo Civil y su concordante el seiscientos cincuenta y ocho de 
la Ley procesal, aplicados erróneamente por la sala al estimar 
** simples coincidencias de algunos testimonios la declaración di- 
recta de cinco testigos" que deponen sobre los mismos hechos y 
sus circunstancias; al crear y establecer un criterio libre para 
la estimación de las declaraciones y conceptuarlas meras coin- 
cidencias, cuando según la jurisprudencia y el artículo seis- 
cientos cincuenta y ocho, debe basar la Sala la apreciación de 
la prueba testifical en las reglas de la sana crítica, que, según 
la sentencia del Supremo español de treinta y uno de Mayo de 
mil ochocientos setenta y tres, no son otra cosa que una fun- 
ción del entendimiento, que analiza y sintetiza los hechos so- 
metidos al juicio del juzgador, conforme á las reglas inflexibles 
da la lógica; 

Resultando: que admitido el recurso y abierta la sustan- 
ciación del mismo en este Supremo Tribunal, el recurrente, en 
el trámite oportuno, adicionó los motivos de la casación con los 
siguientes : 

Quinto: se infringe el artículo mil doscientos cuarenta y 
ocho del Código Civil por el Tribunal sentenciador, al estimar- 
lo aplicable al presente caso, en el que se ha demandado el 
otorgamiento de la escritura pública, convenida á tenor de lo 
preceptuado en los artículos mil doscientos setenta y nueve y 
mil doscientos ochenta del Código Civil, por cuanto entiende el 
Tribunal que por el hecho de pactarse el arrendamiento por 
seis años, obras de importancia habían de realizarse en el in- 
mueble y el otorgamiento de una escritura pública del inqui- 
linato en que habían de consignarse aquellas estipulaciones, ese 
pacto ó convenio, á su vez, debió consignarse en escritura pú- 
blica ó en otro documento escrito, incurriendo, al propio tiem- 
po, en error de derecho al estimar, por tales motivos, que el 
consentimiento solo puede prestarse por escrito, cuando la Ley 
no exige ese requisito y admite el artículo mil doscientos quin- 
ce, como prueba de las obligaciones, la testifical, que, en el pre- 
sente caso, no conviene en simples coincidencias, sino de una ma- 
nera absoluta en todos los detalles del contrato celebrado entre 
el que representa y D. Francisco Juara ; 

Sexto: se infringe también el propio artículo mil doscien- 
tos cuarenta y ocho del Código Civil al estimar la Sala senten- 
ciadora como elemento de inverosimilitud que las manifesta- 
ciones de los testigos, la circunstancia de haberse enterado al- 
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gano de ellos en una fonda de la exigtencia del contrato, sin 
tener en cuenta el Tribunal que el fiador principal pagador de 
la obligación es el dueño de una fonda, que venía siendo fiador 
del inquilinato con anterioridad á la novación pactada por las 
partes contratantes, y que motivó la demanda por mi parte 
promovida, y consignándose por dicha Sala la conformidad de 
los testigos en todos los elementos del contrato, tiene que lEusep- 
tar ese medio probatorio, con arreglo al artículo mil doscientos 
cuarenta y ocho que invoca, que no excluye, sino que acepta, 
la prueba testifical como medio probatorio de los contratos; 

Séptimo: se aplica indebidamente el artículo mil doscientos 
cuarenta y nueve, por cuanto en él se contiene una disposicióa 
general, que no declara derecho especial á favor de ningún 
contratante, sino bajo las condicion^es que establecen los ar- 
tículos siguientes, de los que sería ap^licable en todo caso el mil 
doscientos cincuenta y tres por no tratarse de presunciones na^ 
cidas de la Ley no demostrándose en la sentencia, y mucho me- 
nos, en el cuarto Considerando, que el hecho de practicarse 
unas reparaciones en el mes de Noviembre de un año induzca 
la presunción racional de que ocho meses después no se necesi- 
ten otras diversas, olvidando el Tribunal sentenciador que por 
disposiciones gubernativas vigentes en la fecha en que se reali- 
zaron las segundas obras en la casa Luz número treinta y tres, 
no se podían practicar ciertas composiciones y obras de aseo é 
higiene, sino reparando las dependencias de la manera especial 
que prevenía la Alcaldía Municipal de la Ciudad, violando en 
último término el texto expreso del artículo mil quinientos se- 
tenta y tres del Código Civil, que concede al arrendatario el 
derecho á indemni2»rse de las mejoras útiles y voluntarias que 
realiza en la finca arrendada; 

Resultando: que el día primero de Diciembre corriente se 
celebró la vista con la sola asistencia del recurrente, que sostu- 
vo los motivos del recurso; 

Siendo Ponente el Magistrado Eudaldo Tamayo, 

Considerando: que fundada la sentencia recurrida en la 
apreciación que ha hecho la Sala de la prueba testifical, única 
practicada, no ha podido infringir los artículos mil doscientos 
quince y mil doscientos cuarenta y cuatro del Código Civil que 
determinan la procedencia de tal prueba para justificar la exis- 
tencia de las obligaciones , y por consiguiente carece de fun- 
damento el primer motivo del recurso; 

Considerando: que siendo facultad privativa de la Sala, 
apreciando la prueba practicada fijar los hechos probados; J 
declarándose en la sentencia que no se ha justificado la existen* 
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cia del contrato que se invoca como» base de la dematida, no aS' 
han infringido dos artículos mil doscientos cinciteinta- y cuatro/ 
mil doscientos cincuenta y ocho y mil do0(5Í6nto6 setenta y ooho 
del Código Civil, que determinan las condiciones qtte haü de' 
concurrir para el perfeccionamiento de vín contrato y que se- 
citan por el recurrente como segundo motivo de la casacito ; 

Considerando: que no es de estimáis el tercer motivo fun* 
dado en la infracción del articulo mil doscientos setenta y nue- 
ve, porque dicho precepto legal presupone la eristenóia de un' 
contrato ; y estimando la Sala que no existe el en que se dpojK 
el recurrente pera dar por infringido ese articulo, no ha co- 
metido la infracción alegada; 

Considerando: que tampoco cabe estimar el cuarto niotivo, 
porque el recurso de casación no puede fundaíse en la infrac- 
ción del artículo mil doscientos cuarenta y ocho del Código Ci- 
vil y su concordante seiscientos cincuenta y ocho de la liey' 
procesal, si no se indican concreta y señaladamente las réjglaa' 
de sana crítica á que la Sala haya faltado eñ la' api^eciación de la' 
prueba testifical, lo que no ha* hecho el recurrente; puesto que' 
no puede entenderse en ese sentido la cita de la sentencia del 
Tribunal Supremo de España, la cual no determina esas regtóa; 

Considerando: que no fundándose la sentencia en la inexis^ 
tencia dé documento, sino en la apreciación de la' prueba testi- 
fical hecha, según el criterio de la Sala, y' no demostrindoee* 
3iie se' haya verificado con error de derecho, no ha infringido; 
icho Tribunal el artículo mil doscientos cuarenta y ocho del 
Código Civil en* los conceptos citados en los iriotívos quinto y 
sexto del recurso; 

Considerando: que no fundándose la sentencia eii presun- 
ciones, sino que éstas se han hecho constar como elementos dé* 
juicio, refiriéndose á simple detalle de la cuestión en un Con- 
siderando contra el texto de los cuales no se dá recurso de ca- 
sación, no se ha infringido por la Sala sentenciadora el art{eah> 
mil doscientos cuarenta y nueve del Código Civil citado en el 
séptimo motivo de los alegados por el recurrente; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos sin lugar el' 
recurso de casación establecido por el Procurador Luis P. V»U 
dfe, como representante de Ramón Peí jóo y Núñei, al que cdti* 
denamos en las costas. 

Así, por esta sentencia, que se comunicará á la Audiencia' 
de la Habana, publicará en el periódico oficial del Gobierno é 
insertará oportunamente en la Colección á cargo de la Secre-^ 
taría* de Justicia, á cuyo efecto se remitirán las neoesairiae co* 
pias, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. — ^Antonio Gonxá^ 
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iec^ de Mendoza. — Pedro Qonaálee. Lloren^. — ^Baf ael Cruz Per- 
res. — José Mi García Montes^ — Budaldo Tamaño. — Ángel G. 
Betaxieosrt. — Oetavio Giberga. 



JtJAN W. ScaawiEF contra resolución* del Gobernador Mili- 
tar qUE NOMBRÓ EL PERSONAL DE LAS AUDIENCIAS. 

Sentencia: nnm. 1 (18 de Dicienibre de 18M). 

Recurso de casación por infracción de Ley y de doctrina legaly 
promovido por Juan W, Schwiep contra el auto dictado por 
lá Audiencia de la Habana en 1& dé Septiembre de 1899.. 

BOSOUBBO OONTEHCIOSO-ADIflNISTBATIVO.' 

Al no redamar el Tribunal en el primer dia. h&bll.ain 
guíente al de la presentación del escrito iniciando el procedi- 
miento contencioso, el expediente admixilstratiYO de la auto- 
ridad' correepondiente» ha- infringido los artSonloe'34» 35 y Sd 
de la Ley de lo contencioso; y al negarle curso al escrito, fun- 
dándose en no concurrir en la Orden del Oobieino Militar loe 
requisitos del articulo 4.o de la Ley de lo contencioso, infrin- 
ge los artículos 42, 46 y 50 de la misma. 

En la ciudad de la Habana, á trece de Diciembre de mil 
oefaoeientos noventa y nueve, en el reenrso contMicioeo-admi- 
nistrativo por infraeción de ley y doctrina legal promovido por- 
el Procurador Pereira, en reprea^itaeión d^ Lido. Juan W. 
Schwiep, vecino de Cienfuegos y abogado, contra la resolución 
del. Gobernador Militar de la Isla que nombró el persona* de 
las* Audiencias, en cuanto se reñere al nombramiento de Te- 
niente Fiscal de la Audiencia de Santa Clara, pendiente ante 
este Supremo Tribunal por virtud dd recurso de casación es- 
tablecido por el promovente contra el auto dictado en dieciocho 
dé Septiembre del corriente año por la Sala de lo Civil de la- 
Audiencia de la Habana; 

Resultando: que en la resolución recurrida se contienen los 
siguientes resultandos: 

Resultando primero: que en veinte y cinco de Agosto últi- 
mo D. Juan Venvincio Schwiep prescito escrito á. eeAs, Salací 
promoviendo demanda contenejoao^adminiatrativa: contra el De-^- 
creto del Golmrnador Militar de la leda de Cuba, fecha dos del 
citado mes de Agosto, rdativo al n o m br amiento del personal 
dO' las Audiencias^ en cuanto se refiere ai nombramiento de Te^ 
mente Fiscal de la Audieneia de Santa Clara hecho á favor 
d# D. Juan Gutiérrez Quiróe, con perjuicio del comparecientef 
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propietario de dicho cargo, por oposición y pidió que, como pa- 
so previo a la sustanciación de la demanda, se reclamase de la 
Secretaría de Justicia é Instrucción Pública, el expediente re- 
lativo á la provisión de cargos judiciales, hechos por el Decre- 
to interpelado y el expediente personal del recurrente; 

Resultando segundo: que respecto de dicho escrito, al que 
no se acompañó documento alguno, proveyó la Sala en veinte 
y seis de Agosto próximo pasado que no expresándose por Don 
Juan Venancio Schwiep la resolución administrativa que cause 
estado contra la que establecía el recurso contencioso-adminis- 
trativo, no había lugar á admitir él expresado recurso; 

Resultando tercero : que en treinta del propio mes de Agos- 
to se personó el Procurador Ambrosio L. Pereira en represen- 
tación de D. Juan Venancio Schwiep y habiéndose tenido por 
parte presentó escrito en cuatro del corriente mes interponiendo 
recurso de súplica contra lo resuelto por la Sala en veinte y 
seis de Agosto último, fundándolo en las alegaciones siguientes: 
que en el escrito de demanda había manifestado su poderdan- 
te que el recurso lo establecía contra el Decreto del Gobierno 
Militar de esta Isla fecha dos de Agosto de mil ochocientos no- 
venta y nueve, publicado en la Oaceta de la Habana de tres 
del propio mes: que dicha resolución ha causado estado, toda 
vez que en virtud de ella ha tomado posesión el Sr. Gutiérrez 
Quirós del cargo de Teniente Fiscal de la Audiencia de Santa 
Clara y ha sido privado de dicho destino el Ido. Schwiep con 
manifiesta infracción de las leyes vigentes: que á su poderdan- 
te no se le ha comunicado el cese de su destino creyendo que 
dicho cese debe figurar ya en el expediente relativo á la provi- 
sión de los cargos de la carrera judicial, ya en el expediente 
personal, en el que consta que desempeñaba el referido cargo 
de Teniente Fiscal al dictarse el Decreto objeto del recurso 
contencioso: que la Sala al dictar el proveído suplicando ha 
invadido el terreno de la representaición demandada correspon- 
diéndole tan solo examinar si el escrito en que se interpone el 
recurso está revestido de las formalidades que preceptúan las 
disposiciones vigentes; 

Resultando cuarto: que entregada la copia del mencionado 
escrito al señor Fiscal, y no habiendo éste representado nada 
sobre el particular, pasó la actuación al Magistrado Ponente; 

Resultando : que por escrito de veinte y tres del mismo me8 
de Septiembre la representación mencionada del Ldo. Schwiep 
interpuso recurso de casación por infracción de ley y de doc- 
trina legal contra el referido auto definitivo de diez y ocho de 
Septiembre (denegatorio de la admisión del recurso contencio- 
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BO-administrativo) autorizado por el párrafo cuarto del De- 
creto del Cuartel General áe la División de Cuba de veinte y 
nueve de Junio último, por los artículos ciento tres y ciento 
cuatro del Decreto del propio Gobierno Militar de veinte y seis 
de Junio de mil ochocientos noventa y nueve y por el artículo 
Kiil seiscientos noventa, número primero de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil; citando como infringidos: 

Primero: el artículo primero de la Ley de lo Contencioso- 
administrativo de trece de Septiembre de mil ochocientos ochen- 
y ocho, promulgada en Cuba por Decreto de veinte y tres de 
Noviembre del propio año; 

Segundo: los artículos treinta y cuatro, treinta y cinco, 
número tercero, y treinta y seis de la citada Ley ; 

Tercero: la doctrina legal consignada en el articulo ocho- 
cientos treinta y cuatro de la Ley Orgánica del Poder Judiciaíl 
de mil ochocientos setenta, fuente y origen de la Compilación 
Orgánica de las disposiciones de la Administración de Justicia 
de cinco de Enero de mil ochocientos noventa y uno; 

Cuarto: la doctrina legal consignada en las sentencias del 
Tribunal Supremo de Justicia de veinte y cinco de Febrero de 
mil ochocientos ochenta y cinco y cuatro de Junio de mil ocho- 
cientos noventa, según las cuales no pueden rechazarse de pla- 
no las demandas, sino cuando la ley lo ordena expresamente; 

Resultando: que por auto de veinte y siete de Septiembre 
próximo pasado dicha Sala de lo Civil admitió el recurso de 
casación interpuesto, emplazándose debidamente á las partes, y 
personada en tiempo y forma ante este Tribunal Supremo la 
representación del recurrente, amplió ésta en el período de ins- 
trucción los motivos alegados como fundamentos del presente 
recurso, considerando infringidos los artículos cuarenta y dos, 
cuarenta y seis y cincuenta de la Ley de lo Contencioso-ad- 
ministrativo de trece de Septiembre de mil ochocientos ochen- 
ta y ocho; y habiéndose declarado sin lugar una petición de 
documentos, se señaló para la vista del recurso la audiencia del 
día cinco de Diciembre corriente á la una de la tarde, celebrán- 
dose aquella, informando el propio Ldo. Schwiep é impugnando 
el recurso el Ministerio Fiscal; 

Visto, Siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez 
por indisposición dei Sr. González Llórente, 

Considerando: que á tenor del artículo treinta y seis de 
la Ley de lo Contencioso Administrativo de trece de Septiem- 
bre de mil ochocientos ochenta y ocho, luego que se presente el 
escrito iniciándose el procedimiento contencioso-administrativo, 
el Tribunal en el primer día hábil siguiente, debe reclamar de 
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ia Autoridad que oorresponcle el expediente fldminiatrativo, «7 
siendo un hecho qufe la Sala no cump^lió ese precepto expreso 
y terminante de la Ley, sino que rechazó la soüeitud previa del 
demandante, ha cometido por ello la infraceion que se le atri- 
buye en el se.gundo motivo del recurso, en lo que se contrae á 
■dicho artículo treinta y seis; 

Considerando: que al negarle la Sala el curso á la solici- 
tud del promovente, fundándose en no concurrir en la Orden 
del Gobierno Militar á que se contrae el recurrente los requisi- 
tos del artículo cuarto del Decreto Ley de lo Contencioso-admi- 
nistrativo, ha infringido los artículos cuarenta y dos, cuarenta 
y seis y cincuenta, por haber proveído de oficio sobre cuestio- 
nes que, segftn dichos preceptos, son materia de excepciones di- 
latorias que compete alegar á la parte ó partes demandadas, y 
que han de resolver en la oportunidad establecida en el .artícu- 
lo cincuenta; por todo lo cual y la rassón aducida en el anterior 
Considerando, procede, según el concepto de dichos preceptos, 
la casación del auto de diez y ocho de Septiembre referido ; 

Considerando : que al proceder la casación por los motivos 
expuestos, que son fundamentales, es innecesario el examisn de 
ios otros iilegados en el recurso ; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos haber lugar 
•al recurso de casación que por infracción de ley y de doctri- 
na legal ha interpuesto la representación del lido. Sohwiep con- 
tra el expresado antoje diez y ocho de Septiembre del cornen- 
te año, pronunciado por la Ssáa de lo Civil de la Audiencia 4e 
la Habana, el cual casamos y anulamos, sin especial condena- 
ción de costas; comuniqúese esta resdlución, con la que á con- 
tinuación se dicta, á la mencionada Sala para los efectos que 
procedan. 

Así, por esta sentencia, que se publicará en la Gaceta de la 
'Eabana y en ia Colección á cargo de la- Secretaría de Justicia, 
á cuyo efecto se darán las necesarias copias, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pe- 
dro González Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García 
Montes. — El Magistrado Eudaldo Tamayo.votó en Sala. — Anto- 
nio (González de Mendoza. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio 
Giberga. 

Publicación. Leída y publicada fué la anterior sentencia 
por el Magistrado Ponente Kafael Cruz Pérez, celebrando ^au- 
diencia pública el Tribunafl Supremo constituido en Sala de 
Justicia, lo que certifico como Secretario por delegación. — Ha- 
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baña, trece de Diciembre de mil ochocientos noventa y nueve. 
— ^Annando Biva. 

Noiai No se extiende en ei presente libro la resolución re- 
caída en el recurso objeto de la anterior sentencia de casación 
por haberse dictado en forma de providencia, constando >asi en 
sn rollo respectivo, lo certifico. — ^Armando Riva. 

Habana, catorce de Diciembre de mil ochocientos noventa 
y nueve. 

€asado y anulado el auto de la Sala de lo Civil de la Au- 
diencia de la Habana fecha diez y ocho de Septiembre, en el 
recurso contencioso-administrativo establecido por la represen- 
tación del Ldo. Juan Venancio Sehwiep, contra el Decreto del 
Gobernador Militar de la Isla de Cuba, fecha dos de Agosto, 
relativo al nombramiento dd personal de las .Audiencias, en 
cuanto se refiere al nombramiento de Teniente Fiscail de la Au- 
diencia de Santa Clara, hecho. á favor de D. Juan Gutiérrez 
jQuirós con perjuicio del compareciente, propietario de dicho 
cargo por oposición; se ha por presentado el escrito iniciando 
di(5ha,vía y reclámese por dicha Sala de lo Civil de la Audien- 
■cia de la Habíma á la Secretaría de Justicia é Instrucción Pú- 
blica el expediente relativo á }a provisión de cargos judiciales 
Jbi,eehos por el Decreto interpelado y al expediente personal del 
recurrente, dándose cumplimiento á lo demás que ordenan los 
ftrticulps treinta y seis y siguientes de la Ley de lo Contencio- 
so-radministrativo de trece de Septiembre de mil ochocientos 
<)chenta y x)cho. 



'EosA Y Alfredo Izquierdo contra Juana López Argandoña. 

Auto de 16 de Diciembre de 1899. 

üSecurso de queja inUrpuesto por Juana López contra el auto 
diciado por la Audiencia de la Habana en 10 de Noviembre 
de 1899, 

XKGIDENTE DiE INSOLVENCIA. 

lia sentencia gue niega el recuso de queja» Uene el con- 
cepto de definitiva, por qne imposibilita la prosecución del 
pleito y Tiene en realidad & terminarlo; sin que en todos los 
caaos pueda reprodncirse la pretensión de insolvencia, poes al 
que le fué negado el beneficio de pobresa por wmtencta ejecn- 
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toxla, para poder promover nuevo Juicio sollcitaiido dicha de- 
claratoria, ha de Justificar que las cansas qne motivan sn in- 
solvencia son posteriores & dicha sentencia, sin cuyo reqnlsi- 
to no se dará corso á la demanda. 

Resultando: que en los autos sobre pobreza de Juana Ló- 
pez Argandoña, pramovidos como incidente al juicio que le si- 
guen Rosa 7 Alfredo Izquierdo sobre cancelación de hipoteca 
7 cobro de cantidad, la Sala de lo Civil de la Audiencia de la 
Habana dictó en apelación, con fecha treintiuno de Octubre pa- 
sado, sentencia denegatoria del beneficio de defensa por pobre 
solicitado por la promovente López, quien estableció contra di- 
cha sentencia recurso de casación por infracción de le7 7 doc- 
trina legal, que la mencionada Sala denegó, en auto de diez de 
Noviembre último por estimarlo improcedente, en consideración 
á no ser definitiva la sentencia á los efectos del recurso de ca- 
sación, pues no produce los de cosa juzgada 7 en cuaílquier es- 
tado del pleito puede la parte reproducir la pretensión, no 
dándose dicho recurso en aquellos juicios como el presente en 
que después de terminados pueda promoverse otro con el mismo 
objeto; ¿ consecuencia de lo cual la parte recurrente, previos 
los trámites del caso, interpuso en forma contra el referido 
auto de Noviembre diez, recurso de queja, que se ha sustancia- 
do ante este Supremo Tribunal, celebrándose la vista pública 
en el día de a7er, sin asistencia de las partes; 

Considerando: que para fijar, con relación a»l número pri- 
mero del artículo mil seiscientos ochentisiete de la Le7 de En- 
juiciamiento Civil, el concepto correspondiente á la sentencia 
recaída en un incidente de defensa por pobre, debe distinguir- 
se entre la que concede 7 la que niega dicho beneficio, porque 
si bien respecto de ambos casos se declara en el artículo trein- 
titres de aquella Le7 que el fallo no produce los efectos de cosa 
juzgada 7 que en cualquier estado del pleito podrá la parte á 
quien convenga promover nuevo incidente para la revisión y 
revocación, siempre que asegure á satisfacción del Juez el pago 
de las costas á que habrá de condenársele si no prospera bu 
pretensión, también es cierto que en el segundo caso, para que 
pueda esta prosperar 7 hasta para que se dé curso á la nueva 
demanda, tendrá precisamente que fundarse en haber la parte 
venido á estado de pobreza por causas posteriores á la senten- 
cia que con anterioridad negó tal beneficio, conforme á lo dis- 
puesto en el artículo treinticuatro de la Le7 citada; lo cual ha- 
ce indudable que no es una sola é idéntica cuestión, sino en 
realidad dos diversas situaciones jurídicas, las que se debaten 
7 deciden en los respectivos Incidentes; por cu7a razón no cabe 
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en buena lógica considerar, ni la jurisprudencia ha considera- 
do nunca la resolución que niega el expresado beneficio com- 
prendida en el náin«ero tercero del artículo mil seiscientos no- 
venta y dos de la mencionada Ley de Enjuiciamiento, sólo 
aplicable á los juicios que después de terminados permiten 
nueva contienda y decisión sobre el mismo asunto que constitu- 
ye su materia; 

Considerando: que, por su propia índole y según lo con- 
signado en el fundamento que precede, la sentencia denegato- 
ria de la defensa por pobre decide finalmente el incidente en 
que recae, y al imponer, á quien por la ley deba gozar dicho 
beneficio, la obligación, que no puede cumplir, de sufragar los 
gastos necesarios para seguir el pleito, imposibilita de hecho la 
prosecución del último y viene en realidad á terminarlo; por 
virtud de lo cual, dicha sentencia, con arreglo al número pri- 
mero del artículo mil seiscientos ochenta y ocho de la repetida 
Ley de Enjuiciamiento Civil, tiene el concepto de definitiva 
para el efecto del recurso de casación; 

Se declara con lugar el recurso de queja interpuesto á 
nombre de Juana López Argandoña contra el auto denegatorio 
del de casación por infracción de ley y de doctrina legal que 
dictó en diez de Noviembre último la Sala de lo Civil de la 
Audiencia de la Habana, sin especial condenación de costas; 
comuniqúese, con certificación, á la Sala recurrida, para que 
practique lo dispuesto en el artículo octavo de la Orden núme- 
ro noventa y dos del Gobernador Militar de la Isla. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, ante 
mí de que certifico como Secretario por delegación. — ^Antonio 
González de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — José M. 
García Montes. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — ^An- 
te mí, Armando Riva. 



Antonio Cabrera contra el Registrador de la Propiedad de 
Occidente. 

Besolnción núm. 2 de 21 de Diciembre de 1899. 

Recurso gubernativo establecido por Antonio Cabrera contra el 
Registrador de la Propiedad de Occidente confirmando la 
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resolución del Presidennte de la Audiencia de 13 de Noviem- 
bre de 1899. 

NSOATIVA DE INSCRIPCIÓN 

DE^SNTSNCJA DISPUjeSTA.PQR MANDAgmUH^O 

JUDICIAL. 

Trat&ndose de defectos subsanables, para no Ueyar i 
cabo la inacripción de ima sentencia dispuesta por manda- 
miento judicial, procede tomar anotación preventiYa, consig- 
nando al pie de ono .de los mandamientos Ips motivos de la 
so^emlén. 

Visto éí recujrso .gubernativo de Antonio Cabrera contra 
. la. negatiya del Registrador de la propiedad, á tomar anotación 
..pai^ventiva de la sentencia pronunciada por el Juez de Primera 
instancia del Distrito de Guadali;ipe sobre otorgamiento de va- 
rias escrituras; 

Resultando : que esa negativa se fundó en haber observado 
el defecto de no describir los bienes objeto de la anotaci&i fal- 
. tando al requisito que se exige el artículo noveno de la Ley Hi- 
potecaría y la regla primera del artículo cuarto de la Instruc- 
ción sobré la manera de redactar los- documentos púUicos suje- 
tos á Registro, según expuso el Begistrador en oficio dirigido 
^al Juez devolviendo sin diligenciar los m«2)dwiientos y sin ha- 
• jber escrito en ellos jknotaqión alguna; 

Beauliando: que bebiendo interpuesto Antonio Cabrera re- 
curso gubeiTiativo. ^nte ei Presidente de }a Audiencia de la Ha- 
bana éste declaró : 

Primero : que debía realizarse la anotación por el Begistrar 
dor tomando al efecto los antecedentes necesarios de los asien- 
tos existentes en el Registro de la Propiedad ; 

Segundo: que el Registrador de la propiedad de Occiden- 
te debió poner al pie de los mandamientos nota expresiva de 
no considerar procedente la anotación de dicha sentencia de- 
volviendo uno de los dos ejemplares y conservando el otro en 
su poder; 

Tercero: El Registrador debía ajustarse en lo sucesivo á 
las prescripciones contenidas en la Ley Hipotecaria y su Re- 
glamento respecto á las anotaciones mencionadas, y 

Cuarto: Que no procede entregarle los expedientes para 
emitir los informes que se le pidan por la Presidencia sino que 
puede instruirse de ellos en la Secretaría de la Presidencia; 

Resultando: que el Registrador apeló de esta resolución 
del Presidente fecha trece de Noviembre de mil ochocientos no- 
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/vezUia y.jxntvey ea instanoia dirigida al ' Pcesideate del Tribu- 
nal Supremo le pide que revoque la anterior •reBolucj.on en tres 
-tie sus preceptos y que en lugar de ellos declare bien hecha la 
t'Cftláfieaeián, sin necesidad de poner en los mandamientos nota 
lalguna, sino que solo procede devolverlos al Juzgado con un 
oficio en que manifieste la ratón de no cumplirlos, y por últi- 
•1DO que debe entregársele el expediente para emitir el informe 
enaiMio se interpongan recursos contra su calificación, citando 
al efecto en apoyo de estas pretensiones, á más de los articu- 
los que invocó para fundar su negativa á cumplir el precepto 
jtfdioial, les veinte, cuarenta y dos, setenta y cuatro y setenta 
7 seis de ' la Ley -Hipotecaria los ciento diez y ocho y ciento 
•veinte y seis de su Reglamento y la doctrina contenida en las 
resoluciones del Begistro de la propÍ€HÍad fechas diez y nueve 
de Enero de mil ochocientos setenta y siete, diez y nueve de 
Marzo y cuatro de . Diciembre de mil ochocientos setenta y 
nueve, seis de Junio de mil ochocientos ochenta, tres de Marzo 
de mil ochocientos ochenta y uno, diez y nueve de Agosto de 
.mil ochocientos ochenta y seis y nueve de Noviembre de mil 
ochocientos ochenta y ocho así como la práctica establecida de 
entregar los expedientes á los Registradores, aun cuando no lo 
hubiera asi dispuesto precepto alguno de la Ley ni de su re- 
glamento ; 

Aceptando los fundamentos de hecho y de derecho de la 
resolución defl Presidente de la Audiencia excepto la afirmación 
del cuarto considerando relativa á que el Registrítdor debió 
buscar los datos sobre la descripción y linderos de la finca en 
la inscripción anterior que de la misma aparezca en el Begis- 
tro, ya porque reconociendo que esto pudo hacerlo no le está im- 
puesto como un deber y por otra parte y con motivo de la di- 
visión del Begistro de la propiedad de la Habana en. tres sec- 
ciones, es. posible y aun probable que las fincas en cuestión co- 
rrespondan á cualquiera de los otros dos Eegistros; 

CormderaTído : que en todas las resoluciones citadas por el 
Be^trador aparece que la nota negando ó suspendiendo la ins- 
cripción se estampó siempre en los mismos mandamientos, á lo 
eual no se opone el precepto, que puede cumplirse, de dirigir 
al Juez la comunicación cuando proceda ó sea en los casos de 
existir una providencia judicial; 

Considerandos que siendo los defectos subsanables, como el 
que resulta de no haber determinado los linderos de la finca, 
procede ext^ider anotación preventiva de suspensión de la sen- 
tencia conforme lo establecido para un caso idéntico en la reso- 
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lucían de diez y nueve de Marzo de mil ochocientos setenta y 
nueve, citada por el Registrador; 

Considerando: que la práctica que el último refiere, sobre 
la entrega de los expedientes, no puede ser obligatoria cuando 
no se funda en precepto alguno de la Ley ni es indispensable 
para dar el informe de su competencia; 

Se declara sin lugar el recurso establecido por el Regis- 
trador contra la mencionada resolución de trece de Noviembre 
último, que se confirma, y deberá insertarse á continuación co- 
mo parte de la presente, menos en su primer particular que 
impuso al Registrador el deber de realizar desde luego la ano- 
tación de la sentencia, tomando los datos al efecto necesarios 
de los asientos existentes en su propio Registro, y en lugar de 
esto se le previene que tome anotación preventiva de suspen- 
sión expresando en ella los defectos subsanables advertidos en 
la sentencia, en la nota que debió poner y pondrá en los man- 
damientos, y en la comunicación que dirija al Juez sobre el 
particular ; 

Comuniqúese lo resuelto, por medio de certificación y car- 
ta orden, al Presidente de la Audiencia de la Habana, y publí- 
quese en la Gaceta de la Habana. — ^Antonio González de Men- 
doza. — Ante mí, Federico García Ramis. 

Asimismo certifico que la resodución que por üa precedente 
se confirma dice así: 

En la Habana, á trece de Noviembre de mil ochocientos 
noventa y nueve, visto este expediente formado á consecuencia 
del recurso gubernativo establecido por D. Antonio Cabrera y 
Ballester, por haberse negado la anotación preventiva de una 
sentencia : 

Primero. Eesvltandoi que el referido D. Antonio Cabrera 
y Ballester ocurrió á esta Presidencia por medio del correspon- 
diente recurso fojas primera á tres, consignando que en el Juz- 
gado de Primera Instancia del Distriix) de Guadalui)e y Escri- 
banía de D. Santiago Ledo y García, había seguido juicio de- 
clarativo de mayor cuantía contra Doña Isabel Cabrera y Pé- 
rez, con el fin de obtener le otorgara una escritura de venta 
y cesión: que dicho juicio se encontraba en este Superior Tri- 
bunal á virtud de alzada establecida por el esposo de la preci- 
tada Cabrera y Pérez de G^ez, y que se le otorgara en ambos 
efectos: que en ese juicio se dictó sentencia ai veinte y cuatro 
de Abril del año que cursa, ia cual declaró con lugar la deman- 
da de Cabrera Ballester y condenó á la demandada á que le 
otorgara escritura de venta de las casas calle de Luz numero 
ocho y Cádiz número setenta y nueve, á la vez que cesión de 
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un crédito hipotecario ascendente á mil sesenta pesos que su- 
fría la casa número quinientos cuarenta y nueve de la calzada 
de Jesús del Monte y otro de mil trescientos pesos, también hi- 
potecario, que pesaba sobre las casas números catorce, diez y 
seis y diez y ocho de la calle del Pocito : que el juicio de que 
ya se ha hablado se si^ió durante la primera instancia, en 
rebeldía de la demandada : que por medio de su representación 
como tal demandante, en uso del derecho que le otorgaba el ar- 
tículo setecientos ochenta y seis de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, pidió que se expidiera mandamiento al Registrador de 
la Propiedad para la anotación preventiva de la sentencia, y 
así se dispuso, librándose mandamiento por duplicado, al que 
se acompañó una certificación en que se insertó la sentencia 
dictada y el documento privado, base de la demanda: que pre- 
sentado en ocho de Junio de este año ese mandamiento por du- 
plicado y certificación en el Registro de la Propiedad, el Re- 
gistrador muy entrado el mes de Julio, dirigió un oficio al Juz- 
gado, en el que le participó haber denegado la inscripción ó. 
séase anotación, por no describirse las fincas en el mandamien- 
to: que como interesado en que tuviese lugar la anotación del 
expuesto fallo, trató de satisfacer el deseo del 'Registrador, por 
ser esto más breve, que representar en la forma que al fin tuvo 
que hacerlo, pero que no pudo conseguir en este Tribunal Su- 
perior que se le expidiese certificado relativo á esa descripción 
de fincas, con vista de las escrituras existentes en los autos 
contra Cabrera y Pérez de Oómez, de que se trata, porque ele- 
vados habían sido estos autos, á virtud de apelación libre; 

Segundo, Resultando: que Cabrera y Ballester funda su 
recurso en el ya citado artículo setecientos ochenta y seis de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, que permite que dictada la 
sentencia se anote en el Registro de la Propiedad: en el inciso 
primero del artículo ciento veinte y seis del Reglamento para 
la ejecución de la Ley Hipotecaria, en cuanto preceptúa que ri 
el documento presentado para la anotación no contiene la des- 
cripción de la finca objeto de dicha anotación, se tome de la 
inscripción anterior relativa á esa finca ó derecho de que se 
trate; en el ciento nueve ese propio Reglamento, conforme 
al que tratándose de defecto subsanable, el Juez ó Tribunal que 
hubiese dispuesto la anotacdón, debe acordar lo que proceda pa- 
ra que desaparezca el obstáculo que impide extender el corres- 
pondiente asiento: en que ha debido expedírsele la certificación 
que estando elevados á este Superior Tribunal los autos en que 
se dictó la sentencia que debía ser anotada en el Registro de 
la Propiedad, pidiera de ciertos datos constantes en los mismos. 
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Xwira qu€ cesaran los mconvenientes puestos- por el Registrador. 
ái'la a'Qotaeión de la sentencia de que ha venido hablándose, por 
cuanto no se trataba de cumplir esa sentencia, sino sólo de 
anotarla en el Registro, cumpliendo el precepto de la Ley y al- 
canzando una garantía para do que pudiera resolverse, eonxo. 
la obtiene el que establece una demanda, y logra <que se ordene- 
su anotación en el Registro de la Propiedad; y finalmente, e& 
que no queriendo el Registrador anotar la sentencia, y el Tri- 
bunal Superior previno que expidiera la certificación ya men- 
cionada, con la que se proporcionaría á dicho Registrador el 
antecedente exigido por 61 para hacer la anotación de tal fa¿ 
Uo, era ilusorio el obtenido en el juicio declarativo de mayor* 
cuantía á que se ha hecho referencia, y letra muerta el artículo 
setecientos ochenta y seis de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 

Tercero. Resultando : que fundado en cuanto queda expues- 
to, acude á esta Presidencia Cabrera y BaRester, solicitando 
que se pida informe á la Sala de lo Civil de la Audiencia, en 
lugar de exigirlo del Juez del distrito de Guadalupe, toda vez 
que han sido ya elevados á la misma los autos á que se ha alu- 
dido: que también se pida al Registrador; y que se declare que 
procede inscribir el mandamiento librado, en cuyo concepto aA 
se^ ordenara á ese Registrador, que es el del Occidente de esta: 
ca{>itai ; 

Cuarto, Resultando: que de fojas cuatro & su vuelta, y de 
la cinco á su reverso, aparecen los xlos mandamientos librados 
al Registrador de la Propiedad por el Juez de primera instan- 
cia del Distrito de Ouadcdupe, para que con vista de los an« 
tecedentes insertos en la certificación que acompañaba á aqué- 
Uos, y eran la sentencia proferida en el pleito de Cabrera Ba- 
llester con la Cabrera y ^érez Gómez y documento base de 
la demanda, procediera á la anotacicifn preventiva del derecho 
que concedía á dicho Cabrera Batíester el artículo setecientos 
ochenta y seis de la Ley de Bnjuiciamiento Civil ad tenor de 
lo dispuesto en el artículo noventa y siete de la Ley Hipoteca^ 
ría; y que esos mandamientos fechados en veinte y nueve de 
Mayo del año que rige, previa su presentación el ocho de Junio 
siguiente, en el Registro de la Propiedad, para ser anotados en 
el Libro 'Diario, lo cual se efectuó, y presentados luego en la- 
Oficina Liquidadora de Derechos Fisc»Ehles, fueron declarados 
exentos del pago tales derechos en veinte y siete de ese mes de 
Junio del año corriente; 

Quinto, Resultando: que por la sentencia dictada en di. 
pleito de Cabrera BaUester con la Cabrera y Pérez de Gómez, 
se dedaró con lugar la demanda establecida por el {M'imerD, y 



JURISPRUDENCIA CITIL. 319 



se condenó á la segunda con las coertas del juicio, á sn cargo, 
á que dentro de tercero día se' otorgase á favor del demandante 
la escritura de compra-venta de las casas calle de Luz número 
ocho, en Arroyo «Apolo, y Cádiz número setenta y nueve, y la 
escritura de cesión ded crédito 'hipotecario de mil sesenta pesos- 
existente á- su favor en la casa calzada de Jesús del Monte nú- 
mero quinientos cuarenta y nueve, y otro crédito reconocido 
en las casas números catorce, diez y seis y diez y ocho de la 
calle del Pocito, importante mil tresei^itos pesos, d&ndose á 
dicha demandada por recibida de tres mil trescientos sesenta 
pesos en oro que le fueron entregados el día diez y ocho de 
Oétubre de mil ochocientos noventa y seis, como precio conve- 
nido de dichas transferencias; y apercibiéndola de que caso de 
no- otorgar esas escrituras, lo lutria el Juzgado a su costa ; 

Sexto, Beáultando: que el precitado D. Antonio Cabrera 
Bailester presentó 'á esta Presidencia con su escrito fojas doce, 
los dos mandamientos y certificación á que se ha aludido, como 
precedente para la resolución del recurso que interponía, indi- 
cando á la vez que el Registrador a quien se presentaron esos 
antecedentes, estimó que no eran base para anotación en el Re- 
gistro, si bien no consignó en esos mandami^itos la oportuna 
nota relativa al particular, como era de realizarse, limitándose 
á- hacer constar su negativa á la anotación en el oficio que di- 
rigió al Juez de primera instancia de Ouadalupe, cuyo oficio 
existía en poder de ese Juez y pidió el recurrente que se recla^ 
mase, conio asi lo dispuso esta Presidencia en catorce de Agos- 
to del corriente año, fojas doce vuelta, á la vez que por ese 
auto dio por establecido el recurso gubernativo interpuesto por 
dieho Cabrera; 

Séptimo. Resultando : que recibido el* mencionado oficio, fo- 
jas catorce, se dictó el provisto de diez y nueve del ya referi- 
do mes de Agosto, fojas catorce vuelta, que teniendo en cuenta 
lo preceptuado en el artículo ciento veinte y uno del Reglamen- 
to de la Ley Hipotecaria, dispuso se oyera al Juez de primera 
instancia de Guadalupe y al Registrador de la Propiedad de 
Occidente ; y que dicho Registrador en ese oficio que lleva la 
feeha de diez de Julio de este año, dirigido al expresado Juez, 
manifestó, aunque de un modo equivocado, pues que habló de 
aa^tación de demanda y no de sentencia que devolvía sin di- 
ligenciar el mandamiento librado, dice, para anotar la deman- 
da e^abiecida por D. Antonio Cabrera y Ballesteros en las ca- 
sas Luz número ocho, Cádiz número setenta y nueve, créditos 
hipotecarios que sufrían las casas calzada de Jesús del Monte 
número quinientos cuarenta y nueve y Pocito catorce, diez y 
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seis y diez y ocho de la pertenencia de Doña Isabel Cabrera 
y Pérez de Gómez, por observarse el defecto de no describirse 
en dicho mandamiento los bienes cuya anotación de demanda 
se interesaba, requisito exigido en el artículo noveno de la Ley 
Hipotecaria y regla primera del artículo cuarto de la Inatruc- 
ción sobre la manera de redactar los documentos públicos su- 
jetos á registro; 

Octavo, Resultando: que por disposición de esta Presiden- 
cia comunicó el Secretario de la misma en diez y seis de Agos- 
to último al Juez delegado para la inspección del Registro de 
la Propiedad de Occidente de esta capital, fojas diez y seis a 
su vuelta, haberse tenido por interpuesto el recurso gubernativo 
de D. Antonio Cabrera, contra ei Registrador de la Propiedad, 
por negarse á llevar á cabo la anotación preventiva de la sen- 
tencia dictada en los autos seguidos por el propio Cabrera con- 
tra Doña Isabel Cabrera sobre el otorgamiento de escritura de 
venta y cesión; y que esta comunicación hecha para conoci- 
miento del referido Juez delegado y del Registrador, lo fué 
también a los efectos del último párrafo del artículo sesenta y 
seis de la Ley Hipotecaria; 

Noveno. Resultando : que la providencia de diez y ocho de 
Agosto del corriente año, fojas diez y siete, dictada por el Juez 
delegado, ordenó que se cumpliera lo dispuesto por esta Presi- 
dencia, en cuyo concepto se puso en conocimiento del Registra- 
dor de la Propiedad ; y que éste, contestando, fojas diez y ocho, 
el oficio que le pasara el Delegado, manifestó ser imposible dar 
cumplimiento á lo prevenido en el último párrafo de dicho ar- 
tículo sesenta y seis, por estar ya cancelado el asiento de pre- 
sentación de los mandamientos en que se ordenaba la anotación 
porque transcurridos los treinta días que duraban los efectos 
de esos asientos, según el párrafo segundo del artículo diez y 
siete de la citada Ley, se efectuó la cancelación, cumpliendo 
el precepto del párrafo segundo del artículo doscientos setenta 
y cuatro del Reglamento para la ejecución de la referida Ley; 
y que ese oficio del Registrador se mandó elevar y se elevó en 
efecto á esta propia Presidencia, fojas diez y nueve y veinte; 

Décimo. Resultando: que no obstante haber manifestado d 
Juez delegado á esta Presidencia, en su oficio fecha veinte y 
tres del citado mes de Agosto, fojas veinte y una, que no podía 
informar al tenor de lo prevenido en el artículo ciento veinte y 
uno del Reglamento de la Ley Hipotecaria, por encontrarse los 
autos de Cabrera Ballester contra Doña Isabel Cabrera y Pé- 
rez de Gómez elevados á la Sala de lo Civil de la Audiencia de 
este Territorio, al fin evacuó ese informe en treinta y uno de 
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dicho mes de Agosto, fojas veintidós, manifestando lo que ya 
queda explicado, esto es, que en el juicio de Cabrera Ballester 
contra la Cabrera y Pérez de Gómez se había dictado sentencia 
condenando á ésta á que otorgara escritura de venta de dos ca- 
sas y cesión de dos créditos hipotecarios, habiendo solicitado el 
actor que se librara mandamiento al Registrador de la Propie- 
dad de Occidente, para la anotación preventiva de la sentencia, 
á cuyo efecto con ese mandamiento se acompañó certificación 
en que se insertó el documento base de la demanda, y el fallo 
de la misma, únicos particulares solicitados por el demandante 
Cabrera Ballester; y que al cabo se recibió en el Juzgado un 
oficio del propio Registrador, denegando la anotación preven- 
tiva, oficio elevado á esta Presidencia; 

Onceno. Resultando: que el Registrador de la Propiedad 
de Occidente en su comunicación al Secretario de la Presiden- 
cia, fojas veinte y cuatro, fecha primero de Septiembre último, 
contestando la que éste le dirigiera en treintiuno de Agosto de 
este año, cumpliendo órdenes de esta misma Presidencia, mani- 
fiesta que en veinte y uno de Agosto había remitido al Juez 
Delegado para la inspección del Registro, el oficio que trans- 
cribía, y el cual tuvo i)or objeto en primer término, poner en 
conocimiento de dicho Juez, dando respuesta á uno de éste, en 
que le comunicaba que la indicada Presidencia había tenido 
por interpuesto el recurso gubernativo de D. Antonio Cabrera, 
que se hacía imposible cumplir lo ordenado en el párrafo últi- 
mo del artículo sesenta y seis de la Ley Hipotecaria, en virtud 
de encontrarse ya cancelado el asiento de presen tació^i de los 
mandamientos en que se ordanaba la anotación de la sentencia 
proferida á favor de Cabrera en su pleito con Doña Isabel Ca- 
brera, toda la vez que transcurridos los treinta días que dura- 
ban los efectos de esos asientos, según el párrafo segundo del 
artículo diez y siete de la citada Ley, se había efectuado la can- 
celació^i, cumpliendo el precepto del doscientos setenta y cua- 
tro del Reglamento para la ejecución de dicha Ley, y en segun- 
do que para emitir el informe prevenido en el ciento veinte y 
uno del citado Reglamento, se hacía necesario que se le remi- 
tiese el expediente formado con el recurso gubernativo del tan- 
tas veces citado Cabrera; 

Doce. Resultando: que á la comunicación del Registrador 
mencionada en el anterior Resultando, recayó el Decreto de 
veinte y ocho de Septiembre de este año, fojas veinte y cinco 
vuelta, que ordenó se librase recordatorio al Registrador de la 
Propiedad de Occidente para que á la mayor brevedad remi- 
tiese el informe de su cargo cuya prevención hubo necesidad 
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de reiterar en doce de Octubre próximo pasado, fojas veinte j 
seis, y que mediante esto se elevó á esta Presidencia dicho in- 
forme, que lleva la fecha de once del citado mes, se registra de 
fojas veinte y siete al reverso de la veinte y nueve, y en el cual 
«e expresa que en ocho de Junio de este propio año presentó 
en el Registro D. Antonio Cabrera Ballester un mandamiento 
por duplicado expedido por el Juzgado de primera instancia 
de Guadalupe en veinte y nueve de Mayo anterior, librado en 
el juicio declarativo de mayor cuantía promovido por el citado 
Cabrera contra Doña Isabel Cabrera y Pérez de Gqmez sobre 
otorgamiento de varias escrituras, y que en ese mandamiento 
se disponía que se tomara anotación preventiva sobre las casas 
Luz número ocho en Arroyo Apolo y Cádiz setenta y nueve y 
sobre dos créditos hipotecarios, uno de mil sesenta pesos recono- 
cido en la casa calzada de Jesús del Monte número quinientos 
cuarenta y nueve, y el otro de mil trescientos pesos sobre las 
casas números catorce, diez y seis y diez y ocho de la calle del 
Pocito, cuyos mandamientos fueron devueltos al que los presentó 
para que acudiese á la Oficina Liquidadora del impuesto, á 
los efectos de los artículos doscientos cuarenta y cinco y dos- 
cientos cuarenta y seis de la Ley Hipotecaria, habiendo sido de 
nuevo presentados al Registro en primero de Julio último, veri- 
ficado lo cual y hecha la calificación del documento, fué suspen- 
dida la anotación en él ordenada, por observarse el defecto con- 
signado en la comunicación que en cumplimiento de lo precep- 
tuado por el artículo ciento diez y ocho del Reglamento para 
la ejecución de la Ley Hipotecaria, y devolviendo dichos man- 
damientos, dirigió al Juez de Guadalupe en diez de ese mes de 
Julio, comunicación que copia el Registrador en su informe, y 
á la que se refiere el séptimo Resultando, no obstante lo que, 
á ella se hace aquí referencia, consignando sus términos, redu- 
cidos á expresar el Registrador que devolvía el mandamiento li- 
brado para anotar la demanda establecida por D. Antonio Ca- 
brera y Ballester en las casas Luz número ocho, Cádiz número 
setenta y nueve, créditos hipotecarios que sufrían las casas Cal- 
zada de Jesús del Monte número quinientos cuarenta y nueve, 
y Pocito catorce, diez y seis y diez y ocho de la pertenencia de 
Doña Isabel Cabrera y Pérez de Gómez, por observarse el defec- 
to de no describirse en dicho mandamiento los bienes cuya ano- 
tación de demanda se interesaba, siendo éste el requisito exigido 
por el artículo noveno de la Ley Hipotecaria y regla primera del 
artículo cuarto de la Instrucción sobre la manera de redactar 
los documentos públicos sujetos á Registro; 

Decimotercero. Resultayido : que el Registrador en su infor- 
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me agrega por una parte, lo que ya había manifestado al Se- 
cretario de esta Presidencia en su oficio fojas veinte y cuatro 
y explica el undécimo Resultando; esto es, que habiendo trans- 
currido los treinta días que duran los efectos de los asientos 
de presentación, según el artículo diez y siete de la Ley, había 
procedido á su cancelación en la forma ordenada en el párrafo 
segundo defl artículo ochenta y uno del Reglamento, en el oficio 
citó el doscientos setenta y cuatro; y por la otra pide á esta 
Presidencia que en mérito de lo que exponía y confirmaba la 
resolución de nueve de Noviembre de mil ochocientos ochenta y 
ocho respecto de la que ninguna otra indicación se hace, si bien 
es una de las que forman la Colección de las dictadas por la 
Dirección de los Registros, y se refiere á linderos, confirme en 
todas sus partes la calificación que él hiciera en diez de Julio 
último, y por consiguiente declare sin lugar el recurso estable- 
cido por D. Antonio Cabrera y Ballester; 

Primero. Considerando: que el mandamiento que por du- 
plicado se libró al Registrador de la Propiedad del Occidente 
de esta capital, tuvo por objeto la anotación preventiva de la 
sentencia que en rebeldía de Doña Isabel Cabrera y Pérez de 
Gó^ez profirió el Juez de primera instancia del distrito de 
Guadalupe a favor de D. Antonio Cabrera y Ballester, y no la 
anotación de una demanda, como equivocadamente expresa di- 
cho Registrador; 

Segundo, Considerando: que al tenor del último párrafo 
del artículo setecientos ochenta y seis de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil, **en todo caso en que haya obtenido la sentencia 
en rebeldía de su contrario, podrá pedir la anotación preven- 
tiva de su derecho en el Registro de la Propiedad'*; de lo cual 
se deduce que esta solicitud puede formularse y ser otorgada 
no obstante la apelación que contra ese fallo esté en aptitud 
de establecer la parte contraria de la victoriosa; 

Tercero, Consideramdo : que en una sentencia no es nece- 
sario hacer, y no se hace, la descripción de las fincas á que 
la misma se contrae, bastando sólo consignarlas haciendo cons- 
tar, si son urbanas, su número y calle en que están situadas; y 
si son rústicas sus nombres, objeto á que están destinadas y 
lugar en que se encuentran situadas: que esta es la doctrina 
que se desprende del artículo noventa y siete del Reglamento 
para la ejecución de la Ley Hipotecaria, al tenor del que, toda 
anotación preventiva que no pueda hacerse sino por providen- 
cia judicial, se verificará en virtud de la presentación en el 
Registro de mandamiento del Juez ó Tribunal, en el que se in- 
sertará literalmente el particular de la providencia en que se 
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haya dictado, su fecha y el documento ó documentOB que hayan 
motivado dicha anotación; y que esto lo corrobora el otro ar- 
tículo ciento veinte y seis de dicho Reglamento, al consignar 
que las anotaciones preventivas contendrán según los casos, las 
circunstancias que el mismo expresa, pues con esto hace com- 
prender que en armonía con el objeto de la anotación, había de 
estar la que se realice, lo cual comprueban los diversos casos 
que detalla dicho artículo, entre ellos, el sexto, que se refiere 
entre otras cosas, á sentencia4s, á ejecutorias; 

Coarto, Considerando: que suponiendo y aun aceptando 
que en todos los casos en que se trate de anotaciones de senten- 
cias que se refieran á fincas, deba consignarse su descripción, 
ó por lo menos sus linderos y que esa propia descripción de- 
ba hacerse respecto de todo lo que se relacione con créditos que 
sea preciso ceder según la sentencia, puede asegurarse, vista la 
doctrina consignada en el citado artículo ciento veinte y seis 
del Reglamento aludido, que la descripción ó los linderos de la 
finca á que se contrae el fallo que ha de anotarse preventiva- 
mente, deben buscarse en la inscripción anterior que de la 
finca aparezca en el Registro de la Propiedad: que lo mi^no 
es preciso practicar con respecto á los créditos que conforme 
á esa sentencia hayan de cederse; y que en esta forma ha po- 
dido y debido proceder el Registrador de Occidente, si en su 
concepto esa descripción era absolutamente indispensable; 

Quinto. Considerando-, que en este orden hubiera podido 
el Registrador dentro de los treinta días que debía durar y 
duraba el asiento de presentación en el Diario, llevar á cabo 
la anotación preventiva de la sentencia de que se trata, sin cau- 
sar al recurrente Cabrera los perjuicios que pudiera ocasionarle 
que no se hiciese esa anotación en los momentos en que era po- 
sible verificarlo, pues que no tiene duda, vistos los términos 
del artículo diez y siete de la Ley Hipotecaria, que esa anota- 
ción preventiva si se hubiera realizado, habría impedido que 
se insc»ribiera 6 anotara algún otro título de igual ó anterior fe- 
cha y libertado al Registrador de toda responsabilidad en lo 
futuro ; 

Sexto, Considerando: que la circunstancia de haber trans- 
currido ese tírmino de treinta días y ser necesario cancelar co- 
mo se canceló el asiento de presentación hecho en el Diario 
resptH»to de la sentencia que debía anotarse preventivamente, 
particular á que se contrae el Registrador de Occidente en 
su informe á esta Presidencia, no sería motivo que impidiese 
la anotación pwreventiva de esa vsenteneia, porque en caso tal, re- 
suelto el recurso guberntitivo de Cabrera Ballester á favor de 
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éste, todo se reduciría á presentar otra vez el mandamiento 
por duplicado que se libró antes y los antecedentes que con él 
se acompañaron, á fin de que tuviese lugar un nuevo asiento 
en el Diario, y en seguida la anotación preventiva de la sen- 
tencia de que viene hablándose; 

Séptimo. Considerando: que el Registrador de la Propie- 
dad del Occidente de esta capital tenia la obligación de poner 
nota firmada por él, expresiva de la anotación ordenada por el 
Juez de Primera Instancia del Distrito de Guadalupe, q de la 
suspensión de la misma, al pie de uno de los ejemplares del 
mandamiento que se le librara al intento, por duplicado, y que 
debía devolver quedándose con el otro, en el que también estaba 
en el caso de poner la oportuna constancia; y que con esa obli- 
gación que impone á los Registradores la Ley Hipotecaria en sus 
artículos doscientos cuarenta y cuatro y doscientos cuarenta y 
nueve, y el Reglamento de la misma en los marcados con los 
números doscientos treinta y doscientos setenta y dos, no ha 
cumplido habiendo prescindido de ella hasta el extremo de de- 
volver ios dos ejemplares del mandamiento referido; 

Octavo. Considerando: que ni la Ley Hipotecaria, ni su 
Reglamento contienen precepto alguno mediante el que deban 
facilitarse los expedientes gubernativos á los Registradores pa- 
ra que informe á esta Presidencia respecto de los motivos en 
que hubiesen descansado para negar alguna inscripción ó can- 
celación; y que para ese informe pueden si no les bastan los 
datos del Registro que les sirvieran para su negativa, tomar en 
la Secretaría de esta propia Presidencia, examinando en ella 
esos expedientes las noticias que necesiten; 

Esta Presidencia acuerda declarar y declara: 

Pi^imero. Que procede y debe realizarse la anotación de la 
sentencia proferida por el- Juez de Primera Instancia del Dis- 
trito de Guaílalupe en el juicio declarativo de mayor cuantía 
promovido por D. Antonio Cabrera y Ballester contra Doña 
Isabel Cabrera y Pérez de Gómez con el fin de que le otorgara 
escritura de venta de unas casas y de cesión de determinados 
créditos hipotecarios tomando al efecto los asientos existentes 
en el Registro de la Propiedad relativos á las escrituras de 
adquisición de esas casas y créditos por la predicha Doña Isa- 
bel Cabrera y Pérez de Gó^ez, los antecedentes que sean ne- 
cesarios ; 

Segundo. Que el Registrador de la Propiedad de Occiden- 
te ha debido devolver uno de los ejemplares del mandamiento 
que por duplicado se le librara para la anotación de la senten- 
cia aludida, poniendo á su pie la correspondiente nota expre- 
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siva de no considerar procedente ia anotación de dicha s^iten- 
cia, y dejar en su poder el otro ejemplar, también con la opor- 
tuna constancia á su pie, de los motivos que le imj)edían llevar 
á cabo esa anotación; 

Tercero. Que en este concepto procede prevenir á dicho Re- 
gistrador, como en efecto se le previene, que en lo sucesivo se 
ajuste á las prescripciones contenidas en la Ley Hipotecaria y 
su Reglamento, respecto de las notas que deben ponerse al pie 
de los ejemplares de los mandamientos que por duplicado se 
le libren para anotaciones ó cancelaciones de asi^itos en el 
Registro a su cargo; y 

Cuarto. Que para emitir los informes que por esta misma 
Presidencia se le ordenen, no procede entregarle el expediente 
en que haya de informar, pues que si necesita algún dato de él, 
puede instruirse del mismo en la Secretaría de dicha Presi- 
dencia. 

Así lo proveyó, mandó y firma el señor Presidente, de que 
certifico. — ^Federico Martínez de Quintana. — ^P. D., Ricardo 
Menéndez Benítez. 
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exención de responsabilidad, cuando un sujeto pene- 
tra en la casa de otro alegando que una carne que ha- 
bía allí procedía de un puerco caído en una trampa 
por él preparada, tratando de llevársela á la fuerza; 
7 al oponerse el dueño de la casa, saca el machete 7 
se le va "encima, á cuya actitud tomó éste una esco- 
peta que tenía cargada 7 diaparándole un tiro le cau- 
sa la muerte 54 

Escándalo público. — El hecho de escandalizar públicamente, en los 
momentos en que se celebraba una manifestación po- 
lítica, es constitutivo de la falta prevista 7 penada 
con ese nombre 58 

Falsedad en documento público. — La supuesta intervención de una 
persona en una escritura de reconocimiento de hijo 
natural, constituye el delito de falsedad en documen- 
to público, provisto 7 penado en el número 2o del 
Artículo 310 del Código Penal 7 en el 311 del mismo, 
según fuere cometido por funcionario público ó por 
particulares; 7 es responsable de dicho delito por 
imprudencia el Notario que no conociendo á dos de los 
testigos que intervinieron en el acto, los acepta co- 
mo tales por la simple presentación que le hace de 
ellos un amigo SU70 1 

Hechos probados. — ^Para sustanciar 7 resolver un recurso de casa- 
ción por infracción de Ley, ha7 que partir necesaria 
7 exclusivamente de los hechos declarados probados, 
que deben ser aceptados por el recurrente. .11 

„ „ Para que se entienda que una le7 ha sido infrin- 

gida, es preciso que la infracción se cometa al apli- 
carla á los hechos que se hubiesen declarado proba- 
dos; pues la aceptación de los hechos probados es el 
elemento cardinal para la interposición de esta clase 
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de recursos; j se infringe el Artículo 7o de la Orden 

92 al admitir un recurso sin ese requisito. ... 31 

Hurto. — ^No concurriendo en el hecho procesal ninguna de las cir- 
cunstancias que señala el Articulo 520, ni las que enu- 
mera el 526; j no pudiendo calificarse de falsa la lia- 
v« con que -el procesado abrió la gaveta en qu« ee •en- 
contraba el dinero, con arreglo á la definición que de 
ella da el Artículo 534 del Código Penal, debe califi- 
carse el hecho de hurto por estar comprendido en el 
Artículo 535 del mismo 99 

Injurias. — ^Para calificar con acierto delitos de esta clase, no basta 
atender al eentido gimmatical de palabras ó fraaes 
aisladas, sino que 6s preciso tener en cuenta el sen- 
tido de las mismas dentro del periodo en que se con- 
signan, objeto que se propone el autor y estímulo j 
ocasión en que se producen. 

Son injuriosas las palabras que por su significa- 
ción y tono general del escrito en que se consignan, 
ceden en descrédito, deshonra y menosprecio de la 
persona á quien van dirigidas 36 

Medios de prueba. — El informe pericial es uno de los medios de prue- 
ba que establece la Ley; y la Sala sentenciadora 
puede apreciarlo juntamente con los demás elementos 
probatorios que resulten del proceso, con arreglo & su 
conciencia, según el Artículo 741 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal; sin que contra esa apreciación 
de la prueba quepa recurso alguno 33 

Precepto legal que autoriza el recurso. — No se cumple con lo dispues- 
to en el Articulo 5o de la Orden 92, que exige la con- 
signación en el escrito de interposición del texto le- 
gal que autoriza el recurso, cuando con notoria in- 
congruencia se cita un número del Artículo 849 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal que no es el que 
autoriza el recurso 11 

„ „ Según tiene repetido el Tribunal Supremo, la ci- 
ta del precepto legal que autoriza el recurso ha de 
guardar congruencia con las infracciones ó quebran- 
tamientos alegados; no bastando para cumplir con es- 
te precepto con citar cualquiera de los casos señala- 
dos en la Ley, sino que precisamente ha de ser el 
número en que se comprenda la causa que autorice 
el recurso <57 

Resoluciones susceptibles de recurso. — £1 auto en que se niega la pre- 
tensión de que una sentencia sea notificada nueva- 
mente, no es susceptible de casación, por no ser de 
los comprendidos en el Artículo 848 de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal 5S 

Recurso por quebrantamiento de forma. — ^Para que prospere el recur- 
so de casación por quebrantamiento de forma, es pre- 
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eiso expresar las causas que hayan impedido recla- 
mar la subsanación de la falta cometida y que exis- 
ta congruencia entre los fundamentos del recurso 7 
las infracciones alegadas 25 

Becorso por quebrantamiento de forma. — Procede el recureo por que- 
brantamiento de forma en una sentencia criminal, 
cuando ne se expresa en ella cuáles son los hechos 
que ee declaran probados 6 resulta manifiesta contra- 
dicción entre los mUmos; pero no cuando la contra- 
dicción es entre éstos 7 los considerandos de la sen- 
t?encia 64 

„ „ Las conclusiones provisionales presentadas nue- 
vamente, después de anuladas las anteriores, tienen 
el carácter de definitivas al no ser modificadas; 7 no 
pena un delito más grave la sentencia que de confor- 
midad con ellas, impone la que en las mismas se soli- 
cita, 7 por lo tanto no se infringe el (Articulo 733 de 
la Le7 de Enjuiciamiento Criminal 104 

Becnrso por infracción de Ley. — No apareciendo de los hechos pro- 
bados de la sentencia aquél en que se funda el re- 
curso por infracción de Le7, debe desestimarse. . 64 

Sobreseimientos. — No apareciendo esclarecida la inexistencia de re- 
lación alguna entre el daño causado 7 la infracción 
cometida, no procede el sobreseimiento á que se refie- 
re el número 2 del Articulo 637 de la Lie7 de Enjui- 
ciamiento Criminal 7 sí la apertura del juicio. . 21 

„ „ Fundado un auto de sobreseimiento en el núme- 
ro 1 del Artículo 637 de la Ijqj de Enjuiciamiento 
Criminal, no son de aplicarse preceptos legales que 
definen ó califican un delito para cu7a existencia es 
condición necesaria que se ha7a realizado un hecho; 
7 al citarse el artículo mencionado, implícitamente 
se declara que no ha habido indicios racionales de ha- 
berse perpetrado el que dio origen á la formación del 
proceso 81 

Término para interponer la casación. — Cuando se pide aclaración de' 
una sentencia, el término para interponer casación 
debe contarse desde la notificación del auto en que se 
acceda ó niegue, pues es desde cuando los interesa- 
dos están en aptitud para consentirlo ó recurriría; 
por lo cual es de aplicarse al procedimiento criminal 
el Artículo 406 de la Le7 de Enjuiciamiento Civil. 71 

Materia cíivil 

Páginas. 

Bienes gananciales. — ^Los bienes adquiridos por uno de los cón7uges 
durante el matrimonio tienen el carácter de ganan- 
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cíales mientras no conste 6 se pruebe lo contrarío; 
sin qu<e basten simples manifestaciones de que perte- 
necen al moaido ó á la mujer 109 

Cita de la causa ó concepto en que se ftinda el recurso y del artículo 
y número en que está comprendida. — Son indispen- 
sables con arreglo al número 3 del articulo 5 de la 
O. 92 sobre casación, para que pueda ser admitido 
el recurso 137 

Citaci6n de las partes para comparecencia en Juicio de menor cuan- 
tía. — Equivale en este caso á la citación para sen- 
tencia 152 

Competencia del Tribunal Supremo. — No la tiene para conocer de 
un asunto en que las partes habían sido citadas y 
emplazadas con fecha 30 de Diciembre de 1898 para 
ante el Tribunal Supremo de España 113 

y, „ No la tiene para conocer de actuaciones que no 
vengan á su conocimiento por los trámites que mar- 
ca la Ley 130 

Competencia. — Cuando se ejercitan acciones personales, es juez com- 
petente, á falta de sumisión expresa, el del lugar 
en que la obligación deba cumplirse; y á falta de 
éste, el del domicilio del demandado ó el del lugar 
del contrato, aunque se encuentre allí accidental- 
mente el demandado 125 

Competencia del Tribunal de apelación. — Absteniéndose un juez de 
resolver sobre una exonción perentoria propuesta, 
por haber estimado procedente la de incompetencia, 
la competencia de la Audiencia está circunscripta á 
lo que fué materia de la apelación 152 

Comisionista. — El contrato celebrado por éste con todas las forma- 
lidades do derecho, debe ser aceptado por el comi- 
tente con todas sus consecuencias, sin perjuicio de 
su acción para repetir contra el comisionista por las 
faltas ú omisiones en que hubiere incurrido. . . 161 

Condena de costas. — No procede cuando sólo se usa la inhibitoria 
ó la declinatoria, aún cuando se omita manifestar 
que no se ha hecho uso del otro medio. . 125 

Contrato. — Declarándose en una sentencia que no se ha justificado 
la existencia de un contrato, no oe han podido infrin- 
gir los artículos del Código que se refieren á las 
condiciones que han de concurrir para su perfeccio- 
namiento 287 

Defectos subsanables. — Para no llevar á cabo la inscripción de una 
» sentencia dispuesta por mandamiento judicial^ proce- 
de tomar anotación preventiva, consignando al pie 
de uno do los mandamientos los motivos de la sus- 
pensión 313 
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Diligencia de prueba. — Cuando ninguna de lae partes ha eoli^itado 
que se reciba el pleito á prueba, no ha podido dene- 
garse ninguna diligencia de esta clase. 272 

Diligenciae preparatorias del juicio ejecutivo. — No tienen el carác- 
ter de juicio, por lo cual está mal formada una com- 
petencia con motivo de éstas 248 

Establecimiento fabril 6 mercantil. — Los juicios de desahucio de es- 
tablecimientos de esta clase, corresponden al Juez de 
Primera Instancia, sin que sea necesario tener en 
cuenta el precio del arrendamiento 193 

Establecimiento mercantiL — ^Una barbería no tiene ese carácter, pues 
eu verdadero -concepto está determinado por el ejer- 
cicio de una industria personal, que constituye un 
arrendamiento de servicio. 244 

Expediente administrativo. — 'Al no reclamarse de la autoridad co- 
rrespondiente en el primer día hábil siguiente al de 
la presentación del escrito iniciando el procedimien- 
to contencioso administrativo, se infringe la Ley de 
lo Contencioso 307 

Fecha de la tiltima notificación. — Es requisito indispensable con 
arreglo al número 1.* del artículo 5.** para que pue- 
da ser admitido el recurso 157 

Pinca poseída en precario. — En este caso no es necesario para que 
sea oída la apelación interpuesta en juicio de desahu- 
cio que se consigne la renta 185 

Fundamentos de la sentencia. — ^Fundándose, una sentencia en la 
prueba testifical, única practicada, no ha podido in- 
fringir los artículos 1215 y 1244 del Código Civil 287 

Hipoteca tácita. — ^La preferencia que concede el artículo 220 de la 
Ley Hipotecaria al asegurador, no constituye una hi- 
poteca tácita, que no reconoce la Ley, sino un dere- 
cho de preferencia que se eonvierte en hipoteca le- 
gal, en virtud del cual puede exigirse al dueño del 
inmueble la constitución de dicha hipoteca. . . 203 

Insolvencia. — La pretensión de insolvencia no puede reproducirse en 
todos los casos, pues para promover nuevo juicio 
es necesario justificar que los casos en que ee fun- 
da son posteriores á dicha insolvencia; por eso 
tiene carácter de definitiva la sentencia que niega di- 
íAm insolvencia 311 

Juez competente. — A falta de sumisión expresa ó tácita, es juez com- 
petente cuando se ejercitan acciones mixtas el del 
lugar en que se hallen las cosas ó el del domicilio 
del demandado, á elección del demandante. 196 

Legataria. — ^La cita de ésta para un juicio ejecutivo, tratándose de 
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bienes hipotecarios sujetos á los preceptos de la an- 
tigua legislación hipotecaria, no es necesaria, bas- 
tando con que se haya citado á la heredera. . 258 

Modos de acabañe el mandato. — ^El incumplimiento de sus obliga- 
ciones por parte del mandatario, no puede reputarse 
como uno de los medios de acabarse el mandato. . 161 

„ I, £1 mandato aceptado no puede ser tácitamente 

renunciado 161 

Negación de diligencia de prueba. — ^Para que pueda estimarse mo- 
tivo de casación, la negativa de una diligencia de 
prueba, es preciso que sea admisible 7 que dicha 
negativa produzca indefensión 219 

Notificación de sentencia á partes que no hubiesen sido emplaiadaa 
con anterioridad al 11 de Abril de 1899. — Esta noti- 
ficación surte los mismos efectos que la hecha por 
primera vez de la sentencia, por lo cual debe atem- 
perarse para la interposición del recurso á los pre- 
ceptos de la O. 92, sobre casación 191 

Notificaciones. — Las hechas á los procuradores surten el mismo efec- 
to que las hechas á las partes, salvo los casos en que 
la Ley dispone se haga personalmente; 7 las hechas 
á los sustitutos de los procuradores, la misma que si 
se hubiesen hecho á los sustituidos 253 

Objeto de la prueba. — La que «e p(roponga debe limitarde á los he- 
chos fijados definitivamente en los escritos de répli- 
ca 7 duplica, ó en los de demanda 7 contestación 
cuando se trate de juicios de menor cuantía. . . 219 

Persona jurídica.^ — Tiene ese carácter una colectividad de herederos 
7 puede inscribirse en el Registro á su nombre un 
inmueble 183 

Presentación de la escritura de mandato. — ^Para interponer el re- 
curso de casación á nombre de otro es indispensable 
la presentación de la escritura de mandato con arre- 
glo al articulo 19 de la Le7 de casación. . . 119 

Bedbimlento á prueba. — En los juicios de ma7or cuantía sólo puede 
pedirse por medio de otrosí en los escritos de réplica 
7 duplica, 7 la negativa á admitirla en otro trámite 
no constitu7e quebrantamiento de forma si no se re- 
clamó contra ella en primera instancia. . . . 275 

Recurso de casación por infracción de Ley. — No se da este recurso 

en los juicios de menor cuantía 123 

„ „ No puede servir de fundamento para la interpo- 

sición de este recurso la alegación de hechos que no 
se han estimado por el Tribunal sentenciador. . . 139 

„ „ Al citarse los números 1, 4 7 7 después de haber 
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citado el artículo 1690, aún coando no se haya hecho 
mención de dicho articulo, bien se comprende que 
^choB números se refieren al mismo y esa omisión 
no es motivo para la impugnación 179 

BecnxBO de casación. — No se da sino contra resoluciones que tengan 

el ear&cter de definitivas 129 

„ „ Véase la página 129 

„ „ No se da contra la resolución que declara de- 
sierta la apelación en un incidente 133 

„ „ Véase la página 133 

„ „ Véase la página 129 

Xacnno por infracción de Ley. — No puMen ser obj«to de recurso 
por infracción d<e Ley las referentes al procedimien- 
to; 7 tratándose de las formalidades que d«ben ob- 
servarse en la venta de ciertos frutos y bienes está 
comprendido el caso en este precepto. 214 

„ „ No contrayéndose ninguno de los artículos de 
la Ley citados por el recurrente, á los nK>tivos en 
que ha de fundarse el recurso de casación; y no ci- 
tándose tampoco ninguna de las causas de las seña- 
ladas en el articulo 1690 de la Ley Pünocesal, se hace 
inadmisible el recurso 241 

„ ,, Véase la página 237 284 

Becniso iK>r infracción de doctrina. — (Para fundar un recurso de esta 
clase no basta citar un principio cualquiera, sino que 
es preciso que se riten los reiterados fallos de la ju- 
risprudencia en casos idénticos, y que se justifique 
que dicha doctrina legal, está admitida por la Ju- 
risprudencia 258 

Becnrso por quebrantamiento de forma. — ^Para que sea admisible ha 
de expresarse en lo que consistió el quebrantamiento 
y la reclamación que se ha hecho para la subsana- 
ción de la falta cometida, indicando caso de imposi- 
bilidad para hacerlo, la causa y sus motivos. 159 

„ „ Véase la página 181 

„ „ Para interponer este recurso no basta citar los 
artículos de la Ley de Enjuiciamiento Civil que al 
mismo se refieren, sino que es preciso citar también 
el número ó números del 1691 como precepto legal 
que lo autorice 256 

*B60Ci8Íón de contrato. — Sólo de la opción que faculta el artículo 
1124 del Código Civil no puede derivarse su resolu- 
ción, ni es aplicable el artículo 1133 á toda clase de 
obligaciones por referirse sólo á las alternativas. . 227 
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B60CÍBÍÓID de contrato do arrendamiento. — ^Fundándose en un caso 
fortuito no se infringen los artíeulos 1559 j 1100 del 
Código al no tenerlos en cuenta para fijar la fecha 
de la rescisión 227 

Sentencia definitiva. — No tiene ese carácter el auto ordenando el 
desembargo de rentas en un incidente de un juicio 
ejecutivo 285 

„ „ La que niega el recurso de queja tiene el con- 

cepto de definitiva porque imposibilita la prosecu- 
ción del pleito j viene 'en realidad á terminarlo. 311 

„ „ No tiene ese caráct?er la «que d<eclana eubsis- ''^ 
tente un embargo preventivo 123 

,, „ No tienen ese carácter las dictadas en expedien- 
tes de jurisdicción voluntaria 129 

ff „ El auto por el cual una Audiencia manda cum- 
plir dentro de un incidente de embargo de bienes un 
exhorto de otro Juzgado, no tiene el carácter de re- 
solución definitiva 177 

Sumisión en materia de competencia. — ^Para que sea eficaz ha de 
hacerse renunciando el fuero de su domicilio j desig- 
narse con toda claridad el juez á quien se someten. 196 

Tézmino Judicial. — Estando en suspenso el término para poder ejer- 
citar cierta parte un derecho, no es posible proveer 
antes de que se agote dicho término por el simple 
criterio de otra de las partes 116 
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